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A Mayuye
'Cuando Homero implora que la discordia 
cese tanto entre dioses como entre hombres, 
no se da cuenta de que maldice la genera- 
ci6n de todas las cosas, ya que estas tie- 
nen su generaciôn a partir de una lucha y 
de una contraposiciôn."
Herâclito de Éfeso.
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COHSIDERACIONES PREVIAS
El obje to de este estudio es el anâllsls del derecho de 
huelga en los servicios esenciales. Interesado en un principio 
por la elaboraciôn Juridica sobre la huelga, la especial con- 
figuraciôn que esta revestia en el sector publico canalizô ha- 
cia el estudio de la misma la labor de investigaciôn pretendi- 
da, mas aun al tratarse de un aspecto no abordado exhaustiva- 
mente en las monograflas sobre el particular. Se trata ademas 
de una decision cuyo interés se acentûa con la promulgaciôn de 
la Constituciôn espanola de 1978, al establecerse como limite 
explicite y fundamental al derecho de huelga, el mantenimiento 
de los servicios esenciales de la comunldad.
El estudio de la huelga en los servicios esenciales en un 
trabajo de investigaciôn como el presents exige, previamente, 
delimitar el presupuesto mlnlmo del que se parte: el derecho de 
huelga, y enmarcarlo en el contexto normative en el que se in- 
serta: la Constituciôn. Era precise en consecuencia, dedicar 
un capitule a este, atendiendo especial y priori tariamente a la 
confrontaciôn del derecho de huelga con otros derechos y bienes 
constitucionalmente protegldos de donde pudieran derivarse los 
limites y los contornos de aquel que tuvieran una trascendencia 
posterior, a la hora de abordar el objetlvo central de la inves 
tigaciôn. Este es el sentido, pues, del primer capitule.
El mantenimiento de los servicios esenciales en case de 
huelga en los mismos es, como se sabe, el limite fundamental al
derecho reconocldo en el articule 28.2 de la Constituciôn. Parece 
necesario atender a las razones que justifican su "centralidad" 
en la doctrina de los limites del derecho, asi como a determinar 
sistemâticamente en que consiste este. A una y otra cuestiôn se 
pretende responder en el Capitule 2 de este trabajo que, en con­
secuencia, es el que mejor define la labor Investigadora realiza- 
da, en donde la reflexiôn juridica sobre el derecho de huelga co- 
rre en paralelo a otra sobre la teorizaciôn del Estado, cuya pre­
sencia explica y define justamente tanto el alcance del derecho de 
huelga como la vlrtualidad del limite fundamental impuesto a este
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Investigados asi los criterios teôrlcos que justifican la 
adopciôn en la Constituciôn de esta limitaciôn al derecho de huel^  
ga, asi como su determinaciôn y alcance, la lôgica exige que se 
analleen los mecanismos que articulen de forma corrects limites 
y contenido esencial del derecho, es decir, las técnicas de re- 
gulaciôn del mismo: pero previamente hay que examiner el problems 
del "désarroilo" del derecho, es decir el del sujeto que fija las 
garantlas previstas, quien lo régula en lo concreto. Para ello 
hay que realizar, de forma imprescindlble, un anâllsls de la nue- 
va etapa de relaciones Industriales que arranca de la Constitu- 
ciôn, anàlisis coyuntural quizâ pero necesario para esclarecer 
el panorama referido, lo que explica la temporalidad y la espacia 
lidad del tercer capitulo, dedicado al examen de las dinâmicas de 
los protagonlstas sociales y de las propuestas sobre la concreta 
regulaciôn del derecho de un lado, y el de las diversas técnicas 
de regulaciôn de este en los servicios esenciales, de otro.
Este es, en resumidas cuentas, el plan al que se ha ajus- 
tado la investigaciôn. Finalizada esta, sin embargo, se ha pro 
ducido el fallo del Tribunal Constitucional sobre el recurso 
de inconstitucionalidad presentado por el Grupo Parlamentarlo 
Socialista contra el R.D.L. 17/1977, de 4 de marzo, que afecta 
de lleno al tema analizado. Su évidente trascendencia, asi como 
la contrastaciôn de la doctrina en ella mantenida con este tra­
bajo, ha hecho aconsejable anadir unas pocas paginas dedicadas 
a este tema.
Con el presents trabajo se pretende ademâs, retomar una vie 
ja concepclôn de la tesis doctoral como vehiculo de argumenta- 
ciôn y defensa de determinadas opinlones, como "conclusiôn man­
tenida con razonamientos". Es decir, frente a una labor simple- 
mente de exegesis de la norma, -con toda la importancia que ella 
reviste- intentar la adopciôn de posturas de actuaciôn del dere­
cho, en una ôptica Inevitablemente "politizada" que concluye de­
terminadas proposicbnes en la linea de un modelo politico, social 
y por conslgulente juridico claramente delimitado.
Junto a ello, se ha tornado conciencia de que, al menos teô- 
ricamente, la tesis es el primer trabajo de investigaciôn en el 
que Se aprenden y utilizan los métodos propios de la disciplina, 
y en el que se pretende que el doctorando maneje un aparato bi- 
bliogrâflco adecuado al trabajo emprendido. Este carâcter de la 
tesis como obra real de investigaciôn no ha pretendido ser des- 
cuidado en este trabajo, y de ahi el volurnen de las notas biblio 
grâficas, con el que se rinden cuentas de la utilizaciôn que se
ha hecho de la doctrina cientlfica y se demuestra, aunque de for­
ma indlcativa, el acopio de material y su conocimlento, que se 
halla en la base del trabajo realizado.
A ambas preocupaciones responden la inclusion de un capitulo 
dedicado a entresacar las concluslones de la propia tesis, pese 
a la dificultad y al esquematismo consustanciales al mlsmo, cuan­
do la propia labor de investigaciôn es en si misma un conjunto de 
concluslones, y la adiciôn de la bibliografia citada, como, por 
lo demâs, es preceptivo.
Con una expllcaciôn previa de este tipo, quizâ se colabore a 
centrar los términos en los que se plantea y desarrolla la inves­
tigaciôn que ocupa las paginas que slguen. El que se haya logrado 
o no en gran medida se escapa a la intenciôn que présidia esta 
breve introducclôn al trabajo realizado.
CAPITULO I
EL DERECHO DE HUELGA EN LA CONSTITUCION DE 1978.
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1. - INTRODUCCION : APUNTES SOBRE EL NUEVO MODELO DE RELACIONES
LABORALES IMPLANTADO POR LA CONSTITUCION DE 1978.
Iniciar un estudio sobre el derecho de huelga en los servi­
cios esenciales exige una reflexiôn previa sobre el marco cons- 
titucional, su alcance y slgnificado genérico. Para una exposi- 
ciôn de este tipo no basta responder a cuâles puedan ser los cam- 
bios que imponga la Constituciôn en la regulaciôn del derecho de 
huelga, o en la diversa configuraciôn del modelo normative en vi­
gor : hay que comprobar tamblén "que tipo o modelo de sociedad se 
disena en funciôn del papel que se encomiende al trabajo" (1), 
cuâl es el nuevo modelo de relaciones laborales Instaurado en el 
texte constitucional de diciembre de 1978. No obstante, es un ob- 
jetivo excesivo para un trabajo como el que se pretende. Prâcti- 
camente el tema se tlene que sustanciar medlante una brevisima 
esquematizaciôn, desde una perspectlva de conjunto que forzosa- 
mente habrâ de resultar simplificadora de la valoraciôn juridica 
del "modelo de sociedad" implantado en la Constituciôn de 1978.
En este sentido, se puede Intentar una primera divisiôn de 
la cuestiôn, anallzando por separado dos interesantes aspectos de 
la novedad aportada por la Constituciôn espafiola :un nuevo modo 
de entender las•relaciones laborales y el carâcter mismo del tex- 
to'constitucional en relaciôn con la realidad social inmediata.
Con ello se quiere decir sencillamente que se va a aludir breve- 
mente tanto a las senas de identidad del esquema de las relacio-
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nés laborales pergenado en la Constituciôn como al valor y a la 
importancia que esta encierra respecte de aquél.
En cuanto al primero de los temas enunciados, hay que comen- 
zar por la afirmaciôn de SAGARDOY, generalmente compartida, de 
que la Constituciôn ha supuesto un "giro copernicano" en la con­
figuraciôn del sistema espanol de relaciones de trabajo (2). En 
efecto, puesto que las relaciones socio-laborales a partir de la 
Constituciôn, han de referirse necesariamente a una concepciôn 
democrâtlca de las mismas, al sistema social y politico que las 
encuadra ya que "el modelo de relaciones laborales es, lôgicamen- 
te, un subproducto del modelo politico" (3), el cambio de estruc- 
turas politicas repercute directamente en aquéllas. Mas aûn, pa­
rece évidente que la conformaciôn de un modelo democrâtico de re- 
laciones laborales, o si se prefiere, la negaciôn formai de un 
sistema autoritario, es la caracteristica de mayor eficacia revul- 
siva o trastocadora de la normaciôn socio-laboral del franquisme.
De hecho, la mayoria de las aportaciones doctrinales al tema 
insisten en este aspecto como circunstancia definitoria. La visiôn 
pluralista de la sociedad, recogida en los articules 1 y 6 de la 
Constituciôn, exige que todos los intereses de los grupos sociales 
sean reconocldos y protegidos, asi como la configuraciôn del in­
terés general como résultante de "la libre dialéctica entre los 
diverses intereses de los grupos que integran el pluralisme so­
cial" (4) lo que supone que el modelo Instaurado se basa no en el 
protagonismo excluyente del Estado, sine en la autonomia de los 
actores sociales (5). De ahi que se necesite el reconocimiento de
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la libertad sindical, con lo que ello supone de dotar a las par­
tes sociales de las facultades de autotutela y de autorreglamen- 
taclôn, configuradas como derechos subjetivos explicitamente am- 
parados con una cierta amplitud (6 ), mâs aûn si se atiende al ar­
ticule 7« de la Constituciôn en donde el slndicato se configura 
como une de los pilares del sistema constitucional (7).
El corte con el pasado Inmediatamente anterior se situa pues 
de forma preferente a este nivel, dirlamos politico, de las rela- 
clones laborales. La Constituciôn, paralelamente, esboza un "mo­
delo capltalista, basado en la apropiaciôn de trabajo ajeno por 
personas privadas" (8), este es, en la propiedad prlvada de los 
medios de producciôn, la libertad de empresa y la economla de mer- 
cado, sin que en este aspecto se haya modificado la configuraciôn 
socioeconômica del régimen franquiste (9). Junto a ello, se ha 
senalado que la Intervenciôn estatal, especlalmente a través de 
la Iniclativa pûblica en la activldad econômlca y de la posibili- 
dad de la planlfîcaciôn, no son suficientes para actuar como ele- 
mentos correctores del sistema, mâs aûn si se tiene en cuenta que 
la libertad de empresa résulta un limite decisive a aquélla, el 
"techo ideolôgico" de la Constituciôn de 1978 (10).
Junto a ello, se ha afirmado que pese a esa inmutabllidad de 
la configuraciôn constitucional de las relaciones de producciôn, 
las reformas efectuadas en un sentido democratlzador y de acuerdo 
con una visiôn pluralista de la sociedad, habrân de repercutir 
necesarlamente en el modelo social, globalmente considerado. En 
este sentido hay que tener muy presents que para el articule 9.2
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el Estado va a ser el motor en la persecucion de la libertad e 
igualdad sustanciales (11), principio fundamental del nuevo régi­
men constitucional al que habrla que dotarle de contenido y de 
eficacia incentivadora para poder superar la concepciôn neolibe- • 
ral del Estado y redimensionar las relaciones de poder, especial- 
mente en las relaciones de trabajo, aqul contempladas (12). Ade- 
cuar las declaraciones "luminosas" de la Constituciôn a la reali­
dad de las relaciones sociales de producciôn es sin duda una ta­
res por realizar de la que depende en ultima instancia la capaci- 
dad innovadora del texto constitucional (13).
Un segundo aspecto por considerar es el examen del propio 
valor que encierra la Constituciôn en un puro sentido juridico, 
cuestiôn que exige tratar no sôlo su valor normativo, sino su 
significante de marco global de referenda obligada para la In- 
terpretaciôn y coherencia del sistema juridico asi como su capa- 
cidad de modificar directamente determinadas normas juridicas 
concretas, de trastocar el tratamiento de los denominados dere­
chos sociales en ella reconocldos (14).
En este sentdo,' hay que hacer notar, como escriben GARCIA DE 
ENTERRIA y FERNANDEZ, que el modelo constitucional del franquisme 
conducia a negar a la Constituciôn valor normativo especlfico 
"fuera del âmbito de la organizaciôn y de las relaciones de los 
poderes superiores ; lo demâs, y en concreto toda la parte mate­
rial de la Constituciôn, contendria sôlo principios "programâti- 
cos", indicaciones que sôlo en cuanto e] legislador las recogiera 
llegarian a encarnarse en normas juridicas verdaderas" (15),
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mlentras que la Constituciôn de 1978 rechaza resueltamente este 
modelo. Al contrario, la parte d'ogmâtica de la Constituciôn tlene 
valdr normativo inmediato y directe como se deduce de su articu­
le 9.1, afecta a todos los cludadanos y a todos los poderes pu­
blicos, sin excepciôn (16).
Aunque las declaraclones de derechos contenidas en la Consti- 
tuclôn no tlenen por igual el mismo vigor , en funciôn de los me­
canismos de protecciôn otorgada, como luego se dira , obedece a 
una concepciôn juridica de la misma que supone una cierta rup- 
tura de una tradiciôn constitucional espafiola y que tiene una évi­
dente repercusiôn en todo el conjunto de disposiciones anteriores 
y las que se dicten en un futuro (17).
Es cierto, sin embargo, y ello explicarâ en gran parte alguno 
de los fenômenos que se analizarân a lo largo de este estudio, que 
el peculiar proceso de reforma polîtica y el compromise subsi- 
guiente, fruto del cual es nuestro texto constitucional, puede 
conducir a una "devaluaciôn de la condiciôn normativa de la Ley 
constitucional" (18). 0, mâs exactamente, como ha afirmado OBDO- 
REZ, sobre la base de la diferenciaciôn entre Constituciôn formai 
y material, la continuidad de esta ultima (19).
Profundizando en este tema, conviens detenerse en la tipolo- 
gla de derechos que la Constituciôn reconoce y sistematizar el 
catâlogo de derechos sociales en ella contenido, para deducir de 
él la valoraciôn que se efectua del sistema de relaciones socia­
les. Esto exige, lôgicamente, esbozar el elenco de los mecanismos
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de protecciôn constitucionalmente previstos, quienes definen el 
tratamiento especlfico de cada uno de ellos, la "energla" con la 
que el ordenamiento los tutela (20).
En la configuraciôn de los derechos sociales que efectua el 
texto constitucional esta presents, sin duda, una fuerte "carga 
emocional" (21) que se traduce en una ordenaciôn fundamentalmente 
condicionada por la coyuntura polîtica, de una parte, y el trata­
miento que reclbieron estos derechos bajo el franquisme, de 
otra, como ha senalado SERRANO MARTINEZ (22). Como se verâ a con- 
tinuaciôn, la eficacia y las garantlas de los mismos, su mayor o 
menor protecciôn, es inversamente proporcional a la que hasta la 
promulgaciôn de la Constituciôn tenlan asegurada.
En efecto, el ûnico criterio vâlido para establecer una co- 
rrecta graduaciôn de estos derechos es la diferente protecciôn 
que se les asigna en el articule 53 de la Constituciôn (23). Se- 
gûn éste, en lo que aqul interesa, se otorga un grado de protec-- 
ciôn maxima al principio de igualdad ante la Ley y de trato no 
discriminata_rio del artlculo 14 (24), a la libertad de elecclôn 
de residencia y de circulaciôn por el terriotrio nacional, impor­
tante presupuesto de la libertad de trabajo y la entrada y salida 
libre de Espana (25), a la libertad sindical y al derecho de 
huelga del articule 28. Ademâs de estos preceptos tlpicamente li- 
gados a los denominados derechos sociales, hay que tener en cuen­
ta que los restantes derechos reconocldos en la Secciôn 1* del 
Capitulo segundo del Tlutlo I no se definen como garantias de no 
injerencia del Estado, sino que surten efectos también en las re-
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laclones Jurldico-privadas, esto es, que surten efectos no sôlo 
en el seno de las relaciones de■ciudadania, sino también en el 
seno de las relaciones privadas. En este sentido, cobran espe­
cial importancia para la conformaciôn del sistema de relaciones 
laborales el reconocimiento y la protecciôn constitucional de la 
libertad ideolôgica, la libertad de expresiôn, la libertad reli- 
giosa, el respeto de la vida privada (26).
Esto, en lo que respecta al grado de protecciôn mâximo. En 
un nivel intermedio, se encuentran el derecho al trabajo (27), a 
la libre elecciôn de profesiôn u oficio, a la promociôn por el 
trabajo y a la remuneraciôn suficiente ; el derecho a la negocia- 
clôn colectiva y a la adopciôn de medidas de conflicto colectivo ; 
la libertad de empresa, en relaciôn con el derecho a la propiedad 
privada (28).
Por ultimo, en el nivel de menor protecciôn se situan el de­
recho al pleno empleo, a la formaciôn y readaptaciôn prefesiona- 
les, a la seguridad e higiene en el trabajo, al descanso, a la 
seguridad social (29) y los derechos de los emigrantes (30). Hay 
que hacer constar que pese a la "desgraciada expresiôn" del pâ- 
rrafo 3® del articule 53 (31), éste no puede interpretarse como 
una prohibiciôn de alegaclôn ante los tribunales ordinaries (32) ; 
la ûnica diferencia respecte de aquellos derechos sobre los que 
gravita un nivel medio de protecciôn es "la laxitud mayor que al 
legislador consienten los principios del grupo tercero, frente a 
los derechos y deberes mâs estrictos del grupo segundo" (33).
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La jerarquizaciôn de taies derechos que se desprende en 
atenciôn al diverse grade de proteccién juridica conferido a les 
mismos es especialmente interesante a la hora de que se produzcan 
conflictos entre elles cuya soluciôn ha de pasar per dar prieri- 
dad a aquellos intereses pretegldos censtltueionalmente de forma 
prevalente. Y supene ademâs el indicative mâs vallose para cali- 
brar la efectividad del giro efectuado en el tratamiente consti­
tue ional de les derechos econômice-sociales ; en qué incide y 
cômo queda refiejade el cambio producido en el modèle de relacio- 
nes laberales que se pretende, en el sentide ya indicado.
Efectivamente, la importancia conformadera de la realidad 
que se asigna a la Constituciôn, y la existencia de precises mé­
canismes de proteccién de les derechos en ella reconocidos, in- 
cerporando incluse las directrices opertunas para la soluciôn de 
les posibles conflictos entre estes constituyen elementes impor­
tantes para la elaboracién de un diagnéstico sobre el "modelo" 
implantado. Junto a elle el reconocimiento de la autonomia colec- 
tiva, la institucionalizacién del conflicto social y la caracteri- 
zacién del Estado "promocional", son caracteristicas de fondo que 
delimitan también les contornos de aquél.
No obstante, no se puede afirmar con carâcter définitivo que 
a partir de la Constituciôn se vaya a redimensionar en otros ter­
mines las relaciones de poder de fondo, o que existan los instru­
mentes juridicos precises para acentuar sus perfiles reformistas 
mâs incisives. Téngase en cuenta que en el piano de las relacio­
nes de producciôn nada ha cambiado, ni en la definiciôn del sis-
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tema econômlco, cuestiôn particularmente grave ante la proyectada 
reestructuraciôn del capital en la êpoca actual que implica la 
desvalorizaciôn de la reproducciôn de la fuerza de trabajo median- 
te la degradaciôn de los niveles de consumo social y del sistema 
de garanties frente al poder empresarial, como ha serialado DESDEN- 
TADO (34) y se puede conhprobar en la evoluciôn de nuestro ordena- 
miento laboral a través de normes posconstitucionales tan décisi­
ves como el Estatuto de los Trabajadores y la Ley Bâsica de Em- 
pleo. El valor de las modificaciones que introduce la Constitu­
ciôn, principalmente en ese nivel "politico" al que se ha aludi- 
do, es innegable, pero cabe penser en la funclonalizaciôn de las 
mismas a la consecuciôn de la normalidad social, por las razones 
indlcadas ; se podria dudar, partiendo de la continuidad de la 
constituciôn material, si la existencia de un texte normative in- 
novador, como lo es sin duda la Constituciôn espafiola de 1978, in- 
terpretado junto con el ordenamiento preexistente - y en buena 
parte asumido por ésta - produce unes efectos sustancialmente di­
verses a los que aquél causaba. La soluciôn de este dilema depen- 
derâ,en buena medida, de la actuaciôn de los protagonistas socia­
les y, fundamentalmente, de la capacidad de las fuerzas que bus- 
can la transformaciôn de la sociedad, para articular una estrate- 
gia que no legitime el control social pretendido a través del or­
denamiento, utilizando también aquellos instrumentes de reforma 
que suministra la Constituciôn.
Naturalmente que éste es sôlo un punto de partida. Para pre- 
cisar algo mâs este tema, se necesita pasar al examen del contenido
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concreto de cada derecho, pues sera éste qulen permita conocer 
los términos précises del mismo, su alcance especlfico. Mâs aûn 
cuando el derecho de huelga, por su slgnificado Intrlnseco, es 
un elemento esencial en la valoraciôn del sistema de relaciones 
laborales implantado por la Constituciôn. De ahl la importancia 
de un balance sobre el mismo, que cuenta con la mâxima protec- 
clôn juridica y es el exponents de la reforma primordial efectua- 
da por el Constituyente espanol al optar por una alternativa que 
fomenta la actuaciôn de los protagonistas sociales, atribuyéndoles 
los instrumentes apropiados para no estar Inermes. A ello se de- 
dicarâ el siguiente epigrafe.
Una ultima afirmaciôn, no obstante. Es évidente que cual- 
quier diagnôstico sobre el modelo de relaciones laberales estâ 
condicionado por su carâcter realmente "abierto", lo que, unido 
al progresivo proceso de juridificaciôn de todo el cuerpo social 
propio del Estado de derecho (35), se traduce en la pretension 
por los grupos o partidos que monopolicen el poder, de "fijar" 
los intereses sociales que representan, mâs aûn si se tienen en 
cuenta las numerosas remisiones de la Constituciôn a leyes de 
désarroilo (36). Con ello no se qulere decir sino que es lôgico 
- y necesario - que se den diversas lecturas de la Constituciôn 
en intima conexiôn con los intereses que se defienden. A esta 
politicidad inevitable no se escapa tampoco el jurista, sin mâs 
limites que los que le impone el respeto a la propla norma cons- 
titucional y a la lôglca juridica. De hecho ya existen numerosas 
interpretaciones del nuevo modelo implantado por la Constituciôn
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de tipica impronta neoliberal ; abstenciôn normativa del Estado, 
equilibrio de las partes, libre juego de la economla del merca- 
do (37). Al hilo de las paginas siguientes se tendra ocasiôn de 
verificar determinadas tendencias interprétatives y de politics 
del derecho de diferentes signos. No creo que convenga avanzar 
mâs sin declarar que tampoco èste estudio se sustrae a la inevi­
table politizaciôn de lo jurldico.
2. - EL DERECHO DE HUELGA EN LA CONSTITUCION DE 1976
Como se ha advertido, para entender correctamente el signi- 
ficado y el alcance de la reforma operada en el modelo de relacio­
nes laborales, hay que analizar fundamentalmente la libertad sin- 
dical y el derecho de huelga. Mâs aûn, éste ùltlmo, como el dere­
cho de negociaciôn colectiva o el derecho de conflictos colecti- 
vos, se pueden explicar en funeion del reconocimiento del sindica- 
to en el articule 7» de la Constituciôn, donde se configura conto 
instituciôn clave del sistema democrâtico (38). Sin embargo, razo­
nes de oportunidad aconsejan dejar de lado un examen mâs profundo 
de la libertad sindical y centrarse, por el contrario, en el dere*- 
cho de huelga. Ciertamente que en varias ocaslones serâ obligado 
referirse al tema sindical e incluso al examen de algûn articule 
claramente destinado a la regulaciôn del sindicato, pero ello no 
obsta para que se entlenda mâs correcte adentrarse en el tema del
13 -
derecho de huelga, que por otra parte tiene sustantividad propla, 
y saldar lo anterior con una remlsiôn bibliogrâfica (39).
2.1. EL CONCERTO DE HUELGA EN LA CONSTITUCION
Abordar el tema de la huelga es siempre complicado, como el 
de cualquier fenomeno social complejo que admite sucesivos enfo- 
ques complementarlos. La perspectiva elegida no puede ser sino la 
juridica, si bien se precisarân las importante^ conexiones que 
tienen con el tema otras disciplinas cientlficas. De este modo, 
y como reza el titulo de este epigrafe, se deja expresamente de 
lado cualquier intente de esbozar una historia de la huelga en 
nuestro pals, entre otras cosas porque un empeno de esta enverga- 
dura, aunque se pretendiera sintético, es inseparable de la his­
toria del movimiento obrero espanol. Hablar del movimiento obrero 
es hacer balance de su lucha y ésta se tiene en cuenta también a 
través de sus efectos en el ordenamiento, a través de los inten­
tes de formalizaciôn juridica de ésta (40). Deben al mismo tiempo 
apartarse las consideraciones sociolôgicas de las huelgas, una 
"sociologia de las huelgas" en la linea de los estudlos de auto­
re s franceses (41), sin perjuicio de afirmar la evidencia de que, 
a la hora de establecer una soluciôn juridica a un problema con­
creto en esta materia, no se pueden ignorar datos taies como las 
diversas formas que pueden adoptar la huelga y la organizaciôn de 
cada una de ellas, el objetivo perseguido por las mismas, la es-
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trategia desarrollada, la dinâmica del conflicto y los resultados 
obtenldos, cuestiones que sin embargo pueden quedar orilladas o 
recogerse en tanto se incorporen al concepto Jurldico, en la pers­
pectiva que aqul interesa. Idénticas consideraciones deben efec- 
tuarse respecte de interpretaciones econômicas de la huelga y del 
tratamlento estadlstico de las mismas, por mâs que la cuantifica- 
ciôn, frecuencia, intensidad e importancia del fenomeno conflic- 
tivo sean datos de primer orden que clariflquen en cierta forma 
la eficacia o la razôn de ser de un determinado modelo normative.
El punto de partida tiene que ser, en consecuencia, el anâli- 
sis dinâmico del princlpio de la autonomia colectiva, que parece 
exlgir una determinada actividad con el fin de hacer efectivos 
los intereses de los trabajadores. En este sentido se ha acunado 
la nociôn de autotutela colectiva, que puede plasmarse en una va- 
riedad de comportamientos cuyo ûnico comûn denominador es, en ex- 
presiôn de GIUGNI (42) que se dlrigen a ejercitar una presiôn so­
bre la parte contraria (que no hay que identificarla exclusiva- 
raente con aquélla con la que se verifies el cambio trabajo-retri- 
buciôn) para inducirle a hacer o no hacer alguna cosa y para de- 
terminar una posiciôn diferente en las relaciones econômicas que 
afectan al mundo del trabajo. Estas manifestaciones de la autotu­
tela de los intereses del grupo son, como se ha dicho, multiples, 
sin duda la mâs Inicisiva y la de mayor tradiciôn, es la de la 
huelga. En este sentido puede afirmar DURAN (43) que la huelga 
"en cuanto medio de la lucha de las fuerzas del trabajo de la 
clase trabajadora, ha de considerarse como principal arma a su al-
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cance para la defensa de sus intereses inmediatos y para la lucha 
por la modlficaciôn de las condiciones sociales que configuran, 
en el orden estructural, su posiciôn en el proceso productive".
Las formas concretas que puede adoptar la autotutela colecti­
va son multiples y en gran medida constituyen una realidad que se 
yuxtapone a las callficaciones que les otorga el ordenamiento ju­
rldico , de forma que no todos los comportamientos definibles como 
medios de autotutela y como tal utilizados en la prâctica sindical 
reciben la misma valoraciôn, pudiéndose distinguir entre comporta­
mientos sancionados penalmente, comportamientos sôlo civilmente 
illcitos y comportamientos jurldicamente indiferentes (44). En 
cierta forma coexister, como afirmaba en un brillante artlculo 
LYON CAEN (45), un derecho autônomo y un derecho heterônomo, 
una separaciôn entre lo que se entiende como correcto en un piano 
y en otro, a veces en compléta antltesis.
Lo anteriormente expuesto se pone de manifiesto a la hora de 
intentar hallar un concepto lo suficientemente comprensivo de la 
huelga que se corresponda con lo que en la prâctica sindical se 
entiende por tal y con lo que formalisa el ordenamiento juridico.
A este respecte, en la doctrina cientifica luslaboralista se han 
elaborado sobre la base de la técnica juridica de las definicio- 
nes toda una serie de conceptos aprioristicos de la huelga de ti­
pica impronta restrictiva. Cierto que en gran parte estas defini- 
ciones venian marcadas por una regulaciôn legal prohlbltiva de la 
huelga y quizâ por la fascinaciôn de un modelo germânico de la 
misma, pero en cualquier caso conceptuar la huelga como "cesaciôn
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temporal de la prestaciôn de trabajo de una colectividad de traba­
jadores decidida por un acto unilateral de la representaclôn pro- 
feslonal de los mismos, con el objeto de obtener una soluciôn fa­
vorable de un conflicto colectivo preexistente o probable" (47) 
supone tipificar un determinado modo de huelga por cuanto, en pri­
mer lugar, no se manifiesta siempre - ni siquiera principalmente - 
a través de una cesaciôn temporal de la prestaciôn de trabajo, 
sino mâs bien a través de otros actos de perturbaciôn del proceso 
productive ; en segundo término, porque la decisiôn se adopta en 
muchos casos por los propios trabajadores y no por la representa- 
ciôn profesional de los mismos - Incluso a veces en contra de la 
voluntad del sindicato o de los sindicatos (47) - ; en ultimo lu­
gar porque esta definiciôn acoge tan sôlo la vertiente "defensiva" 
de la huelga, de salvaguardia de los intereses inmediatos de los 
trabajadores, pero olvida el aspecto ofensivo segûn el cual la 
huelga supone un "medio de lucha para conseguir una distribuciôn 
de poder mâs adecuada en el contexte del sistema capitalista de 
producciôn" (48). Pese a la existencia de posturas radicalmente 
contrarias a esta predeterminaciôn restrictiva del concepto de 
huelga en la cultura iuslaboralista espafiola de hoy (49), el pro­
blema subsiste en estes mismos términos y no sôlo en la produc­
ciôn cientifica (50), sino en la misma prâctica legislativa, de 
donde es interesante analizar cuâl es el concepto de huelga que 
tiene cabida en nuestra Constituciôn.
La cuestiôn es mâs problemâtica por cuanto el intérprete se 
encuentra ante dos preceptos, el articulo 28.2 y el 37.2, que ne- 
cesitan de una integraciôn sistemâtica y que extenderân sus efec-
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tos no sôlo sobre el tema del concepto de huelga aqul tratado. En 
efecto, el pârrafo segundo del artlculo 28 de la Constituciôn con­
tiens un amplio reconocimiento del derecho de huelga en estos tér­
minos : "Se reconoce el derecho de huelga de los trabajadores para 
la defensa de sus intereses. La ley que regule el ejercicio de es­
te derecho establecerâ las garantlas précisas para asegurar el 
mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad". Sin 
perjuicio de analizar mâs adelante las implicaciones de esta for- 
mulaciôn, a lo largo de este capitule, hay junto a éste otro pre- 
cepto que "solapadamente" y siguiendo una "sistemâtica rechinan­
te" (51) versa sobre el tema genérico de la conflictividad colec­
tiva. Se trata del articulo 37.2, colocado en la Secciôn 2 - del 
Capitule segundo del Titulo I, a cuyo tenor "se reconoce el dere­
cho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de con­
flicto colectivo. La ley que regule el ejercicio de este derecho, 
sin perjuicio de las limitaciones que pueda establecer, incluirâ 
las garantias précisas para asegurar el funcionamiento de los 
servicios esenciales de la comunidad". A proposito de este precep- 
to, y su contraposiciôn con el articulo 28.2, se han barajado 
multiples tesis interpretativas cuyo fondo de discusiôn mâs im­
portante es el de ponderar si se produce aqui la constitueionali- 
zaciôn del cierre patronal. Como tal, se analizarâ mâs adelante, 
no sin resenar ya la imprecisiôn enigmâtica del enunciado del 
precepto, fruto directe de su azarosa historia y de los milagros 
del consenso (52). Pero como, independientemente de su proceso 
de formaciôn, la tarea del jurista ha de girar sobre la interpre- 
taciôn sistemâtica de estas normas, hay que afrontar directamen-
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te la posibilidad de que se utillce esta contraposiciôn entre el 
artlculo 28.2. y el 37.2. para consolldar un concepto aprioristico 
de la huelga y poder limitar otras formas "heterodoxas" de la 
misma.
El tema se sustanciaria asi : en el articulo 28.2 no se estâ 
conceptuando la huelga como "perturbaciôn del proceso productive" 
sino en un sentido restrittivo como "cesaciôn real y concertada 
de trabajo", esto es, reduciendo la huelga a las circunstancias 
de totalidad y abandono del trabajo. De este modo en el articulo
37.2 se encontrarian incluidas en las "medidas de conflicto colec­
tivo" formas de lucha colectiva que en la mente del legislador no 
constituirian el concepto de huelga : las huelgas rotatorias, in- 
termitentes, de celo, de brazos caidos, etc (53). La conclusion 
lôgica, siguiendo este razonamiento, es la de que estas modalida- 
des de huelga podrian ser limitadas por el legislador, admitiendo 
paralelamente situaciones de conflicto por parte del empresario 
que podrian llegar hasta el cierre de respuesta ante estas formas 
de huelga que quedarian sin la proteccién que otorga el articulo
28.2 a la huelga entendida como cesaciôn absoluta de la actividad 
con abandono del centro de trabajo (54).
Sin embargo no es a mi juicio satisfactoria esta opiniôn. En 
primer lugar, por esta via se introducen importantes recortes que 
no consiente el reconocimiento general del derecho de huelga como 
derecho fundamental ; pero ademâs no se vislumbra bien por qué el 
intérprete ha de partir de un concepto aprioristico restrictive 
que sin embargo no encuentra una cobertura legal en la dicciôn de
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la Constituciôn, ni por qué el reconocimiento del derecho de huel­
ga no conoce mâs limites légales que los destinados a la garantia 
del mantenimiento de los servicios esenciales en los casos de cese 
absolute y total del trabajo y sin embargo pueden habilitarse 
otros de diverse tipo cuando esta abstenciôn colectiva de traba- 
jar es parcial, o ni siquiera existe. Se podria argüir que se pré­
tende configurar una determinada modalidad de huelga, primândola 
sobre otras, pero ésto, evidentemente nos traspone de piano : el 
piano correcto donde se debe apreciar la conveniencia o no de de­
terminadas formas de luchas es el de la estrategia sindical ; el 
Estado, al haber reconocido como libre el ejercicio de la activi­
dad de los sindicatos en el articulo 7* de la Constituciôn encuen­
tra limitadas sus posibilidades de définir cuâl ha de ser ésta.
Por ultimo, se produce una operaciôn conscientemente reductora de 
la funciôn del derecho de huelga en el ordenamiento juridico de 
un pais, - con la traducciôn ideolôgica y politics que esto impli­
ca, - a partir de un apriorisme pretendidamente basado en la "na­
tural" conceptuaciôn del derecho de huelga (55).
Por el contrario, cabe mantener que en el articulo 37.2, 
aparté de la posibilidad de iniciaciôn de procedimientos pacifi- 
cos de soluciôn de conflictos colectivos, se estâ aludiendo a me­
didas de lucha colectiva diferentes a la huelga, que tiene su re­
gulaciôn especifica en el articulo 28.2. Estas "medidas de con­
flicto" ejercitables por los trabajadores y sobre las que caben 
introducir limitaciones, pueden ser multiples pero sin duda las 
dos mâs tlpicas la de los piquetes de informaciôn y difusiôn y la 
de las ocupaciones de fâbrica, sin que en ellas se agote un amplio
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répertorie que va desde el mantenimiento de posturas de boicot 
hasta otras medidas de apoyo a la lucha como asambleas, enclerros, 
concentraclones, etc (56). Se tratarla asI de encauzar jurldica­
mente, por la via de la limitaciôn prevista, fenômenos tan drama- 
tizados como los piquetes de informaciôn y extensiôn de la huelga 
(57). En cuanto a la ocupaciôn de centres de trabajo, su propla 
especificidad exigiria quizâ un trato diverslficado del comûn a 
la huelga, entre otras cosas porque puede o no coincldir con ésta 
y reviste la suficiente entidad autônoma (58). Esta operaciôn in- 
terpretatlva puede quizâ reunir las notas de credibilldad sufi- 
ciente y de correcclôn en el contexte normative para ser manteni- 
da. De esta forma se évita la reduplicaciôn otorgada, con distin­
ta intensidad, al derecho de huelga, que se circunscribe en fin, 
al articulo 28.2 de la Constituciôn, y no se le vacia de conteni­
do por la via espûrea del articulo 37.2 de la misma.
Partiendo de esta base, el anâlisis del derecho de huelga en 
la Constituciôn ha de seguir los pasos tradicionalmente recorri- 
dos cuando se aborda este tema ; slgnificado del reconocimiento 
del derecho de huelga, anâlisis de su contenido, especial aten­
ciôn al tema de los limites del mismo. A ello se dedican los si­
guientes epigrafes.
2.2. SIGNIFICADO DEL DERECHO DE HUELGA EN LA CONSTITUCION
Résulta ya un tôpico resaltar la importancia excepcional que
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reviste el reconocimiento constitucional del derecho de huelga.
Se ha hablado (59) de un salto cualitativo en el ordenamiento ju­
ridico de la sociedad capitalista al elevar la huelga a derecho 
abandonando las diversas formas de represiôn de la misma que res- 
ponden a muy diferentes actitudes del derecho y del Estado ante 
ésta, en la ya clâsica esquematizaciôn de CALAMANDREI (60) ; 
Huelga-delito y huelga-libertad por contraposiciôn a la huelga- 
derecho. Mientras la primera se encuadra en una concepciôn pater- 
nalista y autoritaria del Estado (61) quien aspira a someter los 
intereses de los grupos organizados a su control directo, asu- 
miendo el papel de "arbitre" de los conflictos sociales y "garan­
te" de toda la formaciôn social (62), la segunda supone el despla- 
zamiento de la huelga del orden penal, con lo que su tratamlento 
normative circula por las vlas de la "libertad" (63). La huelga 
es "tolerada", el Estado asume una posiciôn neutral, renunciando 
a la represiôn, penal o administrativa de la misma. Ahora bien, 
al ser valorada como incumplimiento contractual y al quedar los 
participantes en ella sujetos a las medidas sancionatorias del em­
presario, la neutralidad mencionada résulta mâs aparente que real. 
Lo que se opera es una sustituciôn del poder que.ejerce la repre­
siôn de la huelga, del poder pûblico al poder privado, y lo que 
parece una conquista évidente, la desincriminaciôn penal de la 
huelga, se neutralize en la realidad, al permi tir la actuaciôn de 
las medidas discip1inarias privadas. Por ultimo, y de rechazo, se 
consigne difuminar la posture de clase del poder pûblico, que no 
aparece comprometido en primer piano, sino que es desplazado hacia 
las âreas de competencia del "poder privado" del empresario (64)
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reforzando la imagen de un ârbitro neutral al margen de la lucha 
y por encima de las partes de la misma (65).
El reconocimiento de la huelga como derecho al mâs alto nivel 
normative, el constitucional, supone una importante inflexion en 
la tradicional posture estatal ante la huelga, y como tal su con- 
figuraciôn es muy reciente, fruto de las convulsiones de la se­
gunda posguerra mundial que modelaron los sistemas politicos de 
paises latinos como Francia o Italia. Supone que se estâ recono- 
ciendo la utilidad social y el carâcter bénéfice de la misma (66) 
y la conciencia por parte del Estado de la insuficiencia de los 
normales mecanismos de tutela de la clase obrera y de la necesi- 
dad de asignar a ésta un medio particular de reacciôn y de lucha 
capaz de crear, al menos tendencialmente, un principle de equili­
brio (67). En este sentdio se corresponde con un tipo de Estado 
fruto del compromise de fuerzas politicas opuestas, en equilibrio 
inestable y cambiante, por lo demâs (68).
Junte a ello, la introducciôn del derecho de huelga en la 
constituciôn de un pais lleva consigo un cambio important!simo en 
la concepciôn clâsica de los derechos ciudadanos, que destruye las 
categorias tradicionales de la ciencia juridica, la libertad y la 
Igualdad formaies sacralizadas (69), al atribuir un derecho "en 
consideraciôn a la posiciôn social que ocupan sus titulares (los 
trabajadores) en el contexte de la sociedad y no sobre la base de 
la simple cualidad del hombre en abstracto" (70). En este sentido, 
el reconocimiento constitucional del derecho de huelga es la ex- 
presiôn mâs importante de una fase evolutive del derecho del tra-
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bajo en la cual la proteccién del trabajador se articula no como 
"un favor - excepcional o especial - sino como una instancia de 
transformaciôn de las posiciones profesionales y sociales del mis­
mo trabajador en el contexte que le circunda" (71). Mediante este 
reconocimiento se estâ opérande una cierta "reabsorciôn" en el 
hombre real del abstracto ciudadano, categorias hasta enfonces 
irremediablemente escindidas en la configuraciôn social y politi- 
ca del libéralisme (72).
Obviamente, esto exige la caracterizaclôn del derecho de 
huelga - derecho "especial", no abstracto, atribuido sobre la base 
de una situaciôn social concreta - como derecho instrumental para 
el logro de la igualdad sustancial (73). Clâsica elaboracién doc­
trinal italiana con apoyo en el importante articulo 3.2. de su 
constituciôn (74), esa "versiôn moderna y laica del derecho de 
resistencia... que el obrero moderno reivindica hoy como llamada 
terrena a la transformaciôn general de la sociedad en nombre del 
trabajo" en frase de CERRONI (75) ha sido acogida en la doctrina 
espafiola sobre la base de la formulaeiôn del articulo 9.2 de 
nuestro texto constitucional (76). Por otra parte quizâ no esté 
de mâs senalar los nexos que existen entre estos anâlisis teôri- 
cos y la formulaciôn de algunos clâsicos del marxismo que revalo- 
rizaron el carâcter instrumental de la huelga para el cambio de 
sociedad, superando los prejuicios antibakuninistas y la critica 
al tradeunionismo (77). Pese a las innegables diferencias, existen 
ciertas caracteristicas comunes en ambas teorlzaciones, muy espe­
cialmente la constataciôn de que la huelga trasclende la esfera 
privada del contrato de trabajo e implica a la sociedad entera y
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a su sistema de organizaciôn politica (78) y la precisiôn de que 
el objetivo final pretendido es el remplazamiento del sistema 
econômico-social vigente, la implantaciôn de mecanismos que ase- 
guren la realidad de fôrmulas igualitarias (79).
Sin embargo, en la teorizaciôn juridica que se estâ glosando, 
la Constituciôn sanciona un estado de cosas en equilibrio inesta­
ble, supone el fiel retrato de una sociedad en transformaciôn, en 
tensiôn constante, donde se levants acta de la victoria contra 
"los privilégies politicos ya arrumbados con la caida de la dicta- 
dura" y se ofrece un piano de lucha "contra los privilegios econô- 
micos sobre los que todavia estâ edificada la sociedad en la que 
vivimos" ; el documente de una revoluciôn social aûn no efectuada, 
pero "prometida para el future" (80). Y es en este contexte en el 
que el derecho légalisa la lucha de clases (81) aunque se ahada 
que de la lucha de clases pacifica, no directamente para la con­
quista ihmediata del poder politico sino como medio de actuaciôn 
de la justicia social (82).
Por importantes que sean las consideraciones anteriores, de 
dificil trasposiciôn, por otra parte, al proceso histôrico en el 
que se instaura en Espaha un sistema democrâtico, no se debe ol- 
vidar, al describir el slgnificado del reconocimiento constitu­
cional del derecho de huelga, lo que constituye su decisive sus- 
trato y que es, en definitiva, lo que le presta la mayor eficacia 
revulsiva. La huelga, en efecto, distorsiona la "normalidad" so­
cial, pues rompe la disciplina en el trabajo, paraliza la activi­
dad productiva, nudo ûltimo sobre el que reposan la mayor parte
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de las Instltuciones jurldicas en general de derecho del trabajo 
en particular (83). Al atacar asi al corazôn del sistema, se com- 
prende perfectamente que el reconocimiento del derecho de huelga 
pueda ser subversive y por qué se producen tentativas de asimila- 
ciôn del mismo tanto normativamente como por medio de la jurispru- 
dencia y de la doctrina, en una linea de reintegrar a la normali­
dad este instrumento de lucha, reduciendo su virtualidad, dotân- 
dole de una funcionalidad tipicamente ejecutiva de derechos ya 
dados, etc. (84).
Por eso, tras enunciar el slgnificado genérico que reviste 
la recepciôn en la Constituciôn del derecho de huelga, el paso 
inmediato consiste en su contrastaciôn con el dato de los térmi­
nos en que este reconocimiento se ha producido en el sistema ju­
ridico espahol y muy especialmentfe en el propio texto constitu­
cional de 1978. La esquematizaciôn de CALAMANDREI hay que adop- 
tarla con cautela (85) en el sentido de que en un mismo ordena­
miento pueden coexistir tratamientos juridicos dispares. De esta 
forma se puede diagnosticar qué funciôn cumple el derecho de huel­
ga efectivamente en la vida socio-econômica y en el proceso poli­
tico, es decir, cuâl es el modelo normative que résulta del anâ­
lisis del supuesto espanol, segûn la elaboracién teôrica de MAR­
TIN VALVERDE sobre el tema (86), teniendo en cuenta que de este 
examen se va a obtener uno de los indices de democracia del Estado 
configurado en la Cosqtituciôn de 1978 (87).
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2.3. EL ARTICULO 28.2 DE LA CONSTITUCION
Si la Constituciôn espafiola es bâsicamente, como afirma DU­
RAN (88) un "acuerdo a dos" en el que se contienen las normas de 
convivencla y las reglas de juego entre las "fuerzas del trabajo" 
y las del "privilegio econômlco" que se centra en las relaciones 
de clase intentando conseguir un "adecuado equilibrio de posicio­
nes", afirmaciôn que sin duda peca de optimisme, el examen del 
articulo 28.2, sobre el reconocimiento del derecho de huelga darâ 
la medida de este equilibrio, puesto que se trata del instrumento 
principal de que disponen las fuerzas del trabajo "para la defensa 
de sus intereses inmediatos y para la lucha por la modlficaciôn de 
las condiciones sociales que configuran, en el orden estructural, 
su posiciôn en el proceso productive" (89), como se ha visto. Por 
eso el interés en analizar algunos de los aspectos mâs importan­
tes de la regulaciôn constitucional, de efectuar un examen del 
contenido y de los limites del derecho de huelga, siempre en la 
perspectiva de efectuar un juicio final valorativo del significa- 
do y la funciôn que la huelga ve reconocida en el ordenamiento 
espahol.
El articulo 28.2 establece : "Se reconoce el derecho a la 
huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La 
ley que regule el ejercicio de este derecho establecerâ las ga­
ranti as précisas para asegurar el mantenimiento de los servicios 
esenciales de la comunidad".
Aparece asi reconocida en términos amplios la huelga como
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derecho ciudadano, de inmediata aplicacion y prevalentemente pro- 
tegido a tenor del artlculo 53, como se ha visto, sin que se pue­
da dar mucha importancia a ese lapsus freudiano que hace escribir 
"derecho a la huelga" por derecho de huelga (90). Prescindiendo 
por el momenta, puesto que es objeto central de este estudio, del 
tema de los servicios esenciales, hay en el articulo 28.2 dos pun- 
tos de indudable importancia : los referidos a la titularidad del 
derecho de huelga y a los objetivos perseguidos por éste. Obvia­
mente en este ultimo caso se quiere hacer mencion casi exclusiva 
de la huelga politica. Uno y otro se analizan a continuaciôn.
2.3.1. Titularidad del derecho de huelga.
El articulo 28.2 se situa en la linea de la tradiciôn juri­
dica de los paises latinos al considerar la huelga como derecho 
de titularidad individual aunque de ejercicio colectivo (91), lo 
que supone obviamente una Clara toma de postura frente a posibles 
concepciones organicistas del derecho de huelga (92), esto es, 
frente al monopolio sindical del derecho de huelga vigente en 
otros ordenamlentos (93). Por otra parte, favorece la atribuciôn 
del derecho al trabajador individual el inmediato pasado normati- 
vo espanol donde, proscrites los sindicatos, el eufemisticamente 
denominado derecho de huelga debia entregarse a los trabajadores. 
En esta linea se inscribe pues el DLRT de 1977 y existe alguna 
sentencia posterior a la legalizaciôn de los sindicatos de clase 
en la que se defiende la posibilidad de que, convocada una huelga 
de sector, un solo trabajador pueda ejercer vâlidamente su dere-
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cho de huelga en una empresa, declarando Improcedente el despido 
de éste sobre la base de que en el convenlo que puso fin a la 
huelga se estlpulaba que no habrla despidos como consecuencia de 
la misma (94). La doctrina cientifica por su parte se mostraba 
unanime al respecte, si bien, basândose en el artlculo 8.1 del 
DLRT, establecia la posibilidad de renuncia del derecho en conve­
nlo colectivo (95).
En cualquier caso, la titularidad del derecho de huelga co­
rresponde al trabajador individual aunque su ejercicio se expli­
que colectivamente de forma que aunque el numéro de trabajadores 
que se pongan en huelga sea extremadamente exiguo respecte al to­
tal de la plantilla de una .empresa, lo importante no serâ la con­
sideraciôn de la entidad numérica de quienes suspenden el trabajo, 
sino atender a la funciôn de la huelga como presiôn por un inte­
rés colectivo. En este sentido el fallo jurisprudencial antes 
referldo sigue teniendo vigencia (96).
La precisiôn mâs importante es, sin duda alguna, que la Cons­
tituciôn impide tachar de illcitud las huelgas no sindicales, es 
decir, aquéllas que no han sido organizadas ni posteriormente asu- 
midas por un sindicato (97). La intervenciôn sindical en el pro­
ceso huelgüistico podrâ adoptar multiples formas, desde la convo- 
catoria o invitaciôn hasta la peticiôn de vuelta al trabajo, pa- 
sando por el apoyo econômlco y la negociaciôn de las reivindica- 
ciones, pero "ninguna de estas modalidades de intervenciôn puede 
olvldar que el titular del derecho es el trabajador singular y no 
la asociaciôn profesional" (98).
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Esto trae importantes consecuencias. La primera de ellas, la 
repercusiôn en las claûsulas de paz de los convenios colectivos.
No cabe la disponibilldad sindical o una renuncia colectiva del 
derecho de huelga puesto que éste se configura como de titulari­
dad individual de los trabajadores (99). Mâs aûn, es éste uno de 
los argumentos mâs convincentes para defender que en el artlculo
37.1 de la Constituciôn no se estâ estableciendo un deber de paz 
relative, al aludir dicho articulo a la "fuerza vinculante de 
los convenios" (100). Como ha sintetizado VALDES, no sôlo la 
obligaclôn de paz relative no pertenece a la funciôn del conve­
nlo colectivo (ICI), sino que el sentido de la expresiôn del ar­
ticule 37.1 apunta "directa y derechamente" al reconocimiento de 
la eficacia normativa de los convenios (102). Las claûsulas obii- 
gacionales exigen pacto expreso (103) y no tienen otro efecto que 
vedar a las organizaciones sindicales firmantes del convenlo dic- 
tar una orden de convocatoria a la huelga, o apoyarla econômica- 
mente, pero nunca el de impedir a los trabajadores ejercitar su 
derecho de huelga vigente el convenlo (104).
Si el sindicato firmante incumple estas obligaciones, incurri- 
râ en responsabilidad ante la contraparte afectada, bien la expre- 
sada en el propio convenlo o la general civil supletoria. Por otra 
parte, caben sin duda acciones Internas del sindicato respecte de 
sus afiliados que no cumplan la claûsula de paz estlpulada (noto- 
riamente la expulsiôn de los mismos), pero desde luego la titulari­
dad individual constitueionalmente garantizada impide la disponibi- 
lidad absoluta por parte de los sindicatos del derecho de huelga.
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Es sin embargo obvia la dificultad de romper el pacto de paz ex­
presamente convenido en estas condiciones, sin el apoyo sindical, 
pero es importante precisar que ésta es una actuaciôn llcita.
En segundo lugar, y en la misma linea, hay que pensar que la 
autorregulaciôn sindical sobre la huelga, la autodisciplina sin­
dical, no afecta a los trabajadores, "ni siquiera cuando pertenez- 
can a los sindicatos de referencia" (105), cuestiôn ésta de cier­
ta importancia a la hora de enjuiciar las diferentes técnicas re- 
guladoras del derecho de huelga. El tema es distinto a mi juicio 
en el caso de los convenios colectivos que dlsciplinen el derecho 
de huelga, siempre que reunan los requisitos de los articules 87 
y 88 del ET y que no contravengan el contenido esencial del mismo 
a ténor del artlculo 28.2 de la Constituciôn ; titularidad y fun­
ciôn del derecho de huelga (106). Bàsta pues con no suplantar la 
titularidad individual de los trabajadores en la regulaciôn que 
en taies acuerdos se estableciera para que cupiera la obligato- 
riedad de respetar los requisitos que para la convocatoria, desa- 
rrollo y término de la huelga, por ejemplo, impusieran taies con­
venios colectivos sobre el concreto ejercicio del derecho de 
huelga. La diferencia esencial consiste en que la regulaciôn de 
la huelga forma aqul parte del contenido normative del convenlo y 
no de las claûsulas obligacionales del mismo (107).
No obstante, esta conclusion podrâ parecer quizâ restrictiva 
respecte del alcance del artlculo 28.2 de la Constituciôn y de lo 
que constituye el contenido esencial del derecho de huelga. Este 
no se circunscribirla a la titularidad y funciôn del mismo, sino
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que inclulrla también la indisponibilidad de la eficacia preten- 
dida por la huelga, formando asi un continuum que impediria cual­
quier espaclo para la normatividad directa en el tema de fijaciôn 
de requisitos para el ejercicio del derecho de huelga con la con­
secuencia de que cualquier regulaciôn cônvencional del mismo ha­
brla de callficarse como contenido obligacional del convenlo, a 
tenor del artlculo 82.2 del ET y con los efectos que senale el 
artlculo 86.3 de dicha norma.
A ello habrla que anadir aquellas objeciones que senalaran 
la artificiosidad de esta distinciôn entre la regulaciôn de la 
"paz laboral", definida como contenido obligacional del convenlo, 
y la regulaciôn de las condiciones de ejercicio del derecho de 
huelga, que se considéra parte intégrante del contenido normative, 
siendo asi que todo el tema de la regulaciôn convencional de la 
huelga, formarla un mismo bloque, imposible de separar, de inelu- 
dible inclusiôn entre las claûsulas obligacionales del convenlo 
colectivo.
Sin embargo, creo que se puede seguir manteniendo la inter- 
pretaciôn mencionada, que tiene cabida en la Constituciôn, en 
virtud, especialmente, de la indudable repercusiôn que tendrla 
en la prâctica, de manera fundamental en la posibilidad de auto­
rregulaciôn negociada en las huelgas de servicios esenciales, asi 
como por la ineficaciâ real de pactar, como claûsulas obligacio­
nales, modos de actuaciôn del derecho de huelga que plerden su 
vigencia a la hora de la negociaciôn de un convenlo, cuando jus- 
tamente pueden ser mâs précisas.
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Otra repercusiôn importante de la configuraciôn del derecho 
como de titularidad Individual se concretaria en un tema hasta el 
présenté ignorado en la prâctica de las relaciones colectivas es- 
pafiolas, el de la responsabilidad civil de los sindicatos por da- 
fSos en el desarrollo de las huelgas. Obviamente, se trata de una 
cuestiôn que sôlo se puede plantear respecto de las huelgas ile- 
gales, puesto que la nocividad es inherente a la huelga, las con­
secuencias de una huelga por dahlnas que sean, son la consecuen­
cia prévisible e incluso querida de un medio de presiôn constitu- 
cionalmente protegido (108). Asi lo situa DE LA VILLA quien esti­
ma ôptima la via del convenlo colectivo para determinar las res- 
ponsabllidades civiles en que pueden incurrir los sindicatos por 
los danos que se produzcan en el desarrollo de las huelgas ilega- 
les (109). Sin embargo es una afirmaciôn ante la que hay que ex- 
presar sérias réservas, puesto que si bien séria correcta en una 
concepciôn organlcista del derecho de huelga, segûn la cual la 
entrega al sindicato del monopolio de huelga se veria complementa- 
da necesariamente con la exigencia de responsabilidad por su ac­
tuaciôn, no parece muy adecuada a la que'conforma el artlculo 28.2 
de la Constituciôn. En efecto, el sindicato no puede ejercer un 
derecho del que no es titular ; el sindicato no hace huelga : La 
huelga, cierto, es una actividad corriente de los sindicatos, pe­
ro sin embargo no es una actividad sindical protegida en cuanto 
tal (110). Del mismo modo que là Irrenunciabilidad del derecho de 
huelga queda asegurada incluso para los miembros de un sindicato 
- y sin perjuicio de las relaciones internas en él - no parece 
correcto que se responsabilice al sindicato de la utilizaciôn
- 33 -
1legal de un derecho del que no es titular, y cuya titularidad no 
puede ser transferida. Por otra parte, los sindicatos no tienen 
tampoco el monopolio de poner fin a la huelga, coherentemente con 
lo anterior.
Esta no transferibilidad del derecho es pues clave en este 
asunto. El sindicato no puede responder por lo que no constituye 
directamente actividad sindical con arreglo a la Constituciôn. La 
funciôn de los articules 1.902 y siguientes del Côdigo Civil, cas- 
tigar con una sanciôn juridica - el resarcimiento de danos - un 
comportamiento moralmente reprochable (111) no tiene cabida en 
este caso, pues el sindicato no puede traspasar los limites de su 
misiôn institucional. El sindicato no es el mandatario dé los 
huelguistas, ni éstos se hallan bajo su direcciôn ni a sus ôrde- 
nes. El tema puede sin embargo suscitarse en nuestro pals, puesto 
que en otros ordenamlentos, como el francos, que configuran tam­
bién el derecho de huelga como depecho de titularidad individual, 
la jursiprudencia ha condenado a los sindicatos al resarcimiento 
de dafSos y perjuicios por huelgas abusivas o ilegales. El funda- 
mento de estos pronunciamientos judiciales puede slntetizarse en 
estas frases : "... séria superflue multiplicar las citas (de oc- 
tavillas, etc.) para establecer que las organizaciones sindicales 
son los verdaderos directores de la huelga de los trabajadores 
cuyas reivindicaciones dicen asumir. Por ese concepto, las orga­
nizaciones sindicales deben ser tenidas como responsables de los 
abusos sobrevenidos cuyo control es la contrapartida del ascen- 
diente que pretenden tener sobre el conjunto de los trabajadores 
(112) .
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Clertamente que, pese a.esa afirmaciôn Inicial de que el de- 
recho de huelga es de tltularidad individual, el ordenamiento 
fremcés introduce algunos elementos correctores qua le acercan a 
una Concepcion organicista de la huelga, como el monopolio sindi- 
cal del preaviso en las hue1gas de servicios publicos, lo que de 
alguna manera explica las cOnclusiones jurisprudenciales anota- 
das. No es este desde luego el supuesto espafiol, por lo que se 
trata de un argumente no compartido por las razones antes expues- 
tas.
La responsabilidad por daMos en huelgas illcitas se debe 
exigir pues a quienes son los titulares del derecho. Los trabaja- 
dores en este caso, incumplen "grave y culpablemente" el contrato 
de trabajo, y el empresario puede.obviamente, rescindir este. Pê­
ro ademâs, quizâ cabria que exigiera una indemnizaciôn por dahos 
y perjuiciqs para cuya concesiôn habria que ponderar de forma muy 
restrictiva la existencia de una relaciôn de causalidad entre el 
comportamlento de estos trabajadores, la huelga ilicita y a su 
vez, la repercusiôn de ambos faetores en la causaciôn de daMos al 
empresario. Sin duda, y en llnea con la Jurisprudencia comparada, 
no bastaria el criterio de la "participacion activa" en la huel­
ga, ilegal para este segundo efecto, sino que se exigirla un 
"plus" superior (113).
Cuestiôn diferente es la posible exigencia de responsabilidad 
al sindicato que pactara en convenio y luego incumpliera claûsu- 
las obligacionales de tregua. Parece claro que en este supuesto 
se podria exigir la oportuna indemnizaciôn de daMos y perjuicios
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al sindicato que convocara a la huelga o la apoyara econômicamen- 
te, ûnicos comportamientos que conllevarlan la exigencia de res­
ponsabilidad civil, habida cuenta de la configuraclôn individual 
de la titularidad del derecho de hulega. El tema, como se puede 
apreciar, es diverse al hasta ahora examinado, el de la responsa­
bilidad por huelgas ilegales, y desde luego exige pacto expreso 
en convenio sobre la tregua sindical. En ultima instancla, el pro­
blems de las claûsulas de paz se liga a un determlnado raodelo de 
sindicalismo que por el momeqto no se ha conformado establemente 
entre nosotros, aunque sin duda cuenta con ciertos rudimentos en 
el marco de algunas estrategias sindicales ante la crisis.
Cabe en fin resaltar como pese a que el sindicato aparece 
como "base y fundamento" de la libertad sindical, del derecho de 
huelga y del derecho a la negoclaciôn colectiva (114), como ins­
trumente de los trabajadores "para expresar su poder social y ma- 
nifestar el conflicto de clases" y como "medio de liberaciôn y de 
consecuciôn de igualdad sustancial" (115), la huelga de alguna ma- 
nera se configura autônoma e independientemente del sindicato, al 
residenciarse su titularidad sobre el trabajador individual. Y 
esto es importante por cuanto es un instrumente decisive de la 
emancipaciôn de la clase trabajadora y la Constitucién no ha que- 
rldo confiarlo en exclusiva a una de las formas organizativas ema- 
nadas de aquélla, aunque sea la que justamente résulta absoluta- 
mente potenciada en otros âmbitos del propio texto constitueional.
Una segunda cuestiôn por tratar dentro del presents epigrafe 
es el alcance del termine "trabajadores" en el contexte del arti-
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culo que se comenta. El tema se limita a interpretar si los fun- 
cionarios pûblicos estân comprendidos dentro del término del "tra- 
bajador^' que recoge el articule 28.2. En general la respuesta en 
la doctrina cientifica es favorable a esta hipôtesis sobre la ba­
se de varias argumentaciones : Segûn una exégesis gramatical, la 
expresiôn "trabajadores" engloba a todos los que lo son material- 
mente, esto es, que prestan servicios por cuenta ajena a cambio 
de una retribuciôn, sin que se utilice el concepto técnico-juri- 
dlco del mismo, con independencia consecuentemente de que estén 
incluidos o no en el âmblto de aplicaciôn de la legislacion labo- 
ràl. En efecto, en apoyo de esta afirmaciôn, el articule 7 de la 
Constituciôn habla de "sindicatos de trabajadores", entre los que 
se encuentran, sin duda, los sindicatos de funcionarios, como se 
desprende del articule 28.1 de la misma (116). Pero ademâs, no es 
vâlida la posible contraposiciôn entre el "todos" tienen derecho 
a sindicarse llbremente" del 28.1 y el "los trabajadores" del
28.2 por cuanto ello se debe a la voluntad del legislador consti- 
tuyente de dejar claro que no confiere la titularidad del derecho 
a las organizaciones previstas en el articule 28.1 (117), aparté 
de que "todos" en el articule 28.1 no son todos los ciudadanos, 
"sino aquéllos cuyas asociaciones de defensa y promociôn de inte- 
reses se 11aman "sindicatos", esto es, los "trabajadores" en sen- 
tido amplio de la expresiôn." (118)
Sobre estos argumentes lexicolôgicos se han manejado otros 
que inciden sobre el fonde del asunto. Senaladamente, la exigen­
cia de respetar la efectividad del reconocimiento de la libertad 
sindical a los funcionarios pûblicos, que quedarla anulada si no
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se acompana del derecho de huelga y, en segundo lugar, el articu- 
lo 10.2 del texto constitueional que obliga a interpretar las de- 
claraciones de derechos a la luz del articule 6® de la Carta So­
cial Europea (119) y el Convenio n® 152 (1978) de la OIT, donde 
se reconoce el derecho de huelga a los funcionarios.
En efecto, el citado convenio de la OIT establece, en su ar­
ticule 5.2, la libertad en la constituciôn, funeionaniento y admi- 
nistraciôn de las organizaciones de funcionarios pûblicos, fôrmu- 
la anâloga a la del articule 3» del convenio n» 87 de la OIT que 
ha dado pie a la intervenciôn del CLS en materia de huelga, porque 
la libertad sindical sin el derecho de huelga queda en gran parte 
privada de funeionalidad.
Parece claro, en fin, que los funcionarios - tanto en senti- 
do estricto como el personal contratado con arreglo a normas ad­
ministrât i vas , como el personal vinculado por una relaciôn esta- 
tutaria (120) - son también titulares del derecho de huelga reco- 
nocido en la Constituciôn, salvo , claro esta, aquéllos expresa- 
mente excluidos por el articulo 28.1 del derecho a sindicarse 1i- 
bremente y los que el articulo 127.1 reconduce al asociacionismo 
profeslonal del articulo 52 de la Constituciôn - Ejército, Poli- 
cla y Magistratura - cuya problemâtica se abordarâ mâs adelante, 
al considerarse que se trata de ejemplos tlpicos del carâcter re­
sidual del criterio subjetivo en la "especificidad" de la deter- 
minaciôn de los servicios esenciales (121).
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2.3.2. Objetlvos perseguldos por el derecho de huelga
El derecho de huelga se reconoce en el articulo 28.2 "para 
la defensa de sus Intereses". La falta de adjetivaclôn de éstos 
contrasta con el reparto de funciones que realiza el texto consti- 
tucional respecto de los "cuerpos intermedios" y senaladamente 
con la deflniciôn de la funcionalidad de los sindicatos estable- 
cida en el articulo 7 (122). Realmente se debe concordar en que 
se opera un amplio reconocimiento de la funciôn del derecho de 
huelga, quizâ Inspirado en la Constituciôn portuguesa de 1976 
(123), en el sentldo de que no caben, por anticonstitucionales, 
limitaciones del mismo desde el punto de vista dè los objetivos 
perseguidos. No cabrla pues, desde luego, establecer prohibicio- 
nes de las huelgas de solidaridad, y parece factible afirmar que 
con la fôrmula constitueional "se abre un amplio espacio de lici- 
tud para la huelga politica" (124).
Es este realmente el tema menos pacifico entre los comenta- 
ristas de la Constituciôn, como por otra parte lo fue entre los 
artifices del consens© (125), la admisiôn o no de la huelga poli­
tica. Hay que hacer sin embargo una precisiôn, y es la de que que- 
dan excluidos del concepto en discusiôn tipos de huelgas pollticas 
"puras" como la huelga general révolueionaria, o las huelgas de 
finalidad netamente contrarias o subversivas de los principles 
fundamentales sobre los que se asienta el orden democrâtlco, como 
las que pretendieran derrocar la monarquia pariamentaria o las que 
se produjeran durante el estado de excepciôn o de sitio habiendo
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sido suspendido el derecho de huelga durante los mismos (126), 
cuya inadmisibilidad se fundamenta en el principle de autoconser- 
vaciôn del sistema politico, como es lôgico.
En la slstematizaciôn de argumentes teôricos contra la admi­
siôn de la huelga politica, o, lo que es lo mismo, en la reducciôn 
y delimitaciôn de cuâles puedan ser los intereses de los trabaja­
dores, destaca sin duda la construcciôn de RIVERO, segûn la 
cual no cabe una legitimaciôn de los sindicatos para promover 
huelgas estrictamente politicas, entendiendo por taies "las que 
vayan dirigidas contra los poderes pûblicos de forma dlrecta y ex­
clusiva, sin existir una causa laboral, esto es, una situaclôn 
conflictiva que enfrente a quienes son partes de las relaciones 
colectivas de trabajç." (127). Se manejan en defensa de esta 
tesis muehos e importantes razonamientos que se podrian quizâ re- 
sumir de esta forma : En primer lugar, se establece una uniôn 
entre el término Intereses del articulo 28.2 y el califlcativo de 
los mismos del articulo 7. Es decir, se liga necesarlamente la 
huelga al hecho sindical, de forma que la huelga sea una deriva- 
ciôn del princlplo de libertad sindical. De esta forma los Inte­
reses defendidos serân prioritariamente intereses econômlcos y, 
de forma excepcional, "sociales", habida cuenta de la posiclôn de 
"concurrencla subordinada" en que se encuentran los sindicatos,. 
"agentes subalternos de la democracia politica" (128). Junto a 
ello, se barajan argumentos de trato discrlminatorio, al estable- 
cerse un cauce de acciôn politica privilegiada que se nlega al 
cludadano no trabajador (129), y la alegaciôn de que de este modo 
se imposlbilitaria el funcionamiento normal de los mécanismes de
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la democracia politica, negando desde luego cualquier compaglna- 
ciôn de la utilizaciôn sindical de la huelga politica con el com- 
promiso adoptado por los poderes pûblicos en el articulo 9.2. Por 
ûltimo, entrarian en juego los criterlos del daflo injusto y de la 
violaciôn del derecho de propiedad privada, al no ser las empre- 
sas parte en este tipo de conflictos. Este ûltimo razonamlento, 
aunque no lo diga RIVERO, cuenta ademâs con el aval de nuestro 
tribunal Supremo, quién mantiene la illcitud de la huelga "extra- 
profesional" porque "no va dlrigida contra la empresa ni tiene su 
origen en el comportamlento de esta, impedida, por la esfera mis­
ma de su actuaciôn, de modlficar la orientaciôn politica o los 
principios générales inspiradores de la economia, que se alegan 
como déterminantes de la declaraciôn de huelga, cuyas consecuen- 
cias originan un perjuicio injusto al empresario, privândole del 
beneficio del trabajo retribuido contratado, sin por eso liberar- 
le de los gastos générales de la empresa, que subsisten, y colo- 
cânddlè eventualmente ante la imposibilidad de cumplir obligacio- 
nes contraidas con terceros", aunque estas afirmaciones vengan 
condicionadas por la regulaciôn de la huelga contenida en el 
DLRT (130).
Anâlogamente, sin la virtualidad reductora de esta concep- 
ciôn, se ha manifestado SAGARDOY, segûn el cual serian constitu- 
cionales las huelgas "cuyo objetivo principal sea la defensa de 
los intereses econômlcos y profeslonales y aûn cuando accesorla­
mente se entremezclen intereses u objetivos metaprofeslonales" 
(131).
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Sin embargo, se puede sostener a mi juicio una interpreta- 
ciôn contraria a las expresadas, sobre la base, entre otras, de 
las sigulentes consideraciones. En primer lugar, la afirmaciôn de 
la funciôn politica que se atribuye en la Constituciôn al sindi­
cato. Ciertamente, la funciôn atribuida a este no es la que co­
rresponde al partido politico, pero tampoco la del colegio pro- 
fesional ni la de las organizaciones profesionales del articulo 
52 de la Constituciôn (132), pero una cosa es la materia sobre la 
que se actua y otra la finalidad que se persigue, que puede ser 
un proyecto politico determlnado. El sindicato, sin confundirse 
con el partido, posee similares fines que este, aun cuando uti­
lice medios diverses ajustados a su peculiar esfera de actuaciôn 
(133). En este sentido se ha afirmado la globalizaciôn de la ac­
ciôn sindical, que alcanza la defensa y promociôn de los intere­
ses econômlcos y socio-politicos de los trabajadores (134) cues­
tiôn que aparece avalada por la autodefinieiôn de los propios 
sindicatos de clase hegemônicos en el panorama Institucional del 
pais (135) y por la prâctica social instaurada apenas se recono­
ce la libertad sindical en Espana en abril de 1977 (136). Pero, 
fundamentalmente, es una cônclusiôn que puede sostenerse con arre­
glo a una interpretaciôn sistemâtica de los preceptos constitu- 
cionales.
Pero es que ademâs, y al margen de lo anterior, hay que vol- 
ver a afirmar que el derecho de huelga no esta sometido a una 
concepciôn organicista, como en otros ordenamientos ; no existe 
un monopolio sindical de la huelga. De ahi que introducir limita­
ciones desde la perspectiva de los objetivos perseguidos con apo-
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yo en la atribuciôn de funciones al sindicato, ademâs de no ser 
exacto, tampoco es correcte. En una constituciôn donde abunda la 
calificaciôn concreta de funciones, es enormemente sintomâtico 
que se hable de intereses de los trabajadores, sin recorte o pun- 
tualizaciôn de ningûn tipo, siendo por otra parte coherente con 
la propia conformaciôn del derecho de huelga que no se afiadan los 
calificativos muy genéricos del articulo 7 de la Constituciôn. En 
este sentido, hay que entender que, de un lado, puede resultar 
anticonstitueional una interpretaciôn restrictiva de los objetivos 
perseguidos por el derecho de huelga (137) ; de otro, que los in­
tereses de los trabajadores no pueden entenderse en un estricto 
sentido econômico-corporativo, sino en el contexto global de su 
situaciôn en el proceso productive, de donde se sigue la licitud 
de las huelgas en defensa de intereses econômlcos, sociales y po­
liticos que puedan esgrimir los trabajadores, quienes sin duda 
son los ûnicos habilitados para defender el âmbito de los intere­
ses actuados mediante el ejercicio del derecho de huelga.
Desde otro punto de vista, hay que tener en cuenta que el 
ordenamiento constituclonal vigente, al configurar la Igualdad 
como "valor superior" no se limita a enunciar la igualdad formai 
ante la ley en el articulo 14, sino que configura en el articulo
9.2 el prlncipio de igualdad sustancial, cuestiones que en modo 
alguno son coïncidentes ; por el contrario, el articulo 9.2 
"justifica derogaciones del prlncipio formai de igualdad que tien- 
dan precisamente a conseguir esos fines igualitarios y participa- 
tivos", como ha senalado RODRIGUEZ PINERO (138). En este sentido 
y aceptada comunmente la significaciôn del derecho de huelga como
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medio para la consecuciôn de la igualdad sustancial, el instru­
mente mâs relevante para la promociôn efectiva de los grupos so­
ciales colocados en posiciones dependientes en la estructura so­
cial, su constitueionalizaciôn como derecho ciudadano - como la 
constitucionalizaciôn de los sindicatos - no qulere suponer la 
insuficiencia de las instituciones de la democracia politica para 
lograr la democracia econômica y social, sino que para preservar 
la libertad y profundizar la democracia resultan imprescindibles 
"los estlmulos provlnlentes de la socledad civil" (139) ; a ello 
resultan comprometidos los poderes pûblicos en virtud del articu­
le 9.2 de la Constituciôn ; por ello el derecho de huelga, ins­
trumente de los trabajadores que expresa su poder social y mani- 
fiesta el conflicto de clases, se constituye en medio de libera­
ciôn y de consecuciôn de la igualdad sustancial y, por tanto, en 
medio de defensa y de identificaciôn de la democracia social y 
pluralista (140). Frente a los énormes condicionamientos impues- 
tos por las fuerzas del privilegio econômico, las fuerzas del 
trabajo utilizan los medios puestos a su alcance para lograr una 
dimensiôn mâs igualitaria del sistema democrâtico, constituyéndo- 
se asi en canales de expresiôn privilegiados, elementos indispen­
sables en la vida politica (141).
Por ûltimo, invocar lesiones al derecho de propiedad o danos 
a terceros en el caso de una huelga "extraprofesional" choca con 
la configuraclôn del derecho de huelga como derecho pûblico sub- 
jetivo erga omnes, y supone introducir una concepciôn contractua- 
lista de la huelga que parece erradicada del texto constituclonal, 
ademâs de hacer prevalecer sobre el derecho de huelga un derecho
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como el de propiedad, cuyo rango de protecciôn, a tenor del arti­
culo 53, ds inferior a aquél, por estar reconocido en el articu­
lo 33 de la misma.
Defendida asi, por los propios términos del articulo 28.2 de 
la Cttnstituciôn, la licitud de huelgas no solo de solidaridad, 
sino desde luego socio-politicas, habrâ que intentar emitir un 
diagnôstico sobre el alcance de este reconocimiento. Normalmente, 
en la doctrina espanola, se esta pensando, sobre la base de la 
experiencia italiana fundamentalmente (142), en la licitud de las 
huelgas de presiôn sobre los poderes pûblicos para la defensa de 
los intereses econômico-sociales contenidos en el Capitule III 
del Titulo I de la Constituciôn. Como es sabido, se trata de es­
tablecer una gradacién de las huelgas en atenclôn a los objetivos 
por ellas perseguidos, de forma que en un primer nivel, de pro­
tecciôn maxima, se situarian las huelgas por motivaciones estric­
tamente profesionales, por reivindicaciones "ex contractu" y las 
que pretendieran actuar intereses de los trabajadores protegidos 
constitueionalmente como taies, las huelgas econômico-politicas, 
aunque se dirijan a conseguir la emanaciôn de actos politicos por 
los ôrganos compétentes ; éstas son pues acciones que constituyen 
ejercicio de un verdadero y propio derecho en el sentido del arti­
culo 28.2 de la Constituciôn. En un segundo piano se situarian 
aquellas huelgas que, sin ninguna relaciôn con los intereses éco- 
nômico-sociales reconocidos a los trabajadores en la Constituciôn, 
se realizan con el fin de influir sobre las directrices generates 
del Gobierno. Estas son huelgas politicas que no serian incrimina- 
bles penalmente, pero que no se encuentran tuteladas por la Cons-
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tituciôn ; no supondrlan ejercicio de un derecho, sino una liber­
tad y como taies son toleradas por el Estado y susceptibles de 
represiôn por los privados, por el empleador. De esta forma el 
trabajador que participera en este tipo de huelgas no se arries- 
garia a ir a prisiôn, sino simplemente a ser despedido. En el ul­
timo nivel se encontrarla la huelga politica "pura", es decir las 
que estân dirigidas a subvertir el orden constituclonal o a obs- 
taculizar el libre ejercicio de los poderes légitimes en los que 
se expresa la soberania popular, y cuya incriminaciôn penal pare- 
ceria évidente.
Naturalmente que una importaciôn de la doctrina de la Corte 
Constituclonal italiana necesitaria de ciertos correctivos, en 
atenclôn a la peculiar configuraciôn de la sistemâtica de los de­
rechos reconocidos en nuestra Constituciôn. En efecto, esta no 
agrupa en una secciôn ni dedica un capitule monogrâfico a las re­
laciones econômicas, como es el caso de la Constituciôn italiana, 
sino que los clâsicamente considerados "derechos sociales" se 
hallan desperdigados a lo largo de las secciones primera y segun­
da del capitule 2» y del capitule 3® del titulo I, y otros en el 
titulo VII de la misma. Séria pues incongruente circunscribir la 
defensa de los Intereses de los trabajadores a los derechos del 
capitule 3® y no incluir en elles ni el derecho de libre sindica- 
clôn, ni el propio derecho de huelga, ni el tema salarial, ni la 
negoclaciôn colectiva, por ejemplo. Sin duda la cuestiôn se sol- 
venta mediante la admisiôn como licitas de aquellas huelgas que 
pretenden actuar intereses de los trabajadores protegidos consti­
tue ional mente como taies, prescindiendo de su ubicaciôn en el tex-
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to constituclonal. Y, en este sentido, cabrla vâlidamente reali-
'I
zar huelgas por los intereses recogidos en los articulos 14,19,
27, 28, 31, 35, 37, 40, 41, 42, 43, 45, 47, 48, 49, 50, 129 y 131
en
de la Constituciôn fundamentalmente, aun cuando la mayorla de los 
casos los trabajadores como taies no aparecen especiflcamente pro­
tegidos en su interés en cuanto taies trabajadores, sino en cuan­
to son temas que inciden comunmente sobre éstos como ciudadanos.
Sin embargo, pese a tratarse de una operaciôn Integradora 
Interesante que pretende concretar, ampllàndolos, los que tradi- 
cionalmente se han configurado como objetivos licitos de la huel­
ga, no me parece corrects. Existe desde luego una razôn fundamen­
tal,y es la de la propia amplltud del texto constituclonal. No 
cabe una Interpretaciôn llmitativa mediante la reintroduceiôn de 
un califlcativo que por otra parte perdiô esta fôrmula a lo largo 
del iter formativo del precepto. Los intereses de las partes so­
ciales deben ser definidos por ellas mlsmas, sin ninguna determi- 
naciôn externa de los mismos (143). En esta llnea es en la que se 
debe entender mi primera afirmaciôn respecto a la prévisible in- 
fluencia de la fôrmula constituclonal portuguesa sobre nuestro 
articulo 28.2.
Los intereses de los trabajadores deben pues considerarse de 
la forma mâs amplia posible. Desde mi punto de vista, merecen 
igual protecciôn una huelga de protesta por un atentado terroris- 
ta,por los atentados contra la libertad de expresiôn, por defen­
der un proyecto de ley alternative de Estatuto de los Trabajadores 
o de la Ley Bâsica de Empleo, de solidaridad con los trabajadores
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despedidos en una determinada empresa y la realizada con ocasiôn 
de la negoclaciôn de un convenio colectivo. En todos estos casos 
con el derecho de huelga se estân actuando intereses de los tra­
bajadores, insertos en un contexto global en el que la rigida se- 
paraciôn entre lo econômico y lo politico carece de sentido. Y 
ello parece tanto mâs claro al ligar el derecho de huelga a la 
consecuciôn de los objetivos que pretende el articulo 9.2 de nues­
tra Constituciôn (144), de forma que "no hay razôn para que la 
huelga no sirva igualmente como instrumento reequilibrador, en 
cuanto medio de presiôn, en la esfera de lo politico." (145).
Ello no quiere decir que no exista un limite claro al res­
pecto, y es el que impone la propia Constituciôn globalmente con­
sider ada . De esta forma, las huelgas que pretendieran anular las 
instituciones bâsicas del sistema democrâtico, o las que tuvieran 
una finalidad inequivocamente "politica", esto es, las revolucio- 
narias, quedarian privadas de la protecciôn que otorga el articu­
lo 28.2 de la Constituciôn. Asi, por enumerar algunos casos, y 
sin ningûn ânlmo exhaustivo, se podrian mencionar las que preten­
dieran instaurar un régimen politico diferente de la monarquia 
pariamentaria ; las que buscaran la secesiôn de una parte del 
territorio nacional o, por el contrario, la desapariciôn de una 
comunidad autônoma ; las que intentaran imponer un sistema tota- 
litario que negara el pluralisme politico a través del sistema de 
partidos o que pretendieran anular el sistema de libertad sindi­
cal ; las que se dirigieran a la supresiôn de las Fuerzas Arma­
das ; las que fueran a la supresiôn de cualquiera de los derechos 
consagrados constitucionalmente, y, de forma especial, el derecho
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de propiedad privada y el sistema de economia mixta de mercado, 
la libertad de empresa ; las huelgas realizadas bajo los estados 
de excepciôn o de sitio cuando se acordara la suspension del de­
recho de huelga ; las hulegas que persiguieran la anulaciôn de 
las instituciones pollticas democrâticas, Parlamento, Gobierno y 
Trlbunales. En este ûltimo caso es ùtil dlstinguir, con MARTIN 
VALVERDE (146) entre presiôn y coacciôn, siendo ûnicamente esta 
ûltlma la que détermina el cese de la protecciôn constituclonal. 
Para dellmitar ambas figuras habrâ de estarse sin duda a las cir- 
cunstancias que rodean la huelga, su limitaciôn temporal funda­
mentalmente, de forma que normalemnte se habrâ de concluir que Iq 
mayorla de las huelgas que pretendan influir en las decisiones de 
las instituciones politicas son huelgas de presiôn y no coactoras 
y por lo tanto "perfectamente licitas e incluso normalmente bené- 
ficas para la autenticidad de la voluntad popular, como contrape- 
so a las presiones mâs sinuosas del poder econômico privado" 
(147). Asi también, y por continuar con este catâlogo de posibles 
objetivos perseguidos por la huelga, también serian extraconsti- 
tucionales las huelgas de servicios esenciales celebradas en el 
mismo dia que se eligen représentantes para los ôrganos politicos 
de la voluntad popular o para los organismes représentât1vos de 
los trabajadores en la empresa con el fin de impedir dichos pro- 
cesos électorales ; y las que pretendan la reforma de la Consti­
tuciôn, repitiendo en este caso la distinciôn aludida entre la 
presiôn y la coacciôn.
El que en estos casos no se esté ejercitando un verdadero y 
propio derecho del articulo 28.2 de la Constituciôn no prejuzga
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el tipo de respuesta juridica admltida ante los mismos. En prln­
cipio, parece general que se puede configurar como un incumpli- 
miento contractual que puede justificar el despido. En algunos 
casos, sin embargo, su trascendencia es tan grande que puede jus­
tificar la sanciôn penal de los promotores y activos participan­
tes en la huelga. Existen ya claros preceptos en este sentido en 
los proyectos de ley del Codigo Penal y de Seguridad Ciudadana, 
en trâmite parlamentario, alguno de sus capitules (148).
2.4. DERECHO DE HUELGA Y DERECHO A ADOPTAR MEDIDA5 PE CONFLICTO
Como se viô con anterioridad, la interpretaciôn conjunta y 
sistemâtica de los articules 28.2 y 37.2 de la Constituciôn ofre- 
ce no pocos problemas. Fundamentalmente habria que dilucidar cuâl 
es el contenido de la expresiôn "medidas de conflicto colectivo", 
y sobre todo, la posibllidad de que en ellas se incluya el cierre 
patronal, puesto que esta tipica medlda empresarial incide direc- 
tamente sobre la huelga, impidiendo su ejercicio. De esta forma, 
el anâlisis interpretativo de esta cuestiôn supone desentranar 
uno de los limites mâs eficaces al derecho de huelga, que, de re- 
conocerse "en pie de igualdad" con el cierre empresarial, supone 
la desvlrtuaciôn de la funcionalidad otorgada a aquélla.
En efecto, afirmar - constatar su reconocimiento - que la 
huelga y el cierre son medios de lucha simétricos, que con ello
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se dota a las partes sociales de "armas iguales" (149) lleva con- 
sigo la implantaciôn de un sistema de libertad de huelga, la im­
posibilidad de configurar un verdadero régimen jurldico en el que 
la huelga pueda ejercitarse como derecho y, desde luego, incapa- 
Citar los fines générales que se hallan en la base del reconoci­
miento del derecho de huelga.
Porque, en primer lugar, la configuraclôn de la huelga como 
derecho no quiere decir simplemente que esta se encuentra inmuni- 
zada tanto frente al castigo pûblico - sanciones pénales o admi- 
nistrativas - como frente a la represiôn privada. Se necesita una 
actitud por los poderes pûblicos que vaya mâs allâ del reconoci­
miento de su existencia y de la irreprochabilidad Juridica de tal 
conducta, o de lo contrario lo que se ha configurado es un siste­
ma de "libertad de huelga" (150). La admisiôn de un derecho de 
cierre frente al corrélative de huelga supondria considerar que 
en la mayorla de los casos este no podria ejercitarse, puesto 
que el cierre patronal es una respuesta a comportamientos situa- 
dos en un contexto de conflietividad laboral y estrechamente vin­
culado a la realizaciôn por parte de los trabajadores de acciones 
de presiôn colectiva (151). Por el contrario, el reconocimiento 
de la huelga como derecho no significa sôlo la licitud de esta 
medida de lucha, sino "la dotaciôn de un régimen jurldico de pro­
tecciôn o de tutela frente a aquellas actividades pûbliças o pri­
vadas que tienen como finalidad principal reprimir o inhibir el 
ejercicio de dicho derecho" (152). Pero ademâs la misma funciôn 
asignada a la huelga por el ordenamiento al elevarla al rango de 
derecho fundamental se verla negada con el reconocimiento en pari-
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dad del cierre patronal. Si la huelga es un instrumento destinado 
a reequilibrar la situaciôn de inferioridad de los trabajadores 
en todos los âmbitos (econômico, social y politico) y supone "la 
ruptura o separaciôn, en atenclôn al momento colectivo, de las so- 
luciones del régimen jurldico de las obligaciones individuales", 
que se justifica precisamente por esa necesidad de establecer, en 
el piano colectivo, siquiera parcialmente el equilibrio inexis­
tante en el piano individual (153), el reconocimiento del cierre 
patronal significarla "devolver la correlaciôn legal de fuerzas a 
su situaciôn inicial" (154), puesto que el "lock-out" supone un 
plus de poder para quien ya estâ en una situaciôn de superioridad 
declsiva (poder de direcciôn, disciplinario, de organizaciôn, po­
der econômico, posiciôn social en el proceso productive, etc), 
que no tiende a atenuar un desequilibrio, sino a agravarlo (155).
Esta es, sin duda, la razôn por la que en las Constituciones 
de los paises latinos se reconoce explicitamente el derecho de 
huelga y se silencia el de cierre patronal, salvo la portuguesa, 
que lo prohibe expresamente (156). "El legislador constituclonal 
confiere relevancia juridica a la sustancial desigualdad entre 
trabajadores y empleadores, atribuyendo a los primeros, y no a 
los segundos, el poder de suspender la relaciôn de trabajo y las 
obligaciones que de él se derivan" (157). Por eso es importante, 
para conformar un minimo punto de referenda respecto del derecho 
de huelga en nuestra Constituciôn, intentar establecer con preci­
siôn el estado de la cuestiôn en el derecho espanol.
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El tema consiste en descifrar el contenido de la expresiôn 
medidas de conflicto colectivo, del articulo 37.2. Las primeras 
precisiones doctrinales al tema, como la de DURAN (158) sostu- 
vieron que por medidas de conflicto colectivo habla que entender, 
en lo que se refiere a los empresarios tanto a la Iniciaciôn de 
los procedimientos de mediaciôn, conciliaciôn y arbitraje, como 
a aquellas medidas de lucha colectiva distintas del cierre patro­
nal, que al no ser expresamente mencionado, no vendrla reconoci­
do, como la paralizaciôn de las inversiones, la repercusiôn en 
precios de las subidas salariales, la no contrataciôn de nuevos 
trabajadores, la supresiôn de horas extraordinarias, el no abono 
de los salaries durante los dlas de huelga, etc.
Posterlormente, sin embargo, la prâctica totalidad de la 
doctrina afirmô que entre las medidas de conflicto colectivo se 
debla incluir, desde luego, al cierre patronal. Existe sin embar­
go una cierta diversidad a la hora de establecer las motivaciones 
para esta afirmaciôn y, sobre todo, para precisar su alcance.
En efecto, el dato normative de extremada importancia que su­
pone el Estatuto de los Trabajadores ha condicionado la opiniôn 
de todo un sector doctrinal que mantiene asi la Indudable inclu- 
siôn del cierre patronal entre las medidas de conflicto colecti­
vo, sobre la base no sôlo de la disposiciôn final 3», numéro 15, 
sino también - y fundamentalmente - por lo preceptuado en el ar­
ticulo 45. l.m), quien configura el "cierre legal de la empresa" 
como causa de suspensiôn del contrato de trabajo (159). Parece 
Clara la finalidad de este articulo, pese a la intenciôn de los
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legisladores, taly como aparece recogida en los debates del Con­
gre so (160). En él se estâ aludlendo al cierre como medida de con­
flicto, cuestiôn aiin mâs Indubltada si se atiende a toda una tra- . 
diciôn jurlsprudencial que liga la "legalidad" o "legltimidad" 
del cierre a los casos de huelga o a cualquier otra modalidad de 
irregularidad colectiva en el régimen de trabajo, es decir, que 
sefiala la interdependencia de huelga y cierre patronal (161). Y 
de este precepto también pueden extraerse otras indicaciones sobre 
el tema en general que ayuden a configurar la posiciôn de esta 
medida respecto de la huelga, objeto de este estudio.
En primer lugar, el définir, antes de las condiciones de le- 
gitimidad del ejercicio de la facultad de cierre, uno de sus 
efectos, el de la suspensiôn de la relaciôn de trabajo, se estâ 
introduciendo sin duda la figura de la "exceptio non adimpleti 
contractus", reconduciéndola y adaptândola a la peculiar situaciôn 
de esta medida colectiva. Ello supone, lôgicamente, que no pueda 
actuarse vâlidamente mientras el trabajador huelguista esté ejer­
citando un derecho, puesto que mal puede en este caso incurrir 
en ineumplimlento contractual. Sin duda por esta razôn, en el 
Proyecto de Ley del Estatuto, se hacia depender la legalidad del 
cierre patronal de la ilegalidad de la huelga (162). Pero ademâs, 
sôlo cabe ejercitar el cierre patronal frente al incumpliento 
consumado del trabajador, no sobre previsiones sobre incumplimien- 
tos futuros (163). Piénsese, ademâs, que la especificidad de lo 
colectivo trasciende la construcciôn de la "exceptio", de forma 
que no sôlo se autoriza al empresario a suspender el cumplimiento 
del pago del salarie, sino que se le permite también la suspensiôn
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del deber de ocupaciôn efectiva que reconoce el articulo 4.2.a) 
del propio Estatuto (164), cuestiôn mâs grave si se repara que se 
trata de una medida que repercute Indiscriminadamente tanto sobre 
los trabajadores huelguistas como sobre los que no lo son (165).
Por ultimo, de la regulaciôn marginal o indiciaria que hace 
el Estatuto del cierre patronal puede también deducirse que nues­
tro sistema recoge un lock-out ûnicamente de respuesta o defensi­
ve, ante el cual habrian de tenerse en cuenta las consideraciones 
anteriores, puesto que el criterio de la fuerza mayor, como jus- 
tificador del cierre estâ contemplado de forma autônoma en el 
apartado i) del mismo articulo 45.1 y désarroilado en el articulo 
47 del mismo, por el cual se le somete a un procedlmiento de au- 
torizaciôn p-revio. Con ello se estâ afirmando implicitamente que 
el elemento caracteristico del cierre patronal, del "cierre de 
empresa" en la terminologia estatutaria, es el elemento conflic- 
tual frente a los trabajadores : El cierre es pues una medida de 
lucha colectiva, mientras que la suspensiôn por fuerza mayor vie- 
ne ocasionada por circunstancias ajenas a la voluntad del empre­
sario (166), en las que se da una efectiva imposibilidad de con­
tinuar la prestaciôn laboral y carece de cualquier connotaciôn de 
conflictividad (167).
De esta forma, y como se ha avanzado, las ûltimas aportacio- 
nes doctrinales al tema del cierre patronal en relaciôn con el 
articulo 37.2 de la Constituciôn entienden que no cabe defender 
una situaciôn juridica anâloga a la que existe en otros ordena- 
mientos constitucionales como el francés o el itallano. No se tra-
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ta sôlo de la "no 1neonstitueionalidad de la ley que de acuerdo 
con el propio articulo 37.2, régula el derecho a adoptar medidas 
de conflicto colectivo", y, entre ellas, el cierre patronal (168), 
sino de que a este la Constituciôn le asigna una especial rele­
vancia colectiva sin que quepa la soluciôn del problema mediante 
la remisiôn a esquemas lusprivatistas tlpicamente aplicables en 
el derecho de los contratos.
Lo que sucede es que sin embargo se afirma que el cierre pa­
tronal no puede ser equiparado en su protecciôn, ni en su confi- 
guraciôn, como anâlogo al derecho de huelga. "El rango del lock- 
out, - dira SAGARDOY (169) - no es.paraielo al de huelga. Es in­
ferior y de matiz diverso". No podia ser de otro modo si se 
atiende a la existencia del articulo 28.2, con protecciôn supe­
rior a la que tiene el articulo 37.2, asi como a la inexlstencia 
de mèneiôn nominativa expresa del cierre patronal (170). Con ello 
se estâ afirmando que en caso de conflicto entre el derecho de 
huelga y el de adoptar medidas de conflicto como el cierre patro­
nal, habrâ de prevalecer siempre aquél. Lo que se traduce en la 
ilegalidad de los cierres de respuesta o que pretendan impedir el 
legltimo ejercicio del derecho de huelga (171), y de los que se 
realizan con anterioridad a la huelga, puesto que, como se ha vis- 
to, no cabe realizar previsiones sobre el incumplimiento contrac­
tual futuro de los trabajadores. Congruentemente con ello, no es 
posible un cierre de agresiôn u ofensivo no sôlo por considera­
ciones genéricas y ciertas sobre la represiôn del derecho de 
huelga que supone esta conducta, sobre su significado de medida 
contraria a los dictados del articulo 9.2 y 14 de la Constituciôn,
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sino también por lo que una medida de este tipo tiene de incumpli- 
miento de deberes contractuales tlpicos del empresario, senalada­
mente, del deber de ocupaciôn efectiva (172). Existe ademâs otro 
importante limite, y es el de la reducciôn del papel del cierre 
patronal a los conflictos entre empresarios y trabajadores, sin 
que pueda admitirse como forma de presiôn sobre los poderes pûbli­
cos (173), y limitândose, por su colocaciôn sistemâtica en la 
Constituciôn, a los conflictos désarroilados durante la negocia- 
ciôn colectiva.
Todo ello se remite a la fijaciôn por la legislacion ordina- 
ria de "las limitaciones que se pueda establecer", cuestiôn que 
desde luego no impide su afirmaciôn por via jurisprudencial. Tam­
bién sobre la base de los iudicios que contiene el Estatuto de los 
Trabajadores. No obstante, el limite fundamental que impone el ar­
ticulo 37.2 es la inclusiôn de "las garantias précisas para asegu- 
rar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunl- 
dad", expresiôn casi idéntica a la prevista como limite decisive 
al derecho de huelga en el articulo 28.2 de la Constituciôn (174), 
que se analiza en los capltulos segundo y tercero de este trabajo.
Cabe entonces replantearse, amte la similitud de la fôrmula 
de ambos articules, cuâl es el verdadero significado de la expre­
siôn de medidas de conflicto colectivo, y la posible reduplicaciôn 
de la huelga en sendos preceptos. La cuestiôn no es desde luego 
baladi, puesto que se ha mantenido por SUAREZ (175) la tesis de 
que mientras en el articulo 28.2 se tipifica la huelga-1ibertad, 
un derecho individual de ejercicio colectivo, indisponible, para
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la defensa de los Intereses genéricos de los trabajadores, 11e- 
gando incluso a plasmarse la huelga politica no insurrecclonal, 
en el articulo 37.2 se estaria contemplando, bajo el término de 
"medidas de conflicto colectivo", el ejercicio del derecho de 
huelga frente al empresario, enmarcado en la dicciôn general de 
dicho articulo - la negoclaciôn colectiva - y que puede ser obje­
to de limitaciones por el legislador, amén de incluir "las garan­
ties précisas para asegurar el funcionamiento de los servicios 
esenciales de la comunidad". Es decir, que el articulo 37 supon­
dria la especificaciôn del enunciado general del articulo 28.2 
en el piano concrete de las relaciones privadas de trabajo. Lôgi­
camente, se obtiens la conclusion de que, simétricamente a la 
regulaciôn del derecho de huelga, se permite el amparo constitu- 
cional del "lock-out" como cierre patronal de lucha en las accio­
nes conflictivas désarroiladas durante la negoclaciôn colectiva. 
"Dos modèles, pues, de derecho de huelga o - dicho de otro modo - 
un sôlo instrumento, que es la huelga, al serviclo de dos finali­
dades y de dos intereses juridicamente protegidos y configurados 
por tanto de dos derechos distintos : el derecho de huelga del 
trabajador-ciudadano, que trata de Influir en la vida politica, 
econômica, cultural y social de su pais, y el derecho de huelga 
del trabajador-parte de un contrato de trabajo, que presiona a su 
empresario para obtener majores condiciones laborales. Dos inte­
reses, dos finalidades, dos derechos de huelga amparados por la 
Constituciôn", afirma el citado autor de forma sintética (176).
Como ya se ha visto, no es esta la posiciôn aqui mantenida. 
No cabe desconocer en la misma determinadas dificultades como la
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que supone la dlversificaciôn de la protecciôn formai otorgada a 
un mismo instrumento de lucha, como es la huelga, segûn la finali­
dad que se pretenda con la misma : La huelga del trabajador-ciuda­
dano del articulo 28.2 ha de ser regulada por ley orgânica, segûn 
el articulo 81 de la Constituciôn ; la huelga del trabajador-parte 
de un contrato de trabajo puede ser regulada por ley ordinaria 
(177). Aparté del contrasentido que puede suponer que goce de ma­
yor protecciôn la huelga frente a los poderes pûblicos que la 
ejercida frente a la contraparte social, no se entiende bien cômo 
se puede reconocer en un precepto que la ûnica incidencia limlta- 
tiva legal es la dirigida a garantizar el mantenimiento de los 
servicios esenciales de la comunidad, llegando a la admisiôn de 
la huelga politica no insurreccional, para después, por el camino 
de la "especificaciôn" introducir limites no reconduclbles a la 
categoria anterior (178) ; no parece lôgico que lo que se admite 
en lo mâs se nlegue en lo menos. Por otra parte, y como anotaciôn 
un tanto marginal, es sintomâtica la separaciôn que se efectua en 
esta Interpretaciôn entre el trabajador-ciudadano y el trabajador- 
parte de un contrato laboral. En la utilizaciôn de un medio de 
presiôn como la huelga, éste ûltimo también encuentra mâs limitq- 
ciones ; el derecho ciudadano se restringe y reduce también en 
este campo, en la esfera de las relaciones entre privados. El 
ejercicio de sus derechos de ciudadania queda vanificado si el 
ciudadano es también trabajador, un peculiar "status libertatis" 
de nuestro tiempo.
Desde el punto de vista que aqui se mantiene, el resultado 
ha de ser otro. El articulo 37.2, inspirado de cerca por el arti-
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culo 6.4 de la Carta Social Europea, ha de interpretarse forzosa- 
mente en relaciôn con el articule 28.2. A elle autorlza el examen 
de los sucesivos camblos que el tema expérimenté en la elabora- 
clôn de dichos préceptes per las Certes ConstItuyentes (179). 
Ciertamente, entre las medidas de cenflicto celectlve se encuen- 
tra Incluido el dereche de huelga, y no se menciena expllcitamen- 
te per contenerse su regulaclôn cencreta en el articule 28.2 
(180). Se trata pues de una medida de cenflicto adoptada per los 
trabajadores que, per las causas ya examinadas, se ha querido 
prlvileglar respecte de las demâs, tante respecte de las emplea- 
das per les trabajadores cerne per los empresarios, y que revlste 
una trascendencia especial corne se deduce de la colocacion siste- 
mâtica, centenido y signlficade que le asigna la Censtituciôn. 
Ahora bien, las medidas de confllcto que puedan ejercitar los 
trabajadores no se agotan en la huelga ni en les precedlmientes 
pacificos de soluciôn de cenflictes celectivos. Existen en efecto 
una cierta cantidad de formas de lucha colectiva ne reconducibles 
a la huelga : Desde el mantenimiento de pesturas de beicet (181), 
hasta medidas de apeyo a formas de lucha corne encierros, concen- 
traciones, asambleas, pasando per dos de ellas que obsesionan 
tradicionalmente al legislador espahel : la figura de los pique­
tés de extension y difusiôn de la huelga y la de la ocupaclôn de 
fâbricas (182). Sobre estas medidas de lucha, cuya ûnica soluciôn 
hasta el momento era la criminalizacién de las mismas, recaerân 
sin duda "limitaciones" diferentes a la de garantizar el funciona- 
mlento de los servicios esenciales. El derecho de huelga, por el 
contrario, aparece individualizade, por colocacion y pretecciôn
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especlfica, en el articule 28.2 ; a él hay que atenerse para el 
examen slstemâtico del misme.
En le que se refiere a las medidas de cenflicto susceptibles 
de emplee por parte de los empresarios, también es évidente que 
no se pueden limitar a la iniciaciôn de procedlmlentos pacificos 
de soluciôn de cenflictes. De heche algunes autores han cenfeccio- 
nade un catâlego enunciativo de las mismas, alguna de las cuales, 
sin embargo, deben desde mi punte de vlsta, ser matlzadas. En 
efecto, F. DURAN (183) menciena a titulo de ejemplo la paraliza- 
ciôn de las inversiones, la repercusiôn en precios de las subidas 
salariales, la no contrataclôn de nuevos trabajadores, la supre- 
siôn de horas extraordinarias y el no abono de los salaries duran­
te les dlas de huelga, lista que también recoge W. DAUBLER (184). 
Hay que senalar, ne obstante, que ambes autores se encuentran 
preocupades per senalar medidas de cenflicto distintas del cierre 
patronal, lo suficientemente ampllas e Importantes que permltan 
"compensar su interpretaciôn acerca del no reconocimiento del 
cierre patronal. Lo que sucede es que la via escegida no parece 
la mâs idônea, porque afirmar la licitud de la "huelga de inver­
siones" ceme un argumente para establecer el ne reconocimiento 
del cierre patronal supone sin duda desenfecar el tema. Cierta­
mente que la amenaza de no invertir es una peslbilidad slempre 
posible ante la cual el ordenamiento juridico puede reaccionar 
cemplementando todo un procese politico que tienda a eliminar 
esta ceacciôn, pero slempre con este carâcter Instrumental al que 
se hace referenda. Una cosa, en efecto, es reconocer este heche, 
especialmente relevante ante el fenômene real de internacionali-
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zaciôn del capital y de las empresas muItinactonales y otra muy 
distinta admitir juridicamente la licitud de esta conducts como 
medida de conflicto colectivo. La dicciôn del articule 33.2, la 
funeion social del derecho de propiedad, asi como las exigencias 
de la economia general "y, en su case, de la planificaciôn", del 
articule 38 de la censtituciôn, bastarian para poner en entredi- 
cho tal conducta. Ademâs, principles ceme les que senalan los 
articules 40.1 y 41, la dicciôn del articule 128.1 y los recursos 
que prevé el articule 131 de la Censtituciôn parecen suficientes 
argumentes de peso decisive en contra de la admisibilidad de taies 
conductas como medidas de conflicto colectivo del articule 37.2 
del texte constitucional, sin necesidad de acudir al articule 9.2 
ni al articule 14 del misme.
Paralelamente, hay que hacer constar que sobre las demâs me­
didas sugeridas por los autores citados, gravitan determinadas 
actuaciones limitativas e incluse impeditivas a cargo fundamental- 
mente de los pederes pûblicos. En efecto, es évidente esta inci- 
dencia en tema de politica de precios y de rentas llevada a cabo 
por el Gobierno, lo que limitaria la posibilidad de repercutir en 
precios las prévisibles subidas salariales, e incluse la impediria 
en el case de organismos pûblicos ; asi también, en los cases de 
dislocaciôn productiva o de negativa a la contrataclôn de nuevos 
trabajadores, una actividad püblica que cumpliese el compromise 
adoptado en el articulo 40.1 restringiria ineludiblemente aquélla.
Por todo elle, parece mâs ajustada la enumeraciôn que reall- 
za MARTIN VALVERDE (185), quien, sin la preocupaciôn prioritaria
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que mantenian los autores anteriores, incluye como tlpicas medi­
das de conflicto empleables por los empresarios la interrupciôn 
del pago de salaries, la negativa a ofrecer horas extras, la su- 
presiôn de ventajas voluntarias, la exigencia mâs rigurosa en de- 
terminados aspectos del cumplimiento de la relaciôn de trabajo 
(el reforzamiento de la disciplina laboral, en general), campafias 
de influencia en la opiniôn püblica, retirada de expectatives de 
los trabajadores no consolidadas como derechos y cambios en la 
politica de personal y en la organizaciôn de la producciôn. Mu- 
chas de ellas son por lo demâs comûnmente empleadas en la dinâmi- 
ca de la conflictividad laboral, sin que el hecho de que en el 
piano de la subjetividad social se consideren como prerrogativas 
"naturales" - en "tiempos de paz o de guerra" - del empresariado, 
desvirtue su tipica caracterizaciôn de medidas de conflicto del 
articulo 37.2, atendiendo tanto a su finalidad como a su propla 
eficacia como medio de presiôn sobre la contraparte social.
Hay que aclarar, sin embargo, que la interrupciôn del pago 
de los salaries durante la huelga se suele définir como un efec­
to de la misma, la suspenslôn del contrato de trabajo, mâs que 
como una contramedida patronal. Tradicionalmente recogida en 
nuestra legislaclôn, réitéra esta idea el articulo 45.1.1) del 
Estatuto de los Trabajadores (186) lo que se Justifica doctri- 
nalmente por la estructura juridica del propio derecho y en aras 
del equilibrio contractual (187). Ello no obstante, no se debe 
perder de vista el carâcter disuasorio que reviste esta medida 
frente a los trabajadores en huelga, por la évidente y drâstica, 
reducciôn (o desapariciôn) de su ûnica fuente de ingresos (188),
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cuestlôn que aparece avalada por la prâctlca huelguistica, as! 
como por la lucha en determlnados sectores de la funciôn püblica 
por que no se descontaran de sus sueldos los dlas de huelga (189). 
No hay que olvidar, por ültimo, la posibilidad de pacto de deter- 
minados efectos remuneratorios aun suspense el contrato por el 
ejercicio del derecho de huelga (190).
En este sentido, no parece que en nuestro ordenamiento pue­
dan tener cabida practices del tipo de impago de primas o pluses 
de asistencia como sin embargo se contempian en el sistema fran­
ces , las primas "antihuelga" (191). Se trata, como es sabido, de 
una reducciôn global de las primas de asiduidad o de productivi- 
dad - total o en un tanto por clento fljo - en caso de ausencias 
al trabajo (192). En efecto, serlan prâcticas discriminatorias 
prohibibles por los articulos 14 y 35 de la Constituciôn y mâs 
explicitamente por el articulo 17 del Estatuto de los Trabajado­
res, como por otra parte lo confirma lo preceptuado en el articu­
lo 52 d) del mismo texto legal (193)
De la misma manera, y por poner fin a esta sucinta enumera­
ciôn de las medidas de conflicto disponibles por los empresarios, 
parece claro que no puede admitirse la contrataclôn de otros tra­
bajadores para sustituir a los huelguistas ; el esquirolaje esta- 
ba prohibido en nuestro ordenamiento, a tenor del articulo 6.5 
del propio DLRT. No se trata, sin embargo, de una afirmaciôn ob­
via, por cuanto el RD 1432/1980, de 11 de julio, por el que se 
establecen normes para garantizar el funcionamiento de los servi­
cios portuarios permite "procéder a la contrataclôn en las Ofici-
- 64 -
nas de Empleo del personal preciso para cubrir los servicios pû­
blicos y realizar las operaciones necesarias para ello", cuando 
"por el motivo que fuese", las oficinas de la OTP no puedan apor- 
tar el personal de sus censos para realizar las operaciones de car- 
ga y descarga. Una operaciôn integradora de esta norma y respetuo- 
sa con el ordenamiento debe poner en relaciôn este precepto con 
el articulo 28.2 de la Constituciôn y entender que dentro de ta­
ies motivos no estâ incluido el legitimo ejercicio del derecho de 
huelga o bien que se refiere a los supuestos de huelga sin arbi- 
trar las garanties précisas para el mantenimiento de servicios 
esenciales,
El examen efectuado, pues, de la integraciôn de los articu­
los 28.2 y 37.2 de la Constituciôn parece el mâs factible y por 
el que se decanta ademâs buena parte de la doctrina como se ha 
visto. La expresiôn medidas de conflicto engloba pues toda una 
tipologla de conductas ante las que la ley - y la propia nortiîa- 
ciôn de las partes sociales - deberâ establecer unas pautas con- 
formadoras, con arreglo a los criterios anteriormente apuntados.
El punto mâs importante, por lo que supone de limitacion del de­
recho de huelga, es el que se refiere a la inclusion, en las me­
didas a adoptar por el empresario, del cierre patronal. Es évi­
dente sin embargo que el cierre se configura como una medida su- 
bordinada al ejercicio del derecho de huelga y como tal limitado 
a ser una acciôn de respuesta a un comportamiento illclto de los 
trabajadores,en el marco de un proceso de negociaciôn colectiva y 
dejando a salvo el mantenimiento de los servicios esenciales de 
la comunldad.
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El derecho de huelga encuentra su regulaclôn especlfica en el 
mènelonado articulo 28.2 de la Constituciôn. Es a él al que hay 
que acudir para delimiter el contenido y alcance del mismo. Y, por 
poner fin a este eplgrafe, hay que resaltar el hecho de que el 
legislador haya querido dar especial relevancia al derecho de 
huelga, de donde puede deducirse alguna Indicaclôn respecte del 
"modelo" de huelga implantado (194). A ello se dedicarân las pa­
ginas finales de este capitule.
2.5. DERECHO DE HUELGA Y DERECHO AL TRABAJO
Slguiendo con el examen de la regulaclôn constitucional del 
derecho de huelga, es necesario detenerse ante la posible con­
flictividad entre éste y el derecho al trabajo, a partir de una 
determinada interpretaciôn del segundo como un derecho que con- . 
tiene un doble aspecto : Uno positive, que se traducirîa en el 
derecho a que se susciten oportunidades de trabajo, a obtener tra­
bajo en general ; y otro, negative, que consistiria en la absten- 
ciôn de cualquier interferenda en la opciôn, modo de ejercicio y 
desarrollo de la actividad laboral de que se goce (195). De esta 
forma se puede mantener que quien no participa en una huelga estâ 
ejercitando su derecho al trabajo o, generalmente enunciado en 
términos negatives, que no se puede exigir, en aras de la liber- 
tad de trabajo, que el trabajador se sume a la huelga declarada 
por la mayorla de sus compafieros.
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Asi, y como se verà mâs adelante, se sostiene una interpre­
taciôn "ambivalente" del derecho al trabajo como derecho a obte­
ner un empleo, un puesto de trabajo profesionalizado "que pierde 
su sentido si no es a la vez derecho a llenarlo de su contenido 
del trabajo concreto", como dirâ SAGARDOY (196). Con lo que mien- 
tras que el aspecto genérico del mismo queda indeterminado, sin 
los mécanismes oportunos que lo hagan inmediatamente actuable, la 
cara "concreta" del mismo encuentra una apiicaciôn especlfica en 
la prohibiciôn de cualquier injerencia impeditiva de la presta- 
ciôn de actividad laboral entre las que se cuentan las sltuâcio- 
nes de huelga. Con ello la reivindicaciôn del derecho al trabajo, 
tradicionalmente ligada a las fuerzas progresistas de la sociedad, 
se rescata en provecho de las del privlleglo econômico con una 
Clara funcionalldad : La de revestir de dignidad constitucional 
la posiciôn de los no huelguistas privileglândola incluso sobre 
la de los trabajadores huelguistas (197).
El tema es pues importante y repercute en bastantes aspectos. 
NO es sôlo la delimitaclôn de la libertad de trabajo de los no 
huelguistas, sino que hay que contemplar fenômenos como el de los 
piquetes de informaciôn y extensiôn de la huelga, la ocupaclôn de 
la propla empresa por los huelguistas, la sustituciôn de éstos 
por otro personal para el desempeRo y ocupaclôn de sus puestos de 
trabajo (el esquirolaje proplamente dicho), etc. Piénsese ademâs 
que los precedentes législatives espaRoles han incluido slempre 
la "libertad de trabajo" entre los limites del derecho de huelga. 
Mâs aûn, la realizaciôn de coacciones o violencias contra las 
personas o darlos a las cosas determinaba per se la improcedencia
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de la huelga en el Deereto Ley de 22 de mayo de 1975 (198) y la 
imposiciôn del respeto a la libertad de trabajo de aquellos traba­
jadores que no quisieran sumarse a la huelga en el articulo 6.4 
del DLRT se configura como un derecho prâcticamente absolute que 
condlciona cualquier actividad de los huelguistas, por obra ade­
mâs de una jurisprudencia especialmente rigurosa al respecte (199).
Aqui se va a partir del examen del tema en la Constituciôn 
para, desde él, intentar ofrecer Indicaciones sobre el conjunto 
de los temas en juego.
En efecto, el derecho al trabajo - y el deber de trabajar - 
y a la libre elecciôn de profesiôn u oflcio se reconoce en la 
secciôn 2* del capitule 2® del titulo I de la Constituciôn, en el 
articulo 35.1. Es decir, que goza de una pretecciôn mener que el 
derecho de huelga, o, por decirlo con palabras de SAGARDOY, es 
calificado en el conjunto constitucional como un "derecho mener" 
frente a aquél (200). Ciertamente que la "concepciôn emoclonal" 
(201) ya aludida en este mismo capitule puede explicar esta rele- 
gaciôn de la jerarquia otorgada al derecho al trabajo, pero sin 
duda en ello ha influido la conciencia de la dificultad de confi- 
gurar el mismo como un auténtico derecho subjetivo, a mitad de 
camino entre la declaraciôn programâtica, sin que se den los 
oportunos mécanismes destinados a actuarlo y la "peligrosa" con- 
secuencia de su configuraciôn como interés ejercltable, no sôlo 
frente al Estado o la sociedad, sino también frente a los empre­
sarios (202). quizâ también la experiencia de la "Repûblica de 
trabajadores de todas clases" de 1931, y las solemnes declaracio-
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nés de las extintas Leyes Fundamentales sobre el derecho al tra­
bajo, "atributo de honor y titulo suficlente para exigir tutela 
y asistencia del Estado" (203) hayan determinado que la Constitu­
ciôn del Estado Espanol no contenga un articulo anâlogo al cuarto 
de la Repûblica italiana, que se define "fundada sobre el traba­
jo" en su articulo 1« (204). Sea como fuere, de su colocaciôn sis- 
temâtica hay que partir para cualquier estudio sobre el tema. So­
bre ello se volverâ mâs adelante.
Ahora bien, apreciado esto, hay que examiner que slgnifica 
la expresiôn "derecho al trabajo" tanto en el contexte constitu­
cional como auxiliândose de aquellos textes posteriores al mis­
mo que se refieran a él o lo desarrollen. Me estoy refiriendo a 
las alusiones que se contienen en el Estatuto de los trabajadores, 
fundamentalmente.
En este sentido, la interpretaciôn de la expresiôn es prâcti­
camente univoca. El derecho al trabajo del articulo 35.1 de la 
Constituciôn se debe entender como el derecho a la adqul’siciôn o 
conservaclôn de un puesto de trabajo con lo que se conecta con lo 
preceptuado en el articulo 40 del mismo texto fundamental sobre 
el compromise por los poderes pûblicos de realizar una politica 
orientada al pleno empleo (205).
De forma meridiana aparece esta conexlôn en el articulo l» 
de la Carta Social Europea, que concreta las garantias del ejer­
cicio del derecho al trabajo en los siguientes aspectos : a) El 
logro de un nivel "lo mâs elevado y estable posible" del empleo. 
b) en la protecciôn eficaz del derecho del trabajador a ganarse
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la vida mediante un trabajo libremente elegido. c) en el estable- 
ciniiento de servicios gratuitos de empleo para todos los trabaja­
dores y d) en proporcionar y promover la orientaciôn, formaciôn 
y readaptaciôn profesionales adecuadas. Es obvia la importancia 
de este articulo ante lo preceptuado en el articulo 10.2 de nues­
tra Constituciôn.- En el mismo sentido habria pues, que interpre- 
tar el articulo 4.1.a) del ET (206). Este configura el derecho a 
la adquisiciôn o conservaclôn de un empleo y no a la realizaciôn 
de la prestaciôn de servicios ya contratados. Por otra parte, al 
establecer el articulo 45.1.1) del ET la suspenslôn del contrato 
como consecuencia del ejercicio del derecho de huelga, esta no 
tiene como efecto la extinciôn del contrato de trabajo, por lo 
que no existe ninguna contraposiciôn entre ambos derechos.
No obstante, y aun cuando esta sea su significaciôn primaria, 
se ha Insistido en una segunda acepciôn del derecho al trabajo 
como "libertad actual e inmediata en el trabajo frente a quienes 
- Estado, sindlcatos, empresarios o cualesquiera otros sujetos - 
pretendan vulnerarla" (207). En este sentido, se ligaria el dere­
cho al trabajo con las prohibiclones de actos diseriminâtorlos 
contenidas en el ET (208), asi como con el derecho a la ocupaclôn 
efectiva (209), con la readmisiôn forzosa del despedido sin causa, 
etc. En esta vertiente, el reconocimiento constitucional del ar­
ticulo 35.1 operaria en contra de las claûsulas de seguridad sin- 
dical (closed shop, union shop) y en favor de "la libertad indivi­
dual del trabajador nO sindicado frente a la declaraciôn sindical 
de huelga" (210). De esta forma, se estâ configurando el articulo 
35.1 como un derecho social, de un lado - aun cuando como tal no
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represente sino "una meta del legislador constitucional" (211) - 
y como un clâsico derecho de libertad de otro. Derecho de liber­
tad entendido prioritarlamente en un sentido positive como se ha 
visto, sin que en su vertiente negativa (derecho de rehusar un 
trabajo, de trabajar o no) se sefialen mâs reperousiones que la de 
la prohibiciôn del trabajo forzoso (212).
Se trata desde luego de una tesis sugestiva pero no comparti- 
da por las razones que se exponen a continuaclôn. En primer lugar 
porque centrarse en el derecho al trabajo para obtener las conclu- 
slones senaladas es de alguna manera irrelevante, habida cuenta 
que las mâs Importantes conclusiones obtenidas encuentran su ori- 
gen en preceptos constltucionales especificos, dotados ademâs de 
un mayor rango jerarquico dentro del esquema constitucional, cua­
les son el articulo 14 y el 28.1. Podria sin embargo a mi juicio 
tener mayor virtualidad en materias especlficas del precepto, como 
en el tema de la ocupaclôn efectiva o de defensa de la estabili- 
dad ; aun asi, la construcciôn juridica puede ser alternativa en 
el primer caso (213), y hay que tener siempre presente la prévi­
sible multivocidad de la expresiôn derecho al trabajo, que puede 
pretenderse perfectamente compatible con la "flexibi11zaciôn de 
plantillas" como medidas favorecedoras de la contrataclôn laboral 
y, en deflnitiva favorecedoras del derecho reconocido en el arti­
culo 35.1, cuestlôn que apareciô bastante nitidamente durante el 
debate del ET (214).
Pero ademâs, y en lo que atane al tema que nos ocupa, la ul­
tima conclusiôn, tal y como aparece expuesta, no se desprenderia
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de la libertad de trabajo del articulo 35.1, sino de las exigen­
cias de la libertad sindical negativa, del articulo 28.1. Lo que 
desde luego séria mâs correcte, puesto que lo que se ventila aqui 
es en que medida la decision sindical de ir a la huelga obliga a 
los no afiliados al mismo a seguirla. En este sentido, y como ha 
puesto de relieve ALONSO GARCIA (215), es pertinente la analogia 
con lo que sucede al tratar la eficacia de los convenios colecti- 
vos, ponderando dos elementos fundamentalmente : el interés colec­
tivo y la representatlvidad del sindicato que proclama la huelga.
Hay que tener en cuenta que, como se tendrâ ocaslôn de repe- 
tir mâs adelante, el fenômeno de la huelga nos traspone del piano 
individual negativo al colectivo positivo ; el interés que el or­
denamiento protege mediante el reconocimiento del derecho de huel­
ga responde a esta ultima caracteristica y debe prevalecer sobre 
un derecho de abstenciôn basado en la libertad sindical negativa, 
por otra parte silenciada en los textos bâsicos de la OIT sobre 
el particular (216). Quizâ no esté de mâs recordar que existe toda 
una linea de tendencia que situa el tema de la libertad sindical 
negativa en su dimension colectiva y no individualiste, poniendo 
en relaciôn los derechos del sindicato y los derechos de los tra­
bajadores (217). Con ello ademâs se consigue erradicar una inter­
pretaciôn formaiista del principle de libertad sindical, el cual 
no tiene sentido si no se acompana de los précises Intereses que 
pretende protéger. La propla diferenciaciôn del derecho de libre 
sindicaclôn del derecho de asociaciôn ; el diseno constitucional 
que privilégia a los sindlcatos y dibuja una labor promocional de 
los mismos por el Estado, exige mantener un tratamiento especifi-
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CO, no formalista, a la hora de valorar en sus términos el fenôme- 
no de la libertad sindical negativa (218).
Junto a ello, se ha de pensar en la posibilidad de conse- 
cuencias para los no afiliados "en cuanto a los posibles benefi- 
cios o majora de condiciones de trabajo que con la huelga se per- 
sigan, que van a repercutir incluso sobre los contratos laborales 
de los trabajadores que no estén sindicados" (219).
En definitiva, en este caso habria que procéder, a mi juicio,
a una "delicada definiclôn" de la libertad del individuo no afi- 
liado respecto de la organizaciôn y la propla autonomia contrac­
tual del sindicato en cuestlôn (220), que deberia hacerse partlen- 
do de cada caso en concreto. No obstante,y Como régla general,
- en la que se respeta y asumen los dos criterios bâsicos del in­
terés colectivo y la representatlvidad sindical - podria pensarse 
en que en aque11as huelgas con ocaslôn de la negociaciôn colecti­
va convocadas por los agentes sindicales que reunan los requisi­
tes de representatlvidad lato sensu fijados en los articulos 87 y 
88 del ET para considerar al convenio como estatutario, no 
puede admitirse la libertad sindical individual respecto a la abs­
tenciôn de sumarse a la misma.
Este mismo hilo argumentai lleva a realizar las siguientes 
consideraciones sobre el tema en cuestlôn. En mi opiniôn, hacer 
del derecho al trabajo un limite al derecho de huelga es incorrec­
te, por cuanto derecho al trabajo y derecho de huelga "se mueven
en un piano diverso" (221) ; aquél se define por la adquisiciôn o 
conservaciôn de un empleo, y no por la realizaciôn de servicios
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ya contratada (222). Toda vez que la huelga no tiene como efecto 
la extinciôn del contrato de trabajo, la pérdida del puesto de 
trabajo, la pretendida ligazôn entre ambos derechos viene a re- 
sultar una extrapolaciôn que no me convence. Mâs aûn, si la liber­
tad de trabajo se entendiera como derecho a la realizaciôn de la 
prestaciôn de servicios ya contratada, no se ve bien por que ûni- 
camente ha de confrontarse con el derecho de huelga, protegido 
ademâs de forma prevalente, admitiéndose en cambio el cierre pa­
tronal respecto de todos los trabajadores, huelguistas y no huel­
guistas (223). I Por que no en este caso se reconoce también la 
libertad de trabajo de éstos y se permite que entren a trabajar 
los obreros que asi lo deseen ? No se negarâ que en estos casos 
se produce una vulneraciôn de la libertad "actual e inmediata" en 
el trabajo ; del derecho a trabajar "en concreto" que todo ciuda- 
dano tiene, segûn la interpretaciôn aludida. Aparté del cierre 
legal de empresa, se podrlan traer a colaciôn otros ejemplos tam­
bién esclarecedores a mi juicio. Asi, la paraiizaciôn de las ac- 
tividades de la empresa cuando el riesgo de accidente fuera inmi- 
nente, puede ser acordada por los représentantes de los trabaja­
dores por el 75 % o por unanimidad, segûn el articulo 10.5 del ET, 
sin que desde luego se piense en que tal facultad encuentre un li­
mite infranqueable en los trabajadores que, pese a ello, desearan 
trabajar. Ciertamente, se dirâ, que en este caso, los représentan­
tes de los trabajadores son portadores de un interés colectivo que 
debe primar sobre cualquier otro, aunque legitimo, interés indivi­
dual ; que el derecho a la vida y a la integridad flsica résulta 
con una protecciôn superior en la Constituciôn, a la concedida al
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al derecho al trabajo en la misma. Ciertamente, los mismos argu­
mentes pueden emplearse respecto del derecho de huelga "en con­
flicto" con la libertad de trabajo.
'I '
La virtualidad de los ejemplos precedentes es la de poner de 
relieve la mixtificaciôn que se hace al invocar, precisamente en 
el tema de la huelga, la libertad de trabajo. Y cômo, en definiti­
va, cualquier interpretaciôn de los principios de libertad y de 
democracia sôlo son significativos si se descubren las précisas 
opciones politico-jurldicas a que responden (224). En efecto, no 
se pueden confundir los intereses protegidos por uno y otro dere­
cho, confundir el "momento" individual con el colectivo. El esqui- 
rol no es quien trabaja sino quien no hace huelga, "quien se sus- 
trae a la lucha concertada y entablada por el grupo" dirâ MANCINI
(225). Lo fundamental de au comportamiento, lo que le define, es 
no hacer huelga ; trabajar o no trabajar es accidentai al mismo
(226). Es decir, que lo que se enfrenta es el derecho de huelga y 
el derecho a no realizar la huelga (227), primândose a éste ulti­
mo, con lo que se subvierte la intenciôn y la estructura del reco­
nocimiento constitucional de aquél (228). Cuestlôn que es aûn mâs 
Clara si se piensa que en la jerarquia de los intereses protegi­
dos constitucionalmente, el derecho al trabajo - aunque sea en la 
interpretaciôn aqui combatida - ocupa un rango inferior, goza de 
menor protecciôn que el derecho de huelga.
Esta parece en consecuencia una interpretaciôn correcta que 
es adverada por otros datos adiclonales Es el propio empresario 
quien invoca el respeto a la libertad de trabajo de sus empleados
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Es justamente el adversario en la lucha quien protege a su perso­
nal de los "atentados a la libertad de trabajo" de los mismos - 
cuestlôn que sin embargo no invoca cuando ejerce su facultad de 
cierre - no son los propios afectados quienes impetran de los po­
deres pûblicos que éstos les garanticen su derecho al trabajo
(229). Si no se tiene en cuenta el interés colectivo de los traba­
jadores, expresado por su actuaciôn mediante la huelga, mal se 
puede admitir que Is libertad de trabajo constituye un limite a 
aquél si quien invoca la violaciôn de esta no es titular de la
misma. Y desde luego, no parece el caso de estimar que el emplea-
dor es, juridicamente, el représentante de los no huelguistas
(230). Por otra parte, y por continuar acumulando datos en favor 
de la tesis sostenida, contraponer derecho al trabajo y derecho 
de huelga en los supuestos en que la huelga se utilisa como arma 
de presiôn para preservar el empleo, en empresas en crisis, ame- 
nazadas con un expedients de regulaciôn de empleo, etc (231), 
viene a subrayar el carâcter formalista del argumente criticado, 
que reduce el tema a un problema de salvaguardia de un derecho in­
dividual, sin atender a la especial relevancia de lo colectivo 
(232), que imprégna la razôn de ser y la finalidad del reconoci­
miento constittucional del derecho de huelga. Por ûltimo, habria 
que afirmar, con CHOISEZ (235),que "frente al empresario,la liber­
tad individual de los trabajadores no existe ; la libertad de los 
trabajadores no puede ser mâs que colectiva".
Por ello, la conclusiôn que parece mâs correcta es la de 
sefialar la improcedencia de la argumentaciôn que encuentra un li­
mite absolute del derecho de huelga en la libertad de trabajo de
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los no huelguistas. Ni la dicciôn y la estructura constitucional, 
ni el anâlisis real del fenômeno autorizan a ello, sino que, al 
contrario, imponen la subordinaciôn de la libertad individual a 
la colectiva, de grupo, si bien sera précisa una culdadosa deli­
mitaclôn posterior de aquellos supuestos en los que los imperati­
ves de unldad y eficacia que trae aparejados el ejercicio del de­
recho de huelga chocan con el respeto necesario de otros derechos 
individuales. Esta afirmaciôn obligaaconsiderar descartada, por 
las razones descritas, la prescripclôn contenlda en el articulo 
6.4 de DLRT, que no puede prevalecer ante él dictado constitucio­
nal .
La soluciôn a determlnados problemas en concreto hay que bus- 
carla pues fuera de este tipo de argumentaciôn, lo que por otra * 
parte ofrece respuestas a mi entender mâs correctas a gran numéro 
de temas que se quieren solventar remitiéndose al respeto de la 
libertad de trabajo.
Sucede asi, por ejemplo, con el tema de los piquetes de huel­
ga que ejercen coacciôn sobre los trabajadores que no se quieren 
sumar a la huelga. El anâlisis de la smtijuricidad de esta con­
ducta no se puede basar en que atentan a la libertad de trabajo 
de los trabajadores individuales, - pues, entre otras cosas, los 
intégrantes del piquete estân defendiendo el ejercicio del dere­
cho de huelga - sino en los medios coactivos que emplean para 
ello, lo que constituye una conducta contraria a la libertad de 
acciôn de los indlvlduos (234). Y, en efecto, la libertad de ac­
ciôn de éstos se localizaria constltucionalmente en los articulos
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15, 17 y 18 de aquel texto, con lo que, ahora si, se estâ produ- 
ciendo un conflicto entre derechos protegidos al mismo nivel, sin 
que el interés tutelado en el derecho de huelga ampare violacio- 
nes, por medio de violencias y coacciones, de derechos de la per­
sonal idad como la integridad flsica, el honor, la libertad lato 
sensu. Ademâs se trata de una perspectiva adecuada para enfocar 
el problema, como lo demuestra la perfecta licitud de los pique­
tes informativos y de extensiôn de la huelga, incluso admitidos, 
aûn con carâcter restrictive, en el articulo 6.6 del DLRT.
Conviens, sin embargo, hacer algunas matizaciones a este res­
pecto. En primer lugar, que, pese al anâlisis anterior, una cosa 
es afirmar que no se puede defender que los trabajadores no huel­
guistas estén ejercitando un derecho de igual rango que el de 
huelga, y otra impedir, por la fuerza de un razonamiento, que en 
la prâtica no se produzca el hecho del trabajador rompehuelgas. 
Lôgicamente, la funciôn del piquete no es sôlo la informaciôn o 
la extensiôn del conflicto, "ad extra", sino, muy principalmente, 
"ad intra", para lograr la mâxima eficacia de la medida de lucha 
adoptada. En este sentido, es lôglco que el piquete de huelga pre- 
sione a aquellos trabajadores que no se hayan sumado a la decisiôn 
de huelga (235). Por ello, y distinguiendo entre presiôn y coac­
ciôn una vez mâs (236), hay que depurar el concepto de ésta ûlti- 
ma, para que no se consideren coactivos comportamientos que lo 
ûnlco que buscan es presionar para que la decisiôn de huelga sea 
cumplida por toda la plantilla. Y es una cuestlôn importante, 
toda vez que en la jurisprudencia actual cualquier acto de los 
huelguistas que intentera no respetar el derecho absoluto de los
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esquiroles a no hacer huelga, se consideraba como comportamiento 
illcito, definléndose como coacciones y callficândose como f al ta 
muy grave que justificaba el despido (237). A ello se une, ademâs, 
el refiejo interpretative de nuestros tribunales de Identificar 
la defensa del derecho de huelga con el ataque al orden y la dis­
ciplina de la empresa (238), ôptica que desde luego tendrâ que 
ser corregida como exige la vinculaciôn de los tribunales a la 
Constituciôn.
En efecto, en la delimitaclôn de un concepto no extensivo de 
la coacciôn, como el que hasta ahora adoptan nuestros tribunales, 
han de ponderarse elementos diverses, a mi juicio. En primer lu­
gar, la individualizaciôn del comportamiento intimldatorio refe- 
rido a taies o cuales trabajadores en concreto, o, por el contra­
rio, una actividad genérica, en cuyo caso no se podria hablar de 
coacciôn, sino de presiôn licita para la actuaciôn del derecho de 
huelga. Obviamente, cualquier tipo de malos tratos de obra, por 
emplear la terminologia tradicional en EspaRa, se incluiria den­
tro de las violencias y como tal séria un comportamiento antiju­
ridico . En el mismo sentido, actltudes claramente injuriosas y 
ofensivas a la dignidad de la persona constituirian también con­
ductas antijuridicas (239). En segundo término, habria que en- 
trar a valorar factores objetivos como los sujetos convocantes de 
la huelga, la participaciôn de la plantilla, los motivos de ésta, 
etc. Todo ello ha de repercutir, lôgicamente en la valoraciôn de 
los métodos de acciôn seguidos por los piquetes de huelga. Hay 
que recordar, una vez mâs, que se estâ ejercitando un derecho 
constltucionalmente reconocido, por lo que el Interés,colectivo
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en él tutelado debe medlar también en la valoraciôn de la actua­
ciôn de los piquetes y en su incidencia en los derechos individua­
les en conflicto con aquél, de forma anâloga a como se produce la 
mediaciôn del interés de empresa sobre los derechos de la persona- 
lldad, como en el articulo 18 ET (240). La régla general, aprecia- 
ble por los tribunales, ha de ser la subordinaciôn de la libertad 
individual al derecho colectivo actuado, mediante la delimitaclôn 
de aquellos casos en los que las exigencias de éste conculcan, mâs 
alla de los limites formates, aquélla. Asi también, habria que es­
tablecer principios gradatlvos en las posibles sanciones, tenien- 
do en cuenta incluso toda una linea jurisprudencial que admite la 
influencia de elementos "externos" a las faltas graves de respe­
to o a los malos tratos que influyen en la atenuaciôn de la san- 
ciôn,en especial la conducta antijuridica previa del empleador 
como atenuante del comportamiento culpable del trabajador (241).
Se trata, obvio es resaltarlo, de una circunstancla especialmente 
apllcable al caso que nos ocupa, al que habria que anadir multi- 
tud de supuestos : Desde el enfrentamiento verbal entre esquiroles 
y el piquete de huelguistas, a la exlstencia de provocaciones 
Claras por parte de aquéllos y/o de la empresa,por si o a través 
de grupos de trabajadores, etc (242).
Por ûltimo,y para poner fin a estas breves indicaciones sobre 
el tema de los piquetes, parece claro que la incriminaciôn penal 
de los mismos se deberia limitar a la exlstencia de violencias o 
amenzas contra las personas, poniendo asi fin a toda una tradi- 
ciôn que sanclona "delitos contra la libertad de trabajo", siendo 
asi que no es ésta la que estâ en juego, como se ha visto, e iden-
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tlflca "piquetes" con grupos da dirlgentes de un conflicto, orga­
nismos de coordinaciôn, incluso de informaciôn y extensiôn de la 
huelga (243), aspectos organizativos y de actuaciôn perfectamente 
licitos.
El planteamiento general aqui defendido también tiene reper- 
euslones en el anâlisis teôrico de las huelgas con ocupaclôn de 
lugares de trabajo. Ciertamente que en este caso nos encontramos 
con que se aducen otros limites no reducibles al del respeto de 
la libertad de trabajo de los no huelguistas, como son concreta- 
mente el que la ocupaclôn supone un atentado contra el derecho de 
propiedad del empresario y contra la propia libertad de trabajo 
en la vertiente que afecta al empresario. La libertad de trabajo 
enlazà aqui con su sentido histôricamente originario, el de la 
libertad de empresa (244). La propia especifieidad de la huelga 
con ocupaclôn, que bien pudiera configurarse autônomamente como 
una medida de conflicto colectivo del articulo 37.2 de la Cons­
tituciôn, exige un anâlisis pormenorizado de la misma que no se 
estâ en condiciones de emprender ahora, por apartarse del sentido 
general de estas pâglnas. Baste recordar, sin embargo, que entre 
nosotros hay toda una tradiciôn legislativa - de la que es ultima 
muestra palmaria el DLRT (245) - y jurisprudencial (246) condena- 
toria de esta forma de lucha colectiva. Se trata, desde luego, de 
una posiciôn a revlsar, si se quiere desarrollar coherentemente 
nuestra Constituciôn, aunque la inercia interesada de la regula­
ciôn preconstituclonal sobre huelga obre en contrario (247). Ya 
hay interesantes construcciones doctrinales como la de VALDES 
(248) y, mâs recientemente, la de GARCIA PERROTE (249), que de-
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fienden la licitud de la huelga con ocupaclôn, mediante una inci- 
siva critica a los argumentes clâsicos para establecer su llega- 
lidad, y desviando ésta a la comisiôn de actos de violencia mate­
rial o de coacciôn. En cualquier caso, la posiciôn aqui mantenida 
respecto a la contraposiciôn huelga / derecho al trabajo afecta de 
lleno al tema, mâs aûn si, como se desprende de la experiencia del 
derecho comparado, "el gran problema planteado por las prâcticas 
de ocupaclôn de los lugares de trabajo es cada vez mâs el de la 
conciliaciôn de la libertad de trabajo de los no huelguistas con 
el ejercicio del derecho de huelga, frente al de los atentados al 
derecho de propiedad del empleador mediante esta modalidad de 
ejercicio del derecho de huelga" (250). En la defensa de una de­
terminada opciôn de conciliaciôn entre ambos "momentos", indivi­
dual y colectivo, del problema (251), han ido las anteriores con­
sideraciones.
Otro aspecto, en fin, por analizar brevemente, es el de la 
contrataclôn de trabajadores sustitutos de los huelguistas para 
la ocupaclôn de los puestos de trabajo de éstos ûltimos. Se tra­
ta del esquirolaje indirecte, en expresiôn de MANCINI (252), por 
oposiciôn al directe, esto es, el contlnuado desarrollo, tras la 
declaraciôn e iniciaciôn de la huelga, de la prestaciôn de traba­
jo a que el trabajador estaba obligado y que ha ocupado de forma 
preferente este eplgrafe. Obviamente, alegar el derecho al traba­
jo para contratar a nuevos trabajadores que realicen las tareas 
suspendldas por la huelga, parece fuera de todo lugar. Supone una 
retorsiôn absoluta del sentido del derecho reconocido en el arti­
culo 35.1 de la Constituciôn y una medida claramente dirigida a
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neuthalizar la eficacia de la huelga, derecho constltucionalmente 
prevalente (253). Es ésta una argumentacion normalmente admitida, 
de tal forma que incluso el DLRT prohibia esta prâctlca en su ar­
ticulo 6.5, "salvo caso de Incumpllmiento" de las obligaclones de 
mantener la seguridad de las personas y las cosas que establecla 
el pârrafo 7 del mismo articulo (254).
Sin embargo, conviens realizar un intento de sistematizar un 
poco mâs este problema, diferenciando, dentro del esquirolaje in­
directe, entre el "externo"., o sustituciôn de huelguistas por per­
sonal contratado ex profeso para realizar sus tareas, y el "inter­
no" o sustituciôn de huelguistas por personal de la plantilla de 
la empresa. El articulo 6.5 del DLRT ùnicamente prohibe el prime- 
ro, y nada dice respecto del segundo. Analicemos cada uno por se- 
parado.
La prohibiciôn de la sustituciôn "externa" de trabajadores 
huelguistas es pues general, incluso en la configuraciôn precons- 
tltucional de nuestro pals sobre la huelga, aunque tiene dos im­
portantes excepciones. La primera, cuando no se presten los servi­
cios necesarlos para la seguridad de las personas y de las cosas, 
segûn el DLRT. Lo que sucede es que en la prâctlca, es infrecuen- 
te este recurso a trabajadores externos a la empresa y contrata­
dos "ad hoc". Lo mâs normal, por el contrario, es que se produzca 
la sustituciôn por trabajadores de la propia empresa, como se des- 
prende incluso de alguna sentencia del TCT al respecto (255). En 
cualquier caso, la posible admisiôn de esquiroles en este caso, y 
esto interesa resaltarlo, no depende de que se esté garantizando
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un supuesto derecho al trabajo de los mismos, sino del funclona- 
mlento, como limites del derecho de huelga, del derecho a la inte­
gridad flsica y a la salud, de un lado, y a la propia conservaciôn 
de la riqueza del pals de otro. Lo contrario, realmente, no es en 
modo alguno admisible. En este sentido, se puede comenzar a dis- 
cutir la delimitaclôn del contenido de estas prestaciones necesa­
rias para la seguridad de las personas y de las cosas - que se de- 
berlan limitar a la acepciôn estricta de las mismas, por lo que 
la expresiôn del DLRT relativa a la ulterior reanudaciôn de las 
tareas de la empresa parece exorbitante (256) - o, problema tan 
decisive como éste o mâs, sobre quién va a determinar el conteni­
do en concreto, el nivel de las mismas.
Se trata de dos problemas que tienen una indudable importan­
cia. El uno posibilita, merced a la desmesurada extensiôn de la 
obllgaciôn de mantenimiento que fijaba el articulo 6.7 del DLRT, 
que, fundamentalmente en determinado tipo de empresas, se anule 
el fin pretendido por la huelga, césar la producciôn, y la imposl- 
billdad de que la empresa obtenga bénéficies econômicos mediante 
la comercializaciôn de la misma ; el otro logra que la efectivl- 
dad del daRo producido sea delimitada por aquel a quien se in­
flige . Sin embargo para su examen concreto, se remite a un momen­
to posterior, en el capltulo 3 de esta tesis (257).
La segunda excepciôn a esta prohibiciôn general entrarla en 
Juego a la hora de asegurar los servicios esenciales de la comu- 
nidad, limite al derecho de huelg^a previsto en el articulo 28.2 
de la Constituciôn.También en este caso, el Interés tutelado no
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es, en modo alguno, un hipotétlco derecho al trabajo, sino otro 
bien distinto, precisamente el que es objeto de estudio de esta 
tesis. Y es Justamente ésté el que hace que sean los poderes pû- 
bllcos - y ya no la contraparte prlvada - quien asuma la sustitu- 
ciôn del servicio afectado por la huelga como una de las técnicas 
de que se dispone para garantizar los servicios esenoiales de la 
comunidad. También aqui es forzosa la remisiôn a paginas poste- 
riores(258).
Fuera de ambos casos, pues, la régla general prohibitiva 
cobra plena vigencia. Piénsese ademâs en lo preceptuado en el ar­
ticule 4 del ET sobre el reconocimiento del derecho de huelga 
como derecho bâsico del trabajador, asi como en la dicciôn del 
articule 17 del mismo texto legal, sobre la nulidad de cualquier 
contrato discriminatorio en relaciôn con la adhesion o no a sin- 
dicatos o a sus acuerdos, preceptos que impiden sin duda la rea- 
lizaciôn de estas prâcticas (259).
Respecte de la sustituciôn de huelguistas por otros trabaja- 
dores de la mlsma empresa, se trata de un supuesto no incluido, 
como se ha visto, en la prohibiciôn del articule 6.5 del DLRT. 
Aqui, una vez mâs, se podria alegar el conflicto entre derecho de 
huelga y libertad de trabajo. La cuestiôn sin embargo, aûn desde 
esta perspectiva, se reduce a verificar la correcciôn o no de dl- 
cha propuesta. Porque, en efecto, si la libertad de trabajo se 
entiende en dicha acepciôn como libertad para realizar el trabajo 
concrete para el que fue con.tratado, i puede entenderse también 
aplicable a aquél para el que no lo fue ? Sinceramente creo que,
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Incluso dentro de los modèles reductivos a problemâtica individual 
entre los que se mueve aquella propuesta, esta conclusion no es 
aceptable. Por otra parte, existen otros datos normatives que con­
vergea en esta misma direccion. Asi, el carâcter discriminatorio 
que tienen en nuestro ordenamiento las primas antihuelga (260), 
asi como la propia conformaciôn, en el articule 39 del ET, de la 
movilidad funcional, que se entiende en funciôn de la tutela de 
un interés de empresa que desde luego no puede ser el de hacer 
fracasar la huelga. Mâs claramente aparece la cuestiôn en lo que 
se refiere a la normativa sobre traslados y mofificaciôn de las 
condciones de trabajo : Son razones técnicas, organizativas y 
productivas las que habilitan al empresario a procéder a la adop- 
ciôn de las medidas prevlstas en los articules 40 y 41 del ET 
(261) ; obviamente no cabe incluir dentro de éstas una finalidad 
espûrea como la de hacer ineficaz el ejercicio légitime de un de­
recho bâsico de los trabajadores. Con ello quiere decirse que 
cualquiera de estos instrumentos estân expresamente prohibidos 
en nuestro ordenamiento si se pretende con ellos una utilizaciôn 
que haga ineficaz la huelga. El ùnico tema que queda pues en pie 
es el del esquirolaje directe, por el propio trabajador en el 
cumplimiento de su prestaciôn concrets, sobre el que ya se ha 
reflexionado con anterioridad.
En supuestos marginales, sin embargo, el tema de la sustitu­
ciôn interna de huelguistas se ha planteado como reacciôn 1 ici ta 
por parte del empresario. Se trata, en efecto, de la negative a 
la prestaciôn de los trabajos necesarios del articule 6.7 del DLRT,
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en casos ademâs de huelga sin cumplir las formalidades que senala 
dicho texto legal. En estos casos, la soluciôn empleada no es la 
que détermina el articule 6.5 del mismo, sino el empleo de otros 
trabajadores de la misma empresa para realizar estas tareas im- 
prescindibles o de urgencia (262), soluciôn que parece desde lue­
go corrects y de aplicaciôn en el futuro, siempre que se trate de 
servicios de seguridad de las personas o de las cosas y no de res- 
peto a los intereses econômicos del empresario.
2.6. DERECHO DE HUELGA Y DEPENSA DE LA PRODUCTIVIDAD
La posible alegaciôn del articulo 38 de la Constituciôn, se- 
gûn el cual los poderes pûblicos garantizan y protegen la defensa 
de la productividad como precepto limitativo o encauzador del de­
recho de huelga, exige dedicar a este tema las breves reflexiones 
que siguen.
Cabe que qulzâ se pudiera emplear este precepto constitucio- 
nal en una doble direcciôn : La de obtener una legislaoiôn expre­
samente limitativa de ciertas formas de huelga, y la de introdu- 
cir, por via jurisprudencial, limites en ese mismo sentido. No se 
trata desde luego de una presunciôn gratuits ; hay varios datos 
que asi permiten suponerlo. En primer lugar, la proyectada Ley de 
huelga sometida a la normativa constitucional, en la verisôn f11- 
trada a la prensa (abril 1980), contiens preocupantes limltaclo-
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nés a mi entender no autorizadas por el ordenamiento constitucio­
nal (263) ; pero ademâs la operaciôn de introducciôn de la de­
fensa de la productividad como limite del derecho de huelga por 
via jurisprudencial es moneda corriente, sobre la base, es cierto, 
de la aplicaciôn del articulo 7 del DLRT. Junto a ello, en fin, 
toda una importante corriente doctrinal, a la que se ha hecho ya 
referenda, entiende que determinadas modalidades de huelga, como 
las que inciden sobre la organizaciôn de la empresa y el rendi- 
miento en el trabajo, son "expresiôn Clara de la desfiguraciôn 
de la verdadera huelga" (264).
De esta forma, la operaciôn integradora, en pie de igualdad, 
del derecho de huelga y de la defensa de la productividad, ven- 
dria a producir dos consecuencias fondamentales. Una, general al 
integrar el hecho de la huelga entre las causas impeditivas del 
fomento de la productividad ; otra, especifica, la descalificaciôn 
de las huelgas de trabajo lento o de disminuciôn del rendimiento 
y las huelgas de celo o reglamento , por poner dos tipicos ejem- 
plos sobre los cuales la relaciôn entre la modalidad de la huelga 
y el rendimiento en el trabajo es mâs directa. Con ello ademâs se 
entroncaria con esa tradiciôn jurisprudencial que "enjuiciando 
conductas sociolôgicamente colectivas" hacia derivar "efectos in- 
dividuales que encontrarian su justificaclôn legal en aquella 
conducts desconocida formalmente" (265), que hoy sin embargo apa­
rece superada por la clasificaciôn que del tema hace el propio 
DLRT, al cal if icar como alteraciones colectivas distintas a la 
huelga, la disminuciôn del rendimiento como medida de conflic­
to (266).
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Y ello es asi porque ignorar el carâcter colectivo y de pre- 
siôn que revlste esta medida, para centrarse ûnicamente en los 
efectos de la misma, la disminuciôn del rendimiento, supone la 
voliciôn de ignorar realmente el fenômeno colectivo y su entidad, 
tutelado como interés positive en nuestra Constituciôn. Ademâs no 
se entiende bien por qué el interprets debe partir de un concepto 
"natural" del derecho de huelga, considerando como "alteraciôn 
colectiva" - hoy medidas de conflicto del articulo 37.2 - lo que 
no se correspnda con el "a priori" de la misma (267). En la prâc- 
tica, la disminuciôn de rendimiento aparece como una variante 
tâctica dé la huelga (268), que se emplea como tal en el contexte 
de una determinada estrategia sindical. El concepto de huelga po­
dria pues abarcar también esta especifica modalidad de la mlsma.
Pero es que aunque se estableciera que la disminuciôn de ren­
dimiento no se encuentra protegida por el articulo 28.2 de la 
Constituciôn, constituirla ciertamente una medida de conflicto 
del articulo 37.2 de la mlsma (269), en la que hay que apreclar 
un interés colectivo que no permite la alegaciôn para su anula- 
ciôn de la defensa de la productividad. En efecto, el articulo 38 
estâ prefigurando un modelo social y econômico de sociedad ; el 
compromiso de los poderes pûblicos de garantizar y protéger dicho 
modelo se extiende a la defensa de la productividad, "de acuerdo 
con las exigencias de la economla general y, en su caso, de la 
planificaciôn". En este sentido, la fôrmula de la Constituciôn 
se ha de entender en el marco de medidas econômicas generates, 
"medidas clâsicas de fomento de conductas o actuaciones producti-
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vistas" (270), tipicas de un Estado neoliberal, conectado con el 
titulo VII de la misma (271). Es decir que el articulo 38 de la 
Constituciôn se ha de ver, en el aspecto comentado, bajo su recta 
significaciôn, la de consagrar la actividad de fomento de la ad- 
ministraciôn pûblica respecte de la iniciativa prlvada (272), 
cuestiôn que se situa en un piano diferente a aquel en que se 
emplea esta expresiôn como forma directa de limiter los derechos 
de los trabajadores reconocidos constitucionalmente - derecho de 
huelga y derecho a adoptar medidas de conflicto
La fôrmula "defensa de la productividad" no puede pues des- 
conectarse del nivel genérico, de modelo econômico y social im- 
plantado sin que su utilizaciôn, fuera de estos parâmetros no sea 
calificada de extrapolaciôn injustificada (273).
Tampoco parece convincente la alegaciôn conjunta de los ar­
ticules 5. a) y e) y 64.1.10 del ET para la negaciôn de esta moda- 
lidad de lucha. Si éste ultimo es un "reflejo colectivo" del de- 
ber de diligencia y de buena fé del articulo 20 (274) y éste a su 
vez de la obligaciôn general de trabajar, de prestar su actividad 
regularmente, segûn lo convenido, este argumento no se puede ba- 
rajar ante una situaciôn de conflicto, donde los Intereses tute­
lado s y las situaclones contempladas dlfieren de la "normalidad", 
puesto que precisamente quieren subvertirla y transformarla, impo- 
niendo derogaciones particulares del ârea jurldica individual, la 
de la igualdad formai de las partes. Huelga signifies,prioritaria- 
mente, subverisiôn y rechazo de la disciplina laboral, "ruptura 
de lo cotidiano" en la elegante expresiôn de SIMAY (275), rechazo
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del trabajo, globalmente considerado (276). Y estas caracteristi- 
cas ban de trascender a la interpretaclôn jurldica si se quiere 
ser congruente con la "legalizaciôn de la lucha de clases" - por 
emplear una formula clâsica en nuestro iuslaboralismo (277) - que 
opera nuestra Constituciôn. La nociôn de dafio, traducido aqui por 
descenso de la productividad, se produce sin embargo también en la 
huelga con cesaciôn absoluta de trabajo,y no por eso se puede en­
tender illcita ésta. Por el contrario, es un derecho reconocido 
al mâs alto nivel en nuestra constituciôn. No hay diferencia en­
tre una interrupciôn compléta de trabajo de una hora de duraclôn 
a lo largo de una jornada y una disminuciôn de trabajo que impli­
es, al térmlno de la jornada, la pérdida de una hora de trabajo, 
recordarâ VALDES citando la autoridad de P. DURAND (278). Pero es 
que incluso desde el punto de vista de los efectos de esta medida, 
se mantiene la identificaciôn con los efectos "naturales" de la 
huelga : Los trabajadores sufren también un sacrificio pecuniario, 
perdiendo aquella parte de salario proporcional al descenso del 
rendimiento, opôrtunamente evaluado, conclusiôn lôglca del prin- 
cipio de proporcionalidad entre disminuciôn de salario y disminu­
ciôn de trabajo, vigente en nuestro ordenamiento (279). No hay 
pues enriquecimiento injusto que alegar en este supuesto.
En definitiva, la utilizaciôn de la claûsula constitucional 
de la "defensa de la productividad" no es corrects ni como cober- 
tura de limitaciones genéricas al derecho de huelga, ni como habi­
litante de la introducciôn de principios interprétatives que limi- 
ten la eficacia de aquél, ni, en fin, como justificativo para la 
declaraciôn de ilicitud de determinadas modalidades de huelga. El
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que éstas ultimas se entiendan comprendidas en el concepto de 
huelga y gocen de la protecciôn del articulo 28.2 puede ser de- 
fendida ; pero en cualquier caso, se configurarla desde luego 
como una medida de conflicto absolutamente licita, en principio, 
aunque con las fundamentales limitaciones que impondria su ubica- 
ciôn sistemâtica en el articulo 37.2, entre ellas la no desdenable 
de entenderse su funciôn limitada a la presiôn en la negociaciôn 
colectiva.
2.7. CONSIDERACIONES SOBRE OTROS LIMITES AL DERECHO DE HUELGA
Cualquier exposiciôn de la regulaclôn del derecho de huelga 
en el ordenamiento espafiol de la Constituciôn de 1978, que, como 
la présente, intente esbozar las llneas maestras de la misma, de­
be abordar también otros aspectos limitativos que, aunque revis- 
tan el carâcter de excepcionalidad, o sean por el momento dificil- 
mente comprobables, fijan también de forma decisive los contornos 
del modelo implantado. Se estâ haciendo referenda al importante 
articulo 55 de la Constituciôn, de una parte, a la posibilidad de 
introducir en la interpretaclôn unos "principios interpretadores 
del derecho de huelga", de otra.
En efecto, el derecho de huelga, que goza de la mâxima pro­
tecciôn otorgada en nuestra Constituciôn a los derechos y liber- 
tades, con las consecuencias formales y de fondo a que se ha hecho
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referenda pardal a lo largo de las paginas precedentes, y que 
como tal forma parte del nucleo Integrador de los derechos invio­
lables de la persona, es, con ellos, "fundamento del orden poli­
tico y de la paz sôdal", segûn el articulo 10.1 de la Constitu­
ciôn (280). Sin embargo, y paradôjicamente, el sobrevenimiento 
de circunstancias excepcionales pueden justificar el sacrificio 
de algunos de estos derechos inviolables - y, entre ellos el de 
huelga - al orden politico y a la paz social, de los que preci­
samente ellos son el fundaunento (281).
El articulo 55.1 prevé que los derechos reconocidos en el 
articulo 28 apartado 2 - y en el articulo 37 apartado 2 - "podrân 
ser suspendidos cuando se acuerde la declaraciôn del estado de 
excepciôn o de sitio en los términos previstos en la Constitu­
ciôn". Como quiera que la ley orgânica que promets el 116.1 de 
la Constituciôn no ha sido todavla promulgada.poco mâs se puede 
afiadir al dictado de los pârrafos 3 y 4 del citado articulo 116, 
salvo que la suspensiôn del derecho de huelga no es constitucio- 
nalmente posible mediants la declaraciôn del estado de alarma, 
sino en los escalones superiores de la instituciôn de la excep- 
cionalidad.
Ni que decir tiene que este precepto constitucional ha sido 
enormemente criticado por la doctrina (282), como "punto mâs vul­
nerable de la regulaclôn de la huelga en la Constituciôn" (283). 
En efecto, un precepto insôlito en el derecho comparado, como re- 
cuerda DAUBLER (284), que no puede apoyarse en la experiencia 
histôrica de las democraclas occidentales, donde se respetô el
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derecho de huelga incluso durante la segunda Guerra Mundial (285) 
y que permite sofocar la virtualidad de la huelga precisamente en 
aquellos casos en los que su uso es mâs necesario : "cuando la
correlaciôn de fuerzas en el Parlamento y en el Gobierno es des­
favorable a las representaciones pollticas de las clases trabaja- 
doras" (286). Se continua asi una tradiciôn del franquisme, la de 
considerar antitéticos con la paz social las libertades y dere­
chos de la persona - aqui limitada a los momentos de crisis - asi 
como el évidente recelo que, justo en esos momentos de excepciôn, 
muestra el constituyente hacia el derecho de huelga (287).
Por otra parte, se senala la absoluta ausencia de indicacio- 
nes limitativas de esta potestad, del tipo de las contenidas en 
el articulo 15 del Convenio Europeo de Derechos Humanos y en el
articulo 30 de la Carta Social Europea, quienes sefialan que en
casos de excepciôn, la agresiôn a los derechos debe ser "absolu­
tamente necesaria", cuestiôn que desde luego no précisa el arti­
culo 55.1 de la Constituciôn espanola (288). Ello no obsta para 
que puedan ser introducidos a través de la ley orgânica que pro­
mets el articulo 116, como sin duda obiiga el articulo 10.2 de 
nuestro texto fundamental.
Importa sin embargo retener que el derecho de huelga puede 
ser anulado de raiz en situaciones de crisis profunda del Estado, 
o graves crisis politicas . El ordenamiento constitucional niega 
asi su funcionalidad primigenia al derecho de huelga cuando ésta 
puede alterar, quizâ irreversiblemente, el compromiso logrado so­
bre un equllibrio inestable que cristaliza la normalidad social
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sancionada por la propia Constituciôn. Esto también constituye, 
desde luego, otro "techo" insuperable desde la legalidad constitu­
cional .
En segundo lugar, parece imprescindible hacer menciôn expre- 
sa a la posibilidad de que en la interpretaclôn judicial del de­
recho de huelga, se introduzcan unos autodenominados "principios 
informadores" del mismo que reduzcan su contenido y desvirtuen las 
potenciales caracteristicas de este, tal y como aparecen en la 
Constituciôn. El tema es sin embargo prematuro abordarlo en la ac­
tual idad, donde la jurisprudencia sigue aferrada al DLRT y la con- 
fûsiôn sobre el tema es bastante apreciable entre los actores so­
ciales. No obstante, puesto en marcha ya el Tribunal Constitucio­
nal y clarificândose de forma progresiva el modelo de relaciones 
colectivas nacido de la Constituciôn, una labor critica de esta 
posible actuaciôn de nuestros Tribunales es imprescindible.
Algunos argumentes, sobre la base de preceptos constituclo- 
nales descontextualizados, se han analizado ya en eplgrafes ante- 
rioes. Otros, por el contrario, no han sido contemplados por apar- 
tarse, a mi julcio, del objetivo principal de este capitule ; el 
de suministrar una visiôn de cpnjunto sobre la regulaclôn del de­
recho de huelga contenida en la Constituciôn. De esta forma, al­
gunos de los tradicionalmente considerados "principios informado­
res" del derecho de huelga quedan descalificados por ser antité­
ticos a la normativa constitucional (piénsese en los principios 
de la "pàz social", el modelo contractuaiista de la huelga, etc), 
pero otros por el contrario no han sido analizados ni con detenl-
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miento (asi, marglnalmente, respecto del recurso a los principios 
del "sistema contractual"), ni realmente contemplados en absolute, 
como es el caso de la alegaciôn de las exigencias del sistema 
productive para vaciar de contenido el derecho de huelga (289).
No obstante, su omisiôn me sigue pareciendo coherente. Existen, 
por otra parte, trabajos excepcionales en nuestra culture iusla- 
boralista sobre el particular (290) que pueden suministrar los 
suficientes elementos de critica, sin que aqui, forzando la sis­
temâtica propuesta, se tengan que incorporer.
Se ha pretendido asi définir las coordenadas generates en 
las que se mueve el reconocimiento del derecho de huelga en la 
Constituciôn de 1978. Al margen del limite expreso que impone el 
articulo 28.2, el mantenimiento de los servicios esenciales de la 
Comunidad, se ha podido comprobar que son muchos e importantes 
los limites que se derivan de una interpretaciôn sistemâtica de 
la Constituciôn para el derecho de huelga. Este, como instrumente 
esencial en la transformaciôn de la sociedad encuentra bien défi­
ni dos sus contornos, aunque a fin de cuentas quepa predicar la 
évidente amplitud de éstos. El modelo de huelga Implantado res­
ponds, en fin, a la denominaciôn de "polivalente" con la que le 
bautizô MARTIN VALVERDE (291) aunque con los matices reductivos 
de cierta trascendencia que ya se han sehalado. Las apreciaciones 
anteriores resultan, por ultimo, necesarias para abordar el limi­
te fundamental del articulo 28.2. A este fin van dirigidos los dos 
capitules slguientes.
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1. M. RODRIGUEZ PINERO, El trabajo en la Constituciôn, en el volumen Los 
trabajadores y la Constituciôn (separata del n® 4 de la Revista "Cuadernos 
de Derecho del Trabajo"), Selsa, Madrid, 1980, pag. 19.
2. J.A. SAGARDOY BENGOECHEA, Las relaciones laborales en la Constituciôn,
"Libre Empresa" n® 8 (1978), pag. 60.
3. L.E. DE LA VILLA y A. DESDENTADO, Delimitaciôn de competencias Estado - 
Comunidades auténomas en materia de relaciones laborales y seguridad social.
De la experiencia republieana a la Constituciôn de 1978, en el volumen Los 
trabajadores y la Constituciôn... cit. pag. 139.
4. T. SALA FRANCO, J.M. RAMIREZ, I ALBIOL HONTESINOS; L.M. CAMPS RUIZ, Cons- 
tituclonalizaciôn del derecho del trabajo, en Los trabajadores y la Consti­
tuciôn. .. cit. pag. 212.
5. Vid. L.E. DE LA VILLA / A. DESDENTADO, Delimitaciôn de competencias... cit., 
pag. 139, donde se define el modelo implantado como "modelo democrâtico - o, 
mâs exactamente, neoliberal - porque, al menos conveneionalmente... se basa 
no en el protagonismo del Estado, sino en la inteligencia de los antagonis- 
tas sociales". Ch. también, J.A. SAGARDOY, Las relaciones laborales... cit., 
pag. 64.
6. Vid. L.E. DE LA VILLA / A. DESDENTADO, Delimitaciôn de competencias... cit., 
pag. 139 ; J.A. SAGARDOY, Las relaciones laborales... cit., pag. 62, quien 
afirma que libertad sindical, negociaciôn colectiva y huelga "son los très 
temas fundamentales del anâlisis de un modelo laboral".
7. Cfr. el juicio de F. VALDES DAL-RE ; La negociaciôn colectiva en la Cons- 
tituciôn, "RPS" n® 121 (1979) pag. 473 ; J. RIVERO LAMAS, Los sindicatos y 
la acciôn sindical en la Constituciôn, en el libro Estudios sobre la Consti­
tuciôn espaRola de 1978, dirigido por M. RAMIREZ, Libres Pôrtico, Zaragoza, 
1979, pag. 122 ; J.E. SERRANO MARTINEZ, El convenio colectivo de franja en 
el ordenamiento espafiol, en el volumen Lecciones de derecho del trabajo en 
homenaje a los profesorea Bayôn Chacôn y del Peso y Calvo, Facultad Derecho- 
Complutense, Madrid, 1980, pag. 204.
8. L.E. DE LA VILLA / A. DESDENTADO, Delimitaciôn de competencias... cit., 
pag. 139.
9. Por contra, J. RIVERO LAMAS, Los sindicatos y la acciôn sindical... cit., 
pag. 120, entiende que en la Constituciôn no existe un modelo de relaciones 
laborales de perfiles claros y definidos, sino que es susceptible de varias 
modulaciones interpretativas y de aplicaciones distintas.
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10. L.E. DE LA VILLA / A. DESDENTADO, Delimitaciôn de competencias... cit., 
pag. 140, A. LOPEZ Y LOPEZ, Haterlales para una exégesls de las normas sobre 
la actividad econômlca en la Constituciôn, en Los trabajadores y la Consti­
tuciôn cit., pags 234-236. Es Interesante compulsar el julclo de F. MANCINI, 
Sistema econômico y relaciones de trabajo, en Los trabajadores y la Consti­
tuciôn , cit., pag. 58, quien afirma que "hay escasos vehlculos que permifan 
Introducir elementos de socialisme en el sistema (arts. 128,129,131), una 
enramada de preceptos que legltimen reformas Insplradas en una lôglca anti- 
capltallsta". Mâs tajante, U. HOMAGNOLI, Estructura de la empresa, en el vo­
lumen colectivo citado, pag. 75, entiende que el texto constitucional es com- 
pacto y lineal : "reconoce la Inlclatlva econômlca prlvada como manlfesta- 
ciôn de la personalIdad humana y, en cuanto tal, garantlza su eJerclclo. La 
empresa es Inequivocamente conslderada como un Instrumente légitime de rea- 
llzaclôn del Interés Individual en una economla de mercado. En definitive,
la mayor parte de sus redactores estâ conveneIda de que la bûsqueda del be- 
neflclo es el vehiculo mâs eflcaz para la obtenclôn del blenestar colectivo. 
Con conflada tozudez estân dlspuestos a Jurar, sin mâs preâmbulos ni expll- 
caclones, que la empresa es un lugar de acumulaclôn de capitales y de pro- 
ducclôn de rlqueza. Asi, la Constituciôn espaRola perflla una democracla ex- 
cluslvamente de cludadanos. La democracla de los productores pertenece a 
otro planeta". En general, sobre el tema, M. GARCIA PELAYO, Conslderaclones 
sobre las clâusulas econômicas de la Constituciôn, en Estudios sobre la 
Constituciôn... cit., pags. 29-53 y M. MORISI, Aspectos esenclales de la re­
gulaclôn econômlca en una Constituciôn de la "crisis", en La Constituciôn 
espaRola de 1978, estudio sistemâtlco dlrlgldo por los profs. A. PREDIERI y
E. GARCIA de ENTERRIA, Ed. Clvltas, Madrid, 1980, pags 363-407.
11. J.É. SERRANO MARTINEZ, El convenio colectivo de franja... cit. pag. 211.
12. Cfr. SALA / RAMIREZ / ALBIOL / CAMPS, Constltuelonallzaclôn del derecho 
del trabajo... cit., pags 213-214. Vid. también M. RODRIGUEZ PINERO, El tra­
bajo en la Constituciôn... cit. pag. 18, sobre la base de la expresiôn "Es-
' tado social de Derecho".
13. Sin embargo, son numerosas las advertencies sobre la Inocuidad del arti­
culo 9.2. Asi, L.E. DE LA VILLA / A. DESDENTADO, Delimitaciôn de competen­
cies. .. cit., pag. 140 ; U. ROMAGNOLI, Estructura de la empresa.■. cit., 
pag. 77, afirma que "la régla de la Igualdad de los cludadanos, aflrmada a 
nivel del ordenamiento de las relaciones sociales de producciôn" ; Y F. MAN­
CINI, Sistema econômico... cit. pag. 58, sentencla : "el articulo 9 no es un 
slgno de contradlcclôn, es un cosmétlco ; su presencla no hace sincere a la 
Constituciôn, la hace mentlrosa". Vid. también J. JIMENEZ CAMPO y J. PORRES 
AZKONA, Conflicto politico, técnlca Jurldica y aplicaciôn Inmediata en una 
constituciôn de compromiso : La Constituciôn espaRola de 1978, "RDP" n® 74 
(1979), pags. 100-102 y S. BASILE, Los "valores superiores", los principios 
fundamentales y los derechos y libertades pübllcas, en La Constituciôn espa­
Rola de 1978... cit., pags 265-267. Desde unà perspectiva sustanclalmente 
diferente, nlegan también eficacia reformista a este precepto F. SUAREZ GON­
ZALEZ, El Derecho del trabajo en la Constituciôn, en Lecturas sobre la Cons- 
tltuclôn espaRola, vol. 2, Facultad de Derecho-UNED, Madrid, 1978, pags 233- 
237, y J. SERRANO CARVAJAL, Libertad de empresa y planificaciôn en la Cons- 
tltuclôn espaRola, "RPS" n® 121 (1979), pags 461-462.
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14. J.E. SERRANO MARTINEZ, El convenio colectivo de franja... cit., pag. 202.
15. E. GARCIA DE ENTERRIA / T.R. FERNANDEZ, Curso de Derecho administrative, 
vol. 1, Ed. Civitas, Madrid, 1980, pag 81. M. ALONSO OLEA, El sistema norma- 
tivo del Estado y de las Comunidades Autônomas, "RPS" n® 121 (1979), pag. 48.
16. E. GARCIA DE ENTERRIA / T.R. FERNANDEZ, Curso.■. cit. pag. 96 ; M. ALONSO 
OLEA, El sistema normative del Estado... cit., pag. 45.
17. Cfr. J.E. SERRANO MARTINEZ, El convenio colectivo de franja... cit., 
pag. 202. Sobre el tema, vid. también J. JIMENEZ CAMPO / J. PORRES AZKONA, 
Conflicto politico... clt. pags 104-111, y S. VARELA / M. SATRUSTEGUI, Cons­
tituciôn nueva y leyes vlejas, "RDDP-UNED" n® 4 (1979), pags 59-77. Ello no 
obstante seRalar que hay preceptos en la Constituciôn de similar o idéntica 
factura que en las derogadas Leyes Fundamentales (derecho al trabajo, dere­
cho al salario, derecho de propiedad) cuya inmediatividad es asegurada tras 
la raediaclôn legal, por mâs que constltuyan derechos y deberes de los cluda­
danos de la secciôn 2* del capitule 2» del titulo I, a lo que se une la es­
pecifica regulaclôn del capitulo tercero del mismo titulo y los derechos en 
él reconocidos. En este sentido, existe una cierta continuidad de los efec­
tos de la préctlca constitucional anterior, superada sin embargo en lo funda­
mental .
18. S. VARELA DIAZ, La Constituciôn espaRola en el marco del derecho constitu­
cional comparado, en el volumen Lecturas sobre la Constituciôn, cit., vol. 1, 
pag. 17. Un interesante anâlisis del proceso de reforma polltica en J. JIME­
NEZ CAMPO, Crisis polltica y translclôn al pluralisme en Espafia (1975-1978), 
en La Constituciôn espaRola de 1978... cit., pags 41-90.
19. J.M. ORDONEZ, en el vol. colectivo La Constituciôn espaRola de 1978. Anâ­
lisis. comentarios y documentaciôn. Ed. Slglo XXI, Madrid, 1981 (en prensa). 
Vid. también J. JIMENEZ CAMPO / J. PORRES AZKONA, Conflicto politico... cit. 
pags 88-90.
20. M. ALONSO OLEA, El sistema normative... cit., pag. 45. J. JIMENEZ CAMPO y 
J.PORRES AZKONA, Conflicto politico... cit., pag. 105, hablan de "intensldad 
normativa".
21. J.A. SAGARDOY, Las relaciones laborales.■■ cit. pag. 122.
22. J.E. SERRANO MARTINEZ, El convenio colectivo de franja... cit., pag 203.
23. A. MONTOYA MELGAR, Ejercicio y garanties de los derechos fundamentales en
materia laboral, "RPS" n® 121, (1979), pags 310-320
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24. "Valor superior que imprégna todo el orden constitucional y el orden jurl- 
dico", como afirma M. RODRIGUEZ PISe RO, El principle de Igualdad y las rela­
ciones laborales "RPS" n* 121 (1979), pag. 383. A1 margen de sus concrecio- 
nes especlflcas, como la del articulo 35.1 (donde, por cierto, su llmltaclôn 
a la no dlscrlmlnaclôn sexual se expllca en funciôn de la coyunturalldad po­
litics aludlda), su consagraclôn en el articulo 14 - y su Inclusion como 
principle fundamental del ordenamiento en el articulo 1 — exige su primacla 
en el tràtaralento de los derechos y libertades fundamentales. Cuestiôn tanto 
mâs relevante cuanto que se debe poner en relaciôn con el articulo 9.2, que 
Impone una tension hacia la Igualdad sustanclal. Es Interesante, aunque ello 
exceda los limites de esta nota, verificar la Iraportancla de esta reflexlôn 
analltlca sobre toda una tendencla doctrinal que busca la reconstrucciôn del 
contrato de trabajo sobre el respeto de los derechos fondamentales del indl- , 
vlduo y la llmltaclôn correlatlva de los poderes exorbitantes del empleador, 
que cuenta ya con una Interesante producciôn blbllogrâflca en nuestro pals. 
Cfr., por todos, A. MARTIN VALVERDE,Ideologfes Jurldlcas y contrato de traba­
jo, en el volumen colectivo Ideologlas Jurldlcas y relaciones de trabajo, 
Unlversldad de Seville, 1978, pags 75-100.
25. M. ALONSO OLEA, El sistema normative... cit., pag. 45. Sobre libertad y 
derecho al trabajo, vid. Infra.
26. J. APARICIO TOVAR, Relaciôn de trabajo y libertad de pensamlento en las 
empresas Ideolôglcas, en el llbro Lecciones... cit.,pags 272-273. Sobre el 
tema, como se ha adelantado en la nota 24, hay una abundante bibllografla.
Asi, M. RODRIGUEZ PlfÎERO, El prlnclplo de Igualdad... cit., pags 401-402 ;
S. GONZALEZ ORTEGA, La seguridad e hlgtene en el trabajo en la Constituciôn, 
"RPS" n® 121 (1979), pags. 220, y, claro estâ, el propio J. APARICIO TOVAR 
en el trabajo citado. Con especial referenda al Estatuto de los Trabajado­
res como teôrlco Instrumente mediador y de adecuaclôn de estos derechos, 
vid. ademâs de los anteriores, J. CASTIRe IRA FERNANDEZ, La tutela de la pro- 
feslonalldad del trabajador, la formaclôn y la adaptaclôn profesionales y el 
Estatuto de los Trabajadores, "RPS" n® 121 (1979) pags 139-141 ; F. SUAREZ 
GONZALEZ, El Derecho del trabajo... cit., pags 212-214 ; A. BAYLOS GRAU, En 
torno al Estatuto de los Trabajadores ! la prohibiciôn de Inqulrlr sobre la 
Ideologla, creenclas y vida prlvada del trabajador, en Lecciones... cit. 
pags 310-311 ; M. ALONSO OLEA, El estatuto de los trabajadores. Texto y co- 
mentarlo breve. Ed. Clvltas. Madrid, 1980, pag. 35 ; G. BAYON CHACON / E. 
PEREZ BOTIJA, Manual de Derecho del Trabajo, 12® edlclôn (revlsada y puesta 
al dia por F. VALDES), Marclal Pons éd., Madrid, 1978-1979, vol. 1, pag. 79, 
Incluye entre los derechos sociales reconocidos por la Constituciôn "al menos 
de manera Indirecta" las declaraciones constltuclonales sobre libertad ideo- 
lôglca y rellgiosa y sobre el respeto a la intlmldad personal.
No se trata sôlo de construcciones doctrinales ; ya hay algûn tribunal 
que ha fallado apllcando expresamente alguno de estos artlculos como limite 
externo a los poderes del empresario. Asi, apllcando el articulo 18.4 de la 
Constituciôn, la sentencla de 19 de dlclembre de 1979, de la Magistrature 
n® 1 de Vizcaya (Magistrado Ilmo. Sr. M.M. ZORRILLA).
27. Que se configura como "derecho menor" frente al derecho de huelga, por
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ejemplo, J.A. SAGARDOY, Las relaciones laborales... cit., pag. 122, hace 
hincapié en este tema en la "emotividad" de la regulaclôn constitucional.
No obstante mâs adelante se analizarâ un poco mâs extensamente la relaciôn 
entre derecho al trabajo y derecho de huelga.
28. A. MONTOYA MELGAR, Ejercicio y garantlas... cit. pag. 321. Para J.A. SA- 
gardoy. Las relaciones laborales... cit., pag. 117, se trata de una sistemâ­
tica "rechinante". Como en el caso anterior, se verân las consecuencias de 
la mlsma, Infra.
29. Derecho a un réglmen pûbllco de seguridad social que garanties la asis- 
tencla y prestaclones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, 
"especialmente en caso de desempleo", lo que sin duda hay que Interpretar 
con J.E. SERRANO MARTINEZ, El convenio de franja... cit., pag. 203, a la luz 
de razones de pura coyuntura polltica. Junto a ello, hay que seRalar otros 
principles conexos con el tema, como los establecidos en los articules 43,
49 y 50 de la Constituciôn. Cfr. M. ALONSO OLEA, El sistema normatlvo... 
cit., pag. 46.
30. A. MONTOYA MELGAR, Ejercicio y garantlas... cit. pag, 321.
31. E. GARCIA DE ENTERRIA / T.R. FERNANDEZ, Curso... cit., vol. 1, pag. 100.
32. "No existen en la Constituciôn declaraciones (sean inoporturias u oportu- 
nas, felices p desafortunadas, précisas o indeterminadas) a las que no haya 
de dar valor normatlvo y sôlo su contenido concreto podrâ precisar en cada 
caso el alcance especlflco de dicho valor". E. GARCIA DE ENTERRIA / T.R. FER­
NANDEZ, Curso... cit. vol. 1, pag. 101.
33. M. ALONSO OLEA, El sistema normatlvo... cit. pag. 47. "Una cosa es que 
los principios rectores exljan normas adlclonales para su efectivldad prâcti- 
ca, y que sin éstas faite la base para su exigencia.y otra muy distinta que 
las normas que en efecto se dicten puedan violarlos impunemente". Vid. A. 
MONTOYA MELCAR, Ejercicio y garantlas... cit., pags 343-344 ; S. GONZALEZ 
ORTEGA, La seguridad e hlgiene... cit., pags 217-218. Una critica general a 
este planteamlento, en M.R. ALARCON CARACUEL, Derecho al trabajo, libertad 
profeslonal y deber de trabajar, "RPS" n» 121, (1979), pags 6-14, quien de­
fine como "pugilato desigual" la acciôn procesal basada en un precepto cons­
titucional que reconoce un derecho al ciudadano en términos muy abstractos y 
genéricos contra todo un conjunto de normas que atribuyen a los poderes pû­
blicos facultades muy concretas. "No se précisa mucha perspicacia - ni faits 
experiencia histôrica - para intuir que el resultado de esa pugna no séria 
precisamente favorable al ciudadano". (ibidem pag. 12.)
34. A. DESDENTADO, El asalto al "Estado del Blenestar". Algunas reflexiones 
sobre la polltica reprivatlzadora desde los Pactos de la Honcloa a la Ley 
Bâsica de empleo, "Argumentos" n® 40 (1980), pags 46-50.
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35. J. APARICIO TOVAR, Relaciôn de trabajo y libertad de pensamlento.. ■ cit., 
pags 273-274.
36. J. APARICIO, A. BAYLOS, J.E. SERRANO, Alcance del derecho de huelga en la 
Constituciôn : El caso RTVE, "Informaclones pollticas", 6.1.79. Cfr. lo que 
sobre el carâcter de compromiso de la Constituciôn de 1978 y su formulaelôn 
Jurldica dlcen J. JIMENEZ CAMPO / J. PORRES AZKONA. Conflicto politico... 
cit., pags 96 a 98.
37. Asi, crltlcamente, lo caracterlza J.E. SERRANO MARTINEZ, El convenio co­
lectivo de franja... cit., pags 207-208. En general, sobre el tema, F. VAL- 
DES DAL-RE, Ideologlas plurallstas y relaciones de trabajo, RFDUC n® 55 
(1979), pags 105-123.
38. J.E. SERRANO MARTINEZ, El convenio colectivo de franja... cit., pag. 206.
39. Unicamente se recogen aqui los estudios que tienen como centro de Imputa- 
clôn la Constituciôn espaRola de 1978. Asi, se pueden consultât los manuales 
de L.E. DE LA VILLA / C. PALOMEQUE, Introducciôn a la Economla del trabajo. 
Vol. 1. Ed. Debate, Madrid, 1978, pags 433-436 ; y de G. BAYON CHACON / E. 
PEREZ BOTIJA, Manual... cit., vol.2. pags 587-592. M. ALONSO GARCIA; Curso de 
Derecho del trabajo, 6* edlclôn. Ed. Ariel, BArcelona, 1980, pags 191-195 ;
M. ALONSO OLEA, Derecho del trabajo, 6® edlclôn, Fac.Derecho-Complutense, Ma­
drid, 1980, pags 399-415. En cuanto a monograflas y artlculos, de alcance 
distinto, vid. por orden cronolôglco F. SAUREZ GONZALEZ, El derecho del tra­
bajo. .. cit. pags 196-198 ; J.A. SAGARDOY BENGOECHEA, Las relaciones labora­
les.. . cit., pags 72-91 ; T. SALA FRANCO, La libertad sindical en el proyecto 
constitucional, "Argumentos" n® 14, jullo 1978, pags 72-65. F. DURAN LOPEZ,
El papel del slndlcato en el nuevo sistema constitucional, "RPS" n® 121 
(1979), pags 159-179 ; A. OJEDA AVILES, La libertad sindical, "RPS" n® 121
(1979), pags 347-379 ; C. PALOMEQUE LOPEZ, Funciôn del slndlcato en la cons­
tituciôn espaRola, en el llbro de L.E. DE LA VILLA Haterlales para el Estu­
dio del Slndlcato, Madrid, I.E.S., 1979, pags 282-284 ; G. GARCIA BECEDAS, 
Apuntes para un anâlisis de la libertad sindical en la Constituciôn espaRo- 
la, "RPS" n» 124 (1979) pags 39-61 ; J. RIVERO LAMAS, Los sindicatos y la 
acciôn sindical... cit., pags 117-149 ; J.M. VERDIER, La Constituciôn espaRo-
clôn, cit., pags 37-47 ; M. RODRIGUEZ PISeRO, La libertad sindical en la 
Constituciôn, en el mismo volumen citado, pags 93-115 ; A. MONTOYA MELGAR, 
Sindicatos, convenlos y confllctos colectlvos : El debate constitucional, en 
el mismo volumen, pags 181-187 ; M. ALONSO GARCIA, La libertad de slndlca- 
clôn : Manlfestaclones, contenido y garantlas en la Constituciôn espanola, 
en Estudios de Derecho del trabajo en memorla del profesor G. BAYON CHACON, 
Ed. Tecnos, Madrid, 1980, pags 39-55 ; J. RIVERO LAMAS, Democracla pluralis­
te y autonomla sindical (Actividad politics de los sindicatos y Constitu­
ciôn) , en el mismo volumen, pags 185-229 ; C. PALOMEQUE LOPEZ, El slndlcato 
como Bujeto politico, también en la obra menclonada, pags 551-575 ; E . RAYON 
SUAREZ, El ârablto de aplicaciôn del Derecho Sindical y la fundaclôn del Sln­
dlcato, "RPS" n® 127 (1980), pags 31-54 ; A. OJEDA AVILES, Derecho sindical. 
Ed. Tecnos, Madrid, 1980, pags 85-168 fundamentalmente ; J . BARRIONUEVO Pe Sa ,
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Los sindicatos y las Asoclaclones de empresarios, en el volumen colectivo 
Derecho del trabajo y de la seguridad social en la Constituciôn, CES, Madrid, 
1980, pags 115-159^ Hay referencias al tema, fundamentalmente a la importan- 
cia del articulo 7 en F. VALDES DAL-RE, La negociaciôn colectiva... cit., 
pags 473-478 ; L.E. DE LA VILLA / A. DESDENTADO, Delimitaciôn de competen­
cias .. . cit. pag. 142 ; J.E. SERRANO MARTINEZ, El convenio colectivo de 
franja... cit., pags 204-207. ^
40. Sin embargo, un estudio de la conflictlvidad obrera durante la "transi- 
clôn” expllcarla muchos de los puntos oscuros de la regulaclôn constitucio­
nal del modelo democrâtico de relaciones laborales que se pretende construlr. 
Este estudio estâ sin embargo por hacer, engarzando el dato de las luchas
obreras con la dlnâmica reformista de la legislaoiôn laboral. Sobre el tema, 
ûnicamente, cfr. los Anuarios de Relaciones Laborales, editados por Ed. de 
la Torre desde 1975 y que, a partir de 1977, estân a cargo del Departamento 
de Derecho del Trabajo de la Unlversldad Autônoma de Madrid.
41. Vid.,por ejemplo, H. SINAY, La Grève, vol VI del Traité de droit du Tra­
vail, (bajo la direcciôn de G.H. CAMERLYNCK), Dalloz, Paris, 1966, pags 31- 
71 ; C. DURAND y P. DUBOIS, La Grève, Fondation Nationale Sciences Politi­
ques / Armand Colin, Paris, 1975 ; G. CAIRE, La Grève, P.U.F., Paris, 1979 ; 
G. ADAM, J.D. REYNAUD, Conflits du travail et changement social, P.U.F., Pa­
ris, 1978.
42. G. GIUGNI, Dirltto Sindacale, Cacucci, ed. Bari, 1977 (3* éd.), pag 191.
43. F. DURAN LOPEZ, Derecho de huelga y legalizaciôn del conflicto de clases, 
Publicaciones de la Unlversldad de Sevilla, Sevilla, 1975, pag. 20.
44. Vid. G. GIUGNI, Dirltto sindacale... cit., pag 191.
45. G. LYON-CAEN, Anomie, Autonomie et heteronomie en Droit du travail, en 
Etudes en hommage à Paul Horion, Liège, Fac. Derecho, 1972, pags 173-178.
46. M. RODRIGUEZ PINERO, Efectos de la huelga en la relaciôn Individual de 
trabajo, "RDT" n^ 50 (1962), pags 29 y ss.
47. Sin perjuicio de lo que mâs adelante se dira sobre la titularidad del 
derecho de huelga, vid. A. OJEDA AVILES, En torno a las huelgas "salvajes” 
y su impacto sogre el derecho colectivo del trabajo, CCDT n^ 3 (1972), 
pags 81-90.
48:. L.E. DE LA VILLA / C. PALOMEQUE, Introducciôn a la economla... cit., 
vol.2, pag. 301.
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49. En esta llnea se inscriben los trabajos de F. DURAN, A. MARTIN VALVERDE,
F. VALDES, L.E. DE LA VILLA y C. PALOMEQUE, etc, que se recogen en este ca­
pitule.
50. Asi, y en ella, M. ALONSO GARCIA, La huelga y el cierre empresarlal, Ins- 
tituto de Estudios Econômicos, Madrid, 1979, pags 37-39, establece como ca­
ractères de la huelga el constituir un acto de perfecciôn del conflicto de 
trabajo, colectivo y econômico, y que la huelga se define por comportar la
cesaciôn de trabajo y que ésta ha de ser libre, voluntaria y llevada a cabo
de manera colectiva. M. ALONSO OLEA, Derecho del trabajo... cit., pags 542- 
543, define la huelga en funciôn de la regulaclôn legal de la misma, el 
R-DL 4.3.77, con lo que también se configura de forma restrictive ; G. BAYON 
CHACON / E. PEREZ BOTIJA, Manual... cit., vol. 2 pags 645-646, opta también 
por un concepto estricto de la huelga al definirla como "un medio de lucha
colectivo para lograr la novaciôn de los contratoa de trabajo o para la so­
luciôn, en sentido favorable a la opiniôn de los trabajadores, de cualquier 
conflicto laboral".
51. En frases de J. A. SAGARDOY, Las relaciones laborales... cit., pag. 117.
52. Vid. e()Igrafe 2.4. de este capitulo, sobre el proceso de formaclôn. Sobre 
el tema, A. MONTOYA MELGAR, Sindicatos, convenlos y confllctos colectlvos... 
cit., pags 187-200.
53. Formas de lucha que sin embargo deben tener cabida dentro del concepto de 
huelga, aunque se trate de modalidades "heterodoxas" por las que se preten- 
den conseguir las mayores ventajas con el minimo esfuerzo y que revisten una 
enorme iraportancla cuantitativa. Asi, en la tipologla de L.E. DE LA VILLA /
C. PALOMEQUE, Introducciôn a la Economla... cit., vol. 2, pags 302-303, se 
aluden las huelgas turnantes, que se suceden técticamente, en diverses de- 
pendencias o servicios del centro de trabajao, o en varios centros de una 
mlsma empresa, o en diverses unidades de producciôn o incluso en diverses 
sectores econômicos, consiguiendo fraccionar la suspensiôn del trabajo en el 
espacio. Como submodalidad de éstas entrarlan las huelgas-tapôn, que al 
afectar a una actividad clave, paralizan las actividades de la empresa o al 
menos su mayorla ; las huelgas intermltentes, que afectan al proceso produc­
tive a base de cesaciones de trabajo de corta duraclôn pero repetidas y es- 
calonadas en intervales periôdicos ; las huelgas de celo o de reglamento, en 
las que no sôlo no se interrumpe la actividad laboral, sino que se pretende 
realizar ésta con rigurosa observancia de las normas reglamentarias,lo que lô- 
gicamente créa sérias perturbaciones en el proceso de producciôn dados los 
niveles de exigencia y de dificil cumplimiento de los reglamentos, y que 
suele emplearse con éxito en los servicios pûblicos ; las huelgas de trabajo 
lento (el "trabajo a tristeza" de los argentinos), que implican una disminu­
ciôn del ritmo y consecuentemente, del rendimiento, si bien en el caso en 
que se llegue a paraiizar el trabajo - huelga de brazos caidos - séria difi­
cil determinar hasta qué punto no se produce una huelga con ocupaciôn de los 
lugares de trabajo. Otra interesante tipologla de las huelgas, en A. OJEDA 
AVILES, Derecho sindical... cit., pags 280-285.
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54. Advierten de esta interpretaclôn L.E. DE LA VILLA y A. DESDENTADO, Deli­
mitaciôn de competencias... cit., pags 142-143. A. MARTIN VALVERDE, El dere­
cho de huelga en la Constituciôn de 1978, "RPS” n® 121 (1979), parece incli- 
narse por esta soluciôn cuando afirma, en la pag. 236 que "la cuestiôn del 
contenido de este derecho de los trabajadores se plantea, por tanto, no en 
relaciôn a la huelga, sino en relaciôn a otras posibles "medidas de con­
flicto colectivo" : piquetas, boicots, protestas, reclusiones, negativa co­
lectiva a contratar (por ejemplo, en trabajos estacionales), negativa a bo­
ras extras, trabajo a reglamento, disminuciôn de rendimiento. Parece claro 
que el articulo 37.2 se esté refiriendo también, ademâs de a la huelga, a 
dichas modalidades de acciôn conflictiva, aunque, evidentemente, no se pue­
de pretender que las estâ legalizando todas sin discriminaciôn".
55. Una critica en profundidad a estas teorizaciones en F. VALDES DAL-RE, 
Limites al derecho de huelga : Apuntes criticos, "CDT" n® 3 (1977), pags 
31-39 y 45-47.
56. Asi, algunos de los ejemplos que propone A. MARTIN VALVERDE, El Derecho 
de huelga... cit., pag. 236, salvo aquéllas que supongan una acciôn de lucha 
tendente directamente a perturbar el proceso productive.
57. Cuya ûnica soluciôn, hasta tempranas fechas, parecia ser la de su crimi- 
nalizaciôn, especialmente agravada en el R.D.L. de seguridad ciudadana. Vid. 
sobre ésta ultima, L. ARROYO ZAPATERO, El Decreto-Ley de seguridad ciudadana 
contra el movimiento sindical, "Mundo Obrero" 27.4.79.
58. Un anâlisis jurldico de la ocupaciôn de fâbricas, generalmente ligado al 
tema de huelgas, en F. VALDES, Limites al derecho de huelga... cit., pags 36- 
39 y I. GARCIA PERROTE, Huelga con ocupaciôn del lugar de trabajo, en L.E.
DE LA VILLA, Materiales para el estudio... cit. pags 293-297.
59. F. DURAN, El derecho de huelga en el nuevo orden constitucional, "Argu­
mentos" n® 14, (1978), pag. 60.
60. P. CALAMANDREI, Significato costituzionale del diritto di sciopero,en 
"Riv. Giur. Lav." 1954, I, pags 221-244, recogido en F. MANCINI / U. ROMA­
GNOLI, II dirltto sindacale, II Mulino, Bologna, 1973 (2® éd.), pags 334-359 
por el que cito desde ahora, especialmente 335-338. Se trata de una cons- 
trucciôn teôrica que ha ejercido una gran influencia en la doctrina cienti- 
fica. Asi, en lo que se refiere a la espanola, vid. M. ALONSO GARCIA, La 
huelga y el cierre empresarial... cit., pags 39-40 ; F. DURAN LOPEZ, Derecho 
de huelga y legalizaciôn... cit. pags 23-28 ; A. MARTIN VALVERDE, Regulaclôn 
de la huelga, libertad de huelga y derecho de huelga, en el volumen Sindica­
tos y relaciones colectivas de trabajo, Ilustre Colegio de Abogados de Mur- 
cia, Murcia, 1978, pags 90-91 : L. CAMPS, J. RAMIREZ, T. SALA, Fundamenbos 
de derecho sindical. Ed. de la Torre, Madrid, 1977, pags 191-193 ; A. MONTO­
YA MELGAR, Derecho del trabajo. Ed. Tecnos, Madrid, 1978 (2® ediciôn),
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pags 550-552 ; F. VALDES, Limites al derecho de huelga... cit., pags 13-15 ; 
J. RAMIREZ MARTINEZ, Huelga y cierre patronal en la Constituciôn espaRola, 
en Estudios de Derecho del Trabajo en memoria del profesor Gaspau* Bayôn Cha­
côn, Ed. Tecnos, Madrid, 1980, pag. 439.
61. P. CALAMANDREI, Significato costituzionale... cit., pag. 337.
62. F. VALDES DAL-RE, Limites al derecho de huelga... cit., pag. 15, bien en- 
tendido que la consideraciôn delictiva de la huelga lleva consign no sôlo la 
rspresiôn en el orden penal sino también la posibilidad de despedir al huel- 
guista de su trabajo, tipica concepciôn que histôricamente han encarnado el 
fascisme italiano y el franquisme espafiol.
63. Concepciôn que para P. CALAMANDREI, Significato costituzionale... cit., 
pag. 337, se corresponde con la del estado liberal.
64. Vid. F. DURAN LOPEZ, Derecho de huelga y legalizaciôn... pag. 25.
65. "La libertad de huelga no es sino una de las exprèsiones de la libertad 
de cada uno de hacer todo aquello que no esté prohibido por las leyes. No 
existe respecto al Estado un deber pûbllco de trabajar ; en el Estado libe­
ral, como existe, para quien pueda, la libertad de estar ocioso, también 
existe, para el trabajador, si puede, la libertad de hacer huelga. Si des- 
pués no trabajando el huelguista pierde su paga y se queda sin pan, o si con 
su abstenciôn del trabajo incurre en las sanciones con las que el derecho 
privado castiga el incumplimiento contractual (entre ellas el despido), esto 
no es sino la consecuencia lôglca de aquel principio de responsabi1idad que 
es uno de los aspectos inseparables de la libertad y que constituye, por de- 
cirlo asi, el precio de esto", afirma P. CALAMANDREI, Significato costitu­
zionale ... cit. pag. 337.
66. Cfr. F. DURAN, El derecho de huelga... cit., pag. 60.
67. Cfr. F. VALDES,Limites al derecho de huelga... cit., pag. 15.
68. Cfr. F. DURAN, El derecho de huelga... cit. pag. 60. Cuestiôn especial­
mente destacada por los autores italianos. Asi por ejemplo, vid. U. ROMAGNO­
LI, Ordinamento costituzionale e sistema econômico nella costituzione, en el 
vol. colectivo, Lo sciopero Dala costituzione ail'autodisciplina, Quaderni 
del CRESS, Il mulino, Bologna, 1975, pag. 19.
69. U. CERRONI, La libertad de los modernos. Ed. Martinez Roca, Madrid, 1972, 
pag. 107.
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70. F. DURAN, El derecho de huelga... cit., pag. 60.
71. E. GHERA, Appunti di Diritto del Lavoro, Caccucci ed. Bari, 1976, pag. 21.
72. De acuerdo con la conocida tesis de K. MARX, La cuestiôn judla, OME 5 
(ediciôn dirigida por M. SACRISTAN), Ed. Critica-Grijalbo, Barcelona, 1978, 
segûn la cual se deshizo la sociedad civil en sus simples partes intégrantes, 
"por una parte los individuos, por la otra los elementos materiales y espi- 
rituales que constituyen el contenido vital, la situaciôn burguesa de esos 
individuos", de forma que "la ocupacipn y el puesto propios de cada uno que- 
daron reducidos a una significaciôn meramente individual, dejaron de cons­
tituir la relaciôn genérica del individuo con el todo del Estado" (pag. 199). 
Y, mâs claramente : "Un sôlo acto constituye el Estado politico y realiza a 
la vez la disoluciôn de la sociedad burguesa en individuos independi entes, 
cuya relaciôn es el derecho como lo era el privilégie entre los hombres de 
los estamentos y los gremios (...)... la sociedad burguesa, el mundo de las 
necesidades, del trabajo, de los intereses privados, del derecho privado, 
son la base en la que se apoya un ultimo presupuesto y por consiguiente su 
base natural. Por ultimo el hombre en cuanto miembro de la sociedad burgue­
sa, pasa por el hombre propiamente tal,homme a diferencia del citoyen, pues 
es el hombre en su existencia sensible, individual, inmediata ; en cambio
el hombre politico no es sino el hombre abstracto, artificial, el hombre 
Como persona alegôrica, moral. El hombre real no es reconocido mâs que en la 
figura del individuo egoista ; el hombre verdadero en la del ciudadano abs­
tracto." (ibid, pag. 200). A efectos aclaratorios ûnicamente, convendria 
precisar que el traductor, J.M. RIPALDA, utiliza el término "sociedad bur­
guesa" para traducir "burgerliche Gesellschaft", en vez de "sociedad civil", 
como suele ser habituai, pues entiende mâs adecuado reservar la expresiôn 
"sociedad burguesa" a la sociedad civil especifica del capitalisme, con una 
contraposiciôn mâxima entre factor privado y Estado, mientras que "sociedad 
civil" designaria el concepto genérico de toda sociedad no primitiva, es de­
cir caracterizada por la contraposiciôn entre interés privado y pûblico.
(Cfr. ibid, pags. 3-4).
73. F. DURAN, Derecho de huelga y legalizaciôn... cit., pags 29-31.
74. Asi, P. CALAMANDREI, Significato costituzionale... cit., pags 340-349 ;
E. GHERA, Appunti... cit., pag. 22 ; G. GIUGNI, Diritto sindacale... cit., 
pags 293-294 ; F. MANCINI, Costituzione e movimiento operaio. Il mulino, Bo­
logna, 1976, pag. 179 ; U. ROMAGNOLI, Ordinamento costituzionale... cit., 
pags 19 y 27-34 ; U. ROMAGNOLI / T. TREU, I sindacati in Italia : Storia di 
una strategia (1945-1976), Il Mulino, Bologna, 1977, pag. 34. En frases de 
GIUGNI (op. cit. pag, 294), "se reconoce en la huelga un medio para el desa- 
rrollo de la persona humana del trabajador y para la promociôn de la efecti- 
va participaciôn de los trabajadores en la transformaciôn de las relaciones 
econômico-sociales en las que operan."
75. U. CERRONI, La libertad de los modernos... cit., pag. 108.
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76. As! F. DURAN, El derecho de huelga... cit., pags 60-61 ; I. GARCIA PERRO­
TE, Huelga con ocupaciôn... cit., pag 297 ; A. MARTIN VALVERDE, El derecho 
de huelga... cit., pags 243-245 y Regulaciôn de la huelga en la Constitu­
ciôn, en Los trabajadores y la Constituciôn..■ cit., pags 207, aunque otra 
cosa sea el precisar el alcance concreto de esta "claûsula general" sobre el 
derecho de huelga ; J. RAMIREZ MARTINEZ, Huelga y cierre patronal... cit., 
pags 440-442 ; T. SALA / J. RAMIREZ / I. ALBIOL / L. CAMPS, Constitucionali- 
zaciôn del derecho... cit., pag. 212 ; J.E. SERRANO MARTINEZ, El convenio 
colectivo de franja..■ cit., pags 206-207 ; L.E. DE LA VILLA, Algunas refle­
xiones para la regulaciôn legal de la huelga, en Estudios... cit., pag. 100.
Por su parte, M. ALONSO GARCIA, La huelga y el cierre... cit., pags 30- 
31, aprecia el carâcter instrumental de la huelga para conseguir una posible 
igualdad ante una situaciôn de formai igualitarismo y desigualdad material, 
pero limitândolo al contrato de trabajo. En su articulo La libertad de sin- 
dicaclôn : manifestaciones, contenido y garanties en la Constituciôn espaRo­
la, en Estudios... cit., pags 45-45, al estudiar el articulo 9.2 de la Cons­
tituciôn lo conecta con el contexto general, politico, social y econômico en 
el que se encuadran las diverses y posibles fôrmulas sindicales. J. SERRANO 
CARVAJAL, Libertad de empresa... cit.,pags 461-463, analiza también el cita­
do precepto deduciendo la intangibilidad del sistema de économie de mercado, 
pero sin ligarlo con el derecho de huelga. F. SUAREZ, El derecho del traba­
jo. . . cit., plde una interpretaciôn conjunta del mismo con el articulo 40.1 
de la Constituciôn ; en el Proyecto de Ley del Estatuto de los Trabajadores 
(Cuatro aspectos sorprendentes), en Estudios... cit., pags 134-135, relaciona 
directamente el art. 9.2 con el 28.2, dentro de su conocida tesis de "dos 
intereses, dos finalidades, dos derechos de huelga amparados por la Consti­
tuciôn".
77. Fundamentalmente V.I. LENIN y R. LUXEMBURGO. Como es sabido, la teoriza- 
ciôn de MARX y ENGELS, especialmente éste ultimo, estâ marcada de un lado 
por la lucha ideolôgica y politics frente a la "huelga general expropiato- 
ria" de los anahquistas, de otro por la critica al economicismo e insufi- 
ciencia del sindicalismo. En efecto, respecto de lo primero, basta con re­
corder Los bakuninistas en acciôn, de F. ENGELS, en K. MARX / F. ENGELS, ke- 
voluciôn en EspaRa, (traducciôn de M. SACRISTAN), Ed. Ariel, Barcelona,
1973, para situar los términos de la polêmica y las imputaciones a la "uto­
pia anarquista". En cuanto a la critica marxista a la huelga, se enmarca en 
una critica a las insuficiencias de los sindicatos desde el punto de vista 
econômico y politico. En efecto, el carâcter concurrencial del sindicato y 
las luchas locales e inmediatas dirigidas por éstos contra el capital no < 
consiguen eliminar lo esencial : el sistema capitaliste que reconstruye in- 
cesantemente el antagonisme entre la clase capitalists y la clase obrera 
organizada. En este sentido, résulta interesante confronter algunas resolu- 
ciones de la AIT sobre el carâcter de los sindicatos y sobre las huelgas, 
obra de MARX, recogidas en K. MARX / F. ENGELS El sindicalismo : teoria, or­
ganizaciôn, actividad, vol. 1 (selecciôn de textos a cargo de R. DANGEVIL- 
LE), Ed. Laiaj Barcelona, 1976, pags 97-101, donde se define la "guerra de 
escaramuzas entre el trabajo y el capital" (Ginebra, 1866) y el carâcter de 
las huelgas no como "medio de emancipaciôn total del trabajador" sino como 
"una necesidad en la situaciôn actual de lucha entre el trabajador y el ca­
pital" (Bruselas, 1868). Sobre el tema en la producciôn iusiaborista espano-
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la, vid. C. PALOMEQOE, El slndlcato como sujeto politico,en Estudloa..■ cit. 
pags 552-555.
En cualquier caso, la linea de critica de los fundadores del marxisme 
que incidia en la insuficiencia del sindicato es la que influiré en la recu- 
peraclôn posterior por LENIN y R. LUXEMBURGO de la huelga como instrumente 
decisive para lograr el cambio - revolucionario - de la sociedad. En efecto, 
aparté de algunas opiniones de ENGELS, en su carta a K. KAUTSKY, en 1893, 
(recogida en C. MARX / F. ENGELS, El sindicalismo... cit. vol 2, pags 333- 
335) ya V.I. LENIN en 1899, Sobre las huelgas, recogido en V.l. LENIN, Acer- 
ca de los sindicatos. Ed. Akal, Madrid, 1975, pag. 42, establece el signifi- 
cado potenclal de la huelga al escribir que "las huelgas, por dimanar de la 
propia naturaleza de la sociedad capitallsta, significant el comienzo de la 
lucha de la clase obrera contra esta estructura de la sociedad", ligazôn que 
por otra parte mantiene incluso durante la instauraciôn del socialismo : "el 
empleo de la lucha huelgulstlca en un Estado con un poder estatal proletario 
puede expllcarse y Justificarse (...) por la deformaciôn burocrâtica del Es­
tado proletario y por toda clase de reminiscencias del pasado capitalists en 
BUS instituciones, de un lado, y la falta de desarrollo politico y el atraso 
cultural de las masas trabajadoras, de otro", se lee en la Resoluciôn del 
Comité Central del PC (b) de Rusia del 12 de enero de 1922, sobre el papel 
de los sindicatos ante la Nueva Politics Econômica, (Cfr. Acerca de los sin­
dicatos. .. cit. pag. 359). Rosa LUXEMBURGO, por su parte, en Huelga de ma­
sas, partido y sindicatos. Ed. Siglo XXI, Madrid, 1974, insistirâ, ante los 
sucesos de la revoluciôn rusa de 1905, en la virtualidad revolucionaria de 
la huelga de masas, la globalizaciôn de la acciôn sindical y la conexiôn por 
establecer entre la huelga general y el cambio revolucionario del sistema 
social, defendiendo asi una concepciôn "ofensiva" de la huelga y la no su- 
bordinaciôn de las luchas sociales al parlementarisme. La huelga es asi o 
puede convertirse en, un medio de participaciôn politics, de transformaciôn 
social. Una reflexion anâloga se puede encontrar en A. GRAMSCI, El movimien- 
to Torinés de los Consejos de fâbrica, en la Antologia preparada por M. SA­
CRISTAN, Ed. Siglo XXI, Madrid, 1974, quien valora positivamente la desvin- 
culaciôn de la lucha obrera con "el harabre y el paro", la pérdida de su ca- 
récter "impulsive y fortuite" para convertirse en la "expresiôn de la acti- 
vldad consciente de las masas revolucionarias" (pags 83 y 91).
78. Asi, M. ALONSO GARCIA, La huelga y el cierre... cit., pag. 31, al anali- 
zar la evoluciôn y la transformacién institucional de la huelga, afirma :
"El Estado liberal ha pasado a identificarse con una clase, la burguesla, 
precisamente aquêlla a la cual el proletario se enfrentaré sin descanso. El 
objetivo de los trabajadores cambiarâ de direcciôn ; destruir la sociedad 
capitalists, de la cual su soporte mâs seguro es el estado que se identifies 
con sus mismos fundamentos. A conseguir este objetivo aplicarân un medio que 
consideran eficaz y mitico : la huelga, definida ahora como huelga general 
revolucionaria, desprovista de su slgnificado estrlctamente profesional y 
cargada, en cambio, de fuerte contenido politico , trascendente en la esfera 
puramente privada de las partes del contrato de trabajo, para implicar a la 
sociedad toda y a su sistema politico de organizaciôn. Por unos mementos - 
que, con el tiempo, constituyen el periodo de unos afios, - la huelga sigue, 
o parece querer seguir, la bûsqueda y consecuciôn de unos objetivos determi- 
nados - mejoramiento de las condiciones de vida de la clase obrera - a través
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de un procedimlento Indirecte : la destrucciôn del sistema capitalists y su 
Bustituciôn por un orden nuevo asentado sobre el dominio de la clase prole- 
taria". Al margen de no corapartir la tests general del "sentido originario" 
de la huelga como instrumente de reequllibrio de las partes en el contrato 
de trabajo que defiende el profesor ALONSO GARCIA, me parece que la slntesis 
expositive de la nueva conformaciôn que se le da a la huelga en la préctica 
del movimiento obrero no puede ser mâs précisa.
79. Nitidamente deducible de la elaboraciân lenlnista citada en la nota 77., 
tanto para el Estado capitalists como para la "degeneraciâi burocrâtica" del 
Estado proletario, de tanto interés hoy en dia ante el caso polaco.
80. P. CALAMANDREI, Signiflcato costituzlonale... cit., pag. 348. Y, en con- 
secuencia, supone no sôlo la condena de un régimen politico que ya no exis­
te, slno la condena hacla el futuro de un régimen econémico que existe to- 
davia.
81. F. DURAN, Derecho de huelga y legalizaciôn... cit., pags 30-31.
82. F. DURAN, Derecho de huelga y legalizaciôn... cit., pag.31 : En el ejer- 
cicio del derecho de huelga existe por consiguiente slempre la defensa de 
un Interés de clase.
83. Asi, respecte de las potestades y facultades atribuidas al empleador. Ex- 
plicitamente respecte del poder disciplinario, F. DURAN LOPEZ, Las garantias 
de cumplimiento de la prestacién laboral : el poder disciplinario y la res- 
ponsabilidad contractual del trabajador, "RPS" n» 123 (1978), pags 5-21, es- 
pecialmente.
84. De ahi los apasionados alegatos de R. DANGEVILLE, en K. MARX / F. ENGELS,
El sindicalismo  cit., pags 276-281 contra la introducciôn en el ordena-
raiento juridico del derecho de huelga : "lo que en esta forma de plantear la 
cuestiôn résulta grave es que se haga admitir que la huelga quede sometida
a normas emanadas del Estado burgués y no de la clase proletariat" ; el pro- 
letariado no puede enajenar su libertad de acciôn... porque... en estas con­
diciones, la huelga no constituye ya un arma de combate, sino una mera abs- 
tenciôn de trabajar, una simple protesta civil, una demostraciôn pacifica, 
un desfile compacte y ordenado, incluso aunque la ataquen con ferocidad las 
fuerzas del orden burgués, o mejor, del orden del derecho de huelga bur­
gués. .. Reconocer y respetar este "derecho" équivale a reivindicar la derro- 
ta perpétua de la clase obrera, su subordinaciôn eterna al Estado capitalis­
te" .
85. Cfr. F. VALDES, Limites al derecho de huelga... cit., pag. 14.
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86. A. MARTIN VALVERDE, Huelga laboral y huelga politics : Un estudio de mo­
dèles normatives, en el volumen El Derecho del trabajo ante el cambio social 
y positive (I Coloquio de Jaca) , Universldad de Zaragoza, 1977, pags. 73-86 
y Regulaciôn de la huelga, libertad de huelga... cit. pags 97-100. Cfr. ade- 
mâs, F. VALDES, Limites al derecho de huelga... pags 16-21.
87. Cfr. A. MARTIN VALVERDE, Regulaciôn de la huelga, libertad de huelga... 
cit., pag. 95.
88. F. DURAN, El derecho de huelga... cit., pag. 60.
89. F. DURAN, El derecho de huelga... cit., pag. 60.
90. A. MARTIN VALVERDE, Regulaciôn de la huelga... cit., pags 201-202 resal-
ta la "resonancia reductiva" de la expresiôn, aunque advierte de la impor-
tancia marginal que puede tener esta en la prâctica interpretative. Vid. 
también DE LA VILLA / PALOMEQUE, Introducciôn a la Economie... cit., vol 1. 
pag. 438. De hecho, los fallos jurisprudenciales posteriores a la Constitu- 
ciôn escriben "derecho a la huelga" sin establecer ninguna consecuencia de 
ello.
\
91. G. RAYON CHACON / E. PEREZ BOTIJA, Manual... cit. vol. 2, pag. 665.
Cfr. también CAMPS / RAMIREZ / SALA, Fundamentos..■ cit., pag. 226, con re- 
ferencia a los palses de pluralisms sindical.
92. G. RAYON CHACON / E. PEREZ BOTIJA, Manual■.■ cit., vol. 2, pag. 665.
93. Fundamentalmente en el derecho alemân (R.F.A.). Cfr. A. MARTIN VALVERDE, 
Huelga illcita y despldo en el derecho del trabajo alemân, "RPS" n® 96 
(1972), pags 39-46, y Régimen juridico de la huelga en Alemania (Republics 
Federal), "Estudios Laborales" n» 1 (1975), pags 17-18 y 23-24 y A. OJEDA 
AVILES, En torno a las huelgas’"salvajes"... cit., pags 84-89. También en 
otros, como en el francés, al menos en las huelgas de servicios pûblicos.
En efecto, desde la Ley de 31.7.63, la obligaciôn de preavlsar se entrega
a los sindicatos mâs representativos, de forma que no se puede declarer una 
huelga en los servicios pûblicos sin la intervenciôn sindical. Cfr. H. SINAY, 
La Grève■.. cit., pags 384-387.
94. S. TCT de 7 de julio de 1978 (AR. 4416). La empresa récurrente entendis 
que para que existiera huelga se precisaba la concurrencia de una multipli- 
cidad de trabajadores en una misma empresa o centre de trabajo que la quie- 
ran o pongan en prâctica, por lo que no cabla hablar de huelga cuando se 
trataba de un solo trabajador de la empresa, que incurrirla en falta de 
asistencia sin causa justificada. El TCT traslada el tema al émbito del sec­
tor y hace hincapié en la disposiciôn del convenio que pone fin a la huelga ,;
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y eh el caràcter vinculante de sue dlsposiciones para la empresa.
95. Asf, M. ALONSO OLEA, Derecho del trabajo... cit., pag. 526 ; M. ALONSO 
GARCIA, La huelga y el cierre... cit., pags 45-47 explicita claramente esta 
cuestiôn : "La atribuciôn del poder que el derecho de huelga confiera perte- 
nece al trabajador. Que el interés protegido por el derecho sea un interés 
colectivo nada signifies en orden a la titularidad individual del mismo. Que 
para que su ejercicio sea eficaz haya de llevarse a cabo en forma colectiva, 
no supone, en todo caso, més que una condiciôn puesta al mismo pero sin que, 
en ningûn caso sea posible, por ello, transferir esta titularidad a sujeto 
diferente". Sin embargo, para J.A. SAGARDOY BENGOECHEA, La eficacia de los 
convenlos colectivos y su contenido en el Eatatuto de los trabajadores, lES, 
Madrid, 1980, pag. 52, las claûsulas obligaclonalea "no han tenido ningûn 
sentido hasta la instauraciôn de la libertad sindical", porque carecla de 
sentido el pacto sin un elemento csencial, "la responsabilidad del sujeto 
(sindicato)."
96. G. GIUGNI, Diritto sindacale... cit. pags 204-205 : "La existencia del 
interés colectivo puede ser calificada por la proclamaciôn sindical de la 
huelga : Es huelga incluso la abstenciôn de un sôlo trabajador que haya sido 
el ûnico en adherirse a la convocatoria de los sindicatos. Por el contrario 
una pluralidad, incluso numerosa de trabajadores que coincides en una abs­
tenciôn originada por una suma de reivindacaciones individuates, sin cone­
xiôn entre ellos, no hacen huelga".
97. A. MARTIN VALVERDE, Régimen juridico... cit., pag. 27.
98. A. MARTIN VALVERDE, El Derecho de huelga... cit., pag. 229. En el mismo 
sentido, G. BARREIRO GONZALEZ, La huelga, el cierre patronal y el conflicts 
colectivo, en el volumen colectivo Derecho del trabajo y de la seguridad so­
cial. .. cit., pags 75-80.
99. Cfr. F. DURAN, El derecho de huelga... cit., pag. 61 y Contenido de la 
negociaclôn colectiva a la luz del nuevo sistema (constitucional) de rela- 
ciones laborales, en Los trabajadores y la Constituciôn... cit., pags 264- 
265, ahora también en Estudios..■ cit., pags 534. En contra, G. BARREIRO 
GONZALEZ, La disponibilidad del derecho de huelga y su garantis en la Cons­
tituciôn, "RPS" ns 121 (1979), pags 83-99. Del mismo autor, Algunas refle- 
xiones sobre la pas laboral en el convenio colectivo, con especial refe­
renda a BU caràcter inmanente, en Los Convenioa Colectivos en el Ëstatuto 
de los Trabajadores, I Congreso Nacional de Derecho del Trabajo y de la se­
guridad social, Mâlaga, 1980. Sobre el tema, por ûltimo, J.A. SAGARDOY, La 
eficacia de los convenlos... cit., pags 40-42.
100. W. DAUBLER, La huelga en la Constituciôn espanola, en Los trabajadores 
y la Constituciôn... cit., pag. 89, alertô sobre la posibilidad de que la 
"fuerza vinculante de los convenlos colectivos" degenerara en la imposiciôn
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de un amplio deber de paz, segûn la experlencla alemeina. Asi, L.E. DE LA 
VILLA / C. PALOMEQUE, Introducciôn a la economia... cit. vol 1. pags 439, se 
hacen eeo de esta posible interpretaciôn, aun rechazândola. La mantienen sin 
embargo en la doctrine cientifica F. SUAREZ. El derecho del trabajo... cit., 
pag. 212 y M. ALONSO OLEA, El Ëstatuto de los trabajadores... cit., pag 256 ; 
El deber de paz es "intrinseco al convenio mismo" y tiene hoy "sanciôn cons­
titucional expresa" en el art. 37.1, debiendo ser respetado vigurosamente
por las partes "que pueden, no obstante, pactar reglas para la soluciôn de
los conflictos que se suscites durante la vigencia del convenio”.
101. Cfr. F. VALDES, Limites al derecho de huelga... cit., pags 25-28 y 42-
43. La construcclôn del deber de paz supone "la sustituciôn de la voluntad
real de las partes por una voluntad lôgico-inmanente puesta al servicio de 
la racionalidad del sistema de producciôn capitaliste" ; es un "enunciado 
ideolôgico que trata de liberar la contrataciôn colectiva de los efectos de 
la confllctividad permanente". El convenio colectivo représenta un mero 
"ceee de hostilidades" y, como ha puesto de relieve U. ROMAGNOLI, Il con- 
tratto collettivo difficile, en Lavoratori e sindacati tra vecchio e nuovo 
diritto. Il Mulino, Bologna, 1974, pags 225-227. "La estipulaciôn de un 
contrato colectivo représenta a menudo una resoluciôn solamente aparente del 
conflicto", quedan siempre "zonas de sombra" de un lado, de otro "el contra­
to colectivo no tiene caràcter omnicomprensivo, no agota la totalidad de los 
intereses en juego", de forma que "la gestiôn conflictiva de las reglas co- 
lectivas no supone en modo alguno una desviaciôn del principle stare pac- 
tis" ; La lôgica del principle general vigente sobre obiigatoriedad de los 
contratos... debe adaptarse a la realidad industrial".
102. F. VALDES, Anotaciones a la regulaciôn de la negociaclôn colectiva en 
el proyecto constitucional, "Argumentes" n® 14, julio 1978, pag. 66 ; La 
regulaciôn constitucional de la negociaclôn colectiva, en Los trabajadores 
y la Constituciôn... cit., pags 251-252 . "No se nos oculta que la fôrmula 
constitucional empleada, no es univoca, que admite segundas lecturas. En 
concrete, existe el riesgo de que la expresiôn fuerza vinculante sufra una 
manipulaciôn Interpretativa, refiriéndola al deber de paz relative, esto es, 
estimar que la causa del convenio consiste en una relaciôn de cambio : majo­
res condiciones de trabajo por renuncia a las acciones directas durante la 
vigencia del convenio tendantes a modificar los contenldos acordados". Asi 
también en La negociaclôn colectiva.■. cit., pags 496-498.
103. Interpretaciôn que puede defenderse de la redacciôn del articulo 82.3 
del Ëstatuto de los trabajadores. Segûn éste, "mediante los convenlos co­
lectivos, los trabajadores y empresarios regulan las condiciones de trabajo 
y de productividad ; igualmente podrân regular la paz laboral a través de 
las obligaciones que se pacten". La diferente forma de expresiôn indica de 
manera Clara a mi juicio que el deber de paz no se sobreentiende como im­
plicite en el convenio colectivo y que las claûsulas de tregua han de pac- 
tarse expresamente. En este sentido se podria alegar también el articulo 85, 
sobre el contenido minimo del convenio y el articulo 86.3, en donde el Es- 
tatuto de los trabajadores diferencia entre "contenido" normative y "claû­
sulas" obligacionales, lo que lleva a pensar en la posible inexistencia de
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claûsulas de paz. En contra, M. ALONSO OLEA, El Ëstatuto de los trabajado- 
rea... cit., pag. 256, afirma el caràcter intrinseco al convenio del deber 
de paz, como se ha visto, y coherentemente, entiende que lo que necesita 
pacto express es la no existencia del pacto de paz (pag. 266).
104. Cfr. F. VALDES, La negociaclôn colectiva... cit., pag. 496 ; F. DURAN, 
Contenido de la negociaclôn... cit., pags 264-265.
105. L.E. DE LA VILLA, Algunas reflexlones.■. cit., pag 101, "sin perjuicio 
de las repercusiones internas y estatutarias situables en la relaciôn sin- 
dicato-sindicado".
106. L.E. DE LA VILLA, Algunas reflexlones... cit., pag. 103 ; "En la praxis 
estas limitaciones son sin duda las mâs frecuentes y las mâs operatives, 
aparté de ser perfectamente légitimas..."
107. Cfr. L.E. DE LA VILLA, Algunas reflexlones... cit., pags 117-118, sobre 
algunos aspectoB sobre los que podia versar la negociaclôn colectiva, como 
cauce ôptimo para conseguir una "canalizaciôn" del ejercicio del derecho de 
huelga. Sin embargo, algunos autores, como M. ALONSO GARCIA, Curso... cit., 
pags 225-226, advierten contra la "deslegallzaclôn" de las materias someti- 
das a expresa réserva legal en la Constituciôn mediante la via de la nego- 
ciaciôn colectiva. Esta misma opiniôn es sustentada por J.A. SAGARDOY, La 
eficacia de los convenlos... cit. pags 62-64, en el sentido de que, sobre la 
base del articulo 85.1 del Ëstatuto de los trabajadores, "los convenlos co­
lectivos no pueden regular lo que por la Constituciôn estâ reservado a la 
ley, ni aquellas materias que por disposiciôn legal se regulen de modo inde- 
rogable"... "En estos casos ha de entenderse que los convenlos colectivos 
tlenen una funciôn complementaria de la ley si existe, y si no interpretado- 
ra - en un sentido ampliatorlo - de la Cpnstituciôn". Cabe pues, para este 
ûltimo autor, la regulaciôn négociai del ejercicio del derecho de huelga, 
siepre que se respete su contenido esencial y se amplie la protecciôn cons­
titucional.
108. H. SINAY, La neutralisation du droit de grève ? , "Droit social" n® 3, 
1980, pags 251-252.
109. L.E. DE LA VILLA, Algunas reflexlones... cit., pag. 118.
110. 0 DRAGUE, Des quelques aspects juridiques actuels des conflits collec­
tifs , "Droit social" n® 3, 1980, pag. 271 ; H. SINAY, La neutralisation... 
cit., pag. 252.
111. Cfr. J. LEGUINA VILLA; La responsabilidad civil de la Adminlstraciôn 
pûbllca. Ed. Tecnos, Madrid, 1970, pag. 127 ; A. BORRELL MACIA, Responsabi-
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lldades derivadas de culpa extracontractual civil, Ed. Bosch, Barcelona,
1958, pags 74-85 y 115-141 ; J. SANTOS BRIZ, La responsabilidad civil. Dere­
cho sustantivo y derecho procesal, Ed. Montecorvo, Madrid, 1977, pags 23-297 
y 357-389 ; A. DE COSSIO, La causalidad en la responsabilidad civil : Estu­
dio del Derecho espaRol, "A.D.C.", 1966, fase III, pags 527-554.
112. Tribunal de Grande Instance de Nantes, 28.3.79. Cfr. H. SINAY, La neu­
tralisation. .. cit., pags 252-253. Menos alambicadamente, el Tribunal de 
Grande Instance de Le Mans, en su decision de 6 de marzo de 1979, fundamenta 
esta responsabilidad en la organizaciôn de la huelga por el sindicato : "to­
da huelga lllcita... supone la responsabilidad de sus organizadores... res­
ponsabilidad del sindicato que haya sido su instigador y organizador y que 
haya tenido una participaciôn activa en la dlsminuciôn del rendimlneto que 
ha ocasionado el daîlo" (ibld. pags 260).
113. Hay sentenclas, en efecto, en Francia, segûn las cuales, pese a la par­
ticipaciôn activa de dos personas en la huelga, lo que es constitutive de 
falta disclplinaria, esta no se asimila al daHo, por no haber tenido tal in­
cidences, de forma que "sin su intervenciôn, la huelga habrla seguido de to- 
das formas, en razôn de la irrevocable determinaciôn de los huelguistas".
Cfr. sentencia de 2 de febrero de 1978, del Tribunal de Grande Instance de 
Nanterre. En H. SINAY, La neutralisation... cit., pag. 252.
114. J.E. SERRANO MARTINEZ, El convenio colectivo de franja... cit., pags 205-
206.
115. J.E. SERRANO MARTINEZ, El convenio colectivo de franja... cit., pags 207.
116. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pags 229-230.
117. F. DURAN, El derecho’de huelga. cit., pag,. 61.
118. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit. , pag. 230.
119. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit. , pags 230-231
120. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit.. pags 229-230
121. Cfr. Cap. 2 de la tesis.
122. AsI, en el articulo 6 los partidos politicos se definen como "instrumen­
te fundamental para la participaciôn polîtica" ; los sindicatos de trabaja-
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dores y las asociaciones empresarlalee "contribuyen a la defensa y promociôn 
de los intereses econômicos y sociales que les son propios”, en la formula- 
ciôn del articulo 7 ; el articulo 51 habla de los "légitimes intereses eco­
nômicos" de los consumldores y usuarios, sin duda apllcable a las organiza- 
clones en defensa de los consumldores ; el articulo 52 en paralelo con el 
articulo 7, afirma que las organlzaclones profeslonales "contribuyen a la 
defensa de los intereses econômicos que les sean propios". Se trata de una 
division de funciones que en ocasiones aparece rigidamente jerarquizada, 
como en el articulo 127.1, segûn el cual los Jueces y Hagistrados asi como 
los Fiscales en active, no podrân pertenecer a partidos politicos o sindi­
catos pero si a las asociaciones profesionales que la Ley establezca.
123. El articulo 59 de la Constituciôn portuguesa en su pârrafo segundo, es­
tablece que "compete a los trabajadores définir el âmblto de los intereses 
a defender a través de la huelga, no pudlendo la Ley limiter este âmbito".
124. F. DURAN, El derecho de huelga... cit., pag. 61.
125. Al ser objeto de enmlenda por Allanza Popular, pudo ser debatldo en el 
pleno del Congreso ; en la expllcaclôn de voto céda Grupo parlamentarlo ex- 
presô su parecer sobre el tema : En este "concurso de interpretaciôn autén- 
tlca" como seRalô en su intervenciôn el diputado comunlsta SOLE-TURA, resaltô 
sin duda la efectuada por el diputado de UCD, HERRERO Y RODRIGUEZ DE MlWON 
quien reduce el poseslvo "sus" a los intereses netamente propios,peculiares 
y partlculares de los trabajadores : los intereses econômicos y profesiona­
les, engarzando el articulo 7 con el articulo 28 y afirma taxatlvamente que 
la huelga es una derivaclôn del prlnclplo de la libertad sindical y estâ 
afectada a un fin, a "la defensa de Intereses propios econômicos y profeslo­
nales". El diputado PECES-BARBA MARTINEZ se opuso por su grupo, el PSOE, a 
"cualquier interpretaciôn extravagante" del hoy articulo 28.2, que remite al 
Tribunal Constitucional, pero sin duda quien mejor defendlô la Irrelevancia 
de cualquier tipo de explicitaciôn de la voluntad del legislador fue SOLE- 
TURA, por el PCE, al afirmar que los comunlstas interpretaban el articulo ci- 
tado en un sentido literal, "es decir, el articulo 26 dice exactamente lo que 
dice y no dice nada mâs", sin perjuicio de lo cual hubo de afirmar que no en- 
tendemos los Intereses de los trabajadores desde un punto de vlsta estrlcta­
mente corporatlvo-econômlco, slno en todo lo que les pueda afectar : y, en 
consecuencia, el derecho de huelga tendrâ la latltud misma de este concepto 
de Interés". (Cfr. DS del congreso de los Diputados, 11 de julio de 1978, 
num. 107). En el debate en el Senado volviô a abordarse el tema, aunque fun­
damentalmente centrado en la admlsibilldad o no de la huelga politica sub­
versive, rechazando "el modelo polivalente, o huelga politisa" el senador de 
UCD Sr. ROYO-VILLANOVA y PAYA, con cita expresa del profesor A. MARTIN VAL­
VERDE, siendo contestado por el senador de su propio grupo, Sr. PEREZ PUGA, 
sobre la base de los argumehtos expresados por HERRERO Y RODRIGUEZ DE MlfîON 
en el Congreso. (Cfr. DS del Senado, Comisiôn de Constituciôn, num. 45.)
Sobre el tema, vid. in extenso A. MONTOYA MELGAR, Sindicatos, convenios y 
conflictos... cit., pags 181-194 ; también, J. VIDA SORIA, Genesis de las 
normes laborales en la Constituciôn espaflola de 1978, en Estudios.. . cit., 
pags 253-255.
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126. Me reflero, naturalmente, al debate doctrinal sobre el tema, que a ml 
juicio résulta bastante mâs interesante que el desarrollado en las sedes del 
Parlamento. En éstas, sin embargo, si se aludiô al tema. Asi, el diputado 
socialista SAAVEDRA ACEVEDO cito como ejemplos de la bondad de las huelgas 
politicas los sucesos de mayo de 1966 y las huelgas espafiolas contra el pro­
cess de Burgos, en 1970. En general, sin embargo, la discusion parlamentaria 
sobre este punto se recondujo a la definiciôn del termine "intereses". Cfr.
A. MONTOYA, Sindicatos, convenios y conflictos... cit. pags 191-192 y 194-196.
127. J. RIVERO LAMAS, Democracia pluraliste y autonomia sindical. (Actividad 
politica de los sindicatos y Constituciôn), en Estudios... cit., pag. 204.
Vid. también Los sindicatos y la acciôn sindical... cit., pag. 148.
128. J. RIVERO, Los sindicatos y la acciôn sindical... cit., pag. 125 ; Demo­
cracia pluraliste... cit., pag. 206.
129. J. RIVERO, Los sindicatos y la acciôn sindical... cit., pag. 148. Se tra­
ta de que no se procéda al "salto ontolôgico" que supondria convertir a los 
trabajadores en seres especiales,diferenciados esencialmente del resto de los 
ciudadanos. Asi, en J.A. SAGARDOY, Las relaciones laborales... cit.,pag. 121, 
con cita de M. ALONSO OLEA.
130. Cfr. STS de 4 de abrll de 1978 (Ar. 1356)
131. J.A. SAGARDOY, Las relaciones laborales... cit., pag. 121.
132. C. PALOMEQUE,El sindicato como sujeto politico... cit., pags 565-566.
133. Una reflexiôn sobre este tema en la Constituciôn en J. APARICIO / A. BAY- 
LOS , Sindicaciôn, huelga... cit.
134. Cfr. F. DURAN, El papel del sindicato...cit., pags 163-165 ; G. GARCIA 
BECEDAS, Apuntes para unanâlisia... cit. pag. 49 ; C. PALOMEQUE, El sindicato 
como sujeto politico, cit., pags 460-566.
135. C. PALOMEQUE, El sindicato como sujeto politico... cit., pags 566-570.
136- C. PALOMEQUE, El sindicato como sujeto politico... cit., pags 570-575.
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137. F. DURAN, El derecho de huelga... cit., pag. 61 ; A. MARTIN VALVERDE,
El derecho de huelga... cit. pags 231-232 ; C. PALOMEQUE, El sindicato como 
sujeto politico... cit., pag 564 ; M. RODRIGUEZ PifiERO, A. MARTIN VALVERDE,
F. DURAN LOPEZ, La regulaciôn del derecho de huelga y au problemâticai Fun- 
daciôn F. Ebert, Sevilla, Mayo 1979, pags 5-6.
138. M. RODRIGUEZ PINERO, El principio de igualdad... cit., pag. 407 : "No 
se puede decir que la igualdad sustancial sea un mero compleraento de la
igualdad formai, sino mâs bien exactamente lo contrario, en el sentido de
que la igualdad aludida en el titulo preliminar es una igualdad referida 
predominantemente a situaciones de hecho, se trata de una igualdad efectiva 
y real y no meramente formai ; de ahi que el articulo 9.2 sirva como crite- 
rio de interpretaciôn de la propia igualdad formai, en su visiôn valorativa
de Igualdad de trato. La linea de tendencia tiene que dirigirse a admitir
cada ver mâs diferencias de trato que creen privilegios de personas o gru- 
pos".
139. F. DURAN, El papel del sindicato... cit., pags 161-162.
140. J.E. SERRANO MARTINEZ, El convenio colectivo de franja... cit., pag. 207.
141. F. DURAN LOPEZ, El papel del sindicato... cit., pag. 169.
142. A la que se hacen numeroaas referencias. Asi, W. DAUBLER, La huelga en 
la Constituciôn... cit., pag. 86 ; J. RAMIREZ, Huelga y cierre patronal...
! cit., pag. 456 ; J.A. SAGARDOY, Las relaciones laborales... cit., pag. 115 ;
I  F. SUAREZ, El derecho del trabajo... cit., pag. 205. L.E. DE LA VILLA, Ma-
teriales para el estudio... cit., pags 216-217 y 221-224 recoge fragmentes 
i de las sentenclas n® 1 y 290 de 1974 de la Corte Constitucional italiana.
Por el contrario, la histôrica sentencia de MORTATI n® 123, de 1962, en la 
que se establecia la posibilidad de que se beneficiaran de la tutela consti­
tucional las huelgas de presiôn sobre los poderes pûblicos para obtener me- 
didas que incidieran de modo directe sobre el sector del trabajo, no se pue- 
I de consulter en castellano. La evoluciôn Jurisprudencial italiana sobre esta
j  cuestiôn ha permanecido idéntica en lo fundamental, aunque la definiciôn del
] contenido de la huelga "econômica" se haya ampliado y acabe por comprender
"todos los aspectos de disciplina y de desarrollo de la relaciôn de trabajo". 
Cfr. sentencia de la Sala Pénal de la Casaciôn de 30 de enero de 1979, en 
' "I diritti dei lavoratori", n® 39-40 (1979-1980), pags 42-44.
i
143. Vid. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pags 231-232.
j
I 144. J. RAMIREZ, Huelga y cierre patronal... cit., pags 456-459.
145. J. RAMIREZ, Huelga y cierre patronal... cit., pag. 456. Una interpréta-
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ciôn sugestiva, pero diferente de la aqu£ mantenida, en G. BARREIRO, La 
huelga, el cierre patronal... cit., pags 91-97.
146. A. MARTIN VALVERDE, Huelga laboral y huelga politica... cit., pag. 85.
Asi también con expresa transcripciôn del anterior, J.A. SAGARDOY, Las rela­
ciones laborales... cit., page 120-121.
147. A, MARTIN VALVERDE, Huelga laboral y huelga politica... cit., pag. 85.
148. Asi, en el Proyecto de Ley Orgénica del Côdigo Penal, B.C.G. n® 108-1 de 
17 de Enero de 1980, aparecen algunos artlculos que tendrian especial inci- 
dencia en el tema tratado. Asi, el articulo 540, sobre el delito de atentado 
segûn el cual se comete éste por quienes, sin alzarse pûblicamente, emplearen 
fuerza o intimidaciôn para alguno de los fines seRalados en los delitos de 
rebelion o sediciôn, que se pueden sustanciar, segûn se desprende de los ar­
ticules 523 y 528 del mismo, en : Destituir al Rey o al Regente o miembros 
de la Regencia u obligarles a ejecutar un acto contrario a su voluntad ; im- 
pedir la libre celebraciôn de elecciones para el Congreso de los Diputados o 
el Senado, o la reunidn légitima de los mismos ; disolver el Congreso o el 
Senado, o impedir que deliberen, o arrancarles alguna resoluciôn ; despojar 
a los Ministros de sus facultades o impedirles o coartarles su libre ejerci­
cio ; impedir la promulgaciôn o la ejecuciôn de las leyes o la libre cele­
braciôn de las elecciones populares en alguna Comunidad Autonome, Provincia, 
circunscripciôn o distrito electoral ; impedir la Asamblea legislative o 
Consejo de Gobierno de una Comunidad Autônoma o a cualquier Autoridad, Cor- 
poraciôn oficial o funcionario pûblico, el libre ejercicio de sus funciones
o el cumplimiento de sus acuerdos, provldencias administrativas o judlciales.
Por otra parte, el articulo 512 del mismo Proyecto de Ley establece un 
delito "contra la forma politica del Estado espanol", segûn el cual el que 
ejecutare actos directamente encaminados a cambiar por la fuerza o fuera de 
las vias légales la forma politica del Estado espanol establecida por la 
Constituciôn, a sustituir por otro el Gobierno de la Naciôn o a despojar en 
todo o en parte al Rey, a la Regencia, a las Cortes Generates o a los Orga- 
noB de las Comunidades Autônomas de sus prerrogativas y facultades, serâ 
castigado con la pena de prisiôn de ocho a quince anos si fuera promovedor 
y con la de prisiôn de 3 a 5 aRos en los demâs casos.
Segûn el Proyecto de Ley de Seguridad ciudadana, B.O.C. n® 73, de 21 de 
septiembre de 1979, bajo el Estado de excepciôn la Autoridad gubernativa po- 
drâ prohibir, cuando lo considéré oportuno, los paros colectivos ilegales, y 
cabe procéder a la movilizaciôn de los huelguistas. En este mismo Proyecto 
se preveia la posibilidad de suspender individualmente derechos ciudadanos a 
aquellas personae que "pretendan el corte o paralizaciôn de los servicios 
pûblicos esenciales para la comunidad, sin perjuicio de lo que disponga la 
legislaciôn sobre el derecho de huelga" (art. 53), si bien ello habfa de ser 
cometido por "personas integradas o relacionadas con bandas o grupos organi- 
zados y armados". De ahi que la participaciôn, bajo estos presupuestos, en 
una huelga de servicios esenciales, se definiera como "terrorista". Sin em­
bargo, y como es sabido, el Proyecto de Ley Orgânica de Seguridad Ciudadana 
se desdoblô, tras el dictamen de la comisiôn, en cuatro proyectos de Ley, de
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los que sôlo fue tramitado el referente a la Ley Orgânica sobre los supues- 
tos prevlstos en el articulo 55.2 de la Constituciôn, del cual resultô eli- 
Riinada toda menciôn a la "huelga terrorista". Cfr. el Dictamen de la Comi­
siôn y texto del Proyecto de Ley Orgânica citada en B.O.C. num. 73-11, de 
27 de octubre de 1980. Un interesante comentario al proceso de discusiôn 
parlamentaria que posibilitô que la izquierda parlamentaria votara afirma- 
tivamente la Ley, en M. SACRISTAN LUZON, Seguridad Ciudadana, "Mientras 
tanto" n® 6 (1981), pags 9-11.
149. Segûn la conocida tesis de la paridad de armas germana. Cfr. K. ADOMEIT, 
Cierre patronal frente a los trabajadores en huelga en el derecho alemân, 
"CDT" n® 0 (1974), pags 88-89. Entre nosotros, mantiene esta tesis G. Dlè- 
GUEZ CUERVO, Apuntes sobre el derecho al "lock-out", "RPS" n® 121 (1979), 
pags 152-154 y Para una juridificaciôn del lock-out, en Estudios... cit., 
pags 295-304. En este ûltimo trabajo, el profesor mencionado defiende la 
existencia de dos tipos de cierre : El "normal"; como medida colectiva 
frente a la huelga y el cierre por fuerza mayor, en los casos de otras mo- 
dalidades de lucha colectiva que no se reconduzcan a aquél. En el primer < 
caso, el cierre, obviaraente, no se acompaHarâ de despidos, mientras.que en 
el seguhdo cabrla aplicar las oportunas sanciones disciplinarias. Ambas me- 
didas le parecen indispensables ante la "exorbitaciôn del derecho de huel­
ga" y ante la circunstancia de que en nuestro pals la Constituciôn reconozca 
dos derechos de fuerza a los trabajadores frente a uno a los empresarios 
(Cfr. ibid, pags 303-304).
150. Vid. A. MARTIN VALVERDE, Regulaciôn de la huelga... cit. pags 90-93, 
sistema que responde a una visiôn del conflicto obrero como "Fisiologia" de 
las relaciones laborales. Es sumamente ilustrativa, a este respecte, la pe- 
riodizaciôn de la historia normative de la huelga en Espafla que realiza en 
la pag. 93, distinguiendo entre huelga-libertad y huelga-incumplimiento 
contractual, en relaciôn con la esquematizaciôn dalamandreiana.
151. F. RODRIGUEZ SARuDO, El cierre patronal, en Sindicatos y relaciones... 
cit., pag. 138 afirma que el cierre es respuesta a comportamientos que pre- 
ceden a la huelga o que lo son en alguna de sus posibles variantes. De ahi 
que afirme que "el reconocimiento de la facultad de cierre se coloca en el 
piano de los instrumentos restrictivos al ejercicio del derecho de huelga". 
La vinculaciôn del cierre al conflicto colectivo aparece clara en la ju- 
risprudencia de nuestros tribunales. Cfr. S. GONZALEZ ORTEGA, Suspensiôn 
empresarial de actividades por razones econômicas o técnicas y cierre pa- 
tronal "RPS" n® 124, (1979), pags 269-278, en comentario a la STCT de 21 de 
diciembre de 1978, (Ar. 7408)
152. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pags 239-240.
153. CAMPS / RAMIREZ / SALA, Fundamentos... cit., pag. 251.
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154. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 239.
155. Cuando ademSs el campo de juego del empleador en el conflicto es muy am-
plio. Piénsese, con W. DAUBLER, La huelga en la Constituciôn... cit., pags 
91-92 que, sin recurrir a medidas extraordinarias, la simple actitud pasiva 
del empleador de interrumpir el pago de los salaries durante la huelga ejer-
ce una considerable presiôn sobre los trabajadores ; ello sin perjuicio de
la posible recuperaciôn - total o partial - de las horas perdidas por la 
huelga, o las armas que el empleador posee de cara a los precios y el mer- 
cado, o las mâs drâsticas y terribles de la puniciôn de no invertir en la 
empresa conflictiva o la dislocation productive... En el mismo sentido,
F. RODRIGUEZ SaRudO, El cierre patronal... cit., pag. 146 : "Una admisiôn 
amplia de la facultad de cierre vuelve a colocar a las partes en una situa- 
ciôn de desigualdad similar a la de origen" y A. MARTIN VALVERDE, El derecho 
de huelga... cit., pag. 239.
156. No me parecen convincentes las razones que alega G. DIEGUEZ, Para una 
juridificaciôn... cit., pag. 299, respecte a la menciôn constitucional del 
derecho de huelga. Para dicho autor, la explication hay que buscarla en que 
éste ha sido vulnerado por el régimen anterior y no se confia en el derecho 
comûn para restablecerlo. Si ello podria explicar el tema en Francia o en 
Italia - o en Portugal - , no parece sin embargo correcto contraponerlo a 
la Constituciôn de la RFA que, como se seRala, no incluye explicitamente el 
derecho de huelga. En efecto, el nazismo no se caractérisé precisamente por 
un escrupuloso respeto del derecho de huelga. El por qué habria que buscarlo 
posiblemente en lo que el mismo DIEGUEZ cal ifica como "las circunstancias 
del momento" que, si en Francia y en Italia (1946 y 1948) fueron "favorables 
a una mise en scène del movimiento obrero, por lo demâs fuerteraente ideolo- 
gizado" y a que "no se procediese del mismo modo con el lock-out", no con- 
currieron desde luego en un tiempo (1949) y un pais ocupado militarmente - 
quizâ mejor tutelado - por las "grandes potencies" occidentales en un clima 
ya de abierta guerra fria, y en donde la composiciôn socio-politica diferia 
notablemente.
157. G. GIUGNI, Diritto sindacale... cit., pag. 236.
158. F. DURAN, El derecho de huelga—  cit., pag. 62.
159. Cfr. M. ALONSO OLEA, El Ëstatuto de los trabajadores... cit., pags 152 y 
304.
160. Recogidos en Ëstatuto de los trabajadores. Trabajos parlamentarios 
(2 vols.). Ed. Cortes Generates, Serv. Estudios y publicaciones, Madrid, 
1981.
161. S. GONZALEZ ORTEGA, Suspension empresarial de actividades... cit..
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pags 275-276.
162. F. SUAREZ, El proyecto de Ley... cit., pag. 134.
163. L. CAMPS, J. RAMIREZ, T. SALA, Fundamentos... cit., pags 252-253.
164. Con las consecuencias que ello tiene de atentado a la dignidad del tra­
bajador, violacion de los derechos inherentes a la valoracion de la profe- 
sionalidad y acto impeditorio del ejercicio de los derechos sindicales que 
exigen la actuacion real en el proceso productive o incluso, como derivaclôn 
del derecho al trabajo constitucionalmente declarado. Cfr. J. MATIA PRIM, 
Conslderaciones sobre el derecho a la ocupaciôn efectiva, en "Lecciones..." 
cit., pags 135-138.
165. Cfr. L. CAMPS, J. RAMIREZ, T. SALA, Fundamentos... cit., pag. 253. Se 
trata ademâs de una caracterlstica que interesa el concepto del cierre em­
presarial. Asi, vid. M. ALONSO GARCIA, La huelga y el cierre... cit.,
pags 85 y 87 : "El cierre patronal no establece criterio alguno de discrimi- 
naciôn entre los trabajadores afectados. En cuanto la huelga se muestra 
como el ejercicio de un derecho individual pese a la decisiôn del sindicato, 
alguno o algunos trabajadores pueden optar por el no ejercicio del menciona­
do derecho. Esta opciôn no es posible, al menos en la prâctica, en el su- 
puesto del cierre patronal. La cesaciôn del trabajo comprende, en esta figu­
ra, a todos los trabajadores de la empresa o empresas afectadas por la deci­
siôn empresarial".
166. S. GONZALEZ ORTEGA, Suspension empresarial de actividades... cit., 
pags 272-273.
167. De lo contrario, existirla una gran cantidad de verdaderos cierres pa­
tronales disfrazados de suspensiôn por supuesta imposibilidad de prestacién 
del trabajo. Cfr. S. GONZALEZ ORTEGA, Suspensiôn empresarial de activida­
des. .. cit., pag. 275.
168. J.A. SAGARDOY, Las relaciones laborales... cit., pag. 118. Sobre las vi- 
cisitudes del tema en el Proyecto del Ëstatuto de los trabajadores, vid., 
del mismo autor, Ëstatuto de los trabajadores en Espana, "R.I.T." vol. 100, 
n. 1 (1981), pags 73-75.
169. J.A. SAGARDOY, Las relaciones laborales... cit., pag. 118.
170. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 237 ; J.M. RAMI­
REZ, Huelga y cierre patronal... cit., pags 465-466 ;J.A. SAGARDOY, Las re- 
laciones laborales... cit., pag. 118 ; L.E. DE LA VILLA, Algunas reflexio-
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nés... cit., pag. 101.
171. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 238.
172. Que A. MONTOYA, Ejercicio y garantie... cit. pag. 334, relaciona con el 
derecho al trabajo, con lo que "las negatives patronales a dar al trabajador 
ocupaciôn efectiva no sôlo serian ilegales sino también inconstitucionales".
173. J.M. RAMIREZ, Huelga y cierre patronal... cit., pag. 465 ; F. SUAREZ, El 
derecho del trabajo... cit., pag. 227.
174. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pags 239-240 ; J.M. 
RAMIREZ, Huelga y cierre patronal... cit., pag. 465.
175. F. SUAREZ, El derecho del trabajo... cit., pag. 208 y El proyecto de 
Ley... cit., pags. 134-135.
176. F. SUAREZ, El proyecto de Ley... cit., pag.135. Y en, del mismo autor.
Las nuevas relaciones laborales y la Ley del ëstatuto de los trabajadores.
Circule de Empresarios-Pirémide, Madrid, 1980, pags. 69-70.
177. F. SUAREZ, El Proyecto de Ley... cit., pag. 136.
178. F. SUAREZ, El Proyecto de Ley... cit., pag. 136, afirma en efecto que
para la huelga laboral la ley puede establecer limitaciones y debe incluir 
las garantias précisas para asegurar el funcionamiento de los servicios 
esenciales de la comunidad. Y en El Derecho del trabajo... cit., pag. 208, 
que "las limitaciones caben sôlo respecte de la huelga especificamente labo­
ral del art. 37.2, en tanto que el derecho de huelga a que se refiere el ar­
ticule 28.2 es un derecho que el legislador constitucional ha querido confi- 
gurar como iliroitado".
179. Para lo cual nos remitimos a A. MONTOYA, Sindicatos, convenios y con­
flictos. .. cit., pags 187 y ss.
180. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 236.
181. En efecto, el boicot se trata de una forma de lucha no muy empleada en 
la prâtica sindical espaRola, pero de ninguna manera inexistante. Asi, a 
titulo de ejemplo, se ha utilizado por la UGT-Madrid ante el aumento de ta­
rifas de transportes (julio de 1980), ha sido preconizado por la CNT frente 
a "Coca Cola, inc." ; en el sector del comercio y grandes almacenes suele
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ser una medida relativamente frecuente.
Bespecto de otras formas de lucha manifiestamente ilicitas, como el sa- 
botaje, la Jurisprudencia sobre amnistia ha tenido ocasiôn de pronunciarse. 
Asi el TCT, en sentenclas de 17 de mayo (ar. 2914) y de 17 de octubre de 
1978 (ar. 5283) entiende que no puede beneficiarse de los beneficios de la 
amnistia, con independencia del môvil que los Impulse, quien realice "dano 
o deterioro en la maquinaria, productos, etc. para perjudicar a los patro- 
nos", acto que desde luego no supone el ejercicio de derechos reconocidos 
en normas o convenios internacionales vigentes.
182. Cfr. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 236. La ob- 
sesiân del legislador por los piquetes se desprendia claramente de los tex- 
tOB del Côdigo Penal y del Decreto-Ley de Seguridad Ciudadana. En el AMI, 
las claûsulas de no violencia tienen casi seguramente como objetivo priori-
tario la prohibiciôn de la ocupaciôn de fâbricas y la restricciôn de los pi­
quetes de extensiôn de la huelga.
183. P. DURAN, El derecho de huelga.., cit., pag. 62.
184. W. DAUBLER, La huelga en la Constituciôn... cit., pag. 91-92.
185. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 234.
186. Cfr. M. ALONSO OLEA, El Ëstatuto de los trabajadores... cit., pags 151-
152.
187. Asi, L.E. DE LA VILLA, Algunas reflexlones—  cit., pags 108-109, con 
matizaciones : "Si bien nadie pretenderia juiciosamente que durante la huel­
ga el trabajador percibiera su salarie - pues ello significaria una distor- 
siôn del derecho y, a la vez, una ruptura del equilibrio contractual - si 
puede establecerse que los dlas de duraciôn de la huelga no tengan efectos 
perjudiciales en el derecho a antigUedad en la empresa, o en todos aquéllos 
otros en los que los beneficios concrètes (percepciones econômicas, descan- 
sos, etc) se relacionen con un "perlodo de espera" o "de calificaciôn". En 
este sentido, la ley deberia especificar claramente que la participaciôn en 
una huelga legal no altera el esqueraa contractual sino en lo que hace refe­
renda a la percepciôn del salario". Vid. también A. OJEDA AVILES, Derecho 
sindical... cit.,pags. 325.
En cualquier caso, la régla general es el descuento proporcional al 
tiempo de huelga de todas las percepciones econômicas de los trabajadores 
por la prestaciôn de sus servicios, sin mâs excepciones que las cantidades 
recogidas en el articulo 3® del Decreto de Ordenaciôn del salario de 17 de 
noviembre de 1973. Asi, sobre un caso en el que se ventilaba no descontar 
dos pagas extraordinarias recogidas en convenio, vid. STCT 14 de agosto de 
1978 (ar. 4598). Como argumente adicional se baraja que dichas gratificacio- 
nes se harian efectivas "en proporciôn al tiempo trabajado en la empresa".
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Respecte a la justificaciôn jurisprudencial de la suspensiôn del contra­
to de trabajo y consiguiente exoneraciôn del cumplimiento de la obligaciôn 
de pago, vid. STCT 14 de diciembre de 1977 (ar. 6473), que afirma "la impro- 
cedencia de la reclamaciôn salarial que por tal periodo se formula, toda 
vez, dado el caràcter reciproco de la relaciôn jurldico-laboral, la presta­
ciôn bâsica del empresario, consistante en el pago de salaries, no puede ser 
exigible cuando el trabajador no haya rendido la jornada laboral, salvo su- 
puestos excepcionales, distintos al que ahora se contempla, cual puede ser 
el previsto en el art. 47 de la LCT, en el que la inactividad del trabajador 
se produce por causas imputables al propio empresario". En idéntico sentido, 
cfr. STCT 26 de octubre 1978 (ar. 5619) ; "por ser reciprocas las obligacio­
nes derivadas del vinculo laboral, la bâsica que corresponde al empresario, 
consistante en el pago de salaries, no es exigible cuando el trabajador no 
haya rendido su trabajo." El tema doctrinalmente mâs interesante es el de 
contraster la régla de la proporcionalidad y equivalencia entre trabajo y 
salario con determinadas modalidades de huelga como las intermitentes, de 
rendimiento, rotatorias, neurâlgicas y partiales. Sobre el tema. A. OJEDA 
AVILES, Derecho sindical... cit., pags 326-327.
188. Cfr. las atinadas observaciones de W. DAUBLER, La huelga en la Constitu­
ciôn ... cit., pag. 91.
189. Asi, en la huelga de funcionarios de comienzos de 1980 por la subida 
salarial y la consecuciôn de derechos sindicales tipicos, entre ellos la ne- 
gociaciôn colectiva. Existen acuerdos que pusieron fin a la huelga mediante 
la renuncia a descontar los dias de paro.
190. Tanto en el sentido expuesto por DE LA VILLA, infra, nota 180., como en 
el de pactar la percepciôn de algûn porcentaje del salario. La renuncia com­
pléta del empleador a su derecho de omitir el salario hace, para A. OJEDA 
AVILES, Derecho sindical... cit., pag. 326, que la huelga se convierta en 
un supuesto de interrupciôn del contrato. Se trata de un dato mâs para afir­
mar, con J . MATIA PRIM, Descanso semanal y anual. Permises, en "Diecisiete 
lecciones sobre la Ley de Relaciones Laborales", Facultad de Derecho-Complu- 
tense, Madrid, 1977, pags, 308-312, que la diferencia entre interrupciôn y 
suspensiôn cada dia posee un menor rigor conceptual. Existen, en la funciôn 
pûblica, acuerdos sobre este punto interesantes. Asi,las normas provisiona- 
les reguladoras en materia de huelga del personal no docente en régimen ad­
ministrative de la Universldad complutense de Madrid, (junio 1980), estable- 
cen, en su punto 3 que "la modulaciôn de la retenciôn de haberes se négo­
ciera entre la Gerencia General y el Comité de Huelga en atenciôn a las cir­
cunstancias que concurran en cada caso". Los ordenamientos comparados cono- 
cen también esta figura de pago parcial de las jornadas no trabajadas, aun­
que, obviamente, no constituye la régla general. Asi, para Francia, cfr.
H. SINAY y J.C. JAVILLIER, La Grève, Mise à jour 1979, Ed. Dalioz, Paris, 
1979, pag. 108.
191. La jurisprudencia de la Cour de Cassation légitimé estas prâcticas por 
entender que taies primas eran una "recompensa" y no una remuneraciôn, en
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contrapartida de la obligaciôn de asiduidad y no de la obligaciôn de traba­
jar. No obstante, parece una prâctica ya suprimida en Francia a raiz de la 
Ley de 17 de julio de 1978, que modifies el articulo L.521-1 del Côdigo del 
Trabajo, estableciendo la prohibiciôn de medidas discriminatorias "en mate­
ria de remuneraciones o de ventajas sociales" con ocasiôn del ejercicio del 
derecho de huelga. Sobre el tema, vid., criticamente, H. SINAY, La Grève, 
cit., pags 276-285 ; H. SINAY /J.C. JAVILLIER, La Grève, cit., pags.109- 
112 : también M. COHEN, Les entraves directes et indirectes à l'exercice 
du droit syndical et du droit de grève, "Droit Social", 1978, pag. 268 y 
H. SINAY, La neutralisation... cit., pags 252-254.
En Italia, las primas antihuelga se califican como "Tratamientos econô­
micos colectivos discriminatorios" y como taies son prohibidas por el arti­
culo 16 del Ëstatuto de los trabajadores. Sobre el tema, vid. E. TRIGGIANI, 
Trattamenti economici collettivi discriminator1, en Lo statuto dei lavora­
tori . Commentario (dirigido por G. GIUGNI), Ed. Giuffré, Milano,1979, 
pags 228-236.
192. Existen ya en EspaHa algunos convenios que incluyen claûsulas como las 
aludidas en el texto. Asi, el articule 14 del Convenio Colectivo de la Em­
presa "Kraft Leonesas, Sociedad Anônima”, (B.O.E. de 30 de enero de 1981) 
tras establecer un plus de asistencia de 5.893 pesetas mensuales, afirma 
que "en los casos de inasistencia por cualquier causa, exceptuando acciden­
tes de trabajo, vacaciones o cualquiera de los apartados incluidos en el ar­
ticula 28 del presents Convenio (licencias retribuidas) se deducirân men- 
Bualmente 1.000 pesetas cada uno de los dos primeros dlas de inasistencia y 
600 pesetas cada dia adicional hasta el total del plus de asistencia." Como 
se dice en el texto, parece clara la inaplicaciôn de esta claûsula a los su- 
puestos de huelga, por los motives alll enumerados.
193. Segûn el quai no se computarân como faltas de asistencia al trabajo las 
ausencias debidas a huelga legal por el tiempo de duraciôn de la misma. En 
el mismo sentido, en el AMI suscrito entre UGT y CEOE se acuerda no compu- 
tar a efectos de cuantificar el absentismo laboral "los supuestos de sus­
pensiôn del contrato de trabajo por causas legalmente establecidas".
194. Cfr.A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pags 240-241.
195. Asi, en Italia, a partir de la Sentencia n. 45 de la Corte Constitucio­
nal, de 9 de junio de 1965, interpretando el importante articulo 4 de la 
Constituciôn italiana.
196. J.A. SAGARDOY, Las relaciones laborales, cit., pag. 123.
197. Cfr. F. MANCINI, Il diritto al lavoro rivisitato, ahora en Costituzione 
e movimento operaio, cit., pag. 29. Entre nosotros, M.- ALARCON CARACUEL, De­
recho al trabajo... cit., pag. 25.
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198. Cfr. F. DURAN» Derecho de huelga y legalizaciôn... cit., pag. 153.
199. Asi, cfr. STCT 29 de junio de 1978 (ar, 4126) y 25 de noviembre de 1978 
(ar. 6525) ; S. de 24 de enero (ar. 362) 5 de febrero (ar. 679) y 3 de mayo 
(ar. 2781), todas ellas de 1979. Es interesante constatar, sin embargo, el 
cambio operado en la argumentaciôn de los tribunales al respecto. En efecto, 
en la STCT 3 de febrero de 1977 (ar. 539), representativa de la argumenta­
ciôn correspondiente a la vigencia del D-L de 22 de mayo de 1975» se justi­
fies lo preceptuado en el articulo 6.2 sobre la base de dos motivos ; La co­
munidad de relaciones personales que impone la conjunciôn de relaciones la­
borales entre empleados y empresa y "la libertad de los seres humanos» que, 
junto a la igualdad en dignidad y derechos» les obllga a comportarse frater- 
nalmente los unos con los otros" puesto que "entre los deberes que toda per­
sona tiene para con la comunidad estâ el de respetar el derecho y la liber­
tad de los demâs". Esta interpretaciôn impregnada de ideologla comunitaria, 
se transforma, en las sentenclas posteriores en una enunciaciôn absoluta 
del "reconocimiento y respeto de las libertades individuales y del derecho 
que todos tienen a la protecciôn de la ley contra la invasion y ataque de 
los demâs a sus derechos individuales" (asi, STCT 24 enero 1979, ar. 362), 
esto es, en una Interpretaciôn formalista de los principios de libertad y
de democracia sin conectar con los intereses précises que actuan los corres- 
pondientes derechos ylibertades reconocidos por el ordenamiento juridico.
200. J.A. SAGARDOY, Las relaciones laborales... cit., pag. 122.
201. J.A. SAGARDOY, Las relaciones laborales... cit. pag. 122. Cfr. también 
J.E. SERRANO MARTINEZ, El convenio colectivo de franja... cit., pags 203-
204.
202. Cfr. J. MATIA PRIM, Consideraciones sobre el derecho... cit., pags 135-
136.
203. Recuérdese el articulo 24 del Fuerp de los Espaholes : "Todos los espa- 
holes tienen derecho al trabajo y el deber de ocuparse en alguna actividad 
socialmente util". Y, en el articulo 25, "el trabajo, por su condiciôn esen­
cialmente humana, no puede ser relegado al concepto material de mercancla, 
ni ser objeto de transacclôn alguna inbompatible con la dignidad personal 
del que lo presta". Mâs ampulosa, la Declaraciôn 1 del Fuero del Trabajo en 
su punto 3 explicaba que "el derecho de trabajar es consecuencia del deber 
impuesto al hombre por Dios, para el cumplimiento de sus fines individuales 
y la prosperldad y grandezâ de la Patria", estableciendo en su punto 4 que 
el Estado "protegerâ con la fuerza de la Ley" al trabajo, "otorgândole las 
mâximas consideraciones y haciéndole compatible con el cumplimiento de los 
demâs fines individuales» familiares y sociales.", idea que réitéra en el 
punto 8 : "todos los espaholes tienen derecho al trabajo. La satisfacciôn de, 
este derecho es misiôn primordial del Estado".
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204. Articulo 1 de la Constituciôn italiana. En el articule 4, entre los 
principios fondamentales, se establece : "La Republics reconoce a todos los 
ciudadanos el derecho al trabajo y promueve las Condiciones que hagan efec- 
tivo este derecho.
Todo ciudadano tiene el deber de desarrollar, segûn las propias posibi- 
lldades y la propia elecciôn, una actividad o una funciôn que concurra al 
progreso material y espiritual de la sociedad".
205. Asi, M. ALARCON CARACUEL, Derecho al trabajo... cit., pags 26-33 ;
M.C. HEVUELTO MARTINEZ, El derecho al trabajo en la Constituciôn, en Estu­
dios sobre la Constituciôn... cit., pag. 147. A. MONTOYA MELGAR, Ejercicio 
y garantias... cit., pags 332-333, insiste en su carécger programético, de 
principio de politica social, de donde "hubiera encontrado mâs razonable 
ubicaciôn entre los principios rectores de la politics social y econômica". 
Sobre el tema, cfr. M. ALARCON, Derecho al trabajo... cit., pags 20-25 y
J. MATIA PRIM, Consideraciones sobre el derecho... cit., pags 135-136.
206. Asi, M. ALONSO OLEA, El Ëstatuto de los trabajadores... cit., pag. 35, 
quien, por otra parte, insiste en que es "mâs un principio que un derecho, 
que encuentra su complemento en el mandate a los poderes pûblicos de que 
realicen una politica orientada al pleno empleo".
207. Cfr. A. MONTOYA MELGAR, Ejercicio y garantias... cit., pag. 334, con
apoyo en la elaboraciôn doctrinal Italiana.
208. Cfr. M. ALONSO OLEA, El Ëstatuto de los trabajadores... cit., pag. 35. 
Asi, también, A. MONTOYA MELGAR, Ejercicio y garantias... cit., pag. 334.
209. Cfr. al respecto, con cierto escepticlsmo, J. MATIA PRIM, Consideracio-
nes sobre el derecho... cit., pags 135-137.
210. A. MONTOYA MELGAR. Ejercicio y garantias... cit., pag. 334.
211. A. MONTOYA MELGAR, Ejercicio y garantias... cit., pag. 334, meta que se
define como "preocupanteraente lejana".
212. Cfr. M.C. REVUELTO MARTINEZ, El derecho al trabajo..■ cit., pags 161-
167.
213. Sobre ello, cfr. la impecable elaboraciôn de J. MATIA, Consideraciones 
sobre el derecho... cit., in toto.
214. Vid. M. ALARCON, Derecho al trabajo... cit. pags 20-21.
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215. M. ALONSO GARCIA, La huelga y el cierre.■■ cit. pags 78-79.
216. Cfr. L. CAMPS / J. RAMIREZ / T. SALA, Fundamentos de Derecho sindical... 
cit., pags 27-30.
217. L. CAMPS / J. RAMIREZ / T. SALA, Fundamentos.■. cit., pag. 27. 0, por 
decirlo con palabras de T. TREU, Condotta antisindacale e atti discriminato- 
ri, Franco Angeli, ed. Milano, 1974, pag. 147 : "el ejercicio de la libertad 
sindical es funcional a là acciôn organizada de los trabajadores y la atri­
buciôn del derecho al trabajador en cuanto tal no se justifies (sôlo) por un 
interés personal del sujeto, sino mâs bien en realciôn a una configuraciôn 
del sindicato como organizaciôn de base democrâtica y voluntaria y, en con­
secuencia, por un interés de la misma organizaciôn como es delineada por el 
ordenamiento." En este sentido interprets el articulo 15 del Ëstatuto ita- 
liano, ibid, pags 136 y ss.
218. Cfr. T. TREU, Condotta antisindacale■ cit., pags 140-141 y 142-143.
219. M. ALONSO GARCIA, La huelga y el cierre.■. cit.,pag. 79.
220. T. TREU, Condotta antisindacale... cit., pag. 144.
221. A. MARTIN VALVERDE,El derecho de huelga... cit., pag. 251.
222. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga.. 
DE LA VILLA, Algunas reflexlones.■■ cit., pag.
cit.,
103.
pag. 250. También L.E.
223. Cfr. supra epigrafe 2.4, con las consideraciones que alll se hacen.
224. F. VALDES DAL-RE, Limites al derecho de huelga.■. cit., pags 38-39.
F. MANCINI, Dovere e liberté di lavorare, en Costituzione e movimento ope­
raio, cit., pag. 120, expresa al respecto un juicio especialmente duro : "la 
opiniôn segûn la cual quien rehusa tomar parte en la huelga, ejercita el de­
recho al trabajo, es no sôlo pollticamente indecente, sino insostenible en 
el piano juridico".
225. F. MANCINI, Dovere e liberté... cit., pags 121-122, como lo demuestra la 
propia etimologla de las palabras que, en los diferentes idiomas, deslgnan a 
quien actue de esa manera : Y, con mayor evidencia, la frecuencia de las 
formas de lucha que postulan l’a prestaciôn de trabajo no colaboraciôn, 
huelgas articuladas, a rovescio, etc.
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226. F. MANCINI, Dovere e liberté... cit., pag. 122 ; F. VALDES DAL-RE, Limi­
tes al derecho.■. cit., pag. 39 ; M. ALARCON CARACUEL, Derecho al trabajo... 
cit., pags 25-26.
227. F. MANCINI, Dovere e liberté... cit., pag. 123 ; F. DURAN LOPEZ, Derecho 
de huelga y legalizaciôn... cit., pag. 154.
228. F. MANCINI, Dovere e liberté... cit., pags 122-123. En idéntico sentido, 
F. DURAN, Derecho de huelga y legalizaciôn... cit., pag. 154, F. VALDES, Li­
mites al derecho de huelga... cit. pag. 39 ; M.C. REVUELTO MARTINEZ; El de­
recho al trabajo... cit., pags 168-169.
229. Asi, nitidamente, en la jurisprudencia francesa de los référés, ante la 
ocupaciôn de fâbricas. Vid.,sin perjuicio de lo que mâs adelante se dirâ,
H. CROISEZ La grève avec occupation des lieux de travail devant le juge des 
référés, "Droit social" n® 7-8 (1975), pag. 368.
230. Cfr. H. SINAY, La neutralisation—  cit., pag. 255.
231. Hipôtesis verdaderamente frecuente, no sôlo en EspaRa, sino en toda Eu­
rope occidental. La mayorla de las huelgas con ocupaciôn de lugares en Fran­
cia obedecen a la reivindicaciôn de preserver el empleo. Cfr. H. SINAY / 
J.C. JAVILLIER, La Grève... cit., pag. 71. Claro es que, en este caso, la 
huelga con ocupaciôn supone un atentado al derecho de propiedad. También, 
desde el punto de vista de sociologie de las huelgas, G.ADAM / J.D. REYNAUD, 
Conflits du travail et changement social. Puf, Paris, 1978, pags 295-349.
232. En este sentido, es significative la mâxima que preside la actuaciôn de 
los tribunales franceses, segûn la cual "el derecho de un sôlo trabajador a 
trabajar es tan respetable como el derecho de varios a hacer huelga". reco­
gida por M. CHOISEZ, La grève avec occupation... cit., pag. 370.
233. M. CHOISEZ, La grève avec occupation... cit., pag. 370.
234. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 250.
235. La soluciôn propugnada por M.C. REVUELTO MARTINEZ, El derecho al traba­
jo... cit., pag. 169, no me parece realists. Tras afirmar que "ni siquiera 
los que interpretan la libertad de trabajar con criterios de ilusionados de- 
cimonônicoB podrân apoyarse en la Constituciôn para atentar contra el ejerci­
cio del derecho de huelga tal y como es reconocido en ésta", concluye esta­
bleciendo que "corresponderâ a los poderes pûblicos arbitrar las medidas que 
impidan el boycot a este derecho, con lo que la actuaciôn de los piquetes 
serâ innecesaria, y, por consiguiente, también el pârrafo segundo del arti­
cule 496 del Côdigo Penal".
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236. De forma anâloga a la distinciôn, en la jurisprudencia italiana, entre 
"persuasiôn"y"amenaza". Sobre el tema, cfr. A. GAMBERINI, Violenza e con- 
flitto sociale. Alcune considerazloni in tema di liceità del c.d. pichettag- 
glo, "Rlv. Giur. Lav." n. 5 (1980), pags 209-220.
237. Agravado por el hecho de que quien formaba parte de los piquetes se es- 
timaba que participaba activamente en la huelga. Cfr. las sentenclas citadas 
en la nota (191). Ultimamente, STCT 13 febrero 1979 (ar. 916) y 23 de abri! 
del mismo aho (ar. 2446).
238. Se trata de una identificaciôn que aparece nitidamente en las sentenclas 
del TCT de 3 de febrero y 9 de marzo de 1979 (ar. 539 y 1.399, respective- 
mente), segûn las cuales libertad de trabajo y lealtad a la empresa suponen 
un continuum, de forma que atentar contra aquélla supone un comportamiento 
dealeal por parte de quien lo realice, Cfr. A, BAYLOS GRAU, Algunas constan­
tes jurisprudenciales sobre los malos tratos y las faltas graves de respeto 
como causa de despldo, "RPS" n® 116 (1977), pags 356-359. En la misma llnea, 
STCT de 19 de octubre de 1978 (ar, 5087), en el que la coacciôn a otros com- 
paheros para disminuir la producciôn (huelga de bajo rendimiento) constituye 
no sôlo malos tratos sino un "évidente acto de deslealtad a la empresa" por 
desconocer el deber de diligencia en el trabajo del articulo 60 LCT ; y la 
STCT de 3 de mayo de 1979 (ar. 2781), en la que se habla de coacciones repe- 
tidas a los compaPleros de trabajo "para que alteren la disciplina y el orden 
en la empresa y no rindan en el trabajo", refiriéndose a la actitud de quien 
llega a amenazar a sus compafieros para que se sumen a una huelga.
239. No son éstos, sin embargo, los casos tipicos sobre los que recae la in­
terpretaciôn de nuestros magistrados, lo que no quiere decir que no existah, 
como es obvlo. Desde la amenaza flsica con barras de hierro - o incluso el 
enfrentamlento fisico - hasta otras actuaciones que tienen, sobre todo en 
algunas zonas geogrâficas, un cierto arraigo (Y no sôlo respecto de los es- 
quiroles). Me estoy refiriendo en concret© a la costumbre de tirar pesetas
a los que no secundan la acciôn colectiva. Sobre el tema, aunque con vali­
dez tan solo histôrica, durante el franquismo, cfr. EQUIPOS DE BASE, Los pi­
quetes, instrumente de lucha, "Teorla y prâctica" n® 1 (1976), pags 60-63 
fundamentalmente, con ejemplos concretos de los diversos sectores.
240. Sobre el "interés de empresa", es de obligatoria consulta J.E. SERRANO 
MARTINEZ, El interés de empresa, tesis, en preparaciôn. Alll se pueden con­
sulter otros muchos ejemplos de esa mediaciôn del interés de empresa, no 
sôlo consagrada legalmente, sino también por la propia jurisprudencia, in­
cluso a través de terrenos tradicionalmente "neutros" como el derecho pro­
cesal. Asi,y a titulo ejemplificativo, véase la STCT de 7 de Julio de 1977 
(ar. 4026), sobre admisiôn de cintas magnetofônicas como medio de prueba 
documentai.
241. Asi, la S, de 12 de julio de 1977 (ar. 4159). No obstante, no se trata 
de una postura homogénea en la interpretaciôn del TCT, ni esta deflnitiva-
- 132 -
mente asentada. En efecto, se valora de diferente forma, segûn el tipo de 
empresa de que se trate, del nûmero de trabajadores que ésta tenga, del con­
tacte mâs o menos directe con el empresario, etc. Cfr. A. BAYLOS, La valo­
racion del comportamiento habituai del trabajador en el despido por malos 
tratos y faltas graves de respeto "BPS" n® 119 (1978), pags 243-249.Mantiene 
sin embargo la linea interpretativa aludida. la STCT de 24 de febrero de 
1978 (ar. 1206) : "las expresiones proferidas por los actores, quedaron de- 
gradadas al haber sido provocadas".
242. El tema, como es lôgico, desborda las breves lineas que aqui se le de- 
dican. No obstante, lo que aqui se cnuncia en térmlnos genéricos puede en la 
prâctica concretarse en hechos muy claros. Piénsese, por ejemplo en la con- 
tratacién, por alguna empresa como "Starlux", de trabajadores afiliados a
F.N.T. y su prévisible utilizaciôn en futuros conflictos ; en los cuerpos de 
seguridad ^e algunas empresas, verdadera policia privada, en atentados o 
amenazas contra los lideres sindicales que dirigen la huelga, y todo un ca- 
tâlogo de hechos que desde luego merecerian la Intervenciôn decidida de la 
autoridad gubernativa en protecciôn de los huelguistas.
243. F. DURAN LOPEZ, Derécho de huelga y legalizaciôn... cit., pags 153-154. 
Cfr. también L. ARROYO ZAPATERÔ, El Decreto-Ley de Seguridad Ciudadana... 
cit.
244. Atentado a la libertad de trabajo del empresario porque se impide el 
ejercicio de la actividad empresarial. Cfr. P. ROUX, L'occupation des lieux 
de travail et la séquestration de personnes, "Droit social" n® 7-8 (1975), 
pags 361-362. En este sentido enlaza con la libertad de empresa, establecida 
en Francia por el Decreto de Allarde (2-17 marzo 1791), como corolario de 
las dlsposiciones de la Ley Le Chapelier ; "Il sera libre de toutes person­
nes d'exercer dans notre royaume toute espèce de commerce ou telle profes­
sion art et métier que bon leur semblera". De esta forma la libertad de tra­
bajo recobra su primitive configuraciôn como libertad de obtener un bénéfi­
cié, libertad de explotaciôn reforzada por la régla de la igualdad de las 
partes del contrato de arrendamiento de servicios. No parece necesario in- 
sistlr en el slgnificado de esta concepciôn, tan clâsica. Cfr., no obstante, 
M. CHOISEZ, La grève avec occupation... cit., pag. 370 ; H. SINAY y J.C. JA­
VILLIER, La Grève.■. cit., pag. 72-73 ; H. SINAY, La neutralisation. ■ . 
cit., pag. 256.
245. A tenor de la delimitaciôn que efectua en su articulo 7.1 del "concepto" 
de huelga, que ha de revestir necesariamente las caracterlsticas de "totali- 
dad y abandono" del centro de trabajo. Para una critica a esta concepciôn, 
cfr. por todos, F. VALDES DAL-RE,Limites al derecho de huelga... cit., 
pags 45-47 fundamentalmente.
246. No sôlo respecto de la ocuapclôn de fâbricas, slno también respecto de 
las huelgas de "brazos caidos".Asi, STCT de 3 de febrero (ar. 544), 22 de 
septiembre (ar. 4294) y 1 de octubre (ar. 4515), todas ellas de 1977 ; 29 de
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junio de 1978 (ar. 4107) y 14 de noviembre del mismo ano (ar. 6119) y 13 de 
marzo de 1979 (ar. 1626). Todas ellas alegan simplemente el DLRT como funda­
ment© de su fallo, sin que se invoquen conjuntamente otros principios que 
adveren la correcciôn de éste. Hay que tener en cuenta que muchos de los mis­
mos han sido dictados en aplicaciôn de la Ley de Amnistia, de donde se 
attende al criterio general de comprobar si los actos que en su dia se san- 
cionaron han dejado de ser o siguen siendo licltos hoy conforme al DLRT, que 
es la norma aaplicar para juzgar la licitud o ilicltud actual de conductas 
pasadas. Cfr. M, ALONSO OLEA, Jurisprudencia reciente sobre huelga y amnis­
tia laboral, "REDT" n® 1 (1980), pag. 98.
247. Y no sôlo en este tema. Piénsese en lo que supone la regulaciôn del de­
recho de asamblea segûn el ET (ley posconstitucional por otra parte), en 
donde el derecho de propiedad del empresario se instala sôlidamente en la 
tutela que le presta el legislador frente al llamado "derecho" de asamblea.
248- F. VALDES DAL-RE. Limites al derecho de huelga... cit., pags 36-39.
249. I. GARCIA PERROTE. Huelga con ocupaciôn... cit. pags. 293-297.
250. J. SAVATIER, Expulsion et licenciement des grévistes occupant les locaux
du travail, "Droit social" n® 3, 1978,, pag, 126.
251. F. VALDES, Limites al derecho de huelga... cit., pag. 39.
252. F. MANCINI, Dovere e libertà... cit., pag. 120.
253. Cfr. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 250 r "La 
alegaciôn del derecho al trabajo para la justificaciôn de esa conducts em­
presarial constltuiria una adulteraciôn de su significaciôn genuina. Acoger 
la formulaciôn de una reivindicaciôn progreslsta (la aspiraciôn a la segu­
ridad de un empleo) y Jlenarla de un contenido regresivo (la disoluciôn de 
la solidaridad de los trabajadores en el supuesto de huelga) es un abuso del 
lenguaje normative que no debe pasar por el tamiz de las réglas de la herme- 
neûtica juridica, Por otra parte, la tutela minima que ha de ser dispensada 
al derecho de huelga, obllga a tachar de ilicitud una medida empresarial 
que, al igual que el lock-out esté destinada a neutralizar por complet© la 
eficacia de la misma".
254. En éste, se responsabillza al comité de huelga de garantlzar la presta­
ciôn de dichos servicios necesarios y a la vez se establece que corresponde 
al empresario la designaciôn de los trabajadores que deban efectuar dichos 
servicios. Se trata, lôgicamente, de un precepto muy criticado por la doc­
trine, fundamentalmente en dos puntos : El alcance de la responsabilidad del 
comité de huelga, puesto que es el empleador quien désigna y deberia ser a
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SU vez responsable del resultado, y la carencia de prohibiciôn expresa en el 
precepto de utillzaciôn de esta facultad empresarial de forma antlsindlcal, 
deslgnando a mlembros del comité de huelga o a représentantes de los traba- 
jadores para estos puestos. Vld. L.E. DE LA VILLA, El despido en el Real De- 
creto-Ley 17/1977 de Relaclones de trabajo, en el volumen Relaclones de tra- 
bajo. Comentarios al Real Decreto-Ley 17/1977, II. Colegio Nacional de Doc- 
tores y Licenciados en CC Politisas, Madrid, 1977, pags 61-62. Para alguna 
sentencia, la no existeneia del comité de huelga que se responsabilise de 
los mencionados trabajos, tiene el efecto de que la responsabilidad se tres­
pass a los trabajadores en huelga, de donde, como corresponde al empresario 
la designaciôn de los trabajadores que deban efectuar dichos servlcios, "el 
hecho de que no fueran igualmente requeridos para ello todos los trabajado­
res en paro no constituye una astuaciôn dissriminatoria ni vejatoria para 
los que si lo fueron". Cfr. STCT de 23 de mayo 1978 (ar. 3097). Sobre el 
tema, vid. capltulo 3 de esta misma tesis.
255. Cfr. STCT 23 de mayo de 1978 (ar. 3097), citada en la nota anterior. 
Vid. nota 252.
256. Cfr. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 251 ; "medi- 
das conservatives del patrimonio (no de la actividad) de la empress". For 
otra parte, el propio Comité de Libertad Sindical de la OIT, al presisar la 
compatibilidad de la protecclôn de las instalaciones y de las medidas de se- 
guridad de las personas con el derecho a césar la producciôn (69® Informe, 
Caso n® 307, pârrafos 97-99) réitéra la idea de daflo que ha de buscar la 
huelga : el cese de la producciôn.
257. Cfr. capltulo 3 de la tesis, epigrafe 3.5. Un ejemplo tan solo, extraido 
de la realidad, da la medida de la importancia de estos temas, el caso de 
CRIHIDESA, en el que el tema slave résulté ser la comercializaclôn por la 
empress de la producciôn obtenida mediante los trabajos de mantenimiento, 
son lo que se anulaba el daflo pretendido por el legltimo ejercicio del dere­
cho de huelga. De hecho, se efectuô una Clara retorsiôn del derecho de pro- 
piedad del empresario contra el derecho de huelga de los trabajadores, como 
verdadera arma anti-huelga empleada coordinadamente son las sucesivas técti- 
cas del proceso de negociaclôn.
258. Capltulo 3 de la tesis, epigrafe 3.7.2.
259. Ciertamente que la cuestiôn aparece mucho mâs clara en ordenamientos 
como el italiano, en donde el Juego conjunto de los artîculos 15 y 28 de su 
Estatuto de los trabajadores impide este comportamiento patronal tachândolo 
de discriminatorio y obstaculizador de la conducciôn de las luchas sindica- 
les. AsI, expllcitamente, E. TRIGGIANI, Atti discriminatori, en Lo statute 
del lavoratori... cit., pags. 215-216 y M.G. GAROFALO, Repressione délia 
condotta antisindacale, en el mismo volumen, pags. 478-481. Sin embargo creo 
que el reconocimiento en el articulo 4.1.d) del ET del derecho de huelga 
signifies, paralelamente, la ilegitimidad de actos en ejercicio del poder
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empresarial que tiendan a limitar de hecho el libre desarrollo del ejercicio 
del derecho de huelga. En este sentido, comportamientos como el mencionado 
en el texto son claramente discriminatorios en el sentido del articulo 17 ET, 
sin que quepa argüir un sometlmiento del derecho de huelga al funcionamiento 
correcte de la organizaciôn empresarial, por ejemplo, para desvirtuar el ar­
gumente aqui empleado.
260. Cfr. supra, epigrafe 2.4 : sobre la base del articulo 17 ET en relaciôn
con el articulo 52 a) del mismo texto legal.
261. Ademâs de la necesidad de autorizaciôn administrative. El tema de las
"contrataciones referidas a la actividad empresarial" es claramente sinônimo 
de las necesidades de producciôn ya aludidas. Cfr. M. ALONSO OLEA, El Esta­
tuto de los trabajadores... cit., pags 136-137.
262. Asi, la citada STCT de 23 de mayo de 1978 (ar. 3097) : "los actores ade­
mâs de la participaciôn en el paro, como los demâs trabajadores en huelga, 
se negaron terminantemente y de forma reiterada... a la prestaciôn de dichos 
trabajos necesarios e imprescindibles para evitar peligros consecutivos a la 
propia naturaleza de los trabajos quimicos de la empresa en procesos que re- 
sultaban peligrosos para las personas y las cosas y que tuvieron por tal ne­
gative que ser realizados por el personal de laboratorio, siendo propios del 
de fabricaciôn..." Alude también al tema la STCT de 3 de octobre de 1978 
(ar.4945), al recoger como uno de los motivos del recurso el de que "las 
tareas ordenadas a los actores eran las pactadas en sus centrâtes y no dife- 
rentes, como parece indicar el Juzgador", pero el tribunal, por razones de 
économie procesal y puesto que ninguna de estas revisiones tiene trascenden- 
cia sobre el fallo, no entra a considerarlo, desestimando el recurso de la 
empresa por la falta de participaciôn actora de los despedidos.
263. Véase el texto en "ABC" 2 de abril de 1980. Sobre el tema, en concrete, 
la divisiôn entre huelgas ilegales y abusivas y la definiciôn de estas ulti­
mas. En general, y sin perjuicio de remitirse al capitula 3 de esta misma 
tesis, parece que el Gobierno ha variado de opinion sobre el contenido del 
Proyecto de Ley de regulaciôn de huelga, puesto que en respuesta escrita a 
la pregunta formulada por el diputado don Marceline CAMACHO ABAD, el 12 de 
Julio de 1979 (B.O.C. n® 48-11), seflalaba que el contenido bâsico de dicho 
proyecto de ley séria el establecimiento de las garanties précisas para ase- 
gurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad, de 
acuerdo con lo previsto en el articulo 28.2 de la Constituciôn.
264. Asi, y por todos, M. ALONSO GARCIA, La aproximaciôn a un modelo democrâ- 
tico de relaclones laborales y el Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo, 
en "Lecciones de Derecho del trabajo..." cit., pag. 64. Sobre el tema, en la 
doctrine, vid. supra, epigrafe 2.1, nota 50.
265. J.A. SAGARDOY BENGOECHEA, A propôsito de una sentencia sobre disminuciôn
136 -
de rendimlento, "CCDT" n® 3 (1972), pag. 68.
266. Articules 7.2 y 16.1 del DLRT. Al respecto, cfr. STCT de 21 de marzo de 
1979 (ar. 1804), en la que se contempla un caso de despido procédante de 
quienes, "de forma minima y con plena libertad", decidieron reducir la pro­
ducciôn a la mitad de la normal, "con el propôsito de presionar a la empresa
la concesiôn de una elevaclôn salarial".
267. Cfr. epigrafe 2.1 de este mismo capltulo.
268. F. VALDES DAL-RE, Limites al derecho de huelga... cit., pag. 35.
269. Asi lo configura A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., 
pag. 236.
270. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 250.
271. Fundamentalmente, articules 128 a 131 del mismo.
272. Cuestiôn por otra parte con una larga tradiciôn en nuestra doctrina ad- 
ministrativista. Cfr. J.L. VILLAR PALASI, La intervenciôn administrative en 
la Industrie, I.E.P., Madrid, 1964 ; M. BAENA DEL ALCAZAR, Régimen Juridico 
de la intervenciôn administrative en la économie, Ed. Tecnos, Madrid, 1966, 
pag. 27-167 y Sobre el concepto de fomento, "RAP" n® 54 (1967), pags 43-85 ; 
M. BASORA FRANCESCH, Derecho administrative industrial. Ed. Aranzadi, Pam­
plona, 1964, pags 191-203 ; J.L. CARRO; Aproximaciôn Juridica al concepto de 
Intervencionismo econômico, "REDA" n® 4 (1974), pags 473-481 ; R. MARTIN MA­
TEO, Ordenaciôn del sector pûblico en Espafia, Ed.Civitas, Madrid, 1973, 
pags 17-116 ; R. MARTIN MATEO / F. SOSA WAGNER, Derecho Administrative eco­
nômico, Ed. Pirâmide, Madrid, 1977, pags 171-187.
273. Si se raantuviera una tesis contraria, es obvio, que, como afirma MARTIN 
VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 250, "las limitaciones de la 
actividad de los particulares derivadas de la productividad" afectarian 
"también de una manera directs a las propias disposiciones empresariales - 
obligando a incorporar nuevas tecnologias y procesos de trabajo ; intervi- 
niendo en la asignaciôn de recursos e inversiones en funciôn de su rendi- 
miento : mâs influyentes, normalmente, que la de los trabajadores en la con- 
secuciôn de niveles satisfactorios de productividad". Desde luego que una 
interpretaciôn de este tipo no es compatible con un sistema de libre empresa 
y de économie de mercado. Vid. L.E. DE LA VILLA, Algunas reflexiones... cit. 
pag. 103.
274. Deber que "erige al comité en ôrgano de colaboraciôn general con el em­
presario para la buena marcha de la empresa, esencial a la cual es elevar su
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productividad". M. ALONSO OLEA, El Estatuto de los trabajadores... cit., 
pag. 222. Ello sin perjuicio de anotar una critica a esta concepciôn,tan an­
tigua como el reconocimiento e Instauraciôn por el Estado de sistemas "par­
ticipatives" en la empresa. Asi, y con carâcter general, pese a estar refe- 
rida a los consejos de empresa alemanes, cfr. K. KORSCH, Lucha de clases y 
derecho del trabajo, (insôlita traducciôn, por cierto, del quizâ menos co- 
mercial Arbeitsrecht Für Betriebsrate, del ya lejano 1922), Ed. Ariel, Bar­
celona, 1980, pags 148-149.
275. H. SINAY, La Grève... cit., pag. 
Grève... cit., pag. 25
134 ; H. SINAY / J.C. JAVILLIER, La
276. F. VALDES, Limites al derecho de huelga... cit., pag. 35.
277. F. DURAN, Derecho de huelga y legalizacién del confllcto de clases, cit.
278. F. VALDES, Limites al derecho de huelga.■■ cit., pag. 35.
279. Vid. supra, epigrafe 2.4. Para el caso francés, vid. H. SINAY / J.C. CA- 
VILLIER, La grève... cit., pags 103-104.
280. Cfr. J. APARICIO TOVAR, Relaciôn de trabajo... cit., pags 284-285, con 
las importantes consecuencias de esta configuraciôn no sôlo en el piano de 
los principles, sino en el de su operatividad : Vinculaciôn no sôlo de los 
poderes pûblicos, sino que surten efectos también en las relaclones inter- 
privados. Sobre el tema, vld. S. BASILE, Los "valores superiores"... cit., 
pags 262-265.
281. J. APARICIO TOVAR, Relaciôn de trabajo... cit., pags 285-286, lo que le 
permite dudar sobre si el sentido de la expresiôn del articulo 10.1 es la 
que se deduce de su texto o més bien es su contrario.
282. Asi, J. APARICIO TOVAR, Relaciôn de trabajo... cit., pags 285-286 ;
A. BAYLOS GRAU, En torno al Estatuto de los trabajadores... cit., pag. 310 
W. DAUBLER, La huelga en la Constituciôn... cit., pag. 89 ; A. MARTIN VAL­
VERDE, El derecho de huelga... cit., pags 249 ; L.E. DE LA VILLA / C. PALO- 
MEQUE, Introducciôn a la Economia... cit., pag. 438 ; G. BARREIRO, La huel­
ga, el cierre patronal... cit., pags 64-66.
283. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga.■. cit., pag. 249.
284. W. DAUBLER, La huelga en la Constituciôn... cit., pag. 89, donde confie- 
sa su estupor : "Los observadores extranjeros nos quedamos bastante asorobra- 
dos".
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285. W. DAUBLER, La huelga en la Constituciôn... cit., pag. 89, "aunque sôlo 
se hiciera de ella un uso muy reducido por motivos prôximos".
286. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 249.
207. Cfr. I. AHBROSINI, Los derechos fondamentales de la persona, en el volu­
men Comentarios sobre la Constituciôn espafiola cit. : Ante el
dilema libertad personal / paz social, se opta por esta ultima, bien pûblico
identificable en ultima instancia con el poder politico".
288. W. DAUBLER, La huelga en la Constituciôn.■. cit., pag. 89 ; L.E. DE LA 
VILLA / C. PALOMEQUE, Introducciôn a la Economia... cit., pag. 438. El arti­
culo 15 de la Convenciôn Europea de Derechos Humanos condiciona la deroga- 
ciôn de las obligaciones previstas en ella a "la medida estricta en que lo 
exija la situaciôn”. Sobre la Jurisprudencia del Tribunal Europeo de Dere­
chos Humanos en este articulo, vid. E. LINDE, L. ORTEGA, M. SANCHEZ MORON,
El Sistema europeo de protecciôn de los derechos humanos. Ed. Civitas, Ma­
drid, 1979, pags 106-107.
289. Que quizâ se pretenda escudar en el respeto a la iniciativa economics 
libre del articulo 38, el derecho de propledad privada y defense de la inte- 
gridad patrimonial del 33. Cfr. L.E. DE LA VILLA, Algunas reflexiones... 
cit., pag. 102.
290. Fundamentalmente, F. DURAN LOPEZ, Derecho de huelga y legalizaciôn... 
cit. ; A. MARTIN VALVERDE, Huelga laboral y huelga politics... cit. ; F. 
VALDES DAL-RE, Limites al derecho de huelga... cit.
291. A. MARTIN VALVERDE, Huelga laboral y huelga politica... cit., pags 80- 
03.
CAPITULO II
LA HUELGA EN LOS SERVICIOS ESENCIALES PE LA COMUNIDAD 
CARACTERES DIFERENCIADORES.
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1. - EL MANTENIMIENTO DE LOS SERVICIOS ESENCIALES, LIMITE FUN-
DAMENTAL AL DERECHO DE HUELGA.
El reconocimiento del derecho de huelga que opera el articu­
la 28.2 de la Constituciôn tiene como limite expreso garantizar 
el mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad. Se 
trata de una precisiôn importantisima, que en el proceso de dis- 
cusiôn y confecciôn del texto constitucional no fue apenas pueatà 
en entredlcho (1) y ante la cual la doctrina cientifica estima 
unânimamente que "résulta dificll oponerse a su lôgica" (2). 0, 
dicho de otro modo (3), "fuerza a todo crltico a la posiciôn im- 
popular de querer poner en peligro la existeneia de la comuni­
dad". El terreno en el que se mueve la especulaciôn jurldica es, 
sin embargo, el de la interpretaciôn de esa fôrmula, que puede 
dar lugar a "eventuales excesos apllcativos" (4), pero no el de 
la negaciôn de la oportunidad ni de la legitimidad de la misma. 
Los iuslaboristas, en suma, - y, como se ha visto, también los 
politicos (5) - discurren sobre la delimltaclôn técnica del con­
cepto, los criterios aplicables al mismo, la forma concreta que 
pueden adoptar las garantlas que se instrumenten, pero partiendo 
siempre de la aceptaciôn "natural" de dicho limite legal del de­
recho de huelga (6).
Por otra parte, se trata de una posiciôn perfectamente lôgica 
y coherente con la funciôn del Jurista, una de cuyas misiones es, 
desde luego, la interpretaciôn técnica de las formulas légales. 
Como tal quedarâ aqui recogida. Pero también se ha entendido muy
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util investigar las razones de esta aceptaciôn unanime, los moti­
vos que han creado esa lôgica a la que es dificll oponerse o, lo 
que es lo mismo, comprender la cierta especificidad de la huelga 
en los servicios esenciales, en relaciôn con el derecho de huelga 
en general. Quizâ convenga aclarar un poco mâs este razonamlento, 
explicitar las razones del por que se pretende, siempre sin tras- 
cender el âmbito del anâllsis juridico, remontarse histôricamente 
al examen de los caractères diferendadores - y justificadores de 
su limitaciôn - de la huelga en los servicios esenciales, por 
adoptar la terminologia espanola constitucional, por lo demâs muy 
correcta. En primer lugar, porque desde esta perspectiva se po- 
drân sin duda desprender ciertas orientaciones para explicar me- 
jor e interpretar mâs correctamente la conceptuaciôn recogida en 
el articulo 28.2 de la Constituciôn de 1978. De esta forma el 
anâlisis de este aspecto de fondo, puede ayudar a la mejor deli- 
mitaciôn técnico-juridica del precepto.
Pero ademâs llama poderosamente la atenciôn que la producciôn 
juridica espanola, en su teorizaciôn sobre el derecho de huelga, 
margine, singularice y aparté la huelga en los servicios esencia­
les, o en los servicios pûblicos, como se la solia denominar. En 
efecto, cuando se estudla la exteriorizaciôn del conflicto so­
cial, el tema queda orillado, senalândose su especiflcidad, lo 
que hace que no compacta la generalidad de lo conceptualizado so­
bre la huelga. Un breve repaso de los motivos alegados, en las 
obras de carâcter general, sobre el tema, puede aclarar la cues­
tiôn.
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En efecto, las causas de esta marginaciôn o radical especia- 
lidad, residen, en primer lugar, en que hay que analizar la huel­
ga de los funclonarios pûblicos, o la huelga en el campo del de­
recho pûblico (7), lo que la situa en un ârea fronteriza con el 
derecho administrativo y como tal no contemplable por la disci­
plina del derecho del trabajo (8). Desde otro punto de vista, mâs 
cercano al tratamiento positive dado en nuestro pais al ejercicio 
del derecho de huelga, la especialidad de las mlsmas radica en 
ser susceptibles de prohibiciôn, con lo que el tema ronda el de­
recho penal (9). Otros planteamientos, en fin, situan su espeoi- 
ficidad en la naturaleza de los sujetos o en el âmbito en el que 
se ejercita, y asi se definen como "huelgas especiales" (10) o 
como "otras manifestaciones de lucha colectivà" (11).
Y esta actitud frente a la huelga "en el sector pûblico" tras- 
ciende también a los estudios monogrâficos sobre el derecho de 
huelga (12), de forma que la huelga sigue enclavândose como posi- 
clôn "normal" en la relaciôn juridico-privada de trabajo ; la 
inexorable divisiôn entre lo pûblico y lo prlvado sigue teniendo 
pues vigencia y ni siquiera los estudios criticos de esta concep­
ciôn han sabido sustraerse a la misma. De hecho, las monografias 
sobre el particular escritas "desde" el derecho del trabajo si- 
guen reproduciendo esta dicotomia, como sucede con los trabajos 
de SALA (13) : Se trata de un estudio de una situaciôn especial 
del derecho de huelga, concepciôn que remachan aûn mâs, lôgica- 
mente, los estudios elaborados "desde" el derecho administrativo 
(14). Por otra parte, la via de estudio de la huelga a través de
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su cobertura represiva, la incriminaciôn penal de la huelga, no 
ha sido apenas utilizada por nuestra doctrina, quizâ por la pro- 
ximidad del derecho penal. Es sintomâtico también que en el es­
tudio de VALDES sobre este tema (15), se centre el interés en el 
estudio de la huelga politica, excelente indicio de la separaciôn 
pûblico/privado también refiejada por esta via (16).
Ciertamente que las afirmaciones anteriores hay que matizar- 
las ciudadosamente, sin perjuicio de que exista el conveneimiento 
de que en su generalidad parecen estar bien fundadas. Desde luego 
que en muchos de los trabajos citados y en otros, como en los de 
MARTIN VALVERDE (17), hay la suficiente base para emprender una 
construcciôn unitaria del derecho de huelga que no se asiente ni 
ûnica ni fundamentalmente en la relaciôn juridico-privada de tra­
bajo. Construcciôn a la que ademâs fuerza la configuraciôn del 
derecho de huelga como derecho ciudadano en la Constituciôn, do- 
tado del mayor rango de protecciôn, como "derecho fundamental", 
superando pues el ya mencionado dualisme. Pero intentar esta 
construcciôn sin dar cuenta antes de esas razones que hacian "es­
pecial" a la huelga "en el sector pûblico" podria parecer apresu­
rado , mâs aun si se tiene en cuenta la proximidad histôrica y lo 
arraigado en nuestra cultura juridica de las mismas.
De lo dicho hasta ahora se pueden deducir los rasgos caracte- 
risticos de esta diferenciaciôn, que estân en la base de la acep­
taciôn unânime del limite constitucional del mantenimiento de los 
servicios esenciales. Se trata, senci1lamente, de la especial con­
figuraciôn del antagonists de los huelguistas, que no es sino el
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Estado. No se trata pues de consecuencias de la rlgida division 
entre disciplinas académieas, sino de la contlnuada influencia 
de la vision liberal de la sociedad y el Estado, lo que hace que 
se singularice la huelga en el sector pûblico. En efecto, prohi- 
bida la huelga primero como la propia asociaciôn obrera, tolerada 
después (18), es una facultad ejercida entre los privados, en la 
sociedad civil, de la que desde luego se excluye al Estado. Este, 
como ârbltro y extrafio al conflicto, interviens en él, pero el 
conflicto no pénétra, por definiciôn, en las fronteras de su bien 
delimitada esfera de actividad. Por ello se sitûa de forma clâsi- 
ca la huelga como un instrumento reequilibrador de una posiciôn 
contractual.
Esta radical separaciôn del Estado de la sociedad civil (19), 
es pues la premisa de la que parten las categorizaciones de la 
"especialidad" de la huelga que se desarrolla "en el interior" 
del mismo. Los criterios que se manejan son fundamentalmente dos, 
por lo ya examinado, uno de carâcter subjetivo y otro de carâcter 
objetlvo, del que se derivarâ un tercero con sustantividad pro­
pia.
En efecto, el primer criterio empleado es el de atender a los 
sujetos que ejercitan la huelga, diferenciando entre los trabaja­
dores al servicio de particulares y los trabajadores al servicio 
del Estado, para negar a éstos ûltimos la legitimidad de su com­
portamiento huelguistico. El âmbito subjetivo de la huelga, la 
"naturaleza" de los sujetos, es el primero, histôricamente, de 
los argumentos empleados para impedir que la tolerancia - o la
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legalizacién - del conflicto se dé también en el seno del Estado. 
Se trata, por otra parte, de un criterio de gran arraigo en nues­
tro pais, cuya importancia, si bien paulatinamente difuminada, es 
patente en la propia regulaciôn constitucional de 1978, como se 
tendra ocasiôn de analizar.
El segundo argumente que senala la "especialidad" de la huel­
ga frente al Estado tiene un carâcter objetivo, que se centra en 
las repercusiones directas de la huelga sobre el cumplimiento de 
los fines superiores que el estado tiene encomendados. Aqui la 
linea argumentai se desdobla : La huelga impedirla, u obstaculi- 
zarla, la prioritaria razôn de ser del propio Estado, la satis- 
facciôn de las necesidades de la comunidad a través de los servi­
cios pûblicos, con lo que se produciri a una relaciôn antitética 
entre los conceptos de huelga y de servicio pûblico. Pero ademâs, 
y paraielamente, el interés privado, particular, corporatista en 
ocasiones, de los huelguistas no puede prevalecer frente al inte­
rés general, representado por el Estado. De este modo, bien por 
la via del servicio pûblico o por la alegaciôn del interés gene­
ral, la importancia del criterio definidor subjetivo va debili- 
tândose, atendiéndose cada vez mâs al âmbito en el que va a désa­
rroi larse la huelga, con lo que por otra parte, trabajadores - y 
no sôlo funclonarios - verlan también limitado o prohibido el 
ejercicio de la facultad de hacer huelga (20).
De esta ûltima linea teôrica, se desprende otro criterio, en 
un contexte mâs moderno, que cobra autonomia y sustantividad pro­
pia : La huelga no es un enfrentamiento entre dos tan sôlo, exis-
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te un "tercer afectado", el pûblico, los ciudadanos en general, 
con un interés difusamente representado, sin que esté encarnado 
en determinadas agrupaciones sociales. De este modo el proceso 
que sigue esta argumentaciôn es el siguiente : Parte de la legi­
timidad en principio de la actuaciôn de la huelga frente al Esta­
do, pero la valoraciôn de los intereses del grupo profesional 
respecto de los del pûblico, implica que se subordlnen aquéllos a 
éstos ; obviamente esta subordinaciôn sôlo puede efectuarse por 
el Estado, en uso de sus funciones es declr, por la contraparte 
dlrectamente afectada por la huelga. He aqui este razonamlento 
triangular (21).
En este capltulo de la tesis se pretende dedicar un epigrafe 
al examen de cada uno de estos argumentos que vienen a reafirmar 
la verdadera situaciôn de la huelga como derecho entre los priva­
dos, lo que en definitiva impedirla su configuraciôn como derecho 
pûblico subjetivo ejercitable erga omnes y la reconstrucciÔh uni­
taria de la misma (22). No se trata sôlo de un catâlogo de postu- 
ras jurldicas a lo largo de la hlstoria o de un elenco de fôrmu- 
las dispersas por el derecho comparado. Se pretende con ello ras- 
trear su influencia en la formulaeiôn constitucional y en la sub- 
siguiente interpretaciôn juridica en nuestro pals, sobre la que 
sin duda puede arrojar alguna luz. A ello se dedican las siguien- 
tes paginas.
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2. - EL CRITERIO DIFERENCIADOR EN ATENCION A LOS SUJETOS
Como ya se ha dicho, para muchos autores aûn, recogiendo una 
constante histôrica, la "naturaleza" de los sujetos que ejercitan 
la huelga, la titularidad activa del derecho de huelga, es déter­
minante en la exclusion de determinados colectivos de ciudadanos 
del goce de tal derecho de huelga. Con ello se esta haciendo re­
ferenda a la problemâtica de los funclonarios pûblicos, a los 
que "tradieionalmente" les han sido prohibidas sus huelgas por el 
Derecho, asi como se les ha negado el derecho de libre sindica- 
ciôn (23).
No se trata, sin embargo, de un criterio que pueda entenderse 
hoy en dia con plena vigencia. Por el contrario, su importancia 
es residual respecto a otros que se manejan con cierta eficacia y 
mayor generalidad. Pero ello no impide, al contrario lo exige, 
que sea preceptive el anâlisis de las razones histôricas y de los 
motivos dogmâticos que lo originaron asi como el de las causas 
que han producido su reducciôn a elemento residual en la delimi- 
taciôn de la especiflcidad de la huelga en el sector pûblico. 
Cuando menos este parece el camino mâs correcte para entender su 
plena apileaciôn a ciertas categorias especiales de servidores 
del Estado, incluso en nuestra Constituciôn.
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2.1. INCOMPATIBILIDAD ENTRE FUNCION PUBLICA Y HUELGA.
El examen de esta afirmada incompatibilidad, de aceptaciôn 
generalizada hasta la Segunda Guerra Mundial, podria ser enfocado 
de muy diferentes maneras. Bien a través de un anâlisis histôrico 
sobre el asociacionismo de los funclonarios, la lucha por el sin- 
dicalismo en la Administraciôn Pûblica y por el desarrollo de 
todos los medios de acciôn sindical, incluida la huelga, bien 
desde un punto de vista mâs estructural, partiendo de la delimi- 
taciôn de las funciones del fune i onar i ado y de la burocracla en 
la formaciôn social actualmente vigente, analizando su proceso de 
desarrollo al sesgo de la evoluciôn de los derechos sindicales en 
este sector. Personalmente, encuentro esta segunda via mâs atrac- 
tiva, pero a la vez, enormemente ambiciosa (24).
Mâs operative puede resultar, sin embargo, la reflexiôn sobre 
los argumentos juridicos que consagran la incompatibilidad rese- 
Rada, con la ventaja adicional al hecho de que éste es el campo 
especifico en el que se mueve este estudio, de que en los mismos 
se transparentan datos sociolôgicos e histôricos de suma impor­
tancia. De alguna manera, la separaciôn del funcionario de la so­
ciedad civil y su inclusiôn en el Poder Transcendante, las trans- 
formaciones operadas en el seno de la funciôn pûblica, desde la 
identificaciôn ideolôgica con los propietarios del poder a la bu­
roc racla profesionalizada (25) ; la extension de la Administra- 
ciôn y la dinâmica de crecimiento de la misma, que exige el re- 
clutamiento, aunque para funciones subalternas, de personal entre
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capas que tradieionalmente no tenian acceso a la misma (26), en­
tre otros muchos e Importantes fenômenos, quedan "fijados" en el 
razonamlento juridico como un viejo clisé que revelara la confor- 
maciôn social del capitalisme medio (27).
Es esta pues la via por la que se opta, no sin precisar pre- 
viamente que se dejan de lado aquellos razonamientos que ponen el 
acento en la continuidad del servicio pûblico, por la razôn obvia 
de que éste es uno de los puntos especificos que se tratarân més 
adelante, toda vez que afecta no sôlo a los funclonarios, sino a 
otro tipo de relaciôn juridica como la laboral.
Hecha esta aclaraciôn, procédé pues efectuar un recuento de 
las principales motivaciones que se emplean para asegurar la in­
compatibilidad entre funciôn pûblica y huelga, agrupândolas con 
arreglo al carâcter de las mismas, segûn la esquematizaciôn de 
SALA (28). El nûcleo principal de las mismas se articula, como 
no podia ser menos, en torno a la situaciôn juridica del funcio­
nario respecto del trabajador.
Y asi, se resalta "la doble identificaciôn entre el Estado- 
Poder pûblico y el Estado-patrono y entre el funcionario-agente 
que actûa la voluntad soberana del Estado y el funcionario pû- 
blico-servidor del Estado" (29). No cabe oposiciôn de intereses 
entre uno y otro, ni se puede pensar en la escindibidad de ambos 
conceptos. quien realiza una huelga contra el Estado-patrôn, que 
paga al funcionario, la esté también realizando a la vez contra 
el Estado-poder pûblico, guardiân del interés general, del cual
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por otra parte ellos mismos son sus agentes, sus représentantes 
(30). No puede pues pensarse en que quepa la consideraciôn aisla- 
da del Estado-patrono respecto del funcionario-servidor sin que 
entre en consideraciôn el segundo aspecto de la cuestiôn (31). De 
ahl que la incompatibilidad entre huelga y funciôn pûblica' sea 
évidente, sobre la base incluso del principio de no poder ir con­
tra si mismo (32). La importancia histôrica de este criterio es 
grande, tanto en Francia como en Espafla. La distinciôn entre fun­
clonarios "de gestiôn" y "de autoridad", permitiendo la libertad 
sindical para aquellos funclonarios que no retienen ninguna por- 
clôn de poder politico, hunde aqui sus ralces (33),y la existen- 
cla en nuestro pals de un trato diferenciado de la huelga de fun­
clonarios y la huelga en los restantes servicios pûblicos, pros- 
crlblendo la primera, viene motivada también por este argumente 
(34).
Paralelamente, se caracteriza el contenido de la relaciôn fun- 
clonarlal por su naturaleza discipllnarlo-jerârquica (35), que 
lleva consigo la Imposlciôn al funcionario de los deberes de 
lealtad, obediencia y voluntad de servicio (36). A cambio, y en 
un plemo de reciprocidad, la Administraciôn pûblica tiene un deber 
de protecciôn con respecto a sus servicores ; tutela y satisface 
los intereses de aquéllos con la conciencla de asegurar asi las 
condlciones mâs favorables para el cumplimiento de los fines pû­
blicos encomendados. Lealtad y protecclôn, deberes pues reclpro- 
cos, excluyen cualquier conflicto de intereses entre empleados y 
Administraciôn (37) en donde ademâs la intromisiôn de un sindica-
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to - y la aceptaciôn de la lôgica de conflicto que ello conlleva - 
puede ser incompatible con ese deber de obediencia que se impone 
al funcionario (38).
Por otra parte, la naturaleza juridico-publica de la relaciôn 
funcionarial impone una situaciôn de supremacia juridica de la 
Administraciôn respecto del funcionario. Este se verâ pues sorne- 
tido a una sujeciôn especial, en su posiciôn juridica pasiva, 
ocasionada por la supremacia especial de la Administraciôn. La 
teorizaciôn de la supremacia especial de la Administraciôn, que 
se refleja por cierto en una serie de fenômenos heterogéneos (39) 
tiene como centro de imputaciôn el "principio de autoridad" que 
^etermina la especialidad de las relaclones en cuestiôn y.la le­
gitimidad de seguir determinadas "reglas particulares" que puedan 
derogar, en atenciôn al interés general, principios générales del 
ordenamiento (40). De esta manera, esta relaciôn se sustrae a la 
voluntad de las partes - como en cualquiera en que aparezca una 
persona pûblica revestida de autoridad - y la Administraciôn se 
réserva su direcciôn, mediante la fijaciôn de las condlciones de 
la misma. El funcionario pûblico queda asi sometido a su estatu­
to, no puede discutir las condlciones de la relaciôn sujetas y 
fijadas por la voluntad de la ley (41).
Por eso mismo el instrumento négociai tipico de las relacio- 
nes colectivas, el convenio colectivo, no puede admitirse para 
los funclonarios pûblicos. Por igual motivaciôn ha de rechazarse 
la huelga a la que se configura como instrumental al contrato, de 
donde, si éste no existe, aquélla es inûtil o dlrectamente sub-
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verslva (42). Seno11lamente, la mera aceptaciôn de la negociaclôn 
colectivà en la Administraciôn pûblica, supondrla la introduc­
ciôn de procesos conflictivos en las relaclones "internas" de la 
misma, el reconocimiento de intereses contrapuestos entre funcio- 
narios y administraciôn, en la perspectiva de modificar la posi­
ciôn tradicional de supremacia de los aparatos pûblicos en la 
disciplina y en la gestiôn de las relaclones de trabajo, mediante 
la contraposiclôn sistemâtica del interés colectivo del personal 
y el propio de la organizaciôn (43). Mâs aun, como lo demuestra 
la prâctica actual de los procesos negoclales en la Administra­
ciôn pûblica, la acciôn contractual se liga a objetivos mâs am- 
plios que los puramente reivindicativos, como la propia organiza­
ciôn del trabajo administrative, la organizaciôn de los servicios 
y los departamentos, la reforma institucional, en fin, de la admi­
nistraciôn pûblica (44). Obviamente, la admisiôn de la negocia- 
ciôn colectivà para los funclonarios pûblicos responds a plantea­
mientos diferentes a los que aqui se estân enumerando. Por ello, 
cuando se estâ definiendo mediante la argumentaciôn juridica un 
modelo autoritario de relaclones entre la Administraciôn y el 
personal a su servicio, alegar la inexistencia de convenios co­
lectivos supone incurrir en un razonamlento circular del que sôlo 
se puede salir partiendo desde otro enfoque diferente de dichas 
relaclones entre el personal-funcionario y la organizaciôn admi- 
nistrativa (45).
Otro tipo de motivaciones, no estrictamente técnico-jurldi­
cas, tienen también su fuente en la peculiar situaciôn del fun­
cionario pûblico, de forma que se suelen emplear como datos de
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hecho que apoyan la correcciôn del argumente principal. Esto es 
lo que sucede,por ejemplo, con la alegaciôn de la situaciôn pri- 
vilegiada de que gozan los funclonarios pûblicos respecto de los 
del sector privado, que se concretarla fundamentalmente en la 
gareintia de la estabilidad en el empleo, lo que conlleva, como 
contrapartida a esa situaciôn mâs ventajosa, la renuncia a otros 
medios "naturales" entre los particulares como la huelga, instru­
mente reequilibrador de posiciones o, dicho de otro modo, lo que 
exige un comportamiento leal frente al Estado y la proscripciôn 
del instrumento huelguistico como expresiôn de deslealtad frente 
a aquél (46). En efecto, en pleno siglo XIX, "sôlo la existeneia 
de los funclonarios se halla garantizada, en contraste con la de 
los miembros de la sociedad civil" (47), pero en su formulaeiôn 
mâs moderna, lo que refleja es la innovaciôn que se opéra en la 
funciôn pûblica al consagrarse el principio de inamovilidad de 
los agentes del Estado frente al sistema de despojo de cargos an­
tes existente (48). Como se tendra ocasiôn de ver mâs adelante, 
la evoluciôn social de los trabajadores disminuirâ y en ocasiones 
borrarâ esta posiciôn de privilégie de los funclonarios pûblicos ; 
pero es que aunque esto no fuera asi, no se ve bien el por que de 
la conclusion del razonamlento si no es partiendo de una concep­
ciôn paternalista y autoritaria a la vez de las relaclones orga­
nizaciôn / personal administrativos. Esta diferente posiciôn so­
cial podria, en todo caso, ser la base de estrategias y medios de 
acciôn sindicales diferentes en la funciôn pûblica y en el sector 
privado - como en efecto sucede, por otra parte - pero no consti- 
tuir, por si sola, la razôn de que se excluya a los funclonarios
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de la utillzaciôn de la huelga.
Realmente, de la exposiciôn precedente se desprenden los su- 
ficientes datos para comprender el esquema ideolôgico y el modelo 
de Administraciôn que se configura desde estas premisas. Sin em­
bargo, se trata de un modo de enfocar el problema que no puede 
mantenerse con carâcter general. En su contra actüan nuevas mane­
ras de teorizar, juridicamente, los dos polos puestos en irrécon­
ciliable oposiciôn, funciôn pûblica y huelga. En efecto, la teo­
rizaciôn de las funciones y el cometido de la propia administra­
ciôn, y de otro tipo de relaclones "internas", junto con el fun­
damental reconocimiento de los derechos de sindicaciôn y huelga 
como derechos pûblicos, derechos ciudadanos, obligan a cambiar la 
perspectiva argumentai aqui brevemente resefiada. Pero ademâs, 
existen factores de orden material que surten efectos en la misma 
direcciôn. En este sentido, habrla que sefialar la profunda evolu­
ciôn social y homogèneizaciôn de ambos sectores, el pûblico y el 
privado, la progresiva extensiôn e importancia del sector ter- 
ciario, con la irrupciôn de trabajadores en el mismo, una acciôn 
sindical mâs incisiva en la funciôn pûblica, etc.
Esta via de penetraciôn al problema no va a responder a la 
situaciôn material - social, econômica y politica - présenté, no 
va a ser ûtil en definitive, y como tal serâ abandonada. A inten­
tar explicar este giro en el tratamiento de los funclonarios con 
respecto a la huelga se dedica el siguiente epigrafe.
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2.2. LOS FUNCIONARIOS PUBLICOS, TITULARES DEL DERECHO DE HUELGA.
Como se ha indicado, la transformaciôn operada en los siste­
mas democratIcos a lo largo del présente siglo, conduce al cambio 
de planteamiento del problema de los funclonarios pûblicos y el 
désarroilo de su relaciôn "de servicio" con la Administraciôn. No 
podia suceder de otro modo ante el crecimiento impetuoso de las 
formas de intervenciôn del Estado en la vida social y econômica 
de los paises desarrollados, y la sustituciôn de la ideologia del 
Estado abstencionista por la del Estado del bienestar. En este 
contexte histôrico, convergen en la misma direcciôn transformado- 
ra todo un conjunto de fenômenos que aqui ûnicamente cabe enume- 
rar brevemente, sin detenerse a examinarlos con detalle.
Asi, la apariciôn de una nueva e importante categoria de tra­
bajadores, entre los del sector privado y los funclonarios pûbli­
cos, los trabajadores de los servicios pûblicos, engendrados por 
la multiplicaciôn de éstos - econômicos, industriales o cornercla­
ies - (49), provoca una cierta dislocaciôn tanto de la relaciôn- 
tipo que liga al Estado con sus servidores, como de la propia 
imagen de aquél frente a éstos. En efecto, esta categoria impor­
tantisima de trabajadores importa las normales medidas de autotu- 
tela del sector privado ; para ellos no hay diferencia entre el 
empresario privado y el Estado, salvo de grado : éste es el mayor 
empresario. Asumen una mentalidad "contractualista" en sus rela- 
ciones laborales, y la sindicaciôn, como la utillzaciôn de la 
huelga, son instrumentes "naturales". Su mayor movilidad, su
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Identificaciôn subjetiva con el asalariado del sector privado, 
diluye la nociôn de Estado-poder pûblico. No hay pues en su con- 
ciencia la convicciôn de aquél como de una esencia superior a su 
propia voluntad, que se impone y armoniza intereses particulares 
en aras del general de toda la sociedad, sino una confrontaciôn 
directa de intereses.
Por otra parte, el reclutauniento de funclonarios para reali- 
zar tareas inferiores de la Administraciôn, se efectûa entre ca- 
pas sociales no favorecidas y en ocasiones se acompafSa de la de- 
billtaclôn de las garantlas que rodean al funcionario (50), frac- 
cionando subjetivamente el todo orgânico de la funciôn pûblica e 
introduciendo procesos conflictivos en su mismo seno (51).
Pero ademâs de la quiebra del modelo cultural unitario en los 
funclonarios pûblicos, es patente la homogeneizaciôn paulatina de 
las condlciones sociales entre éstos y los trabajadores del sec­
tor privado, hasta disminuir o borrar esa situaciôn de ventaja en 
la que se colocaba el funcionario (52), a lo que se une el desa­
rrollo de unas garantias jurldicas para el trabajador en ocasio­
nes superiores y mâs ventajosas que las gozadas por los funclona­
rios (53). Cuestiôn que también se evidencia en el desarrollo del 
derecho del trabajo, al perder importancia la diferenciaciôn en­
tre trabajo manual e intelectuai como base de una distinciôn se'n- 
cllla entre los regimenes juridicos laboral y funcionarial (54) ; 
por el contrario, sociolôgica y econômicamente, en nada se dife- 
rencisui funclonarios y trabajadores (55). Las sucesivas teoriza- 
ciones sobre la laboralizaciôn del derecho de funclonarios refie-
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jan pues este proceso real (56). Ciertamente que se trata de una 
homogeneizaciôn tendencial susceptible de matizaciones fundamen­
talmente en lo que a estabilidad en el empleo se refiere, en épo- 
cas de crisis econômica y social aguda como la présenté. Sin em­
bargo, en los termines planteados, parece ser una afirmaciôn fâ- 
cilmente verificable.
Junto a la constataciôn de estas lîneas de tendencia a la 
identificaciôn con los procesos de actuaciôn entre los privados, 
operan otras circunstancias de no menor importancia que atienden 
fundamentalmente a un replanteamiento de la organizaciôn adminis- 
trativa.
Me refiero al peso que van cobrando las necesidades organiza- 
tivas de las diferentes administraciones pûblicas. En efecto, ré­
sulta imposible afrontarlas sobre la base del rlgido concepto de 
la relaciôn de empleo pûblico (57) construldo a medida del fun­
cionario estatal, es declr de quien, en cuanto titular de un ôr­
gano, ejercita potestades pûblicas a través de la producciôn de 
actos de derecho pûblico (58). Esta relaciôn-tipo, en la que el 
aspecto "laboral" de la misma se subordina al "orgânico", aparece 
cada vez como menos funcional a los diversos fines que persigue 
la Administraciôn. De hecho, la organizaciôn administrativa puede 
funcionar perfectamente sin atenerse a esta relaciôn tlpica, a 
veces 1indando o trasgrediendo el formalisme legal : La Adminis­
traciôn decide instaurer relaclones jurldico-pûblicas o de otro 
tipo, emplear trabajadores por tiempo determinado incluso prolon- 
gando indefinidamente la "precariedad" de estos (59) ; gestionar
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servicios pûblicos por si o darlos en concesiôn, détermina espe­
ciales exigencies para las distintas funciones encomendadas a los 
distintos cuerpos de funclonarios, adopta los nuevos medios mate- 
riales que repercuten necesariamente en la organizaciôn del tra­
bajo en determinados sectores, etc. (60). En definitive,las exi­
gencies inherentes a cualquier organizaciôn productive influyen 
también en la organizaciôn administrative, que tienden a compa- 
tlbilizar la mâxima eficiencia con el minimo gasto.
Sin embargo, la rigidez de la relaciôn-tipo que define al 
funcionario pûblico supone serios inconvenientes en esta pers­
pective de racionalidad y eficacia que exige la organizaciôn ad­
ministrative. Asi, se suelen seflalar como antitéticas con esta 
las siguientes caracterlsticas de la relaciôn de empleo tipica 
del funcionario pûblico : La escasa movilidad del personal y la 
"impermeabilidad" de sus funciones, que impide la movilidad de 
una administraciôn a otra ; la rigidez jerârquica, que hace elu- 
dir la responsabilidad del funcionario hacia los niveles superio­
res y no estimula el espiritu de iniciativa ; las anticuadas for­
mas de control, que privilegian aspectos marginales del empleado 
pûblico y no la efectiva productividad del mismo ; el excesivo 
abanico salarial y las formas de progreso en la carrera profesio­
nal, a su vez Indispensable para que se produzcan aumentos retri- 
butivos, provocan "el ansia de promociôn" que hace polarizar al 
funcionario todas sus energias en "hacer carrera", siendo asi que 
los criterios de selecciôn no operan efectivamente sobre la base 
del mérito y de la capacidad profesional ; por ûltimo, los compll-
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cados procedimientos de extlnclôn de la relaciôn - fundamental- 
mente ante casos de escaso rendimiento - han transformado la "es- 
tabllidad" del puesto de trabajo en un "mito" que desincentiva el 
rendimiento y fomenta el absentismo (61).
Junto a ello, la heterogeneldad de situaciones que se hallan 
reguladas por la misma rlgida figura jurldica del funcionario 
aconseja buscar una salida normatlva que logre armonizar las exi­
gencies organizativas con los fenômenos anteriormente descritos.
Una importante llnea tendencial se encuentra en la "privati- 
zaciôn" de la relaciôn de empleo, sobre la base del trabajo su- 
bordinado. "Para conseguir un minimo de eficiencia de la Adminis- 
traciôn, hay que procéder a la compléta privatizaciôn de todo el 
sistema de la relaciôn de empleo y de los procedimientos adminis­
trât! vos , principalmente la contabilidad y el control", dira 
CASSESE (62). La privatizaciôn pues se entiende como un proceso 
de igualaciôn entre el funcionario y el trabajador, que en el or- 
denamiento italiano discurre por dos vias : la introducciôn de la 
negociaciôn colectiva en la Administraciôn y la aplicaciôn del 
Estatuto de los trabajadores a la funciôn pûblica (63). Se trata 
desde luego de una llnea de tendencia que cuenta con importantes 
hitos, pero que sb entiende perfeccionable en el futuro (64). En 
otras areas culturales, el mismo motivo bâsico, la idoneidad de 
■estas técnicas para el funcionamiento eficaz de la actividad ad- 
-ministrativa ha dado lugar a las respectivas teorizaciones que 
superan el planteamiento tradiciortal, lo que no quiere decir que 
sean todas ellas uniformes ; por el contrario a veces son contra-
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dlctorias entre si (65).
Con lo dicho hasta ahora, quiere significarse que la claslca 
dlstinciôn tajante entre la relaciôn de empleo de derecho publico 
y la de derecho privado pierde el sustrato material que le funda- 
mentaba. Y ello no sôlo a causa de la identificaciôn subjetiva 
entre el Estado y el empresario privado, o el trabajador y el 
funcionario, sino - y este interesa subrayarlo, porque suele que- 
dar en la sombra - por las propias exigencias de la dinamica de 
la organizaciôn administrativa del Estado actual. La "privatiza­
ciôn de la relaciôn de empleo pûblico", la "penethaciôn del De­
recho del trabajo en la Funciôn pûblica", son pues fenômenos que 
no tienen un origen unilateral, sino que en ellos colnciden inte- 
reses de las partes irremediablemente enfrentadas en la concep- 
ciôn clâsica del tema (mediante el completo sometimlento de una a 
la otra). Claro esta que esta apreciaciôn trae aparejada impor­
tantes consecuencias en punto a lo que nos ocupa.
La primera,que al desbloquear la ecuaciôn organizaciôn admi- 
nistrativa - funcionariado tlpico, porque se pueden buscar formas 
contractuaies que sirvan mejor al curaplimiento de los fines per- 
seguidos por la Administraciôn, el punto nodal sera el examen - y 
su consideraciôn como criterio prevalente - de las actividades 
que pretende cumplir aquella organizaciôn, abandonando asi como 
criterio diferenciador el tipo de relaciôn que liga al sujeto con 
la Administraciôn pûblica.
La segunda, que la progresiva igualaciôn de los regimenes ju-
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rldicos de derecho publico y de derecho privado, sobre el esquema 
que ofrece el derecho del trabajo, supone la contractualizacion 
de la relaciôn dq empleo publico (66), es decir, también y funda­
mental mente , el reconocimiento de intereses contrapuestos entre 
el personal y la organizaciôn administrative, y los medios para 
actuaries, los tipicos mécanismes de autotutela del campo labo- 
ral. Junto a ello, no hay que olvidar la agregaciôn a esta teori- 
zaciôn de aquélia, sôlideunente implantada en nuestro ordenamiento 
jurldico, que configura los derechos de libre sindicaciôn y de 
huelga como derechos pûblicos subjetivos, derechos del ciudadano 
en los que el Estado encuentra un interés pûblico relevante que 
protege al mâs alto nivel. De forma que un âmbito tlpicamente pû­
blico se privatiza y los mecanismos tlpicamente privados, se pu- 
blifican (67). No se trata de una apreciaciôn meramente teôrica ; 
una breve aproximaciôn al fenômeno de la sindicaciôn y de la ne­
gociaciôn colectiva en la funciôn pûblica, confirma el doble ori­
gen del reconocimiento de la autonomla colectiva.
En efecto, cuando se habla del sindicato, expresiôn de la 
auto-organizaciôn obrera, y su extensiôn a la Funciôn pûblica, 
parece évidente la influencia que en ello ha tenido el extraor- 
dinario desarrollo de la acciôn y el papel del sindicato en las 
democraclas industriales, fundamentalmente a partir de la segunda 
posguerra mundial, su capacidad de atracciôn respecte de aquellos 
coleotivcs como los funcionarios, excluidos segùn los argumentes 
antes expuestos ; la tendencia, en fin, a acabar con la discrimi- 
naciôn entre el empleo pûblico y el privado. Pero no se trata
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sôlo de esto. En los mismos orlgenes del sindioalismo en la adtni- 
nistraclôn, éste se Identifica con la defensa de un interés pro- 
fesional y técnico de los agentes del Estado ; se inscribe en y 
acentûa el transite a una burocracia profesionalizada y eficien- 
te que aumente la calidad y cantidad de los servicios pûblicos 
prestados (68). Y esta ambivalencia acotnpana siempre al fenômeno 
del sindioalismo administrative, como se puede comprobar, de for­
ma sesgada, a través de las argumentaciones que contraponen aso- 
clacionisme funclonarial y sindioalismo de los funcionarios pû­
blicos (69). Ciertamente que se trata de un problema generalizado 
a la funciôn del sindicato en la sociedad moderna, pero la espe- 
clalidad del tema aqul tratado, la administraciôn pûblica, suele 
hacer olvidar que la introducciôn del sindioalismo en este âmbito 
también quiere decir racionalidad y profesionalismo de la organi­
zaciôn administrative. Esta es, por otra parte, un date de parti- 
da compartido en los ûltimos trabajos de la OIT (70).
Cuestiôn que se acentûa al enfocar el problema de una manera 
dinâmica, desde el anàlisis de "la tlpica expresiôn de la acciôn 
sindical" <71), la negociaciôn colectiva, que incluso se ha 11e- 
gado a configurar como elemento diferenciador del sindicato res­
pecte de otras formas de organizaciôn de clase (72). Como es sa- 
bido, la contrataciôn colectiva, por su flexibilidad y adaptaoiôn, 
constituye ademâs un instrumente fundamental para la renovaclôn 
constante de los métodos productives, de donde es perfectamente 
apta para la reproducciôn y subsistencia de las relaciones econô- 
micas y sociales de dominaciôn. El pacte puede ser un magnlfico
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medio de planificaciôn, de control de rendimientos, de racionali- 
zaciôn del trabajo y de incremento de la productividad ; puede 
utilizarse como instancia de atenuaciôn de los conflictos y ten- 
siones laborales, de participaciôn, de integraciôn directa de la 
acciôn sindical (72 bis). El tema es conoeido ; lo interesante 
es afirmar que esta apreciaciôn es también alerta para la Admi­
nistraciôn Pûblica, desde la necesidad que ésta tiene, en su com- 
plejidad y gigantisme, de racionalidad y eficacia de su organiza­
ciôn administrativa. Y tanto mâs cuanto que la utllizaciôn del 
sindicato y su participaciôn en la regulaciôn de las condiciones 
de empleo en el sentido antes indicado, résulta conseguible con 
mayor facilidad por el peso y la tradiciôn con que cuentan las 
mixtificaciones del interés general, la doble naturaleza del Es­
tado y demâs argumentes convergentes. De hecho las experiencias 
concretas de negociaciôn en la Administraciôn Pûblica con que se 
cuenta, se circunscriben, por su contenido, a los temas de retri- 
buciones y de racionalizaciôn del trabajo, y a su través se ins- 
tauran fôrmulas muy eficaces de afianzamiento de la "paz laboral" 
(73). No en vano en la doctrina itallana "alternativa" se senalan 
estas caracterlsticas como insuficiencias graves, y se subraya la 
necesidad de entroncar los medios de autotutela colectiva con una 
"polltica de reformas" también en el seno de la propia Administra­
ciôn (74).
De esta manera, y contemplando el fenômeno como tendencia ge­
neral, la presencia de la acciôn sindical en la funciôn pûblica 
1leva consigo, en virtud de su propia dialéctlca, la utllizaciôn
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contradlctoria de sus potencialidades (75). Sln embargo, y se 
trata de un dato que confirma el anàlisis anterior, las mayores 
reticencias ante el tema se slguen situando aûn en la admision y 
utllizaciôn de la huelga (76). Pero no se puede enfocar ya del 
mismo modo que en los comienzos de desarrollo del sindioalismo en 
la Administraciôn.
La cuestiôn parece évidente. La identidad de intereses entre 
el funcionario agente de la voluntad soberana del Estado y éste, 
Poder pûblico, es una construcciôn teôrica ya insostenible ante 
la aceptaciôn de una relaciôn de trabajo profesional entre-los 
funcionarios pûblicos. En la realidad, éstos no son los servido- 
res del Estado, sujetos al "imperium" y portadores de un "caris- 
ma" (77), obtenido gracias a la "fôrmula masônica" de la oposi- 
ciôn (78). Unicamente en algunos altos funcionarios, que realmen- 
te participan de la gestiôn del poder, se produce esta Identifi­
caciôn entre Administraciôny empleado, poniéndose de manifiesto 
su posiciôn "fiduciaria" y "polltica" (79). Por otra parte, la 
Inserciôn del sindicato en los esquemas citados viene a reconocer 
la existencia de intereses proplos y contrapuestos, mâs allâ de 
la mera individualIdad, configurando un modelo democrâtico de 
realizaciôn del interés perseguido por la Administraciôn pûblica 
(80).
Por lo mismo, las nociones de Jerarqula, obediencia y lealtad 
del funcionario no pueden utilizarse tampoco con la finalidad 
enunclada. Flexibilizadas y relativizadas, por lo demâs, mediante 
la objetIvizaciôn de su fundamento, que no es contractual sino
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organizatlvo (81), dlchos conceptos surten sus efectos en un pia­
no estrictamente individual, diferente a aquél en que se mueve el 
reconocimiento de la acciôn sindical y la utllizaciôn de la huel­
ga. Al Igual que se razona en el âmbito de los privados, la ac- 
tuaciôn del interés colectivo mediante la huelga no supone incum- 
plimiento de los deberes derivados del contrato de trabajo ; in­
terés colectivo que ademâs se reconoce positive por el ordena­
miento, en muchas ocasiones perfectamente compatible con la efi­
cacia o productividad administrativa (82). Cierto que de nuevo 
aqul habria que hacer la salvedad de aquellas funciones estricta 
o fundamentalmente pollticas, de forma anâloga a como en la rela­
ciôn de trabajo juegan las tesis de la fiduciariedad y el intui- 
tus personae, respecte de altos cargos dirigentes, a veces ex­
cluidos de la leglslaclôn laboral (83).
El argumente menos "ideolôgico", por recoger fielmente las 
notas conformadoras de la relaciôn jurldico pûblica de empleo, 
sufre también importantes quiebras ante el estado actual de la 
cuestiôn. En efecto, como ya se ha dicho, la Administraciôn se 
réserva su direcciôn, mediante la fijaciôn de las condiciones 
concretas de la relaciôn de empleo. El funcionario queda sometldo 
a su Estatuto, no puede discutir las condiciones de su relaciôn 
sujeta y fijada por la voluntad de la ley, y como tal, expresiôn 
de la soberanla popular. La heteronomla absoluta, no sôlo impide 
cualquier reconocimiento de la negociaciôn colectiva de las con­
diciones de empleo, sino que desde luego excluye la huelga inclu­
so como directe ataque a la soberania del Estado.
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Sin embargo éste es un arguments lo suflcientemente relativi- 
zado boy en dla como para conslderarlo "devaluado". En efecto, 
responds a una concepclôn autoritarla del Estado que no reconoce 
Intereses contrapuestos en su Administraciôn entre organizaciôn y 
personal de la misma. Por el contrario, se afianzan cada vez mâs 
técnicas de institucionàlizaciôn de intereses en su seno, se 
aprecia claramente la extensiôn de la democracla representativa 
al ârea administrativa (84) y la caracteristica tlpica de los 
procesos decisionales modernss es la intervenciôn en los mismos 
mediante el esquema de la negociaciôn (85). Ademâs, la heterono­
mla pretendida no lo es tal, ante là generalizaciôn y progresiva 
expansiôn de la "contractualizaciôn" de la relaciôn de empleo pû­
blico. La intervenciôn de los funcionarios en la toma de decisio- 
nes de la Administraciôn, referidas a sus condiciones de empleo, 
es un fenômeno tendencialmente implantado en las democraclas in­
dustriales avanzadas, si bien esta participaciôn adopta diversas 
formas.
Existen, en efecto, interesantes aportaciones al tema que, 
partiendo del respeto a la voluntad legal, la hace compatible con 
la ponderaciôn y negociaciôn de los intereses en juego. Dejando 
de lads ordenamientos mâs aiejados de nuestra cultura jurldica, 
el tema ofrece interesantes perspectivas en Italia y en Francia. 
Las formas tlpicas de participaciôn se limitan, en una primera 
etapa, al método de consultas. Se trata, empero, de la admisiôn 
de una fisura en la concepclôn clâsica del tema, que se aumentarâ 
al establecer como prâctica administrativa la conclusiôn de acuer-
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dos informales, en la linea de los "acuerdos concertados" france- 
ses (86), base négociai de un futuro reglamento o ley (87). La 
ambigüedad de esta figura, al seguir manteniendo la Administra­
ciôn su vestidura de autoridad, para, en la prâctica, despren- 
derse de la misma, Institucionaliza desde luego una determinada 
llnea de actuaciôn ya materialmente divergente de los principios 
tradicionales en esta materia. Se trata de la fase primera de la 
"privatizaciôn" de la organizaciôn administrativa, en la que los 
acuerdos asi realizados carecen de valor jurldico, pero comprome- 
ten en el piano politico (88). Sin embargo, mayor interés reviste 
el trânsito de esta contrataciôn informai al reconocimiento for­
mai de la misma, cuyo significado ha sido oportunamente puesto de 
manifiesto por la doctrina itallana. Se valora la introducciôn y 
el reforzamiento paulatino de elementos de profundo camblo en los 
procesos de formaciôn de la disciplina de las condiciones de tra­
bajo, de forma que mientras se acentûa el vinculo funclonal de la 
autonomla colectiva al ejerclcio de la autonomla pûblica, ésta 
ûtima depende siempre de forma mâs estrecha, no sôlo en los con- 
tenidos de los actos normatives en los que se expresa, del ejer­
clcio de la primera. "Nos encontramos frente a un fenômeno inha­
bituel de coordinaciôn formai, en el piano del procedimlento de 
formaciôn de las fuentes normativas heterônomas, entre autonomla 
colectiva y autonomla pûblica, las cuales, segûn la ôptica tradi- 
cional, se caracterizçin por la diversidad irreducible de natura­
leza y funciones", subraya GRANDI (89).
La fôrmula elegida por el ordenamiento italiano es cierta-
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mente Interesante por cuanto Inserta el contrato colectivo en el 
procedimlento admlnistrativo, haciendo compatible - y en defini- 
tiva, transformando - autonomla colectiva y autonomla pûblica : 
Los actos normativos heterônomos son el resultado formai final de 
un iter procedimental, en cuyo seno se inserta, como presupuesto 
necesario, un acuerdo contractual colectivo (90). Ciertamente que 
los problemas que se derivan de este reconocimiento formai son 
muchos. A tltulo de ejemplo, la vinculaciôn y la eficacia de la 
negociaciôn, esto es, el tema de los efectos Jurldicos de dicho 
acuerdo colectivo, que tiene estructura contractual, pero no pue­
de operar como fuente directa y propia de regulaciôn colectiva, 
sin la mediaciôn del acto de normaciôn de la autoridad adminis­
trativa (91). No obstante, hay que aclarar que se trata de un 
proceso inacabado ; asi lo demuestra la misma evoluciôn legisla- 
tiva sobre las potestades de la administraciôn para modificar el 
acuerdo en el acto de recepciôn del mismo (92) de forma que ya en 
el ûltimo proyecto de ley-marco para la funciôn pûblica (1978), 
se generalizaba el método contractual privilegiândolo sobre el 
legislativo, para la definiciôn del contenido de la relaciôn de 
empleo pûblico (93). En esta misma linea, hay que considerar la 
transformaciôn de los niveles de negociaciôn,potenclândose la 
contrataciôn a nivel nacional y articulada (94) asi como la esta- 
billzaciôn de la contrataciôn trianual de las retribuciones (95). 
Y, por ûltimo, no hay que olvidar que, en la prâctica, la preocu- 
paciôn fundamental de los funcionarios es la recepciôn del conte­
nido de los acuerdos adoptados, mâs que la bûsqueda de un deter- 
minado valor jurldico que asignar a taies actos conveneionales
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(96) .
Pero, sobre todo ello, resalta el slgniflcado profundo de 
este proceso de contractualIzacion de la relaciôn de empleo pû­
blico, como aceptaciôn e institucionàlizaciôn del conf1icto de 
trabajo también dentro de la administraciôn pûblica (97). De esta 
forma, la acciôn sindical se introduce en el ârea de la organiza­
ciôn administrativa, con lo que ello supone de transformaciôn del 
poder pûblico y de la propia posiciôn de la burocracia en el es­
quema tradicional de equilibrio y funcionalidad de poderes dentro 
del Estado (98). En efecto, el progresivo afianzamiento de estas 
técnicas - junto con otras mâs que se podlan traer a colaciôn, 
especialmente las que flexibilizan el corsé presupuestario en ma­
teria de retribuciones del personal (99) - supone la consolida- 
ciôn de un proceso de contra-argumentaciones jurldicas que ero- 
sionan la teorizaciôn precedente sobre la imperatividad del res­
peto a la voluntad legal en la fijaciôn de las condiciones de em­
pleo de los funcionarios pûblicos. Ciertamente, la concepclôn au- 
toritaria e imperativa de la Administraciôn estâ siendo susti- 
tuida por la introducciôn de procedimientos de partieIpaciôn-nego- 
ciaciôn incluso en el nivel de la formaciôn jurldica. En este 
sentido, la labor unificadora y directive de la OIT es altamente 
sintomâtlca (100).
No parece, pues, que, en este contexte, se pueda negar la 
posibilidad de admitir un modelo "contractual" de la huelga, tan­
to como preslôn ante la negociaciôn como para garantlzar el cum- 
plimiento del pacto en sus propiso términos, cuando menos esta
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"Identificaciôn reductiva" entre el interés protegido por la 
huelga y el interés a la consecuciôn de majoras socioeconômicas 
mediante la contrataciôn colectiva (101) pareceria congruente 
con los nuevos parâmetros entre los que se situa la relaciôn de 
empleo pûblico y la organizaciôn administrativa. Pero ademâs, y 
como se ha visto, la conceptüaciôn del derecho de huelga como de­
recho ciudadano, incide de forma decisiva en esta temâtica, 
atribuyendo su tltularidad a todos los trabajadores por cuenta 
ajena, "sea cual sea el tipo de vinculo Jurldico que le liga al 
empleador y sea cual sea el procedimlento técnico de regulaciôn 
de sus condiciones de trabajo" (102). El tema se va a trasladar, 
pues, de la tltularidad a la funciôn realizada, sobrepasando la 
perspectiva adoptada de enunciar la incompatibilidad de una sl- 
tuaciôn jurldica subjetiva con el ejerclcio del derecho de 
huelga.
Por los mismos motivos - y quizâ de forma mâs palmaria - ar­
gumentas adicionales como los que alegan la situaciôn privilegia- 
da del funcionario pûblico, y especialmente la garantla que éste 
posee de la estabilidad en el empleo,para justificar la exclu- 
siôn de este colectivo del ejerclcio del derecho de huelga, son 
insostenibles en su generalidad. Ciertamente, "una situaciôn 
ventajosa y segura" de los funcionarios pûblicos podrla consti- 
tulr un buen remedio, junto a la "actuaciôn enérgica" del Gobier- 
no frente al fenômeno huelgulstico, en un contexto social ya 
desaparecido (103). Como ha quedado ya expuesto, la transforma­
ciôn de la condiciôn social y jurldica del trabajador por cuenta 
ajena - considerado en su estricto concepto técnico-jurldico -
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anula y en ocasiones Invierte dlcha situaciôn de privilégie (104). 
Respecte de la estabilidad en el empleo, parece también évidente 
el avance del derecho del trabajo hacia la consolidaciôn de éste 
como principle general. El garantismo jurldico, aunque puesto de 
nuevo en entredicho ante la crisis, es un concepto irreversible 
que anula en parte el sentido del argumente citado (104 bis).
Desde luego que la configuraciôn en el derecho del trabajo de la 
estabilidad en el empleo no puede equipararse a como se plantea 
ésta en el âmbito de la relaciôn funclonarial, pero fundamental­
mente lo que hay que senalar es que el mismo principio, en une y 
otro âmbito, no puede ser parangonado, puesto que las causas que 
lo introducen en el sector privado y en la funciôn pûblica son 
radicalmente diferentes. Mientras que en el âmbito privado, el 
tema se relaclona con una polltica de pleno empleo y la continui- 
dad en la relaciôn viene motivada por el control de las potesta­
des empresariaies de libre despido y el reconocimiento de la ac- 
tuaclôn sindical, en el âmbito de la funciôn pûblica, estabilidad 
en el empleo es la otra cara de la moneda de la conservaciôn de 
una concepclôn autocrâtica del poder, el principal de "los robus­
tes cinturones protectores" que constituyen la zona de privile- 
gio legal tlpica del empleo pûblico (105).
Pero ademâs, y conviens resaltarlo, si en el "sector privado" 
el principio de estabilidad en el empleo présenta importantes 
fisuras (105), no es menos cierto que también en el empleo pûbli­
co estâ lejos de ser una realidad uni forme. Las categorias de 
interinos y contratados administratives, de enorme importancia en
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la prestaciôn de determinados servicios pûblicos, suponen la mâs 
séria quiebra de este principio también en la Administraciôn 
(107).
No se entiende bien, en suma, desde una ôptica actual, la 
presunta incompatibilidad entre concepclôn paternalista de la Ad- 
ministraclôn y sindicalizaciôn de la misma ; lôgicamente, esc 
trae como consecuencia la descalificaciôn de cualquier argumente 
que se pretenda apoyar en ello para impedir el ejerclcio de la 
huelga. A mayor abundamiento, la propia valoraciôn de la eficien­
cia administrativa, la progresiva introducciôn en el seno de su 
organizaciôn de pautas de eficacia y productividad tlpicas de 
"los privados", obligan a cambiar esta perspectiva y a modificar 
la nociôn misma de lealtad del funcionario. En efecto, toda una 
corriente doctrinal, sobre la base de defendar a ultranza la pri­
vatizaciôn de la Administraciôn pûblica, y partiendo del diferen­
te origen del principio de estabilidad en el empleo en una situa­
ciôn pûblica y en la privada, exige la transformaciôn y reducciôn 
del garantismo funclonarial a este respecto (108). En definitiva, 
se trata de un proceso concurrente con la identificaciôn de los 
antiguos deberes de lealtad derivados del contrato de trabajo en 
los de diligencia y fomento de la productividad (109), que se 
aprecia en el Derecho del Trabajo actual.
Todo lo hasta aqul expuesto iba dirigido a explicar cômo un 
conjunto complejo de causas inciden en el cambio de perspectiva a
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la hora de enfocar el tema de la huelga - y, en general, de los 
derechos sindicales - en la funciôn pûblica. Y ello desde mûlti- 
ples puntos focales, desde el que resalta el cambio material pro- 
ducldo en la situaciôn social y el modelo cultural de los funcio­
narios, o aquel que pone el acento en la sindicalizaciôn como 
funciôn de transformaciôn de la Administraciôn, hasta el que se 
fija en el cambio de Estado y la necesidad de introducir técnicas 
de racionalidad y eficiencia derivadas de la organizaciôn produc- 
tiva, también en el aparato pûblico, o en la necesidad - y reali­
zaciôn formai - de la contractualizaciôn de las relaciones de 
servicio para servir mejor a la organizaciôn administrativa y lo- 
grar un mejor cumplimiento de los fines perseguidos por la m-isma, 
pasando por el que se basa en la teorizaciôn de los derechos pû­
blicos subjetivos y la derogaciôn de ordenamientos especiales 
basados en criterios subjetivos.
El centro de gravedad en el que se apoye la reflexiôn sobre 
la huelga en el sector pûblico no va a ser ya el tipo de relaciôn 
que liga al sujeto con la Administraciôn Pûblica, sino que se va 
a desplazar hacia otros môdulos objetivos. Si se defiende la ac­
ciôn sindical en la Administraciôn, si no existe una identidad 
entre organizaciôn administrativa y vinculo jurldico funciona- 
rial, si cabe alternatividad a los procedimientos técnicos tipi­
cos de regulaciôn de las condiciones de trabajo, no se puede uti­
lizer argumentes de tipo subjetivo para justificar la prohibiciôn 
del derecho de huelga. Por el contrario, sera el anàlisis de las 
funciones encomendadas a la Administraciôn y la incidencia en 1 as mismas
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de la huelga, o el contraste entre el interés perseguido por la 
Administraciôn y el buscado por los huelguistas, los terrenos por 
los que dlscurrirâ la teorizaciôn de la especificidad de la huel­
ga en el sector pûblico. Al examen de éstos irân dedicados los 
apartados 3, 4 y 5 de este capltulo.
No obstante este cambio de perspectiva general, el criterio 
diferenciador en funciôn de los sujetos sigue teniendo una rele- 
vancla indudable para determinadas categorias de funcionarios pû­
blicos ligados a unas concretas funciones del Estado, en los que 
parece ineludible exigir una "neutralidad" absoluta que lleva 
aparejada la negaciôn de los derechos sindicales bâsicos. Se tra­
ta, fundamentalmente, de la problemâtica relativa al EJército, la 
Policla, los Tribunales. Sobre la argumentaciôn conocida ya, se 
barajan nuevos motivos que es necesario examinar con mayor deta­
ils por el peso especifico que revisten. Ademâs, se trata de un 
tema que queda patente en la Constituciôn espafiola de 1978. Al i. 
anàlisis de la cuestiôn en ésta se dedicarâ un epigrafe posterior.
2.3. IMPORTANCIA RESIDUAL DEL CRITERIO SUBJETIVO EN CATEGORIAS 
ESPECIALES DE FUNCIONARIOS PUBLICOS.
Bajo este epigrafe se estâ haciendo referenda a las repercu- 
siones que sobre los derechos sindicales tiene la problemâtica de 
los "cuerpos separados" de la sociedad. Concepto éste que afecta
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a muchos otros ambitos, puesto que se definen como reductos sepa­
rados del contexto politico, social y civil, y que se traduce en 
la teorizaciôn de que determinados sectores especiales del Esta­
do, por la indole de las funciones realizadas, deben, en aras de 
la propia conservaciôn del Estado, mantener una escrupulosa neu- 
tralldad polltica, asi como estar organizados con arreglo a los 
mâs rigidos criterios de jerarqula y disciplina para lograr el 
monolitismo que exigea las funciones encomendadas a los mismos.
Dentro de los "cuerpos separados" se incluyen, clâsicamente, 
el Ejército, la Policia y la Administraciôn de Justicia. Aunque 
es desaconsejable su tratamiento unitario, si podria ser conve- 
niente resaltar sus caracterlsticas comunes mâs notables : La de 
ser cuerpos burocrâticos del Estado que revisten una importancia 
decisiva para la conservaciôn del actual equilibrio de poder 
(110), aparatos que ostentan el monopolio estatal de la violencia 
y que como tal ejercen funciones especialmente represivas - con 
la caracterlstica especial, papa los tribunales, que luego se 
dirâ -. En este sentido, se constituyen en el tipico terreno apto 
para configurar un "ordenamiento especial", en donde la organiza­
ciôn del cuerpo exige el sacrificio de los derechos ciudadanos de 
sus componentes que puedan incidir en las prioritarias funciones 
encomendadas. Relaciôn interna tipicamente autoritaria - frente a 
intervenciôn externa tipicamente represiva y coactiva - junto a 
un modelo cultural enormemente estâtlco, compléta el panorama co- 
mûn a cuerpos burocrâticos separados de la sociedad civil.
La separaciôn, el divorcio cada vez mayor de la sociedad, es
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una caracterlstica tlpica del Estado, producto del caracter irré­
conciliable de las contradicciones de clase. La caracterlstica 
diferencial de la fuerza estatal es la de ser una fuerza separada 
de la sociedad (de la producciôn y de sus menesteres), por lo 
tanto "una fuerza socialmente causada,un poder coactivo separado 
que es postulado por la atomizaciôn y la disgregaciôn de la so­
ciedad" (111). Junto a ello, se sefiala que el fundamento del po­
der del Estado descansa en la formaciôn de grupos armados separa­
dos del pueblo, en una minorla armada y organizada que aseguran 
la funciôn estatal de dominaciôn de clase. "El ejército permanente 
y la policla son los instrumentos fondamentales de la fuerza del 
poder del Estado", escribirâ LENIN en una de sus obras mâs cono- 
cidas y glosadas (112). De esta manera se establecia un hilo 
conductor entre separaciôn del Estado y la sociedad civil, la vio­
lencia organizada y la finalidad de dominaciôn de clase, identi- 
ficândolo con el Estado "in totum". El Estado es sus aparatos re- 
preslvos, y se define principalmente por la aplicaciôn organiza­
da y sistemâtica de la violencia sobre los hombres.
Desde luego que este enfoque tradicional en una determinada 
corriente ideolôgica ha de verse superado por la reflexiôn grams- 
ciana sobre el Estado, bastante mâs rica y problemâtica, que ha 
revitalizado la teorizaciôn leninista sobre el Estado (113). Pero 
lo interesante es recoger aqui cômo esta linea de explicaciôn de 
la razôn de ser del Estado en la violencia funclonallzada a la do­
minaciôn de clase, situado por encima y separado de la sociedad 
civil, se va a seguir reflejando, siquiera a nivel inconscxiente,
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también en las criticas jurldicas, y en las soluciones propuestas 
a este fenômeno. La funciôn clarificadora que podia tener la teo­
rizaciôn leninista supone ahora mismo una mixtificaciôn si no se 
anade a continuaciôn que la "separaciôn" corresponde a un dominio 
juridico-politico y que por tanto ho se estâ explicando la rea­
lidad, sino el proceso de formaiizaciôn de la misma. Como ha ex- 
presado CERRONI (114), Lenin no comprends que "la separaciôn mo­
derna no solamente coneierne a los sectores especiales de hombres 
armados , sino a todo el cuerpo politico, esto es, al Estado re- 
presentativo que, precisamente a través de la representaciôn po- 
litica (delegada mediante elecciones), se sépara y se une al 
mundo de las actividades productivas".
Parece en consecuencia util desarrollar este planteamiento 
analizando aisladamente cada una de estas categorias de funcio­
narios del Estado, en el entendimiento que no se puede ir mâs 
allâ de una visiôn general que haga arrojar algo mâs de preci- 
siôn sobre el tema principal objeto de estudio.
2.3.1. El Ejército.
Si el concepto de "cuerpo separado" puede aplicarse a algùn 
sector con plena justeza, éste es sin duda el Ejército. En efec­
to, las Fuerzas Armadas reûnen todas las caracterlsticas de la 
"separaciôn" del contexto politico, social y civil, concepclôn 
que radica en la misma formaciôn histôrica del ejército moderno
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como ejército de oficio, cuerpo profesional autosuficiente en si 
y autoconcluido en sus valores, principios, institutos y rela­
ciones (115). Elemento natural o esencial al Estado, que en los 
ordenamientos democrâticos europeos recibe la calificaciôn de 
"instituciôn de relevancia constitueional" (116), tiene como mi- 
siôn asegurar la defensa exterior del Estado y tutelar, en ultima 
instancia, el orden pûblico interno. La especial importancia de 
estas misiones hace que las Fuerzas Armadas se encuentren someti- 
das a los ôrganos civiles de suprema direcciôn del Estado ; no 
pueden desarrollar otras actividades que las que supongan la mera 
ejecuciôn instrumental de decisiones pollticas adoptadas por los 
ôrganos compétentes ; Ni asumen una propia fisonomia polltica ni 
intervienen con iniciativa autônoma en actividades pollticas 
(117). Las funciones que constitucionalmente se encomienda al 
Ejército son de tal relevancia que se teoriza la absoluta garan­
tis de i mparc i al1dad del mismo y el sometimlento también absolu- 
to al ordenamiento democrâtico del Estado (118). Lo que sucede 
es que este sometimlento se realiza por vias que excluyen o hacen 
incompatible la presencia de mecanismos democrâticos en su inte­
rior. El respeto al sistema democrâtico se consigne negando la 
democrdcla.
En efecto, la necesaria conformidad de la organizaciôn mlll- 
tar al ordenamiento democrâtico exige garantlzar que los organis­
mes militares sean extrados a la politics activa, asegurar la 
apoliticidad institucional de las Fuerzas Armadas. Inciden, de 
forma cumulativa, en este sentido, clrcunstancias taies como la
- 179 -
ordenaciôn del Ejército a funciones meramente ejecutivas o ins­
trumentales, estando la decision polltica de fondo reservada a 
los ôrganos tipicamente politicos, asi como la misma naturaleza 
de ejército permanente, formado mediante el reclutamiento obi1— 
gatorio para todos los ciudadanos ; modo de composiciôn que no 
tiene en cuenta la diferenciaciôn polltica, o la necesaria garan­
tis de neutralidad e imparcialidad en el desempeno de sus funcio­
nes. Por eso se les suele définir a las Fuerzas Armadas como or- 
ganismos "al servicio excluslvo de la Naciôn" y, bajo este punto 
de vlsta se entiende que su ordenamiento interno y las normas de 
relaciôn entre la direcciôn técnica milltar y la direcciôn poli­
tics se désarroi1an en un piano diferente a los mecanismos norma­
les en un régimen democrâtico (119). Se garantlza la neutralidad 
èn las Fuerzas Armadas pero a la vez se excluyen de ellas los 
valores de la democracia, las reglas de formaciôn de una voluntad 
mayoritaria, todos los principios de la democracia politlca.
Junto a ello, hay que resaltar también que el Ejército, por 
la indole de sus funciones y el proplo tipo de sus ôrganos, se 
Inserta dentro de la Administraciôn pûblica, encuadrada orgâni- 
camente en el Gobierno. La defensa exterior y la tutela del orden 
interno son pues funciones normales de gobierno, no funciones ex- 
cepcionales del Estado (120), al coexistir tanto en tiempo de 
guerra como de paz las actividades de preparaciôn y organizaciôn 
bélica y la actividad operativa de la misma, aunque ésta ûltima 
se realice en tiempo de paz con menor frecuencia y nunca sobre el 
piano experimental (121). Este ûltimo aspecto acercaria la pro-
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blemâtica de las Fuerzas Armadas y sus miembros a la de la Admi­
nistraciôn pûblica. De hecho, al argumente de la imparcialidad, 
neutralidad y apollticismo del Ejército se le suele anadir, enno- 
bleciéndolo, la ya recogida formulaciôn de las relaciones de su- 
premacla especial entre Fuerzas Armadas y militares, con mayor 
intensidad aun que entre el funcionario civil y la organizaciôn 
administrativa. Se présenta asi el problema como un tipico ejem­
plo de ordenamiento especial en donde el individuo, situândose 
bajo un poder cuyo pleno y absoluto desarrollo se considéra esen­
cial para la persecuclôn de fundamentaies exigencias pûblicas, se 
ve despojado de los derechos y llbertades civiles, normalmente 
aseguradas en las relaciones de derecho comûn (122). De esta for­
ma, una concepclôn de la Jerarqula extremadamente rlgida y la 
correlativa exigencia con carâcter absoluto, de disciplina, ca- 
racterizan la relaciôn de servicio del milltar como fundamental­
mente autoritarla (123).
Ambas llneas de fuerza, el apollticismo y la consideraciôn 
del Ejército como Administraciôn pûblica, aunque de alguna mane­
ra podlan tender a contraponersé, son utllizadas de forma conver­
gente, para acentuar los rasgos de esta "separaciôn" de la socie­
dad. En efecto, son muchos los fenômenos en que ésta se manifles­
ta . Asi, por no citar sino los mâs llamativos, hay que recordar 
que el Ejército se halla dotado de un sistema de Administraciôn 
de Justicia propio y exclusive, que opera normalmente en el inte­
rior de los cuerpos armados (124) y que contlene numerosas excep- 
ciones a los principios de funcionamiento y de tutela de los tri-
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bunales civiles. Puesto que se ha partido del principio de que 
las Fuerzas Armadas tienen que estar al margen de los normales 
mecanismos democrâticos para salvaguardar el sistema democrâtico, 
se les dota de normas de organizaciôn y de funcionamiento especi- 
ficos para la administraciôn de justicia, que por lo demâs se 
asocian a situaciones de excepciôn, de imposibi1idad de normali- 
dad democrâtica (125).
Por otra parte, y en esta misma linea, las relaciones de con­
trol politico de las Fuerzas Armadas aparecen debilitadas o prâc- 
ticamente inexistantes segûn los canales tradicionales estableci- 
dos por la democracia polltica. En efecto, el Ejército suele con- 
figurarse como dominio reservado del Ejecutivo, cuando no de 
otras instancias ajenas y déterminantes del propio Estado en su 
polltica milltar (126), sin que el Parlamento ejerza de hecho un 
efectivo control sobre la direccién de la misma, y donde la fre- 
cuente Invocaciôn del "secreto milltar" sustrae al legislativo el 
conocimiento exacto de hechos, situaciones y documentaciôn al 
respecto (127). En el mismo sentido se puede Incluir la ausencia 
de control del gasto milltar,especialmente en lo que se refiere 
al armamento (128). Cuando se habla del respeto a las decisiones 
pollticas respecto de las cuales los planteamientos del ejército 
sôlo adquieren relevancia instrumental, se debe reflexionar sobre 
este asunto. Y es que la contradieciôn apuntada conduce necesa- 
riamente a este resultado : Los métodos tradicionales de control 
politico se estrellan ante el organisme militar, incontrôlable 
por su aislamiento, separado de la democracia en bien de la demo-
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cracia misma.
También, y por seguir con la descripciôn de caracterlsticas 
de la "separaciôn", procédé sefialar la existencia de un sistema 
de ensenanza y de formaciôn militar exclusive, que perpetûâ los 
"valores especificos" de las Fuerzas Armadas, en contraste con 
los valores que rigen en el resto de la sociedad, de forma que 
el refurezo de la disciplina y el respeto jerârquico se traduce 
en ideologia autoritaria con numerosos elementos antidemocrâticos, 
en donde resalta el desprecio al sistema de mayorlas, la concien- 
cia de élite y una concepclôn organiclsta y estâtica de la socie­
dad (129). Es sintomâtlco ciertamente esa exaltaciôn de aspectos 
mlsticos o de una espiritualidad muy caracterlstica, que hacen 
proclamar a los propios militares, casi siempre con orgullo, esa 
"distancia entre la condiciôn militar y la sociedad civil", que 
se cifra en "virtudes militares, formas de entender la vida, sa- 
crificios, valores espirituales, espiritu militar" (130). Tenien­
do en cuenta ademâs la fractura horizontal que existe en el Ejér­
cito entre militares estables - de carrera - y contingentes de 
tropa reclutada, la cuestiôn résulta mâs llamativa, por cuanto se 
inculca al personal de leva una ideologia diferente - y se subra­
ya esta diferencia - a la vigente en la sociedad a la que perte- 
necen.
Sin embargo, este aislamiento que se toma por caracterlstica 
fundamental del Ejército puede confrontarse con otros datos mate- 
riales que muestran la penetraciôn también de este "cuerpo sepa­
rado" en la sociedad civil y en el mundo de la actividad produc-
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tiva. En este sentido, habria que subrayar la importante faceta - 
generalmente olvidada - de la actividad econômica del Ejército 
encuadrada en la actividad econômica general del Estado y en los 
organismes normalmente previstos para ello. La industria de arma­
mento y actividades de investigaciôn cientifica y tecnolôglca 
constituyen los ejes de la misma, que en algunos paises como Es- 
pana, tienen una Indudable importancia, con progresivo afianza- 
miento en el sector de la exportaciôn (131). En esta linea, ha­
bria que senalar la importancia de la industria auxillar para la 
Defensa, que intensifica la importancia industrial del Ejército 
en la sociedad actual (132). Pero ademâs, las Fuerzas Armadas 
constituyen un complejo asistencial y formative nada desprecia- 
ble : Sanidad, aprendlzaje, labor formativo-prâctica y de capaci- 
taciôn profesional, incluso tareas educativas primarlas son al­
gunos de los contenidos de éste, que, unldos al sistema de reclu­
tamiento obligatorio vigente en los paises de nuestra ârea cultu­
ral mâs prôxima, podria producir importantes efectos en la cuali- 
ficaciôn y reparaciôn de la fuerza de trabajo, ademâs de otras 
repercusiones positivas en un piano cultural, formative, etc. Por 
ûltimo, y en un piano subjetivo, es comprobable el mantenimiento 
de lazos estrechos entre suboficiales y oficiales con las capas 
sociales de las que se nutren ambos estratos militares, Incluso 
a través de la existencia de un empleo civil paralelo (133), 
como, desde otro punto de vista, es también clâsica la existencia 
de un trasvase de personal militar de al ta graduâciôn a otras es- 
feras politisas y econômicas : Asi, oficiales jefes que ocupan 
puestos de alta responsabilidad en la Banca, en las Empresas pû-
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bllcas, en ministerios civiles y en Gobiernos civiles, etc. (134).
Ciertamente que los caractères de la "separaciôn" repercuten 
necesariamente sobre el hecho material de la penetraciôn del Ejér- 
cito en la sociedad civil. En efecto, ya no se trata sôlo del de- 
bilitamiento del control del gasto militar, con las posibilidades 
de mal empleo del mismo, o despilfarro, sino de la ineficiencia 
de los servicios asistenciales militares, que estân muy por deba- 
jo de lo que razonablemente podrlan dar de si, en coherencia con 
su indudable importancia social, e incluse en comparaciôn con el 
panorama asistencial sanitario de palses que, como EspafSa, no 
destaca precisamente por su racionalidad ni eficiencia (135). El 
tema es especlalmente grave en relaciôn a los reconocimientos de 
aptltud para el servicio militar, condiciones de alojamiento y de 
alimentaciôn de los reclutas, especiallzaciôn y formaciôn del 
personal medico militar y red hospltalaria, y, aunque cuantitatl- 
vamente poco importantes, pero enormemente significatives, los 
mécanismes previstos ante los casos de enfermedades mentales, 
suicidios y el problema de las drogas (136).
No es este el lugar mâs apropiado, a mi juicio, para procéder 
a valorar todas las implicaciones de esta concepciôn, de tan am- 
plias repercusiones. Baste sencillamente con sefialar que ya desde 
la segunda guerra mundial, se puede constatar una fuerte tenden- 
cla a la "democratizaciôn" de las Fuerzas Armadas, que a semejan- 
za de lo sucedido con la funciôn pùbllca, participa de una doble 
motivaciôn, a veces mantenlda desde posiciones ideolôgicas y po- 
liticas diferentes : Las que en ello ven una exigencia ineludible
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en una estrategia ^ global de transformaciôn del Estado y aquéllas 
que sintomâtlcamente, ligan la democratizaciôn con la necesidad 
de modernizaciôn y eficiencia del Ejército. Esta ambivalencia se 
mantiene también en un aspecto de la "separaciôn" del que podria 
pensarse a primera vista su Clara naturaleza revulsiva, la garan­
tis de los derechos ciudadanos en las fuerzas Armadas. Desde lue- 
go que el alcance de las propuestas de democratizaciôn es sustan- 
cialmente diferente si prédomina uno u otro enfoque, pero en 
cualquier caso existe esta coincidencia. Dentro de esta vertiente 
del problema, hay que distingulr entre los derechos ciudadanos en 
general y lo que constltuye el aspecto fundamental de este traba- 
jo, los derechos de sindicaciôn y de huelga. El contraste entre 
el contorno juridico-politico del Ejército y el que rodea al sin- 
dicato y a sus medlos de actuaciôn es el objetivo prioritario de 
las paginas siguientes, sin perjuicio de sefialar que un anâlisis 
conjunto de estes y los derechos politicos de los militares desde 
el punto de vista histôrico arrojaria mucha luz sobre el asunto 
(137).
El sindicato forma parte de un complejo de libertades instru­
mentales que tendencialmente, por su capacidad y efectividad, po- 
nen en crisis la tradicional relaciôn de sujeciôn, "basada en la 
total y absoluta soledad del Inferior frente al ,superior, supera- 
ble sôlo por la solidaridad de una plena y pronta disciplina co- 
lectiva" (138), y supone un control interno de la actividad mili­
tar, por lo que sin duda podria tener un mayor impacto sobre el 
equilibrio del cuerpo y el desarrollo del servicio (139). En este
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Bentido, se suele mantener que la Introducclôn del sindicalismo 
en el Ejército es contrario al principlo de neutralidad de las 
Fuerzas Armadas, asimilando pues actividad politica y actividad 
sindical, e incluso valorando esta ultima como mâs peligrosa para 
el equilibrio interno del Ejército (140). Ademâs se sigue esta- 
bleciendo una incompatibi1idad absoluta entre disciplina militar, 
indispensable para que las Fuerzas Armadas desempefien sus misio­
ns s, y el sindicalismo. Cualquier asociaciôn agrupa las fuerzas 
individuales de los afiliadosy aumenta senslblemente el poder de 
resistencia a la autoridad jerârquica (141).
Sin embargo,la implantaciôn del sindicalismo en la funciôn 
pùbllca y la propia concepciôn de la libertad sindical como dere- 
cho cludadeino, van actuando contra la oplnlôn de que "la democra­
tizaciôn de la funciôn pùbllca se detenga en la puerta de los 
cuarteles" (142). Paralelamente, la necesidad de mejorar la si- 
tuaciôn econômica y material de los militares. Junto al agravio 
comparativo de la existencia de cauces slndicales para los demâs 
funcionarios, subrayan la necesidad de dlsponer tanto de canales 
de Informaciôn sobre la situaciôn real del personal militar como 
de conocer y actuar las reivindicaciones mâs sentidas sobre el 
particular. Por otra parte, cualquier Inlciativa de "moderniza­
ciôn" de las Fuerzas Armadas neceslta de una cierta asociaciôn de 
las bases militares a las decisiones del mando, de donde los or­
ganismes de representaciôn colectiva y los sindicatos pueden 
ofrecer una vertiente participativa que haga aquellas iniciativas 
bastante mâs eficaces (143).
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De hecho, en la Europa del ngrte el fenômeno sindical en las 
Fuerzas Armadas aparece consolidado fundamentalmente después de 
la Segunda Guerra Mundial, si bien normalmente se trata de expre- 
siones de sindicalismo autonome. Palses como Holanda, Bélgica, 
Dinamarca, Noruega, Suecia, Finlandia y Luxemburgo han considera- 
do compatible actividad militar y el fenômeno de la sindicaciôn 
(144). Mâs sintomâtico es el caso de la Repûblica Federal Alemana, 
cuyo ejército goza de merecida fama de eficacia y modemidad, y 
en donde coexisten un sindicato mayoritario y autônomo, la DBwV, 
nacldo en 1956 y el sindicato de la funciôn pûblica, transporte y 
trâfico (OTV), ligado a la poderosa DGB socialdemôcrata, que a mi- 
tad de los anos 60 intenté crearse un espacio entre los militares. 
La "dependencia polltica" de este ultimo, - y la finalidad reco- 
nocida mâs o menos explicitamente, de participar desde dentro en 
el proceso de consolidaciôn democrâtica de las Fuerzas Armadas 
germanas - no impidiô que en agosto de 1966 el minitro de Defensa 
dictara una circular en la que, sobre la base de la Ley Fundamen­
tal, se afirmaba que "el soldado, como cualquier ciudadano, tiene 
el derecho de constituir asociaciones profesionales y de especia- 
lidad para la protecciôn y el progreso de las condiciones de tra- 
bajo y econômicas ; de pertenecer a taies asociaciones y de désa­
rroi lar las actlvidades consecuentes. Esto vale también para las 
asociaciones sindicales" (145). Paralelamente en el ejército ale- 
mân se admite libremente la actividad politica y sindical de los 
reclutas, fuera de las obligaciones de servicio, y se prevé un 
ôrgano de representaciôn interno, mediante la instltuciôn del 
"portavoz" elegido por cada compania, a los que periôdicamente
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consultari los comandantes de compafiia y de batallôn y que gozan 
de amplias competenelas (146). Se trata, en definitlva, de un 
ejemplo de una cierta relevancia por cuanto no sôlo no se pone en 
cuestlôn el papel constitueional de las Fuerzas Armadas mediante 
la introducclôn en estas del sindicato, e incluso de ôrganismos 
de representaciôn colectiva, sino que se admite la existencia de 
sindicatos ligados al mundo productivo, es decir "politizados" 
(147), La disciplina militar tampoco se entlende incompatible con 
el fenômeno sindical, por el contrario, se pretende aplicar en su 
plena integridad el principlo constitucional del "ciudadano en 
uniforme" (148).
No es este sin embargo el criterio vigente en la Europa latina, 
donde los ya anotados argumentas del apoliticismo e imparcialidad 
y la necesidad de mantener la disciplina militar a ultranza pros- 
fcriben cualquier intente sindical en el seno de las Fuerzas Arma­
das. Y sin embargo es justamente en estos palses en donde a par­
tir de 1968, se comienza a observar importantes fenômenos de mo- 
vilizaciôn social reivlndicativa que tienen al Ejército como cam- 
po de actuaciôn. Estos "fenômenos de disenso politico de izquier- 
da", en expresiôn de CANOSA (149) que ademâs aparecen en una si­
tuaciôn "no revolucionaria" del conjunto social (150) tienen la 
vlrtualidad de poner en cuestlôn muchas de las afirmaciones jus­
tificatives de la negaciôn del sindicalismo y potenciar algùn ti- 
po de reforma al respecto. Asi, el movimiento de los soldados en 
Francia, cuyo punto âlgido se hace coincidir en 1974, con la car­
ta abierta, firmada por 100 soldados, a los dos candidates presi-
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denciales, en la que pedian el reconocimiento de una serle de "de­
rechos elementales" dlrigidos a mejorar el trato de los reclutas 
(151), y el propio y corrélative movimiento italiano, de mayor 
intensidad y duraciôn, cuyos objetivos, fijados en la Asamblea 
Nacional de delegados de 133 cuarteles de toda Italia en noviem- 
bre de 1975, se concretaban fundamentalmente en la vigencia tam­
bién dentro del cuartel de los derechos civiles y politicos ga- 
rantizados por la Constituciôn, ademâs de la mejora de las condi­
ciones materiales y de vida de los reclutas (152). Mâs interesan- 
te résulta el movimiento de los suboficiales de la Aeronâutica 
Militar Italians, cuerpo enormemente profesionalizado y con un 
alto nivel de especiallzaciôn (153) cuyos planteamientos reivin- 
dicativos de modernizaciôn y de democratizaciôn de las Fuerzas 
Armadas son, desde luego, bastante mâs acabados y coherentes con 
una concepciôn global y diferente del Ejército.
Se trata de movimientos sindicales que denuncian situaciones 
materiales insostenibles, pero también una determinada concepciôn 
politica no compartida : El problema ultimo lo describe BALDA- 
SARRE (154) muy bien cuando afirma ; "Que un hombre, cuando entre 
a formar parte de las fuerzas Armadas, pierda sus derechos invio­
lables y con ellos los atributos Juridicos mâs qualificadores de 
su esencia humana y de su status de ciudadano, es no sôlo algo 
ilôgico y arbitrario, sino incluso répugnante para una conciencia 
libre y civil, y estâ manifiestamente en contradicciôn con la le- 
tra y los valores que inspiran la Constituciôn republicans". Ante 
ellos, el poder pûblico reacciona mediante la represiôn, en oca-
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siones selectiva, sobre el movimiento militar, y a la vez, ini- 
ciando una reforma de los aspectos mâs débiles del tema. El es- 
quema es aplicable por igual a los casos francés e italiano ; la 
amplitud de la reforma dependerâ sin embargo de la extension y 
capacidad de reacciôn del propio movimiento.
Asl, en Francia, Junto a importantes medidas en favor de los 
reclutas (aumento de la paga a 210 F mensuales, exenciones y sub­
sidies militares, licenciamiento anticipado, reinserciôn profe- 
sional y concesiôn de ayudas econômicas al finalizar el servicio 
para su ingreso en un centre de formaciôn profesional) se reforma 
el estatuto Jurldico militar y se promulga un nuevo reglamento de 
disciplina "modernizado" (155). En lo que aqul interesa, la refor­
ma militar francesa de 1975 sigue rechazando el hecho sindical, 
tanto para el personal de carrera como para el de reemplazo, si 
bien introduce una serie de ôrganos internes de participaciôn, de 
carâcter consultivo, sobre problèmes del servicio, y unas estruc- 
turas centralizadas que funcionan como organismes asesores del 
Ministre de Defensa : El Consejo Superior de la Funciôn Militar, 
constituido por militares de carrera extraidos por sorteo, que 
tienen como misiôn el estudio y la adopciôn de propuestas relati­
ves a la organlzaciôn de la carrera militar, del estatuto Jurldi­
co y de las condiciones materiales ; y el Consejo Permanente del 
Servicio Militar, que se ocupa de los problemas del sistema de 
reclutamiento y estâ compuesto por "expertos" y militares de 
carrera designados por el Ministre de Defensa (156). En cualquier 
caso, se sigue rechazando el sindicalismo como forma de organize-
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clôn y de defensa de los intereses profesionales de los militares 
de carrera. Ciertamente que la razôn esgrimida suele ser la in- 
compatibilidad del respeto a la disciplina militar con las formas 
de actuaciôn sindicales y la propia organlzaciôn, pero se trata 
de un motivo formalmente invalide, En efecto, en Francia, cuerpos 
sometidos a disciplina militar, como los C.R.S., gozan del dere­
cho de sindicaciôn, aunque se les prohiba el recurso a la huelga. 
Una soluciôn idéntica podria pensarse para el Ejército (157). La 
razôn de fondo hay que buscarla sin embargo en la composlciôn y 
estructura del Ejército y en la hostilidad de los militares de 
carrera hacia un sindicalismo de reclutas y la posibilidad de que 
éste cristalizara si se adoptera una formula sindical para cana- 
lizar los intereses de aquéllos (158). "No existe ningûn interés 
material comûn entre los militares de carrera y los hombres del 
reemplazo" se ha escrito (159), de donde la introducclôn del sin­
dicato en un âmbito puede "contagiar" al otro, con el riesgo de 
que se establezca un claro corte entre los dos elementos del 
Ejército, animados por preocupaciones totalmente diferentes. 
Cuestlôn mâs grave cuanto que el movimiento sindical de los sol­
dados franceses ténia como objetivo fundamental tender estrechos 
lazos de uniôn con el movimiento sindical de las grandes confe- 
deraciones (160). Junto a ello, la aceptaciôn por parte de los 
oficiales de grado medio de las estructuras de participaciôn 
creadas en el impulse reformista del gobierno francés (161), la 
posibllidad efectiva de acuerdos entre los militares de carrera 
y las autoridades politicas ha hecho posible que una vez mâs el 
fenômeno sindical fuera alejado de las estructuras militares (162),
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Con ello se estâ confirmando la idea segûn la cual "entre todos 
los cuerpos de funcionarios cuya misiôn es mantener y asegurar el 
orden pûblico, es necesario que uno de ellos al menos tenga dere­
chos inferiores a los demâs, para que - en el caso en que algunos 
de estos cuerpos no asumieran su tarea y entraran en disidencia 
larvada o manifiesta contra las instituciones légales - quede al 
menos un servicio pûblico con el que el Estado pudiera contar 
para mantener un minimo de orden y paliar las defecciones de los 
otros cuerpos, incluso para oponerse a ellos" (163). El Ejército 
es asi "el ûltimo baluarte" (le dernier rempart) de la sociedad' 
liberal.
En Italia, por su parte, la amplitud de la reforma ha sido 
desde luego mayor ; la coincidencia también en el tiempo de un 
movimiento de soldados con un movimiento tipicamente profesio­
nal, el de los suboficiales de aviaciôn ha favorecido sin duda 
la mayor incisividad de la legislaciôn reformista. No en vano 
ademâs hubo de ser retirado, en 1975, un Proyecto de Reglamento 
al respecto - la bozza Forlani - hasta su sustituciôn por l-o que 
hoy constltuye la Ley de 11 de julio de 1978, n. 382, sobre nor- 
mas de principlo sobre la disciplina militar (164). Se trata 
realmente de una ley de Bases que neceslta de un désarroilo re- 
glamentario que, curiosamente, se someterâ al Parlamento para su 
dicteunen. La ley de principios sobre la disciplina militar parte, 
en su articulo 3, de una importante precisiôn, la de establecer 
con carâcter general que a los militares les corresponden los de­
rechos que la constituciôn reconoce a los ciudadanos, si bien.
193 -
"para garantlzar el cumplimiento de las funclones proplas de las 
Fuerzas Armadas", la Ley "impone a los militares limitaciones al 
ejercicio de algunos de taies derechos, asi como la observancia 
de particulares deberes en el âmbito de los principios constitu- 
cionales". Con ello se acoge en la ley una de las facetas de la 
"democratizaciôn" de las Fuerzas Armadas (165) segûn la cual la 
limitaciôn de un derecho pûblico subjetivo représenta una excep- 
ciôn que, como tal, sôlo puede estar expresamente prevista y auto- 
rizada por la ley. De esta forma, la réserva legal referida ûni- 
camente a algunos derechos, en especial contraste con las fInali­
dades especificas de las Fuerzas Armadas, es el principlo funda­
mental del que parte la reforma italiana, poniendo fin a la doc- 
trina de la supremacia especial como justificante de la capitis 
deminutio de los militares (166).
En lo que aqui interesa, la Ley italiana de 1978, rechaza 
también explicitamente el hecho sindical para el personal mili­
tar. En efecto, su articulo 8® establece que "los militares no 
pueden ejercitar el derecho de huelga, constituir asociaciones 
profesionales de carâcter sindical ni afiliarse a otras asocia­
ciones sindicales". Los reclutas y los militares en servicio 
temporal - incluido lo que entre nosotros séria la Escala de Com- 
plemento - pueden afiliarse o permanecer asociados a sindicatos, 
si bien se les prohibe desarrollar actlvidades sindicales cuando 
estén realizando actlvidades del servicio, se encuentren en luga- 
res militares o destinados al servicio o vistiendo el uniforme y 
"cuando se califican en relaciôn a actlvidades del servicio, como
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militares o se unan a otros militares de uniforme o que se cali­
fican como taies" (167). Se trata de un tema especlalmente contro- 
vertido, ante el cual la Ley ha tomado una postura clara, por 
cuanto no sôlo desautoriza el movimiento reivindicativo aglutina- 
do en torno a la Coordinadora de Suboficiales de Aviaciôn Militar 
(CSDAM), ente prâcticamente sindical, sino que para muchos comen- 
taristas contradice el articulo 39 de la constituciôn italiana y 
el propio Convenio n. 87 de la OIT, de forma que si bien los le- 
gisladores nacionales pueden determiner la "medida" de la exten- 
siôn del principlo de libertad sindical a los militares, les esta 
vedado sin embargo establecer una vanificaciôn sustancial de la 
libertad de asociaciôn (168). En cualquier caso, el articulo 
transcrito fue fruto de la convergencia de intereses - sin duda 
por motivaciones diferentes - entre la Democracia Cristiana en el 
poder y el PCI en la oposiciôn del compromise (169), que preten- 
diô compénsarse con la instltuciôn de unos "organismes de repre­
sentaciôn" internes de mayor alcance que los previstos en la Ley 
francesa.
Los "organismes de representaciôn" de los militares se estrilc- 
turan en très niveles ; Un ôrgano central, de carâcter nacional y 
de las très Fuerzas Armadas, articulado en comisiones por cada ca- 
tegorla - oficiales, suboficiales y voluntaries - y en secciones, 
dentro de estas, en atenciôn a la fuerza armada o cuerpo armado - 
Ejército, Marina, Aviaciôn, Carabineros, etc. - de que se trate.
En un segundo nivel, los organismes intermedios, Junto a los Es- 
tados Mayores de cada arma, y, por ûltimo, los Consejos de base.
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"en el nivel minimo compatible con la estructura de cada fuerza 
armada o cuerpo armado". La elecciôn se efectûa mediante los mé­
canismes tradicionales, por un mandate de 2 anos, para los mili­
tares de carrera. Le elecciôn para los ôrganos intermedios se 
efectûa entre los représentantes elegidos en los organismos de 
base y, a su vez, los représentantes en el organisme central lo 
son por una elecciôn de tercer grado entre los elegidos représen­
tantes en los ôrganos de nivel intermedio (170).
Mâs importante que la introducclôn del principlo de la "elec­
ciôn" en un cuerpo totalmente Jerarquizado, puede resultar el 
examen de las competencias de estos ôrganos de representaciôn 
unitarla. Asi, el ôrgano central formula opiniones, propuestas e 
investigaciones sobre todas las materias que const!tuyen objeto 
de normas légales o reglamentarias "sobre la condiciôn, trato y 
tutela - jurldica, econômica, asistencial, sanitaria, cultural y 
moral - de los militares ", que el^  Ministre de Defensa transmite 
a las Comisiones pariamentarias compétentes. Ante estas puede 
comparecer el ôrgano central de representaciôn, segûn los proce- 
dimientos parlamentarios al uso. En cuanto a los ôrganos interme­
dios y de base, "acuerdan con los mandos y los ôrganos de la ad- 
ministraciôn militar", las formas y las modalldades plara tratar 
las materias siguientes, ademâs de las ya enumeradas ; Conserva- 
ciôn del puesto de trabajo durante el servicio militar,califica- 
ciôn profesional, inserciôn en la actividad productiva de los que 
terminan el servicio militar ; medidas para los accidentes sufri- 
dos y las enfermedades contraldas en el servicio y a causa de
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él ; actlvidades asistenciales, culturales, recreativas y de pro- 
mociôn social, también en favor de familiares ; organlzaciôn de 
salas de descanso y comedones ; condiciones higiénico militares, 
alojamientos. Por otra parte, sobre estos puntos, los ôrganos de 
representaciôn deben conocer la opiniôn de los sectores afecta- 
dos, es decir, deben servir de canal de informaciôn sobre dichas 
cuestiones (171).
Es évidente que los Consejos de Representaciôn del personal 
militar italianos no son, ni quieren serlo, organismos que lleven 
la impronta sindical. Por el contrario, busean sin duda la conten- 
ciôn y racionalizaciôn de fenômenos tipicamente sindicales en el 
interior de las Fuerzas Armadas mediante la introducclôn de méca­
nismes participatives en las decisiones y sustitutivos del tiplco 
mécanisme reivindicativo-contractuai (172). Limitados a funclones 
esencialmente consultivas, sin duda suponen la introducclôn de un 
canal "secundario" de informaciôn ascendante que majore y a la 
larga suplante el tlpico canal "primario" de informaciôn, el de 
las llneas jerârquicas (173).
No obstante el juicio critico que la doctrina italiana emite 
ante estos organismos, - ciertamente por partir, lisa yllanamen- 
te, de la defensa del sindicalismo también entre el personal mi­
litar - no hay duda de que ésta es una experiencia Interesante 
por varlos motivos. En primer lugar, introduce los criterios de 
la representaciôn, formas democrâticas tipicas, frente a los de 
la jerarquia, tradieionalmente forma autoritaria. Aunque aûn es 
pronto para juzgar los efectos de esta medida (174), y pese a que
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realmente no se trata de una relaciôn de oposiciôn, sino de com- 
plementarledad entre ambos conceptos (175), parece prévisible la 
progresiva afirmaciôn del principlo représentâtivo en detrimento 
de la estricta Jerarquia, reservado quizâ a aspectos residuales 
aunque de gran importancia. En segundo lugar, se puede afirmar 
que mediante la consolidaciôn de dichos organismos se introducen 
rudlmentarios elementos de participaciôn y de consulta en las de­
cisiones, lo que sin duda constltuye un elemento Importante a la 
hora de poner en prâctica medidas de modernizaciôn y de mayor 
eficacia en las Fuerzas Armadas. Desde este punto de vista, no 
hay que desdenar las repercusiones internas en el propio Ejército 
de estos organismos de representaciôn unitaria, que pueden encau- 
zar y acelerar una politica de reformas con respecto a la forma­
ciôn militar. Por ûltimo, se trata de una experiencia que salva 
el escollo tradicional de la Irreconclabilidad entre sindicato y 
fuerzas armadas en los palses latinos, ofreciendo elementos de 
representaciôn y de defensa de intereses sin apegarse al molde 
tlpico del asociacionismo sindical. No en vano en Francia también 
ha sido éste el esquema del que se ha partido, si bien la ley 
italiana de 1978 desarrolla de forma mâs profunda estos postula- 
dos. En ùltima instancia, en Espana se ha seguido el tema con 
interés en los circulos técnicos militares, mâs aun teniendo en 
cuenta la flexibilidad del articulo 28.1 de nuestra Constituciôn.
La problemâtica de la "separaciôn", en lo que aqui interesa.
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se manifiesta pues en la exclusiôn de todo aquel que se encuentre 
sometldo a disciplina militar, de cualquier instrumente de auto- 
tutela colectiva. La prohibiciôn de la huelga es asl una prohibi- 
ciôn por afiadidura, pues el criterio bâsico es la exclusiôn sub- 
I  Jetiva del personal militar de cualquier forma asociativa sindi-I
I cal. No obstante, se van reconociendo formas de auto-organizaciôn
también en nuestra area cultural, si bien sigue estando vedado el 
recurso a los medios tradicionales de autodefensa colectiva. El 
i  criterio decisivo al respecto sigue descansando en la considera-
ciôn de los sujetos, con lo que el problema reçuerda al de los 
! servidores del Estado en los comienzos del présente siglo. El
I proceso de transformaciôn del Estado, y lo que éste repercute en
! el segmente jurldico aqui estudlado, fuerza también a modifica-
ciones en el tratamiento de los. "cuerpos separados". Las experien- 
' cias citadas creo que ayudan a entender este proceso évolutive,
I desde luego sin coneluir. Como se tendrâ ocasiôn de ver al anali-
j  zar la Constituciôn espahola de 1978, esta problemâtica tiene
! una Clara vigencia en aquélla.
2.3.2. La Policia.
Gran parte de las apreciaciones sobre la "separaciôn" de la 
Policia han sido efectuadas ya al hablar del Ejército. Mo se tra­
ta sôlo de condicionamientos histôricos, segûn los cuales uno y 
otro habrian coincidido en su funciôn represiva interna, especia- 
lizândose la Policia en ésta y reservando al Ejército para una
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intervenclôn en supuesto de "excepclôn". Una râpida ojeada al 
tratamiento jurldico de la Policia y su estructuraciôn Interna 
permite afirmar que las situaciones subjetivas de sus componen- 
tes son muy diferentes, haciendo imposible un tratamiento unita- 
rio de las mismas : Desde aquéllos integrados en un cuerpo espe- 
cialmente funcionalizado a la averlguaclôn del delito y al des- 
cubrimiento del delincuente, hasta aquéllos otros estructurados 
militarmente y sometidos a disciplina militar, circunstancia di- 
ferenciadora decisiva aunque compartan la misma finalidad con 
otros cuerpos "civiles", los contornos juridicos son bien dis- 
tintos al igual que si se repara en el perfil estructural de las 
diverses policies : Policia gubernativa, Policia judicial, de 
Aduanas, de Prisiones, Policia Municipal, Bomberos, guardias fo- 
restales, policia privada, policia de territories autonomes, 
etc. (176).De estâ forma, el ûnico aspecto jurldico subjetivo que 
tiene relevancia es el del sometlmlento de determinados cuerpos 
de seguridad al ordenamiento militar. Fuera de ésto, el tema se 
desplaza, como en el caso de los funcionarios, a criterios obje­
tivos; la calificaciôn de los servicios desempenados por los po- 
liclas "civiles", los intereses pûblicos que hacen efectivos me­
diante su actuaciôn (177), por lo que no puede contemplarse desde 
el punto de vista de las situaciones subjetivas como criterios de- 
fini torlos de su exclusiôn de la actividad sindical y de los me­
dios de autotutela colectivos.
El dato de la militarizaciôn de las fuerzas de seguridad pû­
blica es pues el relevante a los efectos técnico-juridicos que
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aqul interesan. En aquéllos palses de estructuraciôn policial se­
me jante , en los que se parte de una divisiôn entre la policia y 
la gendarmerla (178), la militarizaciôn de aquélla, aunque par- 
cial, en su vertiente gubernativa es cuestlôn reciente, de la Se­
gunda Guerra Mundial. Asl, en Italia, por un decreto de 1943 del 
primer gobierno Badoglio, el Cuerpo de guardias de seguridad pû­
blica entré a formar parte de las Fuerzas Armadas del Estado, 
siendo sometldo a la disciplina y jurisdicciôn militar (179) ; 
en Francia, las Compafilas Republicanas de Seguridad (C.R.S.), 
breadas al finalizar la guerra, se estructuran militarmente y su 
rêgimen disciplinario es idéntico al del Ejército (180). Lôgica- 
mente, el reclutamiento, la formaciôn, incluso el origen de los 
cuadros medios y superiores, es tipicamente militar (181). La 
cuestlôn es mâs nitida aun en los cuerpos especializados en el 
mantenimiento del orden pûblico interno que, desde su creaciôn, 
se definen como fuerzas armadas.
No parece necesario indicar que, junto a la importancia del 
dato de la militarizaciôn de las fuerzas del orden aefectos con- 
ceptuales, el hecho de destinar aparatos militares a fines de de­
fensa frente a agreslones "internas", tiene un signiflcado poli­
tico realmente decisivo. En efecto, la "presencia militar perma­
nente en la sociedad civil" (182) no deja de resultar paradéjica, 
puesto que se utlliza un esquema organizativo y funcional tipica­
mente autoritario en la perspectiva de garantizar los derechos y 
las libertades pûblicas, el orden del Estado de derecho. Es como 
si pareciera que, una vez desarrollado el sistema democrâtico, y
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tan pronto como las clases politicas no dominantes adquieren con­
ciencia polltica suflciente para expresar una voluntad polltica 
propia, el aparato estatal se sintiera amenazado. Por ello habrla 
de sostenerse a si mismo sin que ppdiera buscar apoyo en la socie­
dad civil, donde tropezarla con una mayorla potencialmente hostil 
(183). De ahl la necesidad de emplear mécanismes Juridicos autori- 
tarios también - y fundamentalmente - en la preservaciôn del or­
den interno (184). Cuestion cuya relevancia se afirma también por 
la simple constataciôn de la importancia cuantitativa de estos 
cuerpos policiales sometidos a disciplina militar, y la tendencia 
creciente a aumentar sus efectivos (185).
De esta forma, toda la problemâtica ya aludida al tratar el 
tema del Ejército vuelve a reiterarse en este sector de funciona­
rios del Estado, que tienen como tarea la defensa del orden demo­
crâtico y con él la defensa de la libertad y de la seguridad de 
los ciudadanos (186). Sin embargo, la naturaleza tipicamente "ci­
vil" de su dependencia, la misma compleja estructuraciôn interna 
a la que se ha hecho referenda, y una cierta tradiciôn al res­
pecto, hace que la exclusiôn de este sector del derecho de sindi­
caciôn no sea en absoluto general en los palses del occidente 
europeo (187). Sôlo en aquéllos cuerpos en los que su integraciôn 
en el Ejército es prâcticamente compléta, el derecho de libre 
sindicaciôn "cede" ante las caracterlsticas de "lo militar".
Un segundo grado del problema es, una vez mâs,el carâcter de 
esta sindicaciôn : Se instituye un sindicalismo autônomo, alejado 
de las centrales sindicales "del mundo de la producciôn" o por el
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contrario se permite la libre formaciôn de organizaciones sindica­
les "générales". Un buen ejemplo del desarrollo de la cuestlôn lo 
puede proporcionar el caso italiano, donde la militarizaciôn del 
aparato policial es prâcticamente total.
En efecto, desde 1969 y fundamentalmente entre los miembros 
de la seguridad Pûblica (P.S.), surge un importante movimiento 
sindical que subraya su relaciôn con las centrales sindicales 
unitarias, evitando las tentaciones de un sindicalismo autônomo, 
lo que se justlficaba como una opciôn que superara las fracturas 
tradicionales con el movimiento obrero (188). La oposiciôn a este 
movimiento sindical fue encarnizada por parte de los sucesivos 
gobiernos en el poder, basândose fundamentalmente en el carâcter 
militar de los policlas. Finalmente, por la fuerza de los hechos, 
se instituyeron unos organismos de representaciôn unitaria, en 
cuyo seno coexistieran diverses corrientes politisas diferentes, 
pero no el reconocimiento del sindicato policial como tal adherl- 
do a las centrales sindicales CGIL - CISL - UIL. Es éste el limi­
te al que ha llegado el gobierno italiano, consciente de que "la 
sindicalizaciôn puede ser, a largo plazo, uno de los medios a 
través de los cuales se puede romper el aislamiento del cuerpo 
separado del resto de la colectividad, aislamiento que constltuye 
la condiciôn fundamental para que los detentadores del poder pue- 
dan disponer de los cuerpos burocrâticos a su satlsfacclôn. Y 
ello es tanto mâs posible cuanto el sindicalismo de policia se 
mueve bajo el control de las grandes confederaciones" (189). En 
cualquier caso, exigencia de reconocimiento de la libertad sindi-
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cal y de desmllitarlzaciôn del cuerpo, son reivindicaciones con- 
Juntas en la prâctica conflictiva de los policlas italianos (190). 
Y, consecuentemente, los cuerpos estrictamente militares, como el 
Arma de Carabineros, donde las "tensiones" sindicales son minori- 
tarias, resultan mueho mâs utilizados en la actualidad en el man­
tenimiento del orden interne (191).
La confrontaciôn de la instltuciôn policial como un cuerpo 
democrâtico al servicio de la sociedad y del orden constitucional 
pasa ineludiblemente por la desmllitarlzaciôn de sus miembros y 
la conversiôn de la policia en un servicio civil (192). De hecho, 
el carâcter civil de los cuerpos policiales es una constante eu- 
ropea, como se ha dlcho (193), y, en este sentido, la Uniôn Inter- 
nacional de Sindicatos de Policia (UISP) trabaja por el pleno re­
conocimiento de la libertad sindical y el carâcter civil de la 
policia (194). Por otra parte, los textes europeos sobre el parti­
cular son explicites. Asl, en el articulo 5» de la Carta Social 
Europea, se formula de manera positiva la regulaclôn de la liber­
tad sindical de la policia (195) ; el articulo 11 del Convenio de 
Roma para la protecciôn de los derechos humanos y libertades fon­
damentales de 1950 menciona la posibllidad de imponer "restriccio- 
nes légitimas" al ejercicio de los derechos sindicales de la Poli­
cia, de las Fuerzas Armadas y de la Administraciôn del Estado, 
pero desde luego parte del reconocimiento de la libertad sindical. 
Las restricclones prevlstas pueden afectar a los medios de acclôn 
sindicales, sin duda (196). Por ûltimo, y de manera decisiva, la 
Declaraciôn del Consejo de Europa sobre la policia, de 1979 reco-
- 204 -
noce expresamente a los funcionarios de policia "el derecho a po­
der constituir organ!zaciones profesionales, afiliarse y partici­
par activamente en ellas, pudiendo desempeüar igualmente un papel 
active en otras organizaciones" y hace confluir la problemâtica 
de éstos con la general de los funcionarios civiles de la Adminis­
traciôn, al estimar que "los funcionarios de la policia deben go- 
zar de un estatuto y de unos derechos comparables a los de los de­
mâs funcionarios del Estado" (197). El tema se retomarâ al anali- 
zar el tratamiento de este problema en la Constituciôn espahola 
de 1978.
2.3.3. Jueces y maglstrados.
El esquema normalmente utilizado, y que comparten las catego- 
rias anteriores, es el de, partiendo de la constataciôn de una 
relaciôn juridica especifica, excluir a todo un colectivo de 
funcionarios de los derechos de sindicaciôn y de huelga. Asi se 
razonaba con los cuerpos sometidos a disciplina militar. Ahora 
bien, los jueces y magistrados, los miembros del poder judicial, 
no son réducibles, como es obvio, a aquélla catégorie. Pero tam­
poco son funcionarios pûblicos "normales" ; se han dotado siempre 
de un estatuto juridico propio y peculiar, adecuado a las funeio­
nes que desempenan de impartir justicia y que se caracteriza por 
la mâs acusada tutela de la independencia y de la inamovllldad, 
pero también por el reforzamiento de la jerarquia interna (198). 
De hecho en los textos internacionales sobre sindicaciôn, la
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magistratura no aparece como una categoria especifica, como sin 
embargo si sucede con las Fuerzas Armadas y la Policia.
El asociacionismo judicial no tiene, por otra parte, la tra­
diciôn de las asociaciones de funcionarios (199) y mucho menos la 
posibllidad de un sindicato de jueces y magistrados por lo que 
esta forma organizativa conlleva. Sin duda una continuada vision 
ideologica de la independencia del poder judicial, la equipara- 
cion entre el partido y el sindicato y la exigencia de neutrali­
dad absoluta para, la instltuciôn, garantis del equilibrio de po- 
deres, ha impedido durante mucho tiempo el desarrollo y la implan­
taciôn del fenômeno organizativo en el seno de la judicatura. A 
lo que habria que anadir la extracciôn social de sus miembros y 
el propio contenido de sus funclones. Pues, en efecto, el poder 
judicial de un lado forma parte del aparato represivo del Estado, 
en el sentido de que estâ en posiciôn de incidir sobre la esfera 
de las acciones de los particulares y de la sociedad para mante­
ner el actual estado de cosas (la situaciôn de dominaclôn), pero 
de otra cumple una funciôn ideolôglca decisiva, la de no hacer 
problemâtica la validez de las reglas del ordenamiento jurldico, 
que se asumen como taies, con lo que ciertamente se consigne 
mantener el orden que se estima sustancialmente inmodificable 
(200).
Sin embargo, el desarrollo del Estado, - la civilizaciôn del 
Estado (201) - y la crisis del mismo también repercute , por su­
puesto, en sus aparatos de justicia, que desemboca en "la crisis 
de confianza de los justiciables y la crisis de conciencia de sus
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jueces" (202). dlluida, puesta en peligro una de las caracterls­
ticas mâs sentidas por la instltuciôn judicial, la independencia 
frente al ejecutivo, degradadas las condiciones materiales y los 
medios puestos a su disposiciôn, de forma tal de configurar un 
servicio pûblico prâcticamente desmantelado (203), el asociacio­
nismo judicial puede dotarse de un contenido tipicamente reformis­
ta, como canalizador y dinamizador de las medidas que hagan posi­
ble la superaciôn de la crisis en los aparatos de justicia.
Asl, ya desde la segunda posguerra mundial, en Francia y en 
Italia, aparecen con una cierta fuerza formas de asociacionismo 
judicial en una direcciôn, no sôlo de defensa de intereses de 
categoria, sino de defensa de la independencia de los ôrganos 
jurisdiccionales en el ejercicio de su funciôn y de exigencia de 
los medios adecuados para una prestaciôn mâs perfecta y eficaz 
de la actividad jurisdiccional (104). Pero lo que mâs interesa es 
resaltar que a finales de los anos 60 cristalizan entre los Jue­
ces franceses e italianos fôrmulas organizativas de Clara im­
pronta sindical ; El Sindicato de la Magsitratura en Francia ; Ma­
gistratura Democrâtica en Italia, quienes pretenden llevar al 
cuerpo judicial a una toma de conciencia sobre su situaciôn ma­
terial y la funciôn que cumplen en la Integraciôn social. A tra­
vés de una râpida evoluciôn, desde reivindicaciones que buscan 
la instauraciôn de una "justicia buena", hasta la interrogaciôn 
sobre la nociôn misma y el funcionamiento de .la justicia, y el 
papel desempenado por la instltuciôn judicial, se produce una 
reflexiôn global sobre el Derecho, de enorme interés y cierta
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fama especlalmente a través de la elabcracion de Magistratura 
Democrâtica, ligada a la teorizaciôn del "uso alternativo" del 
derecho (205).
Ambas organizaciones, siguiendo la linea de tendencia apun- 
tada, identifican sindicalismo con independencia judicial y re­
forma y mejora de la instltuciôn. Aunque con planteamientos de 
alguna manera diferenciados, en el sentido de que el sindicato 
de la Magistratura se présenta con una autonomia mayor respecto 
de las grandes organizaciones politicas y sindicales de la iz- 
quierda, reivindicando una identidad propia en el campo de la 
izquierda francesa, autonomia mucho menos acentuada en el caso 
de Magistratura Democrâtica (206), lo cierto es que en su fun­
cionamiento y actuaciôn reproducen el esquema organizativo de un 
sindicato. Es en Francia en donde sin duda se ha llegado a un re­
conocimiento formai mâs claro sobre esta cuestlôn, a través de 
una jurisprudencia muy interesante del Consejo de Estado, que 
extiende a los Magistrados la normative relative al ejercicio de 
los derechos sindicales en la Funciôn Pûblica (207), mientras 
que, en Italia, Magistratura Democrâtica funciona como corriente 
organizada dentro de la Asociaciôn Nacional de Magistrados Ita­
lianos (ANMI) (200).
La cuestlôn siguiente es la de', una vez lograda la auto-orga­
nizaciôn sindical, plantearse los medios de acclôn que se han de 
utilizar y, especlalmente, si cabe emplear el medio tlpico de la 
autotutela colectiva, la huelga. La respuesta del ordenamiento 
jurldico va a ser la negativa y normalmente mediante la exclusiôn
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de los magistrados de la titularldad del derecho. Es ésta sin em­
bargo una perspectiva no compartida por las asociaciones sindica­
les en la Magistratura, que aducen la posibllidad de limites al 
ejercicio del derecho de huelga, pero niegan la exclusiôn de la
titularldad del mismo (209). En cualquier caso, lo que se observa
es, de forma paralela a lo que sucede con los funcionarios pûbli­
cos, un cambio fundamental de ôptica, de forma tal que el punto 
nodal de la cuestlôn no va a ser el tema de los sujetos (los ma­
gistrados) que ejercitan la huelga, sino la incidencia de ésta 
en las funclones constitucionalmente encomendadas a la institu- 
ciôn judicial, aunque por esta via también se llegue a la misma 
conclusiôn de inadmisibilidad de la huelga de jueces y magistra­
dos (210). El tema es pues reconducible a otros criterios, que se 
examinarân mâs adelante, el de la posible contraposiciôn entre el 
I  derecho de huelga y el principlo de continuidad del servicio, y,
i fundamentalmente, el del ejercicio légitime del derecho de huelga
en tanto no dane otros derechos constitueionalmente protegidos 
; con igual o superior rango.
j Y este cambio de enfoque tiene, como es lôgico, implicaciones
I de fondo interesantes. Pues, en efecto, la introducclôn - y el
i reconocimiento - del hecho sindical en la instltuciôn judicial
! supone la quiebra de una concepciôn de la "neutralidad" de la
misma que se traducia en la patrimonializaciôn ideolôglca de 
ésta por el Estado, excluyendo de este cuerpo cualquier corporei- 
I zaciôn de intereses colectivos diferentes de los que de forma he-
terônoma éste establecia. El tema de la legitimldad de las formas
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de autotutela colectiva se traslada a parâmetros objetivos, Ques­
tion en fin constatable aunque sea como llnea de tendencia. A 
continuaciôn se intentarâ comprobar el estado del tema en nuestra 
Constituoiôn.
2.4. EL CRITERIO SUBJETIVO EN LA CONSTITUOION ESPANOLA DE 1978.
Una vez planteada de forma general la subsistencia del crite- 
rio diferenciador en razôn de los sujetos de la huelga en los 
servlcios esenciales, aunque limltada a ciertas categorias espe- 
cîficas de funclonarios pûblicos, procédé verificar cûal es la 
situaciôn en el marco de nuestro ordenamiento constitueional. 
Ello exige, lôglcamente, recapitular sobre cada una de estas ca­
tegorias ya mencionadas en relaciôn con el derecho de huelga. Por 
ello, se comienza con el examen de los funclonarios pûblicos, 
para seguir analizando la situaciôn de los militares y demâs 
cuerpos sometidos a disciplina militar, los cuerpos de seguridad 
del Estado, los miembros del poder judicial y, en fin, algunas 
categorias tradieionalmente dudosas en nuestro ordenamiento.
2.4.1. Los funcionarlos pûblicos
El artlculo 28.1 de la Constltuciôn, tras afirmar que "todos 
tienen derecho a sindicarse libremente", permite que la ley regu-
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le las "peculiarldades" del ejerclcio del derecho de slndicaclôn 
para los funcionarlos, prescripclôn que replte el pârrafo 3 del
'I
artlculo 103 como uno de los contenidos del future Estatuto de 
los funclonarios pûblicos.
La referenda a las "peculiarldades" del ejerclcio del dere­
cho de slndicaclôn se suele interpretar como la exlgencia de mo­
dal izaciôn de esta llbertad sindical en el caso de los funeiona- 
rios pûblicos, es declr, como una alusiôn a la especializaciôn 
que debe revestir la acciôn sindical en este sector. Pero también 
puede significar la introducciôn, por la via de las "peculiarida- 
des", de limitaciones graves a la llbertad sindical. Y ello en 
un doble orden, internas, como la prohiblclôn de aflliaciôn a las 
centrales confédérales, de clase, - es declr, la reducciôn de la 
llbertad sindical a la formaciôn o adhesiôn a sindicatos autôno- 
mos -, y externas, como las -limitaciones a los poderes de tras-
i formaciôn y de regulaciôn de que dispone el slndicato, sefialada-
i  mente la negociaciôn colectiva y la huelga (211).
j  Sin embargo, una interpretaciôn de la expresiôn constitucio-
i nal referida en estos términos, habrla que rechazarla por inco-
j rrecta. En efecto las limitaciones Internas no parece que se pue-
j dan plantear, habida cuenta de los articules 7 y 28.1 de la Cons-
I tituciôn, de cuya dicciôn conjunta no cabe deducir una conclusiôn
I como la ya senalada, ni del anâllsls del reconocimiento de la
I
vertiente organizativa interna de la llbertad sindical ni del 
examen de los intereses que actûa el slndicato (212). Esta es
también la conclusiôn a la que se llega del examen de los artlcu-
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los 2, 3 y 5 del Convenlo 87 sobre la llbertad sindical y la pro- 
tecciôn del derecho de slndicaclôn (1948) de la OIT, ratificado 
por Espana y a cuyo tenor ha de interpretarse el derecho de libre 
slndicaclôn, segûn el artlculo 10.2 de la Constltuciôn (213).
Por el contrario, parece mâs clara la proyecciôn de la for­
mula constitueional hacla la imposiciôn de limitaciones a los me- 
dios de acciôn sindicales, y especialmente ante la negociaciôn 
colectiva y la huelga. Respecte de la primera de estas cuestiones 
hay que tener en cuenta que si bien los funclonarios pûblicos se 
encuentran excluidos del âmbito de aplicaciôn del Estatuto de los 
trabajadores, a tenor de su artlculo 19,3.a) (214) y el derecho 
de negociaciôn colectiva tiene su encaje sistemâtico en las rela- 
ciones laborales, también en el artlculo 37.1 de la Constituoiôn, 
ésta desde luego no prohibe expresamente la negociaciôn colectiva 
■a los funcionarlos pûblicos (215). No cabe duda, sin embargo, de 
que es este el aspecto externe de la autonomie colectiva en donde 
se manifestarlan mâs claramente las peculiarldades a que se re- 
fiere el artlculo 28.1. Especialidades y no exclusiôn de la nego­
ciaciôn colectiva para la Administraciôn pûblica, es decir, cons- 
tataciôn de que aquélla no puede seguir los cauces marcados para 
las relaciones laborales comunes. Piénsese que el artlculo 49 del 
Convenio 98, sobre el derecho de slndicaclôn y de negociaciôn co­
lectiva (1949) de la OIT, con la interpretaciôn extensiva del Co­
mité de Llbertad Sindical (216) ha sido completado con el impor­
tante Convenio 151 sobre las relaciones de trabajo en la Admi­
nistraciôn pûblica (1978), quien ünicamente mèneiona como catego-
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rias especlficas a las que la legislaclôn nacional determinarâ 
hasta que punto les son apllcables las garantias prevlstas en el 
mismo, a las fuerzas armadas y a la policla (217). Pero ademas, 
la practlca sindical espafiola ya conoce acuerdos colectivos en 
la Administraciôn, fuera del personal laboral al servicio de la 
misma, especialmente en la Administraciôn local e institucional 
(218).
En cuanto al derecho de huelga de los funcionarlos pûblicos,
! ;
las limitaciones previsibles por la via de la fôrmula empleada
en el artlculo 28.1 no pueden tener cabida. No es que la Consti-
I tuciôn no prohiba la huelga a los funcionarlos (219), sino que,
al contrario, y como se tuvo ocasiôn de ver (220), cabe sostener
vâlidamente que éstos son titulares del derecho de huelga. Los
limites al ejerclcio del mismo vlenen dados por la exlgencia de
garantizar el mantenimiento de los servlcios esenciales de la
i comunidad, que comparten tanto funclonarios como trabajadores en
j sentido estricto, sin que la naturaleza juridica de la relaciôn
! importe a estos efectos.
I
! En deflnitiva, el criterio subjetivo en relaciôn con los fun-
!
I cionarios pûblicos no es aceptado como definidor del ejerclcio
, del derecho de huelga en nuestra Constltuciôn. Las "peculiarida-
des" de la llbertad sindical encuentran su justa colocaciôn en
i
I los aspectos formales de la misma y en el instrumente de la con-
! trataciôn colectiva, pero el régimen juridico de la huelga queda
j  al margen de las mlsmas.
213
2.4.2. Ejérclto y cuerpos sometidos a disciplina mllltar.
El titulo prelimlnar de nuestra Constltuciôn acoge a las 
Fuerzas Armadas como una de las "claves de bôveda" del edlficlo 
constitueional : "Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejér- 
cito de tierra, la Armada y el Ejérclto del Aire, tienen como 
misiôn garantizar la soberania e independencia de Espafia, defen­
der su integridad territorial y el ordenamiento constituclonal". 
Al margen del significado de esta colocaciôn slstemâtica y de su 
trascendencia (221), de esta formulaciôn se va a desprender una 
tensiôn, expresada ya en la discusiôn de las constituyentes, en­
tre la preocupaciôn de garantizar la neutralldad politica de las 
Fuerzas Armadas y a la vez la de asegurar su acercamiento y cone- 
xlôn con la sociedad civil (222).
Un punto critico en esta tensiôn es, lôglcamente, el derecho 
de slndicaclôn. Vehlculo de vinculaciôn con la sociedad civil, y 
a la vez, tlpicamente considerado como instrumente incompatible 
con la exlgencia de neutralldad de la instituciôn militar (223), 
la regulaciôn del mismo en el artlculo 28.1 llega a una suerte 
de compromise flexible. En efecto, "todos tienen derecho a sindi­
carse libremente", pero "la ley podrâ limiter o exceptuar el 
ejerclcio de este derecho a las Fuerzas o Institutes armados o a 
los demâs cuerpos sometidos a disciplina militar". Es decir que 
se reconoce la llbertad sindical aunque mediante ley se les pue- 
da restringir o incluso suprimir (224). Clâusula pues abierta 
que se dota de contenido concrete mediante la oportuna opciôn le-
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gislativa, sin que se prejuzgue constitueionalmente sobre el futu­
re de la misma (225).
La situaciôn actual es la de exceptuaciôn del derecho de li­
bre slndicaclôn, siguiendo una llnea legislativa que arranca del 
proceso de transiclôn politica y que tiene como hitos normatives 
el Real Deereto-Ley 10/1977, de 8 de febrero, sobre actividades 
pollticas y sindicales por los componentes de las Fuerzas Armadas 
(B.O.E. del 9), y la disposiciôn adicional 1 de la Ley de Asocia- 
ciôn sindical de 1 de abril de 1977 (226). El texto legal que ac­
tûa la formulaciôn posibilista del artlculo 28.1 de la Constitu- 
ciôn lo constltuye la Ley 85/1978 de 22 de diciembre, de Reales 
Ordenanzas de las Fuerzas Armadas (B.O.E. de 12 de enero de 1979). 
En ellas se establece que el militar estâ obligado a respetar la 
Constltuciôn y a cumplir ejemplarmente los deberes générales de 
todo ciudadano (artlculo 168) y se reconocen al militar los dere- 
chos civiles y politicos de la Constltuciôn, "sin otras limita­
ciones que las impuestas por ella, por las disposiciones que la 
desarrollen, y por estas Ordenanzas" (artlculo 169).
Respecte de la llbertad de slndicaclôn, las Reales Ordenanzas 
optan, como se ha dicho, por excluir a los militares del ejerci- 
cio del derecho al establecer su artlculo 181 que "los miembros 
de las Fuerzas Armadas, por cuyos intereses vela el Estado, no 
podrân participer en sindicatos y asociaciones con finalidad rei- 
vindicativa". Asimismo, se les excluye de la negociaciôn colecti­
va y del derecho de huelga : "tampoco podrân condicionar en nin- 
gûn caso, el cumplimiento de sus cometidos a una mejor satisfac-
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ciôn de sus intereses personales o profesionales, ni recurrir a 
ninguna de las formas directas o indirectas de huelga". Y el ar­
ticule 182, aun imponiendo el respeto hacia cualquler opciôn po­
litica o sindical de las que tienen cabida en el orden constitu- 
cional, establece que "el militar deberâ mantener su neutralldad 
no participando en actividades pollticas o sindicales, no tole- 
rando aquéllas que se refieran al ejerclcio o divulgaciôn de op- 
ciones concretas de partidos o grupos politicos o sindicales 
dentro de los recintos militares". A continuaciôn senala que 
"no podrâ estar afiliado o colaborar en ningûn tipo de organiza- 
ciôn politica o sindical, asistir a sus reuniones, ni expresar 
pûblicamente sus opiniones sobre ellas". Por su parte, "los mi­
litares no profesionales,durante el tiempo de prestaciôn de su 
servicio en las Fuerzas Armadas, podrân mantener la aflliaciôn 
que con anterioridad tuvieran, pero se abstendrân de realizar 
actividades pollticas o sindicales".
De esta manera, las Reales Ordenanzas excluyen a los milita­
res del derecho de slndicaclôn y del derecho de huelga explici- 
tamente, sin recurrir a la tradicional configuraciôn del tema 
como negaclôn de la libre sindicaciôn y, por anadidura, sin ne- 
cesidad de enunciarlo positivamente, del medio de actuaciôn sin­
dical por excelencia, la huelga.
Se trata, por otra parte, de una "matizaciôn" (227) de la 
llbertad sindical internacionalmente consagrada, sobre todo en lo 
que se refiere al ejerclcio de la misma, es decir, a las vertien- 
tes de actuaciôn externa de la misma, la negociaciôn y la huelga.
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Otra cosa séria la verlficaciôn de la correcciôn de la fôrmula 
legal espanola al respecte, si se plensa que las normas interna- 
cionales permiten establecer restricciones al ejerclcio de la 
llbertad sindical, pero no su sustracciôn integra a los miembros 
del Ejérclto (228) o si, por el contrario, se piensa que el ar­
ticule 9 del Convenio 87 de la OIT establece una auténtica réser­
va legal en favor de la legislaclôn nacional, con la que se en- 
garza mediante la técnica del reenvio, es decir, de la recepclôn 
de las normas internas que, cualquiera que sea el contenido del 
precepto fijado discrecionalmente por el legislador nacional, se 
estlmen compétentes para constituir una verdadera y propia dero- 
gaclôn de la normativa general establecida a nivel internacional 
(229). Desde este punto de vista, parece obligado concluir que en 
las normas Internacionales al respecte se contiene una "prudente 
Indicaciôn" de principio favorable a no admitir exclusiones sino 
limitaciones al derecho de llbertad sindical para militares (y 
policias), pero no un mandate al legislador para procéder en tal 
sentido (230). Es ademâs la ûnica soluclôn congruente con la fôr­
mula empleada por el artlculo 28,1 de nuestra Constltuciôn.
El tema de las fuerzas o instltutos armados es pues bastante 
claro ; donde sin embargo aparece la ambigUedad es a la hora de 
determinar que significa la frase "y demâs cuerpos sometidos a 
disciplina militar". En efecto, y como afirma OJEDA (231) "el 
termine Institutes armados suele emplearse habitualmente para alu- 
dir a aquellas fuerzas que, sin estar Integradas en los ejércltos, 
caen, no obstante, bajo control y disciplina militares : la Guar-
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dia Civil y la Policla Nacional". En efecto, respecte de la Guar- 
dia Civil, el artlculo 5= de la Ley 55/1978, de 4 de diciembre, 
de la Policla, establece el fuero militar y su carâcter militar 
queda recogido en la Ley orgânica de la Defensa, de 1 de Julio 
de 1980 ; la Policla Nacional por su parte, aunque sometida a la 
jurisdicciôn ordinaria, es definida por el artlculo 12 de la Ley 
de Policla como un "cùerpo de estructura y organizaciôn militar, 
no integrada en las Fuerzas Armadas y que depende del Ministerio 
del Interior". Excluidos pues éstos, i a quien hace referenda el 
precepto ?
El tema es el de precisar que se entiende por sometimiento a 
disciplina militar, cuestiôn que hay que abordar con criterios 
interprétatives restrictives, como ante cualquler precepto limi­
tative de derechos. Y, en este sentido, habrla que interpretarlo 
como sumisiôn al régimen penal y disciplinario del Côdigo de Jus- 
ticia Militar con carâcter permanente (232). Este parece ser ade­
mâs el sentido literal de la expresiôn, referida a Cuerpos y no 
a situaciones episôdicas en donde pueda caber la aplicaciôn del 
Côdigo de Justicia Militar. En este concepto entrarlan, por ejem- 
plo, las Policias Militares, la Guardia Real, los "Grupos Espe- 
ciales Operativos" (233). No basta pues con la rigurosa jerar- 
quizaciôn o una formaciôn paramilitar del cuerpo en cuestiôn, 
sino que hay que demostrar la vinculaciôn a los preceptos del Cô­
digo de Justicia Militar.
De esta manera, la exceptuaciôn del derecho de sindicaciôn no 
alcanzarla a funcionarlos de seguridad no militarizados como los
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del Cuerpo Superior de Policla, o los de instituciones penitencia- 
rlas, ni a la Policla Municipal (234), que quedarlan a salvo de 
esa "vis atractiva" hacia la exclusiôn de derechos colectivos que 
caracteriza a las Fuerzas Armadas, aunque en alguno de ellos se 
den las caracterlsticas de cuerpo paramilitar. Es evidentemente 
una precisiôn mâs acorde con la propia técnica hermeneûtica y con 
el mandate del 10.2 de nuestra Constltuciôn en relaciôn con los 
Convenios 87 y 98 de la OIT y restantes pactes internacionales.
2.4.3. Policla, Cuerpos de Seguridad del Estado
Los Cuerpos de Seguridad del Estado se conforman en la Ley 
55/1978, de 4 de diciembre, de la Policla, de una forma triparti­
ta, en la que los cuerpos sometidos al Côdigo de Justicia Militar 
son dos, la Guardia Civil y la Policla Nacional, y el restante, 
el Cuerpo Superior de Policla, se estructura sobre los esquemas 
del régimen de funclonarios (235). Prescindiendo de la negativa 
configuraciôn diversificada de dichos cuerpos (236), en lo que 
aqul interesa, conviens resaltar que la problemâtica de los cuer­
pos sometidos a disciplina militar coincide con la de las Fuerzas 
Armadas, por lo que ünicamente cabe plantearse la situaciôn de 
aquellos cuerpos policlales no militarizados.
Como ya se ha dicho, éstos son el Cuerpo Superior de Policla 
y los Cuerpos Administrative y Auxiliar de Seguridad, quienes de- 
sempenan las tareas burocrâticas de trâmite y colabôraciôn que ' 
exija el desarrollo proplo de la funciôn policial (237). Hay que
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senalar, sin embargo, que éstos ûltimos, por la indole de sus 
funciones y su propia configuraciôn reglamentaria, en nada se 
diferencian del resto de los funclonarios civiles del Estado, con 
lo que a este respecto, su tratamiento sera idéntico al de aqué- 
llos (238). Por ello, el anâlisis de la situaciôn de la Policla, 
en cuanto categorla especlfica, debe reparar ünicamente en el 
del Cuerpo Superior de Policla.
En efecto, a partir de la Constltuciôn no cabe prohiblclôn 
ni exceptuaciôn para este Cuerpo del libre ejerclcio de los dere­
chos de sindicaciôn (239), a tenor del artlculo 28.1 de la misma. 
La prometida Ley Orgânica que régulé los distintos estatutos de 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, segûn dispone el artlculo 
104-2 de la Constltuciôn habrâ de reconocerlo para el Cuerpo Su­
perior de Policla en los términos que resultan del citado artlcu­
lo 28.1. En este mismo sentido afirmativo jugarla el artlculo
10.2, en relaciôn con los artlculos 9.1, 5.1. y 1.3 de los Conve­
nios 87, 98 y 151 de la OIT respectivamente ; artlculos 22.2 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politicos de la ONU y
8.2 del Pacto Internacional de Derechos Econômicos, Sociales y 
Culturales de la ONU ; y, en fin, el proplo articule 5® de la 
Carta Social Europea (240).
El tema se circunscribe pues a' verificar el alcance de las 
limitaciones al ejerclcio de estos derechos sindicales. No parece 
que quepa una interpretaciôn restrictiva respecto a la libertad 
de sindicaciôn colectiva, en especial la prohiblclôn de adherirse 
los sindicatos de policla a las grandes confederaciones de nivel
220 -
estatal, o la de que estas fursden sus proplos sindicatos de poli­
cla, por cuanto las posibles limitaciones versarân sobre la ac­
tuaciôn externa del slndicato, y no sobre los libres procesos de 
decisiones en este mismo sentido, que debe quedar libre de toda 
injerencia al respecto (241). No se trata sôlo de una interpreta­
ciôn a mi entender corrects del artlculo 28.1 de la Constitu- 
ciôn ; se podrla también traer a colaciôn documentes tan impor­
tantes como la ya aludida Declaraciôn del Consejo de Europa sobre 
la policla (242) y los textos internacionales sobre la materia. 
Cuestiôn diferente es que el sindicalismo de policla se articule, 
en un momento dado, sobre esquemas puramente profesionales, como, 
por otra parte, sucede en nuestro pals (243).
El campo de acciôn de las limitaciones sera pues el de la ne­
gociaciôn colectiva y el del ejerclcio del derecho de huelga, 
como es tradicional. Dejando de lado el primero de ellos, en don­
de sin duda puede resultar vâlido, de acuerdo con el artlculo 1.3 
del Convenio 151 de la OIT; la no adopciôn de procedimientos de 
negociaciôn sobre las condiciones de empleo, no cabe duda de que 
la actividad de policla es un servicio esencial para la comunidad 
de los que mèneiona como limite al derecho de huelga el artlculo
28.2 de la Constltuciôn. La ley, o la jurisprudencia en su defec- 
to, deberâ precisar si el nivel de mantenimiento del mismo reque- 
rido constitucionalmente es idéntico al previsto para su funcio- 
naunlento en condiciones normales, o, lo que es lo mismo, si la se­
guridad de los ciudadanos exige, de forma absoluta, que no quepa 
la mâs minima interrupciôn del servieio. El interés pûblico prefe-
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rentemente protegido podrla asl llegar a anular el que se actûa 
mediante el ejerclcio del derecho de huelga. Como tal, serla un 
tema posterior y distinto del que aqul se anallza, la circuns- 
tancia subjetiva como imposibilitadora del ejerclcio del derecho 
de huelga, y hay que remitirse por tanto a un lugar posterior.
Con lo que se quiere concluir que el Cuerpo Superior de Poli­
cla queda fuera de una delimitaciôn exceptuadora en razôn de los 
sujetos, del derecho de huelga, lo que sin embargo no sucede con 
otros cuerpos de seguridad a los que se ha hecho referenda. La 
cuestiôn se traslada a criterios objetivos y en este sentido, la 
naturaleza de la actividad que désarroilan ha de ser el criterio 
definidor por excelencia de las posibles restricciones al derecho 
de huelga, como por otra parte sucede con cualquler funcionario 
pûblico. Obvio es decir que las garanties y los limites al dere­
cho de huelga de los policias serân mucho mâs rigides, llegando 
incluso a negar su virtualidad en no pocas ocasiones, que los 
previstos para otros sectores de la Administraciôn Pûblica, e 
incluso para el Cuerpo Administrative y Auxiliar de Seguridad, 
soluciôn, por otra parte, perfectamente razonable en el esquema 
del ejerclcio de los derechos que disena la Constituoiôn espafiola 
de 1978 (244).
2.4.4. Jueces, magistrados y fiscales en activo.
Respecto de dicha categorla, la Constltuciôn establece una so-
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luclôn normativa fuera del contexte en el que deberia haberse 
planteadq, en el capitule 2* del titulo I de la misma .(245), a 
través de lo que preceptûa su artlculo 127.1, con arreglo al cual 
los Jueces, magistrados, asl como los fiscales, mientras se Ma­
lien en activo no podrân pertenecer a partidos politicos o sin­
dicatos, si bien a continuaciôn establece un sistema de asocia- 
ciôn profesional de los Jueces, magistrados y fiscales, sin du­
da en compensaclôn de aquella prohibiciôn (246).
Excluidos asl del derecho de sindicaciôn, obviamente tampoco 
puede pensarse en la posibilidad de utilizaciôn de los instru- 
mentos conexos a estas organizaclones, la negociaciôn colectiva 
y el derecho de huelga. Ello no obsta para que la prohiblclôn de 
sindicaciôn sôlo se extienda a aquellos Jueces, magistrados y 
fiscales que se hallen en activo, con lo que aquellos que se en- 
cuentren en una situaciôn administrative diferente pueden, a te­
nor del artlculo 28.1, constituir sindicatos (247) y que desde 
luego sôlo se aplique a éstos, pero no a aquellos otros funciona­
rlos que forman parte también del poder Judicial y que no apare- 
cen en la norma exceptuadora : Secretarios, oficiales, auxilla­
res, etc., quienes conservan Integro su derecho de libre sindi­
caciôn, en paralelo a lo preceptuado para los funclonarios pùbli- 
cos.
Résulta llamativo, y asl se ha hecho notar por la doctrina 
(248), que se establezca una prohibiciôn no recoglda en los tex­
tos internacionales al respecto, antes bien, en diflcil compatl- 
bilidad con los mismos (249). La razôn habrâ que buscarla en la ,
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peculiar concepciôn que de la independencia judicial tiene la 
Constltuciôn, asl como una determinada visiôn de la judicatura 
que quedô de manifiesto durante el debate constituclonal. Por 
ultimo, no habrla que desdefiar la virtualldad de dicha fôrmula 
ante iniciativas organizativas de los miembros del poder judi­
cial durante el proplo ano de elaboraciôn de la Constltuciôn.
En efecto, lo primero que llama la atenciôn de la fôrmula 
escogida es la equiparaciôn efectuada entre el partido politico 
y el slndicato. Sindicaciôn es igual a toma de postura politica, 
lo que, sobre inexacte, résulta un argumente curioso esgrimido 
desde posiciones que tradieionalmente niegan un papel politico 
al slndicato, reduciéndolo al âmbito socio-econômico (250). Por 
el contrario, el sindicalismo en la funciôn judicial perslgue la 
mejora del servicio y la democratizaciôn de su funciôn, objetivos 
en modo alguno parangonables a manifestaciones partldistas que 
puedan poner en peligro la independencia judicial, aparté de su- 
poner una opciôn "paleoconservadora" al respecto (250).
Junto a ello, se descubre una concepciôn de la funciôn social 
de los jueces y magistrados que consagra la mayor separaciôn de 
este estamento, del conjunto de la sociedad civil. DificiImente 
puede expresarse con mâs clarldad esta concepciôn que con las 
magnificas palabras del diputado FRAGA IRIBARNE durante el debate 
constituclonal (252). De hecho, al limitar el âmbito asociativo a 
las asociaciones profesionales del articule 52 de la Constituoiôn, 
lo que se estâ instituyendo es la limltaciôn de los intereses ac- 
tuables a los simples intereses corporatives, sin que sea posible
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una vision global, solidaria, de la actuaciôn de dicha asocia- 
ciôn, acentuândose también, por esta via, la problemâtica general 
de la separaciôn del sector de la Justicia de la sociedad civil 
(253).
Por otra parte, y como ha sido puesto de manifiesto desde po­
siciones ideolôgicas bien dispares (254), se pone fin asl a una 
prâctica asociativa que ya habla tornado carta de naturaleza en 
nuestro pals y que consistla en la constltuciôn de sindicatos de 
magistrados,jueces, fiscales y secretarios, declarados ilegales 
por lo demâs a instancias del Ministerio Fiscal (255). Como aflr- 
ma ALONSO GARCIA (256), la asociaciôn profesional que prevé el 
proplo artlculo 127.1 de la Constltuciôn "no podrâ tener en nin­
gûn caso la significaciôn de un slndicato", con las consecuencias 
de negar los medios tlpicos de actuaciôn de aquél. Con ello se 
estâ reaccionando mâs enérgicamente frente al sindicalismo en la 
Magistrature que frente al de los miembros de las Fuerzas Armadas 
y Cuerpos de Seguridad del Estado : mientras que la fôrmula elegi- 
da para éstos es flexible, y cabe la posibilidad de articular la 
penetraciôn del instrumente sindical en el Ejérclto y en los apa- 
ratos de policla militarizados, es sintomâtica la rigidez con que 
el ordenamiento constituclonal espafiol sanciona el aislamiento de 
los jueces, magistrados y fiscales de los medios de autoorganiza- 
ciôn y autotutela sindicales. La traducciôn de este precepto no 
puede ser sino la de establecer la importancia decislva que asig- 
na el Estado de la Constltuciôn de 1978 a la intervenciôn judi­
cial, equiparândola a la tradicionalmente fundamental interven-
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ciôn de los tlpicos aparatos represivos puros : Ejérclto y poli­
cla. En esto, realmente aparece una muestra mâs de la originall- 
dad de nuestro texto constituclonal (257).
Sin embargo, como se ha dicho, la prohibiciôn de formar y 
afiliarse a sindicatos no alcanza a los oficiales, auxiliares y 
agentes de la Administraciôn de Justicia, quienes desde luego no 
estân exceptuados del artlculo 28.1 de la Constltuciôn. Como en 
supuestos anteriores, y prescindiendo del tema de la negociaciôn 
colectiva, es évidente que las limitaciones al ejerclcio del dere­
cho de huelga vendrân dadas por las caracterlsticas objetivas del 
sector en el que prestan sus servlcios, y en los derechos consti- 
tucionales que este actualiza y tutela. Realmente la Administra­
ciôn de Justicia constltuye un servicio esencial de la comunidad 
en el sentido del artlculo 28.2 de la Constltuciôn, en donde la 
huelga puede suponer el cese de las garantias fundamentales para 
el ciudadano. Por eso, sin duda, los limites a la misma deben ser 
mâs estrictos en este sector. El problema, una vez mâs, se tras­
lada pues a otros parâmetros diferentes a los que aqul se estân 
maneJando (258).
2.4.5. Otros supuestos.
Fuera de los casos expuestos, no existen en la regulaciôn 
constitucional, a mi entender, mâs categorias de trabajadores - 
en un sentido lato - que en atenciôn a su condiciôn subjetiva, se
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vean privados del derecho de libre sindicaciôn. No obstante, pa­
rece conveniente hacer una referenda especlfica a aquellos su­
puestos que histôricamente ban podido constituir en nuestro orde­
namiento categorias subjetivas susceptibles de esta exclusiôn. El 
caso tlpico al respecto es el del personal al servicio de la Ad­
ministraciôn Militar.
Esta denominaciôn se emplea para désignas a aquel personal, 
funcionario y laboral, encuadrado en la organizaciôn de los esta- 
blecimientos, centros, unidades o dependencias militares del Mi­
nisterio de Defensa, y los organismes dependientes del mismo 
(259). Y esta conexiôn con la estructura militar es la que tradi- 
cionalmente ha convertido a estos funclonarios-y trabajadores en 
un colectivo especlfico respecto de otros sectores. En efecto, 
cinéndonos al aspecto sindical, ya bajo el franquisme, los tra- 
bajadores al servicio de la administraciôn no podlan eleglr Jura- 
dos de Empresa (260) y era dudosa su incorporaciôn a la Or&âniza- 
clôn Sindical (261), todo ello sobre la base de abstractos impera­
tives de la defensa nacional.
Esta especialidad continuô de modo claro a través de los tex­
tos que estructuran la transiclôn a un régimen democrâtico en 
nuestro pals. Asl, la disposiciôn adicional primera del DLRT ex- 
clula al personal civil dependiente de establecimientos militares 
del ejerclcio del derecho de huelga ; la disposiciôn adicional 2 
de la LAS aplazô la regulaciôn del derecho de asociaciôn sindical 
de dicho personal civil a una disposiciôn especlfica posterior, 
prescripclôn que reiterô el RD 873/1977, sobre depôsito de Esta-
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tutos en su disposiciôn adicional. Comoquiera que esta norma de 
regulaciôn especlfica no se promulgô hasta 1978, el personal la­
boral al servicio de la Administraciôn militar no pudo celebrar 
las primeras elecciones sindicales, toda vez que el R.D. 3149/
1977 de 6 de diciembre, en su artlculo 4, exclu!a de su âmbito de 
aplicaciôn a los establecimientos militares.
El derecho de sindicaciôn queda regulado por fin para este 
personal por el R.D. 500/1978, de 3 de marzo (262), que establece 
un régimen de asociacionismo profesional, que en ningûn caso po­
drâ federarse "con otras asociaciones, federaciones o confedera­
ciones ajenas a la Administraciôn militar" (263). De esta forma,
1imitada la capacidad de organizaciôn a las asociaciones de carâc­
ter profesional que regularâ el artlculo 52 de la constltuciôn y 
excluidos del derecho de huelga expresamente por el DLRT, se con­
figuras con arreglo a su carâcter subjetivo como colectivo privado 
de cualquler derecho de resistencia, comûn a los restantes traba- 
jadores.
La situaciôn, con toda seguridad, ha cambiado con la promul- 
gaciôn de la Constituoiôn de 1978 (264). Al no hallarse compren- 
didos dentro de la expresiôn del 28.1 acerca de los demâs cuerpos 
sometidos a disciplina militar, puesto que esta expresiôn, como 
se indicô, ha de hacerse coincidlr con la sumisiôn al Côdigo de 
Justicia Militar - que,desde luego, no rige para este personal 
(265) - el derecho de libre sindicaciôn ha de entenderse api1ca­
ble en toda su Integridad para este colectivo (266).
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Lo que exige una doble précision : Los funcionarlos entran 
dentro del régimen aplicable a los mismos segûn el artlculo 28.1 
de la Constltuciôn, y, en este sentido, hay que remitirse'a lo 
que ya se ha dicho respecto de ellos en el eplgrafe 2.4.1. de 
este mismo capitule. En cuanto a los trabajadores y a los contra- 
tados, mantienen la plena autonomla de los artlculos 28 y 37 de 
la Constltuciôn. Como lôgica consecuencia, habrla que entender 
inconstitueional el mencionado R.D. 500/1978 de 3 de marzo (267).
Idénticas precislones habrâ que realizar respecto del derecho 
de huelga. Si la actividad realizada por dichos establecimientos 
militares se puede entender como un servicio esencial, por la in- 
fluencia de los imperativos de la Defensa Nacional, su ejerclcio 
estarâ sometido a limites, pero en ningûn caso cabrâ la exclusiôn 
de la titularidad del derecho de este personal, como efectûa, pa­
ra el personal laboral, la derogada disposiciôn adicional del 
DLRT.
Por otra parte, habrla que objetar la calificaclôn genérlca 
de servicio esencial que se quiere dar a todo este sector de tra­
baj adore s . No se trata aqul de realizar los fines del artlculo 8 
de la Constltuciôn, por cuanto este se limita a définir a las 
Fuerzas Armadas y sus misiones institucionales, ni los del artl­
culo 30 del mismo texto legal, por cuanto este sôlo impone la 
obligaciôn del servicio militar, sino de calibrar con arreglo a 
criterios objetivos làs funciones realizadas por el personal al 
servicio de establecimientos militares. Segûn sean éstos, podrâ 
hablarse de "esencialidad" para la comunidad de las mismas, sin
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que desde luego el tnero hecho de ser trabajador en este sector 
lleve consigo las limitaciones que en el artlculo 28.2 se confi­
guras de forma objetiva, mediante la fôrmula de los servlcios 
esenciales. Si la huelga impide las funciones de la Administra­
ciôn militar o hace imposible el suministro de material bélico a 
nuestro Ejérclto, por ejemplo, estarla legitimada la limltaciôn 
en el ejerclcio del derecho de huelga, pero en ningûn caso su su- 
presiôn con carâcter general. Esta identificaclôn entre las ga­
rantias para asegurar el mantenimiento de los servlcios esencia­
les del artlculo 28.2 de la Constltuciôn y la supresiôn del dere­
cho, es contraria al juego combinado del citado artlculo y el 
53.1 del mismo texto normative.
Ha de tenerse en cuenta, ademâs, que en el proplo Estatuto 
de los Trabajadores se contienen las suficientes prescrlpciones 
contradietorlas con el mencionado R.D. 500/1978 de 3 de marzo, al 
menos en lo que respecta al personal laboral al servicio de la 
Administraciôn militar. En efecto, la disposiciôn final 7? del 
Estatuto de los Trabajadores déclara, en consonancia con el artl­
culo 2.1.g) de esta misma Ley, que este personal ha de ser consi­
derado como trabajadores de carâcter especial. Ahora bien, como 
sefiala el artlculo 2.2. del ET, la regulaciôn de las relaciones 
laborales de carâcter especial debe respetar "los derechos bâsi- 
cos reconocidos por la Constltuciôn", entre ellos, desde luego, 
los de sindicaciôn y huelga, derechos fundaraentales. Se trata de 
una prescripclôn que réitéra el articule 4.1 del proplo Estatuto 
de los Trabajadores cuando Incluye entre los "derechos bâsicos"
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de los trabajadores los de "libre sindicaciôn", "adopciôn de medi- 
das de conflicto colectivo" y "huelga" (apartados b), d) y e) ). 
Por ello la convalidaclôn que la disposiciôn final tercera, quin­
ce del Estatuto de los Trabajadores hace de la disposiciôn adicio­
nal primera del DLRT ha de entenderse sin efecto por contraria no 
sôlo a los mandatos constitueionales, sino a la propia normativa 
del Estatuto de los Trabajadores. En este sentido, la disposiciôn 
adicional primera del R.D. 2205/1980, de 13 de junio, confirma 
las precislones anteriores.
Las mismas conclusiones se deben extraer de todas aquellas 
categorias de trabajadores y de funcionarlos no incluidos en los 
preceptos limitatives o excluyentes del artlculo 28.1. Concreta- 
mente, respecto de los funclonarios de las Corporaciones locales 
que usen armas - en la expresiôn de la disposiciôn adicional del 
R.D. 3624/1977, de 6 de febrero - o de los controladores de vuelo 
integrados en el Servicio Nacional de Control, dependientes del 
Ministerio de Transportes a través de la Direcciôn General de Na- 
vegaclôn Aérea y pese a las relaciones de coordinaciôn estrechas 
de estos organismos con la Jefatura Militar de Control y los Des­
tac amentos CAMO del Ejérclto del Aire (268).
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3. - UN CRITERIO DIFERENCIADOR EN ATENCION A CIRCUNSTANCIAS
OBJETIVAS, EL SERVICIO PUBLICO.
La clrcunstancia de que sea el Estado el antagonists directo 
de los huelguistas, condlciona también, sobre la base de crite­
rios objetivos, la diferenciaciôn de este tipo de huelgas, al 
ponderar las repercusiones directas de la huelga sobre el cumpli­
miento de los fines superiores que el Estado tiene encomendados. 
En este sentido, la nociôn del servicio pûblico desempena un im­
portante papel al respecto en oposiciôn a la de huelga. Ello es 
perfectamente normal, habida cuenta de la transcendencia de la 
conceptualizaciôn teôrica del servicio pûblico como categorla que 
justifies el cambio en la funciôn del Estado, e incluso constitu- 
ye su propia definiciôn.
En efecto, la teorizaciôn sobre la igualdad del Estado libe­
ral, con su necesario corolario de poner fin a los privilégies 
del antiguo régimen, necesitaba de un aparato de poder pûblico 
para lograr dicho principio igualitario, cuestiôn acelerada con 
la paulatina sustituciôn por éste de las actividades asistencia- 
les e ideolôgicas desempenadas por las antiguas clases rectoras : 
ensenanza, beneficencia, etc. (269). Como es sabido, el concepto 
de servicio pûblico se élabora fundamentalmente para legitimar la 
intervenciôn administrativa en âmbitos que le eran negados, si 
bien afiadièndose a otros titulos de intervenciôn clâsicos : Poli­
cla, tltulos regaiianos, incluso soberania (270). Sin embargo la 
primera configuraciôn slstemâtica del servicio pûblico como con-
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cepto capital en la teorla del Estado y en la ciencla administra- 
tiva vendra dada por la teorizaciôn, en el primer cuarto del si- 
glo XX, de DUGUIT y la Escuela de Burdeos.
Segûn dicho autor, el Estado no se Justifica por ser titular 
de la soberania, sino por ser titular de servlcios pûblicos, por- 
que sirva para servir directamente a la comunidad. El Estado es 
"una cooperaciôn de servlcios pûblicos organizados y controlados 
por los gobernantes", quienes no pueden hacer nada que suponga un 
obstâculo cualquiera "para la satisfacciôn de las necesidades co­
munes a todos los hombres" (271). El servicio pûblico, desde esta 
perspective, se define como toda actividad cuyo cumplimiento debe 
asegurarse, regularse y controlarse por la Administraciôn, "por- 
que el cumplimiento de esta actividad es indispensable para la 
realizaciôn y el desarrollo de la interdependencla (o solidari- 
dad): social, y es de tal naturaleza que sôlo puede realizarse 
completamente mediante la intervenciôn de la fuerza gobernante" 
(272). De ahl que la continuidad sea uno de los caractères esen­
ciales del servicio pûblico : Se trata de actividades de tal im­
portancia para la colectividad que no pueden interrumpirse ni un 
sôlo instante : "El deber de los gobernantes es emplear su poder 
en asegurar el cumplimiento de las mismas de una manera absoluta- 
mente continua" (273). El servicio pûblico es el fundamento y el 
limite del poder gubernamental. Obviamente, una consecuencia de 
la extremada importancia en lo que aqul nos ocupa sera la imposi- 
bilidad juridica de la huelga en los servlcios pûblicos y su in- 
criminaciôn penal (274).
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En efecto, huelga y continuidad de los servlcios pûblicos son 
conceptos excluyentes. El principio de continuidad esencial a la 
categorla del servicio pûblico no sôlo se utilisa como un freno al 
sindicalismo funclonarial (275), sino que, segûn la doctrina del 
Consejo de Estado francés, expresada a través del arrêt Winkell 
(1909), es el fundamento de la negaciôn de la huelga en los ser- 
vicios pûblicos : Expresiôn e instrumente del interés general, el 
servicio pûblico se manifiesta como una actividad intangible, y 
todo atentado al mismo es un atentado directo contra el Estado 
que no puede permitirse (226). Tanto es asl que la fuerza Impera­
tive de este principio no sôlo diô nacimiento en Francia a la ju­
risprudencia Winkell, sino a la teorla de las clrcunstancias ex- 
cepcionales o del derecho de necesidad. Segûn ésta, en circuns- 
tancias excepcionales, la necesidad de asegurar el funcionamiento 
regular de los servlcios pûblicos prevalece sobre la propia lega- 
lidad general, que estâ concebida para los tiempos "normales". No 
hace falta resaltar que una "extension excesiva" de esta juris­
prudencia del Consejo de Estado podrla dejar la puerta abierta a 
la supresiôn de toda la legalidad (277), pero lo que interesa re­
saltar es la enorme fuerza expansiva del principio de continuidad 
de los servlcios pûblicos.
Esta situaciôn de absoluta incompatibilidad entre ambas nocio- 
nes no se sostiene, sin embargo, durante mucho tiempo, debido fun­
dament al men te a dos importantes mutaciones en ambas. De un lado, 
la crisis de la nociôn del servicio pûblico, como definidor del 
Estado y del proplo derecho administrativo, de otro, el reconoci-
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constitucional del derecho de huelga.
En cuanto a la primera, es sin duda decisive el cambio ope- 
rado en el papel del Estado, la aceleraciôn vertiginosa de su in­
tervene iôn en todos los ôrdenes de la vida social, para concluir 
la inadecuaciôn de la nociôn del servicio pûblico a actividades 
realizadas por la Administraciôn Pûblica, fundamentalmente de 
carâcter econômico : El fomento o la promociôn de la iniciatlva 
privada, o la propia gestiôn industrial o econômica, llevada a 
cabo por la Administraciôn, impide su reconducciôn unitaria al 
concepto de servicio pûblico, incluso entendiendo éste de forma 
ampllsima (278). Lôgicamente,ello lleva consigo la ruptura de 
una correlaciôn entre actividades de servicio pûblico y régimen 
Juridico administrative ; muchas de aquéllas se regulan por el 
derecho privado (279). Efectivamente, ya no se va a poder hablar 
de servicio pûblico en cuanto se encuentre présenté la Adminis­
traciôn ; la bûsqueda de una nociôn précisa de esta actividad 
obligarâ pdr otra parte a investigar cuâles son las necesidades 
pûblicas permanentes que la Administraciôn pretende asumir, bajo 
su direcciôn, lo que sin duda favorece un primer anâlisis de la 
graduaciôn de las necesidades pûblicas que habrâ de repercutir en 
el tema de la huelga. Sin embargo, la crisis de la nociôn del 
servicio pûblico, por si misma, no introduce elementos décisives 
de cambio de perspectiva sobre el tema. Baste recorder que, desde 
el punto de vista iusadministrativista, define a la actividad de 
servicio pûblico el hecho de que la Administraciôn pueda propug- 
nar, dirigir, controlar y sancionar el servicio, asi como el de
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que éste haya de prèstarse de forma regular y constante para que 
no se paralice una necesidad permanente (280). Sobre ambas notas 
caracterizadoras incide desde luego el ejercicio de la huelga, 
con lo que la anterior antitesis entre ambas nociones podria en- 
tenderse vigente.
El cambio mâs importante lo introduce el hecho del reconoci- 
miento constitucional de la huelga como derecho ciudadano. Es 
éste el hecho que va a conseguir relativizar una nociôn tan homo- 
génea jurldicamente como la del principle de continuidad en los 
servicios pûblicôs (281). Al desarrollo de este tema se dedica el 
epigrafe slguiente.
3.1. LA CONCILIACION ENTRE EL PRINCIPIO DE CONTINUIDAD DE LOS 
SERVICIOS PUBLICOS Y EL DERECHO DE HUELGA.
Es la experlencia francesa quien va a suministrar los datos 
mâs clarifieadores al respecte, donde el arraigo de la teoria del 
servicio pûblico es mâs grande y mâs temprano el reconocimiento 
constitucional del derecho de huelga. En efecto, de todos los 
factores enumerados por la doctrina 1aborista francesa para ex- 
plicar el trânsito de la Jurisprudencia Winkell a una mayor fle- 
xibilidad sobre el particular, es évidente que el mâs relevante a 
efectos Juridicos es el del reconocimiento,en el Preâmbulo de la 
Constituciôn de la IV Repûblica, del derecho de huelga (282) ; es
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éste el hecho que obliga a transferlr el anâlisis a un piano dl- 
ferente (283), desterrando la antitesis entre huelga y continui­
dad del servicio. Ambas categories deberian conciliarse a través 
de la regulaciôn normative del derecho de huelga en los servicios 
pûblicôs.
Sin embargo, la antigua concepciôn que identifica la razén de 
ser del Estado en el desarrollo de una actividad de entrega di­
rects de prestaciones a los ciudadanos, actividad intangible cuyo 
no cumplimiento puede significar su muerte, sigue teniendo un pe­
so especifico en la soluciôn adoptada. Mâs aûn, como se verâ a con- 
tinuaciôn, esta concepciôn, ligada al hecho real de la Interven- 
ciôn administrative en las actividades econômicas y sociales, 
puede suponer una via de desvirtuaciôn del derecho de huelga, un 
modo de conseguir la "precariedad" del mismo.
La contradicciôn existante entre el derecho de huelga en los 
servicios pûblicôs y la nociôn de su continuidad se solventô me- 
diante el abandono por el Consejo de Estado francés de su tradi- 
cional postura prohibitiva de aquélla y la elaboraciôn de una 
nueva doctrina con arreglo a la cual el Gobierno, responsable del
'I
buen funcionamiento de los servicios pûblicôs, debia adoptar las 
medidas necesarias para evitar un uso del derecho de huelga abu­
sive o contrario a las necesidades del orden pûblico, es decir, 
que la Administraciôn ténia el derecho de fijar la extensiôn y 
las modalidades del derecho de huelga en los servicios pûblicôs 
con arreglo a estas dos nociones, abuso de derecho y orden pûbli­
co, limitaciones al derecho de huelga que serân controladas por
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la jurisprudencia administrative (284).
Ni que decir tiene que esta nueva orientaciôn jurisprudencial 
rompe la homogeneidad de la nociôn de continuidad del servicio 
pûblico que no puede mantenerse con el carâcter absolute con el 
que se presentaba en la construcciôn administrative. La intro­
duce iôn del derecho de huelga en el esquema anterior obliga a di- 
ferenciar en la prâctica diferentes grades de continuidad. Esta 
no obstante, en la creaciôn normative francesa, sigue ejerciendo 
una notable influencia sobre la regulaciôn de la huelga en los 
servicios pûblicôs.
En efecto, en primer lugar, a través del establecimiento de 
limitaciones al ejercicio del derecho de huelga, mediante la de- 
terminaciôn de aquellos servicios indispensables y de las perso­
nas indispensables dentro de ellos (285), doble control que rela- 
tiviza realmente la continuidad del servicio como caracterlstica 
rigida y absoluta. No se podrâ considerar de la misma forma ésta 
en el servicio de incendies que en el servicio de Educaciôn Na- 
cional (286) ni en aquellos agentes cuya presencia se reputa in­
dispensable para el funcionamiento del service frente a aquéllos 
que por el contrario no lo son (287),
Por otra parte, la nociôn de continuidad se flexibiliza al 
circunscribirse al mantenimiento de los elementos esenciales del 
servicio, mediante la introducciôn de la nociôn de servicio mini­
me, es decir, la obligaciôn de mantener, en caso de huelga, un 
minimo de funcionamiento del servicio, concretado caso por caso
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en atenciôn a las circunstancias del servicio y de la propia huel­
ga. Introducida también jurisprudencialmente (288), se trata de 
una nociôn recogida por el Gobierno y extendida profusamente, fun- 
damentalmente a través de la regulaciôn legislativa, tlpicarnente 
en la Radiodifusiôn y Television Francesa (289).
Pero ademâs, la influencia del principio de continuidad no se 
limita a justificar las citadas limitaciones del derecho de huel­
ga, sino que ha ido mâs allé. En efecto, como ha puesto de relieve 
SINAY (290), toda una tendencia de paùlatino acercamiento entre la 
funeiôn pûblica y el derecho comûn del trabajo fue negada e inver- 
tida por el legislador francés de 1963, quien extendiô a los asa- 
lariados el derecho de la funciôn pûblica, poniendo el acento so­
bre la naturaleza de la actividad ejercida, es decir, la partici- 
paciôn en un servicio pûblico (291). De esta forma, se incluyeron 
dentro de su âmbito de aplicaciôn todos los servicios pûblicôs 
industriales y comerciales y las empresas nacionalizadas con esta- 
tuto (292), y el régimen sancionador previsto en la ley se unifi- 
ca, mâs allâ de las diferencias de estatuto juridico, en un senti- 
do desfavorable para los trabajadores (293).
Esta utilizaciôn, por la via legislativa, del principio de 
continuidad como verdadera arma anti-huelga - con lo que entronca 
con uno de sus significados histôricos - (294), aparece también en 
la regulaciôn legal de otros sectores, si bien se ha materializado 
fundamentalmente respecto de la Radiotelevisiôn francesa ( 295 ). Pien- 
sese ademâs en la compatibilidad de estas limitaciones de origen le­
gal con las de origen reglamentario o administrative ya citadàs. In-
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cluso se ha pretendido alegar el principio de continuidad de for­
ma esptirea, aplicândolo mecânicamente al sector privado, para 
justificar medidas como las primas anti-huelga (296).
En definitiva, la utilizaciôn de la nociôn del servicio pûbli­
co como elemento diferenciador de las huelgas supone el estableci­
miento de un môdulo en atenciôn al criterio objetivo de la satis- 
facciôn de necesidades permanentes con carâcter regular y conti­
nue, en oposiciôn al derecho de huelga. Ello permite trascender 
las diferenciaciones en atenciôn al régimen juridico aplicable a 
las personas que ejercitan el citado derecho. Se trata, sin em­
bargo, de una nociôn homogénea y rigida que no puede prevalecer 
frente al significado y el contenido del reconocimiento constitu­
cional de éste.
En efecto, se explica asi cômo la formulaeiôn originaria del 
principio de continuidad en los servicios pûblicôs ha retrocedi- 
do en relaciôn con el derecho de huelga (297). Y no sôlo porque 
quepa hacer distinciones mâs o menos discutibles del tipo de afir- 
mar que el huelguista, objetivamente, no pretende negar la conti­
nuidad del servicio, por cuanto lo que prima es su relaciôn de 
asalariado frente al Estado-empresario y no su relaciôn con el 
Estado-poder pûblico (298), sino fundamentalmente porque el dere­
cho de huelga tiene una funcionalidad determinada, que tiene ne- 
cesariamente que modificar el cuadro general y hacer imposible 
que se importer principios y concéptos juridicos concebidos con 
otras finalidades de aquéllas con las que se aplica.
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No obstante, en el ordenamiento juridico francés, como se ha 
vlsto, se sigue utilizando este principio de continuidad, atempe- 
rando respecto de su formulaciôn originaria, no sin distinguir y 
matizar en atenciôn a los diferentes tipos de servicios publiées, 
su carâcter indispensable, etc. Se trata de una utilizaciôn del 
mismo tlpicarnente restrictiva del derecho de huelga, en la llnea 
de esas operaciones limitativas de éste que entre nosotros ha de- 
nunciado DURAN (299). En este caso el principio que se importa no 
proviens del campo del derecho civil, como es tradicional en la 
interpretaciôn jurldica de la huelga, sino por el contrario, del 
derecho pûblico, con lo que se justifies mâs fâcilmente la consi­
derable limitaciôn del derecho que se opera. No podla ser menos, 
puesto que ya no se parte de la introducciôn de un principio de 
igualdad y de equilibrio en la construcciôn doctrinal del derecho, 
sino de las potestades exorbitantes de la Administraciôn, respon­
sable en ûltima instancia del servicio pûblico. Por ello, no pare- 
ce exagerado coincidir con quienes afirman que el derecho de huel­
ga en Francia se ha convertido en un derecho "precario", inesta- 
ble (300).
Ahora bien, si se ha escogido el caso francés es justamente 
por su Virtualidad ejemplificadora y porque es sin duda en el ve- 
cino pals donde con mâs fuerza ha arraigado la teoria del servi­
cio pûblico. En otros ordenamientos juridicos, por el contrario, 
las cosas pueden no plantearse de la misma forma. Por ello, para 
enfocar correctamente el problema, procédé examinar el ordena­
miento concrete de Espana, intentando analizar la vigencia y ex­
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tension de la teoria del servicio pûblico en nuestra patria y la 
importancia que en ella ha tenido el principio de continuidad 
sobre las huelgas en los servicios pûblicôs. A ello se dedica el 
siguiente epigrafe.
3.2. PRINCIPIO DE CONTINUIDAD Y HUELGA DE SERVICIOS PUBLICOS EN 
EL ORDENAMIENTO ESPANOL.
3.2.1. El reducido alcance del principio de continuidad.
En nuestro ordenamiento la recepciôn de la teoria adrainistra- 
tivista francesa sobre el servicio pûblico tiene una reducida ex­
tensiôn. La nociôn del servicio pûblico, en contraposiciôn con la 
teoria francesa no ha desempenado un papel tan importante entre 
nosotros (301). El servicio pûblico no se concibe como una teori- 
zaciôn previa, sino mâs bien con arreglo a una utilizaciôn tâcti- 
ca para conseguir determinados efectos, "sin que importe demasia- 
do la homogeneidad de los supuestos de hecho a los que se va apii- 
cando" (302). De esta manera, los clâsicos principios que se des- 
prenden de la teorizaciôn aludida, y, entre ellos, el principio 
de continuidad, tienen un alcance mucho mâs limitado.
En efecto, histôricamente el principio de continuidad se 
plasma en un determinado régimen muy concrete que en un primer
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momento se plantes ante los temas de qulebra y suspension de pa­
ges del servicio y del embargo de los bienes afectos (303) y que 
en una fase posterior, mâs tardla, abordarâ el problema de las 
huelgas en los servicios pûblicôs (304).
En efecto, en 1909 se promulga la Ley de huelgas que, "con 
arreglo a una singular concepciôn" (305), somete a estas a un 
aviso previo a la autoridad, de mayor duraciôn cuanto mâs impor­
tante sean las repercusiones de la suspensiôn de dichos servicios. 
No hace falta seHalar que en este caso la conciliaciôn entre el 
principio de continuidad y la libertad de huelga se produce de 
forma clara, al no entender ambas nociones como antitéticas. Sôlo 
en el caso de que se incumpla la obligaciôn de preavisar, se cas- 
tiga penalmente a los promotores y directores de la huelga. Real­
mente, la libertad de huelga que establece el articule 1» de la 
Ley de 27 de abril de 1909, sufre una limitaciôn de carâcter for­
mai por razôn del âmbito en el que va a ejercerse ; esta limita­
ciôn no es sino la fijaciôn de la obligaciôn de preavisar en ser­
vicios pûblicôs determinados y el establecimiento de un sistema 
de conciliaciôn y de arbitraje potestativo, extendido, mediante 
los Decretos de 10 de agosto de 1916 y 1917, a todas las empre- 
sas y compafilas concesionarias de servicios pûblicôs (306).
Existe pues una influencia del principio de continuidad de 
los servicios pûblicôs sobre la huelga, pero con un alcance limi­
tado a la observancia de determinados requisites formates que 
condicionan el modo de exteriorizaciôn de la huelga, no su desa- 
parlciôn o prohibiciôn. En efecto, el que se estima mâs eficaz es
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la necesidad del preaviso y ello sôlo en algunos servicios, iden- 
tificados por un sistema de lista, cuya continuidad se estima mâs 
necesario : Los servicios de luz, agua, ferrocarriles y sanidad 
en un primer grado de protecciôn, y tranvîas o abastecimientos de 
articules de consume general o necesario en un segundo lugar 
(307). Los sistemas de conciliaciôn previa especial y de arbitra- 
je voluntario van extendiendo su implantaciôn, sin embargo, de 
forma paralela al aumento de las funciones desempenadas por el 
Estado. En efecto, tras los Decretos de 1916 y 1917, que los im­
planta en todas las empresas concesionarias de servicios pûbli- 
cos, en agosto de 1923 se extiende este régimen a todas las in- 
dustrias relacionadas con dichos servicios y a las sociedades in­
dustriales con mâs de 200 operarios, cualquiera que fuera la In- 
‘dole de su actividad (308). Con ello se rompe la adecuacion entre 
servicio pûblico y garantlas en caso de huelga, que en su origen 
aparece claro.
Algo parecido sucede con la instituciôn del preaviso. En 
efecto, bajo la II Repûblica, se généralisa a todas las huelgas 
esta instituciôn, mediante el establecimiento de un preaviso uni­
versal de 48 horas, si bien se sigue manteniendo la mayor ampli- 
tud de los plazos para los servicios citados. La justificaciôn 
teôrica de éstos no serâ, por otra parte, la necesaria continui­
dad del servicio, sino el respeto a los derechos de terceros, pa­
ra prevenirles de los efectos de la huelga (309). De igual forma, 
la extensiôn del sistema de conciliaciôn obligatoria y arbitraje 
voluntario a todas las actividades laborales, que efectûa la Ley
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de Jurados Mlxtos de 27 de novlembre de 1931, desvincula este re­
quisite formai de la circunstancia de que la huelga se produzca 
en un servicio pûblico (310). Se trata de una apreciaciôn tanto 
mâs interesante cuanto que en los afios 30 del présente siglo exis­
te ya en Espana un Estado interviniente en mûltiples âmbitos de 
la vida social, un conjunto importante de servicios pûblicôs, e 
incluso, en el piano de las definiciones juridicas, se formula el 
principio de continuidad del servicio pûblico en un Decreto de 16 
de febrero de 1934, en el que se define el servicio pûblico como 
"aquel que de manera regular y continua satisfaga una necesidad 
pûblica" (311).
Por el contrario, donde si ejerce una influencia clâsica el 
principio de continuidad de los servicios pûblicôs en Espana, es 
a la hora de negar el sindlcalismo y la huelga de los funciona- 
rios pûblicôs. En efecto, se trata de un motivo teôrico empleado, 
junto a otros que ya han sido aludidos, para establecer la prohi­
biciôn absoluta de la huelga de funcionarios (312). Lo que sucede 
es que, al circunscribirse a aquéllos que se hallan ligados por 
un vinculo funcionarial con el Estado, pierde toda su virtualidad 
generalizadora este argumente. Se ha seftalado, en efecto, la in- 
coherencia de esta teorizaciôn, por cuanto, si la negaciôn del de­
recho de huelga a los funcionarios se basa en la continuidad del 
servicio, habria que prohibirla también en el sector privado siem- 
pre que afectara a los servicios pûblicôs, y especialmente a las 
empresas concesionarias de servicios pûblicôs, quienes se compor- 
tan exactamente como la Administraciôn (313), cuestiôn que, como
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se ha visto, no sucede en nuestro ordenamiento juridico anterior 
a la guerra civil. Sin perjuicio de que quepan ciertas explica- 
ciones a lo que desde la teorizaciôn del servicio pûblico apare­
ce como claros planteamientos incongruentes(314), es évidente el 
alcance enormemente limitado del principio de continuidad sobre 
la huelga en los servicios pûblicôs. Su aplicaciôn estricta, como 
nociôn incompatible con la huelga, sôlo se realiza mediante la 
prohibiciôn de la de funcionarios. Con ello se demuestra que el 
Estado, en Espana, es ante todo poder pûblico mâs que gestor de 
servicios pûblicôs (315). La problemâtica pues, discurre por los 
cauces de los criterios diferenciadores en atenciôn a circunstan­
cias subjetivas, ya examinados (316).
El Estado surgido del 18 de julio trastorna de forma absoluta 
este planteamiento. No se trata ya de considerar la incidencia 
del principio de continuidad sobre el derecho de huelga, sino de 
verificar la consideraciôn delictiva de cualquier tipo de huelga, 
con lo que, obviamente, el primer dato es irrelevante (317).
No obstante, se puede seguir apreciando esta caracteristica 
de la évolueiôn histôrica de nuestro derecho desde la prohibiciôn 
y sanciôn especifica de la huelga en los servicios pûblicôs. En 
efecto, tanto la Ley de Seguridad del Estado de 29 de marzo de 
1941 como el Côdigo Penal de 23 de diciembre de 1944 diferencian 
entre funcionarios pûblicôs, "encargados de cualquier género de 
servicios pûblicôs" y particulares, es decir, no sometidos a una 
relaciôn funcionarial, que presten "servicios de reconocida e 
inaplazable necesidad" (318), con lo que se comprueba la mayor
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vlnculaciôn del principio de continuidad de los servicios publi­
ées a los funcionarios pûblicôs, reservândose sin embargo en el 
campo de la relaciôn de empleo privado a los servicios de recono­
cida e Inaplazable necesidad. Es interesante hacer esta precisiôn 
por mâs que a efectos pénales resultara irrelevante, dada la esti- 
maciôn delictiva de la huelga, cualquiera que fuera su motiva- 
ciôn (319).
La reforma del articule 222 del Côdigo Penal operada por la 
Ley de 21 de diciembre de 1965 viene a suponer una importante mo- 
dificaciôn de este tema, por cuanto el legislador unifica plena- 
mente el régimen juridico de ambas categorlas, aunque sigue mante­
niendo la diferenciaciôn entre el concepto de servicio pûblico y 
los de reconocida o inaplazable necesidad. Desaparece ademâs el 
elemento finaliste de este tipo penal, invirtiendo exactamente 
los problèmes que planteaba la anterior fôrmula legal (320), en 
aras a "la especial consideraciôn que el servicio pûblico merece" 
(321). Mediante la objetivaciôn de la huelga de servicios pûbli- 
cos en un puro tipo descriptivo y la equiparaciôn de los "parti­
culares" a los funcionarios en cualquier tipo de servicios pùbli- 
cos, se refuerza el principio de continuidad del servicio, a la 
par que se produce la desincriminaciôn parcial de la huelga en 
general.
Este mismo dato normative se mantiene en la regulaciôn del 
recurso a la huelga efectuada por el Decreto-Ley de 22 de mayo de 
1975, segûn el cual no se podria recurrir a dicha medida de pre- 
slôn si se trataba de una empresa o entidad encargada de la près-
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taciôn de cualquier género de servicio pûblico o de reconocida e 
inaplazable necesidad, o relacionado con los intereses de la de- 
fensa nacional (322). La correlativa privaciôn del derecho de 
huelga a los funcionarios pûblicôs permite pues afirmar la indu- 
dable coherencia de esta regulaciôn desde la perspectiva unifor- 
madora del servicio pûblico.
Sin embargo, este proceso equiparador entre funcionarios y 
trabajadores de servicios pûblicôs, que rompe con la tradiciôn 
normative espanola, como se ha visto, no habria de durar mâs de 
12 afios (323). En efecto, el Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de 
marzo, vuelve a enlazar con la constante legal espanola al per- 
mitir las huelgas eri "cualquier clase de servicios pûblicôs" y 
prohibir, sin embargo,' las huelgas de funcionarios quienes si- 
guen siendo considerados reos de sediciôn (324).
El elemento del servicio pûblico actûa diferenciando estas 
huelgas de las del resto de las declaradas mediante el reforza- 
miento de las garantias formales previstas - ampliaciôn del plazo 
de preaviso de 5 a 10 dias y la exigencia de publicidad - y el es­
tablecimiento de una amplia y genérica potestad de la autoridad 
gubernativa para acordar las medidas necesarias para asegurar el 
funcionamiento de los servicios pûblicôs o de reconocida e ina­
plazable necesidad (325). Sin embargo, en el caso de los funciona­
rios, la continuidad del servicio impide la conciliaciôn con el 
derecho de huelga.
En resumen y salvo para el periodo 1965-1977, el alcance del
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principio de.continuidad en relaciôn con la huelga en los servi­
cios pûblicôs no tiene ni mucho menos la fuerza expansiva de la 
que goza en el derecho francés. Basta pues el reconocimiento 
constitucional del derecho de huelga para que la utilizaciôn del 
mismo como limite de la huelga se difumine, sobre todo cuando su 
plasmaciôn material en nuestro ordenamiento pasa por identlficar- 
se con la prohibiciôn de la huelga de funcionarios y el reforza- 
miento de las garantias formales en la adopciôn de la declaraciôn 
de huelga y las potestades administrativas para limitar su ejer­
cicio . Se trata de una conclusiôn que forzosamente ha de servir 
para Interpretar la fôrmula constitucional de 1978, como se verâ 
en su momento, no sin antes examinar otra caracteristica del pro­
ceso normative histôrico del ordenamiento espafiol, el del esta­
blecimiento de una cierta graduaciôn entre los servicios pûbli- 
cos, también de évidentes repercusiones en la fôrmula constitu­
cional actualmente vigente. A este tema se dedica el siguiente 
epigrafe.
3.2.2. La diversificaciôn de los servicios pûblicôs en atenciôn 
a la necesidad satisfecha.
Lo que se quiere destacar en este lugar es la circunstancia 
de que en Espafia, histôricamente, existe una diversificaciôn del 
servicio pûblico "en atenciôn al carâcter mâs o menos destacado 
del servicio pûblico con relaciôn al interés general" (326), es 
decir, en relaciôn con la importancia de la necesidad pûblica sa-
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tlsfecha. Se trata de una precision de cierta importancia cara a 
la interpretaciôn del concepto de servicios esenciales que senala 
el articule 28.2 de nuestra Constituciôn.
La senalada diversificaciôn se pone de relieve desde la misma 
perspectiva del derecho administrativo, en los supuestos de con- 
currencia de concesiones (327), por ejemplo, pero fundamentalmen­
te aqul se van a examinar aquéllas graduaciones tlpicarnente rela­
cionadas con la huelga, a las que, por otra parte, ya se ha hecho 
referenda.
En efecto, en-la Ley de huelgas de 1909, como se ha visto, se 
enumeran determinados servicios pûblicôs en los que se prevén 
unas garantias formales para el ejercicio de la,huelga, de mayor 
amplitud en unos que en otros. Asi, mediante un sistema de lista 
y una técnica finalista, se prevé un plazo de aviso previo de 8 
dlas cuando el paro pueda producir la falta de luz,o de agua, o a 
suspender el funcionamiento de ferrocarriles, o cuando por la 
huelga o paro hayan de quedar sin asistencia los enfermes o asi- 
lados de una poblaciôn. Las necesidades pûblicas satisfechas por 
estos servicios se valoran como prevalentes frente a la libertad 
de huelga, lo que produce la introducciôn de la obligaciôn de 
preavisar y la sanciôn penal en caso de incumplimiento. En un se­
gundo nivel, la Ley de 1909 prescribe un preaviso de cinco dlas 
cuando las huelgas tiendan a suspender el funcionamiento de los 
tranvîas, o cuando a consecuencia de ellos, todos los habitantes 
de una poblaciôn hayan de quedar privados de algûn articule de 
consumo general y necesario. El mécanisme es el mismo que en el
I  .
! i
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caso anterior, pero la valoraciôn de la incidencia de la huelga 
en las necesidades aludidas es, sin embargo, menor y el periodo 
de antelaciôn de cinco dlas se entiende suficiente para garanti- 
zar aquéllas (328).
Otro ejemplo coetâneo de diversificaciôn de los servicios 
pûblicôs en relaciôn con los efectos de la huelga sobre las ne­
cesidades satisfechas aparece en la Ley de Reclutamiento y Reem- 
plazo del Ejército de 29 de junio de 1911, cuyo articule 222 
prevé que el Gobierno podrâ movilizar "a los individuos sujetos 
al servicio militar que desempenen cargo o empleo de cualquier 
clase que sea o que tengan ocupaciones en industrias relacionadas 
con servicios que interesen directa o indirectamente a la defensa 
nacional, o sean de carâcter pûblico, como los de transporte y 
comunicaciones, luz, agua y otros anâlogos." (329). La nominaciôn 
expresa de los servicios pûblicôs subrayados como especialmente 
susceptibles de ser el marco de la utilizaciôn de la movilizaciôn 
de los huelguistas es también un dato a tener en cuenta. La movi- 
lizaciôn, como técnica de excepciôn para la supresiôn de la huel­
ga, se instrumenta en general para cualquier servicio pûblico o 
Industrie relaeionada con la defensa nacional, pero especifica- 
mente para los citados de transporte o comunicaciones, luz y agua, 
servicios que aparecen pues especialmente protegidos (330). La 
utilizaciôn concreta de la movillzaciôn durante la Monarquia, co­
mo la de la sustituciôn de huelguistas por militares, correspon- 
diô a este esquema : Asi, las militarizaciones de ferroviarios de 
1912 y 1917 ; la de los empleados de Correos y Telégrafos en
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1918 ; la de los trabajadores de Gas y Electrlcldad en 1919, etc. 
(331).
La configuraclôn de estos servicios pûblicôs como de especial 
importancia cobra mayor relieve si se compara con el régimen pre­
visto por los citados Decretos de agosto de 1916 y de marzo de 
1917 sobre el establecimiento de sistemas de conciliaciôn y arbi- . 
traje en las huelgas producidas en todas las empresas y companias 
concesionarias de un servicio pûblico. La evoluciôn que sufre 
este tema, bajo la Segunda Repûblica, mediante la generalizaciôn 
del preaviso y de los mécanismes conciliatorios a través de los 
Jurados Mlxtos, mantienen la especificidad de la nociôn, relevan­
te jurldicamente, de estos servicios pûblicôs especialmente consi­
derados por la ley y claramente diferenciados, mediante un siste­
ma de lista, de los demâs servicios.
Lo que en la legislaciôn monârquica y republicans se identifi- 
caba nominativamente, va a transformarse, bajo el franquisme, en 
una fôrmula genérica que emplea el legislador penal y que denomi- 
na "servicios de reconocida e inaplazable necesidad" (332).
Nociôn "de una évidente vaguedad y abstracciôn" (333) que in­
troduce la Ley de Seguridad del Estado de 1941, no parece arries- 
gado aventurar la influencia del Côdigo Pénal italiano - el Côdi- 
ce Rocco - sobre este concepto. En él, como es sabido, son autores 
de un delito no sôlo los funcionarios que trastornen o alteren la 
regularidad de un servicio pûblico, sino los privados que ejerci- 
ten funciones de servicios pûblicôs o de "pûblica necesidad".
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cuestiôn que se liga con las profesiones forenses o sanitarias 
o aquéllas que sean declaradas como taies mediante un acto de la 
Administraciôn pûblica (334).
No es extrafio pues que en la doctrina iuslaboralista se pu- 
siera el acento sobre la inexistencia del criterio legal para 
tal reconocimiento. En este sentido afirmaba BAYON (335) la in- 
correcciôn de una interpretaciôn que hiciera depender la inapla- 
zabilidad mâs de necesidades del usuario o del consumidor que de 
la indole de la actividad afectada por la huelga, de forma que en- 
trarlan en el concepto "todas las actividades productives,,, ^ e 
transporte y de comercio de primera necesidad", excluyendo tàn 
sôlo como aplazable lo suntuario (336). Sin embargo, para los pe- 
nalistas, el termine "reconocida" en relaciôn a la necesidad, "no 
alude a la exigencia de que ésta haya sido objeto de una previa 
declaraciôn de reconocimiento por un organisme oficial, sino a 
que la necesidad sea socialmente tenida como tal" (337). Por ello 
lo importante va a ser la delimitaciôn de estas actividades que 
satisfacen necesidades socialmente tenidas como tal.
La determinaciôn de este concepto Juridico se verifies a su 
vez mediante otras formulas no enumerativas,pero*que intentan 
concretar la amplia descrlpciôn del artlculo 222, 1 » del Côdigo 
Penal. Asi, se definen éstas como "actividades estricta y cotl- 
dianamente necesarias para la normalidad de la vida" (338) o, de 
forma mâs genérica, como "servicios esenciales o urgentes" (339). 
Quizâ la mâs précisa y por otra parte coïncidente con las orien- 
taciones anteriores, sea la definiciôn que efectûa CORDOBA (340)
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al entender que en este concepto se ha de comprender "aquello que 
es précise para la subsistencia de bienes o intereses fondamenta­
les del individuo en su vida de relaciôn social".
Los concéptos de servicio pûblico y de reconocida e inapla­
zable necesidad no coinciden, pues. Puede existir un servicio de 
reconocida e inaplazable necesidad que no sea servicio pûblico y 
a la inversa. La cuestiôn es mâs llamativa si se repara en la re- 
dacciôn anterior a 1965, segûn la cual sôlo resultaban incrimina- 
dos aquellos "particulares" que prestaran sus servicios en aqué­
llos, pero no, por ejemplo, en una empresa concesionaria de un 
servicio pûblico que no satisficiera bienes o intereses fondamen­
tales del individuo. Mediante la unificaciôn operada por la refor­
ma del articule 222 del Côdigo Penal en 1965, lo que mâs va a 
preocupar a la doctrina es la identificaciôn de ese "prius" sobre 
la nociôn del servicio pûblico (341). Con la incriminaciôn penal 
exclusiva de los funcionarios pûblicôs tras el DLRT, esta preocu- 
paciôn va desapareciendo en gran parte por la dificultad de imagi- 
nar un servicio de reconocida e inaplazable necesidad servido por 
funcionarios pûblicôs que no sea al mismo tiempo un servicio pû­
blico (342).
Lo que importa retener, de lo dicho hasta ahora es la exis- 
tencia en nuestro ordenamiento de una diversificaciôn de la no­
ciôn de servicios pûblicôs en atenciôn al contenido de la presta- 
ciôn y de la necesidad satisfecha. Diversificaciôn que incluso 
cristaliza en la elaboraciôn de una nociôn jurldica como la de 
servicios de reconocida e inaplazable necesidad, que se Identifl-
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can con aquéllos cuyo contenido satisface bienes o intereses fun- 
damentales del individuo. Se trata,obvio es recalcarlo, de una 
apreciaciôn importante para delimitar el contenido de la nociôn 
constitucional de servicios esenciales.
3.3. DELIMITACION DE LOS SERVICIOS ESENCIALES EN LA CONSTITUCION 
DE 1978.
La Constituciôn espaRola utiliza el término "servicios esen­
ciales de la comunidad" que es sin duda una fôrmula homologada 
tras su utilizaciôn por la O.I.T. (343). Esta los ha definido ge- 
néricamente como aquéllos cuya Interrupciôn ocasione perjulcios 
pûblicôs (344), si bien lo que normalmente efectûa es una des- 
cripciôn enumerativa de algunos servicios que se consideran ta­
ies (345). En cualquier caso, para su delimitaciôn en el contexte 
del ordenamiento espanol, como cualquier concepto Juridico inde- 
terminado hay que integrarlo en el conjunto normative en el que 
se inserte, teniendo en cuenta que se estâ planteando un proble­
ma de interpretaciôn jurldica y no de libre decisiôn administra­
tive al respecto. Por ello, habrâ que ponderar la influencia que 
pueden ejercer los condicionantes ya examinados sobre el alcance 
del principio de continuidad y los diverses grados de servicios 
pûblicôs reconocldos normativamente en nuestro pals.
La delimitaciôn de un concepto tan "elâstico" puede efectuar-
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se, como ha hecho MARTIN VALVERDE (346), tanto por la via de la 
clausula general" como con arreglo a una técnica enumerativa de 
los mismos. Hay que advertir, sin embargo que se trata de un in­
tente de delimitaciôn de un concepto Juridico, por lo que habria 
que aiejar un juicio previo sobre la "esencialidad" de una acti­
vidad. De lo contrario, se podria llegar a la conclusion de que 
"casi toda prbducciôn o servicio no totalmente insignificante 
séria esencial para la comunidad" (347),
Con arreglo a una delimitaciôn genérica del contenido del 
concepto, parece una opinion pacifiea el que los servicios esen­
ciales serian aquéllos que satisfacen necesidades de la pobla­
ciôn conectadas con los derechos fondamentales de los ciudada­
nos (348). Ello quiere decir que en este concepto entran a for- 
mar parte tanto las llamadas "actividades de interés vital" como 
aquéllas otras necesidades que se ligan a la satisfacciôn de de­
rechos fundamentales de los ciudadanos, aunque no tengan el carâc­
ter de inaplazables o Ininterrumpibles (349). No es dlficil ver 
en esta delimitaciôn conceptual el rastro de lo que la dogmâtica 
penal y laboralista espafiola habia elaborado sobre la nociôn de 
servicios de reconocida e inaplazable necesidad (349 bis).
Esta configuraciôn obliga pues a relacionar necesariamente 
esta amplia acepciôn de los servicios esenciales con el grado y 
el carâcter de los derechos reconocldos en nuestra Constituciôn 
como fondamentales. Esta serâ la via para lograr una delimitaciôn 
enumerativa de los mismos. Esta es, por otra parte, la direcciôn 
que parece tomar la jurisprudencia al respecto (350). Se trata
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ademâs,como se verâ, de un concepto que cumple una funciôn unifi- 
cadora, atendiendo a la naturaleza de la actividad prestada antes 
que a la calificaciôn jurldica de la misma como pûblica o priva­
da. Es pues irrelevante que técnlcamente se trate de un servicio 
pûblico para poder définir una actividad como esencial.
En primer lugar, con la expresiôn servicios esenciales se es­
ta haciendo referenda a aquéllas actividades conectadas con la 
salud y la seguridad personal de los ciudadanos y con la seguri*j 
dad Jurldica en general. Y asi, en una lista ejemplificativa, se 
podrlan mencionar las clinicas y los servicios sanitarios de ur- 
gencia, servicio de bomberos, jueces y policla, funcionarios de 
prisiones, suministro de agua, gas y electrlcldad en log centres 
urbanos de ciertas dimensiones y servicios de abastecimiento de 
dichas aglomeraciones (351). Hay que destacar que en algunos de 
estos servicios esenciales "de interés vital" el legislador cons­
titucional prohibe la sindicaciôn para algunos de sus trabajado­
res, como se ha visto a propôsito de los militares, cuerpos de 
seguridad sometidos a disciplina militar y jueces, magistrados y 
fiscales en activo, con évidentes repercusiones en la negaciôn 
del derecho de huelga. Quiere esto decir que en nuestra Constitu­
ciôn son valores preminentes la seguridad personal y la seguridad 
jurldica de los ciudadanos antes que la salud y la vida de los 
mismos.
En segundo lugar, entrarian dentro del concepto de servicios 
esenciales de la comunidad "todos los establecimientos, centros 
de trabajo y actividades que satisfacen necesidades de la pobla-
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ciôn conectadas con los derechos fundamentales de los ciudadanos 
aunque dichas actividades no tengan el carâcter de inaplazables o 
ininterrumpibles" (352). Como taies, se esta haciendo referencia 
a los derechos y libertades reconocldos en la secciôn 1* del ca­
pitule I de la Constituciôn. Por eso, sobre los ya citados, ha- 
; brla que incluir los transportes y comunicaciones, expresamente 
I declarados servicios esenciales por diversas sentencias (353),
I  los medios de comunicaciôn social, de los cuales la Radio y la
j Televisiôn han sido definidos servicios pûblicôs esenciales por
!
ley (354), los centros de enseManza de todo tipo y la administra- 
' ciôn pûblica (355).
I  De esta manera, el elemento de la esencialidad del servicio
%
% se concreta en el dato de la satisfacciôn de los derechos funda-
mentales de los ciudadanos reconocldos como taies por la consti­
tuciôn con idéntico range que el derecho de huelga. For ello es
; incorrecte estimar, como ha hecho la sentencla del Tribunal Su-
i,
I premo de 11 de julio de 1980, que la esencialidad se define en
funciôn de las exigencias générales de la moral, del orden pû­
blico y del bienestar general, de forma tal que la misma exis- 
s tencla de la comunidad estatal, con sus necesidades, impone llmi-
I tes a los derechos fondamentales en general y especialmente al
; derecho de huelga. Asi, y por la via de asegurar en todo momento
î. la vigencia del DLRT, el Tribunal Supremo hace equivaler la ex-
I
I presiôn servicios esenciales de la Constituciôn con la de servi-
I clos pûblicôs de aquel texto legal (356). El fundamento de estaI
i decisiôn parece sin embargo claro ; para asegurar el bienestar ge-
?
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neral, limite de los derechos fundamentales, el Estado ha de sa- 
tisfacer mediante los servicios pûblicôs numérosas necesidades de 
carâcter general. Por lo tanto, en estos servicios pûblicôs el 
derecho de huelga ha de 11mltarse forzosamente.
Se trata, no obstante, de un razonamiento incorrecte, en ra­
zôn a diversas circunstancias. En primer lugar, porque el limite 
fundamental que impone la Constituciôn al derecho de huelga es el 
mantenimiento de los servicios esenciales, y no desde luego con- 
ceptos aûn mâs vaporosos como el del bienestar general. A su vez, 
la esenolalidad del servicio se concreta en la necesaria correla­
ciôn con aquellos derechos fundsunentales reconocldos con el mismo 
rango que el dprecho de huelga, en consonancia con las reglas de 
la interpretaciôn sistemâtica de la Constituciôn y de la propia 
tradiciôn jurldica espanola reciente, a través del concepto gene­
ral de los servicios de reconocida e inaplazable necesidad. El 
obligado respeto de los derechos fundamentales de los ciudadanos 
por parte del Estado y la especial relevancia del derecho de 
huelga como instrumente apto para la realizaciôn de las formaiida- 
des del artlculo 9.2 constituyen también otros serios motives pa­
ra rechazar el razonamiento del Tribunal Supremo.
Ademâs, se trata de una conclusiôn a la vez reductiva y am- 
pliatoria del limite previsto por la propia Constituciôn. Reduc­
tiva, por cuanto, como es sabido, el concepto de servicios esen­
ciales no coincide con el de servicio pûblico. Existen activida­
des esenciales que en modo alguno pueden utilizerse como servicio 
pûblico ; que incluso su definiciôn en este sentido podria tll-
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darse de Inconstituclonal. Plénsese en los centres de ensenanza 
privada y la dicciôn del articule 27 de la Constituciôn, o en 
las empresas periodistieas, per s61o poner ejemplos claros. Pero 
adeniâs es una concluslôn ampliatoria sobre le prescrite en nues- 
tro texte constituclonal per cuanto cualquler actividad de ser- 
■ vicie pûblico ne puede identificarse cen les servicios esenciales
I del articule 28.2 del mismo. Sole aquéllas que satlsfagan dere-
I ches fundamentales, cen le que un importante nûcleo del sector
' servicios y prâcticairente todo el sector de la produce ion indus­
trial queda fuera de este cencepte. Y elle sin hablar de las pe-
; sibles acepciones del termine servicie pûblico en nuestro erdena-
i
I miento, que puede ampliar aûn mâs la dlrectriz mantenida per el
Tribunal Supremo (357).
Servicios esenciales son pues los que satisfacen las necesi- 
dades de los ciudadanos conectadas cen los derechos reconocidos 
al mismo nivel que el derecho de huelga en nuestra Constituciôn. 
La opciôn - legislativa y jurisprudencial - per una acepciôn am- 
plia del cencepte establecido en el articule 28.2, que no puede 
tacharse de Inconstituclonal (358), viene a suponer la delimita- 
ciôn de un âmbito de actividades, que trasciende y unifica la ca- 
lificaciôn juridlca de las mismas, en las que el derecho de huel­
ga va a ser privado de sus perfiles mâs incisivos ; este âmbito 
coincide,lôglcamente, con los aparatos ideolôgicos y aslstencia- 
1 es fundamentales de cristalizaciôn de dominlo (359). Se puede 
apreciar asi, sesgadamente, un aspecto mâs de la "insoluble con- 
tradicciôn” del Estado moderno (360) aliviada momentâneamente por
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la conversion gradual del mismo en un centro de poder econômico y 
no sôlo politico. Lo que juridicamente se va a concretar en una 
regulaciôn que resuelva los distintos problemas de convivencia 
del derecho de huelga con otros derechos ciudadanos fundamenta­
les (361) es, politicamente, la limitaciôn - y en algunos casos 
supresiôn - del derecho de huelga por la ineludible necesidad de 
autosostenimiento del Estado. Estos son, pues, los términos de la 
contradicciôn.
La utilizaciôn,sin embargo, de un concepto juridico indeter- 
minado como de servicios esenciales no quiere decir que se esté 
introduciendo un "concepto vâlvula" cuya corrects calificaciôn dé­
pende en definitlva de la sensibilidad y quizâ de la particular 
ideologia polltica de los intérpretes (362), sino que es posible 
concretarlo, situândolo en sus Justos limites. En primer lugar, 
mediante la conexlôn entre servicios esenciales y derechos fun­
damentales ya establecida, lo que estâ haciendo es intentar la 
concillaciôn entre el derecho de huelga y otros derechos funda­
mentales de igual rango, que se traducirâ en limitaciones de uno 
y otro, normalmente. En segundo lugar, y delimitada la nociôn de 
los servicios esenciales habrân de tener la misma eficacia liml- 
tadora del derecho de huelga. O,por mejor decir, habrâ que pon­
de rar "la incidencia del serviclo en el ejercicio de los derechos 
bâsicos de los miembros de la comunidad", de forma que entre los 
servicios que se reputan esenciales hay que establecer una gra- 
duaclôn, "ya que no tienen la misma repercusiôn en aquellos dere­
chos los que protegen la salud y la vida que los que facilltan la
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libre circulaciôn y el acceso al trabajo o a los distintos luga- 
res de residencia", como estimaba, acertadamente, la Sentencla de 
la Audiencia Nacional de 6 de junio de 1980 (363).
Los criterion concretos de conciliaciôn entre el derecho de 
huelga y otros derechos fundamentales y la dlferente incidencia 
del serviclo considerado esencial en el ejercicio de los derechos 
fundamentales forman parte, para su anâlisis especlfico, de un mo- 
mento posterior a aquél en que nos hallamos. En efecto, ambos se 
traducirân en la formulaciôn de las garanties que se estiman pré­
cisas para el mantenimiento de dichos servicios y, en cuanto tal, 
hay que remitirse al siguiente capitule de esta tesis, en el que 
se examinarân los modes concretos de regulaciôn del derecho de 
huelga.
En efecto, la contlnuidad del serviclo calificado como esen­
cial, su mantenimiento (364), no supone la exclusiôn del derecho 
de huelga en el mismo (365). La soluciôn del conflicto entre el 
ejercicio de este y de otro derecho fundamental, lo habrâ de 
efectuar la ley o la jurisprudencla, quienes, en todo caso, ha­
brân de respetar su contenido esencial, a ténor del articule 53 
de la Constituciôn (366). Con ello se continua en la linea, ya 
sehalada, de la reducida eficacia del principio de contlnuidad de 
los servicios pûblicos en nuestro ordenamiento, especialraente en 
el caso de huelga. Desbloqueado ya el sector de los funcionarios 
pûblicos, ûnico sobre el que el tradicional planteamiento de la 
cuestiôn ténia vigencia, se puede sustanciar el tema de forma mâs 
corrects, sin la desvirtuaciôn de una técnica administrativa conce-
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bida para otros presupuestos. De esta forma,y como se ha Indlcado, 
es precise articular determinadas garanties para asegurar el man­
tenimiento del serviclo, no entendiendo como ûnica expresiôn de 
la prescripciôn del articule 28.2 de la Constituciôn la cobertu- 
ra minima de las necesidades que taies servicios estân encargados 
de satisfacer (367). Dependerâ de las propias caracteristicas de 
la huelga - forma que adopte, duraciôn, etc - y de criterios de 
referenda generates, - sustituibilidad o no de los diferentes 
servicios, incidencia del serviclo en el ejercicio de los dere­
chos fundamentales afectados y graduaciôn de los mismos - el que 
baste con adoptar determinadas garanties formales, como el prea- 
viso, la utilizaciôn de mécanismes de negociaciôn, etc. para con­
sidérer asegurado el mandate Cosntitucional. Se trata, por otra^ 
parte, de una prâctica legal que cuenta con importantes précéden­
tes histôricos. La determinaciôn de las mismas corresponde, sin 
embargo, a un momento posterior al que nos remitimos. Estas pre- 
cisiones, obviamente, no anulan las observaciones anteriores so­
bre el significado de la opciôn legislativa y jurisprudencial 
efectuada sobre el alcance de la nociôn de servicios esenciales.
La interpretaciôn del precepto constituclonal no se agota, 
desde luego, en estas breves conslderaciones desde la perspectiva 
del serviclo pûblico como elemento diferenciador de un tipo de 
huelgas. Inciden en él otros elementos, también tradicionalmente 
alegados para la negaciôn de éstas o para afirmar su especialidad 
- y, en consecuencia, recortar su alcance - . tienen en comûn con 
el anterior partir de planteamientos de tipo objetivo, como se ha
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advertido con anterioridad. A continuaciôn se va a abordar otro 
de estos parâmetros que historicamente han enmarcado el problema 
la primacia del interés general sobre los intereses particulares 
de los huelguistas. También desde esta perspectiva se podrân su- 
ministrar elementos interprétât!vos que ayuden a delinear, con 
mayor claridad, el limite fundamental que al derecho de huelga 
impone nuestra Constituciôn.
5. - OTRO ELEMENTO DIFERENCIADOR EN ATENCION A CIRCUNSTANCIAS
OBJETIVAS : EL INTERES GENERAL EN OPOSICION A LOS INTERESES 
PRIVADOS.
Como se dijo al comienzo de este capitule, la teorizaciôn ju- 
ridica sobre la huelga se asienta en la relaciôn juridico-privada 
de trabajo, que es su "posiciôn normal", y arranca de las rela- 
ciones de cambio. La concepciôn del Estado como poder pûblico,
"un poder que no pertenece a nadie en particular, que se sitûa 
por encima de todos y que se dirige a todos" (368) permite con- 
traponer el interés de este, el interés general, a los Intereses 
prlvados, actuados por los huelguistas, con la concluslôn final 
de que éstos no deben prevalecer contra aquél (369). Paraielamen- 
te, se marca la especificidad de este tipo de huelgas "contra" el 
interés general, como claramente diferentes de las comunes, esto
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es, de la lucha en el seno de los prlvados.
Se trata de una concreciôn de la teorla polltica general se- 
gûn la cual la sociedad civil "es el campo de batalla del interés 
privado individual de todos cdntra todos" (370) en donde radica 
el conflicto entre estos intereses privados y los "superiores 
puntos de vista" del Estado que personifica el interés general. 
Este se présenta como una consecuencia de las relaciones de inter- 
dependencia social (371) y se configura progresivamente como la 
expresiôn separada y abstracta de las necesidades comunes de la 
colectividad.
Si el Estado personifica el interés general, pues es él quien 
asegura las condiciones de existencia de la colectividad, "por 
encima de los intereses individuales mâs respetables, por encima 
de los intereses colectivos mâs serios" (372), no es dificll con- 
cluir que la Administraciôn Pûblica como organizaciôn a su servi- 
cio, que asume sus fines (373),cada vez que actûa estâ ejercien- 
do el interés general o pûblico, ante el que los intereses indi­
viduales, incluse légitimés, deben ceder. Se trata de una conclu- 
siôn lôgica de cierta importancia en cuanto que el conflicto so­
cial se instala también dentro del Estado. El interés general o 
pûblico no va a justificar sôlo las interveneiones de éste sobre , 
el conflicto entre miembros de la sociedad civil - generalmente 
sobre la base también del mantenimiento del orden pûblico - sino 
también la actitud interna de la Administraciôn respecte de las 
huelgas de sus "servidores", los funcionarios, cuyo Interés parti- 
cularista no puede prevalecer contra el interés general que rea-
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liza la actividad de aquélla y que incluse impide su satisfacciôn.
Clertamente que esta contraposiciôn entre el interés general 
y los intereses privados es puramente aparente ; Lo general es 
constantemente engendrado por su otro opuesto, el interés priva­
do, que no es una "potencia Iqdependlente trente a él" ; esta 
contraposiciôn "se ve, prâcticamente, destruida y engendrada de 
continue" (374). Concebir el Estado y la sociedad como dos "sis- 
temas autorregulados" (375) supone reconocer que el ûnico inte­
rés comûn es que cada uno puede dedicarse sin molestlas y con se- 
guridad a la persecuciôn de sus propios intereses privados (376). 
No se da pues un interés comûn positive,ni la formaciôn de un in­
terés real general, ni una socializaciôn de los intereses priva- 
dos. "El ûnico interés comûn que surge estâ en el hecho de que los 
arbltrios privados convienen en reconocer la oportunidad de que 
se respeten ciertos limites, ciertas garantias, de modo que la 
persecuciôn de las finalidades individuales pueda producirse or- 
denadamente. Sôlo se da la asociaciôn para que quede "garantiza- 
da" la dlsociaciôn real", como afirma COLLETTI (377). Este es, 
clertamente,el sentido inicial de las libertades pûblicas, con- 
figuradas como derechos subjetivos frente al Estado, que imponen 
un âmbito de libre determinaciôn individual completamente exento 
del poder de éste (378).
Las formidables transformaciones estructurales del Estado con- 
temporâneo, la configuraciôn de éste y de la sociedad como dos 
sistemas "completamente interdependientes" (379), imponen impor­
tantes mutaciones en el especlfico nivel de lo juridico. En efec-
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to, se retoma el problema de définir el contenido del concepto de 
interés publico o general - su homogeneidad o heterogeneidad - 
asl como la determinaciôn técnica del mismo. Pero ademâs, se ope­
ra un reconocimiento juridico de determinados intereses sociales, 
una transformaciôn de los derechos subjetivos en donde el indivl- 
duo aislado no va a ser el ûnico posible sujeto tutelado por el 
Derecho. Son cambios importantes que tienen una indudable tras- 
cendencia en el tema que nos ocupa.
4.1. LA DEFINICION Y LA DETERMINACION DEL INTERES PUBLICO 0 
GENERAL.
El interés general o pûblico, como categoria juridica, ha 
sido considerada tradicionalmente como una unidad abstracta^ con 
esa abstracciôn generalizadora propia de esta clencia (380), como 
una nociôn "valida para todos los tiempos" (381), que ha funcio- 
nado como una clâusula general de legitimaclôn de los poderes pû­
blicos y de la actuaciôn administrativa (382) y, como tal, tam­
bién en el caso de intervenciôn de éstos ante las huelgas.
Como concepto amplisimo y genérico, su alegaciôn frente al 
fenômeno huelguistico es una constante histôrica que se manifles­
ta de mûltiples formas. De un lado, justificarâ la incriminaciôn 
penal de las huelgas de funcionarios, quienes, paralizando la ac­
tividad de la Administraciôn, impiden la realizaciôn del interés 
general por el Estado, sin que, por otra parte, puedan estable-
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cerse relaciones de igualdad entre el Interés publico perseguido 
por éste y los intereses particulares de los funcionarios. De 
otro, el interés general se suele concretar en el principio de 
contlnuidad de los servicios pûblicos, de donde también en los 
trabajadores de éstos se produce una confrontaciôn, al presionar 
mediante la huelga entre el interés general, que, para cumplirse, 
se vale de los servicios pûblicos, y los intereses de grupo, pro- 
fesiôn o industrie. La presencia del interés pûblico déséquilibra 
y desborda "la pura estimaciôn unitaria y parcial" de los intere­
ses del grupo (383) y los somete a la generalidad de aquél (384). 
Ademâs el interés general, los intereses superiores de la comuni­
dad, posibili tan la intervenciôn de los poderes pûblicos en 
aquellos conflictos que no afectan directamente al âmbito de lo 
pûblico, sino que se désarroilan en su "terreno normal", es de­
cir, en la sociedad entre antagonistes privados. Normalmente esta 
actuaciôn de los poderes pûblicos se efectûa sobre la base de 
preservar el orden pûblico, concepto que émana también de aquél. 
Por ûltimo, la enunciaciôn de una necesaria articulaciôn de los 
derechos ciudadanos y de las libertades pûblicas con el interés 
general, ha permitido el condicionamiento y la limitaciôn es és­
tos, también sobre la base de esta categoria.
Ejemplos clarificadores sobre estas mûltiples aplicaciones 
del interés pûblico como concepto abstracto y univoco, mixtifica- 
dor de la realidad, los hay en todos los ordenamientos ; la "con­
ciliaciôn" entre el derecho de huelga y el principio de continui- 
dad que ha operado el derecho francés, con las consecuencias in-
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medlatas de la inestabilldad de aquél, se ha realizado en aras 
del interés general (385) ; nuestra mâs reciente historia legis­
lativa contiens numerosas aplicaciones de esta categoria.
En efecto, datos normativos como la sanciôn penal de la huel­
ga de funcionarios en el DLRT, o la configuraciôn de un concepto 
penal de orden pûblico segûn el cual éste depende, por extensiôn, 
"del normal funcionamiento de los servicios pûblicos" (386), son 
expresiôn clara de la aplicaciôn de la fôrmula del interés pûbli­
co. De igual forma, la subordinaciôn de "los factures de la pro- 
ducciôn" al supremo interés de la Naciôn, cuyo intérprete es el 
Estado, del Fuero del trabajo a la subordinaciôn de los intere­
ses individuales y colectivos al bien comûn de la Naciôn, de la 
Ley de Principios Fundamentales del Movimiento Nacional, son 
también una expresiôn tlpica de la utilizaciôn de este concepto 
(387). Por su parte, el articule 10.1 del DLRT supone la inter­
vene lôn de la Administraciôn en cualquier huelga "cuando concu- * 
rran circunstancias de especial gravedad", superposiciôn de la 
alegaciôn del interés general y de una clâusula tlpica de orden 
pûblico. La identlficaciôn entre el interés general y la pres- 
taciôn de los servicios pûblicos, se réitéra en los Decretos 
dictados al amparo del articule 10.2 del DLRT, muchos de ellos 
publicados tras la promulgaciôn de la constituciôn de 1978. En 
efecto, el normal funcionamiento de "Iberia, Lineas Aéreas de 
Espaüa, S.A.", de los servicios hospitalarios de las entidades 
pûblicas y los transportes maritimes de CAMPSA, es "esencial para 
el interés general", de donde se han de establecer los oportunos
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"servicios mlnlmos" ante la huelga en los mismos (388).
Pues bien, este concepto clâsico del interés general, verda- 
dera "vâlvula de seguridad" del poder (389), por mucho que se 
matice como slntesis unitaria de intereses plurales (390), viene 
a ser modificado en su definlciôn ûnica y homogénea por algunas 
orientaclones doctrinales que tienen en cuenta las profundas 
transformaciones materiales habidas en el Estado y en la sociedad, 
acoplando asl la formulaciôn juridica â la realidad social actual.
En efecto, como ha escrito GIANNINI (391), existe una Clara 
inadecuaciôn de la teorizaciôn clâsica ante la presencia sociolo­
gies del "Estado pluriclase", quien, en su organizaciôn y en su 
actividad, es movido por los intereses de todos los grupos que 
componen la comunidad (392), por lo que los intereses de grupos 
heterogéneos han ido siendo calificados como pûblicos y tutela- 
dos por la actividad legal del Estado (393). Junto a ello, la 
creaclôn de sujetos pûblicos con mûltiples finalIdades,1 a multi- 
plicaciôn de entes publificados cuya actividad concurre con la de 
los empleadores privados, origina que los intereses defendidos 
por estos sujetos pûblicos sean no sôlo diversos, sino contra- 
puestos y que se sitûen en relaciôn de conflicto o de coordina- 
ciôn, de subordinaciôn o de primacia (394). De esta forma, "el 
mundo de los intereses de que son portadores los sujetos pûbli­
cos se présenta hoy idéntico al mundo de los intereses de que son 
portadores los sujetos prlvados" (395) ; la realidad demuestra 
que también los intereses de la esfera pûblica son heterogéneos.
No cabe pues seguir mantenlendo el esquema tlpico del Interés
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pûblico o general como un concepto reconducible a una categoria 
homogénea, que se haga depender de criterios subjetivos - la cua- 
lidad pûblica del titular del interés - ni de supuestas caracte­
risticas objetivas, como la valoraciôn de las exigenclas organi- 
zativas de la sociedad (396). Hay que hablar pues de intereses 
pûblicos concretos y heterogéneos (397) que podrian ser definl- 
dos juridicamente como "aquellos cuya tutela en el marco de un 
determinado ordenamiento juridico, se estime oportuna para el 
progreso material y moral de la sociedad con la que este mismo 
ordenamiento juridico se corresponde" (398).
Con ser importante el abandono de una nociôn homogénea del 
interés pûblico, lo es mâs, sin duda, establecer cômo se procédé 
juridicamente a la identificaciôn de los intereses pûblicos y qué 
utilizaciôn debe darse a los mismos, una vez localizados (399).
Se trata de un problema que remite y se superpone a otros bien 
conocidos, como el de los conceptos juridicos indeterminados, el 
de la discrecionalidad, el de la interpretaciôn juridica, etc. En 
efecto, en primer lugar, la determinaciôn de estos intereses es 
un tema de Interpretaciôn juridica y no de libre decislôn por la 
Administraciôn pûblica (400). Fljados por la ley "via natural" 
a través de la cual se expresa la tutela de los.Intereses que de­
ben actuarse por los poderes pûblicos, la Administraciôn no tiene 
por qué descubrir cuâles sean éstos, sino que debe concretar y 
apiicar la idea previa reflejada en la ley (401). A su vez, se- 
rân los Tribunales quienes, actuando su funciôn de control, en- 
tren a valorar la definlciôn concreta de los intereses pûblicos
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en presencia que haya realizado la Administraciôn (402). Hay que 
hacer hincapié en este dato, por lo que supone de negaciôn del 
monopolio de la Administraciôn en la definlciôn del interés pû­
blico, al arrogarse los Tribunales también esta potestad (403).
Ahora bien, las vias de identificaciôn de los intereses pû­
blicos no se limitan a la ley o a la jurisprudencla. En efecto, 
junto a la recepciôn de las indicaciones derivadas de la determi­
naciôn de taies intereses operada en los actos o hechos Juridicos 
precedentes, existe la necesidad de afrontar una valoraciôn di- 
recta del problema del que también se obtienen indicaciones sufl- 
cientes para precisar el interés pûblico en cuestiôn. No basta 
pues con mantenerse dentro del puro esquema interpretative, sino 
que a éste hay que anadirle la opciôn valorativa concreta sobre 
el particular (404). En consecuencia, no sôlo los sujetos a los 
que se atribuyen funciones pûblicas determinarân, en lo concrete, 
el concepto de interés pûblico, sino que, como ha afirmado NIETO
(405), existirâ un nuevo protagonista del mismo, el ciudadano, al 
que gradualmente se le va reconociendo una potestad definitoria 
de aquel concepto : El tema se remite a la bûsqueda y consolida- 
clôn de los cauces de articulaciôn técnica para su ejercicio
(406), cuestiôn por otra parte decislva.
Asi delimitado, el problema de la utilizaciôn de la nociôn 
de los intereses pûblicos va a suponer el tema del control de su 
misma alegaciôn. Entran aqui en juego las évidentes contraposicio­
nes y relaciones de conflicto entre diverses intereses y su reso- 
luciôn, con arreglo a los criterios interprétât!vos y de 1 a valo-
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raciôn concreta del problema especlfico, elementos ambos que po- 
sibilltan atender y ponderar la finalidad persegulda mediante la 
actuaciôn de los intereses pûblicos enfrentados. Todo ello ha de 
repercutir, como se verâ, en el tema que nos ocupa.
4.2. EL RECONOCIMIENTO DE LOS INTERESES SOCIALES DE GRUPOS.
Como ya se ha hecho referenda, dentro del esquema liberal, 
tan sôlo un tipo de los Intereses existentes en el seno de la so­
ciedad adquirla relevancia juridica : El ordenamiento tan sôlo 
protegia los Intereses personales y directes, es decir, los Indi­
viduales, los que consist!an precisamente "en la defensa del pro- 
pio circule individualizado de actuaciôn personal" (407). Incluse 
es bien conocida la mejor doctrlna administrativa actual que su­
perpone la figura del derecho subjetivo al interés légitime, can- 
celando las diferencias entre ambas categorias y reconstruyendo 
la unidad dogmâtica del proceso protegido por la acciôn procesal 
(408). Sin embargo, pese a ese "paso de gigante" de la dogmâtica 
del Derecho Administrative (409), el centro de imputaciôn de la 
protecciôn juridica se sigue cinendo al individuo, marglnando los 
intereses colectivos, los que el ciudadano tiene en cuanto miem- 
bro de una comunidad determinada (410). El clâsico "mécanisme co­
rrector" de esta protecciôn centrada en el individuo - "posee- 
dor" -, a todas luces insuficiente, es la acciôn popular (411).
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Se trata realmente de un esquema juridico que no se corres­
ponde exactamente con las rectificaciones sufridas por el Estado 
y la sociedad a partir del primer cuarto del siglo XX, y, muy en 
concreto, con la importancia actual de las organizaciones socia­
les, hasta el punto dé poderse afirmar que nos hallamos ante una 
"sociedad organizacional" en la que ni los objetivos individua­
les, ni los colectivos, pueden conseguirse mâs que a través de 
las estructuras de las organizaciones (412). Como una respuesta 
a esta necesidad de dar expresiôn y legitimidad a intereses no 
individuales en el ârea iusadministrativista, surgen otras figu­
ras juridicas a las que el ordenamiento pûblico va a concéder 
relevancia : Son los intereses difusos y colectivos, segûn la 
expresiôn doctrinal al uso (413). Los primeros son los juridica­
mente reconocidos a una pluralidad indeterminada o indeterminable 
de sujetos que, en potencia, pueden ser incluso todos los que in- 
tegran la comunidad general de referenda (414). Los segundos, 
especificaciôn de los difusos, son los intereses de un grupo mâs 
o menos determinable de ciudadanos, perseguible de manera unifi- 
cada, por tener dicho grupo mâs caracteristicas y aspiraciones so­
ciales comunes (415). Distinguibles del interés individualizado 
de una organizaciôn, aunque tienda a identificarse o a determinar- 
se en una organizaciôn social, tiene una fuerza cohesiva superior 
a la mera suma de intereses individuales (416). El concepto es 
fâcil de comprender desde una perspectiva laboralista, donde la 
delimitaciôn de las relaciones colectivas se efectûa sobre la 
base de la definlciôn de un interés colectivo del grupo social, 
"juridicamente definido por la calidad profesional de sus miem-
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bros" (417) o mantenIdo por las partes de la relaciôn laboral 
como "titulares de intereses generates" (418) y que se expresa 
en todas las manifestaciones de la autonomia colectiva (419).
La elaboraciôn doctrinal del concepto de intereses difusos 
y colectivos es sin duda importante, por cuanto esta se funcio- 
naliza, en el ordenamiento administrative, al ejercicio judicial 
de estos intereses, rompiendo asi la univocidad de la protecciôn 
jurisdiccional administrativa, dirigida a los intereses indivi­
duales, como se ha vlsto. Pero ademâs, se utlliza para posibili- 
tar la intervenciôn de los titulares de dichos intereses, o de 
los entes exponenciales de los mismos, en la actividad adminis­
trativa, es decir, para constituir un derecho de participaciôn, 
normalmente conectada a través de la representaciôn de Intereses 
(420).
Pero mâs importante aun es poner en relaciôn el reconocimien­
to de estos intereses colectivos y su articulaciôn técnico-juri­
dica, con la actuaciôn por la Administraciôn de los intereses pû­
blicos heterogéneos que emanan de la sociedad. En efecto, los in­
tereses pûblicos no son sino determinados intereses sociales que 
se actûan pûblicamente, no existiendo pues una diferenciaciôn ob- 
Jetiva entre interés pûblico e Interés social (421). Los poderes 
pûblicos actûan publlficando - es decir, dotando de medios pûbli­
cos de gestiônytutela - una serie de intereses sociales concre­
tos (422). La determinaciôn de cuâles de entre ellos adquirirân 
la categoria de pûblicos dependerâ del sistema instituclonal con­
creto, y, en nuestro caso, del diseMo normativo establecido por
- 275 -
la Constituciôn de 1978. Sobre las repercusiones que tiene esta 
configuraciôn dogmâtica sobre el derecho de huelga en nuestra 
Constituciôn, versarâ el eplgrafe siguiente.
No obstante, quizâ sea procédante esbozar ahora alguna refle- 
xiôn sobre lo que supone este cambio de perspectiva en la defini- 
ciôn del concepto del interés general o pûblico, que "ha desbor- 
dado los diques del Estado de Derecho liberal" (423).
Con esta teorizaciôn, se eleva a formaiizaciôn juridlca el 
reconocimiento y la tutela, por el Estado, de los intereses de 
grupo que existen en el seno de la sociedad. El paso teôrico real­
mente importante es que el Estado reconoce que sus intereses son 
intereses particulares, no general es en el sentido decimonônlco 
del término ; que los intereses de todos son los de unos determi­
nados grupos. Se trata, por otra parte, de la generalizaciôn y 
rectificaciôn de la teoria del derecho subjetivo, en donde se 
vinculaba inseparablemente los intereses general e individual, 
por lo que la consideraciôn de las esferas juridicas pûblica y 
privada como informadas por val ores contradietorios, no tiene ya 
sentido (424).
Se establece pues la heterogeneidad de los intereses pûbli­
cos, pero éstos han de definirse por las instituciones pûblicas 
y expresarse en normas juridicas (425). Es decir que existe un 
filtro para operar este reconocimiento, que no se ajusta a crite­
rios "neutrales" o derivados del caràcter de la funciôn ejercita- 
da, sino a una opciôn valorativa Ideolôgica concreta que, como
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tal, busca el mantenimiento del dominio y el reforzamiento del 
consenso.
Es pues précisa una medlaclôn por el poder politico de los 
Intereses sociales relevantes para ser callficados y tutelados 
como los de "todos". Esta puede ser reallzada mediante el méca­
nisme jurisdiccional, al que el individuo y los grupos sociales 
pueden acudir para lograr tal reconocimiento. La crisis de la 
instituciôn. judicial, sin embargo, y su insuficiencia relativa 
(426) fuerza la bûsqueda de nuevas soluciones mâs coherentes. Una 
fôrmula mâs perfects para lograr esta generailzaciôn del interés 
de grupo va a ser - ademâs de la representaciôn polltica, obvia­
mente - la participaciôn administrativa y especialmente, por mâs 
eficaz, la participaciôn colectiva por representaciôn de intere­
ses. A través de esta via, depurando y mediando los intereses so­
ciales para su conversiôn en générales, se consigue que las orga*- 
nizaciones sociales se conviertan ellas mismas en aparato pûblico 
en cierta forma identlfiquen su interés con el interés del Esta­
do, colaboren al mantenimiento del poder creyéndose ya en pose- 
siôn del poder (427). Y se camina asl en dlrecciôn a la consoli- 
daciôn de un nuevo corporativismo social y politico.
Sin embargo, cabe verificar que no se trata de un proceso li­
neal, no sôlo porque se esté aûn lejos de abandonar el "esquema 
liberal", que se desarrolla y profundiza, sino por cuanto el re­
conocimiento como pûblicos de determinados intereses sociales 
lleva consigo en algunos casos unas grandes dosis de ambivalencia, 
especialmente en lo que respecta a los de los grupos sociales que
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busean, tendenclalmente, el cambio de modelo de sociedad y que 
han tenido que ser reconocidos como pûblicos. De ella se harâ eco 
nuestra propia Constituciôn, que reconoce como interés general el 
logro de la igualdad sustancial, en su artlculo 9.2, y va a mar- 
car especialmente a alguno de los medios de acciôn tlpicamente 
révulsives de la normalidad social. Entre ellos, a la huelga, ele- 
vada al supremo rango de derecho fundamental, como veremos a con­
tinuaciôn, interés colectivo reconocido y tutelado por los pode­
res pûblicos, quienes, no obstante, ponderan otros intereses pû­
blicos, es decir, de otros grupos o grupo social, en colisiôn con 
el mismo, con el resultado de imponer como limite al derecho de 
huelga el establecimiento de las garantias précisas para asegurar 
el mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad. Al 
désarroilo de esta concluslôn se dedica el eplgrafe siguiente.
4.3. EL DERECHO DE HUELGA Y LOS INTERESES PUBLICOS EH LA CONSTI- 
TUCION DE 1978.
No parece que exista inconveniente alguno en admitir que el 
Estado que disena la Constituciôn espanola de 1978 es impulsado 
por los intereses de todos los grupos que componen la colectivi­
dad. El esquema teôrico que antes se ha descri to tiene perfecta 
cabida en el texto constituclonal. No en vano el artlculo 103.1 
del mismo habla de "intereses générales", en plural (428). El de­
recho de huelga, que es tutelado como derecho fundamental de los
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reconocidos en la secciôn 1* del capitule segundo del titulo I, 
se configura evidentemente como la expresiôn de un interés colec­
tivo que se estima imprescindible para el progreso material y mo­
ral de la sociedad. Por otra parte, el derecho de huelga, de 
acuerdo con el significado de su reconocimiento constituclonal y 
con su propia funcionalidad, aparece como un instrumente espe­
cialmente idôneo para favorecer la persecuciôn de los fines del 
segundo pârrafo del artlculo 9 de la Constituciôn (429). Afirma- 
ciôn que ha de verse necesarlamente acompanada de la relevancia 
acordada al sindicato por el artlculo 7 de la misma, quien la 
considéra instrumente fundamental del Estado social y democrâti- 
co de Derecho (430).
Quiere esto decir que no se pueden mantener nociones teôri- 
cas como las imperantes bajo el régimen anterior segûn las cua- 
les el interés general, esa verdadera vâlvula de seguridad del 
poder a la que se ha aludido (431), se contraponia a la huelga 
como si se tratara de valores diferentes (432). No es asl, porque 
en el artlculo 28.2 se estâ expresando un interés pûblico. El Es­
tado entiende que el interés colectivo de los titulares del dere­
cho de huelga es de tal relevancia que ha de asignarle la cali­
ficaciôn de pûblico, y ello tiene su base en la conciencia de la 
incapacidad de llevar adelante por si sola la profunda tarea de 
transformaciôn social a la que obiiga el artlculo 9.2 de la Cons­
tituciôn, la consecuciôn de una democracia real y no sôlo formai, 
de una democracia igualitaria (433). El derecho de huelga, verda- 
dero derecho de participaciôn (434), debe pues ser respetado, pro-
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tegido y promocionado por el Estado de la Constituciôn de 1978,
Ahora bien,junto a éste existen otros intereses pûblicos que 
se materializan también en derechos fundamentales, que pueden en- 
frentarse en su actuaciôn con el derecho de huelga. La pondera- 
ciôn de este conflicto ha sido afrontada por el legislador cons- 
tituyente, que la ha plasmado en la fôrmula limitativa del arti­
cule 28.2, las garanties précisas para el mantenimiento de los 
servicios esenciales. En el apartado anterior, se ha inventado 
una delimitaciôn de cuâles eran éstos, desde la perspectiva pre­
sente se pueden también suministrar algunas indicaciones al res­
pecte.
En efecto, de la propia heterogeneidad de los intereses pû­
blicos se desprende la posibilidad de relaciones de conflicto en­
tre ellos cuya soluciôn habrâ que buscarla en los criterios nor­
mativos concretos ofrecidos por el sistema juridico. En lo que 
aqui respecta, parece claro que la norma juridica de referencia 
mâs segura para procéder a la soluciôn de los conflictos entre 
los diferentes intereses pûblicos tutelados, habrâ de ser la pro­
pia Constituciôn. Y en ella, es el articule 53 de la misma quien 
contiens la jerarquizaciôn por el constituyente de dichos intere­
ses. Protegido el derecho de huelga al mâs alto nivel, la expre­
siôn "servicios esenciales" se llena de un contenido inequivoco : 
Aquéllos que satisfagan necesidades fundamentales reconocidas 
constituclonalmente al mismo nivel que el derecho de huelga. El 
Interés general en respetar y salvaguardar los derechos fundamen­
tales de los articules 14 a 29 de la constituciôn funciona como
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limite de todos y cada uno de ellos.
Naturalmente que afirmar lo anterior no hace sino plantear 
las bases del problema concreto, que habrâ de resolverse mediante 
una valoraciôn directa del mismo. Una vez mâs, el tema se remite 
a la regulaciôn especifica del derecho de huelga. La Ley y los 
Tribunales habrân de apreciar - éstos en cada caso - la concilia­
ciôn que se efectûa entre los intereses pûblicos enfrentados y 
las medidas adoptadas para asegurar aquélla. El paso de la deter­
minaciôn y preclsiôn de estas opciones recaerâ, sin duda, al no 
existir ley de desarrollo del precepto constituclonal, en la ju- 
risprudencia, incluida la fundamental del Tribunal Constituclonal. 
Habrâ de valorarse muy especialmente las circunstancias de la 
huelga y las caracteristicas del interés pûblico en conflicto 
(435). Pero también, y esto es mâs importante, cabe que sean los 
propios titulares del interés pûblico protegido como derecho de 
huelga quienes determinen los términos de esta conciliaciôn. El 
modo normal de hacerlo serâ a través de las organizaciones repre- 
sentativas de sus intereses, los sindicatos, entes de interés pû­
blico, mediante la autodlsciplina sindical en materia de huelga.
De forma autônoma, pues, los propios interesados pueden determi- 
nar colectivamente la soluciôn a las relaciones de conflicto en­
tre los diverses intereses pûblicos en juego, estableciendo pues 
ellos mismos "las garanties précisas para asegurar el manteni­
miento de los servicios esenciales de la comunidad". No es éste 
el momento de reparar en los problemas juridicos que plantea esta 
soluciôn (436), sino de resaltar, escuetamente, la mayor virtue-
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11dad de este derecho de participaciôn sobre otros, quizâ como 
consecuencia de su caràcter histôrico de derecho conquistado, asi 
como de adoptar la forma juridlca del derecho subjetivo.
En definitiva, también por este camino se llega a las mismas 
conclusiones interpretatlvas que las establecldas mediante el 
anâlisis del concepto de servicios esenciales. Mâs aun, se sub­
raya la importancia, en el marco constituclonal, del derecho de 
huelga y se reconoce la funciôn ampllsima, de reforma y de parti­
cipaciôn que tiene este instrumente. Queda por analizar, sin em­
bargo, un tercer punto, que se refiere a aquellos argumentes que 
ponen el acento sobre los efectos de la huelga de servicios pû­
blicos - en la terminologia constituclonal, de servicios esencia­
les - sobre el conjunte de la poblaciôn, sobre los usuarios. A 
ello se destina el quinto apartado de este capitule, bien enten- 
dido que sobre este tema influirân directamente las consideracio­
nes ya efectuadas.
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5. - UN ULTIMO CRITERIO DIFERENCIADOR EN ATENCION A CIRCUNSTAN­
CIAS OBJETIVAS : LOS EFECTOS PE LA HUELGA SOBRE EL CONJUNTO 
DE LA POBLACION.
Como ûltimo criterio antolôgico de los que justifican la sus- 
tracciôn de este tipo de huelgas del "comûn" y, en consecuencia, 
de los que legitiman las oportunas restricciones al mismo, se en- 
cuentra el que atiende a los efectos perjudiciales de la huelga 
sobre el conjunto de la poblaciôn, sobre el pûblico en general. 
Aunque se trata de un argumente de una cierta modernidad, ya se 
hallaba desde luego impllcito en teorizaciones anteriores sobre 
la contlnuidad absoluta de los servicios pûblicos o sobre la pri­
macia del interés general frente a los particulares de los huel­
guistas (437), de los que clertamente supone una derivaciôn espe­
cifica, pero que ha cobrado autonomla propia.
En efecto, con una cierta frecuencia se invoca para la Justi- 
ficaciôn de las limitaciones y restricciones a las huelgas en los 
servicios pûblicos, el perjuicio que sufren los usuarios de los 
mismos, entes ajenos y neutrales en un conflicto en el que no son 
parte interesada (438). La huelga en los servicios pûblicos no es 
un simple enfrentamiento entre dos - el Estado y los trabajado­
res - sino que interviens un tercer protagonista, el pûblico, el 
usuario. su papel es ambivalente, pues mientras algunas veces se 
le présenta como instrumente de presiôn - a su pesar - frente al 
Estado, "rehén" de los huelguistas para obligar a capitular a és­
te y a aceptar las reivindicaciones actuadas mediante la huelga
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(439), otras , por el contrario - lo que sucede mâs a menudo - es 
el détonante de una decidida interveneiôn estatal restrictiva de 
la huelga que se fundamenta justamente en el perjuciio causado a 
los usuarios y en la indignaciôn ÿiel pûblico (440).
En sintesis, esta argumentaciôn ofrece un razonamiento trian­
gular al que ya se ha hecho referencia : Si bien parte de la "le­
gitimidad" de la huelga frente al Estado-patrân, entiende que una 
valoraciôn conjunta de los intereses del grupo profesional y los 
del pûblico o los de los usuarios en general (441) implica la su­
bordinaciôn de aquéllos a éstos, subordinaciôn que efectuarâ el 
Estado, es decir, la contraparte directamente afectada por la 
huelga,quien ademâs suele ser quien valore el perjuicio producido 
a los usuarios, entidad neutra e invertebrada que no cristallza 
activamente sus intereses ni los medios de actuaciôn de los mis­
mos .
La importancia de este criterio no reposa ûnicamente en su 
utilizaciôn por la OIT, que define la especificidad de las res­
tricciones concemientes a los servicios esenciales por su reper­
cusiôn, cuando las huelgas ocasionen "perjuicios pûblicos" o 
"graves dlficultades al pûblico" (442), sino que es utilizado co- 
mûnmente por la doctrlna laboralista, de forma autônoma o cumula- 
tivamente con los otros criterios diferenciadores ya senalados. 
Esto aparece nitidamente del examen de la doctrlna francesa, ge­
neralmente conectado con el principio de contlnuidad en los ser­
vicios pûblicos (443) y también en nuestra propia patria, justa­
mente - y esto es lo mâs importante - como justificaciôn o expli-
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caciôn de la fôrmula constitucional del articule 28.2 de la 
Constituciôn (444). Junto a elle, se trata de un date ponderado 
en primer término per les sindicates y les prepios trabajadores 
en su estrategia de actuaclôn, ne sole per cuante gran parte de 
les usuarles afectades per la huelga son trabajadores de etros 
secteres y cerne taies sus Intereses han de ser defendldes slndi- 
calmente,slno también en atencién a lograr la mayor eflcacl.a.de 
la huelga, mediante la generalIzaclôn y comprensiôn de las rei- 
vindicacienes esgrlmidas per la mayorla de les ciudadanos, cues- 
tlôn que puede dlficultar la repercusiôn nociva de la huelga en 
el conjunte de la poblaclôn, cen el censiguiente efecto negative 
de reterne sobre les prepios huelguistas (445). Pese a esta inne- 
gable impertancla, efrece sln embargo ciertes punteg débiles que 
deben ser critlcades desde la perspectiva aqui mantenida.
Este crlterio reposa, en primer lugar, en la conslderaciôn 
del usuarie del servicio corne algulen afectado per un confllcto 
que no le incumbe en absolute. Este tipe de huelgas deben 11ml- 
tarse porque perjudlca a aquellos que ne se slenten concernldos 
per la mlsma. No existe,pues, un nexe casual directe entre el 
confllcto Estado-trabajadores y el perjulclo sufrldo per el usua- 
rlo, el pûbllco en general, que no esta Interesade en él. Se Ins­
trumenta asi Justamente por una de las partes en litlgio una de- 
seada epeslclôn entre huelguistas y usuarles, que ni slqulera se 
expresa en térmlnes mâs globales - trabajadores contra el pûbllco 
en general - sine que clrcunscrlbe a estes a la determlnada situa- 
clôn dlnâmlca en la que se hallan : La huelga. Se rompen asi.
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ideolôgicamente, los clrcultos sociales y se reivindica la inso- 
lidarldad. En efecto, no se tienen en cuenta los motivos del con­
fllcto, ni se investlga sobre la razôn de la huelga. La causa no 
Interesa, solo los efectos. Frente a la evldencla, puesta de ma- 
nlflesto por la propla huelga, de la cohesion de las funciones 
sociales, este argumente pretende oponer las murallas del aisla- 
mlento, "la separaclôn esencialista de 1 as célui as sociales", dis- 
persando la colectlvidad en Indlvlduos (446).
Pero ademâs, se trata de la utlllzaciôn de un concepto abs- 
tracto que habrâ que matlzarse en sus Justos termines. En efecto, 
el usuario del servicio carece de entidad précisa, es, en frase 
de BARTHES (447) "un personaje algebralco", un personaje imagina- 
rio que se utlllza corne coartada por los poderes pûbllcos en opo- 
slclôn al "huelgulsta", para asi justificar la Intervenciôn res- 
trictlva de la huelga. Llama poderosamente la atenciôn este re- 
curso al interés del usuario del servicio cuando este no es teni- 
■ do en cuenta por la Adminlstraciôn a la hora de sumlnistrar impor­
tantes prestaclones de servlcios. "En el sistema en vigor, como han 
senalado criticamente GARCIA DE ENTERRIA y FERNANDEZ RODRIGUEZ 
(448), la sltuaclôn de Indefenslôn de los particulares, prlvados 
de cualquler posibllldad de exlgencia frente a la Adminlstraciôn 
- que llega a deflnlrse como Adminlstraciôn "prestacional" - es 
évidente.
Parece preclso, pues,concretar Juridlcamente los termines de 
dlcha contraposlclôn, Porque 1o que se opone mediante esta argu- 
mentaciôn es el derecho de huelga de los trabajadores frente a un
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supuesto derecho a la prestaclon de servlcios por parte del publi­
co en general. Sin embargo esto no es correcto, porque el particu­
lar carece de un derecho a la creaclôn del servicio, que es facul- 
tad dlscreclonal de la Adminlstraciôn (449) y menos aun al mante- 
nlmlento de los mlsmos, ya que el problema se plantea legalmente 
desde la ôptlca de los derechos de la entidad gestora del servi­
cio, con vistas a la compensaciôn en los casos de modlficaclôn o 
supreslôn del mlsmol. No son mayores las poslbllldades del usua­
rio ante el uso y dlsfrute de los servlcios pûbllcos. No se trata 
solo de que no pueda determlnar las condlciones de su prestaclôn, 
que se le Impone, slno que la Adminlstraciôn puede varlar en todo 
momento las modalIdades, la cantldad y calldad de este, asi como 
el tlempo y el lugar de su reallzaclôri sln que e) usuario pueda 
alegar derecho adqulrldo alguno (450). Unlcamente el caso de la 
Segurldad Social présenta caracteristlcas pecullares en este pun- 
to concrete, tanto por ser un "orden prestacional bâslco" como 
por su especial estructuraclôn técnlca, por 1o que la reglamen- 
taclôn del servicio esta especlalmente detallada y sus normas con- 
flguran auténtlcos derechos de contenldo bien delImitado, alejan- 
do asi cualquler margen de dlscreclonalidad (451). No obstante 
suponer la Segurldad Social una importante excepclôn al sistema 
en vigor en los servlcios pûbllcos, también en este âmblto persis- 
ten problemas bâslcos sln resolver, en donde la incldencla del In­
terés de los usuarios es nula, como muy senaladamente se puede 
verlflcar ante el llamativo tema de la aslstencia sanitaria (452),
Por otra parte, la partlcipaclôn en la dlrecclôn, forma de
287 -
funcionamiento y posible mejora del servicio es prâcticamente 
inexistente, a lo qua se une la dificultad de encontrar una es- 
tructura organlzativa adecuada para reflejar el interés de los 
usuarios, "Inevitablemente dlspersos" (453). Y asi, o bien las 
escasas formulas partlclpatlvas se llmltan a técnlcas de Informa- 
clôn o consulta, o, en un piano superior, éstas se canalizan a 
través de organizaclones portadoras de un interés colectlvo bien 
dellmltado, como los slndlcatos. Retomando el caso de la Segurl­
dad Social, la vlgencia de estas afirmaclones parece évidente. Re- 
servada la partlcipaclôn en el control y vigllancla de la gestion 
de la mlsma a los slndlcatos, y no a deterrainadas categorias de 
trabajadores (454), la dicclôn del articulo 3^ del Real Decreto- 
Ley 36/1978, de 16 de novlembre, sobre Gestiôn Instltucional de 
la Segurldad Social, la Salud y el Empleo, permlte establecer co­
mo conclusion Inequivoca que se ha Instltuldo "una forma reducida 
y fantasmai de partlcipaclôn" (455), cuyas posibles virtualIdades 
se neutralizan a través del trlpartismo, la Igualdad numérlca de 
las representacloens y la absorclôh plena por parte de la linea 
burocrâtica de mando de todas las facultades de decisiôn (456). 
Incluso, pues, cuando las formulas organizativas cristalizan sobre 
noclones mâs seguras que las asociaclones de usuarios, se sigue 
manteniendo la constante de no sumlnistrar ningûn poder de deci­
siôn a las mismas.
Por ultimo, habria" que subrayar el hecho de que el sistema de 
garantias descansa sobre bases estrictamente individual es y se 
efectûa a posteriori de la actuaclôn administrativa, amplisima-
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mente dlscreclonal, como se ha vlsto. De ahi que se aflrmen "las 
escasas o nul as poslbllldades materlales de éxlto de las acclones 
a dlsposlclôn del cludadano" (457).
El ordenamlento jurldlco pûbllco no garantlza una protecclôn 
efectlva del cludadano ; el usuario no tlene pues - salvo alguna 
sefialada excepclôn - un verdadero derecho a las prestaclones de 
servlcios y carece de partlcipaclôn en la decision y en el con­
trol de los mlsmos. Marglnado y desatendldo por el Derecho y el 
Estado - al menos en cuanto "hombre de la calle" sln mâs cuall- 
flcaclôn - en los aspectos ya descritos, es sln embargo, recupe- 
rado y sltuado en el primer piano de la preocupaclôn de los pode­
res pûbllcos cuando una huelga les enfrenta a las relvlndlcaclo- 
nes de los trabajadores, justamente sobre la base de la indefen­
slôn en que esta coloca a los usuarios del servicio. Por eso la 
hlpocresla de esta argumentaclôn debe recalcarse para resltuar el 
tema en otro terminas.
En efecto, hay que Inslstlr en que los huelguistas se encuen- 
tran ejercltando un derecho que ademâs se configura como de partl- 
clpaclôn a la luz del articulo 9.2 de nuestra Constituciôn. Me- 
dlahte la huelga se puede produclr una compensaciôn de la sltua­
clôn marginal del cludadano respecte de la partlcipaclôn en 3a 
dlrecclôn, forma de funcionamiento y mejora del servicio. En al- 
gunos casos, en efecto, a través de las acclones de los huelguis­
tas se esta superando la postraclôn legal ya aludida, sustltuyen- 
do la Irrelevancia del cludadano por una decldida intervenciôn y 
toma de postura sobre el funcionamiento del servicio. La argumen-
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tada contraposlclôn entre el huelgulsta y el usuario no tlene ra­
zôn de ser. Por el contrario, son Intereses que colnciden plenamen- 
te en la mlsma dlrecclôn, lograr una transformaclôn de los conte- 
nldos y modos de funcionamiento del servicio que beneflcien al 
conjunto de la poblaclôn, en la llnea del programa emanclpatorio 
del articulo 9.2 de la Constituciôn. Clertamente que para conse- 
gulr esta colncldencla es necesario que a través del sujeto co­
lectlvo mâs idôneo para lograr estos fines, el sindlcato, se glo­
bal Icen las relvlndlcaclones y se obtenga la partlcipaclôn mas1va 
tanto de los proplos trabajadores de los servlcios pûbllcos como 
del conjunto de los trabajadores afectados por la huelga, mediante 
la afirmaclôn, en cada acclôn, del proyecto de transformaclôn de- 
mocrâtlca de cada sector, que Interesa a toda la socledad. Se en­
tra asi en un terreno diverse, el de la estrategia sindical, en 
el que se pretenderâ "actuar de forma consecuente" (458),aiejando 
,el mlmetlsmo mecânlco respecta de la "tradiciôn fabril" (459).
Las vlas utlllzadas para ello son sln duda mûltiples, y pasan fun­
damental men te por la forma de conceblr los procesos de moviliza- 
ciôn y de negoclaclôn de las relvlndlcaclones, de un lado, y por 
la propla autorregulaclôn sindical de la huelga, de otro (460).
Lo que Importa destacar es, en primer lugar, el cambio de 
piano de esta perspectiva. Nos movemos ya en el terreno de la es­
trategia sindical, no en el de la conceptuaciôn juridica. De esta 
manera, es perfectamente natural que el "perjulclo al usuario", 
o, como se dlrla en lenguaje sindical, las formas de lucha inco- 
rrectas, corporativlstas, pretendan ser proscrites de la actua-
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ciôn sindical que buscarâ, por el contrario, la mâs amplla coln­
cldencla de las relvlndlcaclones de los huelguistas con los del 
conjunto de los restantes trabajadores. De Igual forma, el 11a- 
mamlento a la opinion pûbllca sera perfectamente normal en la dl­
nâmlca del confllcto por ambas partes, pero sln que de este dato 
puedan derlvarse Imposlclones restrictives del ejerclclo del dere­
cho por parte de la contraprate dlrectamente afectada por la huel­
ga, la Adminlstraciôn, contra qulen ésta se dirige (461).
En segundo lugar, hay que resaltar que con este planteamlento, 
el sindlcato recompone la unldad de las funciones sociales al en- 
focar asi el tema de las formas de preslôn en los servlcios pûbll­
cos. Y, por lo mlsmo, nlega validez al argumente utilizado de 
que la huelga de dlchos servlcios perjudlca a qulen no Incumbe 
en absoluto. Las relvlndlcaclones de los huelguistas y sus méto- 
dos de acclôn, por el hecho de que repercuten en todos, Interesan 
a todos, por el contrario. Y es en esta afirmaclôn en la que des­
cansa una acclôn sindical basada en los proyectos de transforma­
clôn global de cada sector (462).
En ûltlmo lugar, el argumente crltlcado sôlo puede sobrevivlr 
transformândose, acoplândose al molde jurldlco. Y en este sentldo 
colncldlrâ con las concluslones a las que se ha llegado respecte 
de los servlcios esenclales y de los Intereses pûbllcos. El per­
julclo a los usuarios debe concretarse en derechos ciudadanos que 
se puedan precisar juridlcamente en collslôn con el derecho de 
huelga. A esta conclusion se llega también mediante un examen de 
la normatlva constitucional espahola.
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En efecto, en el capitule tercero del titulo I de la Constitu­
ciôn se reconocen, entre los principios rectores de la polltica 
social y econômica, los Intereses de los consumldores y usuarios 
con arreglo a la siguiente fôrmula : "Los poderes pûbllcos garan- 
tizarân la defensa de los consumldores y usuarios, proteglendo, 
mediante procedimlentos eflcaces, la segurldad, la salud y los 
légitimés Intereses econômicos de los mlsmos". En el mlsmo arti­
culo 51 se establecen los futures cauces por los que ha de discu- 
rrir la partlcipaclôn de éstos en la dlrecclôn y 'forma de funcio­
namiento de los servlcios, que son los de la informaciôn y la 
consulta. Sln perjulclo de anotar una clerta preferencla, puesta 
de manlfleste en la propla redacclôn del articulo, por la articu- 
laciôn de mécanismes de defensa del consumldor mâs que del usua­
rio de los servlcios pûbllcos - como se desprende de los pârrafos 
1 y 3 del articulo 51 - , lo Importante es fijar el valor Juridi- 
co que tlene este reconocimiento en relaciôn con el que la propla 
Constituciôn efectûa respecte del derecho de huelga.
El ci tado articulo 51 vlene a confirmar las apreciaciones bê­
chas con anterlorldad sobre la Irrelevancia del usuario del ser­
vicio para el derecho y el Estado. Si bien da un paso adelante so­
bre la etapa histôrica anterior, al constitueionalizar los "inte­
reses difusos" de consumldores y usuarios, es évidente que éstos 
no pueden oponerse en pie de igualdad, al derecho de huelga del 
articulo 28.2. Ni de la dicclôn literal del articulo 51, ni de la 
jerarquizaciôn que efectûa el articulo 53 de la Constituciôn pue­
de deducirse una collslôn entre unô y otro, ni una limltaclôn del
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derecho de huelga.
La manera por la cual el perjulclo al pûbllco va a ser reco- 
nocldo como limite externo al derecho de huelga es justamente la 
que flja el proplo articulo 28.2 al exlglr la garantis del mante- 
nlmlento de los servlcios esenclales de la comunldad, entendlendo 
éstos como aquéllos que satlsfacen necesldades fundamentales de 
las reconocldas como derechos en la secclôn 1* del capitule segun­
do del titulo I de la Constituciôn. Por esta via, en la que fun- 
clonan como limites los derechos de la colectlvidad y los de la 
persona, y que se prolongarâ en los modos concretos de regulaclôn 
del ejerclclo del derecho de huelga, es por la que ûnlcamente ca- 
be reclblr el argumente de los perjulclos causados por la huelga 
al pûbllco en general.
El tema se remlte asi a la dellmitaciôn de los servlcios esen­
clales y de los Intereses pûbllcos tutelados, de una parte y, de 
otra, a la conslderaciôn de las garantias de los derechos e Inte­
reses en collslôn con el derecho de huelga» conslderados como 
prevalentes respecte de él. Es ésta a ml Julclo la soluciôn mâs 
corrects en el piano teôrlco, sln perjulclo de anotar la importan- 
cla de este argumente en otros nlveles, slngularmente y tal como 
se ha vlsto, en el de la estrategia concreta del confllcto y en 
el de la estrategia sindical en general.
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Con ello se pone punto final al examen de toda una serie de 
criterios teôricos barajados para marcar la especificidad de la 
huelga frente al Estado y su confrontaclôn con los limites jurl- 
dicos que establece el texto constitucional espanol. De las pagi­
nas anteriores se puede deducir la posibllldad de una construc- 
clôn unltarla del derecho de huelga que desborde esa riglda divi­
sion entre lo publico y lo prlvado a la que de forma interesada 
ha sido arrastrado. Y ésta sôlo puede partir del reconocimiento 
de la huelga como derecho pûbllco subjetivo, que responds a las 
exigencias de esè modelo pollvalente que ha descrito MARTIN VAL- 
VERDE, De la voluntad firme de teorlzar juridlcamente sobre estas 
bases dependerâ qulzâ en alguna medlda el fracaso de todas las 
corrientes que pretendan funclonalizar el confllcto social y la 
huelga como expresiôn important!slma del mlsmo, a objetlvos no 
distorslonantes del sistema social.
Con ello se debe comenzar necesariamente a examiner los méca­
nismes que articulan de forma valida limites y contenldo esenclal 
del derecho de huelga ; es declr, el catâlogo de las técnlcas de 
regulaclôn de este en los servlcios esenclales. No obstante, 
existe un problema prevlo al anâlisls de dlchas técnlcas. Se tra­
ta de dllucldar qulén establece las garantias de mantenlmlento de 
los servlcios esenclales mlentras no se promulgue la ley prometi- 
da por el articulo 28.2 de la Constituciôn ; de desentranar la im- 
plicaclôn de esta regulaciôn legal, de aclarar en fin el decisive 
problema del sujeto regulador del derecho de huelga. Cuestiôn que 
realmente traspone al piano del confllcto el dllema entre la auto-
- 294
nomla colectiva y la heteronomla normatlva, y que por sus énormes 
repercuslones debe resolverse antes de procéder al examen de las 
garamtias prevlstas para el mantenlmlento de los servlcios esen­
clales de la comunldad. Este es el objetlvo del tercer capltulo 
de esta tesls.
N O T A S
296 -
1. En el articulo 31.3 del Anteproyecto del texto constitucional (B.O.C. 5 
de Enero de 1978), altuado en el capltulo 2* del titulo II, se establecla : 
"Se reconoce el derecho de huelga de los trabajadores para la defensa de 
sus intereses. La ley regularé el ejerclclo de este derecho, que no podrâ 
atentar al mantenimiento de los servlcios esenclales de la comunldad."
Frente a êste, el voto particular comunlsta pedla su sustituclôn por la sl- 
gulente fôrmpla ; "Se reconoce el derecho de huelga de los trabajadores pa­
ra la defensa de sus intereses. La Ley regulars el ejerclclo de este dere­
cho.", fôrmula casl Idêntica a la propueata por la Minoria Catalans. Por su 
parte, los Soclallstas del Congreso pretendlan que este articulo quedara re- 
dactado asi : "Se reconoce el derecho de huelga, que no tendré otro limite 
que el respeto a los principios générales y derechos fundamentales recono- 
cldos en la Constituciôn". El Informe de la Ponencla sobre las enmlendas al 
Anteproyecto (B.O.C. 21 de abrll 1978) no modifies el apartado 3 del arti­
culo 31 de ôste, con el voto en contra de comunlstas, minoria catalans y so­
clallstas. Pasa a ser el articulo 27.2, Integrado en la secclôn 1*, con el 
voto en contra de UCD. En el Dlctamen de la Comlsiôn de asuntos constitu- 
clonales y libertades pûbllcas relative al Anteproyecto de Constituciôn, 
(B.O.C. 1 de jullo de 1978) el articulo 26.2 aparece con la redacclôn que 
hoy conocemos como definitive, con arreglo a la cual es aprobada en el Pleno 
del Congreso de los Dlputados (B.O.C. 24 de jullo de 1978). El Dlctamen de 
la Comlsiôn del Senado relative al proyecto de Constituciôn (B.O.C. 6 de oc- 
tubre de 1978) no varia sino el ordinal - de 26 a 28 - manteniendo idêntica
la redacclôn. Frente a ella, y en el tema que aqui interesa, se presentaron
votes particulares por J.H. SANDRES y el Grupo Progresistas y Soclallstas 
Independlentes. El prlmero de ellos, pretendia la siguiente formulaciôn:
"Se reconoce el derecho de huelga, que no tendrâ otro limite que el respeto 
a los principios générales y derechos fondamentales reconocidos en la Cons- 
tltuclôn" - idêntica a la mantenida por el Grupo Soclallstas del Congreso - ; 
el Grupo PSI proponia como fôrmula alternative, ésta : "Se reconoce el de­
recho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La 
ley habilitaré los medios necesarios para prévenir y reducir los perjulclos 
que el ejerclclo de este derecho pueda ocaslonar en el funcionamiento de los 
servlcios pûbllcos Indispensables en una socledad democrâtlca". No obstante 
el articulo 28.2 conserva la redacclôn dada en el Congreso y es aprobado 
tal y como lo conocemos en el Pleno del Senado (B.O.C. 13 de octobre 1978) y 
en el Dlctamen de la Comlsiôn Mixta Congreso-Senado (B.O.C. 28 de octubre de 
1978), pasando al texto oflclal de la Constituciôn (B.O.E. 28 de dlclembre 
de 1978).
Pese a que el consenso logrado impldlera en muchas ocaslones el debate en 
el congreso sobre los articules aprobados, en este caso sln embargo, al en- 
raendar el Grupo de Allanza Popular el articulo 26.2 pudo produclrse la ex- 
plicaclôn de voto por parte de los grupos parlamenterlos artifices del con­
senso. El debate aparece recogido en A. MONTOYA HELGAR, Slndlcatos, conve- 
nloB y conflictos... cit. pags 191-193 y J. VIDA SORIA, Génesls de las nor- 
mas laborales... cit. pag. 254, y la enmlenda de AP, la siguiente : "Se re­
conoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus in­
tereses laborales. La ley regulars su ejerclclo, garantizando la plena 11- 
bertad de decisiôn del trabajador para el uso de tal derecho, que podrâ ser 
llmitado por razones de segurldad naclonal, de Intereses o servlcios esencia- 
les de la comunldad". Sln embargo, y esto Interesa resaltarlo, salvo en las 
Intervenclones de los dlputados de la derecha radical, el tema de los servi- 
clos esenclales de la comunldad queda marglnado de las explicaclones de voto
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de los demâs Grupos Parlaraentarios, centradas en la dellmitaciôn de los in­
tereses actuadoB por el derecho de huelga y en el tema de la huelga pollti­
ca, cuestiôn que traaclende a los mencionados comentaristas del debate cons­
titucional, A. MONTOYA y J. VIDA. De ahl que quizé tenga alguna utilidad re- 
coger las Intervenclones de los dlputados al respecto. (O.S. del Congreso,
11 de Jullo de 1978, num 107).
El Diputado Sr. JARABO PAYA, de Allanza Popular, ademâs de sefialar côrao 
el DLRT podrla ser declarado antlconstltuclonal, establecla como tercer ob­
jetlvo de la enmlenda de su Grupo la ampliaciôn de las limitaclones del de­
recho de huelga en el sentldo ya recogido, para hacerlo coherente con la 
posibllldad de suspensiôn de este derecho en los estados de sitio, de emer- 
gencia o de guerra, y también porque el tema de los servlcios esenclales 
"era insuficlente", "y habria también que hablar de intereses o de necesi- 
dades esenclales de la comunldad, un poco slguiendo el precepto de la pri­
mera ley de huelga de 27 de abrll de 1909, que hablaba de la exclusion del 
derecho de huelga en los servlcios pûbllcos y también en aquellos medios de 
produceiôn de consume general y necesario.". Por su parte, el Sr. FRAGA IRI- 
BARNE, en su explicaciôn de voto, afirraarla : "En cuanto a las garantias es- 
peclales para los servlcios esenclales, expresado de un modo mâs claro, no 
supone limltaclôn, slno recordar que el derecho es un derecho que tlene un 
Interés social y nosotros hemos dicho con toda claridad que lo defenderemos 
como tal, como una légitima instltuclôn al servicio de toda la comunldad, 
como una parte de los derechos de contrapeso que deben exlstlr en una so­
cledad pluralista ; pero deja de tener un interés social, legitimidad y jus- 
tificaciôn, cuando se opone al Interés de la mayorla de la socledad".
El Diputado, Sr. HERRERO Y RODRIGUEZ DE MINON, de UCD, en su explicaciôn 
de voto, alude al tema de los servlcios esenclales como criterio dlrectamen­
te aplicable" por la Constituciôn, remitléndose a la decisiôn 314 del Comi­
té de Llbertad Sindical de la OIT; y con ello despacha el tema. Cierto que, 
formalmente, no parece haber dlcho demasiado, pero realmente,lo que ha veni- 
do a establecer como "interpretaciôn auténtica" - como los parlamentarios 
entendian este debate - es, ni mâs ni menos, que "el derecho de huelga pue­
de ser objeto de restricclones, incluse de prohibiciones, cuando se trate 
de la funclôn pûbllca o de servlcios esenclales, ya que en estes casos la 
huelga podria causar graves perjulclos a la colectlvidad naclonal" y que 
"al parecer, no es posible declarer huelgas importantes en empresas que 
constituyan un sector clave en la vida del pais sln que se ocasionen taies 
perjulclos", pues senc11lamente ese era el texto al que el Diputado de la 
mayorla se ha referldo.
Sln embargo, la izqulerda parlamentarla gasta sus intervenclones sln ape- 
nas declr nada sobre este tema. En el turno en contra de la enmlenda de 
Allanza Popular, el diputado del PSOE, Sr. SAAVEDRA ACEVEDO, se concentra 
en una dlsertaclôn sobre modelos de huelga, defiriéndose al limite menciona- 
do con las slgulentes bases : "No es lo mlsmo (la fôrmula consensuada y la 
recogida en la enmlenda de AP), aqui hay una clarisima restricciôn del dere­
cho de huelga, cosa que en el dlctamen de la Comlsiôn no estâ recogido, 
afortunadamente, porque en el dlctamen de la Comlsiôn hay un pleno reconoci­
miento del derecho de huelga y remlte a una ley que regulars el ejerclclo 
del derecho, pero sôlo para garantlzar, para adoptar las garantias que sean 
précisas para asegurar el funcionamiento de los servlcios esenclales de la 
comunldad. No es lo mismo llmltar el ejerclclo, o establecer garantias en el
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ejerclclo del derecho que•llmltar el derecho en si". Cuestiôn que remacha el 
Sr. PECES-BARBA MARTINEZ al rechazar cualquler "Interpretaclôn extravagante" 
del articulo y remltirse a la Interpretaclôn del Tribunal Constitucional.
Por su parte, la explicaciôn de voto del Grupo Parlamentario Comunlsta, a 
cargo del Sr. SOLE TURA, es también elusiva de este problema. Bien es cierto 
que el eje de su intervenciôn es aflrmar que el articulo 26.2 "dice exacta- 
mente lo que dice y no dice nada mâs", rechazando el "concurso de interpre- 
taciôn auténtica" que estaba realizando el congreso. No obstante, afirma :
"La ûnica limltaclôn que este articulo 26 establece sobre el tema del dere­
cho de huelga, si es que cabe hablar de limitaclones, es su inciso segundo, 
cuando habla de que la ley que lo régulé establecerâ las garantias necesa- 
rias, no para limitar el ejerclclo de este derecho, puesto que esto es lo 
que no se dice, sino para que los servlcios esenclales que puedan quedar 
afectados slgan funclonando. Y no se dice nada mâs."
2. L.E. DE LA VILLA y C. PALOHEQUE, Introducciôn a la Economia... cit., vol 1, 
pag. 437.
3. W. DAUBLER, La huelga en la Constituciôn... cit. pag. 87.
4. L.E. DE LA VILLA y C. PALOHEQUE, Introducciôn a la economia... cit., vol.1, 
pag. 437.
5. Aparté de lo recogido en la nota 1., cfr. J. VIDA SORIA, Génesls de las 
normas laborales... cit. pag. 254.
6 . Asi, G. BAYON CHACON, Manual... cit., vol. 2, pag. 666, afirma que la Cons- 
tituclôn "contiens una limltaclôn, por lo demâs intachable" que el ejerclclo 
de este derecho no podrâ atentar a los servlcios esenclales de la comunldad. 
W. DAUBLER, por au parte, en La huelga en la Constituciôn... cit., pags 87- 
88, somete la fôrmula "elegida con habilldad pslcolôgica" a las oportunas 
"verlflcaciones" especlalmente respecto a las experlenclas germânlcas ; F. 
DURAN LOPEZ, El derecho de huelga... cit., pags. 61-62, entlende que con 
ella se perslgue una finalIdad "perfectamente légitima", dlscurriendo a con­
tinuation sobre la forma que debe revestir la regulaclôn del derecho de 
huelga en este sector ; A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., 
pags 232-235 y 245-249, realize una magnifies dlsecclôn juridica Interpre- 
tativa tanto de la concreclôn del concepto de servlcios esenclales como del 
de mantenlmlento de los mlsmos, descrlblendo la naturaleza y prlorldad de 
las garantias que se deben instrumentar para lograr aquél, pero "las llmita- 
ciones al derecho de huelga en atenciôn a los servlcios esenclales de la co­
munldad estân justlficadas en linea de principlo" (Ibid., pag. 249). Lôgica- 
mente, F. SUAREZ GONZALEZ, El derecho del trabajo... cit., pag.207, unlca­
mente habla sobre la posibllldad del desarrollo legislative del articulo 
28.2 y su contenldo. L.E. de LA VILLA y C. PALOMEQUE, Introducciôn a la eco­
nomia ... cit., pags 436-437, inslsten sobre la interpretaclôn del concepto
de "mantenlmlento" y L.E. DE LA VILLA, Algunas reflexiones... cit. pags 113- 
115 vuelve a aludir a la zona de Indeterminaciôn "de muy dificultosa preci-
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BÎôn" que deja la normatlva constitucional, suglriendo después determinadas 
soluclones de tratamiento jurldlco a este tipo de huelga. M. ALONSO GARCIA, 
La huelga y el cierre... cit., pag. 125, ûnlcamente recoge, sin comentarlo, 
el texto constitucional. J.A. SAGARDOY, Las relaciones laborales..■ cit., 
pags 117-118, se limita, en este tema a la transcripciôn del articulo 28.2 
y a aludir a la posibllldad de marginaciôn normative estatal.
7. Asi G. BAYON CHACON,Manual... cit., vol. 2, pag. 662 ; en una acepciôn 
mâs extensa sobre la base de la nociôn del servicio pûbllco, M. ALONSO GAR­
CIA, La huelga y el cierre... cit., pags 82-83.
8. Asi A. MONTOYA MELGAR, Derecho del trabajo.■■ cit., pags 548-549 ; "es 
évidente que este tema queda fuera del marco del Derecho del Trabajo, para 
entrar de lleno en el Administrative".
9. Cfr. M. ALONSO OLEA, Derecho del trabajo... cit., pag. 525.
10. A. MONTOYA MELGAR, Derecho del trabàjo... cit., pags 555-556, entre las 
que incluye la huelga de funcionarios pûbllcos y la de trabajadores emplea- 
doa en servlcios pûbllcos junto a la huelga polltica y a la de solidaridad.
11. L.E. DE LA VILLA / C. PALOMEQUE, Introducciôn a la Economia... cit., 
vol. 2, pags 327-333, en el mismo apartado en el que incluyen aquéllas que 
se caracterizan "por la actuaclôn de una medida de extrema violencia o 
fuerza respecto del antagonists", como el boicot, label, sabotaje, ocupa- 
ciôn de centres de trabajo, etc.
12. Asi, M. ALONSO GARCIA, La huelga y el cierre... cit., pags 82-83, ya 
vlsto, y F. DURAN LOPEZ, Derecho de huelga y legalizaciôn... cit., pags 44- 
45, quien, tras aflrmar que la operaciôn limitadora y restrictiva por la 
via de la interpretaclôn tlene como âmblto de incldencla los terrenos rela­
tives "a los sujetos de la huelga, al objeto posible de la mlsma y a sus 
modalidades", aparta de su estudio el prlmero de ellos, que identiflca con 
la problemâtica de los funcionarios pûbllcos por ser "un tema muy especifi- 
co, con una problemâtica propla extraordinarlamente compleja y cuya soluciôn 
depends, a nlveles ya mucho mâs mlnuclosos, de los valores que Imperan en 
cada ordenamlento concreto".
13. Cfr. T. SALA FRANCO, La llbertad sindical y los empleados pûbllcos. (Un 
estudio de derecho itallano), I.G.O., Sevilla, 1972, pags 83-99 ; La huelga
' de los funcionarios pûbllcos, "RT" n» 49-50 (1975), pags 48-64. Vld. tam­
bién L. CAMPS / J. RAMIREZ / T. SALA, Fundamentos de derecho... cit.,
pags 198-209.
14. Asi, R. PARADA VAZQUEZ, Slndlcatos y asociaclones de funcionarios pûbll-
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cos, Ed. TEenos, Madrid, 1968 ; pags 149-155 y 176-178 ; y Sindlcalismo y 
huelga en los servlcios pûblicos, en el volumen colectivo "Jornadas Adml- 
nlstratlvas del INAP", INAP, Madrid, 1978, pags 177-186. Vid. también A. 
EMBID IROJO, La problemâtica actual de la huelga de funcionarios, "REDA" 
n« 19 (1976) pags 571-606.
15. F. VALDES DAL-RE, Notas para una reelaboraciôn critics del marco norma­
tive de la huelga (1936-1975), "R.T." n» 52 (1975), pags 221-242.
16. Cfr. F. VALDES, Notas para una reelaboraciân... cit., pags 228 y ss.
En el mismo sentido J. RAMIREZ MARTINEZ, La huelga polltica, "Estudios 
Laborales" n* 2 (1975), pag. 44, sobre enunciaclôn de especies de huelga 
enfrentadas con el interés general, en donde une la huelga polltica,las 
que provocan sltuaciones de emergencia, las de funcionarios pûblicos y 
contra politicas econômlcas nacionales. Asi también, M. ALONSO GARCIA, 
Huelga, "Nueva Enciclopedia Juridica", Ed. Selx, Tomo IX, BArcelona, 1962, 
pag. 166, al dedicar el apartado x) a la huelga en el campo del derecho 
pûbllco, afirma que son dos los aspectos que hay que conaiderar : "Por un 
làdo, la referenda aparece dlrectamente hecha a la huelga de funcionarios 
y empleados pûbllcos o a la huelga de empleados de empresas que desenvuel- 
ven servlcios de este carâcter. Por otro, la cuestiôn queda 
dlrectamente referida a la huelga politics..."
17. Fundamentalmente en su Huelga laboral y huelga politics... cit., pags 
73-86. No obstante, se trata de un autor que si ha introducido en el anâli- 
sis del derecho de huelga el tema de los servlcios pûblicos, fundamentalmen­
te a través de la conceptualizaciôn germana de W. DaUbler y Th. Ramm. Asi,
ya en 1972, recuérdese su Huelga ilicita y despido... cit., pags 56-57 y, 
très aîlos después. Régimes Juridico... cit. pags 24-25.
18. Cfr. lo anotado en el capitulo 1, epigrafe 2.2. Es general la remisiôn a 
P. CALAMANDREI, Signiflcato costituzionale... cit.
19 Ello sin perjuicio de entender que la vieja distinciôn no deja de tener 
Virtualidad en el piano de la ideologia Juridica ; la realidad va desde 
luego por otro lado, pues el Estado ha penetrado siempre la socledad ci­
vil (en ambos sentidos) no sôlo a través del dinero y del derecho, no sôlo
con lapresencla e intervenciôn de sus aparatos represlvos, sino también a 
través de sus aparatos ideolôgicos. Asi, L. ALTHUSSER, Il marxismo come 
teoria "finita", en el volumen colectivo "Discutera lo Stato",De Donato éd., 
Bari, 1978, pags 7-14, frente a quienea ven en el allargamento del Estado 
un hecho reciente. Asi, una expoaiciôn de este tipo, en nuestro iuslabora- 
lismo, - conectado ademâs con el tema de los conflictos colectivos - en F. 
RODRIGUEZ SAfîUDO, La intervenciôn del Estado en los conflictos colectivos 
de trabajo, IGO, Sevilla, 1972, pags 1-14.
20. Sin perjuicio de que el tema se analice en extenso mâs adelante, ésta es
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la tendencia en el piano internacional. Cfr. J . SCHREGLE, Relaciones de tra­
bajo en el sector pûbllco, "R.I.T.", vol. 90, n® 5 (1974), pags 452-453, 
afirma que "cada vez se emplearâ menos el criterio del Estatuto de los em­
pleados interesados y cada vez mâs el de las funciones que realizan". La 
"uniflcaciôn" de la prohibiciôn de la huelga frente al Estado cuenta con nu- 
merosos defensores a los que también se harâ referenda mâs adelante. Apa- 
recen estos argumentos nitidamente en P. HARMIGNIE, El Estado y sus agentes 
(el sindicalismo administrativo), Ed. La EspaRa moderna, Madrid, 1912~ pags 
360-371.
21. Puede verse la enunciaclôn de este criterio en E. ALVAREZ DEL CASTILLO,
El derecho de huelga en la soluciôn de los conflictos colectivos de traba­
jo, en el vol. colectivo "Studi in memoria di L. Barassi", Cedam, Padova, 
1965, pag. 14, cuya terminologla no deja lugar a dudas de la adecuaciôn del 
argumente a una situaciôn de socledad de bienestar : "el pûbllco consumldor 
cada vez reclama mayor atenciôn, y no puede subordinarse, en todos los ca­
sos, a los intereses de un grupo profesional, por respetables que estos 
sean. El mismo argumente que expresa Ta huelga como un derecho de la mayorla 
de los trabajadores opera aqui." Es éste, como se verâ en su momento, uno de 
los criterios mâs aceptados en la actualidad.
22. Sobre el tema, aunque es cita superflus por lo obvio, vid. A. MARTIN VAL­
VERDE, Huelga laboral y huelga polltica... cit., pags 00-83.
23. Asi, A. MONTOYA MELGAR, Derecho del trabajo... cit., pag. 555.
24. Asombra, por ejemplo, el raagnlfico esfuerzo désarroilado por A. NIETO,
La Burocracia, vol. 1 El pensamiento burocrâtico, INAP, Madrid, 1976, de im- 
presclndible consulta para entablar un proyecto del tipo del que se raenciona 
en el texto.
25. Cfr. S. HUROZ MACHADO, Notas sobre la llbertad de opinion y la actividad 
polltica de los funcionarios pûblicos, "REDA" n® 11 (1976), pags 609-616. So­
bre el tema en EspaRa, hay un "clâsico" de obligatoria referenda : E. GAR­
CIA DE ENTERRIA, La Adminlstraciôn espaRoIa, Alianza Ed., Madrid, 1972 - la 
primera ediciôn data de 1961 - , fundamentalmente pags 101-128 y 153-164.
26. Cfr. las lûcidas reflexiones de A. NIETO, Burocracia y socledad democrâ- 
tica, en "Jornadas..." cit., pag. 59, sobre el particular, S. MUNOZ MACHADO, 
Notas sobre la llbertad de opiniôn... cit., pag. 615, hace notar que "la 
entrada en masa de estos nuevos funcionarios provocarla una falta de coinci- 
dencia entre el interés de las clases dominantes y el de los agentes encar- 
gados de asegurar su dominasiôn, con el consiguiente trasvase al seno del 
aparato administrativo de conflictos sociales antes monopolizados por el 
sector prlvado".
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27. Como otros muchos que se Irân percibiendo a través del dato juridico. 
Piénsese en la configuraclén de un Estado de servlcios pûblicos y la Irrup- 
ciôn de una categorla nueva de trabajadores a los que en algunas ocaslones 
el titulo juridico que se les aplica es el de funcionarios - asi en Correos,
con los carteros - y en otra el de trabajadores - ferroviarios, por ejem­
plo - pero que en cualquler caso tienen gravitando sobre si una bivalencia 
de dos ôrdenes jurldicos : el derecho pûbllco y el derecho prlvado. Cfr. H.
SINAY, Là Grève... cit., pag. 370.
28. T. SALA FRANCO, La huelga de funcionarios... cit.,pags 53-64. Vid. tam­
bién L. CAMPS, J. RAMIREZ, T. SALA, Fundamentos de derecho sindical... cit. 
pags 199-205.
29. T. SALA, La huelga de funcionarios... cit., pag.55 ; L. CAMPS, J. RAMI­
REZ, T. SALA, Fundamentos de derecho sindical... cit., pag. 200.
30. Cfr.R. CATHERINE,Le fonctionnaire français, Ed. Sirey, Paris, 1973, 
pags 86-87.
31. Obsérvese lo que tiene de mixtificaciôn esta afirmaclôn : El funcionario 
es y existe para el Estado, "aqui reside la fusiôn del interés general con 
el particular que constituye el concepto y la oculta solidez del Estado", 
segûn la expresiôn de HEGEL en sus Fundamentos de la filosofla del Derecho, 
Ed. Claridad, Buenos Aires, 1955, pag. 243. No puede haber pues intereses 
contrapuestos ni diferentes al del Estado. Si bien, como afirma MARX, en la 
Critica a la filosofla del Estado de Hegel, en OME-5, cit., pag,59, "la bu­
rocracia es el Estado iraaginario afiadido al Estado real, el espiritualismo 
del Estado... la burocracia posee en propiedad privada el ser del Estado, la 
esencia espiritual de la socledad".
32. Cfr. L. CAMPS, J. RAMIREZ, T. SALA, Fundamentos de derecho sindical... 
cit., pag. 200. En este sentldo, es tradicional la remisiôn a la construc- 
ciôn doctrinal de L. DUGUIT, Traité de Droit Constitutionnel, Tomo 3* E. de 
Boccard éd., Paris, 1930, page 219-235 : "Es un puro sofisma - escribla - 
asimilar la situaciôn del funcionario frente al Estado a la del empleada 
frente al patrôn. El empleado esté ligado al empleador por un contrats de 
trabajo... el funcionario no esté en una situaciôn juridica subjetiva naci- 
da de un contrats : esté en una situaciôn objetiva o legal, y en consecuen- 
cia, si se niega individualmente a cumplir las cargas de su funciôn, viola 
la ley del servicio. Cornete pues una falta dlsciplinaria perfectamente ca- 
racterizada... a fortiori, la negativa concertada y colectiva de un grupo 
de funcionarios, que consiga la detenciôn o la desorganizaciôn de un servi­
cio, es decir, la huelga de un grupo de funcionarios, es una violaciôn per­
fectamente caracterizada de la ley del servicio, por consiguiente un hecho 
illclto, y consituye una falta dlsciplinaria grave. Es incluso la mâs gra­
ve de las faltas disciplinarias. Es incluso un crimen." (pags 220-221). Y 
raés adelante, "Yo querria, haciendo abstracciôn de cualquler posiciôn parti- 
dista, establecer la verdad juridica que para ml se resume en las très pro-
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posiciones slgulentes : 1® El derecho de huelga en general, no existe ;
2» a fortiori, el derecho de huelga no existe para ninguna categorla de fun­
cionarios ; 3® la huelga de funcionarios de cualquler categorla debe cons- 
tituir una infracciôn penal" (pag. 222, ibid.)
33. M. PIQUEMAL, Le fonctionnaire : Droits et garanties. Ed. Berger-Lévrault, 
Parla, 1973, pags 33-34. Piénsese que el argumente ûnlcamente se utllizaba 
para el reconocimiento de la llbertad sindical, no del derecho de huelga. La 
formulaciôn clésica sobre el particular, es la de L. DUGUIT, Por otra parte, 
se trata de una distinciôn ya caducs.
34. De forma clara,en la discusiôn del articulo 41 de la Constituciôn de la 
2* Republics, segûn el cual "los funcionarios civiles podrân constituir aso- 
ciaciones profesionales que no Impliquen injerencia en el servicio pûblico 
que les estuviere encomendado", el argumente de DUGUIT fue decisive, vid. 
extensamente, A. EMBID IRUJO, La problemâtica actual... cit., pags 593-396. 
Cfr. también C. DE VICENTE, La lucha de los funcionarios pûblicos. Ed. Cam­
bio 16, Madrid, 1977, pags 192-196.
35. E. GHERA, Il pubblico Impiego (rapporte di lavoro e attivltâ sindacale), 
Cacucci ed. Bari, 1975, pag. 18, afirma : "La verdad es que los deberes del 
empleado pûblico.no obstante la indudable analogla con las correspondlentes 
obligaciones contractuaies del trabajador subordinado, se diferencian de 
ellas no sôlo por la mayor extensiôn e intensidad, sino sobre todo por su 
naturaleza, que no es técnico funcional, sino disciplinario-jerârquica".
36. Es la principal razôn que se alega en los distintos ordenamientos para 
concluir un trato diferencial respecto de los trabajadores de la industria 
privada. Asi, J. SCHREGLE, Relaciones de trabajo... cit., pag. 451 : "El ar­
gumente consiste en que, con independencia de la regulaciôn legal concreta, 
los principales elementos de las relaciones de trabajo entre un funcionario 
y el gobierno son, por parte del prlmero, un elevado grado de lealtad, obe- 
diencia y voluntad de servicio, (expresados con frecuencia en el juramento
de toma de posesiôn), a cambio de lo cual el gobierno le garantlza la segu- 
ridad en el empleo, los ingresos y una pensiôn de jubilaciôn". La "disci­
plina jerârquica" es uno de los motivos que G.H. CAMERLYNCK y G. LYON CAEN, 
Derecho del trabajo. Ed. Aguilar, Madrid,1974, pag. 498, recogen como es- 
grimidos "antiguamente" para calificar la huelga de funcionarios como illci- 
ta. Cfr. también H. SINAY, La Grève... cit., pags 118-121, sobre la panorâ- 
mica general sobre la admisiôn o no de la huelga de funcionarios y los moti­
vos aducidos.
El caso protipico es el de la R.F.A., en donde la huelga en la Funciôn 
Pûbllca se entiende contraria al deber de fidelidad, (ibid. pag. 121). No 
hace falta insistir en el pëligro de côncrétar normativamente la relaciôn 
funcionarial en una relaciôn ética, de fidelidad, por las repercuslones ya 
conocidas. La represiôn en Alemania Fédéral por motivos politicos e ideolô­
gicos sobre los funcioanrios pûblicos,con pérdida del puesto de trabajo, se 
escuda en esta construcciôn. Asi, el Tribunal Supremo Administrativo de
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Berlin, dlclembre de 1974, puede aflrmar que "especlalmente ante la crisis 
polltica, social y econômica, cuya existencia no puede subvalorarse, la 
exlgencia de fidelidad a la Constituciôn por parte de los empleados del 
sector pûblico es esencial" y la Corte Constitucional, en mayo de 1975, 
afirma a su vez que "El Estado no puede renunciar a la declaraciôn del Be- 
rufsverbot, y el fallo es justificatorio de la pérdida del empleo de pro- 
fesores con ideas politicas "desleales" al sistema. Vid. C. von BRAUN-MUHL, 
Dlritti civili e repressione in Germania occidentale, "Il Mulino" n» 252
(1977), pags 611-615. Sobre el tema parece imprescindlble cfr. W. ABENDROTH, 
"Berufsverbot" : Stato di diritto o dirltto dello Stato ? , "Democrazia e 
Dlritto", n« 4 (1975), pags 733-749.
37. Asi, M. RUSCIANO, L 'impiego pubblico in Italia, Il Mulino, Bologna,
1978, pags 131-132 : "De esta vision de superaciôn de la confllctividad se 
desprende, coherentemente, una configuraciôn de la relaciôn de la funclôn 
pûbllca que se puede ahora Individualizar netamente en todos sus contornos: 
Constituye una relaciôn autoritaria cuya caratterlstica fundamental reside 
en la atribuciôn a ambos sujetos, pese a su desigualdad, de los deberes en 
estrecha reciprocidad : el general de "fidelidad" del empleado - a su vez 
fundamento de otros especificos deberes - y el de "protecclôn" de la Admi- 
nistraciôn pûbllca. Y éste ûltimo entendido no en un sentldo estrictamente 
juridico - porque si fuera asi constitulrla un limite inadmisible a la vo­
luntad de la Adminlstraciôn - sino mâs bien en un sentldo ético".
38. Deber de obediencia que se conecta con la disciplina jerârquica al Go­
bierno y que constituye, como afirma S. HUfIOZ MACHADO, Notas sobre la li- 
bertad de opiniôn...,cit., pag. 626, el mejor resorte con que el Gobierno 
cuenta para asegurarse que los funcionarios van a cumplir estrictamente 
con sus obligaciones y acatar estrictamente las ôrdenes de sus superiores ; 
es decir, se hace posible que el Gobierno pueda cumplir sus objetivos. Vid. 
también, M. PIQUEMAL, Le fonctionnaire... cit., pags 42-43 y Y. SAINT-JOURS, 
Les relations du travail dans le Secteur public, L.G.D.J., Paris, 1977, 
pags 83-86. En su formulaciôn mâs pura, y merece la pena destacar que la 
argumentaclôn sobre la Jerarqula y la obediencia apenas se ha alterado en
la elaboraciôn teôrica, este fenômeno fue vigorosamente anallzado por C.
MARX en la Critica de la filosofla del Estado... cit., pag. 59, al preci­
sar que la autoridad era el principlo del saber de la burocracia, y la divi- 
nizaciôn de la autoridad su convicciôn, y al remachar que "El Estado sôlo 
existe en la forma de esplritua burocrâticos fijos, cuya ûnica coherencia 
es la subordinaclôn y la obediencia pasiva".
Sobre la moderna formulaciôn juridica de los limites de este deber de 
Obediencia, cfr., entre nosotros, E. GARCIA DE ENTERRIA / T.R. FERNANDEZ, 
Curso... cit., vol. 2 , pags 115-116 ; S. MUfSOZ MACHADO, Notas sobre la li- 
bertad de opiniôn... cit. pags 625-627.
39. Por otra parte de una enorme importancia prâctica, como son los contra- 
toB administrativos y las concesiones administrativas, por ejemplo. Asi,
E. GARCIA DE ENTERRIA /T.R. FERNANDEZ, Curso... cit., vol. 1, pags 582-586 ; 
vol. 2, pags 138-139.
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40. Cfr. M. RUSCIANO, L*impiego pubblico... cit., pags 125-126, donde liga
la naturaleza y el fenômeno eetudiado con el momento de su nacimiento, cuan­
do el Estado liberal se va consolidando y ofrece como base de la propia 
justificacion ideologica la actuaclôn de Los principios del Estado de dere­
cho. "Lo que interesa sobre todo recalcar es que la permanencia de estos 
fenômenos de supremacia especial constituye el testimonlo évidente del re- 
traso con que la adminlstraciôn püblica se adapta a los nuevos principios 
llteral-constitucionales y del retraso en sustituir la nueva ideologia por 
aquélla del Estado de policla".
41. L. CAMPS / J. RAMIREZ / T. SALA, Fundamentos de derecho sindical, cit. 
pag. 201, Como afirma M. RUSCIANO, L*impiego pubblico... cit. pags 130-131, 
la particular posiciôn de supremacia del sujeto de derecho publico vlene jus- 
tlficada, a su vez, aduciendo el inescindible ligamen de éste con el inte­
rés general. "De modo que el mismo sujeto de derecho pûblico expresarla, en 
el Amblto de la relaciôn, una voluntad no conducible a la egoista persecu- 
clôn de un interés propio, sino por el contrario es instrumente de gestiôn 
del interés general, el cual comprends en si - obviamente - también el in­
terés del sujeto prlvado. Se acaba asi afirmando que en la relaciôn de de­
recho pûblico - al contrario de lo que sucede en la de derecho privado -
no existe conflict© entre los dos intereses del sujeto pûblico y del sujeto 
prlvado respectivamente, en cuanto la satlsfacciôn del prlmero contribuye a 
la satlsfacciôn del otro".
42. L. CAMPS / J. RAMIREZ / T. SALA, Fundamentos de derecho sindical, cit., 
pag. 202. Esta conexiôn aparece nitida en R, CATHERINE, Le fonctionnaire 
français... cit.,pag. 86, para quien la huelga se halla estrechamente liga- 
da al juego del clâsico sistema econômico liberal, en donde la yuxtaposi- 
ciôn de intereses privados opuestos encuentra su equilibrio momenténeo en 
la ley del mâs fuerte. Cfr. también en Italia, M. RUSCIANO, Sindacati e 
pubbllca amminlstrazione, "Il mulino" n® 249 (1977), pags 35-36.
43. Asi, H. GRANDI, La contrattazione colletlva nel pûblico impiego e i suoi
effetti su11'organizzazione e sulla funzione del sindacato, "Riv. Dir. Lav."
ng 1 (1979), pag. 36. Asi también M. RUSCIANO, Il pubblico impiego... cit., 
pag. 221, para quien el reconocimiento de un sistema de "partlcipaclôn con- 
flictiva" en la funciôn pûbllca supone "el paso de las relaciones de traba­
jo pûblico, individuales y colectivas, del ordenamlento interno de la admi- 
nistraciôn pûblica al ordenamlento general del trabajo subordinado".
44. Cfr- M. GRANDI, La contrattazione collettiva... cit.. pag. 39. Vid. tam­
bién U. ROMAGNOLI, Il nodo politico dell'amminlstrazione pubbllca e i sinda­
cati, "Il Mulino" 235 (1974), pags 697-702.
45. Sin perjuicio de retomar el tema mâs adelante, puede verse sobre el al- 
cance y las implicaciones de este fenômeno en Italia : S. CASSESE, M. CIAN- 
CAGLINI, M. D'ALBERTI, M.S. GIANNINI, A. MARIANETTI, R. RAVENNA, U. ROMAGNO­
LI , Tavola rotonda su contrattazione collettiva e diritto sindacali nel 
pubblico impiego, "Riv. Giur. Lav." 1976, n^ 1-2, pags 135-175 ; E. GHERA,
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Il pubblico Impiego... cit., pags 55-74 ; y, del mismo autor, Pubblico im­
piego e relazioni sindacali, "Economia e lavoro", n» 6 (1974), pags 323 y ss. 
M. GRANDI, La contrattazione collettiva... cit.,pags 4-42 ; A. LUCIANI, La 
contrattazione collettiva con enti pubblici. Ed. Giuffré, Milano, 1978 ; C. 
HARCHESE, La contrattazione nel pubblico impiego, Ed. Sindacale Italiana, 
Roma, 1977 ; G.C. PERONE, La contrattazione collettiva per i dipendenti ci­
vili dello atato, "Il diritto del lavoro", n» 2 (1978), pgs 69-98 ; M. RUS­
CIANO, L'impiego pubblico... cit., pags 200-225 ; F. S. SEVERI, La contrat­
tazione collettiva nel pubblico impiego. Ed. Giuffré, Milano, 1979. Sobre 
aspectos particulares del mismo, G.B. CHIESA, Pubblico impiego, sindacato , 
e riforma. Ed. Sindacale italiana, Roma, 1977, fundamentalmente pags 33-53 
y 63-76 ; M. D’ALBERTI, La "legge sul Parastato", Brevi note di commento ; 
"Riv. Giur. Lav.", 1975, pags 185-217 ; V. GANDOLFI, Le rivendicazioni sin­
dacali nella pubbllca amminlstrazione : il riassetto degli statali, en el 
volumen L'amminlstrazione pubbllca in Italia (al cuidado de S. CASSESE), Il 
Mulino, Bologna, 1974, pags 187-209 ; E. GIOVANNINI, Sindacato, contratta­
zione e rapporte di impiego pubblico, "QRS" n® 74 (1978), pags 33-45 ; P. '
ICHINO, Iniziative e linee di azione del sindacato per la riforma de.la 
Pubbllca Amminlstrazione, "Hiv. Giur. Lav.", 1975, pags 343-355 ; M. PRISCO, 
Sulla contrattazione triennale nella Pubbllca amminlstrazione collettiva 
nel pubblico impiego, "Il Diritto del lavoro" n* 1 (1980), pags 51-54 ; C. 
SEBASTIANI, Pubblico impiego e ceti medi. Ed.Sindacale Italiana, Roma,
1975, fundamentalmente pags 32-41 ; G. TESORIERE, Contrattazione sindacale 
e pubblico impiego, "Riv. Dir. Lav." n» 4 (1976) pags 487-494 ; P. TOSI,
Un modello di contrattazione collettiva nel pubblico impiego : l'acordo na- 
zionale per il personals ospedaliero, "Riv., Trimm. Civ.", III, IV, (1975), 
pags 1433-1488 ; T. TRËU,Politiche rivendicative sindacali e riforma délia 
Pubbllca Amminlstrazione, "Riv. Giur. Lav.", (1975), pags, 331-343. A. 
VALLEBONA, La contrattazione collettiva del pubblico impiego : spunti per 
una reflessione, "Il diritto del lavoro", n* 2 (1979), pags 177-183.
Respecto a experlenclas semejantes en Francia, que se nuclean en torno 
a la polltica de "concertacién"» cfr. M. BAZEX, L 'Administration et les 
syndicats, Ed. Berger-Levrault, Paris, 1973 ; Y. SAINT-JOURS, Les relations 
du travail... cit., pags 242-254 y Réflexions sur la politique de concerta­
tion dans la fonction publique, "Droit Social" n» 4 (1975), pags 227-238 : 
J.M. VERDIER, Relaciones laborales en el sector pûblico de Francia, "R.I.T." 
ns 89, (2974), pags 117-139.
En cuanto a la experiencia sueca sobre el particular, cfr. L. MOCCIA, 
Brevi note sul modello di contrattazione collettiva nella Pubbllca Amminis- 
trazione in Svezia, "Riv. Giur. Lav." n* 1-2 (1976), pags 177-187 y A. BOU- 
VIN, La nueva ley sueca sobre demoeracia en las empresas, "R.I.T." vol 95, 
n® 2, (1977), pags 149-150. Consûltese también la Ley n. 664 de 6 de noviem- 
bre de 1970, relative a los convenios colectivos de la funciôn pûblica, en 
Finlandia : OIT, Serie legislative, 1971.
Por ûltimo, hay que tener en cuenta el Convenio n» 151 de la OIT sobre 
la protecclôn del derecho de sindicaciôn y los procedimlentos para determi- 
nar las condlciones de empleo en la adminlstraciôn pûblica (1978), cuyo ar­
ticulo 7 prescribe que deberân adoptarse "medidas adecuadas a las condicio- 
nes nacionales para estimular y fomentar el pleno desarrollo y utilizaciôn 
de procedimlentos de negoclaclôn entre las autoridades pûbllcas compétentes 
y las organizaclones de empleados pûblicos acerca de las condlciones de
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empleo, o de cualesquiera otros métodos que permitan a los représentantes 
de los empleados pûblicos participer en la determinaciôn de dichas condi- 
ciones." . Por su parte la RBcomendaciôn 159, 1978, contiens indicacio- 
nes sobre este particular. Vid. Boletin Oficial OIT, vol. LXI, (1978), se­
rie A, num. 2 y OIT, C.I.T. 64* reunion, 1978, Llbertad sindical y proce- 
dlmientos para determiner las condlciones de empleo en el sector pûblico, 
OIT, Ginebra, 1977.
Entre nosotros, desde el derecho administrativo, hay algûn trabajo sobre 
el tema. Asi, L. ORTEGA ALVAREZ, La negoclaclôn colectiva de los funciona­
rios pûblicos. (un estudio de derecho itallano) (2 vols). Tesis doctoral 
(no publicada), Madrid, abril 1979
46. Cfr. L. CAMPS / J. RAMIREZ / T. SALA, Fundamentos de derecho sindical. 
cit., pags 203-204.
47. C. MARX, Critica a la filosofla del Estado... cit., pag. 65.
48. Cfr. S. MuRo z MACHADO, Notas sobre la llbertad de opiniôn... cit., 
pags 610-613. En nuestro pais, tras la inestabilidad del siglo XIX, habria 
que esperar hasta la promulgaciôn de la Constituciôn republicans de 1931 
cuyo articulo 41 sancionaba de forma rotunda la inamovilidad.
49. Vid. H. SINAY, La Grève... cit., pags 369-371, bien al servicio de em­
presas nacionalizadas o al de empresas privadas que gestionen un servicio 
pûblico.
50. Y. SAINT JOURS, Les relations du travail... cit., pags 303-312.
51. S. MUNOZ MACHADO, Notas sobre la llbertad de opiniôn... cit., pag. 615.
52. S. MUSOZ MACHADO, Notas sobre la llbertad de opiniôn... cit., pags 614-
615 : N. FEREZ SERRANO, La proietarizaciôn del funcionario pûblico, en "Es­
tudios en Homenaje a Gascôn y Marin", lEAL, Madrid, 1952, pags 167-186 ; 
L.E. DE LA VILLA, Estudios sobre segurldad social de los funcionarios pû- 
blicos, ENAP, Madrid, 1971, pags 95-100 y 103-117. Cfr. también C. SEBAS­
TIANI, La collocazione sociale dei pubblici dipendenti',"QRS" n® 74 (1978), 
pags 96-100 fundamentalmente.
53. Sedaladamente en punto al proceso laboral, considerado como una justicia 
accesible y eficaz necesaria para las relaciones de trabajo actuales. Asi, 
entre nosotros, vid. M. RODRIGUEZ PifiERO, Derecho del trabajo y proceso, 
Escuela social, Murcia, 1972, pags 5-9 ; también J. APARICIO TOVAR, La com- 
petencia de la jurisdicciôn de trabajo para conocer cuestiones litigiosas 
surgidas entre el INP y el personal médico a su servicio, "JSS", n? 3,
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(1979), pag. 391. Sobre los beneflclos respecto a la segurldad social, vid. 
L.E. DE LA VILLA, Estudios sobre la Segurldad Social de los funcionarios... 
cit., pags 303-330.
54. Cfr. M. ALONSO OLEA, La materia contenciosa laboral, IGO, Sevilla, 1967, 
pags 76-77, "mientras que hoy, en que ocurre justamente lo contrario (se 
reputa contrato de trabajo el de los trabajadores llamados intelectuales,
de un lado ; y los entes pûblicos tienen a su servicio grandes masas de tra­
bajadores de los llamados manuales) la separaclôn no ea tan fâcil y es par- 
ticularmente diflcil en Espafia, al no existir una nociôn de obrero para 
centrarse en la de trabajador", vid. J. MONTALVO CORREA, Fundamentos de Dere­
cho del Trabajo, Ed. Civltas, Madrid, 1975, page 185-188.
55. Cfr. M. ALONSO OLEA / E. SERRANO GUIRADO, La segurldad social de los fun­
cionarios pûblicos, E.E.P., Madrid, 1957, pag. 14 ; E. PEREZ BOTIJA, Aporta- 
ciones del derecho administrative al derecho del trabajo, en "Estudios en 
homenaje a Jordana de Pozas", vol, 3, I.E.P., Madrid, 1961, pag.15. Tampoco 
desde el punto de vista del anâlisls juridico abstracto : "El empleo pûbli­
co se identifies con una relaciôn de servicio particular ejercitado median­
te la prestaclôn del propio trabajo a cambio de una retribuciôn", afirma E. 
GHERA, II pubblico impiego... cit., pags 13-14.
56. Vid. E. PEREZ BOTIJA, Aportaciones del Derecho administrativo..■ cit., 
pags 14-16, con interesantes remisiones bibliogrâficas. Una interesante 
construcciôn, desde el derecho administrativo, en M. BULLINGER, Derecho 
pûblico y derecho privado, I.E.A., Madrid, 1976.
57. La rigldez es la caracteristica mâs acusada de la estructura juridica 
de la relaciôn de empleo pûblico para E.GHERA, Il pubblico impiego... 
cit., pag. 14 : "La diferencia (entre éste yrelaciôn laboral) se cifra en la 
naturaleza rigida o flexible de la disciplina de la relaciôn y, en conse- 
cuencia, en primer lugar de su contenldo". Sobre esta "rigidez" en la doctrl- 
nà espaRola, cfr. J. A. GARCIA TREVIJANO FOS, Relaciôn orgânica y relaciôn 
de servlcios en los funcionarios pûblicos, "R.A.P." n» 13 (1954), pags 53- 
101.
58. Cfr. M. RUSCIANO, Il pubblico impiego... cit., pag. 313.
59. Es obligada la referenda a los numerosisimos contratados administrati- 
vos, capas que por cierto se demuestran histôricamente como especlalmente 
dispuestas a introducir los medios de autotutela tlpicos de la empresa pri­
vada en el ârea pûbllca. Se trata de una cuestiôn évidente que los mécanis­
mes ideolôgicos tradicionales con mayor fuerza, la cara proteccionista del 
Estado empleador, que se cifra fundamentalmente en la garantis de estabili- 
dad en el empleo, no existen para este sector. En algunos supuestos, ade­
mâs son ellos, los contratados administrativos, quienes llevan a cabo, casi 
exclusivamente, la actividad encomendada al ente pûblico. Asi, por mencio-
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nar el ejemplo tôpico, en la ensefianza universitaria, sobre les Profesores 
No Numerarlos recae el peso principal de la misma. No obstante sus preten- 
siones de laboc_izaci6n, es sabida la solucion jurisprudencial contraria a 
la misma, que se extiende incluso a areas periféricas, como los Colegios 
Universitarios. Sobre el particular, existe una extensa bibllografla, pero 
entre ella habrla que resaltar I. ALBIOL / L. CAMPS / J . JUANIZ / J. LOPEZ / 
T. SALA, Los P.N.N. y el contrato laboral, Fernando Torres ed. Valencia,
1976 y J.E. SERRANO MARTINEZ, En torno a STS y STCT, sobre la prestacién de 
servicios por profesores de Colegios Universitarios, REDT ns l (1980), 
pags 101-121, por el amplio y documentado estudio, desde perspectivas jurî- 
dicas, de la cuestion.
60. Vid. M. RUSCIANO, II pubblico impiego... cit, pag. 325. Se esté haciendo 
referencia a los procesos de mecanizaciôn y de automatizaciôn de algunos 
servicios de la Administraciôn, asi como a aquellos sectores de la misma 
cuyas funciones se centran en la investigaciôn productive, etc. sobre el 
tema, vid. C. SEBASTIANI, Pubblico impiego... cit., pags 17-19.
61. Vid. M. RUSCIANO, Il pubblico impiego... cit., pag. 328.
62. En Riforma délia Pubblica Ammlnistrazione e riforma dello Stato, mesa 
redonda, "ORS" n® 47-48 (1974), pags 22-23.
63. El articulo 37 delEstatuto de los Trabajadores italiano afirma : "Las 
disposiciones de la presents Ley se aplican también a las relaciones de 
trabajo y de empleo de los dependientes de entes püblicos que desarrollan 
exclusivamente o prevalentemente actividad economica. Las disposiciones de 
la présente Ley se aplican también a las relaciones de empleo de los depen­
dientes de los otros entes püblicos, salvo que la materia se encuentre di- 
versamente regulada por normas especiales". Aunque los jueces no ban hecho 
una interpretaciôn extensiva de la norma y, al contrario, se ban mostrado 
remises en su aplicaciôn, su normative se ba introducido mediante la repe- 
ticiôn imitativa de la misma en diversas leyes sobre personal administrati­
ve. Vid. la intervenciôn de S. CASSESE, en S. CASSESE, A. MARIANETTI, M. 
RUSCIANO y B. TRENTIN, Impiego pubblico, legge-quadro e rinnovamento delle 
istituzioni, "QRS" n® 74 (1978), pag. 5. En cuanto al alcance de la formula 
del articulo 37 del Estatuto, vid., por todos, G. FERRARO, Applicazione ai 
dipendenti dl enti pubblici, en Le statuto del lavoratori... cit., pags 655- 
731.
64. Cfr. M. RUSCIANO, Il pubblico impiego... cit., pags 322-324.
65. Asl, en Alemania, la teorizaciôn de M. VULLINGER, Derecbo pûblico y dere- 
cho privado... cit., que cuestiona esta dicotomia, sobre la base ademâs de 
la apreclaciôn histôrica de que el nacimiento del derecbo pûblico tiene su 
origen en el convencimiento de que las técnicas del derecbo privado eran 
inapropiadas para la Administraciôn publics y especialmente para la Admi-
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nistraclôn de prestaciones (pag. 100). Por el contrario, en la actualidad, 
procédé abandonar esa diatinciôn duallsta, para configurar un "Derecbo co-, 
mûn" diferenciado a posteriori mediante la regulaciôn de âmbitos objetivoa 
de la administraciôn de prestaciones, de los que ofrece un amplio elenco 
en las pags. 121 y es. de la obra. Sobre el tema en concrete que nos ocu- 
pa, vid. Ibld., pags 148-149.
En Francia, por su parte, Y. SAINT-JOURS, Existe-t-il un contrat de tra­
vail de droit public ?, "Droit social" n« 2 (1980), confirma esta figura 
como tipico instrumente adecuâdo al fuerte sector pûblico industrial y co- 
mercial que tiene su origen en las nacionalizaciones de 1936 y las de 1945- 
1946. El reconoclmiento de esta catégorie supondrla la simplificaciôn de la 
estructuraciôn de los agentes püblicos, aparté de estar dotado de una énor­
me "vis atractiva" que sin duda desestabilizarla los Instrumentos previstos 
en el estatuto general de funclonarios (ibid. 192-193).
Entre nosotros, L.E. DE LA VILLA y C. PALOMEQUE, Introducciôn a la Eco­
nomie ... cit., vol. 1, pag. 516, apuntan la conveniencia de "laborizar" el 
estatuto de los funclonarios püblicos, pero la ligan al reconoclmiento de 
los derechos de autotutela y autonormaciôn colectiva, fundamentalmente.
66. Cfr. M. RUSCIANO, Il pubblico impiego...cit. pags. 323-324.
67. En la cultura iuslaboralista espaflola anterior a la Constituciôn se ha 
analizado un tema radicalmente diferente al seOalado en el texto, cual es 
el de la publificaciôn de la estructura sindical creada por el franquisme, 
aunque por obvias razones de legitimaclôn instituclonal, se enunclara como 
"la constataclôn del paso del sindicato de la era asociativa de carâcter 
privado a una etapa instituclonal mâs prôxima al luspublicismo" tal como 
fue abordado y desarrollado por E. PEREZ BOTIJA, Aportaciones del Derecbo 
administrativo... cit., pags 30-36 y j.Es el sindicato una corporaciôn de 
derecbo pûblico ?, "CCES" n* 13 (1960), pags. 46-80. Ademâs, vid. M. ALONSO 
GARCIA, El Sindicato y su integracién en el Estado, "CPS" n* 25 (1955), es­
pecialmente pags. 30-40 y 47-65 : y R. GARCIA DE HARO, La personalidad Ju- 
rldica del sindicato, "RPS" n* 63 (1964), especialmente pags 59-105. Puede 
consultarse también H. MARAVALL, La partlcipaciôn de los sindieatos alema- 
nes en las activldades de la Administraciôn Publies, en "Estudios en home- 
naje..." cit. pags 162-169. Obviaraente ni por sus aplicaciones prâcticas, 
ni por su utillzaciôn en gran parte justificadora del sindicalismo del Fue- 
ro del Trabajo, como se ha dicho, pueden emplearse estas investigaciones en
el sentido de la afirmaciôn en el texto. Ademâs en ellas se parte de una
rigida diferenciaciôn entre derecbo pûblico y derecbo privado. La publifi­
caciôn del sindicato viene a traducirse en administrativizaciôn del mismo, 
cuestiôn esta nitidamente expuesta por los trabajos de T.R. FERNANDEZ RODRI­
GUEZ , Derecbo administrative, sindieatos y autoadministraciôn, I.E.A.L., Ma­
drid, 1972, especialmente pags.137-214 y M.E. CASAS BAAMONDE, La equlvoca 
configuraclôn de la Jurlsdicclôn contencioso-slndical como jurisdicclôn es- 
pecializada por razôn de la materia a través de la propia Jurisprudencia 
contencioso-slndical : La sindicaciôn de cuestlones de naturaleza civil, mer- 
cantil y laboral y la distorsiôn del cauce jurisdiccional compétente, en 
"RPS" n» 105 (1975), pags 127-165 ; n* 106 (1975), pags 188-241 ; n® 108
(1975), pags 150-209 (éste especialmente Interesante en lo que nos ocupa) ;
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ne 112 (1976), pags 99-134 y n« 113 (1977) pags 201-247.
Mâs interesante résulta sin embargo la polémica cientîflca sobre el neo- 
corporativlsmo sindical, entendiendo por tal "un sistema en el que importan­
tes opciones de politics economica tienden a ser elaboradas y actuadas a 
través de un sistema de relaciones institucionalizadas entre las grandes or- 
ganizaciones de intereses socio-econômicos que cooperan entre si y con el 
Estado". En este modelo, la funcién del sindicato consistirfa en "colaborar 
a través de las relaciones institucionalizadas con los représentantes del 
empresariado y con los poderes püblicos, a la formaciôn y a la gestion de la 
polltica econémica". De esta manera se instrumenta la participaciôn sindical 
en las grandes opciones pollticas, el sindicalismo deviene un instrumente 
cuasi pûblico, pieza central del sistema. Sobre el tema, cfr. M. REGINI,
Stato e sindacati nel sistema econômico, "Giornale di Diritto del Lavoro e 
dl Belazionl industriali", n® l (1979), pags 51-76, Esta situaciôn se expli- 
ca por la existencia de unos estimulos convergentes tanto por parte del Es­
tado capitaliste como por parte de los propios sindieatos . La creciente exi- 
gencia de un papel directive del Estado en la economia y la falta de sufi- 
clente poder para imponer sus perspectivas, Junto con la implantaciôn real 
de los sindieatos en los lugares de trabajo y en el sistema politico, de un 
lado ; la convicciôn de que las empresas dependen y estén condicionadas cada 
vez mâs por los centros de decision polltica, la influencia de la crisis 
economica y de la Inestabilidad del sistema politico, lo que se traduce en 
la necesidad de prever objetlvos a largo plazo a cambio de una menor capaci- 
dad de ofrecer bénéficies inmediatos y tangibles ; la exigencla en fin para 
el sindicato de presentarse como portador de intereses generates de clase, 
tanto de los ocupados astables como de los trabajadores precarios, habida
‘ cuenta de la acenturada segmentaciôn del mercado de trabajo, con Ib que,
respecte de esta fuerza de trabajo marginal, el interlocutor privilegiado es
el gobierno y los poderes püblicos, todo ello fuerza esta tendencia al neo- 
corporativismo.
Problems de actualidad también en Espana, en donde el proceso se va conso- 
lidando no sin terribles desgarraduras en la unidad de acciôn y mediante la 
progresiva debilitaciôn de la fuerza de las organizaciones obreras. Se debe 
tener en cuenta que, como afirma REGINI (ibid, pag. 75) "un sindicato que se
proponga el objetivo de colaborar a producir y gestionar una polltica que
tiende a sostener la eficiencia del sistema econômico, no puede sino sacri- 
ficar de hecho al menos uno de los dos tipos de Intereses que busca tutelar. 
PcdremoB decir que la contradicciôn entre exigencia de acumulaciôn y exigen­
cla de consenso, factor central que explica la crisis del Estado segün los 
neomarxistas, acaba por descargarse en parte sobre el sindicato, si éste acep- 
ta, implicarse con el Estado". Es decir, que, en el mejor de los casos, se
establecerâ un proyecto que se reduce a la defensa del interés productive de
la clase obrera en tanto clase obrera de fâbrica, que acepta la division de 
la clase obrera como elemento fundamental para poder asegurar a unos secto­
res de la clase frente a otros, que, en fin, sostiene su participaciôn cor­
porative en la producciôn y en el desarrollo capitaliste.
68. Se trata de una cuestiôn que expresa a la perfecciôn M. LEROY, Syndicats
et services publics, lib. A. Colin, Paris, 1909, pags. 216-217, en una cita 
larga y clarificadora : "Contra esta dependencia polltica, contra estas in- 
certidumbres jurldicas, contra este nepotismo protestan todos los empleados 
püblicos, funcionarios manuales de las manufacturas y talleres del Estado y
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funclonarios Intelectuales de las oflclnas. Hombres, cludadanos, los funcio­
narios se nlegan a ser tan sôlo los "cludadanos especiales" en el Estado, 
sin otros derechos que la obedlencla, sin duda al resguardo de la necesidad 
mediante el sueldo y la Jubilaclôn, pero constantemente llamados a la subor— 
dlnaclén, al silenclo, por el Estado "que les paga". No quieren permanecer 
en esta "condiciôn dégradante" que Le temps seRald un dia, ni continuar sien- 
do una especle de colonla en la metrôpoll, slgulendo la comparaclôn del pro- 
fesor HAURIOU, que no ha encontrado mejor expresldn para resaltar la infe- 
rlorldad de su estatuto reglamentarlo respecte del estatuto legal de los de— 
mâs mlembros de la cludad. Los hechos les han conducldo a pensar que sus de- 
beres los curapllrân con mâs celo y competéncla cuanto menos tengan que preo- 
cuparse del favor ; cuando su reclutamlento y su promoclôn se operen ûnica- 
mente en consideraciôn a la antlgüedad y al saber. Mlentras que el Parlamen- 
to pretende Imponerles la calldad de agentes politicos, los funclonarios pl- 
den no ser conslderados mâs que agentes técnlcos. De esta oposiclôn ha nacl- 
do el sindicalismo administrativo". Cfr. P. HARMIQNIE, El Estado y sus agen­
tes .■. cit., pags 25-88, donde esquematiza las llneas maestras de la actua- 
cl6n del sindicalismo administrative. El tema séria compendlado por M. HAU­
RIOU, Précis du Droit... cit., pag. 691, al aflrmar taxatlvamente que o bien 
el Estado Poder pûblico sucumblrla por la acciôn dlsolvente de sus slndlca- 
toa de funclonarios o bien lograrla Integrar en el organisme nacional un 
"sindicalismo orgânlco", entendiendo por tal el que admits la necesidad de 
un compromise permanente entre sindieatos obreros y patronales para la de­
fensa de la profesiôn ; la necesidad en fin de un marco nacional para la 
vida de los pueblos y, en este marco, el de la potencia pûblica del Estado 
para salvaguardar la libertad de todos.
69. Para EspaRa, C. DE VICENTE, La lucha de los funclonarios... cit., dedica 
su capitule 4, pags 185-298 a una recopilaciôn - ûtil y en un âgil estilo 
periodistico - de estes argumentes. Cfr. para una visiôn sumaria del tema 
en sus orlgenes, P. HARMIGNIE, El Estado y sus agentes... cit., pags 81-88 ; 
M. LEROY, Syndicats et services... cit., pags 247-264.
70. Cfr. O.I.T., Libertad sindical y procedimientos... cit.,puntos 8 y 14 del 
Informe de la Comisiôn de la C.I.T., pags 4 y 6 . El propio Preâmbulo del 
Convenio 151 sobre las relaciones de trabajo en la administraciôn pûblica, 
1978 toma nota "de la considerable expanslôn de los servicios prestados por 
la administraciôn pûblica en muchos palses y de la necesidad de que existan 
sanas relaciones laborales entre las autoridades pûblicas y las organiza­
ciones de empleados püblicos." Cfr. "BoletIn Oficial de la OIT, serie A, 
nûm. 2 , 1978, pag. 113.
71. F. VALDES DAL-RE, La negociaciôn colectiva... cit.,pag. 478. Para M.
ALONSO OLEA, Origen, desenvolvimlento y slgnificado actual del convenio 
colectivo. en "Quince Lecciones sobre convenios colectivos", Facultad de 
Derecho-Complutense, Madrid, 1976, pag. 10, "ocurre que el sindicato como 
asociaciôn de trabajadores estâ concebido, y ha surgido histôricamente, con 
la finalidad précisa y exacts de negociar convenios colectivos. La regula­
ciôn de las condiciones de trabajo a través de la pactaciôn colectiva es la 
finalidad bâsica del sindicato y como tal finalidad forma parte intégrante
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de la nociôn del mismo..."
72. Asi, tlpicamente, M. ALONSO OLEA, Derecho del trabajo... cit., pag. 378, 
"el sindicato es una asociaciôn permanente y autônoma sin fin de lucro de 
trabajadores por cuenta ajena para el progreso econômico y social de sus 
miembros, especialmente para el mantenimiento y mejora de las condiciones 
de sus trabajos a través de la contrataciôn colectiva". también A. MONTOYA 
MELGAR, Derecho del trabajo... cit., pag. 115, define al sindicato como or- 
ganizaciôn profesional "para la defensa de los intereses de los asôciados 
y para la regulaciôn de las condiciones de trabajo", debiéndose retener de 
esta definiciôn dos rasgos ; el carâcter reivindicativo del sindicato y su 
"calidad de poder creador de normas jurldicas (poder que cristaliza en la 
celebraciôn de pactos o convenios colectivos de trabajo). Sobre el tema, en 
el contexte de la constituciôn espaRola de 1978, vid. J. APARICIO / A. BAY- 
LOS, Sindicaciôn, negociaciôn colectiva y huelga, en La Constituciôn espafto- 
la de 1978... cit.
72 bis. S. GONZALEZ ORTEGA, La negociaciôn colectiva en el sistema espaRol 
de relaciones laborales, en el volumen Ideologlas jurldicas y relaciones de 
trabajo. Pub. Univ. Sevilla, 1978, pags 163 y 165.
73. Ciertamente que junto a ello, se produce un afianzamiento del sindicato a 
través del reconoclmiento de los derechos syndicales minimes y dé la eficacia 
general del convenio, cuestiôn por otra parte no antitética con lo subrayado 
en el texto. Por citar experlencias concretas y cinéndose al supuesto Italia­
no, el contenido de los acuerdos entre el Gobierno y los sindieatos es el de 
la regulaciôn de las funciones y clasificaciôn del personal, el sistema re­
tributive y el régimen de pensiones de los funcionarios. en este punto se ha 
venido a generalizar el método contractual instituyéndose ademâs la revision 
trianual de las retribuciones y una implicite sanciôn de tregua durante todo 
el perlodo intermedio. Asl, E. GHERA, Il pubblico impiego.■■ cit., pags 72-
73. La cuestiôn aparece nitidamente en el proyecto de Ley Italians de 1979 
sobe la reforma de la policla. En efecto, se introduce en este sector el 
principle de la libre contrataciôn colectiva en cuestlones importantes, a la 
vez que se establece la prohibiciôn para los policies de acudir a la huelga. 
Sobre el tema y sus implicaciones, cfr. A. PANDOLFO, Un passo verso la ri­
forma di polizia : L'approvazione del D.D.L. n.895/79 da parte della commis­
sions interni délia Camera del Diputati, "Riv. Giur. Lav." n®® 1-2 (1980), 
page 109-113. Mâs en détails sobre la "contrataciôn trianual" sin aludir sin 
embargo a dicho efecto Dbligacional, M. PRISCO, Suila contrattazione trien­
nale ... cit., pags 124-132 especialmente. Por su parte, en Francia, donde la 
facultad de negociar colectivamente se exclula para los funcionarios pûbli- 
cos y los asalariados de empresas nacionalIzadas con estatuto, es sin embar­
go el sector pûblico el campo elegido como modelo para el sector privado, me­
diante los Contrats de progrès, que implican frecuentes "actos de concerta- 
ciôn" entre las partes en el seno de una comisiôn paritaria, que multiplies 
sus contactes, segûn una concepciôn que aproximaria el modelo francés a es- 
quemas de "negociaciôn permanente". Asl, cfr. Y. DELAMOTTE, Los nuevos obje- 
tivos, en Los conflictos sociales en Europa. (Actas del coloquio de Brujas), 
Ed. de la Revista de Trabajo, Madrid, 1974, pags 253-256 ; J.M. VERDIER, Bsr
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laciones laborales en el sector pûblico... cit., pags 129-130. Por su parte, 
para la funciôn publics se prevén los "acuerdos concertados" que no produces 
obligaciones jurldicas, sino morales, asemejândose asl a los gentlemen's 
agreements. Cfr. Y. SAINT-JOURS, Réflexions sur la politique de concertation, 
cit., pags 220-230. La funciôn de los mismos aparece Clara para este autor 
(ibld. pag. 232) : "El interés esencial de la concertaciôn consiste para el 
gobierno en hacerse avalar por los sindieatos su polltica de remuneraciones 
pûblicas de manera que pueda asegurar con el menor coste, la paz social en 
la funciôn pûblica". En el mismo sentido camina el articulo 8 del Convenio 
151, sobre las relaciones de trabajo en la Administraciôn pûblica, 1978, de 
la OIT.
74. Se critics, en efecto, una concepciôn que divide el papel del sindicato 
segûn los objetivoa pretendidos : para la revisiôn de los modelos organizati- 
vos de la administraciôn, se limita el papel del sindicato a los procedimien­
tos de consulta ; para la regulaciôn de las condiciones de empleo, se admlte 
al sindicato como agente contractual. Asl, G.C. PERONE, La contrattazione 
collettiva... cit., pags 74-76. No obstante, la expresiôn "polltica de refor­
mas" tiene unsignificado multivoco : Para M. GRANDI, La contrattazione col­
lettiva. .. cit., pag. 39, la acciôn contractual no puede no ligarse a objeti- 
vos mâs amplios, como la reforma de la administraciôn pûblica. "La acciôn 
contractual puede asl convertirse en un apoyo precioso de la acciôn de refor­
ma, de forma que implique,desde el interior, a los trabajadores y a sus orga­
nizaciones representatives en el empeRo de mejoramiento de la funclonalidad 
de las estructuras pûblicas" ; en el mismo sentido, A. LUCIANI, La Contrat- 
tazioni collettiva... cit., pags 16-21, afirma que privatiser, contractuali- 
zar - incluido la contabilidad y el control - signifies sobre todo tener 
una administraciôn mâs eficiente, menos inmôvil, y A. VALLEBONA, La contrat­
tazione collettiva... cit., pag. 183, partiendo también de esta identifica- 
ciôn entre eficiencia administrativa y acuerdos colectivos, subraya la li- 
gazôn de este hecho con el trato privilegiado de los sindieatos mâs fuertes 
a nivel confederal. Mâs incisivo résulta F. CERASE, Organizzazione dello 
Stato e organizzazione del lavoro nella publics ammlnistrazione, "QRS" n® 74
(1978), pags 117-118, quien resalta que las conquistas sindicales pueden te­
ner un efecto negativo, lograr la modernizaciôn de la burocracia y la erra- 
dicaciôn de adherencias caducas del sistema sin que se traduzcan en una In­
tervenciôn pûblica que se corresponds mejor con las exigencias de los estra- 
tos sociales populares. La sistemptizaciôn de las criticas a la actuaciôn 
sindical en este campo corresponde sin duda a U. ROMAGNOLI, Il nodo politi­
co della amministraziome... cit., pags 697-702. El hilo conductor ideolôgi- 
co de ésta misma puede verse en su intervenciôn en la mesa redonda Contrat­
tazione collettiva e dirltti sindacali... cit., pag. 164 : "Va he dicho que 
el contrato es un episodic que hay que encuadrar en la ôptica de un proceso 
de reforma continua de las estructuras pûblicas y que esto ûltimo no se pue­
de desarrollar cumplidamente sin la implicaclôn directs de las asambleas 
electivas en la fase de direcciôn programâtica y de control politico.Si se 
quiere que los distintos nlveles de gobierno del pals sean otros tantos mo- 
mentoB de slntesis democrâtica en la organizaciôqfeconômica y polltica de la 
Bociedad, los sindieatos no pueden continuar privllegiando al ejecutivo...
Los sindieatos del empleo pûblico combaten, es cierto, por democratizar las 
relaciones de trabajo con la administraciôn pûblica.Deberlan tener siempre 
presents, sin embargo, que no puede existir una relaciôn democrâtica entre
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funcionarios publiées y administraciôn pûblica, si no existe una relaciôn 
democrâtica entre administraciôn y cludadanos. Por eso, es necesario esta- 
blecer un contacte permanente entre el memento sindical y el memento politi­
co". Vid. también T. TREU, Politiche rivendicative sindacali... cit., pags 
331-332, sobre la subvaloraciôn por los sindieatos de la capacidad Prenante 
de la burocracia estatal respecte de la prestaciôn y gestiôn de los servi­
cios comunitarios, actuando durante mucho tiempo "como si la reforma de la 
Administraciôn pûblica fuera de interés primario de los funcionarios pûbli- 
cos y, para el resto del movimiento, objeto (todo lo mâs) sôlo de moviliza- 
ciôn genérlca". En el mismo sentido, también A. LUCIANI, La contrattazione 
collettiva... cit., pag. 16.
75. Cfr. S. GONZALEZ ORTEGA, La negociaciôn colectiva... cit., pag. 164.
76. Asi, vid. OIT, Libertad sindical y procedimientos... cit. pags 23-28.
77. A. LUCIANI, La contrattazione collettiva... cit., pag. 16.
78. C. MARX, Critica a la fllosofla del Estado... cit., pag. 63.
79. M. RUSCIANO, Il pubblico impiego... cit., pag. 327. De hecho, de la nego­
ciaciôn colectiva se les excluye en Italia. Cfr. G.C. PERONE, La contratta­
zione collettiva... cit., pags 88-91.
80. L. CAMPS / J. RAMIREZ / T. SALA, Fundamentos de derecho sindical, cit., 
pags 200-201. Mâs desarrollado, T. SALA,La libertad sindical y los empleados 
püblicos... cit., pags 117-121. Una inteligente exposiciôn de la teorizaciôn 
sobre el concepto de la Administraciôn, con la finalidad reconocida de su 
progresiva evoluciôn hacia nuevas conceptuaciones "mejor adaptadas a los 
planteamientos democrâticos", en E. OCTAVIO DE TOLEDO, La prevaricaciôn del 
funcionario pûblico. Ed. Civitas, Madrid, 1980, Pags 189-197.
81. Puesto que lo fundamental en la organizaciôn administrativa es la de ope- 
rar como aparato instrumental a la funciôn pûblica ejercitada. De este modo, 
pese a la indudable analogie con la relaciôn de trabajo privada, el elemen­
to organizativo es mâs fuerte y marca estes deberes del funcionario en un 
sentido finalista, instrumental. Cfr.E. GHERA,Il pubblico impiego... cit., 
cit., pags 17-18. Sobre los limites al deber de obediencia, cfr. S. MUNOZ 
MACHADO, Notas sobre la libertad de opiniôn... cit., pags 628-634.
82. Cfr.T. SALA FRANCO, La libertad Bindlcai y los empleados püblicos... 
cit., pag. 119. Dicha compatibilidàd es la que se ha querido resaltar con 
anterioridad a través del examen de la situaciôn y de la negociaciôn colec­
tiva en la Administraciôn.
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83. Cfr. A. MARTIN VALVERDE, Ideologlas Jurldicas y contrato de trabajo, en 
el volumen Ideologlas Jurldicas... cit., pag. 97.
84; Cfr. M. SANCHEZ MORON, Sobre el concepto de participaciôn en la Adminis­
traciôn pûblica, "RSS" n® 4 (1979) pag. 50.
85. M. SANCHEZ MORON, Sobre cl concepto de participaciôn... cit., pag. 29.
86. Y. SAINT-JOURS, Réflexions sur la politique de concertation... cit., 
pag. 229.
87. Cfr.T. SALA, La libertad sindical y los empleados... cit., pag 79. De 
ahl que los sindieatos franceses prefleran al término "acuerdo concertado" 
los de proyecto o protocole de acuerdo, o relaciôn de conclusiones. Y. SAINT 
JOURS, Réflexions sur la politique de concertation... cit., pag. 229. Cfr. 
también M. BAZEX, L'Administration et les syndicats... cit., pags 168-198.
88. Cfr. G. GIUGNI, Diritto sindacale... cit., pags 128-129.
89. M. GRANDI, La contrattazione collettiva... cit., pag. 10. Asl también
G. GIUGNI, Diritto sindacale... cit., pag. 131 ; entiende que se trata de un 
acto normative de indudable valor sistemâtico, que représenta una significa­
tive etapa de atracciôn del empleo pûblico a los modelos de la relaciôn de 
trabajo privado. En el mismo sentido, S. CASSESE en la mesa redonda Contrat­
tazione collettiva e diritti sindacali... cit., pag. 141, "la Administraciôn 
pûblica, al menos en una fase del procedimiento, se despoja del papel de au- 
toridad y se présenta como mero poder" y E. GHERA, Il pubblico impiego... 
cit., pags 70-71.
20. M. GRANDI, La contrattazione collettiva... cit., pag. 8.
91. Cfr. G. GIUGNI, Diritto sindacale... cit., pag. 130 ; M. GRANDI, La con­
trattazione collettiva... cit., pags 12-13. E. GHERA, Il pubblico impiego.■■ 
cit., pags 70-71, raantiene, por el contrario, que estos pactos tienen un 
efecto obligatorio entre las partes, pero no efectos normatives, que le aaig- 
nan los actos normatives de gobierno y de la Administraciôn pûblica. Respec­
ta a la "coherencia constitucional" de este procedimiento administrativo con 
el articulo 39 de la Constituciôn, la mayoria de la doctrina italiana se in­
clina por la no interferencia de ambas normas. Asi G.C. PERONE, La contratta­
zione collettiva... cit.,pags. 91-92 ; M. RUSCIANO, Il pubblico impiego.■■ 
cit., pags 211-212.
92. Mientras que el Consejo de Estado, para el personal de Hospitales definiô 
los acuerdos colectivos como presupuestos necesarios para la sucesiva régula-
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ciôn adoptada por el ente pûblico, pero susceptibles de modificaclôn raotiva- 
da, la Ley sobre el Parastato afirma que el Estado puede aceptar o no el 
acuerdo, pero no puede raodificarlo. Vid. S. CASSESE, en Contrattazione col­
lettiva e diritto sindacali... cit., pag. 141 y G. GIUGNI, Diritto sindaca- 
le... cit., pag. 130.
93. Sobre la lerce-quadro, vid. G. BERTI, Azione sindacale e funzioni ammi- 
nistrative "Riv. Dir. Lav." n® 1 (1979), pags 44-75 ; CASSESE /MARIANETTI / 
RUSCIANO / TRENTIN, Impiego pubblico. legge-quadro... cit., pags 3-32 ; G. 
FERRARO, Applicazione ai dipendenti... cit., pags 665-666.
94. Cfr. E. GHERA, Il pubblico impiego... cit., pags 58-60.
95. Cfr. E. GHERA, Il pubblico impiego... cit., pags 72-73 ; C. MARCHESE, La 
contrattazione nel pubblico impiego cit., pags 29-30.
96. F.S. SEVERI, La contrattazione collettiva... cit., pag. 70.
97. Cfr.E. GHERA, Il pubblico impiego... cit., pag. 71 : "La contrataciôn 
colectiva ve reconocido también en el sector pûblico su valor de proceso de 
institucionalizaciôn del confllcto de trabajo" ; y M. RUSCIANO, II pubblico 
impiego... cit., pag. 211,el "contrato" como tipico instrumente de composi- 
ciôn del confllcto de trabajo.
98. Se trata de una cuestiôn sobre la que ha reflexlonado, de forma muy inte­
resante, G. BERTI, Azione sindacale e funzione... cit. Para éste, contrata- 
taciôn supone, ante todo, el eclipse de la autoridad como imperativldad. Lo 
que se présenta como contrataciôn o negociaciôn quiere ser verdaderamente la 
definiciôn de la funciôn no imperativa y no absoluta del Estado, del Estado 
caracterizado como organizador de los equilibrios sociales, que pénétra en 
la sociedad y desarrolla funciones de intervenciôn y de promoclôn (pags 52- 
53). En efecto, "la conquista de âreas administrativas por la acciôn sindi­
cal" es cada vez mayor y su mâs clara plasmaciôn es la formulaciôn de la 
contrataciôn. "De los entes hospitalarios, al parastato, a los entes terri­
toriales y, en fin, al EStado, adquiriendo intensidad de penetraciôn en lo 
mâs profundo de las estructuras administrativas, la contrataciôn ha acabado 
por convertirse en el eje de una transformaciôn del poder pûblico que ni la 
programaciôn, ni la actuaciôn de las autonomies, hablan promovido". (pag.57). 
El problems es pues, sôlo en parte juridico, pues "la contrataciôn se puede 
observer como manifestaciôn de una dinémica de transformaciôn de la imagina- 
ria linea de fronteras entre la sociedad y sus instituciones ; mejor aûn, 
entre las instituciones sociales y las que ahora se diferenclan como insti­
tuciones pollticas". (p. 58) y ademâs "expresiôn de la bûsqueda de legitima­
clôn social autônoma por la administraciôn". (pag. 61). Porque, en efecto,
la administraciôn tiene la funciôn constitucional de garantizar la continui- 
dad del ordenamiento y su unidad ; esta tarea es cumplida por la administra­
ciôn en términos de compatibilidad con las garantias pollticas y con la exal-
- 318 -
taciôn de la libertad y de la solidaridad social. La Administraciôn persigue 
intereses parciales que son reconducibles a la generalidad del ordenamiento 
mediante los canales y los vectores que hacen a dicha compatibilidad funda­
mental, posible,activa y funcional al sistema en su conjunto. Si en el pasa- 
do esto se expresaba con la fôrmula del poder ejecutivo y con la dependencia 
de la administraciôn de la ley y del parlemente, hoy no puede serlo en los 
mismos términos (pags 62-63). Y asl, "el objetivo de la homogenelzaciôn del 
personal, los partners del acuerdo, la variabilidad de éste y, sobre todo, 
un estatuto de la burocracia que no hace depender su garantis y su organisa— 
ciôn de los condicionamienots del poder politico, son elementos suficiente- 
mente indicatives del crecimiento de una administraciôn autônoma que no pue­
de aceptar el antiguo ebrazo del poder politico y la dispersiôn de sus fuer- 
zas en la organizaciôn oficial de poderes... Es como si la pirémide ministe­
rial se cortara y el vértice permaneciese aislado. En este punto, los vérti- 
ces de todas las pirâmides deben agruparse entre si, y las bases establecen 
entre si un bloque unitario. Pirâmides de este tipo son también los entes 
püblicos en su configuraciôn tradicional. Ahora los vértices tienden a hacer- 
se uno don los cuerpos polltico-representativoa, y a confundir su individua— 
lizacion en el océano politico que comprende las asambleas. Las bases se 
unifican a su vez y son atraldas al ârea del derecho comûn del poder sindi­
cal" (pags 68-69). Como se puede apreciar, se trata de una exposiciôn del 
fenômeno enormemente atractiva.
99. Sobre el tema, son interesantes las experlencias de las empresas pûblicas 
para conseguir una verdadera autonomla financiera, lo que lôgicamente impli­
es una cada vez mayor autonomla de gestiôn en materia salarial. El ejemplo 
quizâ mâs interesante sea el francés,donde, como se ha dicho, los empleados 
del sector pûblico se velan privados del derecho de negociaciôn colectiva 
sobre la base, entre otros argumentes, de la necesaria aprobaciôn del pre- 
supuesto por la ley ; es decir, la fijaciôn de sus condiciones retributivas 
por la voluntad legal. Sin embargo, estas tentatives de convertir en ôrgano 
del aparato pûblico a un sujeto que por su propia naturaleza le es extraHo
no pueden mantenerse : La propia expanslôn del poder pûblico econômico y su 
misma dinémica hace que la empresa pûblica se venga sustrayendo a los vln- 
culos del poder politico, y sea reabsorbida en el sistema general de empre­
ssa. Sobre las técnicas presupuestarias que permiten la autonomla de gestiôn 
retributiva, cfr. B. CA5TAGNEDE,L’équilibre financier des entreprises publi­
ques, Armand Colin, ed, Paris, 1971 ; J. DONY, A. GIOVANINETTI, B. TIBI, 
L’Etat et le financlement des investissements privés, Ed.Berger-Lévrault, 
Paris, 1969, pags 84-103 y 228-261 ; A. PREDIERI, Planificazione e Coatitu- 
zione, Ed. di Communità, Milano, 1963, pags 259-366 ; C. BENTIVENGA, Elemen- 
ti di diritto pubblico dell’Economia, Giuffré ed. Milano, 1977, pags 77-160 ; 
M. BAENA DEL ALCAZAR, Régimen juridico... cit. pags 113-129 ; P. DE MIGUEL 
GARCIA, El intervencionismo y la Empresa pûblica, I.E.A., Madrid, 1974, 
pags 411-430 ; R. MARTIN MATEOyF. SOSA WAGNER, Derecho Administrativo. . ■ 
cit. pags 39-52. Respecto de los funcionarios püblicos, cfr. Y. SAINT- 
JOURS, Réflexions sur la politique de concertation..■ cit., pags 236-237 
y Les relations du travail... cit., pags 250-252.
100. En efecto, la OIT, interpretando el Convenio n® 98, articulo 4 - estlmu- 
lo y fomento de la negociaciôn colectiva - en relaciôn con el articulo 6 -
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exclusion de los funcionarios püblicos al servicio del Estado - circumscribe 
el âmbito de dicha exclusion ûnicamente a los funcionarios püblicos que actua- 
ran como ôrganos del poder pûblico. Asi, particularizadamente, el Comité de 
Libertad Sindical estimô injustificada la exclusion del personal de Radio y 
Television ; personal docente - y personal auxiliar de centros docentes -, 
empleados de correos y telecomunicaciones, técnlcos de aviaciôn civil que 
prestan sus servicios dentro de la jurisdicciôn de las Fuerzas Armadas, em­
pleados de servicios püblicos locales, etc. Cfr. n®® 250 a 258 de las Deci- 
slones del Comité de Libertad Sindical, en ASESORIA JURIDICA DE LA ORGANIZA- 
CION SINDICAL, La O.I.T,, organizaciôn y doctrina, Ediciones y publicaciones 
populares, Madrid, 1977, pags. 373-375. Un paso adelante, con pretensiones 
homogeneizadoras, lo da el articulo 7 del Convenio 151, sobre relaciones de 
trabajo en la administraciôn pûblica, 1978, al que ya nos hemos referido, 
asl como la también citada Recomendaciôn 159 sobre la determinaciôn de las 
condiciones de empleo en la administraciôn pûblica. Es de destacar que "los 
métodos distintos a la negociaciôn" para permitir a los représentantes de 
los empleados püblicos participar en la fijaciôn de las condiciones de em­
pleo, se predicarân fundamentalmente de aquellos funcionarios püblicos que 
actûan como ôrgano del poder pûblico, que eran los que en la doctrina del 
CLS se entendian excluidos de la negociaciôn colectiva. Es también sintomâ- 
tica la unlficaciôn pretendida por esta Recomendaciôn entre el régimen sin­
dical en la funciôn pûblica y el vigente en la empresa privada, mediante 
la remisiôn a la Recomendaciôn 143, sobre représentantes de los trabajadores 
en la empresa, 1971,
101. A. MARTIN VALVERDE, Huelga laboral y huelga polltica... cit., pag. 77.
102. A. MARTIN VALVERDE, Huelga laboral y heulga polltica... cit., pag. 81.
103. L. DUGUIT, Traité de Droit Constitutionnel... cit., vol. 3^ , pags 226-
227. "Suspendiendo el funcionamiento del servicio, cometen la falta discipli- 
naria mâs grave que pueda ser cometida por los funcionarios. El legislador 
debe armar enérgicamente al Gobierno para reprimir taies hechos. Pero yo es­
time que la contrapartida es un estatuto fuertemente garantizado en bénéfi­
cie del funcionario. La huelga de los servicios püblicos es inadmisible, y
no veo otros medios de impedlrla que un poder enérgico y fuerte en las manos 
del Gobierno y una situaciôn ventajosa y segura otorgada a los funcionarios".
104. L. CAMPS / J. RAMIREZ / T. SALA, Fundamentos de Derecho sindical... cit.
pag. 204 : "En sentido contrario, cuando el derecho del trabajo nace y se 
desarrolla bajo el impulse de la presiôn obrera, el equilibrio cambia de pun­
to, quedando entonces el sector del empleo pûblico en situaciôn comparativa- 
mente deprimida bajo el signo de la autoridad de la Administraciôn pûblica". 
Cfr. infra, epigrafe 2.2. de este mismo capitulo.
104 bis. Realmente la temâtica del garantismo ante la crisis es ciertamente 
compleja y abarca niveles de explicitaciôn muy diferentes. Asi, existe un 
piano general en el que se contraponen el tipo de Estado del capitalismo tar-
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d£o y la defensa de las libertades y del garantismo como estrategla esencial 
para la transiciôn soclallsta. De esta manera, L. FERRAJOLI y D. ZOLO, Demo- 
cracla autoritaria y capitalisme maduro, El Viejo Topo, Barcelona, 1980, 
pags 70-71, partiendo de la ambigiiedad del derecho, que frente al Estado tie­
ne dos caras, la de la legitimaclôn y la de la limitaciôn y el control, pue­
den relvindicar los derechos de libertad, las garantias contra el despotisme 
estatal, "que han asumldo una naturaleza y un papel antlcapltallstas, como 
instrumente indispensable de la organizaciôn de la lucha de clases y de pro- 
mociôn de la conciencia polltica del proletariado" (ibid. pags 68-69). En 
este nivel, "garantismo es lo mismo que conatitucionalismo", considerado 
prloritariamente desde el punto de vista de los procedimientos, como conjun­
to de reglas de juego - en su aspecto formai - y como conjunto de reglas de 
transformaciôn - en su aspecto sustancial -, dirâ A. NEGRI, Fer un garantis­
mo operaio, "Critica del diritto" n* 15 (1978), pag. 18.
Junto a este aspecto general,o mejor, dimanante de él, puesto que no en 
vano esta verdadera "estrategla de la Izquierda revolucionaria" tiene su ori­
gen en la reflexion sobre el significado de una praxis garantista respecto a 
los procesos sociales, como recuerda F. STAME, Uno spettro si aggira nella 
sinistra : 11 garantismo, "Critica del diritto" n* 15 (1978), pag. 9, existe 
un aspecto particular, referido especialmente al Derecho del trabajo y a las 
relaciones industriales. En este sentido, garantismo es una expresiôn coïnci­
dente con los aspectos de limitaciôn y de control del poder empresarial, se 
liga a la consolidaciôn de mecanismos de "contra-poder" de la clase subordi- 
nada, e incluso a un cierto modelo confllctivo-contractual de relaciones in­
dustriales cuyo tipico exponents serlan la legislaciôn y la praxis sindical 
y judicial italiana consolldadas tras el formidable auge de la lucha de ma- 
sas alrededor de 1968-1969. En este sentido lo utlliza R. CANOSA, Diritto e 
rlvoluzlone..■ cit., pags 41-48, aun sefialando sus insuficiencias. Tras la 
instalaclôn de la crisis econôralca, polltica y social de mediados de los 
aflos 70, se producen cambios importantes en este esquema socio-industrial, 
que se explica como la aparlciôn de un "derecho del trabajo de la emergen- 
cia", que se situarla al lado del Derecho laboral configurado en la Cpnsti- 
tuciôn Italiana y elaborado en los ûltimos quince afios. Esta tesis, fue asu- 
mlda parclalmente por una conoclda obra dirigida por R. DE LUCA TAMAJO y L. 
VENTURA, 11 diritto del lavoro nell*emergenza, Jovene ed. Napoli, 1979, pags 
XIV-XV. Aunque en este conjunto normative nacido de la crisis cabe apreciar 
tendencies contradictories, parece évidente sin embargo el sesgo institucio- 
nal, neocorporativo, que Van asumiendo las relaciones laborales al compâs de 
la reestructuraciôn del capital en la bûsqueda de su salida de la crisis, 
como Bubraya R. CANOSA, Il diritto del lavoro, oggi, "Critica del Diritto" 
n* 15 (1978), pag 52. En este sentido, cabrla una remisiôn a lo que se co­
rnants en la nota 67., in fine, de este capitulo.
Por eso, aun cuando, como recuerda G. LYON-CAEN, La crise actuelle du 
Droit du Travail, en "Le Droit Capitaliste du travail"... cit., pags 262-264, 
las conquistas de los trabajadores no se obtienen jamâs de manera definitive 
("es un error creer que el Derecho del trabajo sea "progrèsista", es decir, 
no susceptible de regreaiôn"), la relvindicaciôn del garantismo en las rela­
ciones de trabajo, del mantenimiento y extensiôn de âreas de "contrapoder" y 
de los derechos individuales y colectivos es un objetivo del que los sindi- 
catos y las fuerzas que buscan la transformaciôn social no pueden abdicar 
jamâs.
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Dentro de esta problemâtlca general existe un sector bien definido en el 
que urge encontrar mecanismos de control ejfectivos, y que es justamente el 
de la estabilidad en el empleo. Ciertamente que uno de los efectos tlpica­
mente exigidos por la reestructuraciôn del capital es que "la estabilidad 
del empleo se mude en su contrario , la precariedad en el empleo", como sub­
raya G. LYON CAEN, La crise actuelle... cit., pag. 264. Fenômeno absolutamen- 
te generalizado, la deseada "elasticidad de la fuerza del trabajo" es una 
realidad europea que ha dado lugar a la teorizaciôn de conceptos como el de 
"obrero social", es decip al trabajador procédante de la crisis y reestruc­
turaciôn capitaliste, victima del paro, del trabajo negro, de la explota- 
ciôn generalizada, en el que se cree ver un nuevo sujeto revolucionario, 
segûn la concepciôn de A. NEGRI, Del obrero-masa al obrero social. Ed. Ana- 
grama, Barcelona, 1980. Y esta realidad en nuestro propio pals reviste ca­
ractères particularmente duros, donde cualquier "garantismo" al respecto 
brilla por su ausencia. El fenômeno ha sido muy bien descrito por A. OJEDA 
AVILES,El final de un "principio" (la estabilidad en el empleo), en "Estu­
dios de Derecho del trabajo..." cit. pags 467-485, en uno de sus aspectos, 
y, desde un punto de vista global por A. DESDENTADO B0NETE,E1 asalto al 
"Estado del Blenestar"... cit., pags 46-50. Por ello, la afirmaciôn del tex­
to sobre la irreversibilidad del concepto ha de matizarse en la realidad y 
mantenerlo Integramente en esa perspective garantista que también aqui se 
reclama, porque, como recuerda oportunamente A. DESDENTADO (ibid, pag. 50)
"el que no sabe defender las conquistas existantes, nunca harâ otras".
105. Vid. U. ROMAGNOLI, 11 nodo politico dell'Ammlnistrazione.. . cit.,
pag. 692, y su intervenciôn en Contrattazione collettiva e diritti sindaca­
li... cit., pag. 163 : "la estabilidad es el envés de una misma medalla ; 
la otra cara es la conservaciôn de una concepciôn autocrâtica del poder, por 
lo que no es parangonable el discurso de la estabilidad en el empleo pûblico 
con el de la estabilidad en el empleo privado. En el empleo privado la con­
quista del principio de la continuidad de la relaciôn tiene sobre sus espal- 
das luchas y motivaciones que son "toto coelo" remotas respecto a aquéllas 
por las que la estabilidad ha penetrado en el empleo pûblico".
106. En lo que se refiere a Espana, cfr. L.E. DE LA VILLA, Problemas de es­
tabilidad en el empleo, Estudios sociales, Murcia, 1973 y L.E. de LA VILLA / 
C. PALOMEQUE, Introducciôn a la Economia... cit., vol. 1, pags 767-791.
107. Un interesante examen del fenômeno, para el ordenamiento francés, Y. 
SAINT-JOURS, Les relations du travail dans le secteur public... cit.
pags 303-350. Y ello por no mencionar circunstancias "excepcionales" de- 
rivadas de lo que PEREZ SERRANO, La proletarizaciôn del funcionario... cit., 
pag. 179, llamô "apariciôn en lo politico de reglmenes de autoridad". En 
este sentido, la remisiôn que efectûa en nota a las numerosas disposiciones 
sobre destituciôn, cesantla, depuraclones, suspensiôn de la inamovilidad, 
etc. es muy aleccionadora.
108. Asl, S. CASSESE, en su intervenciôn en la mesa redonda Impiego pubblico, 
legge quadro... cit., pag. 6 y M. RUSCIANO, pag. 11, sobre la base de que la
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estabilidad en el empleo publico es también estabilidad polltica, vid. tam­
bién U. ROMAGNOLI, Il nodo politico dell'Ammlnistrazione... cit., pag. 693, 
sobre las consecuencias de esta "intensa protecciôn legal" y fundamentalmen­
te, la estabilizaciôn de la burocracia como capa social dotada de un poder 
utilizable en su propio interés, y la derivaciôn de este fenômeno en el sin­
dicalismo autônomo y corporativo.
109. Verificable en la normative que ofrece el Estatuto de los trabajadores 
espafiol, cfr. M. ALONSO OLEA, El Estatuto de los trabajadores... cit., pags 
40, 80-81.
110. R. CANOSA, Alcune contraddlzioni hegli apparati di Stato. (Magistrature, 
Polizia, Esercito). "Quadernl Piacentini" n® 57 (1975), pag. 27.
111. Cfr. ü. CERRONI, Teoria politics y socialismo, Ed. Era, México, 1976, 
pag. 125.
112. V.I. LENIN, El estadoy la revolacién. Ed. Ayuso, Madrid, 1975, pags 10- 
11.
113. En Castellano, quizâ la mejor recopilaciôn de los textos gramscianos sea 
A. GRAMSCI, Antologia... cit., preparada por M. SACRISTAN. Hay también las 
traducclones de J. SOLE TURA, de las que citaré A. GRAMSCI, La politica y el 
Estado moderno. Ed. Peninsula, Barcelona, 1973. Sobre su teorizaciôn del Es­
tado, cfr. G. BONOMI, Partido y revoluciôn en Gramsci, Ed. Avance, Barcelo­
na, 1976 ; C. BUCI-GLUCKSMANN, Gramsci y el Estado, Ed. Siglo XXI, Madrid, 
1978 ; F. FERNANDEZ-BUEY (éd.), Actualidad del pensamiento politico de 
Gramsci, Ed. Grljalbo, Barcelona, 1977 y AA.W., Gramsci hoy, "Materlales" 
Extraordinario n® 2 (1977), que contiene una interesante bibliografia sobre 
el tema. La influencia gramsciana en la teorizaciôn marxlsta europea es ex- 
cepcional, aunque, como es sabido, existe una interpretaciôn "francesa" y 
otra "italiana" del mismo, simbolizadas en ALTHUSSER y TOGLIATTI respectiva- 
mente.
114. U. CERRNOI, Teoria politica y socialismo... cit., pag. 125.
115. F. CARINCI, Due passl avanti, uno Indietro : Lo schema di disegno di 
legpe Latanzio sulla disciplina militare, "Politica del Diritto" n®® 1-2
(1977), pag. 28.
116. Cfr. G. LANDI, Forze Armate en "Enciclopedia del Diritto", vol XVIII, 
Ed. Giuffré, Milano, 1969, pag. 25.
117. G. MOTZO, Comando forze armate, en "Enciclopedia del Diritto"... cit.
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vol. VII, pag. 710.
La expllcacion claaica mâs Interesante es, sin duda, la de M. HAURIOU, 
Précis de Droit Constitutionnel, Ed. Sirey, Paris, 1929, (ediciôn C.N.R.S., 
Paris, 1965, reproducciôn fotomecânica), pags 111-115. (Hay traducciôn es- 
paBola, M. HAURIOU, Principios de derecho publico y constitucional, Ed.
Reus, Madrid, 1932. de C. RUIZ DEL CASTILLO, Pags 171-176), segûn el cual 
"desde el momento en que la casi totalidad de la naciôn puede ser movilizada 
y puesta a las ôrdenes de la autoridad militar, con ocasiôn de cualquier 
alarma un poco séria, disponiendo en tal eventualidad las autoridades mili­
taires de cuadros considerables de Jefes y conservando ademâs, en su poder 
las tropas del ejército active, se trata de conseguir que esta organizaciôn, 
que dispone de terribles medios de acciôn y contra la cual se encuentra com- 
pletamente desarmado el poder civil, permanezca, no obstante, subordinada a 
éste". Pues bien "semejante prodigio" (cette sorte de prodige) se logra mer- 
ced al "acantonamlento juridico" del ejército, que se traduce en la separa- 
ciôn de la organizaciôn militar de la civil y en la subordinaciôn de aquélla 
a ésta : La fuerza armada subordinada y obediente. Para ello, - y "en una 
democracia es imposible sustituir este principio" -hay que adoptar determi- 
nadas "precauciones" : Asi, el ejército estâ completamente apartado de la 
vida politica ; la autoridad militar estâ completamente separada, en tiempo 
normal,de "la policia civil", "en el sentido de que no puede dictar ningûn 
reglamento ni tomar la iniciativa de ninguna medida" y, en fin, la autoridad 
militar y la fuerza armada a sus ôrdenes deben estar a la disposiciôn de la 
civil cuantas veces sean necesarias "para prestar a la ley el auxilio de la 
fuerza".
118. Por contraposiciôn a la afirmaciôn "partidista" del Ejército en los or- 
denamientos fascistas y semejantes, de obligatoria conformidad con el idea- 
rio politico del Partido, id est, también del Estado. Cfr. G. MOTZO, Comando 
forze armate... cit., pag. 710.
119. G. MOTZO, Comando forze armate, cit., pag. 711.
120. G. MOTZO, Comando forze armate... cit., pag. 709, que alude a la "progre­
siva transformaciôn de la funciôn militar de Alto mando y de conducciôn de
la guerra en una funciôn de gobierno, en donde prevalece la actividad de 
alta administraciôn politica sobre las actividades mâs estrictamente milita- 
res ".
121. G. MOTZO, Comando forze armate... cit., pag. 717.
122. Vid. A. BALDASARRE, Disciplina militare e costituzione, "Democrazia e di­
ritto" n® 3 (1975), pags 735-636 ; F. CARINCI, Due passi avanti, uno indie­
tro ... cit., pag. 28.
123. De esta forma, como afirma A. BALDASARRE, Disciplina militare... cit..
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pags 636-637, "el ciego respeto a una férrea jerarqula" impone la exclusiôn 
de los valores de la democracia, porque éstos suponen el dominio de la mayo­
ria sobre la mlnoria ; y la configuraciôn del Ejército como ordenamiento es­
pecial supone la consideraciôn de los sujetos que entran a forraar parte de 
las relaciones de acciôn y de organizaciôn del mismo "ni mâs ni menos que 
como personas-cosas", es decir, "seres humanos privados de la dignidad huma­
ne, o, por decirlo con los términos usados por Kant para définir la relaciôn 
de la familia con los domésticos, como hombres sujetos a un poder que consis­
te en poseer un objeto externo como una cosa y utllizarlo como una persona" 
Vid. también A. BOLDETTI, G. PAGANETTO, Norme di principio sulla disciplina 
militare e liberté costituzionall, "Riv. Trim. dir. pubb.", 1979, n® 2-3, 
paga 512-513.
124. No es précise recordar la experiencia espaBola reciente para matizar la 
"normalidad" aludida. Sobre el tema, puede verse, en sus aspectos mâs llama- 
tivos, P. CELHAY, Consejos de guerra en EspaBa, Ed. Ruedo Xbérico, Paris, 
1976, pags 64-142 y A. BAYLOS GRAU, La milltarizaciôn en los servicios pûbli- 
cos. "CUT" n® 3 (1977), pags 132-179. El fenômeno, como es lôgico, no es tl­
picamente espaBol. Cfr. L. VIOLANTE, La giustizia militare, en "Le istituzio­
ni e l'ordinamento coatituzionale". Ed. Riuniti, Roma, 1974, pags. 143-147 ; 
5. CANESTRINI, Giustizia "glusta" e giustizia militare, en "I Diritti del 
soldato. Introduzione e commente alla legge sui principi della disciplina 
militare", Ed.FeltrinelIi, Milano, 1978, pags. 128-137.
125. Esta asociaciôn aparece nitidamente en el articulo 117.5 de nuestra Cons­
tituciôn. Para Italia, cfr. G.LANDI, Forze Armate... cit., pags 33-35.
126. Asi tlpicamente en aquellos palses integrados en la OTAN. Dfr. G. MOTZO, 
Comando forze armate.■. cit., pags 707-709 ; U. PECCHIOLI, A. BOLDRINI, Le 
istituzioni militari e l'ordinamento costituzionale, en "Le istituzioni mili- 
tari..." cit., pags 25-29.
127. U. PECCHIOLI, A. BOLDRINI, Le istituzioni militari... cit., pags 36-43.
128. U. PECCHIOLI, A. BOLDRINI, Le istituzioni militari... cit., Pags 43-46. 
Entre nosotros, un Importante anâlisis del problems del gasto militar y el 
armamento, en V. FISAS, El poder militar en Espana, Ed. Laia, Barcelona, 
1979, pags 141-177 fundamentalmente.
129. R. CANOSA, Alcune contraddlzioni negli apparati di Stato... cit., pag. 
33.
130. Vid. L. OTERO FERNANDEZ,  ^Sociedad militar y sociedad civil ?, "El 
Pais", 18 de marzo de 1978, que analiza la encuesta oficial de la Academia 
General Militar en la que conceptos como "la religiosidad, la unidad de la 
Patria, la actitud constante de servicio a EspaBa, la prâctica decidida del
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acervo de vlrtudes militares", etc, quedan como cualidades necesarias para 
el militar espanol, por encima de cuestiones como el dominio de la tâctica, 
la eficiencia en el manejo del material y del armamento, las condiciones 
psicolôglcas y humanas del mando de tropas, etc. A. MOYA, Las fuerzas arma­
das, "El Pais", 23 y 24 de mayo de 1978, replied a L. OTERO afirmando que 
poner en tela de juicio los valores morales del auténtico soldado constituye 
un riesgo mortal para las propias Fuerzas Armadas, "porque si bien estas no 
deben former un estamento separado del pueblo y menos todavia una casta de- 
finida por el elemento diferenciador de la sangre o del dinero,... sin espi- 
, ritu militar no hay Ejército posible y este espiritu se traduce en la viven- 
cia de unos valores morales especificos, empezando por la disciplina, el ho­
nor, la solidaridad, el coraje, la lealtad, el sentido del sacrificio y el 
patriotisme entendido como amor a nuestra naciôn".Cfr. la respuesta de L. 
OTERO FERNANDEZ, Los valores diferentes de las Fuerzas Armadas, "El Pais",
31 de mayo de 1978 ; "Pienso que tener valores diferentes supone precisa- 
raente tener una ideologia, (en definitive una forma de concebir la vida) di­
ferente. E^s aventurado entonces temer que ideologia distintas puedan acabar 
enfrentândose, entrando en colisiôn ?... Claro que si profondizâramos mâs, a 
lo mejor encontrariamos que estos valores, sagrados para los militares pro­
tagonistes, eran precisamente los que un sector de la sociedad civil, peque- 
no pero poderoso, beneficiario de aquellas intervenciones militares, habria 
propugnado como imprescindibles para las Fuerzas Armadas".
131. Cfr. V. FISAS, El poder militar... cit., pags, 176-225, realiza un exhaus­
tive estudio sobre el tema, verdaderamente esclarecedor. La mayor parte de 
las empresas que fabrican armamento son sociedades con participaciôn del INI, 
destacando, por su elevada tecnologia y competitividad, el sector aeronâuti- 
co, naval y electrônico, aunque también existen importantes centros indus­
triales en el sector de los transportes y, lôgicamente, en el de armamentos. 
En cuanto a la exportaciôn de armamento, paralelo a la modernizaciôn de la 
industria militar hacia 1971, se canaliza a través de una sociedad - DEFEX, 
S.A. - y su aumento progresivo es bien visible a partir de 1975.
132. Cfr. V. FISAS, El poder militar... cit., pags 166-168.
133. Asl, tlpicamente en el caso particular de EspaBa, ante la modicidad de
los sue1dos. Aunque corregida, es una tendencia aûn persistente. Cfr. N. 
POULANTZAS, La crisis de las dictaduras. Portugal, Grecia, Espana, Siglo XXI, 
Madrid, 1976, plags 121-122, dentro de la teorizaciôn de que estos lazos cons- 
tituyen lazos politico ideolôglcos efectivos de representaciôn que reempla- 
zan de manera compleja a los partidos politicos eliminados o prohibidos.
134. De nuevo es obligada la remisiôn al caso espanol, particularmente rele­
vante durante el franquisme. Asl, con indicaciones précisas, cfr. S. VILAR,
La naturaleza del franquismo. Ed. Peninsula, Barcelona, 1977, pags 192-194.
135. Cfr. L.E. DE LA VILLA / A. DESDENTADO, Manual de Seguridad Social, Ed.
Aranzadi, Pamplona, 1979, (2* ediciôn), pags 422-441.
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136. Aunque referido a Italia, pero extensible a otros palses, vid. F. BATTIS- 
TELLI, 0 salute o sanitâ militare, en "I diritti del soldato..." cit. pags 
138-161. Vid. también G. VENEGONI, Probleml della sanitâ militare en "La po­
lltica militare dei comunisti". Ed. Riuniti, Roma, 1976, pags 164-172.
Los mecanismos de que podrla disposer la sanldad militar en EspaBa para 
hacer frente a estos eventos no estân previstos, sin duda porque el panorama 
de la asistencia sanitaria general al respecto deja mucho que desar. Como 
han seBalado L.E. DE LA VILLA / A. DESDENTADO, Manual... cit., pag. 447, una 
de las mâs importantes limitaciones de la misma es la asistencia psiquiâtri- 
ca, prestaciôn que ûnicamente se ofrece en el âmbito de los ambulatories, 
cuyas posibilidades terapéuticas se reducen a las puramente farmacolôgicas.
La situaciôn respecto del problems de las drogas es también descorazonado- 
ra, por las mismas razones de que el sistema civil no contempla perspectivas 
de rehabilitaciôn reales. Al contrario, los ebrios habltuales y los toxicôraa- 
nos son conslderados pellgrosos sociales, estados pre-delictuales para los 
que se prescribe el aislamiento curativo en casas de templanza hasta su cu- 
raciôn o la sumisiôn obligatoria a tratamiento ambulatorio en centros médi- 
cos adecuados hasta su curaciôn, como medidas de seguridad especificas. So­
bre el tema, criticamente, J. TERRADILLOS, Peligrosidad social y Estado de 
Derecho, Ed. Akal, Madrid, 1981, pags 89-96 y 148-150. De la misma manera, 
el derecho disciplinario laboral no considéra la toxicomania y el alcoholis­
ms como enfermedad,sino como conducts incumplidora de las obligaciones del 
contrato de trabajo que Justifica el despido, pese a algûn pronunciamiento 
jurisprudencial en contra. Cfr. J.A. SAGARDOY BENGOECHEA, El despido laboral 
y los expedientes de crisis, Ed.Deusto, Bilbao, 1969, pags 102-103. Con es­
pecial referencia al ET, M. ALONSO OLEA, Derecho del trabajo... cit., pag. 
305.
137. Hay algunos trabajos realmente interesantes en esta llnea. Asl M. SENE­
CHAL, Droits politiques et liberté d'expression des officiers des forces 
armées, L.G.D.J., Paris, 1964, contempla desde una perspectiva histôrica la 
introducciôn y consolidaciôn del dogma de la neutralidad polltica del Ejér­
cito, el Cantonnement juridique de l'armée, en frase DE HAURIOU, de forma 
que existe una relaciôn inversamente proporcional entre el reconoclmiento a 
los militares en activo de los derechos politicos y la participaciôn de és­
tos en un golpe de Estado. Asl, el dogma de la pasividad polltica se perfila 
de forma absoluta en Francia bajo la III Repûblica no sôlo por la desconfian- 
za ante la democracia que mantenlan los legisladores de la misma - el voto 
es un elemento de discordia - sino también por la incertidumbre, tanto de la 
mayoria como de la oposiclôn sobre las tendencies pollticas posibles de los 
militares. Asl, la supresiôn de los derechos politicos del Ejército - dere­
cho de voto y derecho a la elegibilldad de los cargos militares - es una 
caracterlstica relativamente reciente en Francia, que pone fin a la concep­
ciôn de las Fuerzas Armadas como "la Naciôn en armas" (ibid, pags. 31-66).
138. F. CARINCI, Due passi avanti, uno indietro... cit. pag. 46.
139. F. CARINCI, Due passi avanti, uno indietro... cit. pag. 47.
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140. Para el Consejo de Estado Italiano, en 1966, "la acciôn sindical résul­
ta hoy estrechamente politizada y se puede considerar,incluso, como uno de 
los medios mâs enérgicos, mâs eficientes y mâs pénétrantes con que los 
partidos hacen sentir su propia influencia sobre las estructuras econômicas 
y sociales del pals", decisiôn unânimemente criticada por los juristes ita- 
lianos de toda adscripciôn ideolôgica. Cfr. A. BEVERE, R. CANOSA y A. CALAS- 
80, Commenta al testo della legge sui principi, en "I diritti del soldato..." 
cit., pags 157-160 ; vid. también F. MANCINI, Il sindacalismo militare e la 
sinistra, en Costituzione e movimento operaio... cit. pags 270-271, contra 
esta identificaciôn, sobre la base tanto de la finalidad perseguida por am­
bas organizaciones como de los medios que pone a su disposiciôn el ordena­
miento, lo que se traduce en modos distintos de operar, lo que condujo a que 
el articulo 98.3 de la Constituciôn italiana estableciera restricciones a la 
actividad polltica de los militares, pero no a la actividad sindical. Sin 
embargo, la razôn profunda quizâ haya que buscarla.como afirma F. CARINCI,
Due passi avanti, uno indietro... cit., pag. 47, en que el partido privilé­
gia un "control externo" a la actividad militar, mientras que el sindicato 
realiza un control interno de la misma, junto con el dato coyuntural, pero 
évidente, de que en Italia frente a un pluralisme de partidos que confluye 
hacia el centre, existe "unraonismo sindical inclinado a la izquierda", al 
punto de que el sindicato podrla ejercer una influencia hegemonica y dese- 
quilibradora.
141. Este fue el argumente empleado a su vez por el Consejo de Estado fran­
cés, en 1949, si bien sin precisar en qué consistia la incompatibilidad en­
tre sindicato y disciplina militar, o si se referla a las formas de acciôn 
de aquél. Cfr. M. SENECHAL, Droits politiques et liberté d'expression..., 
cit., pags 206-207. Vid. también L. MANDEVILLE, Il sistema militare france- 
se e il sindacalismo : repressioni, tentazioni e soluzloni sustitutive, "Il 
Hulino" n® 246 (1976), pag. 556. Cuestiôn que se agrava si se tiene en cuen­
ta la especial sensibilidad ante este tema de un Ejército como el francés, 
empenado en una guerra colonial en aquellos momentos.
142. La expresiôn es de Prosper VIEIL, recogida por M. SENECHAL, Droits politi­
ques et liberté d'expression... cit., pag. 205. Entre nosotros, hay también 
interesantes frases en la misma direcciôn. Recientemente, en "El Pals", 13.9. 
80, el Capitân General de Madrid, QUINTANA LACACCI, manifiesta que "El Ejér­
cito debe respetar la democracia y nunca introducirla en sus filas".
143. Se trata de una apreclaciôn bastante extendida, incluso en aquellos orde- 
namientos que niegan la sindicaciôn entre los militares. Cfr. L. MANDEVILLE, 
Il sistema militare francese... cit., pags 556-557.
144. A. DI MARCHI, Regolamenti di disciplina e diritti sindacali negli eser- 
citi europei, en "I diritti del soldato..." cit., pags 125-126. Experlencias 
desde luego no recientes : En Noruega datan de 1980, en Holanda, de 1897, en 
Dinamarca de 1922... Por otra parte, el 98 % de los oficiales y el 92 % de 
los suboficiales daneses estân organizados sindicalmente ; en Noruega, el 90 
y el 70 % respectivamente. Sin embargo, en coqtraposiciôn, el numéro de orga-
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nlzaciones sindicales es altlslmo : 35 en los Palses Bajos, 52 en Dinamarca, 
22 en Bélgica, lo que da idea del corporativismo - la "vocaciôn particularis- 
ta", dice DI MARCHI - de estos sindieatos militares autonomes. Cfr. también
F. MANCINI, Il sindacalismo militare—  cit., pag. 275 y A. SINAGRA, Tutela 
internazlonale... cit., pags 155-156. Hay también estudios particulares so­
bre el sindicalismo militar en alguno de estos palses : Asi, cfr. V. WERNER, 
Il sindacalismo nelle forze armate belghe, "Il Hulino", n® 241 (1975), pags 
775-786.
145. Cfr. A. BEVERE,R. CANOSA, A. GALASSO,Commento al testo... cit., pag 68. 
Ello no obsta.para que los militares de carrera prefieran el conservador 
sindicato DBWV al "politizado" OTV en una proporciôn de 100 a 1.
146. Cfr. A. DI MARCHI, Regolamenti di disciplina... cit., pags. 116-119.
Los "portavoces"tienen funciones consultivas muy importantes ; Pueden tra- 
tar de todos los aspectos del "blenestar" de los soldados, incluidos los 
problemas que derivan de las obligaciones del servicio, y estân autorlzados 
para reunirse y consulter con sus representados durante las horas de servi­
cio. Ademâs, una vez cada très meses al menos, los jefes del batallén deben 
dialogar con los portavoces sobre cuestiones disciplinarian y de trato de 
los militares reclutas.
147. Cuestiôn en la que se coincide en otros ordenamientos cuyo contexto es 
completamente diferente. Asi, en el Reino Unldo, donde existe ûnicamente un 
Ejército "profesional" de voluntaries, y donde el refuerzo de la disciplina 
es apreciable a Juzgar por el tenor de las Queen's Regulations que fijan las 
réglas rigidas de la misma, los militares pueden afiliarse a un sindicato 
sin desarrollar ninguna actividad tlpicamente politica y siempre que se tra- 
te de sindieatos générales y no sindieatos de categoria formados ûnicamente 
por militares. Cfr. A. SINAGRA, tutela internazlonale... pag. 155. Parece 
obvio y razonable el motivo de esta prohibiciôn ante un cuerpo armado espe- 
cializado e incluso formalmente mâs "separado" de la sociedad civil, de 
donde la sindicaciôn tiene que actuar en un sentido de unidad con la misma, 
y no de fomento de este aislamiento.
148. A. DI MARCHI, Regolamenti di disciplina... cit., pag. 116.
149. R. CANOSA, Alcune contraddlzioni negli apparati di stato... cit., pag. 
27.
150. Como, sin embargo, sucediô en la Rusia de comienzos de siglo o en la 
Alemania de la primera posguerra mundlal, en la que el papel de los soldados 
y marineros en la formaciôn del primer gobierno republicano, fue déterminan­
te. Cfr. R. CANOSA, Alcune contraddlzioni negli apparati di stato, cit. pag. 
27.
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151. Cfr. L. MANDEVILLE, Il sistema militare francese... cit., pags 559-561 y 
R. PELLETIER, S. RAVET, Le mouvement tiel soldats, F. Maspero, Paris, 1976, 
pags 37-57. Este ultimo libre contiene una interesante documentacion sobre 
el movimiento de los soldados. El texto de 1*Appel des Cent al que se ha 
aludido puede consultarse ibid. , pags 84-87.
152. Un interesante relato de las vicisitudes de este movimiento, en A. DI 
MARCHI y G. ROCHAT, La battaglia per la democratizzazione delle forze armate 
italiana en "I diritti del soldato..." cit., pags 20-25. El movimiento, que 
sale a la luz en 1970, sufre una inflexion, politizândose netamente, en 1973, 
y conoce su cénit - y su râpido declive - en la jornada de lucha del 4 de 
diciembre de 1975. Para conocer las plataformas reivindicativas de esta pri­
mera fase del movimiento, mâs "sindical" vid. Raccolta di material! dl lotta 
contre l'essercito, (a cura del Collettivo militari comunisti del Manifesto), 
Roma, 1973.
153, Asl en Italia, el trâfico aéreo, civil y militar es normalmente contro- 
lado por los suboficiales de aviaciôn, mientras que en la mayoria de los 
palses europeos se encomlenda a los especialistas civiles, mucho mejor paga- 
dos y tratados. Cfr. A. DI MARCHI, G. ROCHAT, La battaglia per la democratiz- 
zacione... cit., pag. 29.
154. A. BALDASARRE, Disciplina militare... cit. pag. 635.
155. L. MANDEVILLE, Il sistema militare francese... cit., pag. 561.
156. Cfr.A. DI MARCHI, Regolamenti di disciplina... cit., pags 121-123 ; L.
MANDEVILLE, Il sistema militare francese... cit. pags 562-563.
157. Cfr. M. SENECHAL, Droits politiques et liberté d* expression... cit., 
pags 207-212.
158. Cfr. L. MANDEVILLE, Il sistema militare francese... cit., pags 566-567.
159. M. SENECHAL, Droits politiques et liberté d'expression... cit., pag. 214.
160. L. MANDEVILLE, Il sistema militare francese... cit., pags 564-565 ; R.
PELLETIER, S. RAVET, Le mouvement des soldats... cit., pags 47-57 y 149-167.
161. L. MANDEVILLE, Il sistema militare francese... cit., pags 566-567.
162. No se trata de un hecho histôricamente irrepetible. Cuando en 1911, al
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calor de la implantaciôn del sindicalismo en los funcionarios püblicos, se 
détecta una cierta permeabilidad al mismo en el Ejército francés, el peligro 
fue alejado mediante la fôrmula ya propuesta por L. DUGUIT : El recién forma- 
do "sindicato militar" fue decididamente perseguido, a la vez que se refor- 
maban las garantias estatutarias de los militares de carrera. Vid. M. SENE­
CHAL, Droits politiques et liberté d'expression... cit. pags 204-205.
163. M. SENECHAL, Droits politiques et liberté d'expression... cit. pags 213-
214.
164. Sobre los sucesivos proyectos legislativos hasta llegar a la misma, vid. 
A. BEVERE, R. CANOSA, A. GALASSO, Commento al testo della legge... cit. pags 
43-46. Un estudio juridico del proyecto de reglamento FORLANI, en A. BALDA­
SARRE, Disciplina militare... cit., pags 638-639. Cfr. también A. BOLDETTI, 
G. PAGANETTO, Norme di principio... cit., pag. 508.
165. Cfr. A. D'ALESSIO, Pbr la democrazia nelle forze armate, "Democrazia e 
Diritto" n® 3 (1977), pags 435-442 y supra, al comienzo de este epigrafe 
2.3.1.
166. A. BEVERE, R. CANOSA,A. GALASSO, Commento al testo della legge... cit., 
pags 51-54.
167. Articulo 8, pârrafo 2, en relaciôn con el articulo 5, pérrafo 3 de la 
Ley. Cfr. A. BEVERE, R. CANOSA, A. GALASSO, Commento al testo della legge.. 
cit., pags 60-62. Durante los permisos y las horas de salida, el recluta y 
el militar "eventual" recuperan Integramente todos sus derechos cludadanos.
168. Cfr. A. BEVERE, R. CANOSA, A. GALASSO, Commento al testo della legge.■■ 
cit., pags 70-76 ; R. CANOSA, Alcune contraddlzioni negli apparati di stato.. 
cit., pags 37-42 ; F. CARINCI, Due passi avanti, uno indietro... cit., pags 
46-48 ; F. MANCINI, Il Sindacalismo militare... cit., pags 271-275 ;M. PE- 
DRAZZOLI, L'autotutela con le stellette, "Critica del Diritto" n® 4 (1975), 
pags 122-126.
169. Sobre la posiciôn del PCI sobre el tema, de decisiva importancia a la 
hora de configurar los organismes de representaciôn y de defensa de los in­
tereses de los militares de carrera, vid. La polltica militare dei comunis­
ti.. . cit., pags. 229-233, que contiene el documente de estudio elaborado 
en enero de 1976 por représentantes de este Partido en las comisiones parla- 
mentarias de la defensa, sobre "la representaciôn democrâtica en las fuerzas 
armadas". En él se puede leer que la relvindicaciôn de un sindicato en las 
FF.AA. debe transformarse, "inalterable la funciôn nacional de taies insti­
tuciones y la exclusiôn de los medios de lucha que puedan poner en peligro, 
aunque sôlo por un momento, los fines constitucionales de estos organismes
y su relaciôn con el pueblo", en una representaciôn democrâtica, electiva
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y unitaria, evitando asl "la formaciôn de grupos diferenciados y de organiza­
ciones de inspiraciôn diversa".
170. Cfr. articulo 18 de la Ley citada. Ha sido desarrollado recientemente 
por Decreto del Presidents de la Repûblica, de 4 de noviembre de 1979, G.U.
11, del 12 de enero de 1980. Al Consejo Central de Representaciôn se le 
denomina Cocer ; los Consejos intermedios de Representaciôn (COIR) se cifran 
en 30 ; los Consejos de Base de representaciôn (Cobar), se implantan en las 
unidades de nivel minime compatibles con la estructura de cada fuerza armada. 
Asl, en los "complejos estructurales" como buques, bases aéreas o navales, 
etc. cerca de los mandos con competencia para deliberar sobre problemas de 
carâcter local. Cfr. J.L. HERRERO VAQUERIZO, Sindieatos y Administraciôn mi- 
1i tar, Trabajo de doctorado, inédite, Madrid, 1980.
171. Cfr. Articulo 19 de la Ley 11 de Julio 1978, ns 332 y articules 8 a 11 
del Reglamento de 4 de noviembre de 1979. Este es el efecto mâs importante 
de la introducciôn de estos organismes de representaciôn, al menos en la 
mentalidad de los altos mandos del Ejército italiano. Asl, el Almirante 
TORRISI, jefe del Estado Mayor de la Defensa, afirmaba que la representaciôn 
militar se proponla llevar la voz de los militares "desde la base hasta el 
vértice". vid. J.L. HERRERO VAQUERIZO, Sindicato y Administraciôn militar... 
cit., pag. 25 del original.
172. F. CARINCI, Due passi avanti, uno indietro... cit., pag. 49 ; A. BEVERE,
R. CANOSA, A. GALASSO, Commento al testo della legge... cit., pag 103.
173. F. CARINCI, Due passi avanti, uno indietro... cit., pag. 49.
174. La primera fase de votaciôn de los COBAR tuvo lugar el 13 de marzo de
1980 ; desde el 18 hasta el 22 de mayo, entre estos représentantes designa- 
ron a los COIR y por fin eëtos eligieron al organisme central del 25 al 30 
de mayo de este mismo aMo.Vid. J.L. HERRERO VAQUERIZO, Sindieatos y Admi­
nistraciôn militar... cit., pag. 25 del original.
175. El articulo 19 de la Ley 332/1978 y el articule 8 del Reglamento de 4
de noviembre de 1979, excluyen de la competencia de estos Consejos de Repre­
sentaciôn las materias concernientes al ordenamiento, el adiestramiento, las 
operaciones, el sector loglstico-operativo, la relaciôn jerârquico—funcional 
y el empleo del personal.
176. Cfr. R. CORTESE, Forza pubblica, en "Enciclopedia del Diritto", vol XVII,
cit., pags 16-17 ; G. VOLPI, Le cinque polizie, "Politica del Diritto", n® 3
(1975), pags 341-368. Sobre la estructuraciôn de las policias en Italia, un 
buen enfoque en A. D’ORSI, Il potere represssivo : La Polizia. Le forze 
dell'ordine italiano. Ed. Feltrinelli, Milano, 1972. En cuanto a Francia,
M, MANCEAUX, Les policiers parlent. Ed. du Seuil, Paris, 1969, pags 19-25,
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incluye un organigrams de la policla franceaa y un recuento de sus efectivos 
en aquel momento. Por su parte, F. ALBASANZ GALLANZ La policia de circula- 
clén sobre las vias pûblicas y los cuerpos de la policla municipal, I.E.A.L., 
Madrid, 1974, describe sintéticamente la estructuraciôn policial en el de­
recho comparado de Francia, Inglaterra y EE.UU. (pags 339-382), asl como 
las diversas fuerzas que componen los Cuerpos de Seguridad del Estado espa­
Rol (pags 209-220).
177. S. FOIS, Appuntl sui problema del "sindicato di polizia", en Sindacati 
e sistema politico, Giuffré éd., Milano, 1978, pag. 169 ; E. GHERA, Llbertà 
sindacale e ordlnamento della polizia, "Giurisprudenza costituzionale" n® 4
(1976), pags 676-677.
178. Como en Francia, Italia y EspaRa. La gendarmerie francesa, el Arma de ca- 
rabineros italiana o nuestra Guardia Civil repiten esquemas idénticos de de­
pendencia y estructuraciôn interna tlpicamentè militar. Se trata pues de una 
rama del Ejército especializada - e independizada - en la preservaciôn del 
orden "interno", Cfr. R. CANOSA, Un sindaeato di polizia : l'esperienza fran- 
cese, "Il Mulino" n® 234, (1974), pags 658-659.
179. G. VOLPI, Le cinque polizie... cit. pag. 343 ; F. MANCINI, Equivoci e 
silenzi sui sindaeato di polizia, en "Costituzione e movimento operaio...", 
cit., pag. 250 ; E. GHERA, Liberté sindacale... cit., pags 663-667.
180. M. SENECHAL, Droits politiques et liberté d'expression... cit., pags 210- 
211.
181. Cfr. G. VOLPI, Le cinque polizie... cit., pags 348-358 ; A. CHIAPPETTI,
Le scuole per il personale della pubblica sicurezza, "Polltica del Diritto" 
n® 2, (1976), pags 229-250.
182. R. CANOSA, La polizia in Italia del 1945 a oggi, Il Mulino, Boiogna,
1976, pag. 401.
183. J.R. CAPELLA, Materlales para la critica de la filosofia del Estado,
Ed. Fontanella, Barcelona, 1976, pags 133-134.
184. Un examen histôrico de la formaciôn de los cuerpos policiales en la se- 
gunda posguerra mundial en Francia y en Italia podrla arrojar también cierta 
luz sobre elasunto. R. CANOSA, Un sindaeato di polizia... cit., pags 664-665, 
resume asl la evoluciôn francesa : "Gente que habla participado en la resis- 
tencia, incluso comunistas, hablan entrado en la policia. Las C.R.S. hablan 
reclutado sus componentes entre los partisanes. Al mismo tiempo se habla 
efectuado una depuraciôn severa de los policias que habian estado demasiado 
comprometidos con el régimen de Pétain y con las fuerzas de ocupaciôn. Y en
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la escuela de policia, los cursos fueron completamente reformados. La guerra 
fria représente el final de esta tentativa". La cuestiôn es idéntica en Ita­
lia, donde la "contradepuraciôn" llevada a cabo por el ministre del interior 
Scelba, y el empleo unidireccional represivo de los cuerpos de seguridad mar- 
caron toda la época 1948-1951 y dejaron profundas secuelas en la Policia 
italiana. Cfr. R. CANOSA, La polizia in Italia... cit., pags 180-190.
185, Vid. los datoB que suministra R. CANOSA, La policia in Italia... cit., 
pags 389-390, para Europa. En nuestro pais, cfr. F. HERNANDEZ, Reflexiones 
sobre el orden pûblico, "Argumentes" n® 2 (1977), pag. 43.
186. F. MANCINI, Equivoci e silenzi... cit., pag 249.
187, J.P. LANDA ZAPIRAIN, El derecho de sindicaciôn de la policia, "Argumen­
tes" n® 38 (1980), pags 16 y 18 : La mayoria de los paîses europeos, flrman- 
tes de la Carta Social Europea, reconoce el derecho de sindicaciôn de la 
Policia, ya sea con el mismo titulo que otras categories de funcionarios 
püblicos o bien sea por legislaciôn particular referida exclusivamente a las 
Fuerzas de Policia.
188. Para una visiôn histôrica del desarrollo del movimiento sindical, vid.
R. CANOSA, La polizia in Italia... cit., pags 341-346 ; A. DI MARCHI, G. RO­
CHAT, La battaglia per la democratizzazione... cit., pags 38-40.
189. R. CANOSA, La polizia in Italia... cit., pag. 249. Cfr. también E. GHERA, 
Liberté sindacale... cit., pags 659-662. El proyecto de Ley italiana de 1979 
sobre la Policla acepta sin embargo el principio del pluralismo sindical, 
pero, junto a la prohibiciôn expresa del derecho de huelga, se establece de 
forma obligatoria la autonomla de los sindieatos de policla, que no podrân 
tener "relaciones de adhesiôn, de afiliaciôn o de cualquier carâcter orga­
nizativo con asociaciones sindicales o de otra naturaleza". Cfr. A. PANDOL­
FO, Un passo verso la riforma... cit., pags 109-113.
190. R. CANOSA, La polizia in Italia...’ cit., pags 345-346 ; A. DI MARCHI,
G. ROCHAT, La battaglia per la democratizzazione... cit., pags 40-42 ; J.P. 
LANDA ZAPIRAIN, La reforma de los cuerpos de seguridad del Estado, "Argumen- 
tos" n® 37 (1980), pag. 35, contra la ^ nunciaciôn indivisible de ambas rei- 
vindicaciones de tal manera que la conversion de la P.S.en un servicio ci­
vil se entienda, como conditio sine qua non para el reconoclmiento del de­
recho de sindicaciôn, vid. F. MANCINI, Equivoci e silenzi sui sindaeato... 
cit.. pags 251-259.
191. Cfr. A. BRAVO, Carabinieri, polizia e politica dell*ordine pubblico, 
"Politica del diritto" n® 3 (1975), pags 382-384.
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192. J.P. LANDA ZAPIRAIN, La reforma de loa cuerpos de seguridad... cit., 
pag. 35.
193. Cfr. J. PLANA, M. GIRO, J. SALGADO, La sindicaclôn de las Fuerzas de Or- 
den Publico, "Argumentes" n® 7 (1977), pag. 12".
194. J.P. LANDA ZAPIRAIN, El derecho de sindicaclôn... cit., pag. 16. J. PLA­
NA, M. GIRO, J. SALGADO, La sindicaclôn de laa Fuerzas de Orden Publico... 
cit., pag, 13.
195. J.P. LANDA ZAPIRAIN, El derecho de sindicaclôn.■. cit., pag 18. Cfr. tam- 
blén M. RODRIGUEZ PIRero, La Carta Social Europea y la problemâtica de su 
actuaciôn, "RPS" n® 118 (1978), pag. 16. En efecto, a tenor del articule 5* 
de la CEE, los Estados que la ratifiquen se comprometen a que la legislaclôn 
nacional no menoscabe "la libertad de los trabajadores y empleadores de 
constitute organizactones locales, nacionales o internacionales para la pro- 
teccién de sus intereses econôraicos y sociales y de adherirse a esas organi- 
zaciones", ni se aplique de manera que pueda menoscabarla, con la ûnica ex- 
cepciôn, en cuanto a la medida de apllcaciôn de la libertad slndical, de los 
miembros de las Fuerzas Armadas. Establecida de forma taxativa la obligaciân 
de respetar el articule 5 de la misma en el articule 20 l.b) de la CSE, tam- 
poco en el Anexo de dicho texte legal aparecen prescrlpciones restrictives 
del derecho de libre sindicaclôn para los miembros de la Policia.
196. J.P. LANDA ZAPIRAIN, El derecho de sindicaclôn... cit., pag 18 ; E. LIN- 
DE, L. ORTEGA, M. SANCHEZ MORON, El sistema europeo... cit.,pag. 95. Asi el 
case "Slndicato Nacional de la Policia belga",(27.10.1975), concluye que el 
articule 11 de la Convenciôn no garantiza un tratamiento precise del sindica- 
to per parte del Estado, especialmente el derecho a ser consultado por este. 
Vid. ibid. pags 304-312 y especialmente les votos particulares de algunos 
jueces, pags 311-312.
Sin embargo, autores corne E. GHERA, Liberté slndacale... cit., pags 662- 
663, entienden que el nudo decisive de la sindicaclôn de los policies es 
Justamente êste, el de la admlsibllldad - y legitlmidad constitucional - de 
las tiplcas formas de reivindicaclôn y de lucha (huelgas, proselitismo y 
propaganda, asamblea) que tienden a la autotutela colectiva de los intereses 
comunes de los trabajadores y en los que se extériorisa Justamente la liber­
tad slndical : "La cuestiôn de la legitlmidad del slndicato de policia debe 
veriflcarse y resolverse no en el piano voluntario-individualista de la mera 
asoclaciôn slndical, sino en el piano organlzatlvo y colectivo de la acciôn 
slndical". En este mismo sentido, ibid., pags 678-679, GHERA entiende que 
lo tlpico de la coaliciôn no es la tutela de un interés colectivo, caracte- 
rizado por la indivlsibiiidad y la instrumentalidad, sino la efectividad de 
la autotutela, caracterizada por la conflictualidad y la pluralidad de inte­
reses difuBOS en la comuniôn incidental formada por un grupo de trabajado­
res. Si, en un caso probable, el slndicato renunciara a la huelga, incurri- 
ria en tal atipicldad que realmente constituiria una asoclaciôn voluntaria 
atipica, con la importante consecuencia del diverse tratamiento Juridico -
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de tutela - eegûn el ordenamiento constitucional (ibid, pags 682-683). En 
contra de este planteamiento, cfr. S. FOIS, Appunti sul problema... cit.,
pags 164-165 y 169-170.
197. J.P. LANDA ZAPIRAIN, El derecho de sindicaclôn... cit. pag. 18.
198. Mâs apreciable en el Ministerio Fiscal. Sobre el tema, en sus origenes 
historicos, Cfr. R. CANOSA / P. FEDERICO, La Hagistratura in Italia dal 1945 
a oggi, Il Mullno, Bologna, 1974, pags 7-21 ; nT TRANFAÜLIA, Storia dëïïa 
magistrature e storia délia società. Osservazioni di metodo, "Politica del 
Diritto” n® 3/4 (1972), pags 502-506. Sobre la tutela de la indenendencia, 
la inamovilidad y el principio jerârquico en los ûltimos anos del franquismo, 
vid. JUSTICIA DEMOCRATICA, Los jueces contra la dictadura. (Justicia y po­
litica en el franquismo),Ed. Tûcar, Madrid, 1978, pags 55-59 : 192-205 y 
284-287.
199. Por no decir que carecen de tradiciôn, salvo episôdicos intentes que fra- 
casaron. Asi, en Espana, los intentes mâs acabados lo constituyen Union Ju­
dicial, en 1923-1924 y las Hermandades Judiciales, bajo la 2* Republics.
Vid. M. ORTELLS, Asoclaclon y sindicaclôn de Jueces, "Argumentos” n? 8, 
<1978), pag. 45.
200. R. CANOSA / P. FEDERICO, La Magistratura in Italia... cit., pags 472—473.
201. D. CHARVET, ^Crisis de la justicia, crisis de la ley, crisis del Estado ? 
en "La crisis del Estado" (a cargo de N. POULANTZAS), Ed. fontanelle, Barce­
lona, 1977, pag. 297.
202. D. CHARVET, ^Criais de la justicia ? cit. , pag. 302.
203. Una grâfica descripciôn de este aspecto en JUSTICIA DEMOCRATICA, Los 
jueces contra la dictadura... cit.,pags 60-61 y 211-213. El pârrafo es largo 
pero muy expresivo : "A cualquier profano llama la atenciôn el escasisimo 
decoro con que es presentado el escenario en que se desarrolla este trabajo, 
frente al lujo innecesario y ofensivo con que revisten otras funciones pûbli- 
cas, JuzgadoB desprovistos de medios que cualquier insignificante o super­
flus oficina pûblica posee. Funcionarios que naufragan en un revoltijo in- 
descifrable de papeles, que se cosen con leznas de zapatero. Un aire aburri- 
do, desesperado y agrio en la lucha contra unos instrumentes entorpecedores, 
con unas leyes intrincadas y arcaicas. El aspecto que ofrecen los locales 
donde estân instalados muchos juzgados y tribunales es poco alentador para 
los que a ellos se âcercan. No pueden creer, ante el espectâculo que se les 
ofrece, que de alll pueda salir algo apetecible y bueno, como ha de ser la 
justicia. Mâs es de pensar que inspiran cierto temor, y no sagrado ni reve­
nante, ante aquella mâquina antiqulsima y vieja, que poca slmpatia puede 
sentir por el mundo de hoy. El alto titulo de juez desciende enseguida en la
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consideraciôn que debe merecer : tal es el pobre estado material a que ha 
sido sometido... De este modo, los medios personales y auxiliares soportan 
una sobrecarga de trabajo y de poder, la funciôn decae y todos cuantos estân 
en relaciôn con la justicia - Jueces, auxiliares, abogados, justiciables - 
son victimes de un estado de cosas censurable y remediable, cuando se ad- 
vierte con que generosidad se provee a otras oficinas pûblicas de empleados 
somnolientos y passantes, aburridos en su inactividad".
204. M. ORTELLS, Asoclaciôn y sindicaclôn... cit., pag. 46. Sobre la historié 
de las asociaciones judiciales en Italia, desde 1945 hasta la actualidad, 
vid. P. ANDRES IBARez, La izquierda judicial italiana, "Materiales" n® 9,
(1978), pags 41-55 e Introducciôn a "Magistratura Democrâtlca", en "Politi­
cs y Justicia en el Estado capitalists". Ed. Fontanella, Barcelona, 1978, 
pags 7-25 ; S. SENESE, La instituciôn Judicial en Italia de la segunda pos- 
guerra hasta hoy, en "Politicayjusticia..." cit.,pags 33-86.
205. La bibliografia es amplisiraa al respecte. No obstante, ciîlândose a la 
elaboraciôn orgânica de Magistrature Democrâtlca, puede consultarse el numé­
ro monogrâfico de "Politica del Diritto" ns 3-4 (1972),dedicado aMagistratu­
ra e sistema politico ; D. PULITANO, Giudice negli anni'70. De Donato ed., 
Bari, 1977 ; MAGISTRATURA DEMOCRATICA, Criai istituzionale e rlnnovamento 
democratlco délia giustizia, Ed. Fel trinelli, Milano, 1978, que refleja 
las actas del Congreso de Rlminl, 1977. Sobre la evoluciôn de Magistratura 
Democrâtlca desde éste hasta la actualidad, vid. S. SENESE,La difficile ri- 
forma della magistrature, "Democracla e Diritto" n® 3 (1979), pags 449-461
y G. SALVI, Magistratura Democratica alla ricerca di una identité. Dal con- 
gresso di Rimini al Congresso di Urbino, "Democrazia e Diritto" n» 6 (1979), 
pags 809-827. Sobre el tema, en castellano, P. BARCELLONA / G. COTURRI, El 
Estado y los juristes. Ed. Fontanella, Barcelona, Barcelona, 1976, fundamen- 
talmente pags 84-90 y 104-111 y P. ANDRES IBaReZ, Politica y justicia... 
cit., que contiens una interesante selecclôn de textos exponentes de la tra- 
yectoria y el programs de Magistratura Democrâtlca.
206. Asi, la intervenciôn de R. CANOSA en MAGISTRATURA DEMOCRATICA, Crisi is­
tituzionale. .. cit., pags 102-103. A partir del Congreso de Rimini (1977), 
este movlmiento italiano se define de forma mâs independiente de las fuerzas 
politisas de izquierda del pais (ibid, pags 332-333), lo que diô lugar a una 
intense polémica en el propio congreso y fuera de él. Asi, vid. el prôlogo 
de G. COTURRI al libro de D.PULITANO, Giudice negli anni'70... cit., pags 
9-20. Sobre la evoluciôn posterior, G. SALVI, Magistratura democrâtlca alla 
ricerca... cit., pags 818-821.
207. En diciembre de 1972, el Consejo de Estado en el arrêt Obrego reconocia 
implicitamente la legalidad del slndicato de la magistrature al admitir su 
intervenciôn en apoyo de un recurso presentado por algunos magistrados con­
tra determinadas sanciones disciplinarias que les habian sido impuestas ; en 
enero de 1975, anula una anotaciôn desfavorable a dos magistrados "motivada 
exclusivamente" por la actividad realizada por los mismos en el marco de sus 
funciones sindicales, que no constituyen una faite contra el "deber de reser-
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va" impuesto a los magistrados. En noviembre de 1976, el Consejo de Estado 
afirma que los magistrados pueden obtener, por el ejercicio de actividades 
sindicales, dispensas del servicio, compatibles con las necesidades del 
mismo. En la préctica ademâs, estas "necesidades del servicio" constituyen 
una clâusula de estilo. Por ultimo, el 28 de marzo de 1977, el Ministre de 
Justicia firmaba una circular extendiendo a los magistrados los beneficios 
de la circular de 14 de septiembre de 1970, sobre ejercicio de derechos 
sindicales en la funciôn pûblica. Vid. J. DAVIA, Magistrature et liberté 
syndicale, "Droit social" n® 9-10 (1977), pags 327-331.
208. Con lo que su conformaciôn formai como slndicato no es posible, sin 
perjuicio de lo anteriormente dicho. Sobre los resultados électorales de 
las diversas corrientes en el seno de la ANMI, desde 1964, cfr. C. GUARNIE- 
RI, Elites, correnti e conflitti fra magistrati italiani : 1964-1976, "Poli­
tica del Diritto" n» 6, 1976, pags 654-673.
209. Asi, recientemente,en noviembre de 1979, la huelga de magistrados france- 
ses (la cuarta desde 1974) en protesta contra un proyecto de ley del nuevo 
eatatuto de la Magistratura, cfr. M. VOLPI, Lo sciopero dei magistrati in 
Francia, "Democrazia e Diritto" n® 1 (1980), pags 161-163. Sobre la huelga
de jueces y magistrados en Italia, vid. G. GIACCOBBE, Lo sciopero dei magis­
trati , "Diritto e Società" (1974), pags 442-452.
210. Perspective "objetiva" que ya se deduce de la formula empleada por el 
articulo 10 de la Ordenanza de 22 de diciembre de 1958, sobre el Estatuto 
de la Magistratura francesa, cuando prohibe "cualquier acciôn concertada 
destinada a detener u obstaculizar el funcionamiento de las jurisdlcciones". 
En Italia, sobre la elaboraciôn de la Corte Constitucional acerca del dere­
cho de huelga, parece pacifico aflrmar que "el problema de la legitlmidad o 
no del derecho de huelga de los jueces debe plantearse y resolverse bajo una 
pespectiva diferente a la meramente subjetiva, fundada sobre la citada dis- 
tinciôn entre ejercicio y titularidad del derecho", como dice G. GIACCOBBE, 
Losciopero dei magistrati... cit., pag. 447.
211. La posibilldad de una interpretaciôn en este sentido llevô al Grupo par- 
lamentario Socialiqtas del Senado a presenter una enmienda que pretendia la 
supresiôn de dicho pârrafo. La defensa de la misma, a cargo del entonces se- 
nador VIDA SORIA (DS del Senado n* 45, Comisiôn de Constituciôn, 29 de agos- 
to de 1970), se basaba fundaraentalmente en la dicciôn de los Convenios n. 87 
y 98 de la OIT, y en razôn de consideraciones "réalistes" sobre el aspecto 
funcional de la libertad de sindicaclôn de los funcionarios,equiparados al 
de los restantes trabajadores. "Eso no quiere decir que a partir de ahora la 
huelga vaya a ser aceptada sin ninguna discrimlnaciôn, respecte a los funcio­
narios pûblicos ; podrâ haber determinadas peculiaridades, pero esas peculia- 
ridades vendrân, mâs que por una restricciôn "a priori" del ordenamiento 
constitucional, y, en su caso, del ordenamiento ordinario, por la propia di- 
nâmica, esencia y peculiaridades del movlmiento slndical".
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212. Cfr. M. ALONSO GARCIA, La libertad de sindicaclôn... cit., pags 48-50 ;
G. GARCIA RECEDAS, Apuntes para un anâlisis... cit., pags 52-55 ; A. OJEDA 
AVILES, La libertad slndical... cit., pags 368-371 ; M. RODRIGUEZ PIReRO, La 
libertad slndical... cit., pags 103-104.
213. Nada impide, sin embargo, el establecimiento de determinadas "pecullari- 
dades formates" para los funcionarios pûblicos. A. OJEDA AVILES, La libertad 
slndical... cit., pag 361, pone como ejemplo de las mismas el situar el Re­
gistre de sindicatos de funcionarios en la Direcciôn General de la Funciôn 
Pûblica, en vez de en el IMAC. Igualmente, se podrlan pensar otras muchas 
(elecciones sindicales, por ejemplo) en esta misma llnea. Asi también, G. 
GARCIA RECEDAS, Apuntes para un anâlisis... cit., n. 59.
214. M. ALONSO GARCIA, Las materias no contenidas en el Estatuto de los tra­
bajadores, en "El Estatuto de los trabajadores. Jornadas de estudio de los 
Magistrados de trabajo",lES, Madrid, 1980, pag. 367.
215. A. OJEDA AVILES, La libertad slndical... cit., pag.362. "El Estatuto de 
los trabajadores adscribe la capacidad para celebrar convenios a los sindi­
catos representatives, secciones sindicales y representaciones internas de 
los trabajadores en sentido estricto, dejando fuera a los demâs sujetos co- 
lectivos de trabajadores, y a todos los de funcionarios y otras categories 
de menor relevancia los cuales conservas, empero, la capacidad mâs débil de
■ celebrar pactos con su empleador pûblico o privado". Los funcionarios pue­
den pues "celebrar pactos colectivos, aunque su capacidad no alcance a dis- 
cutir convenios". Vid. A. OJEDA AVILES, Derecho slndical... cit., pag. 383.
216. Vid. supra, apartado 2.2. de este mismo capitulo.
217. Vid. supra, apartado 2.2. de este mismo capitulo, el articulo 7 del
Convenio 152 y la Recomendaciôn 159 que desarrolla el mismo.
218. Asi, el I Acuerdo de la Administraciôn Local de Euzkadi, firmado el 10 
de abril de 1980 entre ELA-STV y CC.OO. de una parte, y los diputados géné­
rales de Vizcaya y Guipuzcoa y el Teniente Dlputado General de Alava, por 
otra, respecte del personal contratado y funcionario de ayuntamientos y di- 
putaclones vascas ; el Acuerdo entre el Comité de Personal y el Ayuntamlento 
de Barcelona para 1980, respecte del conjunto del personal a su servicio 
funcionario, contratado administrativo y laboral ; el Acuerdo entre el Ayun- 
tamiento de Madrid y el Comité de trabajadores del mismo, también respecte 
del personal propio de esta corporaciôn, con independencia de la naturaleza 
jurldlca de la relaciôn que les liga a ésta ; el Acuerdo entre el Comité 
del personal administrativo y la Universidad Complutense de Madrid, de ju-
nio de 1980, sobre derechos sindicales fundamentalmente. Por su parte, res­
pects de los funcionarios locales, algunas normes que regulan el derecho de 
asoclaciôn slndical para éstos reconocen esta posibilldad de celebrar pac­
tos colectivos con las Corporaciones Locales. Asi, el R.D. 1522/1977, de
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17 de junlo, establece, en su articule 5®, la participaciôn en la determi- 
naciôn de las condiciones de empleo de las asociaciones sindicales de fun­
cionarios pûblicos, y, mâs precisamente, la Resoluciôn de 29 de enero de 
1981, de la Direcciôn General de Administraciôn Local (B.O.E. de 4 de fe- 
brero), al fijar en su articulo 8® las competencies de los ôrganos de re- 
presentaciôn de los funcionarios de carrera y, en su caso, de los contra- 
tados en régimen de derecho administrativo, sefiala, en su apartado c) la 
de "plantear y negociar ante los ôrganos correspondientes de la corpora­
ciôn cuantos asuntos procedan en materia de personal, régimen de prestaciôn 
de servicios, condiciones de seguridad e higiene en el deaarrollo del tra­
bajo y régimen de asistencia, seguridad y prevision social en lo que sea 
competencia de la Corporaciôn".
Lo mâs llaraativo de esta préctica négociai en la funciôn pûblica local 
es la utilizaciôn cumulative de técnicas heterônomas que permiten superar 
los problemas de eficacia de dichos acuerdos, habida cuenta de que los fun­
cionarios pûblicos locales y los contratados administrativos no pueden ce­
lebrar convenios colectivos sino pactos colectivos de eficacia jurldica co- 
mûn con la Corporaciôn que les emplea. Y asi, el acuerdo colectivo se reco- 
ge Integro como propuesta del Concejal Responsable de Personal que se pré­
senta y se aprueba en el Pleno del Ayuntamlento, cuyo acuerdo, como acto 
normative heterônomo, es de aplicaciôn imperative. Este ha sido el procedi- 
miento empleado por el Ayuntamlento de Madrid, en concrete, que hace compa­
tible autonomie colectiva y autonomie pûblica, y que por su sencillez puede 
constituir una experiencia fâcilmente generalizable.
219. A. OJEDA AVILES, La libertad slndical... cit., pag 362.
220. Apartado 2.3.1. del Capitulo 1 de este trabajo.
221. La colocaciôn en el Titulo Preliminar de las Fuerzas Armadas fue, en la
dlscusiôn parlamentaria, un aspecto contestado desde diversas poslciones. 
Asi, el dlputado LETAMENDIA BELZUNCE enmendô para la supresiôn del articu­
le 8®, sobre la base de que "dedicar a la mlsiôn del Ejército un articulo 
del Titulo Preliminar, que contiene los principles générales de funciona­
miento del Estado, équivale a situar al Ejército en un rango distinto, su­
perior al de los demâs sectores de la Administraciôn", por lo que el enca- 
je idôneo de la funciôn del ejército deberla estar en el titulo IV que tra- 
ta del gobierno y de la Administraciôn. (DS del Congreso n® 67, Comisiôn de 
Asuntos Constitucionales y Libertades pûblicas. Sesiôn de 16 de mayo de 
1978). El mismo argumento de carencia de razones para otorgar a las FF.AA. 
un "status" privilegiado en la Constituciôn, en la intervenciôn del senador 
SANDRES MOLT (DS del Senado n® 41, Comisiôn de Constituciôn, sesiôn del 22 
de agosto de 1978). En esta misma sesiôn, el senador SATRUSTEGUI FERNANDEZ 
alega en el mismo sentido que el antecedents directe del hoy articulo 8® de 
la Constituciôn lo constituîa el articulo 37 de la Ley Orgânica del Estado, 
variando lo que en ésta era "defensa del orden institucional" por "defensa 
del ordenamento constitucional", por lo que la localizaciôn connecta de di­
cho articulo deberla ser después de haberse definido al poder législative, 
al ejecutivo y al judicial. El senador VILLAR ARREGUI por su parte también
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objetô esta colocaciôn partiendo de la base de que en el titulo preliminar 
no se contemplaban instituciones estatales, sino "fuerzas sociales creadas 
o generadas en virtud de la espontaneidad creativa de la libertad creadora 
de la sociedad misma". "Las Fuerzas Armadas - afirmaba - no tienen su ori- 
gen en la sociedad, no hacen, no se crean espontâneamente en virtud del im­
pulse libre de quien las genera, como se crean o se instituyen los partidos 
politicos, los sindicatos y las asociaciones de empresarios. Las Fuerzas 
Armadas se inscribes en el Area del Estado, son (...) la ultima ratio legls".
Sin embargo, triunfaron los argumentos contraries a estas posturas. Asi, 
él dlputado HERRERO RODRIGUEZ DE MlfJON, en la sesiôn de la Comisiôn de 16 de 
mayo de 1978, alegaba en favor de sus tesis que en el Titulo Preliminar se 
establecla cuâles eran los grandes elementos del aparato estatal entero, y, 
como se seRalaban los cauces para la participaciôn politica de los ciudada- 
nos a travée de los partidos, también resultaba claro que "las fuerzas Ar­
madas en la Espafla real de hoy y en el Estado de derecho de Occidents cons­
tituyen una pieza clave para el mantenimiento de ese orden". Las FF.AA. son 
"los grandes pioneros del orden constitucional", no pueden reducirse a un 
elements mâs de la Administraciôn del Estado, "porque constituyen si no la 
espina dora_al del Estado mismo, si el brazo derecho de este Estado". En ge­
neral, la izquierda parlamentaria apoyô el texto por entender positiva la 
institucionalizaciôn del ejército constitucional. Asi, el dlputado MUGICA 
HERZOG, (D.S. del Congreso n® 104, sesiôn plenaria de 5 de julio de 1978) 
explica su voto afirmativo por la institucionalizaciôn del Ejército de la 
mejor tradiciôn liberal, como ejército constitucional ; y el dlputado SOLE 
TURA (D.S. del Congreso n® 67, sesiôn de la Comisiôn de Asuntos Constitucio­
nales y libertades pûblicas de 16 de mayo de 1978) se pronuncia en el mismo 
sentido, resaltando la misiôn fundamental del ejército como defensor frente 
a la agresiôn exterior y en defensa del ordenamiento constitucional, lo que 
prueba, a su juicio, que existe una necesaria compatibilidad entre el plu­
ralisme politico y el Ejército, instituciones todas "absolutamente fondamen­
tales para dar sentido a la palabra democracla".
La misiôn constitucional de las Fuerzas Armadas aparece desarrollada en 
diversas leyes inmersas en el llamado "proceso de actualIzaciôn" del Ejérci­
to, con incorporaciôn de objetivos no recogidos en el articule 8® de la 
Constituciôn, como la defensa de la unidad de EspaHa, los intereses vitales 
de la Patrie, ante "cualquier forma de agresiôn" a los mismos, como precep- 
tûa el articulo 2 de la Ley 83/1078, de 28 de diciembre (B.O.E. de 12.1.79), 
por la que se regulan las funciones de distintos ôrganos superiores del Es­
tado en relaciôn con la Defensa Nacional. El tema excede de esta nota por 
lo que es forzosa la remislôn a J.M.ORDONEZ, La Constituciôn espafiola de
1978... cit.
222. Cuestiôn que se pone de manifiesto fundamentalmente en las iritervencio- 
nes parlamentarias de los diputados de la izquierda, pero que parece gene­
ralizable a los partidos artifices del consenso constitucional. Asi, en la 
sesiôn de 16.5. 78 en Comisiôn, el dlputado socialists MUGICA HERZOG, tras 
sefialar que en el ültimo centenio, la historia de EspaRa habla tenido dos 
protagonistes, el PSOE y el Ejército, recuerda la identificaciôn de su 
grupo con "la doctrina enunciada en la ûltima Pascua militar”, que expresa 
la voluntad de que "nuestros Ejércitos constituyan un todo con la sociedad 
y seen defensores de su voluntad soberana", idea que reiterarâ en la se-
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Sion plenaria del Congreso de 5.7.78 sobre el anâlisis histôrico del ejér­
cito liberal del XIX, "surgido del pueblo que, a la par que defendia el 
pals, raantenia la honda exigencia de que quienes lo habitaban dejaran de ser 
un colectivo de sûbditos para transfornarse en una comunidad de ciudadanos". 
Por su parte, el senador GONZALEZ SEARA (DS del senado, n® 41, Sesiôn de la 
Comisiôn de Constituciôn del 22.8.1978) seRalô que el ejército surge como 
una fuerza vinculada claramente con la sociedad desde el primer momento.ca- 
racterlstica que aûn hoy existe ; y aùn mâs especificamente, la interven­
ciôn del también senador SANCHEZ AGESTA, en la misma sesiôn, sobre la espe- 
cificidad de los derechos y deberes de los miembros de las Fuerzas Armadas.
223. Sobre el tema, en general, vid. supra, apartado 2.3.1. de este mismo 
capitulo.
224. A. OJEDA AVILES, La libertad slndical... cit., pag. 364 ; G. GARCIA DE­
CEDAS, Apuntes_para_un_anâyu^. . . cit., pag. 58 ; M. RODRIGUEZ PINERO, La 
libertad slndical... cit., pag. 103.
225. Esta "flexibilidad" es la que originô las enmiendas del Almirante y se­
nador GAMBOA SANCHEZ-BARCAIZTEGUI y del también senador MATUTES JUAN (DS del 
Senado, n. 45, Comisiôn de Constituciôn, sesiôn del 29.8.78), porque "las 
Fuerzas Armadas, por su propia naturaleza son incompatibles con la sindica- 
ciôn de sus miembros, cuyas relaciones se mueven ineludiblemente dentro de 
la subordinaciôn a la jerarquia que imprime la disciplina militar" unido al 
hecho de que "las mâs importantes centrales sindicalesexistentes en EspaHa 
parten del principio de la lucha de clases", cuestiôn contraria al "aconse- 
jable" apoliticismo y neutralidad politica que deben guardar las Fuerzas Ar­
madas .
226. Elcitado Real Decreto-Ley prohibe las actividades sindicales dentro de 
los recintOB de las FF.AA., y la realizaciôn de las mismas durante el tiem- 
po en que se encuentran prestando servicio militar activo, salvo el mero 
mantenimiento de su anterior afiliaciôn a organizaciones de carécter poli­
tico o sindical. La disposiciôn adicional 1 de la LAS excluye de sus dispo- 
siciones "al personal militar".
227. A. OJEDA AVILES, La libertad sindical... cit., pag. 364.
228. Esta es la posiciôn de F. MANCINI, Equivoci e silenzi... cit., pags 253- 
256.
229. Asi, E. GHERA, Liberté sindacale... cit., pags 668-671.
230. Cfr. E. GHERA, Liberté sindacale... cit. pag. 672.
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231. A. OJEDA AVILES, La libertad slndical... cit. pag. 365. Una enmienda 
del grupo Progresistas y Socialistas independientes defendida por VILLAR- 
ARREGUI (DS del Senado n. 45, Comisiôn de Constituciôn, 29.8.1978) l6a en 
este mismo sentido aclaratorio de la expresiôn.
233. Cfr. A. OJEDA AVILES, La libertad sindical... cit., pag. 365.
234. En efecto, la Policia Municipal, aunque se configure como cuerpo armado, 
no tiene ningûn sometiraiento disciplinario al Côdigo de justicia Militar. Por 
el contrario, aun cuando se extremara para estos funcionarios de servicios 
eapeciales de las Corporaciones Locales los principios de jerarquia y de 
unidad de mando, a tenor del articulo 252 del Reglaraento de funcionarios de 
la Administraciôn Local, aprobado por Decreto de 30 de mayo de 1952, el ré­
gimen disciplinario de los mismos es el coraûn que fijan para los funciona­
rios locales los artlculos 51 y ss. del Texto articulado Parcial de la Ley
41/1975, de Bases del Estatuto del Régimen Local, aprobado por R.D. 3046/ 
1977, de 6 de octobre. En este sentido, vid. F. ALBASANZ GALLAN, La policia 
de eirculaciôn... cit., pags 221-282 (especialmente 266-273) y AA.VV. Gula 
de la Policia Municipal, I.E.A.L., Madrid, 1974, pags 74-77.
Existe, sin embargo, una tendencia natural a identificar el régimen juri­
dico aplicable a la misma con el de la Policia Gubernativa. Asi, el articu­
le 98 del Texto Articulado Parcial de la Ley 41/1975, establece la posibi- 
lidad, cuando la alteraciôn, prevenciôn o mantenimiento del orden pûblico 
lo aconseje, de que los gobernadores civiles dispongan de los servicios de 
la Policia Municipal y de los Cuerpos armados de las Corporaciones Provin­
ciales, quedando sometidos en este caso al régimen disciplinario de la Poli­
cia Gubernativa - no al CJM - que lo fija el Reglamento Orgânico de la Poli­
cia Gubernativa aprobado por el Decreto 2038/1975, de 17 de julio, prescrip- 
ciôn que por cierto ya habla establecldo el R.D. 823/1976, de 23 de abril, 
en su articulo 2.5 , al regular el régimen y funcionamiento de la Policia 
Municipal en materia de orden pûblico.Asi, en materia de libertad sindical 
la disposiciôn adicional delR.D. 3624/1977, de 16 de febrero establece que 
las limitaciones que prescribe el articulo 2® del mismo para los sindicatos 
del cuerpo superior de policia serân de aplicaciôn "a los funcionarios de 
las Corporaciones Locales que usen armas",si bien conmina al Ministerio del 
Interior para dictar las dlsposicones de armonizaciôn necesarias. Sin per­
juicio de subrayar, como A. OJEDA AVILES, Derecho sindical..■ cit., pag. 117, 
la évidente necesariedad de dicha armonizaciôn, parece claro que a partir de 
la promulgaciôn de la Constituciôn,y tras la ratificaciôn de la CSE, el ar­
ticule 28.1 de aquêll'a y el 5® de ésta hacen inûtil la adaptaciôn al âmbito 
local de las inconstitucionales limitaciones que prescribe el articule 2® 
del mencionado R.D. 3624/1977, de 16 de febrero.Sobre el tema, me remito a 
la nota 241. de este mismo capitulo.
235. Cfr. arts. 1.1, 11 y 12 de la citada Ley de Policia y art. 38 de la Ley 
Orgânica de la Defensa.
236. J.P. LANDA ZAPIRAIN, La reforma de les cuerpos de seguridad... cit..
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pag, 37 y El derecho de sindicaclôn»,. cit., pag. 18.
237. Cfr. art. 15 de la Ley de Policia de 4 de diciembre de 1978.
238. En efecto, el articulo 16 de la Ley de Policia prescribe que los régla- 
mentos de los Cuerpos Administrativo y Auxiliar de Seguridad establecerdn el 
régimen funcionarial de los componentes de los mismos con sujeciôn a las 
normas de la legislaclôn general de funcionarios civiles del Estado sin per­
juicio de normas especiales con respecte al ingreso en el cuerpo logradas en 
el art. 17 de la misma ley.
239. Durante el posfranquismo, cfr. R.D.L. 10/1977,de 8 de febrero ; R.D. 
1522/1977, de 17 de junio ; R.D. 706/1977, de 1 de abril y R.D. 1113/1977, 
de 19 de mayo que recoge J.P. LANDA ZAPIRAIN, El derecho de sindicaclôn... 
cit., pag. 17.
240. Cfr. J.P. LANDA ZAPIRAIN, El derecho de sindicaclôn... cit., pag. 18. 
Sorprenden por elle algunas intervenciones de miembros del Gobierno sobre 
el tema, de las que se desprende un cierto temor a reconocer la indudable 
existencia de un derecho de sindicaclôn pleno para los funcionarios del 
Cuerpo Superior de Policia. Cfr. la intervenciôn del Ministre del Interior, 
Sr.Rosôn, en el debate de la mociôn de confianza del Gobierno Suârez, en 
otoRo de 1980.
241. Sin embargo, el Proyecto de Ley de Seguridad Ciudadana imponla de for­
ma obligatoria la "profesionalidad" de los sindicatos de policia, cuestiôn 
que permanece idéntica en el Proyecto de Ley Orgânica de las Fuerzas y Cuer- 
pos de Seguridad, por cuanto éste no es sino la reproducciôn del capitulo V 
de aquél, segûn el Dlctamen de la Comisiôn Constitucional de 23 de octubre 
de 1980, (B.O.C. de 27 de octubre). En este sentido, lo preceptuado en el 
articulo 2 del R.D, 3624/1977, de 16 de febrero sobre la prohibiciôn de fe- 
derarse o confederarse con ninguna organizaciôn sindical excepto con la de 
funcionarios civiles de la Direcciôn General de Seguridad es una prescrlp- 
ciôn inconstltucional a tenor del articule 28.1 de la Constituciôn, y con- 
culca directamente lo previsto en el articulo 5^  de la Carta Social Europea, 
ratificada por el Estado espaRol.
242. Cfr. lo dicho supra, epigrafe 2.3.2. de este Capitulo. Cfr. J.P. LANDA 
ZAPIRAIN, El derecho de sindicaclôn... cit., pag. 18.
243. Por otra parte,como senala J.P. LANDA ZAPIRAIN, El derecho de sindica- 
ciôn... cit., pag. 17, la historia del movimiento sindical dentro de la po­
licia espafiola es de orlgen reciente. En la actualidad son dos los sindica­
tos con implantaciôn en el Cuerpo General : La Asoclaciôn Profesional de 
Funcionarios del Cuerpo General Superior de Policias (APFCSP) convertido, 
posteriormente, en el Slndicato Profesional del Cuerpo superior de Policia
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(SPCSP) y la Uniôn Sindical de Policias (USP). El trato recibido por el 
Ministerio del Interior respecto de una y otra no puede ser mâs diferencia- 
do. Hientras que a la APFCSP se le llegô a permitir la convocatoria de una 
huelga de celo (enero de 1980) - de dudoso seguimiento, por lo demâs - y a 
résultés de la misma se entablô una negociaciân en firme sobre determinados 
puntos reivindicativos, la USP, minoritaria en su implantaciôn, ha sido ob­
jet© sistemâticamente de medidas a mi entender claramente antisindicales, 
como expedlentes de sanciôn, traslados, etc., de las que continuamente da 
noticias la prensa. Las ultimas, por la publicaciôn de una serie de arti­
culas en el diario "El Pais" en relaciôn con lamuerte de Joseba Arregui, 
militante de ETA-H y en defensa de una Policia Constitucional. No deja de 
ser sintomâtico que la USP persiga eatatutarlamente "mejorar los servicios 
a la sociedad y una mâs exacts adecuaciôn de la actividad del Cuerpo Supe­
rior de Policia a las situaciones actuales y futures del pais en democra- 
cia". En este sentido, mientras la USP, en la noche del 23 de febrero de 
1981 hizo un llamamiento a todos los miembros de los Cuerpos de Seguridad 
del Estado para que defendieran la Constituciôn, los représentantes del 
SPCSP guardaron un prudente silencio.
244. Asi, por ejemplo, la huelga de celo convocada por la APFCSP en enero
de 1980 incurre, a rai juicio, en la violaciôn del limite constitucional del 
articulo 28.2. Mâs dudosamente, la huelga anunciada para 1982 por la USP 
(cfr. "El Pais", 25 de septiembre de 1980), por cuanto se plantea de forma 
indefinida, lo que evidentemente no puede admitirse en atenciôn a la dicciôn 
del articulo 28.2 del texto constitucional. No obstante, hay que subrayar la 
antelaciôn del anunclo (1 afio y très meses), plazo de preaviso suficiente- 
mente garantizador de la apertura de un proceso de negoclaciôn que haga ine- 
ficaz la soluciôn del conflict© mediante el ejercicio de la huelga.
245. Como se pus© de relieve durante la dlscusiôn parlamentaria del actual ar­
ticulo 127.1. Asi, el dlputado comunista Sr. SOLE BARBERA seRalaba que cuan­
do se dlscutiô el articulo 28 de la Constituciôn, "se estableciô ûnicamente 
la posibilldad de una limitaciôn en el ejercicio de los derechos de vincu- 
laciôn sindical para los hombres pertenecientes a las Fuerzas o Cuerpos Ar­
mados. En aquel moment© no se hizo referenda alguna a ningûn tipo de fun­
cionarios, ni se hizo referenda a ningûn otro tipo de ciudadanos que pu- 
dieran ver Ilmitado el ejercicio de sus derechos comprendidos dentro de la 
Declaraciôn de los derechos humanos y debidamente recogidos dentro de la 
Constituciôn" (DS del Congreso n® 84, Comisiôn de Asuntos Constitucionales
y Libertades Pûblicas, sesiôn del 8 de junlo de 1978), idea que réitéra en 
la Sesiôn plenaria del 13 de julio (DS del Congreso n® 109). En el mismo 
sentido se pronunciô el dlputado de la Minoria Catalans, Sr.ROCA JUNYENT, 
sobre la base de exigir coherencia constitucional con los artlculos 14,22 y 
28 del texto legal, seRalando ademâs que el hoy articulo 127 agrava especi­
ficamente los condicionamientos y excepciones del derecho de sindicaclôn 
para Jueces,Magistrados y Fiscales con respecto a las Fuerzas Armadas y de­
mâs cuerpos sometidos a disciplina militar (DS del Congreso n® 109, Sesiôn 
plenaria de 13-7.-78).
246. Cfr. G. GARCIA BECEDAS, Apuntes para un anâlisis... cit., pag. 58.
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247. G. GARCIA BECEDAS, Apuntes para un anâlisis... cit., pag. 58.
248. A. OJEDA AVILES, La libertad sindical... cit., pags 363-364 ; M. RODRI­
GUEZ PINERO, La libertad sindical... cit., pag 103.
249. M. RODRIGUEZ PiReRO, La libertad slndical... cit., pag. 103. De hecho 
es lo que hace a A. OJEDA AVILES, La libertad sindical... cit., pag. 364, 
reivindlcar para la asoclaciôn profesional de jueces y magistrados "una au- 
tonomla muy cercana a la slndical".
250. La cuestiôn aparece nitldamente, mâs que en la dlscusiôn parlamentaria, 
en los comentarios doctrinales. En efecto, en aquélla se planteaba conjunta- 
mente la afiliaciôn politica y sindical del juez, hacléndose hincapié en ca- 
si todas las Intervenciones sobre la primera. Sin embargo, en la doctrina 
laborista, el tema es mâs claro. Asi, J. SERRANO CARVAJAL, Libertad en em­
press y planificaciôn... cit., pags 363-465, liga la independencia judicial 
con la necesidad de prohibir la sindicaclôn de los jueces, por la politiza- 
ciôn que ésta supone, ya que ello slgnifica compartir de forma notoria unas 
ideas pollticas determinadas.
251. M. RODRIGUEZ PIReRO, La libertad sindical... cit., pag. 103.
252. "Estos hombres, a los que una larga tradiciôn ha revestido de una toga, 
de lo que, con perdôn, por su verdadero nombre se 11aman "punetas ", de una 
peluca incluse en los tribunales ingleses, de medallas y plaças para darles 
ese simbolo de autoridad que les corresponde ; aislados tradlcionalmente en 
una vida separada de la sociedad, con su traje negro de ceremonia ; éstos 
que en los pueblos tradlcionales de Espafla no pueden ir al casino ni jugar 
una partlda de treslllo, que todos hemos vlsto en los viejos paseos de nues- 
tras capitales de provincia, cerca de las Audlenclas, (yo los recuerdo en
mi Lugo natal, paseando, el Presidents en el centro, el Fiscal a la derecha 
y el resto segûn su antigüedad, separados de los demâs, porque este sacrlfi- 
cio les impone eu servicio al pueblo) ; esos son los magistrados que noso- 
tros queremos, que, para el pueblo y por el pueblo, venidos al pueblo, admi- 
nistren justicia". (DS del Congreso, n® 109, sesiôn plenaria de 13 de julio 
de 1978).
253. Sobre el escalonamlento de intereses en la Constituciôn, vid. C. PALOME- 
QUE, El slndicato como sujeto politico... cit., pags 565-566.
254. Asi, el dlputado del PSUC, Sr. Solé Barberâ, en su intervenciôn en la 
sesiôn plenaria del 13 de julio de 1978 (DS del Congreso n. 109), o el dipu- 
tado soclallsta Peces-Barba Martinez, en la misma, y, en la doctrina labora- 
lista, J. SERRANO CARVAJAL, Libertad de empresa y planificaciôn... cit., 
pags 464-465, aunque con ûnica referenda expresa a "Justicia Democrâtlca".
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255. Cfr. P. ANDRES IBAREZ, Acerca del poder judicial, "Argumentos" n® 15 
(1978), pag. 25 ; J.M. LASO PRIETO, Problemas de los funcionarios judiciales 
asturianos, "Argumentos" n® 18 (1978), pag. 27 ; A. OJEDA AVILES, La liber­
tad slndical... cit., pag. 364. Vid. también las conclusiones del Congreso 
Nacional de "Justicia Democrâtlca", enero 1977, en JUSTICIA DEMOCRATICA, Los 
jueces contra la dictadura... cit., pag. 314, fundamentalmente.
256. M. ALONSO GARCIA, La libertad de sindicaclôn... cit., pag 50.
257. Naturalmente, se estâ partiendo de la afirmaciôn, ya hecha, de que "la 
sindlcalizaciôn puede ser, a largo plazo, uno de los medios a travée de los 
cuales se romps el aislamiento del cuerpo separado del resto de la sociedad". 
Cfr. R, CANOSA, Un slndicato di polizia... cit., pag. 665. El anâlisis efec- 
tuado se detlene en la configuraciôn formai de los preceptos constituciona­
les , simplemente. Como ya se ha dicho, la flexibilidad del 28.1 para los mi- 
lltares se concrets en la negaciôn del derecho de sindicaclôn, mientras que 
al menos los jueces cuentan con el asociacionismo profesional del articulo 
52. De este modo, se verifies en la actualidad la iraportancia secundaria de 
la intervenciôn judicial frente a la represiva y decisorla en ûltima instan- 
cia del Ejército. Ello no obsta, sin embargo para que en el piano constitu­
cional se aprecie esa equiparaciôn anotada en el texto.
258. De hecho, los funcionarios de la Administraciôn de Justicia ya han ejer- 
citado su derecho de huelga y, a mi entender, vulnerando de nuevo el articu­
le 28.2 de la Constituciôn, en atenciôn a la modalidad adoptada en su huel­
ga : Esta durô veinticinco dlas ininterrumpidos, desde el 17 de octubre has­
ta el 13 de noviembre de 1979, descuidô los servicios de urgencia y afectô 
al Tribunal Supremo, Audiencia Nacional, Juzgados y registres civiles. ("El 
Pals", 13.11.79). Es interesante confrontar las distintas posturas de les 
sindicatos impulsores de la misma : Mientras que el Slndicato Libre e Inde­
pendiente de la Administraciôn de Justicia (SLIAJ) y la UGT promovieron la 
huelga indefinida hasta lograr sus objetivos, CC.OO. - minoritaria - era 
partidaria de huelgas intermitentes, con el mantenimiento de los servicios 
de urgencia en los juzgados de guardia y en los registres civiles, y con 
concentraciones en los juzgados. Cfr. "El Pals", 20.10.79, y "Mundo Obrero", 
18.10.79. Sobre las implicaciones de la huelga y la opiniôn sobre la misma, 
vid. los éditoriales de "El Pals", Una huelga polémica de 19.10.1979, Huel­
gas justas e injustes, de 8.11.79 y La otra crisis del Estado, de 15.11.79. 
Cfr. también, "La Calle" n® 83 (23-29.10.79), Una huelga confusa. Como co- 
lofôn al proceso, hay que subrayar que los funcionarios sufrieron un descuen- 
to por los dlas en huelga, que fue compensado con una gratificaciôn por el 
exceso de trabajo de puesta al dla de lo atrasado : Una huelga que infringe 
los limites constitucionalmente garantizados y ademâs "subvencionada".
259. Vid. J.L. PRIETO PEREZ, Las relaciones laborales del personal civil al 
servicio de establecimientos militares, "RT" n® 52 (1975) pags 167-169.
Aunque referido al personal no funcionario, el âmbito es idéntico para 
ambas categorlas. Cfr. Art. 2 del RD 500/1978, de 3 de marzo (B.O.E. de
21 de marzo).
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260. A tenor del articulo 6.1 del Reglamento de Jurados de Empresa de 1953.
261. Vid. J.L. PRIETO PEREZ, Las relaciones laborales... cit., pags 188-189. 
Duda resuelta en sentido afirmativo por la sentencia del Tribunal Central de 
Amparo de 7 de mayo de 1975.
262. Aplicable, segûn su articulo 3®, tanto a los funcionarios civiles, como 
al "personal contratado en régimen de derecho administrativo" y al personal 
civil no funcionario de cualquier grupo o categorla laboral.
263. Art. 4® del RD 500/78 de 3 de marzo, citado.
264. Cfr., en contra, M. ALONSO OLEA, Derecho del trabajo, 6® ed. cit., 
pag. 389.
265. En efecto, el régimen disciplinario aplicable era el que resultaba de 
la RT de 29 de octubre de 1967, (Decreto 2525/67), ûltimamente modificada 
por el RD 3381/1978, de 26 de diciembre (B.O.E. de 17.2.79), que en modo al- 
guno, pese a su especlalidad, puede equipararse al régimen disciplinario que 
dériva del CJM. Cfr. J.L. PRIETO PEREZ, Las relaciones laborales... cit., 
pag. 187. Vid. también A. BAYLOS GRAU, La militarizaciôn en los servicios 
pûblicos... cit., pags 125-129 y 158-164. Hoy el régimen disciplinario de 
este personal esté recogido en los artlculos 58 y ss. del R.D. 2205/1980, de 
13 de junio, por el que se régula el trabajo del personal civil no funcio­
nario en los establecimientos militares.
266. En este sentido cabe alegar la derrota de las enmiendas de los senadores 
Pérez Puga y Gamboa Barcaiztegui (DS del Senado, n® 45, Comisiôn de Consti­
tuciôn, sesiôn de 29 de agosto de 1978), que pretendian incluir una menciôn 
expresa del personal civil al servicio de la Administraciôn Militar dentro 
de las "peculiaridades" del derecho de sindicaclôn y, en sentido contrario, 
la del senador Villar Arregui, en la misma sesiôn, que pretendia introducir 
en la dicciôn del articulo 28.1 la expresiôn "los demâs cuerpos cuyos miem­
bros estén sometidos con carécter permanente al fuero militar". La finalidad 
de esta enmienda del grupo Progresistas y Socialistas Independientes era que 
"bajo el equlvoco "los demâs cuerpos sometidos a disciplina militar" no pue- 
dan integrarse trabajadores que prèstan servicios en organismes, como "ad 
exemplum" el Institute Nacional de Técnica Aeronâutica u otros estableci­
mientos cuya estructura en la cûspide es militar, pero cuya base es eminen- 
temente laboral. La ambigüedad de la situaciôn de estos trabajadores exige 
su clarificaciôn y, por consiguiente, exige la clarificaciôn del texto 
constitucional concerniente al derecho de huelga". En este sentido, lo 
prescrito en la Disposiciôn Adicional Primera del R.D. 2205/1980, de 13 de 
junio, referente a que "los trabajadores al servicio de la Administraciôn 
militar tendrân los derechos de libre sindicaclôn y huelga, con el alcance 
y contenido que, en funciôn del superior interés de la Defensa Nacional, se- 
nale la normativa de especifica aplicaciôn a dicho personal", no puede inter-
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de otra manera que, hasta que se dicte una ley orgânica sobre este aspecto 
prometida en el R.D. citado, estos trabajadores gozan normalmente de ambos 
derechos de conformidad a los artlculos 7, 28.1 y 28.2 de la Constituciôn.
267. Cfr. A. OJEDA AVILES, La libertad sindical... cit., pag. 366. Por otra 
parte, para el reconocimiento de sus asociaciones profesionales, normalmente 
de carâcter local, grandes centres de las Fuerzas Armadas (Maestranzas de 
Albacete, Sevilla, etc.) se han dirigido al IMAC sin acogerse al régimen 
establecldo en dicho decreto. Cfr. J.L. HERRERO VAQUERIZO, Sindicatos y Ad­
ministraciôn militar... cit., pag. 40,
268. Cfr. R. D-L 12/1978 de 28 de abril y R.D. 3185/1978 de 29 de diciembre 
(B.O.E. 20.1.1979)
269. Cfr. J. SERRANO GUIRADO, El seguro de enfermedad y sus problemas, I.E.P., 
Madrid, 1950, pag. 60. Una vision relativamente cercana a los hechos, en F. 
HERNANDEZ IGLESIAS, La Beneflcencia en EspaRa, Establecimientos tipogrâficos 
de M. Mlnuesa, Madrid, 1876, (2 vols.) especialmente pags. 131-164 y 553-620 
del volumen I. Para una exposiclôn sintética respecto del proceso histôrico 
espaRol, vid. M. ARTOLA, La burguesla revolucionaria (1808-1874), Ed. Alian- 
za, Madrid, 1978, 6* éd., pags 262-264 y 277-285.
270. Paralelamente, el dogma de la abstenciôn estatal en la gestlôn de acti­
vidades econômicas y la necesidad de la misma quedan soldados mediante la 
técnica de la concesiôn administrativa. Cfr., por ejemplo, las palabras de 
P.J. PROUDHON, Soluciôn al problema social, Premiâ éd., Mexico, 1977, pags 
31-35, de acuerdo con la traducciôn y prôlogo de F. PI Y MARGALL, segûn el 
texto publicado por la libreria A. DURAN, Madrid, 1869 : "Es obvio que, por 
lo menos hasta ciertos limites, convlene partir y dar en propiedad el patri- 
monlo de una naciôn (territorio, comercio, industrie, ciencla, etc.) si se 
quiere que esté bien explotado".
271. Cfr. L. DUGUIT, Traité de Droit Constitutionnel... cit., vol. II, pag.
60.
272. Cfr. L. DUGUIT, Traite de Droit Constitutionnel... cit., vol. II, pag.
61. el anâlisis del concepto de la solidaridad o interdependencia social, 
que remite a la sociologie de DÜRKHEIM y en la que "la solidaridad por di- 
visiôn del trabajo o solidaridad orgânica" aparece en primer piano en las 
sociedades modernas, podria suministrar, a la luz de los cambios operados en 
el Estado burgués tras la Segunda Guerra Mundial, interesantes precisiones 
sobre la crisis de la noclôn del servicio pûblico. Obviamente, es un tema 
que no se puede aborder aqul. Vid. sobre el concepto, L. DUGUIT, Traité de 
Droit Constitutionnel... cit., vol. I, pags 85-89.
273. L. DUGUIT, Traité de Droit Constitutionnel... cit., vol. II, pag. 61.
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274. Por cuanto atenta al primer elemento de la vida social. La solidaridad 
mecanica (par similitudes), la ayuda mutua para la realizaciôn de las nece­
sidades comunes a los hombres mediante la puesta en comun de sus aptitudes 
semejantes. Y todo atentado directo a las condiciones de la solidaridad so­
cial mecânica constituye una infracclon penal. Cfr. L. DUGUIT, Traité de 
Droit Constitutionnel... cit., vol. Ill, pag. 233.
275. Cfr. P. HARMIGNIE, El Estado y sus agentes... cit., pags 353-359, M. PI- 
QUEMAL, Le fonctionnaire... cit., pag. 32.
276. Vid. R. LATOURNERIE, Le droit français de la grève, Ed.Sirey, Paris, 
1972, pag. 607 ; A. BRUN, H. GALLAND, Droit du travail, vol. 2, Ed. Sirey, 
Paris, 1978, pag. 489.
277. Vid. R. LATOURNERIE, Le droit français... cit., pag. 618.
278. La determinaciôn concreta de las necesidades de carâcter permanente sa- 
tisfechas por la Administraciôn eran, en la opinion de L. DUGUIT, algo 
"esencialmente variable, evolutivo", porque "la civilizaciôn consiste ûnica- 
mente en el crecimiento del numéro de necesidades de todo orden que pueden 
ser satisfechas en el menor tiempo posible". A medida que la civilizaciôn 
progress, la intervenciôn de la Administraciôn habria de ser mâs frecuente, 
"porque solo ella puede realizar lo que es la civilizaciôn". Cfr. Traité
de Droit Constitutionnel... cit. vol. II, pags 62-63.
279. Cfr.E. GARCIA DE ENTERRIA / T.R. FERNANDEZ, Curso... cit., vol. I, pag. 
40.
280. Cfr. J.M. AUBY y R. DUCOS-AUDER, Grands services publics et entreprises 
nationales, P.U.F., Paris, 1969, pags 33-38 ; J. RIVERO, Droit administratif, 
Dalloz, Paris, 1969, (4* éd.), pags 387-403 ; M. WALINE, Précis de Droit ad- 
ministratif, Ed. Montchrestien, Paris, 1969, pags 457-478,
281. M. PIQUEMAL, Le fonctionnaire... cit., pags 44-45.
282. A. BRUN, H. GALLAND, Droit du travail... cit., vol. 2, pag. 489, senalan 
como factores que posibilitan el cambio de perspective tradicional : la co- 
rriente liberal de posguerra, la gestiôn de los servicios pûblicos por perso­
nas privadas y el reconocimiento constitucional del derecho de huelga ; R. 
LATOURNERIE, Le droit français... cit., pags 611-612, entre los "hechos so- 
ciolôgicos" que permiten una coyuntura mâs flexible, menciona en primer lu­
gar la "extension prodigiosa" de las atribuciones del Estado, para posterior­
mente hacer hincapié en la penetraciôn de las ideas de la sociedad civil 
entre los agentes del Estado, y la extension a este âmbito del derecho so­
cial, lo que culmina con la "solemne consagraciôn" del derecho de huelga.
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283. M. PIQUEMAL, Le fonctionnaire■.. cit., pag. 369.
284. Jurisprudencia Dehaene, Inaugurada por el arrêt de 7 de julio de 1950 y 
con plena vigencia actual. Vid. G. BELORGEY, Le droit de grève dans les ser­
vices publics. Ed. Berger-Lévrault, Paria, 1964, pags 32-39 ; G. LYON CAEN / 
J. PELISSIER, Les grands arrêts de droit du travail. Ed. Sirey, Paris, 1980 
(2® ed), pags. 23-24. Se ha subrayado su carécter "transaccional" o concilia- 
dor por la mayorla de la doctrina. Asi, cfr. R. LATOURNERIE, Le droit fran­
çais. .. cit., pag. 626 : H. SINAY, La Grève... cit., pag. 402. Vid. ademâs,
A. BRUN / H. GALLAND, Droit du travail... cit., pag. 489, y M. PIQUEMAL, Le 
fonctionnaire... cit., pag. 393.
285. Cfr. J.C. JAVILLIER, Droit du travail, L.G.D.J., Paris, 1978, pags 510- 
512.
286. M. PIQUEMAL, Le fonctionnaire... cit., pags 44-45.
287. J.C. JAVILLIER, Droit du travail... cit., pags 511-512.
288. Cfr. C.E. 4 de febrero de 1966, recogido por G. LYON CAEN / J. PELISSIER, 
Les grands arrêts... cit., pags 19-20 y 23.
289. Sin perjuicio de lo que se recogerâ con mâs detalle en el capitulo 3 de 
esta tesis, cfr. J.M. BOLLE, Le droit de grève dans les services publics ; 
"Droit social" n® 2 (1976) pags 63-69 ; J.C. JAVILLIER, Droit du travail... 
cit. pag. 510 ; C. LEYMARIE, Le droit de grève à la Radiodiffusion-Télévi­
sion Française, "Droit social" n® 1 (1980) pags 7-20 ; D. LOSCHAK, La dégra­
dation du droit de grève dans les services publies, " Droit social" n® 2
(1976), pags 56-62 ; J-Y PLOUVIN, La résistible ascension du service minimum 
dans le service public national de la radiodiffusion, de la télévision.■. et 
ailleurs, "Droit social" n» 6 (1977 ), pags 243-247.
290. H. SINAY, La grève... cit., pag. 371.
291. Recogiendo asi aquellas opiniones segûn las cuales habla que abandonar 
"viejas distinciones" entre servicios pûblicos y empresas privadas, funcio­
narios y no funcionarios, agentes de autoridad y agentes de gestiôn : La ûni­
ca consideraciôn determinants habria de ser la relaciôn con la necesidad pû­
blica de la actividad considerada. Cfr. D. RUZIE, Les agents des personnes 
publiques et les salariés en droit français. Ed. Pichon et R. Durand-Auzias, 
Paris, 1960, pags 213-214. Ciertaraente que las opiniones doctrinales eran 
mâs radicales que la Ley de 31 de julio de 1963 ; para D. RUZIE, (ibid.
pag. 213) "hay que proscribir la huelga alll donde sea incompatible con las 
necesidades de la vida social". Otro autor afirmarâ, en aras de la continui- 
dad, que hay que prohibir el derecho a la huelga en todos los grandes servi-
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clos pûblicos o bien situarlo "bajo taies restricciones que pierda su sig- 
niflcado y fuerza originales". Cfr. H. FINER, Teorla y préctica del Estado 
moderno, Tecnos, Madrid, 1964, pag. 1081.
292. H. SINAY, La grève... cit., pags 377-379.
293. J.C. JAVILLIER, Droit du travail... cit., pag. 509.
294. Cfr. M. PIQUEMAL, Le fonctionnaire... cit., pag. 32 : "El Estado defien- 
de la nociôn de continuidad del servicio ; los funcionarios, por su parte, 
quieren ser asalarlados como los del sector privado".
295. Asi, leyes de 1972, 1974 y 1979 sobre la ORTF, que establecen cada una 
la extension cada vez mayor de la obligaciôn del servicio mînimo, enormemen- 
te copioso. Sobre esta ûltima ley, cfr. el comentario de C. LEYMARIE, Le 
droit de grève... cit., pags 7-20. Résulta también interesante compulsar los 
ûltimos proyectos de ley franceses al respecto. Asi durante la legislatura 
1978-79, se deposito un proyecto de ley para llmitar el ejercicio del dere­
cho de huelga, con carécter general, que proponla como ejes bâsicos de la 
regulaciôn los slguientes : La concepciôn de la huelga como "ultima ratio" 
solo ejercltable tras una tentatlva de conciliaciôn y la obligaciôn de fijar 
un servicio minimo en todas las huelgas declaradas en los servicios pûbli­
cos : En la Funciôn Pûblica, éste se fljarla por Decreto ; en las demâs em­
presas u organismes encargados de la gestiôn de un servicio pûblico, se fi- 
jarla por acuerdo entre la direcciôn y las organizaciones sindicales mâs re- 
presentativas, o, en su defecto, mediante Decreto de la Presidencia del Con­
sejo de Ministres. Cfr. J.C. JAVILLIER, Droit du travail. Mise d jour 1979, 
L.G.D.J., Paris, 1979, pags 292-293- Ha habido también tentativas de regula­
ciôn sectorial para la Navegaciôn Aérea, Electricidad de Francia y el perso­
nal de navegaciôn que asegura la comunicaciôn regular entre Côrcega y la me- 
trôpoli. Cfr. J.C. JAVILLIER, Mise au jour... cit., pag. 293.
296. Cfr. H. SINAY, Les conflits collectifs et 1'argent, en "Tendances du 
droit du travail français contemporain" (Etudes offertes a G.H. CAMERLYNCK), 
Dalloz, Paris, 1978, pag. 301, quien critica la tesis que justifies la ad- 
misibilidad de las primas anti-huelga por el deseo de continuidad, tan com­
pléta y normal como sea posible en el funcionamiento de una empresa. Para 
SINAY, se trata de una transferencla de los principios de la jurisprudencia 
administrativa al sector privado inadmisible, y ademâs una transferencla ré­
trograda, Cfr, mâs en extenso, supra, capitulo 1, epigrafe 2.4.
297. H. SINAY, Les conflits collectifs... cit., pag. 301.
298. M. PIQUEMAL, Le fonctionnaire... cit., pag. 390.
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299. F. DURAN LOPEZ, Derecho de huelga... cit. pags 53 y ss.
300. H. SINAY / J.C. JAVILLIER, Mise au jour... cit., pag. 137.
301. J.M. SALA ARQUER, El prlnclplo de continuidad de los servicios pûblicos, 
INAP, Madrid, 1977, quien afirma (pags 10-11) : "Es évidente que la Influen- 
cla de la teorla del servicio pûblico fue escasa o nula, cuando menos hasta 
1954". J.L. VILLAR PALASI, La Intervenciôn administrative... cit., pag. 159, 
giflrroà que la afirmaciôn contraria "es sôlo parclalmente clerta".
302. J.M. SALA ARQUER, El prlnclplo de continuidad.■. cit., pag. 17. Por su 
parte, J.L. VILLAR PALASI, La Intervenciôn admlnlstratlva... cit., pag.
161, précisa que "en los comlenzoa de nuestro derecho administrativo, do- 
mlnlo pûblico, obra pûblica y servicio pûblico son técnicas de mutuo apoyo
y de Igual cobertura, que sôlo cobran Independencia al Ir logrando sustantl- 
vldad en los comlenzos de nuestro slglo".
303. Y, en concrete, ante la qulebra de compaHlas conceslonarlas de ferroca- 
rrlles. Mâs aun, los caractères del prlnclplo de continuidad y los precep­
tos sobre la qulebra de compaHlas de servicio pûblico de que habla el Côdigo 
de Comercio - arts. 930-941 - no se emplearon como procedlralento especial a 
otros servicios como los de abasteclmlento de aguas,gas o electricidad, cu­
yas qulebras slguleron el procedlmlento ordinario. Cfr. J.M. SALA ARQUER,
El prlnclplo de continuidad... cit., pags 22-23.
304. Hasta 1909, el tema de la huelga en los servicios pûblicos se contempla 
ûnica y exclusivamente como una cuestiôn de orden pûblico y, aun en este 
caso, las medidas que se toman son escasas y tardlas, a juicio de J.M. SALA 
ARQUER, El prlnclplo de continuidad... cit., pag. 21.
305. P. HARMIGNIE, El Estado y sus agentes... cit. pag. 363. Cfr. en C. PALO- 
MEQUE, Derecho del trabajo e Ideologia, Ed. Akal, Madrid, 1980, pags 63-64, 
la reacclôn contraria a esta Instituciôn del preaviso por parte de las orga­
nizaciones de la clase trabajadora.
306. A. GALLART FOLCH, Derecho espaHoI del trabajo. Ed. Labor, Barcelona, 
1936, pag.231.
307. Cfr. arts. 5® y 6® de la Ley 27.4.09 recoglda en M.C. GARCIA NIETO, J.
H. DONEZAR, L. LOPEZ PUERTA, Expanslôn econômlca y luchas sociales (1898- 
1923), Ed. Guadiana, Madrid, 1972, pags 103-105.
308. A. GALLART FOLCH, Derecho espaflol... cit., pag. 231.
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309. C. BERNALDO DE QUIROS, Derecho social. Institute Reus, Madrid, 1932, 
pag. 123.
310. Sobre la conciliaciôn y arbitraje en esta Ley, cfr. C. BERNALDO DE QUI­
ROS, Derecho social, cit., pags 123-125 ; A. GALLART FOLCH, Derecho espa- 
nol... cit., pags 233-235.
311. J. L. VILLAR PALASI, La Intervenciôn admlnlstratlva... cit., pag. 167.
312. Cfr. apartado 2.1 de este mismo capitulo.
313. A. EMBID IRUJO, La problemâtica actual... cit., pags 591-592.
314. Y, entre ellos, los ya menclohados de la recepclôn mltlgada del dogma 
del servicio pûblico. Vid. A. EMBID IRUJO, La problemâtica actual... ctl., 
pag. 592.
315. A. EMBID IRUJO, La problemâtica actual... cit., pag. 592.
316. El diferente trato en atenciôn a la naturaleza de la relaciôn aparece 
perfectamente claro en la slstematlzaclôn, que sobre la base de los efectos 
del prlnclplo de continuidad en los servicios pûblicos, efectûa S. ALVAREZ 
GENDIN, El servicio pûblico, lEP, Madrid, 1944, pags 32-33.
317. En este sentido, S. ALVAREZ GENDIN, El servicio pûblico... cit., pag. 34 
"En la situaciôn creada por el Movlmiento Nacional patrlôtico, no sôlo el 
cese de un servicio pûblico estâ prohlbldo, sino el paro o huelga de todo 
trabajo".
318. Cfr. M. ALONSO OLEA, La reforma del articulo 222 del Côdigo Penal, en 
•Quince Lecclones sobre confllctos colectivos de trabajo", Facultad de Dere-
cho-Complutense, Madrid, 1968, pags 248-149 ; S. ALVAREZ GENDIN, El servicio 
pûblico... cit., pag. 34 ; F. PUIG PENA, Derecho oenal. tomo III, 4® edl- 
clôn. Ed. Revlsta de Derecho Privado, Madrid, 1955, pags 108-109, quien sub­
raya la Identificaciôn entre funcionarios y particulares respecto de los 
servicios de reconoclda e Inaplazable necesidad ; F. VALDES DAL-RE, Notas 
para una reelaboraclôn crltlca... cit., pag. 228.
319. M. ALONSO GARCIA, Derecho procesal del trabajo. Ed. Bosch, Barcelona, 
1963, pag. 402 ; M. ALONSO OLEA, La reforma del articulo 222.■■ cit., pag. 
249 ; J. M. ALMANSA PASTOR, La huelga laboral en espana tras la modifica- 
clôn del articulo 222 del Côdigo Penal, "RPS" n® 72 (1966), pag. 73 ; J.
- 354 -
GARCIA ABELLAN, El confllcto colectivo de trabajo en el derecho espaRol, en 
"Estudlos en homenaje..." cit., vol. III, pags 521-522 ; Derecho de confllc­
tos colectivos de trabajo, lEP, Madrid, 1969, pag. 139 ; J. RAMIREZ MARTINEZ; 
La huelga politica... ctl., pag. 56 ; F. VALDES DAL-RE, Notas para una ree­
laboraclôn crltlca... cit. pags 223-224.
320. J.M. RODRIGUEZ DEVESA, Derecho penal EspaRol (Parte Especial), 4* edl- 
clôn, Madrid, 1971, pags 691-692.
321. F. VALDES DAL-RE, Notas para una reelaboraclôn crltlca... cit., pag.
228. En cuanto al slgnlflcado penal, vid. J.M. RODRIGUEZ DEVESA, Derecho pe­
nal ... cit., pags 693-694, quien exige para la existencia del dellto de se- 
dlclôn que el "trastorno" o la "alteraciôn" afecten al orden pûblico, a la 
seguridad Interior del Estado. En cualquier caso, desde 1965, la huelga en 
los servicios pûblicos se objetiva en un puro tipo descrlptlvo, como rezaba 
la Circular de la Fiscalla del TS recoglda por H. ALONSO OLEA, La reforma 
del articulo 222... cit., pags 252-253.
322. Articulo 3® l.c) del citado Decreto-Ley. Cfr. A. BAYLOS GRAU, La mili­
tar Izaclôn. .. cit., pags 96-99.
323. Qulzâ se podria establecer una correlaclôn con la compléta conflgura- 
clôn en nuestro derecho administrative, de una noclôn de servicios pûblicos, 
de ampllslma extenslôn que se materialIzarla en la dicciôn de los artlcu­
los 121 de la LEF y 49 de la LRJAE, que establecen la responsabllldad ob­
jetiva, Idéntica para el conceslonarlo y la Administraciôn, por el funcio­
namiento normal o anormal de los servicios pûblicos. El servicio pûblico 
podria confundlrse con toda la actividad de la Administraciôn y no como
una actividad admlnlstratlva caracterizada por la entrega dlrecta de pres- 
taclones a los particulares : Cfr. E. GARCIA DE ENTERRIA / T.R. FERNANDEZ, 
Cures... cit.. Vol I, pags 45-46.
324. Por cierto que en la nueva redacclôn se slgue menclonando la prestaciôn 
de servicios de reconoclda o Inaplazable necesidad, cuestiôn que ha sido 
crltlcada, desde la perspective penal, por J.M. RODRIGUEZ DEVESA, Derecho 
Penal... cit., 7* edlclôn (1977), pag. 737, al eetlmarlo un "residue de la 
vleja redacclôn" que carece hoy de sentido "porque no cabe Imaginer un ser­
vicio de esta Indole a cargo de funcionarios administratives que no sea al 
mismo tiempo un servicio pûblico".
325. Cfr. arts. 4 y 10-2 del DLRT. Vid. M. ALONSO OLEA, Derecho del traba- 
jo... cit., pags 547-548 ; G. BAYON CHACON / E. FEREZ BOTIJA, Manual■.. 
cit.. Vol. II, pag. 673 ; ALBIOL /CAMPS / JUANIZ / LOPEZ / RAMIREZ / SALA, 
Nueva regulaciôn... cit., page 12—13 ; A. BAYLOS GRAU, La militarizaciôn... 
cit., pags 114-117 ; F. DURAN LOPEZ; La nueva regulaciôn... cit., pags 60- 
61 y 62 ; L,E, DE LA VILLA / C. PALOMEQUE, Introducciôn a la Economia... 
cit., vol II, pags 327-333.
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326. J.L. VILLAR PALASI, La Intervenciôn adniniatratlva.■■ cit., pag. 170.
327. J.L. VILLAR PALASI, La Intervenciôn admlnlstratlva... cit., pags 170- 
171, seHala, entre otras, el orden de preferencia del articulo 160 de la 
Ley de Aguas, y la preferencia de RENFE frente a servicios pûblicos de 
transportes por carrêtera cuando la llnea concedlda esté en competencia 
con el ferrocarrll.
328. Cfr. arts. 5 y 6 de la Ley. M.C. GARCIA NIETO, JAVIER M. DONEZAR, L. LO­
PEZ PUERTA, Expanslôn econômlca... cit. pag. 104.
329. Vid. INSTITUTO DE REFORMAS SOCIALES, Confllcto de obreros y empleados de
las CompaHlas de Ferrovlarlos (septiembre - octubre, 1912), Ed. Imprenta su- 
cesora de M. Mlnuesa de los Rlos, Madrid, 1913, pags 51-52. Cfr. A. BAYLOS 
GRAU, La militarizaciôn... cit., pag. 171.
330. Mâs aun si se compara, anacrônlcamente, con la habllltaciôn de la Ley
Bâslca de Movllizaclôn Nacional 50/1969, de 26 de abril, segûn la cual cabe 
la movllizaclôn de todo tipo de recursos y de sectores sin necesidad de 11- 
mltarse a los servicios pûblicos, segûn se desprende de sus artlculos 1®,
2®, 9® y 13®. Cfr. A. BAYLOS GRAU, La militarizaciôn... cit., pag 171.
331. Vid. A. BAYLOS GRAU, La militarizaciôn... cit., pags 169-171.
332. De Indlscutible Importancla, por Imbrlcarse con la tlplflcaclôn penal de 
la huelga. No obstante, hay otros artlculos del Côdigo Penal que dan espe­
cial relieve a algunos servicios pûblicos en particular. Asi, el dellto de 
desôcdenes pûblicos que flJa el articulo 249 del C.P., que Incrimina la ad- 
quislclôn de objetos destinados al servicio pûblico de transportes, abaste- 
cimlento de aguas, gas, hllos o cables Instalados para los servicios eléc- 
tricos o de comunicaciôn.Cfr. J.L. VILLAR PALASI, La Intervenciôn adminis­
trati va. .. cit., pags 178-179.
333. Cfr. G. BAYON CHACON / E. PEREZ BOTIJA, Manual.■. cit., vol II, (10® edi- 
clôn), pag. 771 : J. CORDOBA RODA, Comentario al Côdigo Penal, tomo III,e4 Ar.et, 
Barcelona, 197#, pag. 455.
334. Cfr. arts. 330 y 359 de dicho Côdigo Penal italiano.
335. G. BAYON CHACON / E. PEREZ BOTIJA, Manual... cit. vol. II (10® edlclôn),
pag. 771.
336. Sobre la posibilldad de declarar como taies actividades de reconoclda e
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inaplazable necesidad a prâcticamente cualquier Industrie, vid. A. BAYLOS 
GRAU, La militarizaciôn... cit., pag. 98.
337. J. CORDOBA RODA, Comentario al Côdigo Penal... cit., tomo III, pag. 454.
338. G. BAYON CHACON / E. PEREZ BOTIJA, Manual... cit., vol II, pag. 771, que 
asume J.M. RODRIGUEZ DEVESA, Derecho penal espaRol... cit., pag.737.
339. M. ALONSO OLEA, La reforma del articulo 222... cit., pag. 252.
340. J. CORDOBA RODA, Comentario al Côdigo Penal..■ cit., pag. 455.
341. Cuestiôn que aparece nitldamente de la confrontaclôn de G. BAYON CHACON /
E. PEREZ BOTIJA, Manual... cit., vol. II, en su 10* edlclôn (pag. 771) y su 
11* edlclôn (pag. 662).
342. J.M. RODRIGUEZ DEVESA, Derecho penal espaRol... cit., pag. 737 ; G. BA­
YON CHACON / E. PEREZ BOTIJA, Manual... cit., (11* edlclôn), pag. 662.
343. Esta es, en efecto, la terminologie utlllzada por el Comité de Libertad
Slndical en sus declslones. Cfr. G. DIEGUEZ CUERVO, El derecho de huelga en
la doctrina del Comité de Libertad Slndical de la OIT, "RT" n* 49-50 (1975),
pags 42-44.
344. Cfr. G. DIEGUEZ CUERVO, El derecho de huelga... cit., pag. 43 ; ASESORIA
JURIDICA DE LA ORGANIZACION SINDICAL, La O.I.T. ... cit., Declslôn del CLS
n* 315, pag. 387.
345. Cfr. G. DIEGUEZ CUERVO, El derecho de huelga... cit., pag. 43.
346. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 232.
347. W. DAUBLER, La huelga en la Constituciôn... cit., pag. 87
348. Asi, en la doctrina laborallsta espafiola, A. MARTIN VALVERDE, El derecho 
de huelga... cit., pags 232-233 ; M. ALONSO OLEA, Derecho del trabajo.■■ cit., 
(6* edlclôn), pag. 547, "aquéllos de los que depends la satisfacciôn de los 
Intereses fondamentales de los ciudadanos o un Interés vital", con remislôn 
expresa a MARTIN VALVERDE ; L.E. DE LA VILLA, Algunas reflexlones... cit., 
pag. 103, "actividades de Interés vital relacionadas con los derechos fonda­
mentales y libertades pûblicas", también con expresa cita de este autor.
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M. ALONSO GARCIA, Curso... cit., pag. 644, los define como "aquéllos sin 
cuya prestaciôn peligrase la vida de las personas y su salud o se hiciera 
Imposlble la satisfacciôn de eus necesidades bâslcas (suministro de luz, 
agua, gas ; abasteclmlento de alimentes, transportes, sanidad, ensefianza)..." 
Por el contrario, A. OJEDA AVILES, Derecho slndical... cit., pag. 308, en­
tiende por servicios esenclales aquellos "sin cuyo funcionamiento colapsa 
la sociedad Inmedlatamente", y "no parece entrar en la deflnlciôn de servi­
cios esenclales la defensa de los derechos fondamentales de la persona, 
como algunos proponen". Sin embargo, parece definitive - y constitucional - 
la opclôn por un concepto "ampllo" de servicios esenclales ; otra cosa es 
la crltlca de lo que signifies esta opclôn legislative, jurisprudenclal y 
doctrinal.
349. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga..L cit., pag. 233.
349 bis. Sin embargo, A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit.,
pags 232-233 y 246, Identlflca el concepto penal con lo que en otros ordena- 
mlentos, y fundamentalmente en la préctica slndical de la R.F.A., se deno- 
mlnan actividades de Interés vital.
350. Asi, la sentencia de la Audiencia Nacional de 6 de Junlo de 1980 (Po- 
nente Excmo. Sr. Dn. Federico C. SAINZ DE ROBLES) mantiene el crlterlo de 
que "son esenclales para la comunidad aquéllos (servicios) que posibilitan a 
sus miembros el ejercicio de los derechos y libertades bâslcas, entre los 
que se cuenta el de "circular por el territorlo nacional". En idéntico sen­
tido, la Sentencia del Tribunal Supremo de 24 de septiembre de I960 (Ponente, 
Excmo. Sr. Dn. Fernando ROLDAN MARTINEZ), que revoca la anterior si bien 
afirma que el derecho de libre clrculaclôn es "mâs fundamental" que el de­
recho de huelga. No es extrafio, habida cuenta del tenor de la sentencia del 
Tribunal Supremo de 11 de julio de 1980, de la que fue ponente el mismo 
Maglstrado, que se limita a establecer "que es manifiesto" que el servicio 
pûblico de RENFE es un servicio esenclal, sin argumenter por qué. El tema 
se comenta mâs adelante.
351. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 233. Coincidirâ 
pues, salvo en el caso de los transportes urbanos y el ferrocarrll, con los 
supuestos enumerados en la Ley de 27.4.1909. Vid. supra, epigrafe 3.2.2. de 
este capitulo.
352. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 233.
353. Cfr. Sentenclas de la Audiencia Nacional de 6 y 20 de junio de 1980 ;
STS de 11 de julio y 24 de septiembre de 1980 (dos sentenclas), en los casos
de RENFE y Metro de Madrid.
354. Cfr. art. 1®, dos, de la Ley 4/1980 de 10 de enero (B.O.E. del 12), que
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establece : "la radiodlfuslôn y la television son servicios pûblicos esen- 
ciales cuya titularidad corresponde al Estado". En el mismo articule 1*, 
cfr. las definlclones légales de radlodifualôn y television.
355. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 233. Mediante la 
via del articulo 10.2 del DLRT, han sido declarados por Decreto Servicios 
esenclales el Boletin Oflclal del Estado - servicio de reconoclda e Inapla­
zable necesidad - (R.D. 2831/1978, de 1 de diciembre) ; los transportes ma- 
rltlmos de CAMPSA, - servicio de carâcter esenclal para el Interés gene­
ral - (R.D. 2230/1979 de 21 de septiembre) y el Institute Nacional de Meteo- 
rologla al que se define como servicio pûblico de carâcter esenclal (R.D. 
2717/1979 de 23 de noviembre). No son vâlldos, a los efectos que aqul Inte- 
resan, los fundamentos que alegan los RR.DD. 2956/1978 y 1989/1978 de 15 de 
diciembre, - Radlotelevlslôn Espafiola y transporte aéreo regular (IBERIA) - 
puesto que ûnlcamente menclonan el carécter de servicio pûblico de los mis­
mos, como tampoco el R.D. 156/1979, de 2 de febrero, sobre Centres hosplta- 
larlos dependlentes de las Entldades Gestoras de la Seguridad Social y de 
las demâs Entldades pûblicas, con Idéntica motlvaclôn. Ello sin perjuicio 
de entender que, con arreglo a la acepclén amplla de servicios esenclales, 
deban ser conslderados como taies.
356. "Lo que el leglslador qulso decir y expresô en ambos supuestos (articu­
les 28.2 y 37.2 de la Constituciôn) fue simplemente su voluntad de que las 
limitaciones a las libertades, derechos fondamentales reconocldos, cuando se 
trate o afecte a una empresa de servicios pûblicos, no cabe establecerlos 
con Interpretaclonea extenslvas, sino que deben hacerse con sentido restrlc- 
tlvo", afirma llteralmente la Sentencia citada en el texto.
357. Desde la noclôn en la legislaclôn flnanclera, que callflca de servicio 
pûblico el prestado por la Administraciôn en cuanto comporte un gas to, has­
ta la deflnlciôn de la LEE o de la LJCA. Un comentario a la doctrina del TS 
en E. RAYON SUAREZ, Alcance de la consagraciôn constitucional del derecho 
de huelga : La doctrina del Tribunal Supremo, "REDT" n® 4 (1980), pags 531- 
535, aunque fundamentalmente preocupado por la declaraciôn de apllcabllldad 
del DLRT.
358. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 245, M. RODRIGUEZ 
PIRERO, a. MARTIN VALVERDE, F. DURAN LOPEZ, La regulaciôn del derecho... 
cit., ; A. BAYLOS GRAU, Sobre el derecho de huelga en los servicios esencla­
les de la comunidad, "REDT" n» 2 (1980).
359. Se trata pues, una vez mâs, del problema Insoluble del Estado moderno y 
la necesidad de autosostenlmlento del mismo, concebldo al uso en una determl- 
nada llnea teôrlca que lo define como "sistema de aparatos e Instituciones". 
Vid. J. SOLE TURA, El Estado como sistema de aparatos e Instituciones, en 
"El Marxismo y el Estado", Ed. Avance, Barcelona, 1977, pags 16-19 ; vid. 
también J. GARCIA FERNANDEZ, Bibliografia bâslca sobre el Estado, "Sistema" 
n® 38-39 (1980) pags 283-284
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360. J.R. CAPELLA, Materlales para la crftlca... cit., pags 134-135.
361. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 246.
362. G. ZANGARI, Sullo sciopero dei pubblici dipendenti, "Riv. Dir. Lav."
n« 2 (1969) pag. 38.
363. Cfr, A. BAYLOS GRAU, Sobre el derecho de huelga... cit.
364. Que, de acuerdo con la sentencia de la Audiencia Nacional de 6 de junio
de 1980, "eetâ también garantizado constitucionalmente". Sobre la irrelevan- 
cia del término mantenimiento o funcionamiento, cfr. STS de 11 de julio de 
1980 y de 24 de septlembre del mismo afio (dos sentencias), aunque en un a 
perspective diferente a la que aqul se alude. Vid. también A. MARTIN VALVER­
DE, El derecho de huelga... cit., pags 239-240. F. SUAREZ GONZALEZ, Las nue- 
vas relaciones laborales... cit., que da noticla en las pags 72-76 de esta 
jurisprudencia, hace hincapié en las discrepancies entre la Audiencia Nacio­
nal y el Tribunal Supremo, como planteamientos "radicalmente diverses"
(pags 74-75), de donde deduce la Imperlosa necesidad de una Ley de huelgas.
365. W. DAUBLER, La huelga en la Constituciôn.■. cit., pag. 87 ; A. MARTIN
VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 246-247.
366. Cfr. S. de la Audiencia Nacional de 6 de Junio de 1980. "La soluciôn
del mismo ha de efectuarla la Ley que régulé el ejerclcio del derecho de
huelga, que deberâ, en todo caso, respetar su contenido eaencial".
367. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 246.
368. E.B. PASUKANIS, Teorla general del derecho y del marxismo. Ed. Labor, 
Barcelona,1976, pag. 123.
369. En efecto, "la lucha prâctica de estos intereses partipulares que 
constantemente y de un modo real se enfrentan a los intereses comunes o que 
llusoriamente se creen taies, impone como algo necesario la interposlciôn 
prâctica y el refrenamiento por el interés "general" ilusorio bajo la forma 
de Estado". C. MARX / F. ENGELS, La Ideologia alemana. Ed. Pueblos Unidos — 
Ed. Grijalbo, Barcelona, 1974 (5* ediciôn), pags 35-36.
370. Deflniciôn de la sociedad burguesa como bellum omnium contra omnes, de- 
bida a los grandes filôsofos de nuestro tiempo, es decir a HEGEL y a KANT. 
La cltada definciôn pertenece al primero, en su filosofla del Estado ;
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cfr. C. MARX, CrXtlca de la filosofla del Estado... OME 5, cit., pag. 52.
Una magnifies - y breve - exposiciôn del pensamiento kantiano en L. COLLETTI, 
Estado de derecho y soberania popular. Ed. Anagrama, Barcelona, 1976, pags 
25-33.
371. Y como taies, products de la dlvls&n social del trabajo. Cfr. C. MARX,
F. ENGELS, La ideologia alemena—  cit., pags 32-34.
<
f
372. R. LATOURNERIE, Le droit français... cit., pag. 616.
373. E. GARCIA DE ENTERRIA / T.R. FERNANDEZ, Curso... cit., vol I. pag. 310. ;I
374. C. MARX / F. ENGELS, La ideologia alemana... cit., pags 287-288. Y més jl
taxativamente, C. MARX, Fundamentos de la Crltica de la Economie Poiltlca,
Alberto Corazôn Ed., Madrid, 1972 (tomo I), pag. 133 ; "El Interés colectlvo 
existe ûnicamente en la dualidad, la multlplicidad, la autonomie compléta y
el cambio de los intereses egoistas : El interés general es el conjunto de 
los intereses egoistas".
I
«
375. M. GARCIA PELAYO, Las transformaciones del estado contemporâneo,- Alianza J
Ed., Madrid, 1977, pags. 110-112.
I
376. C. COLLETTI, Estado de Derecho... cit. pag. 29. La "mano invisible" de 
A. SMITH hace que los individuos, sirviendo su propio interés, sirvan "el 
bien de la generalidad". Cfr. U. MUCKENBERGER, La legitimaciôn a través de la 
negaciôn de la realidad en P. BARCELLONA, D. HART, U. MUCKENBERGER, La for- 
maciôn del jurists, capitallsmo monopollstico y cultura Jurldica, Ed. Civi- 
tas, Madrid, 1977, pag. 75.
377. L. COLLETTI, Estado de Derecho... cit., pags 29-30.
378. E. GARCIA DE ENTERRIA / T.R. FERNANDEZ, Curso... cit., vol II, pag. 55.
Por ello también s61o se consideraban légitimes los intereses particulares 
de los individuos, accionados por los individuos, y el interés general per- 
soniflcado por el Estado, pero no los intereses de las organlzaciones. Vid.
M. GARCIA PELAYO, Las transformaciones del Estado... cit., pags 111-112.
379. M. GARCIA PELAYO, Las transformaciones del Estado... cit., pag. 113.
380. Cfr. P. BARCELLONA, La formaciôn del jurlsta... cit., pags 35-37.
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381. H. LATOURNERIE, Le droit français... cit., pag. 616 : Una nociôn que 
"no conoce edades".
382. M. SANCHEZ MORON, La participaci6n del ciudadano en la Adminlstraciôn 
Publies, C.E.C., Madrid, 1980, pag. 130.
383. M. ALONSO GARCIA, Huelga... cit., pag. 166.
«
384. Asi, por ejemplo, en la Italia pre-fascista, respecte de la huelga de 
ferroviarios, vid. los argumentos Jurldicos en la ley y en la Jurisprudencia :
G. NEPPI MODONA, Sciopero, potere politico e Maglstratura. 1870/1922, Ed. La- 
terza, Roma-Barl, 1979, vol. I, pags 131-151.
385. Vid. supra, apartado 3.1 de este mismo capitule.
386. Vid. E. OCTAVIO DE TOLEDO, El bien jurldico protegido en los Capitules 
VI y VIII del titulo II del Cédigo Penal, "Cuadernos de Polltica Criminal" 
n® 1, (1977) pags 130-131,criticamente respecte de estas posturas doctrina­
les. Sobre el papel de la clâusula de orden pûblico en nuestro ordenamien- 
to, cfr. L. MARTIN RETORTILLO BAQUER, La clâusula de orden pûblico como li­
mite - imprecise y creclente - del ejerclcio de los derechos, Cuadernos Ci- 
vitas, Madrid, 1975, espec. pags 19-26.
387. De forma tal que incluso se construye reglamentariamente o por menos ac­
tes administratives, potestades de la Adminlstraciôn discrecionales para li-
mitar o impedir el ejerclcio de los derechos fondamentales. Vid. critica­
mente, E. GARCIA DE ENTERRIA / T.R. FERNANDEZ, Curso... cit.. Vol II,
pags 59-61.
388. Cfr. R.D. 2998/1978 de 15 de diciembre ; R.D. 156/1979, de 2 de febrero ;
R.D. 2320/1979 de 21 de septlembre.
389. Empleando la expresiôn de C. LAVAGNA, Il concetto di ordlne pubblico 
alla luce delle norme costituzionali, "Democrazla e Diritto" (1967), pag.
374.
390. S. PUGLIATTI, V. Diritto pubblico e private, en "Enciclopedia del Di­
ritto"... cit., vol. XII (1964), pag. 740.
391. M.S. GIANNINI, Diritto Amministrativo, Vol. 1. Giuffré éd., Milano, 
1970, pag. 106.
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392. M.S. GIANNINI, Diritto Amministrativo... cit., pag. 46.
393. M.S. GIANNINI, Diritto Amministrativo... cit., pag. 106.
394. M.S. GIANNINI, Diritto Amministrativo... cit., pag. 107. En la doctrina 
adminlstrativista espanola, vid. M. SANCHEZ MORON, La participacl6n del ciu­
dadano ... cit., pag. 131.
395. M.S. GIANNINI, Diritto Amministrativo... cit., pag. 107.
396. A. PIZZORUSSO, Intéressé pubblico e interessi pubblici, "Riv. Trim. Dir.
Proc. Civ." (1972), pags 65-66.
397. A. PIZZORUSSO, Intéressé pubblico,.. cit., pag. 68 ; M. SANCHEZ MORON,
La participacion del ciudadano... cit., pags 131-132.
398. A. PIZZORUSSO, Intéressé pubblico... cit., pag. 68.
399. A. PIZZORUSSO, Intéressé pubblico... cit., pag. 68 ; M. SANCHEZ MORON,
La participacion del ciudadano... cit., pag. 132.
400. F. SAINZ MORENO, Conceptos Juridicoa, interpretaciôn y discrecionalidad 
administrative, Ed. Civitas, Madrid, 1976, pag. 325 ; E. GARCIA DE ENTERRIA / 
T.R. FERNANDEZ, Curso... cit.. Vol I, pag. 387 : El concepto de interés pu­
blico no permits en su aplicaciôn una pluralidad de soluciones justas, sino 
una sôla soluciôn en cada caso.
401. F. SAINZ MORENO, Conceptos Juridicoa... cit., pag. 327.
402. F. SAINZ MORENO, Conceptos Jurldicos... cit., pags 328-429
A. NIETO, La discutible supervivencia del interés directe, "REDA" n® 12,
(1977), pag. 49.
403. A. NIETO, La discutible supervivencia... cit., pag. 54.
404. A. PIZZORUSSO, Intéressé pubblico... cit., pags 74-75 ; M. SANCHEZ MORON, 
La participacion del ciudadano... cit., pags 132-133.
405. A. NIETO, La discutible supervivencia... cit., pag. 54.
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406. Desde la mediaclôn judicial, y muy en especial, la acciôn popular, a las 
formulas de participaciôn administrative, tipicamente. El tema se aborda mâs 
adelante.
407. H. SANCHEZ MORON, La participaciôn del ciudadano... cit., pag. 113. Vid. 
también A. NIETO, La discutible supervivencia... cit., pag. 40.
408. Cfr. A. NIETO, La discutible supervivencia... cit., pag. 41. La doctrina 
aludida en el texto es, naturalmente, E. GARCIA DE ENTERRIA / T.R. FERNANDEZ, 
Curso... cit., vol II, pags 34-53.
409. A. NIETO, La discutible supervivencia... cit., pag. 42.
410. A. NIETO, La discutible supervivencia... cit., pag. 42 : "A quien el De­
recho y los Tribunales protegen es al individus y no al grupo o a la colec- 
tividad ; y, por lo que se refiere al individus, el nûcleo de la protecciôn 
recae sobre los intereses econômicos, lo que, a su vez, explica el indivi­
dualisme! inicial".
411. No sôlo por su escasa virtualidad prâctica, debida tanto a la interpreta- 
ciôn restrictive de la jursiprudencia o por las limitaciones que produce su 
colocaciôn entre las instituciones individual-garantistas, construidas sobre 
la protecciôn de la esfera individual de dominio, sino por las propias limi­
taciones derivadas de ser un mecanismo Judicial, asI como por definirse como 
contrapunto exclusive del interés directe, lo que implica una consideraciôn 
bipolarizada del individus uti singulus y uti cives. Cfr. M. SANCHEZ MORON,
La participaciôn del administrado... cit., pags 113-115.
412. M. GARCIA PELAYO, Las transformaciones del Estado... cit., pag. 116. En 
general, vid. ibidem, pags 92-107.
413. Deudora de la elaboraciôn italiana. Entre nosotros, M. SANCHEZ MORON, La 
participaciôn del administrado... cit., pags 31-42, ha introducido esta ter­
minologie .
414. Cfr. A. PIZZORUSSO, Interesse pubblico... cit., pag. 59 ; M. SANCHEZ MO­
RON, La participaciôn del administrado... cit., pag.. 116. Asi, los reconoci- 
dos a ciertas agrupaciones sociales, como a las asociaciones de consumidores 
en Francia o en Alemania Federal, o a las asociaciones para la defensa del 
patrimonio histôrico-artistico y natural del pais, en Italia. Cfr. M. SAN­
CHEZ MORON, op. cit., pags 120-121.
415. M. SANCHEZ MORON, La participaciôn del administrado... cit., pag. 125.
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416. M. SANCHEZ MORON, La participaciôn del administrado... cit. pag. 126.
417. G. RAYON CHACON / E. FEREZ BOTIJA, Manual... cit., vol II, pag. 535.
418. G. RAYON CHACON, Los conflictos colectlvos de trabajo, en "Quince lec-
ciones"... cit., pag. 19.
419. En efecto, la existencia del interés colectlvo como "interés pertene- 
ciente a un grupo y uti unlversl a los componentes del mismo", es el primer 
paso para la existencia de la relaciôn colectiva de trabajo. Vid. J. CABRE­
RA BAZAN, La titularidad y el ejerclcio del interés colectlvo en las rela­
ciones colectivas de trabajo, IGO, Sevilla, 1967, pag. 15. El interés co- 
lectivo caractérisa la autonomla colectiva tanto respecto de la facultad de 
auto-organizaciôn como de la autonomla normativa y la autotutela colectiva, 
a través del convenio y de la huelga muy especlalmente. Sobre el tema, F. 
SANTORO PASSARELLI, Nociones de Derecho del Trabajo, I.E.P., Madrid, 1963 
(Traducciôn de F. SUAREZ), pag.19, y, fundamentalmente, del mismo autor, 
Autonomla collettiva, giurisdizione, diritto di sciopero (1949), ahora en 
Saggi di diritto civile, Jovene ed. Napoli, 1961, pags 177 y ss. Una exposi­
ciôn sintética del tema en la doctrina cientifica Italiana en G. TARELLO, 
Teorle e ideologic—  cit., pags. 29-34.
420. M. SANCHEZ MORON, Sobre el concepto de participaciôn... cit., pags 52-
56.
421. M. SANCHEZ MORON, La participaciôn del administrado... cit., pag. 237.
422. M. SANCHEZ MORON, Notas sobre la funciôn administrative, en el libre de
A. PREDIERI y E. GARCIA DE ENTERRIA, La Constituciôn espafiola de 1978, Ed. 
Civitas, Madrid, 1980, pag. 618.
423. Asi, M. SANCHEZ MORON, Sobre el concepto de participaciôn... cit., pag. 
31.
424. Cfr. M. BULLINGER, Derecho pûblico... cit., pag. 168.
425. M. SANCHEZ MORON, Notas sobre la funciôn... cit., pag. 619.
426. D. CHARVET, Crisis de la Justicia... cit., pags 301-304.
427. Quizâ no"sea improcedente traer a colaciôn aqul la decidida conexiôn en-
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tre el interés colectivo, en las relaciones de trabajo y el interés publico, 
mantenida como constante en la "democracia organisa" espaRola, Cfr. J. CABRE­
RA BAZAN, La titularidad y el ejércio.■. cit., pag. 21.
428. M. SANCHEZ MORON, Notas sobre la funciôn... ict., pag. 618.
429. F. DURAN LOFEZ, Derecho de huelga... cit., pags 127-130 ; A. MARTIN VAL­
VERDE, Huelga laboral y huelga polltica... cit., pags 84-85 ; Regulaciôn de
la huelga... cit., pag. 207 ; El derecho de huelga... cit. pags 243-244 ;
A. OJEDA AVILES, Derecho sindical... cit., pags 313-314 ; J. RAMIREZ MARTI­
NEZ, Huelga y cierre patronal... cit., pags 440-442 ; T. SALA, J. RAMIREZ,
I. ALBIOL, L. CAMPS, Constitucionalizaciôn del Derecho... cit., pag. 212 ; 
J.E. SERRANO MARTINEZ, El convenio colectivo de franja... cit., pags 206- 
207 ; F. SUAREZ GONZALEZ, El derecho del trabajo... cit., pags 206-207.
430. J.E. SERRANO MARTINEZ, El convenio colectivo de franja..■ cit., pags 204- 
207. Vid. también M. ALONSO OLEA, Derecho del trabajo... cit., pags 386-387, 
quien recuerda que son los sindicatos entes "de intérêt pûblico" del articu­
le 35 del C.C.
431. Y pese a las necesarias precisionea y control del mismo, en cuanto con­
cepto Jurldico indeterminado, que se encuentran en F. SAINZ MORENO, Concep­
tos Jurldicos... cit., pags 321-332.
432. Es esta, sin embargo, la filosofla que parece orientar al Tribunal Supre­
mo, quien, en su sentencia de 11 de Julio de 1980, ya comentada, opone los 
conceptos de "bien comûn" y de "bien" o "bienestar general" a las libertades 
de la persona en general y, en concrete al derecho de huelga. Incluso alega, 
de forma cumulativa, "las exigencias del bien comûn" y la "coexistencia con 
los otros derechos fondamentales" como- limites al derecho de huelga. Obvia- 
mente, se trata de un tema de extrema importancia que conviens preclsar por- 
que, y aun superado el objeto principal del argumente del Tribunal Supremo, 
la vigencia del DLRT - que sustanciarâ en su dla el Tribunal Constitucional - 
la instrumentaciôn de conceptos genéricos como los empleados, sin ni siquie- 
ra procéder a una minima concreciôn Jurldica de los mismos, puede desvirtuar
al contenido esencial del ejercicio del derecho de huelga. Mucho més correc­
te parece, por el contrario, la sentencia de 6 de Junio de 1980 de la Audien­
cia Nacional - revocada por la STS de 24 de septlembre de 1980 - por cuanto 
emplea una conceptuaciôn estrictamente Jurldica en su argumentaciôn, sin re- 
currir a esas vaporosas nociones en blanco que Justifican slempre la actua-
ciôn del poder sofocando el derecho de huelga.
433. J. RAMIREZ MARTINEZ, Huelga y cierre patronal... cit., pag. 441. Cfr. 
lo dicho en el capitule 1, eplgrafe 2.2. de esta obra.
434. T. SALA, J. RAMIREZ, I. ALBIOL, L. CAMPS, Constitucionalizaciôn del De­
recho ... cit., pag. 212.
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435. Vid. apartado 3.3. de este capitule y en general, capitulo 3 de esta 
obra.
436. Cfr. supra, capitulo 3, apartado 3 de esta tests.
437. Asi, vid. P. HARMIGNIE, El Estado y sus agentes... cit., pags 360-361 :
"El pûblico debe estar amparado mâs seguramente que el funcionario postal,
porque él es todo el mundo, mientras que este ultimo no es mâs que una excep-
cl6n".
438. Y en este sentido el usuario se conecta con el hombre de la calle, el 
uomo cualunque del que habla M. SANCHEZ MORON, Sobre el concepto de partiei- 
pacién... cit., pag. 47, en un terreno neutre, cuyo propio concepto supone 
la despolitizaciôn de los grupos, la formaciôn de agrupaciones neutras y pa- 
sivas que se mantienen en el nivel de una existencia pollticamente incons­
ciente. cfr. R. BARTHES, Mythologies, Ed. du Seuil, Paris, 1957, pags 140- 
141.
439. Cfr. A. BRUN, H. GALLAND, Droit du travail... cit., vol. 2, pag. 487 ;
La huelga de servicios pûblicos comporta très categories de participantes 
Los agentes del serviclo y su empleador, la Administraciôn-Patrôn ; pero 
también el pûblico que sirve a los funcionarios de instrumente de presiôn.
La opiniôn pûblica pesarâ sobre el gobierno para obligarle a capitular.
440. Es ésta la tlpica alegaclôn por parte del Gobierno francés para inten­
ter - y lograr - una regulaciôn limitative del derecho de huelga. Es éste 
el origen de la Ley de 31 de Julio de 1963, como han puesto de relieve D. 
LOSCHAK, La dégradation du droit de grève... cit., pag. 61 ; H. SINAY, La
grève... cit., pag. 376 y J. TOUSCOZ, Le droit de grève dans les services
publics et la loi du 31 Juillet 1963 "Droit social" n® 1 (1964), pag. 25 ; 
esté en la base de las continuas proposiciones de ley para limiter el ejer­
cicio del derecho de huelga, que recoge J.C. JAVILLIER, Droit du travail. 
Mise ài Jour... cit., pags 292-293 y Justifies la ley de 26 de Julio de 
1979 sobre la ORTF, sobre la base de una especie de derecho de los telees- 
pectadores a la imagen, bien que llgado al temor de la necesaria continui- 
dad del servicio. Vid. C. LEYMARIE, Le droit de grève■.. cit., pags 8 y 10.
441. "El pûblico consumidor", afirma E. ALVAREZ DEL CASTILLO, El derecho de 
huelga—  cit., pag. 14, preclsando aun mâs la matriz ideolôgica que la im­
pulsa.
442. G. DIEGUEZ, El derecho de huelga... cit., pag. 43.
443. Cfr. A. BRUN / H. GALLAND, Droit du travail... cit. Vol. 2, pag. 487 ;
J.M. BOLLE, Le droit de grève... cit., pag. 67, afirma la posible configura-
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ciôn como medlda antihuelga de la extension del serviclo minimo en la ORTF 
por cuanto "la eficacla, ya relative de la huelga, esta en funciôn del per- 
Juicio sufrido por el usuario" ; J.C. JAVILLIER, Droit du travail... cit., 
pag. 507, liga el principle de contlnuidad a "las situacJones dlflciles en 
las que se coloca a los usuarioe" ; R. LATOURNERIE, Le droit français.■■ 
cit., pag. 658, subraya que el criterio del perjuicio sufrido por los usa- 
rios es menos seguro y mâs araplio que el de la contlnuidad del servicio pû­
blico. En general, subrayan la subsidiariedad de esta motlvaciôn respecto 
del argumente principal, la nociôn del servicio pûblico C. LEYMARIE, Le 
droit de grève... cit., pag. 10 y H. PIQUEMAL, Le fonctionnaire■■. cit., 
pag. 398.
444. Asi, M. ALONSO OLEA, Derecho del trabajo... cit., pag. 547, introduce 
entre los elementos necesarios para que la huelga sea legal el que no se 
ejerza en aquellos serclcios "cuya interrupciôn podria ocasionar perjuicios 
pûblicos o graves dificultades al pûblico" ; F. DURAN LOPEZ, El derecho de 
huelga. cit., pag. 62, encuentra la Justificaciôn de las garantias préci­
sas para asegurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la comuni- 
dad en "el beneficio de los usuarios, cuyo interés aqui es prevalente, y de 
la propio sociedad" ; J. RAMIREZ MARTINEZ, Huelga y cierre patronal... cit., 
pags 444-445, entiende que la fôrmula del 28.2 supone que "los intereses de 
los ciudadanos a la utilizaciôn de esos servicios esenciales se consideran 
superiores ,relativamente, a los intereses de los trabajadores que prestan 
sus servicios en estos sectores" ; J.A. SAGARDOY, Las relaciones laborales... 
cit., pag. 118 habla de la salvaguardia de los intereses de la comunldad, 
mâs genéricamente.
445. A ello se refiere W. DAUBLER, La huelga en la Constituciôn... cit., 
pag. 88, cuando subraya la evidencia de que sindicatos y trabajadores estân 
minimamente dlspuestos a daRar los intereses de otros ciudadanos a determl- 
nadas prestaciones de servicios.
446. Cfr. las magnlficas pâginas de R. BARTHES, Mythologies... cit., pags 134- 
137 al respecto : "Cuando protesta que esta huelga le causa perjuicios, la 
burguesia atestigua la cohesion de las funciones sociales que la propia huel­
ga pretende poner de manifiesto. Lo paradôjico es que el pequeRo burgués in­
voque lo natural de su aislamiento Justaraente a la vez que la huelga le 
hace patente la evidencia de su subordinaciôn" (ibid, pag. 137).
447. R. BARTHES, Mythologies... cit., pag. 135.
448. E. GARCIA DE ENTERRIA / T.R. FERNANDEZ, Curso... cit.. Vol. II, pags 66- 
75.
449. E. GARCIA DE ENTERRIA / T.R. FERNANDEZ, Curso... cit.. Vol. II, pag. 68.
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450. E. GARCIA DE ENTERRIA / T.R. FERNANDEZ, Curso... cit.. Vol. II, pags 69- 
71.
451. E. GARCIA DE ENTERRIA / T.R. FERNANDEZ, Curso... cit.. Vol. II, pag. 71.
452. L.E. DE LA VILLA / A. DESDENTADO, Manual... cit., pags 422-441.
453. E. GARCIA DE ENTERRIA / T.R. FERNANDEZ, Curso... cit.. Vol. II, pag. 71.
454. M. SANCHEZ MORON, Sobre el concepto de participaciôn... cit., pag. 60.
455. L.E. DE LA VILLA / A. DESDENTADO, Manual... cit., pag. 654.
456. L.E. DE LA VILLA / A. DESDENTADO, Manual... cit., pag. 690 : "Se consuma
asi, desaparecido el velo de la representaciôn corporativa, la estataliza- 
ciôn total del aparato de gestiôn de la Seguridad Social espaRola, mediante 
una drâstica rupture con los elementos de la legislaciôn anterior que hubie— 
ran potenciado el surgimiento de fôrmulas efectivas de autoadministraciôn". 
Es ademSs un dato corroborado por los RR.DD. 1854, 1855 y 1856/1979, por los 
que se regulan la estructura y competencias de los Institutes Nacionales de 
la Seguridad Social, de la Salud y de los Servicios Sociales,segûn los cua- 
les "queda patente el predominio de los ôrganoa burocrâticos de llnea sobre 
los colegiados de representaciôn, que se instrumenta por la doble via de la 
reducciôn e indeterminaciôn de las competencias de éstos y del tripartisme y 
la igualdad numerics de las representaciones, agravados por la absorciôn de 
las presidencies y vicepresidencias por los représentantes de la Administra- 
ciôn del Estado". (vid. ibid., pag. 692).
457. E. GARCIA DE ENTERRIA / T.R. FERNANDEZ, Curso... cit.. Vol. II, pag. 73.
458. "Perquë les reivindicacions (les qualitatives i les propiès) 1 els 
mètodes d'acciô pel fet que rcpercuteixen en tots, interessen a tots". Cfr. 
J.L. LOPEZ BULLA, Sobre l'acciô sindical als serveis publics, "Nous Horit- 
zons" n» 53 (1979), pag. 9.
459. J.L. LOPEZ BULLA, Sobre l'acciô sindical... cit., pag. 6.
460. En este punto, procédé remitirse a lo que se dirâ infra, en el capitulo 
3 de esta tesis.
461. Se trata de "poner a la opiniôn pûblica de uno de los lados del confllc- 
to". Lo que sin duda bay que poner en relaciôn con el tema de la publicidad
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de la huelga, que sin embargo obedece a otras causas, como se verâ infra, 
capitulo 3. Es por otra parte una prâctica normal en la conflictividad la­
boral, bien a través de octavillas, impresos, etc., como a través de anun- 
cios pagados en los medios de comunicaciôn de masas.
462. J.L. LOPEZ BULLA, L'acciô sindical... cit., pags 8-9.
CAPITULO III
LA REGULACION DEL DERECHO PE HUELGA EN 
LOS SERVICIOS ESENCIALES DE LA COMUNIDAD.
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1. - LA REGULACION DEL DERECHO DE HUELGA .
Delimltado en el capitulo anterior el derecho de huelga y 
sus limites, nos encontramos ahora en el terreno del "desarro- 
llo" del mismo, esto es, en el campo de su regulaciôn concreta, 
especifica. Son muchos los problemas que se plàntean pero se 
han escogido dos grandes areas de investigaciôn que se corres- 
ponden con dos preguntas : i Qulén régula ? i cômo ? Se aborda- 
rân por separado.
En un primer nivel, inmediato, parece évidente la respues- 
ta a la primera pregunta. Es la Ley, el poder législative, 
quien esta encargado del désarroilo del derecho de huelga. Cier- 
tamente, dependerâ en definitiva del ordenamiento concreto de 
un pals, pero en general la respuesta no puede ser otra que la 
que ofrezca el cuadro de referenda de las formas de regulaciôn 
jurldica estatal en particular.
El tema sin embargo trasciende esta perspective si se exa­
mina con detalle y ello no sôlo porque exista algûn que otro Es­
tado en el que esta regulaciôn legislative no se haya efectuado 
fuera del nivel constitucional, sino fundamentalmente porque, 
mâs alla de este nivel inmediato, el problema se plantea en 
otros termines : La consideraciôn de que el desarrollo del dere­
cho de huelga a través de la regulaciôn legislativa "clâsica", 
lo vanifica, lo vacla de contenido y de funcionalidad, estable- 
ciendo al socaire de esa heteroregulaciôn justamente su contra-
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rlo, el deber fundamental de producIr, de no dejar de trabajar, 
donde la huelga sea una excepcion lo menos Incisiva posible. La 
conciencia, en fin, de que a través del desarrollo de un dere­
cho ciudadano se establece un deber de sûbdlto, se instltucio- 
nallza el autoritarisme social (l).
Junto a ello, y acumulativamente,se estima que la Interven- 
clôn legislativa, la regulaciôn heterônoma del derecho de huel­
ga, sôlo se produce cuando los trabajadores y sus organlzacio­
nes han adqulrldo un clerto poder o justamente en prévision de 
que lo adquleran (2) argumente muy llgado al dato de hecho de 
los distlntos modelos normatives dlseîiados por los ordenamlen- 
tos europeos occidentales (3).
La major regulaciôn del derecho de huelga séria pues, des­
de esta ôptica, la que no existe. Bastaria con un reconoclmlen- 
to constitucional del derecho de huelga, dejando a la autodisci­
pline sindical la utilizaciôn responsable del mismo (4).
Autorregulaclôn en definitiva frente a regulaciôn heterôno­
ma como toma de postura arraigada en Importantes sectores ideo- 
lôgicos y en organlzaciones slndlcales de los paises de capita­
lisme avanzado en la que se ha querldo ver el reflejo de aque­
llos planteamientos que parten de la confIguraciôn del Estado 
como "utensillo o InstrUmêhto de la clase dominante" (5) de don­
de se deduce que la Intervenciôn del "comlslonado" de aquélla 
(6) slempre tlene como fin amortiguar el confllcto social, per- 
petuar su comlnaciôn de clase, y que constltuye como se ha se-
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nalado con certeza (7) una Importante corriente de pensamiento 
hostil a la presencia del Estado en materia de relaciones de 
trabajo (8).
Cabe sin embargo mantener I'a oposlclôn a la Intervenciôn 
"externa" del Estado en el tema del derecho de huelga sobre la 
base de la defensa de un Intervencionismo estatal de carâcter 
selective, Incentivando determinados ambitos de las relaciones 
laborales, estableclendo determlnadas réglas de juego que con- 
formen la realidad de acuerdo con un esquema teleolôgico en el 
que se intenten plasmar valores igualitarios, de tal manera que 
desde esta perspectlva sea fundamental reforzar, dotandoles de 
competencias, a las organlzaciones slndlcales, responsabilizân- 
dolas y potenclando su capacidad de organizar el consenso - con 
lo que a la vez se cpnsigue encauzar el disenso -, reconociéndo- 
les a todos los efectos, su condiciôn de interlocutores del sis - 
tema.
De esta forma, los términos concretos en los que se plan­
tea la cuestlôn se liga con una disquisiciôn sobre un tema mu­
cho mâs genérico, el del carâcter del intervencionismo del Es­
tado en las relaciones de trabajo, el enfrentamiento dlaléctico 
entre la autonomla y la heteronomla en las relaciones laborales
No se trata sin embargo de descal ificar "a priori" una de 
las dos posturas o de demostrar por el contrario la interacciôn 
constante de ambas, su mutua tensiôn, sino de centrarse en lo 
especlfico del tema : En un pals determinado, en unas condicio-
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nés sociales, polltlcas y econômlcas determlnadas, i que aporta 
una u otra soluciôn 7 z cuâl es la repercuslôn en el panorama 
descrlto, sobre las fuerzas sociales en presencia? zcuâl es la 
prâctica real al respecto y que grado de efectivldad tlene una 
u otra opclôn ? z que tlpo de Intervenciôn ante el derecho de 
huelga?
Plantearse asi el tema tlene la ventaja de permltlr el 
anâllsls crltico de las dlversas soluciones que se han dado en 
los ordenEunlentos extranjeros, para extraer de los mismos los 
datos que Interesen para su empleo ante el caso espaMol,'donde 
el diseîio constitucional no ha sldo todavla actuado.
1.1. DE LAS FORMULACIONES CONSTITUCIONALES A LA REALIDAD DE
LAS RELACIONES LABORALES.
El reconoclmlento constitucional del derecho de huelga en 
las cartas fondamentales europeas de la segunda posguerra mon­
dial es naturalmente un hecho jurldico y politico de enorme re- 
levancla que como tal ha sldo sufIclentemente comentado por la 
doctrina (9).
Desde la perspectlva que aqul Interesa, la fôrmula consti­
tucional empleada es la de enunclar el derecho de huelga como 
derecho ciudadano, normalmente remitlendo a la legislaciôn or-
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dinaria la fijaciôn de los limites del mismo. Una vez reconoci- 
do constitucionalmente, opéra ya de forma directa, si bien la 
regulaciôn concreta del mismo puede verificarse en varias for­
mas : bien por el Estado a través de una legislaciôn detallada 
sobre todos los aspectos que atanen al ejerclcio del derecho de 
: huelga, bien mediante un sistema mixto segûn el cual el Estado
; délimita algunos aspectos fondamentales del problema y deja a
' las partes en conflicto capacidad para regular en lo especlfico
algunos puntos, bien dejando el desarrollo del ejercicio del 
derecho a las propias fuerzas sociales interesadas, no ejercien- 
do sino un control "a posteriori", remediando las repercusiones 
de la huelga y estableclendo las oportunas responsabilidades, 
fundamentalmente a través del control por los jueces de la mis- 
ma.
En lo que en este momento Importa, hay que analizar cuâl 
 ^ es el tlpo de Intervenciôn externa admitida, sobre qué elemen-
I tos inclde y con qué efectos ; sin duda que este anâlisis tlene
que llevar a ponderar el papel que se aslgna al slndicato y de 
modo muy especial la responsabi1Idad que se otorga a éste en la 
utilizaciôn de los Instrumentes de que se dispone (10).
Normalmente, la antltesis expresada intervenciôn heterôno­
ma / autorregulaciôn, no supone una dicotomia absolute. Por el 
contrario, elementos de autorregulaclôn aparecen slempre en 
cualquier sociedad democrâtlca avanzada. El tema es localizar 
cuâl es su Importancia y su sentido, el grado de actualldad que
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se permits de un derecho como el de huelga que pretende consegulr 
la transformaciôn social y polltica del trabajador en la sociedad 
actual. Es decir, el de averlguar si el desarrollo del ejercicio 
del derecho de huelga cumple con esa flnalldad que le ha reconoci^ 
do el ordenamiento constitucional. (11). Desde este prlsma se ana 
llza a contlnuaciôn el estado de la cuestlôn en los palses lati­
nos de caracterlstlcàs emâlogas al nuestro.
1.2 EL EJEMPLO FRANGES
El derecho de huelga en Francia goza, como es sabido, de co- 
bertura constitucional: El derecho de huelga se ejercita en el 
marco de las leyes que los regulan, afirma el Preâmbulo de la 
Constituciôn de 1946 que slgue en vigor y es de aplicaciôn concr^ 
ta, bajo la V Repûblica. No obstante las leyes que lo hablan de 
regular no fueron nunca promulgadas mientras duré la IV Repûblica 
ni aûn en los comlenzos del presidenciallsmo degaulllano. En la 
perspectlva que Interesa aqui, es sumamente Interesante ver como 
se enfocô el tema en ausencla de normativa legal primero, y una 
vez promulgada la Ley de 31 de jullo de 1963, después.
Partlendo de la premisa de que el derecho de huelga deberia 
conclllarse con prlnclpios générales del ordenamiento francés co­
mo el de la contlnuidad de los servicios pûblicos y el del mante­
nimiento del orden pûblico (12), se vlno a establecer que en au-
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senda de regulaciôn legal que promet!a la Constituciôn de 1946, 
el vado normativo lo habia de llenar el gobierno, bajo el con­
trol del juez (13). En efecto, el Gobierno llena este vado le­
gal excluyendo del derecho de huelga a determlnadas categorias 
de funcionarios pûblicos; lo régula mediante la negaciôn de su 
ejercicio, intervenciôn que, revisada por el Juez, es declara- 
da ajustada a derecho por cuanto concilia la defensa de los in­
tereses profesionales y la salvaguardia del interés general que 
funciona como limite intangible del derecho de huelga (14). Jun­
to a ello, el Gobierno impone también la obligadôn del preaviso 
en los servicios pûblicos, entre otras condiciones formates de 
ejercicio (15).
En consecuencia, pese a su reconoclmlento constitucional, en 
Francia el derecho de huelga, en este periodo de tiempo, es regu- 
lado por la Adminlstraciôn, supliendo la Ley que el Legislador no 
quiso hacer, declinando asi la invitaciôn de la Asamblea Consti- 
tuyente (16). Las condiciones concretas eh que se va a desarro- 
llar el ejercicio del derecho de huelga se establecen pues de for 
ma heterônoma en los servicios pûblicos; nadie piensa -salvo los 
proplos sindicatos, que contestan estas medldas vigorosa e inuti^ 
mente- en la posibilidad de autorregulaciôn del derecho de huelga 
por los propios interesados (17). La situaciôn de conflicto social 
agudo que atraviesa Francia a partir de 1947 caracteriza también 
esta intervenciôn externa en materia de huelga como autoritaria, 
muy restrlctiva e incluso, segûn algunos autores, anticonstitu- 
cional (18). No es de extranar la situaciôn de aislamiento sindi­
cal y de endurecimiento de posiciones que se verifica en el movi-
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mlento obrero francés de 1947 a 1951, dlrectamente buscada por el 
poder a través de su legislaciôn laboral en general, pero muy es­
peclalmente mediante su actuaoiôn en materia de huelga (19).
Ya constitulda la V* Repûblica, se va a regular el derecho de 
huelga por la via legislativa, a través de la Ley de 31 de julio 
de 1953. Habida cuenta de que uno de los fundamentos bâsicos de la 
jurisprudencia administrative del Consejo de Estado sobre el tema 
era la "carencia legislativa" de regulaciôn de la huelga, cabla 
preguntarse si, una vez promulgada la Ley citada, se iban a seguir 
manteniendo las potestades de intervenciôn administrative en mate­
ria de limites y exclusiones del derecho. La soluciôn dada por el 
Juez fué la de entender que la Ley de 1963 ténia un alcance redu- 
cido y que no podia constitulr la reglamentaciôn de conjunto del 
derecho de huelga, por lo que el fundamento de la jurisprudencia 
Dehaene seguia perfectamente vigente (20), de forma que la Adml- 
nistraciôn no dejaria de ejercer sus potestades limitatlvas del 
derecho de huelga hasta que el legislador lo hubiera hecho de ma- 
nera suficiente por si mismo.
La Ley de 1963 -hoy incluida en el Côdigo del Trabajo, arti- 
culos 521 - 2 a  521 - 6- contempla en su articulado el procedi- 
miento para ejercitar el derecho de huelga en los servicios pû­
blicos, prohibe determinados tipos de huelgas en los mismos, fija 
las consecuencias juridicas derivadas del ejercicio del derecho y 
délimita el âmbito de aplicaciôn de sus preceptos mediante la de- 
finiclôn del servicio pûblico o privado que ligue a los trabaja­
dores con la empresa o departamento en cuestlôn (21).
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Junto a esta fijaciôn externa "general" de las condiciones 
de ejercicio del derecho, existen regulaclones heteronomas "com­
plétas" que desarrollan el derecho de huelga en un sector concre­
te ; como las que rigen respecto de la Radio y Televisiôn France- 
sa (ORTF) (Leyes de 3 de julio 1972, de 7 de agosto de 1974 y 26 
de julio de 1979). Estas leyes imponen, como novedad frente a las 
medidas de garantis contenidas en la Ley de 1963, la obligadôn 
de mantener un "servicio minimo", cuya determinaciôn en lo concre­
to se deja a la autoridad administrativa.
La jurisprudencia del Consejo de Estado ha reconocido como 
légitima la competencia adminlstrativa para especificar el conte­
nido de este servicio minimo basândose no ya en la falta de regu­
laciôn legislativa sobre la materia, sino en la potestad regla- 
mentaria que habilita para Interpretar y aplicar la deflniciôn 
del "servicio minimo" que define la Ley, con lo que las "autori- 
dades compétentes legitimadas" son cada vez mâs numerosas (22).
El poder del desarrollo del derecho de huelga, la imposiciôn 
de limites se va pues desplazando no sôlo al Poder ejecUtivo, per- 
sonificado en el Gobierno, como mgntenia la jurisprudencia Dehae­
ne, sino a los Ministres, cualesquiera que sea la naturaleza jurl­
dica de los organismos afectados (23) y hasta a los Jefes de Ser- 
vivio (24). El resultado es una multlplicidad de autoridades sus­
ceptibles de regular el ejerclcio del derecho de huelga, que, en 
relaciôn con alguna caracterlstica restrlctiva también importante, 
como la extensiôn del contenido del "servicio minimo" (25) dan co­
mo resultado el vaciado del contenido del derecho, su ineficacia, 
sin necesidad por tanto de recurrir a su prohibiciôn (26).
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Es conveniente resaltar ademâs que mediante esta técnica de 
suceslvas delegaclones se llega, en la prâctica, a que sea el pro 
plo empresario quien determine el alcance y el contenido del dere 
cho, fijando unilateralmente un servicio minimo que puede perfec­
tamente reducir al mâximo el dafio pretendido con la huelga, con- 
sustancial a la misma (27). La regulaciôn "externa" a las partes 
no solo restringe el concepto mismo de huelga, prohibiendo toda 
una tipologla de la misma, instituye garantias formales como el 
preaviso e Impone un minimo de actividad del servicio concreto, 
sino que a la postre residencia la determinaciôn de su nocividad 
en el empresario, que sera quien en definitiva planifique el daRo 
soportable, sofocauido la virtualidad del propio derecho de huelga. 
Junto a ello, las ultimas interveneiones législatives, con la san 
ciôn posterior del Consejo Constitucional, vienen a agravar mâs 
Œas condiciones de ejercicio del derecho de huelga. Asi, la ley 
relative a la protecciôn y control de materias nucleares, de mayo 
de 1980 Impone el respeto absolute de los reglamentos sobre segu­
ridad de las instalaclones, la protecciôn de materias nucleares o 
la seguridad de las personas y de los bienes, cuestlôn que ha sldo
estimada por el Consejo Constitucional francés, conforme a la Cons
tituciôn, introduciendo ademâs, junto al ya reconocido principio 
de contlnuidad de los servicios pûblicos, otro, también de valor 
constitucional, que se define como la protecciôn de la salud y de 
la seguridad de las personas y los bienes. El derecho de huelga de
be necesariamente conclllarse con ambos, pero mientras que la huel_
ga puede obstaculizar la contlnuidad de los servicios pûblicos, no 
debe sin embargo nunca suponer la menor lesiôn a la salud de las 
personas o a la seguridad. El ulterior desarrollo y precisiôn de
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este principio puede tener pues, consecuencias imprévisibles cara 
a la configuraciôn en el ordenamiento francés, del derecho de huel^  
ga (28).
No es de extranar que, confrontando el dato de la regulaciôn 
del derecho de huelga en Francia, se llegue a la conclusiôn, por 
los sindicatos, de que esta no es aceptable. Realmente, la inter­
venciôn legislativa y reglamentaria, controlada por el Juez, ha 
dado como resultado la restricciôn efectiva del derecho, su con- 
tenciôn dentro de unos limites que le hacen perder en gran parte 
su grado de incisividad, su poder de transformaciôn.
Por otra parte, este modo de regular el derecho es extremada 
mente rigide, muy poco adaptable, y el marco de actuaciôn que dé­
jà a los sindicatos es minimo, ûnicamente el de su ejercicio dentro 
de los estrictos limites que fija el Estado o, alternativamente, 
el de la posibilidad de la renuncia temporal a su ejercicio a tra­
vés de la negociaciôn colectiva (29). Salvo este ûltimo caso, no 
se hace responsable al slndicato, partlendo quizâ de una vision 
de desconfianza respecto del mismo, de cômo ejepcitaria el dere­
cho que en el piano teôrico se ha reconocido.
El no responsabilizar al slndicato trae como consecuencia 
que éste, colocado en una situaciôn de aislamiento, rechace de 
modo mâs o menos explici to esta legalidad, creando incluso una es 
pecie de legalidad alternatlva (30) cuestlôn que al margen de las 
valoraciones que se puedan hacer sobre la misma, en modo alguno de 
be entenderse como el efecto querldo por el legislador. Este pre­
tende encauzar la realidad, delimitar los limites estrictos del
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derecho de huelga; la rigidez del modelo implantado le lleva a 
que la prâctica huelgulstica, sobre todo a partir de 1968, élu­
da cumplir con los requisitos alll fijados (31). De hecho el 
ejercicio del derecho de huelga en los servicios pûblicos apa- 
rece sometido a un "modus vivendi" que depends no tanto de la re 
guiaciôn legal como de las posibilidades tâcticas y estratégicas 
de los grandes sindicatos (32).
La prâctica pues se distancia de la legislaciôn. Y ello es 
asi, con las secuelas de "alternatividad" que se han apuntado, por 
que la intervenciôn heterônoma que desarrolla el derecho de huel­
ga, reconocido constitucionalmente, lo ha recortado, sometléndolo 
a fuertes limitaciones, hacléndolo inocuo, degradado hasta apare- 
cer, a Juicio de algûn autor (33) como un derecho en precario e in 
cômodo para el poder. El caso francés confirma pues las aprecia- 
ciones que se hacian al comienzo de este capitulo en las que se 
Identificaba Intervenciôn "externa" de desarrollo del derecho con 
el vaciado de contenido del mismo.
1.3 EL EJEMPLO ITALIANO
El derecho de huelga en Italia es también reconocido al mâ­
ximo nivel constitucional, pero lo que confiere una particulari- 
dad especial a este supuesto es la carencia de una regulaciôn le­
gislativa del mismo, en contraste con los demâs paises que aqui 
8è examinan. Es por tanto esta caracterlstica la que sitûa a su
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ordenamiento como paradigmâtico respecto de otros en la perspec- 
tiva que nos interesa.
En efecto, el articule 40 de la Constituciôn de 1948 afirma 
que el derecho de huelga "se ejercita en el âmbito de las leyes 
que lo regulan", precepto que se inserta en el espacio reservado 
en la Constituciôn italiana al ejercicio de contrapoderes taies 
que permitieran el logro o por lo menos la posibilidad de conse­
gulr la "revoluciôn prometida" definida en el articule 3.2 de la
misma como "la participaciôn de todos los trabajadores en la orga 
nlzaciôn politica, econômica y social del pais" (34); en ese "mo 
delo abierto" ya anotado que disena una democracia social de ca­
râcter esencialmente dinâmico, no estâtico (35).
Asi, fruto del compromise unitario de las fuerzas que pusie-
ron fin al fascisme italiano, el derecho de huelga se habria de 
revelar en la historia siguiente como un precioso instrumento al 
que el slndicato no iba a renunciar, un derecho incontestable en 
el que se veia la garantia de un proceso de reformas estructura- 
les que sin embargo no habrian de efectuarse. No obstante, la pos 
tura del slndicato distaba mucho en el periodo constituyente ita­
liano de ser calificada como maximalista. Por el contrario, se 
aprecia una clara moderaciôn en les planteamientos de acciôn del 
mismo, especlalmente en las huelgas de servicios pûblicos. DI VIT­
TORIO, en el otono de 1946 aflrmaba que la huelga en los servicios 
pûblicos, al poder danar a un gran nûmero de personas extranas al 
conflicto, constituia una rémora cuyos abusos habia que evltar, 
asi como frenar su utilizaciôn, y en el Estatuto de la CGIL unita 
ria se dice que la huelga en los servicios pûblicos es desaconse-
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jable, al ser un medio de lucha que -cualquiera que sea su fin- 
determina danos y disturbios graves a la comunldad, Incluidos los 
propios trabajadores (36).
No obstante el equilibrio fljado en la Const!tuciôn no tarda 
en romperse en la prâctica social al extenderse a Italia los efec 
tos de la doctrina TRUMAN (37), Iniciândose asi un période de rug 
tura entre el movimlento sindical y las instituciones estatales 
(38) durante el cual estas serân utilizadas sistemâticamente con­
tra aquél, con efectos tambien dlsgregadores en el seno del pro- 
pio movimlento obrero, llegândose a la ruptura de la unidad sindi_ 
cal (39).
Se entra asi en una fase de désarroilo de la Constituciôn, 
de institucionalizaciôn de los derechos en esta reconocidos, en un 
clima de abierta conflictividad social y de crispaciôn de las re- 
laciones politicas (40), en la que los sucesivos gobiernos inten- 
taron dar curso a una ley de regulaciôn de la hue1ga (41). Sin 
embargo los sucesivos intentes de aquellos anos fracasaron : Pro- 
yectos Fanfani (1949), Marazza (1950), Rubinacci (1951), etc. (42).
Sôlo teniendo en cuenta la ruptura entre el movimlento sindi 
cal y las instituciones del Estado y la utllizaciôn de estas en 
la represiôn abierta del movimlento obrero, cabe explicarse que 
surgiera, frente a la regulaciôn heterônoma fallida, un ordena- 
miento sindical de carâcter "extra-constitucional" (43).
En efecto, hay que considerar en relaclôn con lo anterior la 
dificultad de poner en prâctica una disciplina legislativa del de 
recho de huelga ante una composiciôn parlamentaria como la impe-
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rante en la Italia de los anos 50, con un Partido Comunista co­
mo primera fuerza de la oposiciôn y la resistencia cerrada del 
mismo y de la CGIL a cualquier tentativa que, como los proyec 
tos mencionados, pudiera suponer la reducciôn al ilicito de nu 
merosas formas y tipos de huelga.
Ademâs, y de forma paralela, confluye tambien en esta ausen 
cia de desarrollo législative de los preceptos const!tueionales 
la postura del sindicato de obediciencla democristiana, la CISL, 
quien en 1950 opta por la via de la "privatizaciôn", que entien 
de al sindicato como asociaciôn de hecho, lo que evidentemente 
excluye un control de este por via legislativa (44), asi como su 
beligerancia posterior contra determinados proyectos del gobier- 
no que pretendian declarar ilicita la huelga de funcionarios pû- 
blicos (45), sector este en el que la CISL comenzaba a afirmarse 
como central hegemônica y que de ninguna manera queria enajenar- 
se (46).
Por ultimo, y como reflexiôn de fondo, hay que destacar que 
si la oposiciôn de las fuerzas politicas y sindicales impidiô la 
actuaciôn restrictiva del derecho de huelga medlante el desarro­
llo legislativo, no es menos cierto que se operô un control no 
formai sino sustancial de las luchas sociales mediante la buro- 
cracia estatal, la magistratura y las propias empresas, con esa 
finalidad restrictiva que incorporaban los proyectos législati­
ves no llevados a la prâctica. En efecto, de 1950 a 1953, la ac- 
tividad de control sobre las luchas obreras se refuerza fuerte- 
mente; Prohibiciôn de manifestaciones, de asambleas de fabrica, 
aumento de las fuerzas de seguridad, creaciôn de una Comisiôn Cen
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tral de Seguridad Publics, etc. (47), para, posteriormente, abor 
dar toda una serie de medidas sobre las libertades civiles que 
intentarân reducir a su mâs pura expresiôn formai (48).
Por otra parte, y coincidiendo con estes esfuerzos del ejecu 
tivo, la intervenciôn Judicial a lo largo de los aHos 50 se centra 
en la elaboraciôn de una disciplina restrictiva del derecho de 
huelga que reproduce prâcticamente al pie de la letra las lineas 
principales de la normative anti-huelga que no habia conseguido 
ser practicable en el terreno parlamentario (49). Realmente desde 
1952-1953, la disciplina jurisprudencial es tan compléta que per­
mits ampliamente prescindir de la emanaciôn de una ley que legiti 
me la restricciôn del derecho. Y no es un motivo baladl cierta- 
mente a la hora de analizar el surgimiento y desarrollo del ordena 
miento sindical "de hecho", "extraconstitucional", al que se hacia 
referenda (50). ;■
En efecto, las tentativas de regulaciôn, siempre sin éxito, 
se fueron espaciando, a la vez que se operô una cierta recomposi- 
ciôn del deteriorado clima social, mediante las incentivaciones a 
la participaciôn sindical en la creaciôn de una economia moderna 
y racional; en definitive, con una relative liberalizaciôn del sis 
tema de relaciones industriales. Asi, se reestructura el panorama 
socio-econômico atribuyendo (generalmente de forma selectiva) po- 
deres actuativos importantes a los Interlocutorss sociales y  con- 
figurândose el Estado en un papel fundamentalmente arbitral, sin 
descender tan llamativamente a sofocar las luchas sociales. Por 
otra parte, se articulan toda una serie de medidas racionalizado- 
ras de la situaciôn, desde las que reestructuran las industrias
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estatales hasta las que orean organismes consultivos de partici­
paciôn sindical en una linea de asegurar la no conflictividad, pa 
sando por la conocida Ley de 1959 llamada del "erga omnes", que 
introduce un claro elemento de estabilidad en la politica contrac 
tuai colectiva italiana (51).
En esta situaciôn de "deshielo institueional", algunos nuevos 
intentes de regular el derecho de huelga, como el proyecto CNEL 
(i960) refiejan ya el cambio efectuado en la situaciôn socio-eco 
nômica en general. Nos obstante la mayor apertura respecte de la 
dinâmica de acciôn sindical que se habia ido désarroilande, su de- 
cldida orientaciôn restrictiva del derecho de huelga hizo tambien 
imposible que pudiera tener alguna Virtualidad (52).
Por otra parte, la cierta estabi1izaciôn de las prâcticas 
huelguisticas sindicales, aunque aûn en una fase eminentemente de 
fensiva (53) y una relative apertura jurisprudencial, concretada 
fundamentalmente en la S. n. 123 de 28 de noviembre de 1962, de 
la Corte Constitucional (54), hacen cada vez menos posible la 
existencia de un desarrollo heterônomo del derecho de huelga en 
Italia.
La situaciôn deseraboca en una nueva fase de agitaciôn social, 
cual1tativamente superior a la etapa de posguerra mundial, a lo 
largo de 1969 (55) y que en lo que respecta a la relaciôn de equl. 
librio entre sindicatos e instituciones se resolverla en la norma 
tividad que impone la ley n. 300 de 20 de mayo de 1970, el conocjL 
do Estatuto de los trabajadores, al que es ineludible referirse 
como mâximo exponente del equilibrio de las relaciones socio-labo
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rales de esta etapa, sino fuese suficiente para ello su conside- 
raciôn como la conquista normativa después de la Constituciôn 
mâs importante para el movimlento obrero italiano y una de las po
cas reformas reales efectuadas desde 1948 (56).
En efecto, de esta nueva fase cuyo indicador es la referida
noma legal, habrla que destacar algunas cuestiones que afectan
en profundidad al panorama sociopolltico italiano :
En primer lugar, el Estatuto de los trabajadores suponé el 
trânsito de una legislaciôn de corte clâsico (57) a una legisla- 
ciôn de apoyo -"di sostegno" en la formulaciôn italiana- al sin­
dicato, con lo que esto supone de importantes efectos "promocio- 
nales" de estas fuerzas sociales (58). El giro dado a la finali­
dad de la Ley producirâ a su vez efectos muy importantes tanto en 
la jurisprudencia como en los propios sindicatos.
Respecto a la primera, se produce una aceleraciôn de la "li­
beralizaciôn" de la misma, por otra parte ya iniciada timidamente, 
y no sin contradicciones (59), configurândose ademâs la jurispru­
dencia del pretor -juez de trabajo- progresivamente como un fir­
me puntal de la ideologia que incorpora el texto legal. No obs­
tante, la evoluciôn jurisprudencial es tambien perceptible a todos 
los niveles en que se fractura la administraclôn de Justicia, has 
ta la Corte Constitucional (60) (61).
En cuanto a la repercusiôn en la praxis sindical, es évidente 
que el Estatuto formalisa un modelo impuesto de hecho en la real1- 
dad, pero ademâs incentiva su actuaciôn no sôlo mediante su ins­
titucionalizaciôn en la fâbrica sino tambien mediante el reconoci
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miento de la hegemonia de las grandes Confederaciones. El sindi­
cato de este modo, se va a lanzar por la via de las reformas 
(62), adoptando una estrategia ofensiva, al mismo tiempo que se 
configura paulatinamente como un canal privilegiado para la par­
ticipaciôn de las masas, (63) definiendose con una presencia 
"politica" en el sentido clâsico del término (64).
En segundo lugar, e intimamente unido a lo anterior, hay que 
destacar como un importante sintoma de esta nueva fase inaugurada 
por el Estatuto el hecho de que este protege la huelga de los ac­
tes de retorsion del empresario, pero calla sobre sus condiciones 
de ejercicio (65); lo que se interpréta como una opciôn en modo 
alguno neutral respecto de la huelga, asi como el reconocimiento 
del papel preminente de la jurisprudencia en la institucionaliza­
ciôn del conflicto (66). Esto se traduce en la prâctica en una in 
vitaciôn a un cambio de orientaciôn jurisprudencial que se produ­
ce efectivamente, como se ha recogldo mâs atrâs.
Pero ademâs, el silencio en la fijaciôn de disciplina sobre 
el derecho de huelga presupone, junto con la Incentivaciôn del 
sindicato a que se ha hecho referenda, de jar al sujeto social mâs 
debil la modalizaciôn en lo concrete del derecho, bajo el control 
judicial "a posteriori" desde luego; su colocaciôn a disposiclôn 
-en un sentido Juridico- de aquellos para los que funeionalmente 
esta dlsenado.
Logicamente, si el movimlento sindical habia conseguido 
impedir una regulaciôn legislativa del derecho de huelga -en el 
entendimiento de que cualquier tentativa de esta clase buscaba va
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ciar de significado la funclôn del mismo (67)- en un période 
histôrico como el contemplado del que sale fortalecido y en po- 
siciones estratégicas ofensivas reivindica su autonomla sindical 
también para la autorregulaciôn de las formas de lucha (68). 
Piénsese ademâs en el reforzamiento de esta autonomla a través 
de la unidad sindical, construlda sôlidamente como unidad orga- 
nizativa (69), lo que posibillta el aumento de las responsabi- 
lidades que reclama el sindlcalismo italiano. Y entre ellas, no 
es pequena la de la autorregulaciôn de la huelga, su autodisci- 
plina, que puede definirse, como se ha hecho (70) como una apues- 
ta por la madurez politica de los trabajadores.
En efecto, aunque resuite obvio recordarlo, autorregulaciôn 
sindical del derecho de huelga presupone no sôlo la determinaciôn 
por los sindicatos de las condiciones de ejercicio del mismo, se- 
gûn las reglas intrinsecas a éste (71), sino también delimitaciôn 
de objetivos y mëtodos, selectividad en las luchas, "responsabil^ 
zaciôn" sindical en suma.
Por otra parte la praxis sindical italiana habia acumulado 
bastantes experiencias de autorregulaciôn en materia de huelga, 
senaladamente a lo largo de los aMos 60, aunque se pudiera apre- 
ciar en ellas un inequivoco matiz defensive (72) y su carâcter de 
alguna forma excepcional (73).
No obstante a partir de 1969 se comienza a perfilar toda una 
estrategia que busca una selecciôn politica de las formas de lucha, 
en el sentido de emplear formas "dlferenciadas" tendantes a impii- 
car a los usuarios de los servicios pûblicos. Y ello en cl ara co-
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nexiôn con el papel asumido por el sindicato en su "lucha por 
las reformas", de tal manera que una acciôn que se fije como obje 
tivo la reforma de los servicios pûblicos no puede prescindir de 
los usuarios de los mlsmos (74). A través de esta via, que real­
mente coincide con la finalidad asignada constitueionalmente al 
derecho de huelga, se va disenando todo un comportamiento sindical 
a cuyo desarrollo y profundizaciôn muestran cada vez mayor aten- 
ciôn las mâs altas instancias de los organos confédérales unita- 
rios (75). De hecho se puede afirmar que ya en 1974 en los servi­
cios pûblicos, asi como en lo que se refiere a la salvaguardia de 
las instalaciones industriales existia de hecho un côdigo de com­
portamiento, en pequeRa parte sistematizado formalmente, en mayor 
medida compuesto por reglas no escritas que RICCIARDI ha sinteti- 
zado en las siguientes reglas fundamentales (76) ; Salvaguarda de 
las instalaciones, prestaciones en cualquier caso de los servicios 
de urgencia (hospitales, bomberos, ferroviarios), minimo dano posi^  
ble a los usuarios (preaviso, opciôn de périodes de huelga, dura- 
ciôn de la misma).
y es justamente en este momento cuando intervienen nuevos ele 
mentos en el panorama socio-sindical italiano que afectan de for­
ma significativa al planteamiento de la Confédéréeion unitaria. En 
primer lugar hay que seftalar el hecho bâsico de la proliferaciôn 
y consolidaciôn del sindicalismo "autonome", esto es, no sometido 
al confederal, que se asienta fundamentalmente en los servicios 
esenciales y que no se siente vinculado por las reglas de compor­
tamiento aludidas. El fenômeno, que aûn en 1975 es relativamente 
joven, cobrarâ mayor importancia en los ûltimos anos.
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En segundo lugar la Intervenciôn del Gobierno retorna a las 
constantes de heterorregulaciôn del derecho de huelga, si bien 
caunbiando el enfoque de la misma de forma importante ( 77) ; ‘ftinda- 
mentalmente elprisma con el que se contempla la huelga es el de la 
disciplina y responsabilidad de los sindicatos mâs representati­
ves, de donde se deduce que para la licitud de una huelga en los 
servicios pûblicos esenciales, se deberla exigir su declaraciôn 
por los sindicatos mâs representativos. A ello se acompaRaria una 
Ley con normas en blànco que contuviera solamente una parte sancio 
natoria de eventuales violaciones de reglas de conducta fijadas 
por las propias organizaciones sindicales. La intervenciôn del Es­
tado no es pues la "clasica" repetida en los afios de posguerra y 
sucesivos, sino la de prestar su "brazo secular" a los pactos sin 
dlcales, como pone a disposiclôn de los privados y de su autono- 
mia su aparato coercitivo (78).
Este nuevo enfoque, no obstante su evoluciôn respecto de los 
ya esbozados, no podla, sin embargo, aglutinar en su torno el con 
senso de la confederaciôn unitaria. Y ello cuando menos por dos 
razones : la primera, porque las fôrmulas de autodisciplina no se 
podrian llevar hasta impedir el ejercicio concreto del derecho de 
huelga que compete también a quienes no siguen las instrucciones 
politicas de los sindicatos mâs representativos, esto es, el sin- 
dicalismo autonome. La segunda, porque aceptar un planteamiento 
de este tipo supondria hacer de los sindicatos mâs representati­
vos los grandes estabilizadores de los conflictos de trabajo en lo 
concreto y en general, del conflicto social (79). Sin embargo este 
cambio de perspectiva del Gobierno,evolucionado, va a ser objeto
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de un importante debate anos después, al valorar la necesidad de 
una intervenciôn legislativa "previo acuerdo" con los sindicatos; 
una ley de recepciôn de las normas de autodisciplina por estos 
elaborada, con lo que se armonizarian hetero y autodisciplina, rea 
lizândose asi un "entrelazamiento formai e insti tueionalizado en­
tre responsabilidad parlamentaria y responsabilidad sindical (80).
La situaciôn se va decantando progresivamente a lo largo de 
los ûltimos anos, en el sentido siguiente : atrapado el sindicato 
entre su negative a la intervenciôn estatal en materia de huelga 
y su relative impotencia frente a los "grupûsculos que impiden con 
su actuaciôn la prestaciôn de servicios esenciales" (81), esa mis­
ma indeterminaciôn permite que su situaciôn sea mâs vulnerable, 
presionado de forma constante por el Gobierno de un lado (82), de 
otro por la pcopia jurisprudencia que aunque ensancha sus perspec 
tivas y de hecho recomienda la autorregulaciôn del derecho de huel^  
ga (83) légitima siempre a posteriori la actuaciôn de la autoridad 
administrât!va (84).
A ello se une la influencia innegable de la situaciôn econô- 
mica -el golpear de la crisis - y politica italiana, - acercamien 
to del partido hegemônico de la izquierda italiana a las esferas 
de poder (85)- que acentûa esa posiciôn de ambigüedad en el sindi­
cal ismo confederal.
Por ello,las demandas de una intervenciôn legislativa en el 
tema del derecho de huelga en los servicios esenciales se hacen ca 
da vez mâs frecuentes, incluso desde posiciones de izquierda. Un 
gran debate sobre el tema se abre en la cultura iuslaboralista (86)
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y el sindicato, en ese "ganar la carrera a la ley", formaiiza, a 
finales de septiembre de 1978, un côdigo de autodisciplina por 
categorlas (87), con importantes precisiones sobre los criterios 
de fondo de la autorregulaciôn de la huelga y posteriormente, el 
2 de enero de 1980, un documente que précisa el procedimiento pa­
ra la declaraciôn de las huelgas en los servicios destlnados a 
garantizar la tutela de la salud y de la integridad de làs perso­
nas y en aquellos otros en los que la Federaciôn Unitaria entien- 
da que hay intereses colectivos que salvaguardar, procedimiento 
que esta basado fundamentalmente en el control interno de la decl^  
siôn de acudir a la huelga por las estruoturas sindicales territo­
riales. (88). Ambos documentes, cuya inobservancia da lugar a la 
adopciôn de medidas disciplinarias sindicales, unido al hecho de 
la dlsminuciôn de las actuaciones huelgulsticas de las organiza­
ciones "autônomas", han amortiguado sin duda las presiones senala 
das para lograr una intervenciôn legislativa sobre la materia.
El tema queda abierto. No existe una ley de huelgas del tipo 
"clâsico" como el estudiado en el caso francés y la intervenciôn 
por el control del juez. En cualquier caso la responsabilidad de 
los sindicatos se entiende actualmente imprescindible en orden a 
la regulaciôn de la huelga, y parece importante valorar la forma 
lizaciôn de las prâcticas de autodisciplina llevada a cabo en el 
Documente de la Secretarla CGIL-CISL-UIL como un paso adelante en 
el largo recorrido de lograr la autoconciencia y la madurez poli­
tica, que efectua el sindicalismo italiano. Es ademâs interesan- 
te resaltar que el modo prédominante de regulaciôn de la huelga 
se basa en la autodisciplina unilateral, como manifest aciôn indu
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so formal de la indisponlbilidad del derecho de huelga, como de­
claraciôn de intenciones sobre la no desvirtuaciôn de la funcio- 
nalidad constitucional del mismo. Junto a ella -y ello no es 6b 1^ 
ce para afirmar lo anterior- se encuentran formas de autodisci­
plina bilateral, mediante pactos o acuerdos entre partes pûbli- 
cas o privadas que gestionen servicios esenciales y la contrapar 
te sindical, fundamentalmente en convenios (89). Por ultimo, y co 
mo se ha anotado, la regulaciôn heterônoma se verifica con carac- 
ter residual bajo el control judicial, reviste fundamentalmente 
la forma de las "precettazioni" ordenadas por el Prefecto. El Con 
trol Judicial, y especialmente el efectuado por la Corte Constitu 
cional se dirige mâs a la deflniciôn de los limites del derecho 
de huelga (90), pero es de destacar, la llamada a la autodiscipli 
na sindical que efectuan las sentencias mâs recientes.
La vitalidad y originalidad de este modelo hace en definiti- 
va que la extensiôn con que se ha tratado y la atenciôn a los pro 
blemas planteados esté justificada.
1.4 EL EJEHPLO PORTUGUES
Siguiendo con un'repertorio de modèles législatives compara- 
dos, procédé ahora analizar el supuesto de Portugal que contiens 
originales soluciones al tema que se viene examinando, y que sin 
embargo no ha side objeto de estudio entre nosotros ni generalmen 
te viene citado en los estudios sobre las relaciones laborales eu
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ropeas al uso (91).
El derecho de huelga se reconoce en la Constituciôn portugue 
sa de 2 de abril de 1976 en su articula 59 en los siguientes tér- 
minos. "(1) Garantizase el derecho de huelga.- (2) Incumbe a los 
trabajadores définir el âmbito de los intereses que deberân defen 
derse mediante la huelga, y la ley no podrâ limitar dicho âmbito" 
(92).
Amplia definiciôn y reconocimiento que sin embargo nada esta 
blece respecto a las modalidades del ejercicio del derecho de huel^  
ga, y que por otra parte modifica en su sentido ampliatorio, la 
normativa provisional que establecla el Decreto-Ley 392/1974, de 
27 de agosto (93).
A partir de la Constituciôn, es perfectamente légitime cual­
quier soluciôn de las ya apuntadas en la regulaciôn concreta del 
ejercicio del derecho de huelga, autorregulaciôn unilateral o bila 
teral, intervenciôn heterônoma estatal. Es sin embargo esta ultima 
la que ha prevalecido y ello por varios motives :
En primer lugar, es évidente que el sindlcalismo portugües, 
pese a la évidente transformaciôn operada en estos ûltimos anos, 
se caractérisa orgânicamente por su "horizontalidad"; por estar 
compuesto fundamentalmente por sindicatos de categoria (94), lo 
que détermina una fragmentaciôn y un corporativismo que dificil- 
mente puede llegar, al menos en un primer momento, a posturas de 
autodisciplina globales y a la vez pormenorizadas sector por sector.
Esta misma es la causa de que la via del convenio colectivo
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no sea eficaz en orden a conseguir una regulaciôn paccionada del 
derecho de huelga (95).
Por otra parte hay que tener en cuenta la peculiaridad P o r ­
tuguese del intervencionismo estatal omnicomprensivo en las rela-
i
clones de trabajo, del que desde luego no iba a exceptuarse el de 
recho de huelga. (96) Asi, la Ley n' 65/1977, de 26 de agosto. Ley 
de huelga, establece el regimen vigente sobre esta materia, la re 
i gulaciôn concreta del ejercicio del derecho. En lo que respecta
i
' a la generalidad de las huelgas, se establecen requlsitos formates
para la declaraciôn de la huelga (97) y la obligaciôn del preaviso 
I (98) pero la regulaciôn mâs detallada es la que se refiere a las
huelgas declaradas en las empresas que se destinen "a la satisfac 
ciôn de necesidades sociales indispensables", que se identifican
mediante un sistema de lista (99) y en las que recae sobre los sin
dicatos y los trabajadores la obligaciôn de asegurar los servicios 
minimes indispensables para subvenir a la satisfacciôn de aquellas 
necesidades asi como a la obligaciôn de prestar los servicios ne- 
cesarios para la seguridad y el mantenimlento del equipamiento y 
.de las instalaciones. (100) En cualquier caso, la determinaciôn 
del servicio minimo si cabe efectuarla mediante la via de la ne-
gociaciôn colectiva o mediante la autofijaciôn por el sindicato o
■ el propio comité de huelga.
Sin embargo lo mâs caracteristico de la regulaciôn portu-
guesa de la huelga en los servicios esenciales es la sanciôn que 
« prevé en el caso en que las obligaclones de garantizar un servi­
cio minimo no se cumplan. Esta sanciôn no es otra que "la requl- 
sa o movilizaciôn en los términos de la ley aplicable".
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Prescindiendo de la movilizaciôn, que supone el cambio de la 
relaciôn laboral en una prestaciôn personal obligatoria, dentro 
del âmbito militar estricto (101), la requisa civil -"requisiçao"- 
que prescribe la Ley se descompone al menos en dos grades, de di- 
ferente intensidad, la requisa civil en primer lugar y la requisa 
"con intervenciôn de las Fuerzas Armadas", segûn se desprende del 
texto legal que régula la requisa de personas y bienes (102).
Hay que advertir sin embargo que la utllizaciôn de la requi­
sa en el Portugal democrâtlco no ha tenido un sentido unlvoco, co­
mo podria desprenderse del enunciado y posterior anâlisis de la 
ley (103), sino que se trata de una técni.ca Jurldica a la que se 
ha recurrido en varias ocasiones ante la carencia de personal téc 
nico en la Administraciôn del Estado, ante posibles actuaciones 
boicoteadoras de la democracia implantada e incluso como una muy 
"sui generis" medida de politica de empleo (104), Naturalmente que 
esto no obsta para que también se utilice frente a las huelgas que 
incumplen las obligaclones establecidas en la Ley de huelga respec 
to de los servicios esenciales.
La requisa civil prevista en el Decreto-Ley citado en el con 
texto de una huelga de servicios esenciales tiene un alcance mâs' 
limitado, ûnlcamente el de subvenir a la obligaciôn incumplida y 
como tal cabe su apiicaciôn de forma restrictiva, requisando tan 
solo aquella parte del personal que fuera necesaria para el mante 
nimiento del servicio. No concede derecho a otra indemnizaciôn 
que no sea el cobro del salario derivado del contrato de trabajo 
o categoria profesional del requisado, dice el Decreto-Ley (105), 
y la de precisarse en la notifIcaciôn individual al interesado su
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objeto y su duraciôn de una parte, y el régitnen concreto de presta 
ciôn de trabajo de los requisados, de otra (106),
La requisa "con intervenciôn de las Fuerzas Armadas" reviste 
una mayor intensidad, se incurre en el delito de deserciôn si se 
abandons el trabajo o si no se presentan al mismo en los plazos 
fijados, y en general, quedan sometidos al régimen disciplinario 
del Reglamento de disciplina militar y a la jurisdicciôn militar 
(107). Se trata pues de una situaciôn jurldica anâloga a la que en 
nuestro ordenamiento se conoce como militarizaciôn, cuya indeter­
minaciôn y dificultad de control, su caracter de imposiciôn de tra 
bajo forzoso y de exclusiôn de los derechos sindicales, hacen de 
ella un arma extremadamente negative en orden al funcionamiento 
de unas relaciones laborales realmente democrâticas.
En resumidas cuentas, la soluciôn portuguesa se caracteriza 
por el exhorbltante poder concedido al Ejecutivo en la regulaciôn 
concreta del ejercicio del derecho de huelga, que llega -y asi sue 
le suceder en la prâctica de los dos ûltimos anos- a la supresiôn 
radical del mismo. Otras formas de intervenciôn mâs matizadas, el 
fomento de una mayor protagonismo de la CGTP- Intersindical podrian 
constituir, pese a las dificultades estructurales del sindicalismo 
portugués, ya aludidas, vias mâs racionales para encauzar el pro­
blems (108).
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2. - ANALISIS DEL MODELO ESPAflOL
Un anâlisis del modelo espanol, en la linea de los efectuados 
anteriormente, deberla partir necesariamente del exâmen de la Cons 
tituciôn, si no fuera por la necesidad motivada por el propio de­
sarrollo histôrico del proceso de la transiciôn politica de con- 
templar con caracter precio un texto del tardofranquismo, regula- 
dor del derecho de huelga: el Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de 
marzo, sobre Relaciones de Trabajo (en adelante DLRT). Exâmen obl^ 
gado por cuanto es punto de referenda tanto en relaciôn con el 
nuevo modelo implantado por la Constituciôn como en cuanto a las 
prâcticas sindicales, administratives y judiciales en materia de 
derecho de huelga.
El citado texto legal, pese a su presentaciôn como una régula 
ciôn del derecho de huelga homologable en Europa occidental, que 
afirma de forma taxativa en su articule 1« que la huelga es un 
derecho, se inserta en un modelo normative que ya era incapaz de 
ofrecer soluciones viables, en el marco "comunitario y consensua- 
lista" que heredaba del pasado inmediato, del que, coherentemente, 
derivaba una valoraciôn negativa del conflicto social (109). En 
este sentido el DLRT es una norma que avanza un poco mâs en la 
perspectiva de "salida" del franquisme, del proceso de reforma 
politica. En un intente de captar su significado se le podria dé­
finir como una norma de transiciôn de caracter transaccional en­
tre fracciones de la propia clase dominante, puesto que es la ex 
presiôn de las ventajas otorgadas a la clase empresarial en gene-
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rai como contraprestaclôn y como fianza del desmantelamiento pro 
gresivo de la estructura politica que tanto les habia favorecido.
Y congruentemente, se trata de una norma mâs "politica" que "eco 
nômica" en el sentido de que prima esta faceta sobre la otra y 
la détermina, hasta el extreme de deformar e ignorar la propia 
realidad social por asegurar los privilégies de clase a que se 
ha hecho alusiôn (110).
La crltica de un importante sector del iuslaboralismo inci- 
diô en estos mismos aspectos negatives, en el carâcter retôrico 
de la declaraciôn del derecho de huelga y en la imposiciôn de ta 
les limitaciones para su ejercicio que la consecuencia inmediata 
habia de ser la extendida ilegalidad de las huelgas que se real i^ 
zarân (111).
Las centrales sindicales de clase, todavla en la ilegalidad, 
rechazaron asimismo el citado texto normative basândose fundamen 
talmente en el desfasc con la realidad que evidenciaba (112). Real_ 
mente, y como se ha seMalado, (113) el diseRo normative que ins­
taura el DLRT responds a un esquema de libertad restringida de 
huelga, a un modelo contractual de regulaciôn de la huelga extre 
madamente regresivo (114), en donde la huelga se define como una 
situaciôn indeseable, medio atlpico de presiôn ûnicamente en el 
marco de las relaciones contractuaies (115).
Bajo el aspecto que aqul hay .que considerar, el DLRT supone 
coherentemente con los planteamientos anteriores, que la regula­
ciôn de la huelga viene dada por completo de forma externa a los 
antagonistas sociales, a los que ûnicamente se réserva, segûn la
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dicciôn de la Exposiciôn de Motives del texto legal, la "autô- 
noma regulaciôn" del procedimiento de soluciôn de los conflictos 
colectivos de trabajo, que sin embargo se canaliza de forma pre- 
ferente a través de las instancias administrativas (116).
Por otra parte, la regulaciôn de la huelga se realiza sin 
que previamente se haya reconocido y garantizado la libertad sin 
dical, con lo que, lôgicamente, ninguna intervenciôn podrian te­
ner los sindicatos en la disciplina de la huelga al ser en aquel 
momento ilegales y no poder actuar en derecho sino bajo el ropa- 
je de "représentantes" de los trabajadores (117). Este reconoci­
miento vendra dado con la Ley 19/1977, de 1 de abril sobre regu­
laciôn del derecho de asociaciôn sindical y la ratificaciôn por 
ÇspaRa de los Convenios 87 y 98 de la OIT, asi como del Facto In 
ternacional de Derechos Econômicos, Sociales y Culturales de las 
Naciones Unidas, suscrito en Nueva York el 19 de diciembre de 1966, 
a lo largo de los meses de abril y mayo de 1977 (118) pero, como 
se ha sefialado con acierto por GONZALEZ ORTEGA (119) este reco­
nocimiento no garantiza claramente el principio de libertad sin­
dical al no articular la conexiôn de la misma con la negociaciôn 
colectiva y el derecho de huelga.
La articulaciôn necesaria entre estos aspectos se verifica- 
râ en la propia realidad social, especialmente en el tema de con 
venios, cuya prâctica fue aceptada por las instancias legalmente 
autorizadas para ello con arreglo a la periclitada normativa de 
1973 (120) e incluso por la propia jurisprudencia que ha estable 
cido importantes correcciones en materia de huelga a las prescrig 
clones del DLRT sobre la base del reconocimiento de la libertad
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sindical en nuestro pals (121). Ello no quiere decir, sin embargo, 
que alguna de las funcionalidades del mencionado texto legal no se 
hayan cumplido con regular fortuna. Es cierto que no ha logrado su 
objetivo fundamental, la canalizaciôn, de forma restrictiva, de 
las huelgas; por el contrario, la conflictividad ha aumentado y 
el desfase entre la prâctica huelguistica y la legislaciôn es e- 
norme. En otros aspectos, por el contrario, ha tenido importantes 
repercusiones. Por no enumerar sino las mâs llamativas, habrla que 
senalar que ha supuesto un limite insalvable para la aplicaciôn de 
la amnistia laboral en los casos de despido por huelga de solida- 
ridad de "brazos caidos", en ocasiôn de "jornadas de lucha", las 
realizadas sin tener en cuenta los requisites de forma que pres­
cribe el DLRT o que no se adaptarân al concepto apriorlstico de 
huelga que da la mencionada disposiclôn, puesto que se ha enten- 
dido que si la conducta enjuiciada es causa de despido de confor- 
midad con el DLRT, no es amnistiable, "puesto que éste se acomoda 
al Pacto Internacional de Derechos Econômicos, Sociales Cultura­
les y adecûa nuestro sistema laboral al imperante en la mayoria 
de los paises europeos occidentales" (122). En segundo lugar, ha 
servido como coartada para intervenelones administrativas anti- 
huelgas y como justificaciôn de prâcticas patronales en el mismo 
sentido incluso vigente la Constituciôn, ante la falta de desa­
rrollo legislativo de la misma, y en ausencia del Tribunal Cons­
titucional. Es este un efecto importantlsimo del que se va a tra 
trar mâs extensamente a continuaciôn. En tercer lugar, y por po­
ner fin a esta enumeraciôn de repercusiones del DLRT, hay que se­
nalar que ha constituido el texto legal en el que se ha basado
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predominantemente la defensa Jurldica de las prâcticas huelguls 
ticas también vigente la Constituciôn, por parte de los propios 
sindicatos de clase, y este es otro punto que se abordarâ con 
mâs detenimiento a continuaciôn.
2.1 LA REPERCUSION DE LA CONSTITUCION DE 1978 SOBRE LA REGULA­
CION HETERONOMA DEL DERECHO DE HUELGA CONTENIDA EN EL DLRT.
Parece importante esclarecer este tema tanto por las repercu­
siones que en el primer afto de vigencia de la Constituciôn se han 
podido apreciar y que han quedado anotadas mâs arriba, como por 
la delimitaciôn de cuâl puede ser el marco estable de las relacio 
nés colectlvas laborales que se va a disenar a partir de los pre­
ceptos constitueionales.
Piensese que a lo largo de 1979 y por tanto vigente ya la 
Constituciôn espanola democrâtica, en punto tan decisive como el 
derecho de huelga, la postura gubernamental ha sido enormemente 
ambigua, a medio camino entre la aceptaciôn de las praxis sindi­
cales y su represiôn aprovechando los intrumentos normatives -y 
las amplias facultades que en elles se concedian- del tardofran­
quismo. Quizâ la idea que guia -no sin contradicciones- el obrar 
gubernamental es la que resumia SAGARDOY en febrero de 1979 (123), 
la de la existencia de un marco de relaciones laborales constitué 
do por très elementos fundamentales : la libertad sindical, la au
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tonomia para regular las condiciones de trabajo y un "minimo 
de normativa laboral relativamente reciente" constituida por la 
Ley de Relaciones Laborales y el DLRT que aunque no hablan sido 
elaboradas democrâticamente, regularian provisionalmente, hasta 
el desarrollo legislativo de la Constituciôn, todos los temas de 
derecho individual y colectivo, con la indicaciôn de que esta le­
gislaciôn laboral era aceptada en sus aspectos vàlidos y rechaza- 
da en lo que no era "de recibo democrâtlco", en donde se vela la 
existencia de un "derecho usual laboral" del que se podrian dedu- 
cir algunas indicaciones para la legislaciôn futura. Justamente 
para ilustrar esta afirmaciôn, se ponia el ejemplo de la legali- 
dad de ciertas huelgas que, segûn el DLRT, de ninguna manera lo 
serian. Se trata, en definitive, de teorizar y justificar la in­
determinaciôn en la que se movia el Gobierno respecto de las re­
laciones colectlvas. Ante una legislaciôn caduca, el Gobierno so 
lo actûa aquellos preceptos que parezcan "de recibo democrâtlco", 
dejando siempre abierta la posibilidad de represiôn privada por 
el empleador, al albur de la correlaciôn de fuerzas en un momen­
to concreto, del contexte politico o de la importancia del sec­
tor en conflicto.
A ello se unen actuaciones de la Administraciôn especificas 
que suprimen el ejercicio del derecho -fundamentalmente en los ser 
vicios esenciales-, vulnerando el texto constitucional, o decla- 
raciones de ilegalidad de determinadas acciones realizadas no por 
los Tribunales, sino por la Autoridad gubernativa, con el efecto 
multiplicador que les otorga su difusiôn inmediata por la RTVE
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(124). De este modo, los mandates constitueionales, que vinculan 
a los poderes pûblicos, eran sistemâticamente inaplicados en ma­
teria de huelga por la propia Administraciôn.
Urge pues intenter dilucidar este problems, tanto mâs cuan­
to que doctrinalmente también se ha sostenido la vigencia del DLRT 
como norma que provisonalmente régulé el derecho de huelga hasta 
que el Parlamento élaboré la Ley que promete el art. 28.2 de la 
Constituciôn, opciôn cientlfica que dénota la elecciôn politica 
previa de preservar el "Derecho viejo", negando asi implicitamente 
la carga de ruptura histôrica con el pasado que lleva consigo la 
Constituciôn (125).
Los argumentes esgrimidos se podrian reducir a dos : en pri­
mer lugar, que el tratamiento escueto que del derecho de huelga 
efectûa la Constituciôn, "de carâcter meramente programâtico y ge 
neral" (126) necesita un texto legislativo de desarrollo y que és 
te no puede ser otro que el DLRT, y, en segundo lugar e intimamen 
te ligado con el anterior, que un derecho como el de huelga no pue 
de quedar a expensas del enunciado esquemâtlco del art. 28.2 de la 
Constituciôn, sino que debe existir una norma que régulé sus condi^ 
clones de ejercicio, como este mismo articule establece. Provisio- 
nalmente, el DLRT ha de cumplir esta funclôn, la de espantar un 
cierto miedo al "vacio legal" que se producirla en caso contrario 
(127).
La postura que aqul se defiende es sin embargo la contraria. 
Respecto de la primera de las argumentaciones anotadas, hay que
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afirmar que la regulaciôn del derecho de huelga contenida en la 
Constituciôn no tiene en absolute carâcter programâtico. No se tra 
ta sôlo de que por su colocaciôn sistemâtica sea definldo como un 
derecho absoluto que goza de la especial protecciôn que le otorga 
el art. 53.2; esto es que respecto de él la Constituciôn es fuen- 
te de derecho inmediata, cuya violaciôn se alega ante los trlbuna 
les directamente por los ciudadanos (128), sino de que del anuncla 
do del art. 28.2 se pueden extraer las suficientes indicaciones so 
bre el contenido del derecho reconocido como para considerarlo en 
compléta antltesis con la regulaciôn del derecho de huelga que es­
tablece el DLRT. Evidentemente no se trata de una regulaciôn deta­
il ada del mismo, pero la via para solventarlo no es mantener un 
texto legal que responds a modelos normatives y finalidades encon 
tradas con las que implanta la Constituciôn, sino la de urgir el 
desarrollo del derecho de huelga de acuerdo con los preceptos cons 
titucionales. Mantener el carâcter programâtico de la formulaciôn 
constitucional del derecho de huelga supone en primer lugar una 
reminiscencia del valor que se acordaba a las declaraciones de de 
rechos bajo el franquisme (129), pero ademâs la negaciôn de la ef_i 
cacia vinculante para las normas constitueionales programâticas 
es una tesis que estâ siendo puesta en entredicho por la ciencia 
jurldica y la jurisprudencia constitucional de varios palses, en 
el sentido de que son también obiigatorias, al menos para el le- 
gislador (130).
Desde nuestro punto de vista, el DL RT se debiô entender dero 
gado a tenor de la Disposiclôn Derogatoria 3® de la Constituciôn,
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en virtud de la cual deblan considerarse derogadas "cuantas dis- 
posiclones se opongan a lo establecido en la Constituciôn". Y ' 
ello por un doble orden de motivaciones. En primer lugar, las de 
carâcter formai, toda vez que es necesaria una ley orgânica para 
regular el ejercicio del derecho de huelga, mientras que el tex­
to que se pretendia en vigor atentaba contra la dicciôn de los 
articules 81.1 y 86.1 de nuestra Constituciôn (131). En segundo 
lugar y fundamentalmente, por cuanto las restricciones sustanti- 
vas y procedimentales al ejercicio del derecho de huelga que esta 
blece el DLRT se enfrentaban directamente, aûn con las modifica- 
ciones que introdujo la jurisprudencia derivândolas del recono­
cimiento en nuestro pais de la libertad sindical a raiz de la Ley 
de 1 de abril de 1977 (132), con el amplio reconocimiento del de­
recho de huelga que hace el art. 28.2 de la Constituciôn (133). 
Realmente no podia ser de otro modo, como ha afirmado MARTIN VAL 
VERDE (134), habida cuenta de la diversidad de modelos normativos 
que encarnan, de la disparidad de las finalidades perseguidas, de 
las funcionalidades antitéticas que suponen (135).
En efecto, la promulgaciôn de la Constituciôn abre un proce­
so de juridificaciôn de todo el cuerpo social (136) supone el pun 
to de arranque de una amplisima renovaeiôn del ordenamiento, de 
un vasto proceso de cambio juridico, y no sôlo sobre la base de 
los numerosos mandates al legislador, sino también en aplicaciôn 
de su virtualidad derogatoria que plantea la supremacia de la Cons 
tituciôn frente a los textos légales del ordenamiento juridico an­
terior (137).
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Es cierto que una de las razones que han hecho posible la 
aplicaclôn de las reglas del DLRT, tras la aprobaclôn del texte 
constitucional, ha side sin duda la no implantacién del ôrgano 
jurisdiccional que deberla homogeneizar el ordenamiento jurldico 
asegurando en él la supremacia de la Constituciôn. Me estoy refi- 
riendo a la ausencia del Tribunal Constitucional, como es obvio, 
pero hay que advertir que en materia laboral queda por estrenar 
la via de la derogaciôn -sobre la base de la Disposiciôn Deroga- 
toria 3*- y sustituciôn de los preceptos del ordenamiento anterior 
incompatibles con la Constituciôn que cabe utilizar inmediatamente 
ante los tribunales (138). De hecho en otros pianos Juridicos (de 
recho de reunion, de asociaciôn, etc) han sido las instancias Ju­
dicial y administrativa quienes han adecuado la anterior normati­
ve a los preceptos constitucionales, aplicândolos con caracter 
preferente (139). No sucedlô asi sin embargo en materia del dere- 
cho de huelga, salvo en el tema de piquetes de informaciôn y pu- 
blicidad de la huelga (140), al menos durante 1979.
Es de destacar sin embargo que el planteamiento de la anti- 
constituclonalidad ante la Jurisdicciôn ordinaria no fue realiza- 
do tampoco por los sindicatos quienes, en el piano de la defensa 
jurldica de sus acciones, siguieron considerando derecho vigente 
el DLRT (141). Sin duda en esta praxis influyô la nula elecciôn 
del terreno de liza, puesto que era la Autoridad Laboral quien lo 
determinaba, al emplear constantemente este instrumente legal, pe 
ro hay también subyacente una cierta desconfianza hacia la efica- 
cia renovadora de la Constituciôn y una continuaciôn de todos unos
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comportamientos esclndidos entre la realidad social de la huelga 
y la defensa en derecho de los efectos, normalmente negatives, de 
ésta, que suponen una herencla del franquisme que el sindicalismo 
de clase espanel tardé en superar.
En cualquier case, la responsabilidad durante este période 
recae también sobre el Gebierno, a tenor de la diccién del art.
53.1 de la Constituciôn, donde se afirma que les derechos y liber 
tades reconecidos en el Capitule Segundo vinculan a todos los pode 
res pûblicos. Es a éstos pues, a quienes compete de forma princi­
pal hacer respetar y aplicar les preceptos constitucionales sin 
que la carencia de los mécanismes de control institucionales pu- 
diera Impedir que eludieran las responsabilidades que les asigna 
el ordenamiento constitucional al que estân sujetos los ciudadanos 
y el poder pùblico (142).
Por otra parte, y teniendo en cuenta que el Tribunal Consti­
tucional aûn no habla entrado enjuego, los mécanismes juridicos 
de protecciôn del derecho de huelga frente a la aplicaclôn puntual 
del DLRT, se limitaban a los preceptos de la importante Ley 62/1978, 
de 26 de diciembre, que sin embargo no incluia entre lo's derechos 
a los que acordaba protecciôn mediante procedimiento preferente y 
sumario, el de huelga. Habrâ que esperar al R.D. 342/79, de 20 de 
febrëro, para que entre a formar parte del mismo "la libertad sin 
dical", sin que sin embargo se mêhcione al derecho de huelga. De 
otro lado, y consecuentemente con lo anterior, en la citada ley 
62/78 se prevé un recurso contencioso-administrativo, otro penal
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y un ultimo civil, pero se silenciaba -y se silencia- la posibi- 
1idad de un recurso preferente y sumario ante la jurisdicciôn 
laboral, como habrla sido necesario ante los actos de particula- 
res que implicarân una vulneraciôn del derecho fundamental reco- 
nocido en el art. 28.2 de la Constituciôn. El sistema de protec­
ciôn jurisdiccional que establecia ésta queda al fin completado 
con la promulgaciôn de la LOTC (Ley Organeia 2/79 de 3 de octobre) 
en donde ya si se establece expresamente el recurso de amparo an­
te el Tribunal Constitucional por vulneraciôn del derecho de huel^
ga-
Los efectos de la nueva normatlva constitucional sobre el 
DLRT no comienzan a hacerse notar hasta 1980, con la impugnaciôn 
de los Decretos y sus circulares de désarroilo que imponian un ser 
vicio minimo de actividad en los casos de las huelgas de RENEE y 
del Metro de Madrid, a través del recurso contencioso-administra­
tivo ante el Tribunal Supremo y la Audiencia Nacional respectiva- 
mente. Es pues en los servicios esenciales donde por primera vez 
se ventila la exigencia a los poderes pûblicos del cumplimiento de 
una funciôn normativa integradora del ordenamiento sobre la base 
de la preminente posiciôn de la Constituciôn. El resultado es ya 
conocido ; La sentencia de la Audiencia Nacional de 6 de junio de 
1980, aûn declarando vigente el articule 10.2 del DLRT, anula las 
circulares de désarroilo de los RR.DD citados por vulnerar el de­
recho de huelga reconocido en la Constituciôn; las Sentencias del 
Tribunal Supremo de 1 de julio y de 24 de septiembre de 1980, en- 
tienden vigente el DLRT y ajustados a derecho los RR.DD. y las
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circulares; la ultima de las sentencias cltadas revocà en conse- 
cuencia la de la Audiencia Nacional (143). Estos dos fallos del 
Tribunal Supremo influyeron sin duda decisivamente, junto con otros 
factores quizâ, en la interposiclôn por el Grupo Pariamentario so- 
cialista, de un recurso de inconstitueionalidad ante el Tribunal 
Constitucional contra el DLRT (144) aûn no decidido al escriblr 
estas iineas.
Esto ultimo cierra el lento proceso de reacciôn ante la re- 
percusiôn que la normativa constitucional ha tenido sobre la regu 
laciôn heterônoma del derecho de huelga cohtenida en el DLRT. Han 
sido necesarios dos afios para que el texto constitucional lograra 
incidir en el complejo entramado normative del posfranquismo. Es 
pues conveniente pasar a analizar ahora las diferentes posturas en 
presencia ante la dicciôn del articule 28.2 de la Constituciôn; cô_ 
mo se vàlora en nuestro pais la opciôn problemâtica a la que se ha 
aludido entre heteronomia y autonomia en los supuestos de huelga.
2.2 LAS OPCIONES REGULADORAS CONCRETAS QUE RESULTAN DE LA CONS- 
TITUCION DE 1978
El planteamiento inicial del tema tal y como résulta de la di£ 
ciôn del articule 28.2 de la Constituciôn es muy semejante al que 
se ha analizado a propôsito de paises como Francia, Italla o Por­
tugal, es decir, el reconocimiento del derecho de huelga y la re-
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misiôn a una ley orgância que desarrolla las condiclones de ejer- 
cicio del mismo, estableciendo "las garantias précisas para ase- 
gurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la comuni- 
dad". En este sentido, y aûn sin actuar este precepto, la solu- 
ciôn por la que se opte esta abierta, desde una ley minuciosa, con 
catalogaciôn de servicios, hasta la no promulgaciôn de la Ley a la 
que se remite el texto constitucional y la vigencia de la autodis- 
ciplina sindical pura sin perjuicio del control judicial en caso 
de colisiôn de derechos, pasaindo por mûltiples fôrmulas interme- 
dias y todas combinaciones posibles e imaginables. La indetermina 
ciôn de la Constituciôn, su moldeabilidad segûn sea el grupo pol i_ 
tico en el poder (145) hace que lôgicamente se haya abierto un in 
teresante debate doctrinal sobre las vias interpretativas y de po 
lltica jurldica que se pretende llevar adelante en el tema de la 
regulaciôn concreta del derecho de huelga. Posturas teôricas que, 
lôgicamente, habrâ que contraster con los datos que suministre la 
practice social a efectos de poder intenter algùn tipo de conclu- 
siones aproximativas. A este fin estân dedicados los epigrafes s£ 
guientes.
2.2.1 Las propuestas doctrinales
La procedencia o no de una regulaciôn legislativa del dere­
cho de huelga ha sido una preocupaciôn constante para el iusla- 
boralismo espanol y ,hay que adelantar que hasta 1979 no existian
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fisuras entre un importante sector de éstos a la hora de afirmar 
que en un sistema democrâtico de relaciones laborales la regula­
ciôn concreta del derecho de huelga deberla articularse en torno 
al reconocimiento constitucional del derecho de huelga, relegan- 
do la determinaciôn concreta de las modalidades de su ejercicio 
a la autodisciplina y a la responsabilidad de los sindicatos y, en 
todo caso, al control judicial en caso de colisiôn del derecho de 
huelga con otros derechos también constitueionalmente garantizados 
con caracter prevalente (146).
Es a partir de la promulgaciôn de la Consticuciôn, cuando 
se aprecia un importante giro en el tratamiento doctrinal del te­
ma. En efecto, ya no se defiende la mera declaraciôn constitucio­
nal sin ley de désarroilo; por el contrario se afirma la necesi- 
dad de una regulaciôn legal del derecho de huelga, bien entendido 
sin embargo que esta ha de ser una "ley de protecciôn del derecho 
de huelga" (147), que la regulaciôn debe ir en el sentido de la 
garantla y protecciôn del mismo. En esta misma linea se ha ido de 
cantando gran parte de la doctrina que tradieionalmente venia man 
teniendo lo contrario (148).
Los argumentas que se emplean para adoptar este cambio de og 
ciôn de politics del derecho sé pueden sintetizar asi: en primer 
lugar, que mantener el reconocimiento constitucional puro y sim­
ple del derecho de huelga, completado por normas de autodiscipli^ 
na sindical, supone no tener en cuenta las nuevas circunstancias 
politicas, econômicas y sociales en que se désenvuelve Espana, 
ademâs de constituir una mala y desfasada copia de la realidad
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itallana. "Lo que podia parecer bueno en el ano 76 puede no ser- 
lo en 1979" (149) y es extremadamente importante ante una Cons­
tituciôn recién estrenada, ir a una regulaciôn legal que exigen 
la actual situaciôn sindical, las perspectivas de evoluclôn del 
sistema de relaciones sindicales, las caracteristicas de nuestra 
economia y la consolidaciôn de nuestro sistema politico. En se­
gundo lugar, procédé una regulaciôn legal de protecciôn del dere 
cho de huelga frente a los atentados patronales contra el 
mismo y para solventar toda una serie de cuestiones que se plan- 
tean de caracter técnico-juridico puro: suspensiones de los con- 
tratos de trabajo, relaciones de seguridad social, etc., ademâs 
de incluir toda una serie de medidas que incentivarân la resolu- 
ciôn de los conflictos -a través de la mediaclôn, conclliaciôn, 
etc-, a condiciôn de que estos procedlmientos no fueran obliga- 
torios ni condicionaran la legalidad de la huelga. Por ultimo la 
proyectada regulaciôn cumpliria el mandate constitucional impo- 
niendo limites en el caso de huelga en los servicios esenciales 
en la comunidad y ante formas de lucha colectiva distintas de la 
huelga, por la via del art. 37.2, especialmente en el caso de los 
piquetes y de la ocupaciôn violenta de fâbricas. Quedaria sin em­
bargo reservado a la autonomia colectiva y, sustitutivamente, a 
la autorregulaciôn sindical, todo un aspecto importante, como el 
de las modalidades concretas del ejercicio del derecho de huelga 
taies como preavisos, conservaciôn de locales, instalaclones, ma- 
quinaria, etc. La utilizaciôn de las posibilidades que ofrece la 
autonomia colectiva permitiria ademâs pactar modalidades de ejer 
ciclo del derecho que la Ley no puede recoger sin violar el tex-
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to constitucional ni es capaz de implantar de manera efectiva en 
el entramado de las relaciones laborales, como ensena la experien 
cia comparada, en especial la Industrial Relations Act britanica 
de 1971.
Esta toma de postura aûn con algunas matizaciones, es la man 
tenida por la generalidad de la doctrina iuslaboralista espanola 
en el momento actual (150), frente a algunas posicones que sostie 
nen una regulaciôn legal detallada y restrictiva (151), de ahi el 
interés en analizar sus posibles implicaciones. Desde mi punto de 
vista, hay que définir lo que subyace a esta opciôn polltica del 
derecho, asi expresada, para posteriormente esbozar un Juicio cr^ 
tico sobre la misma.
Parece advertirse a primera vista una Clara desconfieinza en 
las instancias judiciales de nuestro pais como el centro bâsico 
del que partiria la conformaciôn del derecho de huelga si la ley 
que anuncia el art. 28.2 de la Constituciôn no se produjera. Des 
cohfianza ante la capacidad adaptadora de los preceptos constitu 
cionales por parte de los tribunales aunque sea matizado como un 
"hoy por hoy" relativizador (152), y que sin duda tiene muy en 
cuenta la teorizaciôn de DAUBLER (153) sobre los inconvenlentes 
de una composiciôn Judicial de los conflictos. 5e trata, en efec 
to, de una forma poco democratica de fijaciôn juridica, en rela­
ciôn con la existante en la normal actividad legislativa parla- 
mentaria (154), a lo que se une la caracterizaciôn de la Magis­
trature como un "cuerpo separado" de la sociedad (155) y el hecho 
de que, al individualizar los conflictos existantes mediante
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el examen del caso concreto desplaza el momento colectivo al In­
dividual, desfigurando la realidad (156) y atomizando a la parte 
obrera en la fase de aplicaclôn del derecho. Es évidente que un 
analIsis de la orientaciôn ideolôgica de las llneas tendenoiales 
de la jurisprudencla espanola confirmarian la desconfianza de la 
doctrina iuslaboralista frente a un control de constitucionali- 
dad ejercido por los jueces.
No obstante, cabria matizar las anterlores afirmaciones en el 
sentido de que el peso fundamental del control y aplicaclôn del re- 
conocimiento constitucional del derecho de huelga recae en nuestro 
ordenamiento sobre el Tribunal Constitucional, cuyos componentes 
son elegidos democraticamente y que reviste caractères de verda- 
dero ôrgano politico. En termines generates, se puede constater 
que los ôrganos encargados de ejercer una jurisdicciôn constitu­
cional con caracter especializado tienen un mayor grado de capa­
cidad de creaciôn normativa, de "conciencia constitucional", en- 
tendiendo ésta como la actitud ante la naturaleza y funclones de 
la Constituciôn, el caracter vinculante de sus preceptos y la ca­
pacidad para llegar a ser la piedra angular y el fundamento de la 
unidad del resto del ordenamiento jurldico (157). Por otra parte 
hay que seRalar también que en materia de derecho colectivo de 
trabajo, el juzgador espafiol se encontraba extremadamente condi- 
cionado por una legislaclôn claramente negadora de estos derechos 
(158). Ello no es ôbice para que se aprecie, una vez matizadas las 
anterlores afirmaciones, la solidez del argumente de fondo emplea- 
do.
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En segundo lugar, en la construcclôn doctrinal citada se 
aprecia una duda real acerca de la fuerza, implantacién y madu- 
rez de los sindicatos de clase espaRoles en el momento presents. 
Parece haberse llegado a la conclusion de que la autorregulaciôn 
sindical del derecho de huelga es una clara ilusiôn ideolôgica o, 
como la otra cara de la moneda, una apuesta por la madurez poli- 
tica de los trabajadores que se adhleren a ella (159). Y estâ cia 
ro que no se han encontrado los suficientes elementos de Juicio 
para apostar por la misma.
Lo que sucede es que tampoco se suministran los suficientes 
indicadores que permitan comprobar en qué datos se han basado pa­
ra llegar a la desoladora conclusiôn mencionada. No se sabe enton 
ces si se quieren reférir a datos que suministra la empiria y que 
realmente aûn son poco fiables, como los derivados de afiliaciôn, 
cotizaciôn e implantaciôn por sectores, por ejemplo, -y aûn en és 
te caso no se diferencia entre la diversa fuerza que pueden tener 
las distintas centrales sindicales que operan en el mundo laboral-, 
o si por el contrario implicitaunente se estâ pensando en la implan 
taciôn de una determinada concepciôn sindical (la manifestada, por 
ejemplo en Julio de 1979, con el acuerdo UGT-CEOE, que supuso el 
comienzo de la ruptura de la unidad de acciôn sindical); o si es 
justamente la preocupaciôn por los divergentes planteamientos y 
estrategias sindicales la que se manifiesta en taies afirmaciones 
o si, por ûltimo, se piensa que puede haber factores politicos 
condicionantes de la actuaciôn sindical que anada nuevos elementos 
de inestabilidad a las relaciones laborales.
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Qulzâ la conexiôn entre esta duda acerca de la solidez del 
movimiento sindical y la desconfianza ante la estabilidad de la 
economia y el sistema democrâtico ,a d  are el sentido exacto de los 
motivos subyacentes a la argumentaciôn ahora analizada. Porque en 
efecto esta desconfianza hacia la triple vertiente sindical, eco- 
nômica y politica estâ en la base de la opciôn de politica del de 
recho mantenida, si bien matizada en el sentido de que esta exis­
te sôlo si no se articulan los oportunos mecanismos que establez- 
can una cierta seguridad en las relaciones laborales colectivas, 
un marco preciso del derecho de huelga que ofrezca garantlas ra- 
zonables al empresariado, que determine el comportamiento sindi­
cal y senale al Poder la imagen concreta de un modelo de relacio­
nes industriales sôlido y duradero, inmodificable a medio plazo.
En este sentido la consolidaciôn de la democracia pasaria, en un 
tema tan crucial como el del destine del derecho de huelga, por 
la determinaciôn clara y précisa del mismo a través de la regula­
ciôn legal, no expuesta asi a las oscilaciones de la téctica sin­
dical , y por dar seguridades a las fuerzas sociales antagonistas 
sobre los contornos de su previsibilidad. Con ello se quiere de­
cir que desde luego no parece muy correcta la ligazôn que se hace 
entre el ejercicio de un derecho fundamental como el de huelga y 
la Inestable situaciôn politica y econômica, de la que tal vez 
cabria deducir una cierta declaraciôn de culpabilidad para aquél, 
respecte de una situaciôn econômica y polltica cuyas causas estân 
desde luego fuera del tema que aqui se trata. Se responderâ dicien 
do que la critica anterior es sencil1amente una extrapolaciôn del 
planteamiento doctrinal enunciado, en el que se ha subrayado el pa
- 420 -
pel promocional y de garantis que reviste la propuesta de la ley 
sobre huelgas. En efecto, slguiendo el planteamiento de VALDES 
(160), se parte del conveneimiento de que el Estado debe garanti- 
zar los derechos fondamentales, removiendo cuantos obstâculos se 
opongan al libre ejercicio del derecho en cuestiôn y en el caso 
que nos ocupa, con el efecto indirecte de, delimitando el content 
do del derecho de huelga, reforzar el poder sindical, incentivar- 
lOj coadyuvar a su participaciôn real y efectiva en la gestion del 
orden productive y, por extension, del orden social. Se criticaria 
asi ademâs aquellas posturas que bajo un pretendido respeto a la 
autonomia colectiva amparan en la prâctica, sobre las desigualda- 
des reales entre las fuerzas del capital y del trabajo, que se 
produzca una acumulaciôn adiconal de poder en bénéficie de la cia 
se empresarial (161). En este mismo sentido, la influencia de las 
claûsulas générales de la Constituciôn sobre el derecho de huelga, 
y muy concretamente la dicciôn del articule 9.2 sobre la acciôn 
igualitaria o niveladora de los poderes pûblicos, lleva a MARTIN 
VALVERDE a estimar como conclusiôn lôgica el favoredmiento nor­
mative del derecho de huelga (162).
Sin embargo desde nuestro punto de vista este argumente fun- 
ciona a modo de justlficante de la verdadera motivaciôn subyacen­
te a la propuesta que no es otra que la "atenciôn a la realidad 
social" que se ha analizado. En efecto, para que real­
mente se cumplieran los objetivos promocionales previstos séria 
necesario en primer lugar desprenderlos de las impurezas entre las 
que se rodea, como las veladas acusaciones incriminatorias a la
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huelga de la caôtlca situaciôn econômica y polltica del Estado 
espanol. Requeriria en segundo lugar extender esta labor de in- 
centivaciôn y de promociôn por parte de los poderes pûblicos a 
todo el conjunto de las relaciones laborales y no centrarse en 
derecho de huelga. Es évidente que en este caso, la doctrina 
laboralista ha asumido en su globalidad este planteamiento, se- 
naladamente en un tema de tanta trascendencia como el de los de­
rechos individuales (163). Pero ademâs habrla que contrastarlo 
como se sugiere, con la situaciôn econômica, social y politica, 
toda vez que no parece acertado efectuar opciones de politica 
juridica sin atender de forma prioritaria a este aspecto esen- 
cial de la cuestiôn. Lo que sucede es que el modo de elegirlo pa 
ra contrastarlo en mi opiniôn debe ser diferente, sin hacer abs- 
tracciôn de quién va a desarrollar legislativamente el articule
28.2 de la Constituciôn. Es ciertamente un dato contingente, de 
coyuntura politica, pero de lo que no hay duda es acerca de que 
la fuerza politica encargada de la regulaciôn legislativa ha de 
ser la que tiene la mayorla parlamentaria y el Gobierno, esto es, 
la Uniôn de Centro Democrâtico, quien quizâ no asuma con tanta 
sinceridad como otras fuerzas politicas el deber de cumpl1r con 
los compromisos adquipidos en virtud del articule 9.2 de la Cons 
tltuclôn y pretenda por el contrario introducir por la via de la 
regulaciôn legislativa una serie de limites al ejercicio del de­
recho de huelga que supongan lo contrario de lo pretendido en 1 a 
tesis de politica del derecho expuesta.
En este sentido tanto la prâctica gubemarnental respecto de
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las huelgas (164), especialmente las de servicios esenciales, co­
mo los proyectos de ley filtrados a la prensa sobre el derecho de 
huelga (165), no permiten ser muy optimistas a este respecto so­
bre la voluntad garantizadora antes que limitadora en el tema 
del derecho de huelga. Piénsese ademâs que también doctrinalmen- 
te se ha mantenido (166) la conveniencia de atender a ese "dere­
cho usual laboral" en materia de huelga para de él poder deducir 
algûn tipo de normativa. Parece detectarse un cierto interés en 
santificar lo existante en esta materia por medio de la Ley, fi- 
jar el panorama confuso actual y obtener la sanciôn legal a sus 
limites, aiejando cualquier posibilidad, al menos a medio plazo, 
de evoluciôn y fortalecimiento de prâcticas sindicales a las que 
se tacha de inseguras y cambiantes (167). Esta es, por otra parte, 
la misma razôn que impulsé a los sindicatos italianos y a las fuer 
zas politicas progresistas a reohazar la regulaciôn legislativa 
del derecho de huelga (160) pese a tener en su Constituciôn un 
articulo como el 3.2 que exigiera un favorecimiento normatlvo del 
mismo (169). Por ello, acudir a justificaciones del tipo empleado 
como el peligro de la economia en una situaciôn de crisis, demo­
cracia no consolidada, etc., parecen en Clara contradicciôn con el 
objetivo promocional declarado.
Ademâs, y por intentar poner término a las anotaciones cri- 
ticas a la propuesta doctrinal avanzada, el espacio que en ella se 
réserva a la autonomia colectiva es siempre reducido, a la baja 
(170), pudiendo el sindicato siempre limiter el ejercicio del de­
recho frente a un oponente que no estâ dispuesto a ceder ningûn
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sector Importante de poder, y esto tanto respecto del empleador 
privado como respecto del publico cuando la via de las reformas 
se bal1 a bloqueada de antemano. Defender esta posiciôn subsidia- 
ria de la autonomia sindical tiene en mi opiniôn desastrosas con 
secuencias en el piano sindical, puesto que pedir al sindicato 
que se limite sin recibir prâcticamente nada a cambio équivale 
a querer el aiejamiento entre la base y la organizaclôn y, en el 
caso de los servicios esenciales, supone la mejor forma de apo- 
yar el sindicalismo autônomo y las huelgas salvajes (171). Da la 
impresiôn de que en la tesis expuesta existe una cierta concien­
cia de subdesarrollo sindical, de que las organizaciones de clase 
estân aûn en su minoria de edad, por lo que no sabrian adaptar sus 
prâcticas de autotutela a la gravedad de una determinada situaciôn. 
Ante ello se pretende orientar sus pasos, senalarles el camino, 
sin reparar quizâ en que la via escogida, la regulaciôn legisla­
tiva, puede intentar estancar su crecimiento y dificultar su ma­
durez.
Las acotaciones efectuadas al planteamiento doctrinal expues 
to deben ser tomadas asi como una critica a la opciôn de politica 
del derecho resenada, al menos en el sentido de que desde el pun­
to de vista que aqui se sostiene, no da una respuesta satisfacto- 
ria al tema planteado. Sin embargo hay que anotar, sin perjuicio 
de retomar el tema mâs adelante, algunas de las argumentaciones 
mâs sôlidas que desvirtûan a su vez la correcciôn de la elecciôn 
de una posible linea alternativa a la expuesta. Asi, es de desta­
car la critica que efectûan al control judicial de los limites del
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derecho de huelga: la percepciôn de una realldad sindical en la 
que se ha llegado a las cotas mâs bajas en el tema de la unidad 
(172), lo que evidentemente, dificulta en gran manera la efica- 
cia de la autodisciplina en el tema de huelga; y, por ûltimo, la 
eficacia conformadora de la realidad que podrla tener una norma­
tiva promocional del derecho de huelga.
Coherentemente con los fundamentos de la critica efectuada, 
no cabe adoptar ahora un Juicio conclusive ni optar por una solu- 
ciôn si no se analizan previamente los comportamientos de las par 
tes afectadas. Desde esta perspectiva se ha de atender la postura 
que mantiene el Gobierno sobre la regulaciôn del derecho de huel­
ga, para a continuaciôn hacer referenda a la postura sindical, es 
to es, qué tipo de regulaciôn quieren los sindicatos y terminar en 
fin con la descripciôn de las prâcticas de regulaciôn huelguistica 
a través de la autonomia colectiva desde la vigencia de la Consti­
tuciôn, deteniéndose tanto en las posibles manifestaciones de au­
todisciplina pura como de autodisciplina bilateral.
2.2.2 La posiciôn gubernamental
La posiciôn meuitenida por el Gobierno en cuanto a la opciôn 
escogida para el desarrollo del articulo 28.2 de la Constituciôn 
es desde luego la de la regulaciôn legislativa del derecho de huel_ 
ga. Sin embargo su materializaciôn en proyectos de Ley no se ha 
efectuado, al no haberse enviado al Parlamento. Sucede asi que los
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textes que definirlan la voluntad del Gobierno sobre esta cues­
tiôn permanecen "no nacldos", y la informaciôn que sobre ellos 
se dispone viene directamente de la suministrada por la Prensa, 
sin que en definitive tengan la precisiôn que puede sumlnistrar 
el examen de la normativa en concreto. Lo ûnico que puede clari- 
ficarse a este nivel es sencillamente una voluntad beligerante 
en tema de huelga por parte del Gobierno, que por otra parte in- 
cumpliô el calendario législative de désarroilo de la Constitu­
ciôn (173) fijado por él mismo, y unas grandes llneas de tenden- 
cia sobre la materia que se pretenden sintetizar a continuaciôn.
El primer proyecto de ley de regulaciôn de la huelga que se 
conoce a través de la prensa (174) data del mes de mayo de 1979. 
Se trata de un texto que no se ciMe a la regulaciôn especlflca de 
la huelga en los servicios esenciales. Responds a la estructura- 
ciôn del derecho como auxlliar y dêpendiente de la negoclaciôn 
colectiva y en el se aprecia una rigurosa y prolija descripciôn 
de las condiclones de ejercicio del derecho de huelga que llevan 
una Clara impronta restrictiva, tanto en lo que se reflere a de- 
finiciôn del contenido del derecho como en cuanto a los requisi- 
tos formai es para su ejercicio (175). El tema prioritario sin em­
bargo es el de analizar el tipo de regulaciôn previsto en él para 
las huelgas en los servicios esenciales, donde por otra parte pre 
senta su mayor novedad, al constituir en general un texto que re- 
pite, en ocasiones textualmente, el articulado y la finalidad del 
DLRT de 1977 (176).
En principio se deben senalar en la regulaciôn prevista por
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el proyecto citado dos nûcleos de huelgas en servicios esencia­
les de los que se desprenden diferentes efectos. Un primer nu- 
cleo de huelgas que afectan a los servicios o funciones publi- 
cas "cuya no realizaciôn ponga en peligro de manera directa la 
salud o seguridad personal de los ciudadanos", de las que se es 
tablece su ilégalidad, y un aegundo de huelgas en aquellos ser­
vicios que se enuncian mediante su catalogaciôn en un sistema de 
lista sobre las que se prescribed especiales garantias que condi- 
cionan la validez del ejercicio del derecho en estos sectores.
Cabria senalar en primer lugar cuâl puede ser el âmbito so­
bre el que se va a establecer la declaraciôn de ilegalidad de una 
huelga que haga peligrar directamente la salud o la seguridad per 
sonaL de los ciudadanos cuando se cataloga entre el nûcleo sobre 
el que ûnicamente se establecen restriedones mâs graves que para 
el comûn de las huelgas, los servicios sanitarios, educativos, de 
transporte y comunicaciones o de asistencia vital (agua, gas, elec 
tricidad, energia, contra incendios, asi como producciôn y suminis 
tro de pan y leche), entre los que se pueden distinguir activida- 
des que desde luego afectan directamente a la salud y seguridad 
personal de los ciudadanos. Se echan de menos por ûltimo, servi­
cios que sin duda se pretende cubrir por la via de las exclusio- 
nes subjetivas (policia, funcionarios de prisiones, etc).
Por otra parte, como se ha visto, la proyectada Ley declaraba 
la ilegalidad de determinadas huelgas y fijaba taxativamente deter 
minados requisites de cuya observancia dependia la validez de la 
huelga. Asi, un plazo de preaviso de 15 dias naturales (frente a
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los diez dias que fijaba el DLRT, bien que para cualquier clase 
de servicios pûblicos) en el que se ha de determlnar con plena 
exactitud el âmbito a que se extiende la huelga, asi como la fe- 
cha exacta del comienzo y duraciôn prevista de la misma. En se­
gundo lugar, se establece la obligaciôn de dar a la huelga la pu 
blicidad necesaria para que sea conocida por los usuarios del ser 
vicio. Y en tercer lugar, el deber de garantizar las necesidades 
indispensables durante el tiempo de duraciôn de la huelga.
Fuera de estos requisites, el intervencionismo de la Adminis- 
traciôn se manifiesta también en los siguientes casos : en aquellas 
huelgas cuya trascendçncia se estime grave, se establece el arbi- 
traje obligatorio ante los tribunales Arbitrales Laborales (177); 
y cuando se piense que repercute gravemente en el orden politico, 
econômico o social, el Gobierno, previa audiencia de los sindica­
tos y de la patronal, puede sustituir a los huelguistas por perso 
nal civil o militar. En casos excepciorfales, de extrema y notoria 
gravedad, el Gobierno puede decretar la militarizaciôn de los tra 
bajadores en huelga. A estas facultades conferidas para hacer im­
practicable, restar eficacia o poner fin a la huelga en servicios 
esenciales, hay que anadir la facultad implici ta de decretar el 
cumplimiento de la obligaciôn de garantizar las necesidades indis 
pensables, fijando un servicio minimo y requisando al personal ne 
cesario para ello, y la posibilidad de que una huelga en principio 
ajustada a las prescripciones de la Ley sea declarada il égal por 
la mayoria absoluta del Congreso siempre que "atente a la convi- 
vencia democratica" o "resuite gravemente perjudicial para la eco
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nomla del pals" (178). En surra, todo un cûmulo de facultades de 
Intervenclôn en un claro sentido Impedltlvo u obstaculizatorlo 
del ejercicio del derecho de huelga que marcan de forma decisi- 
va el sentido que se quiere imponer al derecho de huelga.
Por otra parte, en manos de la Administraciôn laboral queda, 
con claro caracter residual, la posibilidad de conciliaciôn vo- 
luntaria, la mediaclôn del IMAC e incluse el arbitraje voluntarlo 
ante el Tribunal Arbitral Laboral, que entraria dentro de toda 
una prâctica encauzatoria del conflicto, que en otro contexte, de 
finiria como correcta la actuaciôn de la Administraciôn laboral, 
en la linea de las directrices mantenidas por al OIT (179), pero 
que apreciândolo en conjunto con la totalidad de las facultades 
de intervenclôn directa en la huelga que se réserva la Administra 
ciôn, hay que calificar como instrumentes cumulatives y de carac­
ter subsldiario en la misma direcciôn de consolidaciôn de la huel­
ga como derecho inocuo.
iCuâl es el espacio reservado a la autodisciplina en materia 
de huelga?. Coherentemente con lo anterior, es un espacio reduci­
do, limitado frontalmente por la imposiciôn directa de limitacio- 
nes de contenido y de forma realizada "desde el exterior" y que 
se desenvuelve fundamentalmente en dos grandes âmbitos: en primer 
lugar, mediante la concreciôn de las garanties précisas para ase- 
gurar las necesidades indispensables durante la duraciôn de la huel_ 
ga. En este terreno valdria indudablemente tanto la autodisciplina 
sindical pura como la fijaciôn de modalidades especificas que ase- 
guren el mantenimiento de un minimo del servicio reputado esencial,
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a través del convenio colectivo. En segundo lugar, mediante la re- 
nuncla sindical a la huelga durante la vigencia de un convenio 
-no con la finalidad de modificar su contenido, lo que estaria 
prohibido a tenor del Proyecto, sino en casos de huelgas de sec 
tor, de solidaridad o apoyo que "afecten directamente al interés 
profesional de quienes las promuevan o sostengan"-. Se trata pues 
de reservar a la autodisciplina en cualquiera de sus facetas una 
funciôn subsidiaria, de acoplamiento de la finalidad perseguida 
por la norma, lo que de rechazo supone no tanto una desconfianza 
respecto del hecho huelguistico como una valoraciôn estrictamen- 
te negativa del papel que pueden cumplir los sindicatos aunque sea 
en una perspectiva de conslderarlos como los grandes estabiliza- 
dores del conflicto social.
Un segundo borrador filtrado a la prensa en abril de 1980 
(180) se mantiene en estas mismas coordenadas, aunque corrige al_ 
gunos de los aspectos mâs llamativamente negatives del anterior, 
especialmente en lo que se refiere a la huelga en los servicios 
esenciales. En efecto, se opta por un sistema de lista menos ex­
tenso que en el anterior texto, por cuanto se entienden como ser 
vicios esenciales de la comunidad los prestados por empresas pû- 
blicas o privadas destinados a servicios sanitarios y "de protec 
ciôn ciudadana"; a producciôn, transformaciôn y suministro de 
productos energéticos, a productos de alimentaciôn bâsica; los de 
transportes y comunicaciones; los servicios de recogida de resi­
dues sôlidos urbanos y suministro de agua o los portuarios que 
afecten a productos perecederos o de vital importancia econômica
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o social.
En todos ellos existe la obligaciôn de preavisar con diez 
dias minimo de antelaciôn y la de dar publicidad a los usuarios 
del servicio. Es el empresario "con audiencia" del Comité de huel. 
ga o, en su caso, del comité de empresa o delegados de personal, 
quien détermina el plan de mantenimiento y prestaciôn de servi­
cios minimes durante la huelga, pudiendo acudir a una comisiôn 
arbitral en caso de discrepancia sobre los mismos. El Gobierno, 
en caso de no funcionamiento de estos servicios minimos, puede or 
denar la sustituciôn de los huelguistas por personal civil o mill, 
tar, "previa audiencia de las partes" y, en casos de extrema gra­
vedad, se le faculta para decretar la movilizaciôn de los huel­
guistas previo dietamen de la Comisiôn de Trabajo del Congreso de 
Diputados, que deberâ emitirse en el plazo de 48 horas.
Pese a introducir algunas novedades, y de refiejar ciertas 
reflexiones doctrinales (181) el borrador comentado reproduce en 
sustancia las mismas constantes de fondo ya aludidas y persigue ' 
las mismas finalidades.
Cabe apreciar, por ûltimo, un cambio en los criterios del Go 
bierno al respecto, a mediados de 1980. En efecto, en Junio de es 
te afio, el Ministre de trabajo déclara,en una reuniôn mantenida 
con la APIL, que la regulaciôn de la huelga no se considéra urgen 
te y que el Gobierno no tiene la intenciôn inmediata de remitir a 
las Cortes un Proyecto de ley sobre este tema. Se trata de una pos 
tura que cabe interpreter como un giro tâctico de Importancia, por
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mâs que haya sido criticada por algunos sectores empresariales 
(182). El Gobierno, con esta declaraciôn, pretende sin duda évi­
ter, por una parte, el desgaste que pudiera acarrearle la discu- 
siôn parlamentaria de un proyecto de ley de huelga restrictive 
del tipo de los comentados; de otra, entiende que pueden conseguir 
se los mismos objetivos -la domesticaciôn del derecho de huelga- 
a través de la aplicaclôn selectiva y no uniforme del DLRT en 
los preceptos relativos a huelga, cierre patronal y procedimien 
tos de soluciôn de conflictos colectivos, declarados y vigentes 
por la disposiciôn final 3*, Quince, del ET, consciente de que 
ésta -el mantenimiento y la aplicaclôn de la legislaclôn predemo- 
crâtica sobre la huelga- es la soluciôn menos costosa y mâs fruc- 
tifera en consonancia con los objetivos perseguidos en materia de 
relaciones de trabajo.
De esta manera, un juicio global sobre la posiciôn mantenida 
por el Gobierno respecto de la opciôn reguiadora concreta del de­
recho de huelga debe dejar constancia de que ésta se alinéa en 
aquellos planteamientos que pretenden, mediante el désarroilo 1e- 
gislativo, vaciarlo de contenido y funcionalidad, convirtiéndolo 
en un instrumento inûtil para cumplir sus objetivos esenciales y 
que recoge por cierto el articulo 9.2 de nuestra Constituciôn. Y 
ello ademâs estâ en perfects concordancia con la prâctica que ha 
adoptado la Administraciôn ante el hecho huelguistico a lo largo 
de 1979 y 1980. No se trata solamente, en efecto, de la aplicaclôn 
por las autor/dades laborales, del DLRT en la mayorla de las huel­
gas, ni de la cl ara actitud antihuelguistica de la autoridad gu-
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bernatlva, sino especialmente, en el caso de las huelgas en ser­
vicios pûblicos esenciales, del empleo de medidas de intervenclôn 
con el objeto fundamental de obstaculizar la huelga haciendo caso 
omiso de las prescripciones de autodisciplina sindical al respec­
to (183). Por mas llamativas, hay que resaltar que, vigente la 
Constituciôn, se ha seguido militarizando a trabajadores en huel­
ga (184).
Por ûltimo, y para compléter esta visiôn de conjunto sobre la 
poaidiôn gubernamental ante el désarroiIb del derecho de huelga, 
hay que referirse al importante tema de los funcionarios pûbli­
cos, a los que se reconocia el derecho de huelga en el menciona- 
do primer borrador ya examinado, si bien remitiéndolo a la especl_ 
fica regulaciôn que se efectuarâ en el Estatuto de la funciôn pù 
blica y siendo excluldos sin embargo en el segundo. Recientemente, 
la prensa se hacia eco del envio a las Cortes por el Gobierno de 
un proyecto de Ley orgânica "del Gobierno, de la Administraciôn 
del Estado y de la funciôn pûblica" (185) con lo que se unifican 
dos leyes que figuraban por separado en el calendario legislativo 
de desarrollo constitucional, la de la Administraciôn Central del 
Estado y la de la Funciôn pûblica (186).
En este proyecto de Ley se reconoce el derecho de huelga de 
los funcionarios pûblicos y en general del personal al servicio de 
la Administraciôn "para la defensa de sus intereses", establecien­
do que su ejercicio "no podrâ impedir,en ningûn momento, el adecua 
do funcionamiento de los servicios pûblicos a su cargo". En conso-
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nancia con lo anterior, el parrafo 2 del mismo articulo 56, preceg 
tua que "a tales efectos, los Departamentos minlsteriales determi- 
narân los servicios, funciones, unidades o puestos de trabajo, cu 
ya normal actividad resuite Indispensable". Se trata del estable- 
cimiento de un servicio minimo, cuyo contenido se deja en manos 
de los Departamentos minlsteriales, quienes sin duda podrian es- 
tar tentados de definirlo de manera abundante, quizâ en consonan­
cia con la afirmaciôn del numéro 1 del citado articulo en el que 
el "adecuado funcionamiento" del servicio fune Iona como limtie
del derecho. Por otra parte, "la falta de prestaciôn voluntaria
de tal actividad durante la huelga podrâ ser sancionada, con arre 
glo al procedimiento establecido, con la separaciôn del servicio 
o el despido".
Sin perjuicio de anotar simplemente el tema, sin mayor pretensiôn 
que la meramente enunclativa, hay que insistir en el peligro que 
enclerra esta fôrmula, su posible no constitucionalidad. Piénsese 
que la garantis del mantenimiento de los servicios esenciales no 
puede ser entendida como garantia de su funcionamiento normal (187) 
y que la indeterminaciôn y discrecionalidad que se asigna a la de­
terminaciôn del contenido concreto del derecho de huelga, sin duda 
susceptible de un desarrollo aûn mâs restrictivo por via reglamen-
taria, puede llegar a vaciar de contenido el derecho mismo. Résul­
ta ademâs significativo el hecho de que no se tenga en cuenta al 
respecto a los sindicatos, como, por otra parte, que en la elabo- 
raciôn del Proyecto éstos no hayan sido consultados (188). Todo 
ello concuerda con la linea demostrativa de la voluntad del Gobier
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no en materia de désarroilo de los derechos colectlvos, ya sena- 
lada.
El tema es aûn mâs grave si se compulsa el Proyecto de Ley 
(Orgânica) del Côdigo Penal (189) cuyo articule 448 castiga con 
pena de multa de ocho a doce meses y suspension por tiempo de se­
ls meses a très aflos a quienes "promovieren, dirigieren u organi- 
zaren el abandono colectivo e llegal de un servicio pûbllco". El 
hecho de que la direcciôn de una huelga de funcionarlos pueda ser 
un hecho incriminado penalmente, debe hacer reflexionar sobre la 
direcciôn que se esta tomando en el desarrollo del precepto cons- 
titucional que consagra el derecho de huelga como un derecho ciu- 
dadano.
Por ultimo, y dentro de la linea de verificar la tendencia 
que orienta la actuaciôn gubernamental en materia de desarrollo 
del derecho de huelga, hay que dejar constancia de la configura- 
ciôn de las potestades atribuidas a la Autoridad gubernativa en 
el antiguo Proyecto de Ley de Seguridad Ciudadana (190).
En efecto, tal como preveia dicho Proyecto de Ley, "el nor­
mal funcionamiento de los servicios pûblicos esenciales a la co- 
munidad" es un elemento de la seguridad ciudadana que el Gobier- 
no debe mantener y "garantlzar" (191). Para ello, y en situacio- 
nes de "normalidad" -esto es, sin que entren en juego las claû- 
sulas de excepciôn previstas en la propia Constituciôn para la 
inaplicaciôn de los derechos que esta reconoce- se dotaba a la 
Autoridad gubernativa de competencias para adoptar medidas en or-
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den a la "prohibiciôn de alterar el normal funcionamiento de los 
servicios pûblicos" (192). Lo que evidentemente se podia conseguir 
mediante una huelga en los mismos, tcda vez que la formula emplea- 
da exige no el "mantenimiento", como en el artlculo 28.2 de la 
Constituciôn, sino el "normal funcionamiento". Como sancion de 
esta prohibiciôn, la Autoridad gubernativa puede imponer multas 
coercitivas reiteradas por lapsos de tiempo en los términos de la 
Ley de Procedlmiento Administrative (193). Ademâs se establecia, 
de forma imprecisa, que se adoptarian las medidas necesarias para 
que no se atentara contra la seguridad ciudadana "con ocasiôn de 
los conflictos colectivos laborales de los que tuviesen conocimien 
to" (194), aunque esta medida parecia mâs encaminada a la represlôn 
de los piquetes de huelga, ocupaclones de empresa, etc.
Estas desproporcionadas e imprecisas prerrogativas reconoci- 
das en situaciones de normalidad son reforzadas en las sltuaciones 
exoepcionales previstas en la Constituciôn. La primera de ellas, 
el Estado de Alarma (195), se refiere a situaciones en las que se 
pone en peligro o riesgo grave el mantenimiento de las condiciones 
fisicas necesarias para el desenvolvimiento de la vida de la colec 
tivldad "y basta para adoptar tal medida que concurra la circuns- 
tancia de la "paralizaciôn de servicios pûblicos esenciales" (196). 
En lo que a este tema respecta, la declaraciôn del Estado de Alar­
ma puede exigir la movilizaciôn de empresas y de su personal, con 
el fin de asegurar su funcionamiento (197) es decir, la imposiciôn 
del trabajo forzoso como respuesta al ejercicio del derecho de huel^  
ga que llegue a paralizar los servicios pûblicos esenciales. La ml-
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lltarizaciôn de los huelgulstas trae aparejada su sometimiento 
al Côdigo de Justicia Militar, con lo que la sanciôn penal que 
se establece en el Proyecto de Ley por el incumplimiento o la re 
sistencia a las ôrdenes de la Autoridad gubernativa (198) se de­
be entender sustituida por la referenda al orden penal militar 
si se ha decretado la movilizaciôn.
En cuanto al Estado de Excepciôn se configura como un esca- 
lôn superior al grado anterior, "cuando el orden pûbllco resuite 
tan gravemente alterado que el ejercicio de las potestades pre­
vistas en los articules anteriores fuera insuficiente para resta 
blecerlo y matntenerlo", pero los supuestos que habilitan para la 
peticiôn al Congreso de la autorizaciôn para declarar el estado 
de excepciôn y las medidas a adoptar son las mismas que las que 
rigen para el estado de alarma y, entre ellos, naturalmente, la 
huelga que paralice los servicios esenciales de una demarcaciôn 
territorial o de todo el territorio nacional (199). "La autori­
dad gubernativa podrâ prohiblr, cuando lo considéré oportuno, 
los paros colectivos ilegales y los cierres ilegales de empresas" 
(200) requisite que sin embargo no se exigia para el Estado de 
alarma donde ûnicamente se atendia al efecto de la huelga (para­
lizaciôn de servicios esenciales) y no a su calificaciôn juridi- 
ca. Es évidente también que se esta pensando no sôlo en huelgas 
en los servicios pûblicos sino en cualquier clase de sector. Por 
ûltimo, el Estado de Sitio "Implica automaticamente la asunciôn 
por la Autoridad Militar de las facultades que corresponden a la 
civil en los estados de alarma y de excepciôn" (201).
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Como colofôn a esta escalada de medidas, hay que senalar la 
posiclôn de suspender individualmente derechos ciudadanos a aque- 
1las personas que "pretendan el coste o paralizaciôn de los ser­
vicios pûblicos esenciales para la comunidad, sin perjuicio de lo 
que disponga la legislaciôn sobre el derecho de huelga" (202), si 
bien para que esta suspensiôn funcione ha de ser cometida por "per 
sonas integradas o relacionadas con bandas y grupos organizados y 
armados". De ahi que la participaciôn, bajo estos presupuestos, en 
una huelga de servicios esenciales, sea definida por el Proyecto 
de Ley como "actividad terrorists".
El sentido general de esta normativa de excepciôn es claro, 
lo que es mâs preocupante es la configuraciôn de las potestades 
gubernativas en tiempos de "normalidad" y la concepclôn de la que 
parten respecte del derecho de huelga en los servicios esenciales, 
segûn la cual el funcionamiento normal del servicio es un tema de 
orden pûbllco que se debe mantener desde el poder, en armonia con 
la misiôn de este de "protéger el libre ejercicio de los derechos 
y libertades". No hay una sola alusiôn a la responsabilidad sindi- 
cal , ni se configura el tema de la huelga como al go distlnto de 
una perturbaciôn que se debe impedir. Hasta en la forma, en la pro 
pia redacciôn el derecho viejo, el modelo normative arrinconado 
por la Constituciôn renace y asfixia el dlsefio de derechos y liber 
tades que esta consagra.
En la discuslôn parlamentaria posterior se acordô, sin embar 
go, tramitar en cuatro proyectos de Ley diferentes lo que en prin 
ciplo const!tuia la materia del citado Proyecto de Ley de Seguri-
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dad Ciudadana, de forma que sôlo las potestades gubernativas es- 
peciales en relaclôn con los supuestos previstos en el artlculo
55.2 de la Constituciôn -el suitiguo Capitule IV de dicho Proyec 
to de Ley- han sido regulados mediante Ley Orgânica por el mo- 
mento. En este se eliminô la menciôn a esas posibles "huelgas te 
rroristas" que recogla el antiguo artlculo 53 y el artlculo 2 g) 
del nuevo Proyecto, con lo que el derecho de huelga no entré entre 
aquéllos que pueden ser Individualmente suspendidos, tal y como re 
coge la Ley Orgânica 11/1980, de 1 de diciembre (B.O.E. 2 de die.).
El tema queda pues aplazado al desarrollo de los proyectos 
de ley previstos en el dictamen de la Comisiôn Constltueional de 
23 de octubre de 1980 (B.O.C. de 27 de octubre) (203).
2.2.3 Las postures slndicales en presencia
El planteamiento sindical en el tema del derecho de huelga 
tiende a centrarse fundamentalmente, sobre la estrategla del sin- 
dicato ante la huelga, forma de concebirla, tâcticas de lucha an­
te coyunturas concretas, etc. No obstante y como es natural, los 
slndicatos mâs representatives han adoptado postures concretas an­
te el tratamiento jurldico que se debe otorgar a la huelga. Estas 
posiciones son las que se deben recoger aqul, para intenter com­
pléter el marco general que permita comprender las multiples pers 
pectivas desde las que se enfoca el desarrollo législative del d^ 
recho de huelga.
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Prescindlendo de la opciôn escogida por los slndicatos mâs 
representatives respecte de la forma en la que la Constituciôn 
deberla recoger el derecho de huelga, postulando un reconocimiento 
pleno del mlsmo, sin exclusiones, (204) la cuestiôn se debe cen- 
trar en las opiniiones mantenidas respecte al desarrollo legisla 
tivo del artlculo 28.2, su defensa o no y qué sentido deberla adop 
tar este desarrollo.
En este sentido hay que senalar que en el campo sindical 
existen posturas claramente divergentes que se identifican con 
los modèles de estrategla sindical defendidos por los dos gran­
des slndicatos del pals, CC.OO y U.G.T,
Para la Confederaciôn Sindical de CC.OO., el tema se plan- 
teô antes de la filtraciôn a la prensa del Proyecto de Ley de 
huelga preparado por el Gobierno, en mayo de 1979, al que ya se 
ha hecho referenda, en relaclôn con algunas experiencias de au- 
torreguladôn bilateral del derecho de huelga, como la realizada 
para el sector de sanidad en marzo del mismo ano. Partiendo de la 
constataciôn de las "fuertes tendenclas antisindicales del Gobier 
no", tras las elecciones legislativas, se pronostics una ofensiva 
fuertemente limitadora del derecho de huelga por el Gobierno y la 
Patronal (205) ante la cual, la respuesta del sindicato se articu 
la, en este tema concreto, en torno al rechazo de cualquier tipo 
de regulaciôn del derecho que no sea la que provenga de la propia 
autodisciplina del sindicato. Asl, el Secretario de Acciôn Sindi­
cal de la C.S. de CC.OO. afirmaba, en abri! de 1979: "CC.OO. se
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opondrâ a todo intento de regulaciôn, entendiendo que esta, por 
muy amplia que fuera, siempre séria restrictiva y mâs estrecha 
que la realidad y la prâctica... En determinados servicios pû­
blicos, CC.OO. si estâ por formas concretas de autorregulaciôn 
de la huelga que permita mantener los servicios esenciales para 
lograr el menos perjuicio a los usuarios" (206). Posteriormente, 
y con ocasiôn del conocimiento, por la prensa, del proyecto de 
regulaciôn del derecho de huelga, un editorial de "Mundo Obrero" 
recogia estos mismos argumentos (207) y optaba "a partir de la con 
sagraciôn del derecho de huelga en la Constituciôn, 'por' un 
acuerdo entre los slndicatos, un pacto social, que garantice la 
utillzaciôn responsable de este instrumente de defensa de los tra 
bajadores, determinando quién convoca la huelga, sus plazos de 
preaviso, su utillzaciôn en los servicios pûblicos..." sin per­
juicio del control judicial en el caso de colisiôn de derechos 
(200). En este mismo sentido se han pronunciado altos dirigentes 
de la Confederaciôn, para los que la regulaciôn leglslativa del, 
derecho de huelga constituiria un autentico "casus belli". Junto 
a ello, se déclara la inconstitucionalidad del DLRT, pero sin ar­
ticular -hasta mediados de 1980- jurldicamente la impugnaciôn téc 
nlca del mlsmo.
El problems es entonces el de conseguir el desarrollo de la 
autodisciplina sindical, del que por otra parte va a depender en 
gran parte, el éxito de la opciôn efectuada. Como afirma un diri­
gent e de la CONC, LOPEZ BULLA (209), de la profundizaciôn del de­
sarrollo de una acciôn sindical en los servicios esenciales depen
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de que la Admlnlstraciôn no consolide un nivel de interveneIonis 
mo, "un déterminât nivel1 d'intromlssiô" (210). La profundizaciôn 
en la autodisciplina pese a ser reciente, tiene ya algunos jalo- 
nes importantes, en concordancia con la opciôn que efectûa CC.OO., 
que trascienden la planificaciôn sindical ante una huelga concre- 
ta.
En efecto, en un sector tan importante como el de la sanidad, 
CC.OO. mantuvo la necesidad de una regulaciôn del derecho de huel­
ga que concretara el precepto constitueional sobre las garantias 
en los servicios esenciales, a través de un acuerdo intersindical 
que supusiera la autorresponsabilidad de los slndicatos. Se opuso 
sin embargo a la posibilidad de que esta regulaciôn cobrara la for 
ma de un acuerdo bilatéral entre el I.N.P. y las centrales actuan­
tes en el sector por entender que no se debia acordar con la Ad- 
ministraciôn ninguna limitaciôn al ejercicio del derecho de huelga 
(211). El procedlmiento empleado fue justamente este (212) y CC.OO. 
no suscribiô formalmente el acuerdo por las razones aludidas, aûn 
expresando su absoluta identificaciôn con el contenldo el mismo, 
reafirmândose en su idea de un pacto sindical de autorresponsabil^ 
dad. También en otros sectores, si bien sin revestir un carâcter 
tan complète, se pueden encontrar normas estructuradas respect© a 
la garantla de servicios urgentes y la salvaguardia de las insta- 
laciones, que si reûnen la caracteristica de expresiôn de auto- 
dlsciplina sindical pura, como sucede en el transporte por ferro- 
carril (RENEE) o en el sector de la energia (suministro de gas y 
de luz, gasolineras). Existen también directrices general es sobre
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la autodisciplina por ramas, que se difunden a través de las Es- 
cuelas Slndicales del Sindicato (213). Hay que sefialar que en al­
gunas ocasiones se ha denunciado por los propios slndicatos que 
las medidas de seguridad previstas por la Admlnlstraciôn o por la 
Empresa en caso de huelga eran insuficientes, respecto de las que 
hablan instrumentado los propios trabajadores, como ha sucedldo 
en el caso de la huelga de la fIota de CAMPSA (214).
Ademâs de estas reglas, generalmente establecidas en docu­
mentes internes slndicales y relativamente dependientes de las ca 
racterlsticas concretas de la huelga llevada, hay previstos méca­
nismes de autocontrol en la direcciôn sehalada, fundamentalmente 
a través de los Estatutos del Sindicato. En efecto, el artlculo 11 
de los Estatutos de la C.S. de CC.OO., establece que "la inicia- 
tiva de la acciôn sindical, corresponde a cada organizaciôn en su 
nivel, quien la desarrollarâ de acuerdo con las orientaciones fija 
das por la Confederaciôn para vincular su acciôn sindical a la del 
conjunto de trabajadores", teniendo en cuenta que "las organizacio 
nés consultarân a los ôrgemos superlores sobre los términos esen­
ciales de las reivindicaciones y de las acciones a desarrollar, a 
fin de coordinar la acciôn sindical en todo el âmbito de la Confe^ 
deraciôn". Y en el artlculo 35 se afirma que "la acciôn sindical 
de las Federaciones serâ competencia de sus ôrganos segûn el âm­
bito que corresponds. Aquellas propuestas y decisiones de acciôn 
sindical que, por su trascendencia y repercusiones, puedan afec- 
tar al desarrollo de la Confederaciôn, su implantaciôn entre los 
trabajadores o puedan suponer una variaciôn de las directrices ge
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nerales de la misma, deberân ser consultadas previamente al Con- 
sejo Confederal, y, en su defecto, a la Comisiôn Ejecutiva de la 
C.S. de CC.OO" (215). Plensese que el Programa de Acciôn Sindical 
aprobado en el I Congreso de CC.OO. da unas directrices cl aras en 
este sentido al resaltar la preocupaciôn que origina la huelga en 
los servicios pûblicos "debido a la repercuslôn que ello tiene en 
la vida ciudadana". Y se afirma a continuaciôn : "Es évidente que 
là acciôn sindical tiene particularidades cuando se trata de los 
servicios pûblicos que es necesario contemplar. De entrada es ne- 
cesario que la acciôn perjudique lo menos posible al usuario, al 
pûbllco, en su vida familiar o laboral; si es inevitable ocasio- 
nar un trastorno... es fundamental que el ciudadano esté adverti- 
do de lo que va a suceder con precision y désarroilar una amplia 
campana de explicaciôn sobre las razones de la acciôn de tal for­
ma que, a pesar de los perjuicios que le ocasiona, el pûblico vea 
con simpatia la acciôn de los trabajadores" (216).
El sistema empleado es pues el de someter las decisiones de 
la estructura organizativa del sindicato que lanza la huelga a 
una serie de contrôles que depuren la correcciôn de la decision 
en concreto con las orientaciones estratégicas a nivel general. 
Asi, la Ponencia de Organizaciôn aprobada en el I Congreso de 
CC.OO. establece, para el piano de la empresa, que "siempre que 
hayan de tratarse temas de especial importancia, como convocato- 
ria de huelga, se deberâ informar a los correspondientes ôrganos 
de la Confederaciôn", afirmaciôn que se complementa al atribuir 
este documente a los ôrganos de representaciôn y de gobierno del
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sindicato provincial (de rama) facultades de orientaciôn a las 
Comlsiones obreras de empresa (secclôn sindical de CC.OO), en la 
direcciôn de las huelgas que se produzcan en las empresas de la 
provincial. Por su parte, las Federaciones estatales de rama tie- 
nen encomendada la elaboraciôn de la politics reivindicativa y 
de acciôn sindical y la direcciôn de las acciones reivindicati- 
vas de los trabajadores, asl como relaclôn directa y consiguien- 
te orientaciôn de las comlsiones obreras de las empresas de âmb^ 
to estatal o interprovincial. En el vértice, existe entre los ôr 
ganos de la Confederaciôn un Secretariado de Acciôn Sindical que 
tiene como objetivo fundamental la coordinaciôn reivindicativa.
El sistema que se desprende de la estructura organizativa y 
de acciôn sindical de CC.OO. es el predominio absolute de la "ver 
ticalidad" en la elaboraciôn de la autodisciplina de la huelga.
En efecto, las normas que fijan prestaciones que se garantizan 
en caso de huelga la "autorregulaciôn de las categorias", por 
emplear la terminologla Italians (217), formaiizadas o no, se ela 
boran en las federaciones de industrie, lôgicamente en funciôn de 
las peculiaridades especlficas que revis'te la autodisciplina en 
las luchas slndicales segûn la rama de que se trata. Un segundo 
aspecto se pretende garantlzar también y es el de establecer un 
control intrasindical que pretende contrapesar, salvaguardando na 
turalmente el primer aspecto, el posible sectorialismo que exis- 
tiera en luchas que afectan a servicios pûblicos, de amplia re- 
percusiôn ciudadana.
Pues bien, este segundo control, cuyas impiicaciones estraté
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gicas subrrayan los progratnas de acciôn sindical de CC.OO., se 
encomlenda en la estructuraclôn orgânica de este sindicato a la 
linea vertical, (el sindicato provincial, la Federaciôn, la Con­
federaciôn), sin que las Uniones Locales, estructura horizontal, 
se asigne, al menos formalmente, un tipo de control como el men 
cionado (218). Con ello se estâ efectuando una opciôn sindical 
Clara, la de imponer al sector en cuestiôn la obligaciôn de aten 
der y preocuparse por los intereses generates del conjunto de los 
trabajadores (219), logrando asl de rechazo, una agilizaciôn en la 
toma de decisiones y una mayor fluidez en las acciones de lucha. 
Sin embargo, esta "verticalidad" en el control es singular res­
pecto de las experiencias mâs acabpdas de autodlsciplina sindi­
cal, como la italiana, en donde se establece un segundo nivel que 
descansa en la "horizontalidad" de sus estructuras, y que efectûa 
una evaluaclôn de las modalidades de lucha propuestas por la cate 
goria", "considerando también las repercusiones de carâcter social 
que puede tener en la colectividad, las especiales situaciones con 
tingentes que se pueden presenter y la posible concomitancia de 
otras acciones de lucha" (220).
Es sin duda esta situaciôn singular respecto de otros modèles 
de autorregulaciôn sindical la que ha hecho que se introduzcan al­
gunos elementos de cambio en la perspective de este sindicato. En 
efecto, aunque limitado a la U.S. de Madrid de CC.OO., ha sido 
aprobado un nuevo tipo de control interno sindical, en la linea 
del documente de la Federaciôn Unitaria italiana de enero de 1980: 
Antes de convocar la huelga en un servicio pûblico esencial, las
446 -
uniones territoriales del sindicato deben discutirla y dar el 
visto bueno a la misma, lo que "en la prâctica signifies la a- 
sunciôn solidaria de un sector o de una empresa por el conjun­
to de los trabajadores de un âmbito territorial dado". Junto a 
este tipo de control interno sindical de tipo horizontal, las 
resoluciones aprobadas en el II Congreso de la U.S. de CC.OO. 
de Madrid-Reglôn, incluyen también interesantes prescripciones 
sobre las reglas de conducta a observar en las huelgas de ser­
vicios esenciales de la comunidad. El tema parece en fin en tran 
ce de desarrollo y de precision en el seno de dicho sindicato 
(221).
Antes de pasar a analizar otro tipo de posiciones sindica- 
les en el tema que nos ocupa, hay que sefialar que el plantea­
miento de la C.S. de CC.OO., sobre la conveniencia de no desa­
rrollar el derecho de huelga reconocido constitueionalmente de- 
jando su modalizaciôn y ejercicio a la autodlsciplina sindical 
tiene una importante excepciôn, y es la de la Funciôn Pûblica.
i
En efecto, la Federaciôn de CC.OO. de la Admlnlstraciôn, en la 
propuesta de un Estatuto de la Funciôn Pûblica, entiende que es­
te debe recoger los derechos slndicales bâsicos, y entre ellos, 
el derecho de huelga, "con regulaciôn especlfica (preaviso...) 
en los servicios urgentes o vitales, que serân determinados con 
juntamente con la representaciôn sindical" (222). La razôn de 
esta quiebra del planteamiento general sobre la forma que debe 
revertir el tratamiento juridico dado al derecho de huelga se 
debe encontrar quizâ en el deseo de solucionar las polémicas so-
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St el derecho de huelga se reconocla o no a los funclonarios, ha- 
blda cuenta que el art. 28.2 hablaba de "trabajadores" (223) asi 
como la conclencla de que en este decisive sector de la Admlnis- 
traciôn, la Implantaciôn de las centrales de clase no es grande, 
existe un gran atomlsmo sindical y asociativo, lo que repercutiria 
en que la autorregulaciôn sindical fuera impracticable, al menos 
con la eficacia requerida. (224) Junto a estos dates, hay que pon 
derar la idoneidad de un texto como el Estatuto de la Funciôn Pû­
blica, que se pretende "el marco jurldico-laboral unitario que re 
gule la situàciôn de todos los trabajadores, funcionarlos y con- 
tratados,que reallzan tareas permanentes al servicio de la Admi- 
nistraciôn Pûblica, en sus distintas acepciones" (225), para la 
regulaciôn unitaria del derecho de huelga en este sector.
Para la Union General de Trabajadores, fundamentalmente a 
partir de la aprobaciôn de la Constituciôn, el objetivo priorlta 
rio es conseguir un marco global de relaciones laborales colect^ 
vas estable y précise en el que poder désarroilar su politica 
sindical (226). En este sentido, y como una pieza mâs de su es­
trategla nitidamente esbozada a partir del Congreso extraordina- 
rio del PSOE del otono de 1979, la UGT se decanta bacla una op­
ciôn que defiende el desarrollo legislativo del derecho de huel­
ga. Una ley minima, en una linea de promociôn del derecho que 
pudiera completarse con normas emanadas de los propios sindlca- 
tos respecto de las modalidades concretas del ejercicio del de­
recho de huelga y de la incentivaciôn de mécanismes de medlaciôn 
y de conciliaciôn. La via elegida en este segundo aspecto, que
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completarla la acciôn legal de base, es la del acuerdo interpro 
fesional, en la linea de los pactes firmados por esta central 
con la patronal CEOE (227). La coincidencla de. esta postura sin 
dical con la mantenida por buena parte de iuslaboralismo espafiol 
excusan del exâmen de los argumentos empleados, que se dan por 
recogidos.
Desde esta perspective, aûn durante la vigencia del acuerdo 
de unidad de acciôn entre CC.OO. y UGT a nivel confederal (228), 
la prâctica de la UGT no se ha limitado, en materia de huelga, a 
un posible pacto intersindical, sino que por el contrario, util 
za la negociaciôn colectiva para elaborer las reglas a las que 
ha de acomodarse el ejercicio en concreto del derecho de huelga 
(229).
Sin embargo, el ejemplo mâs acabado de la estrategla socia­
liste a este respecto lo ofrece el AMI de 5 de enero de 1980 fir 
mado entre UGT y CEOE, obligado punto de referenda para la ex­
plicaciôn de las perspectives de este sindicato. El mero hecho 
de canalIzar la autorregulaciôn a través del convenio colectivo 
supone un primer dato por valorar, si bien hay que sefialar que 
sôlo de forma indirecta se pueden encontrar en el AMI elementos 
de autorregulaciôn de medidas conflictivas. En ello sin duda ha- 
bria de Influir la naturaleza del propio AMI como acuerdo bilate 
rai (230).
Los puntos mâs importantes de dicho acuerdo que regulan las 
situaciones de conflicto son, siguiendo a OJEDA (231) los très
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siguientes: Racionalizaciôn del sistema de negociaciôn colectiva, 
que pivotarâ sobre los convenios de empresa y los de sector a ni^  
vel estatal fundamentalmente; el establecimiento de la clausula 
de no violencia y la creaciôn de un comité paritarlo de medlaciôn, 
arbitraje y conciliaciôn en el piano confederal, "autorizando" 
la creaciôn de comités paritarios interfederatlvos y territoria­
les. Lo mâs llamativo es sin duda el establecimiento de la clau­
sula de no violencia, un "compromiso de autodlsciplina" en un do
ble sentido: en el de influir para que no se produzcan violencias 
sobre las personas o sobre los bienes y en el de comprometerse a 
suspender las negoclaclones en curso cuando ambas partes advier- 
tan su exlstencia (232); como es sabido, el ET ha introducido en 
el artlculo 89.1 esta claûsula, aunque en el contexte de la Ley 
queda distorsionada (233).
En resumen, mâs que prescripciones concretas sobre el ejer­
cicio del derecho de huelga y sus modalidades, se opta por el es
tablecimiento de medidas que encuadran el conflicto sltuândolo 
en unos mârgenes aceptables por ambas partes. Con ello el sindi­
cato socialista entiende que la raclonalizaciôn y precision de 
un sistema de negociaciôn astable es el caso prevlo impresclndi- 
ble para cualquier autorregulaciôn, aunque limltada, del ejerci­
cio del derecho de huelga. Ademâs, en los Estatutos de la UGT se 
establecen contrôles de tipo horizontal, por las Comlsiones Eje- 
cutlvas de las Uniones de âmbito al que se corresponde la huelga, 
de las huelgas que van a declarar por sectores, las organlzaclo- 
nes mlembros de la Union. Estas tlenen que consulter a los orga
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nismos territoriales con carâcter previo a la declaraciôn de 
huelga, lo que se justifica por la via de la "solidaridad" o 
ayuda a la organizaciôn que decide la huelga, a cuyo través se 
establece sin duda un control de oportunidad de la medida, asi 
como de su correcciôn respecto de las directrices confédérales. 
Hay que tener en cuenta, en fin, que de no efectuarse esta con 
sulta prevîa, "ninguna organizaciôn estarâ obligada a secundar 
a otras en huelga" (234).
2.2.4 La prâctica de las relaciones colectivas
En ûltimo término, hay que analizar, para poder efectuar una 
valoraciôn global sobre el desarrollo del artlculo 28.2 de la 
Constituciôn, un dato esencial, el de la prâctica de las relacio 
nés laborales tras la aprobaciôn de ésta. Ello exige aclarar, en 
primer lugar, cual ha sido la actitud de los slndicatos en la 
prâctica formai de las huelgas; y, en segundo término, verificar 
la exlstencia de reglas que disciplinen el ejercicio concreto del 
derecho de huelga, fundamentalmente a través de su recepciôn en 
la negociaciôn colectiva. Este doble enfoque permits comprobar 
la coherencia de las posturas defendidas, en materia de huelga, 
por los slndicatos y la cobertura formai de que se rodean, asi 
como la idoneidad del convenio colectivo a lo largo de 1979 co­
mo instrumente regulador de las modalidades especlficas del de­
recho de huelga.
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El primer aspecto al que se alude ya ha sido parcialmente 
recogido en epigrafes anteriores. Prescindiendo del contenido 
de las huelgas realizadas, los slndicatos no han sabido utili- 
zar los mécanismes juridicos que podrian haber pulsado en or­
den a la prâctica formai de las huelgas efectuadas. Es cierto 
que el DLRT y toda una prâctica administrative (junto con una 
interpretaciôn patronal interesada) que lo daba por vigente y 
compatible con la Constituciôn, actûa como un cortocircuito en 
el anâlisis objetivo del tema: esta cuestiôn ha supuesto una in- 
fluencia decisive en las posturas slndicales que habrian de va­
lorar su repercuslôn cara a despidos por huelgas "ilegales", 
efectos desmovilizadores en el âmbito en el que se déclarera la 
huelga, escollos adicionales por salvar en la negociaciôn colec 
tiva, etc. Por otra parte, los jueces laborales ordinaries, -no 
asi la jurisprudencia creada en aplicaciôn de la Ley de 26 de 
diciembre de 1978, "de protecciôn jurisdiccional de los derechos 
fundamental es de la persona"- se muestran reticentes a aplicar 
directamente la Constituciôn en materia de derecho de huelga 
(235), lo que origina el "conservadurismo" de los servicios Ju­
ridicos de los slndicatos.
Pese a lo que este marco administrativo y jurlsprudenclal ba­
ya podido condicionar la actuaciôn de los slndicatos, o justa­
mente en virtud de esto mismo, lo cierto es que hasta diciembre 
de 1979, la mayoria de los acuerdos de huelga y las comunicacio 
nés formates de la misma se acoplân a los requisites exigidos 
por el DLRT, (en algunos casos con bien poco éxito, como en el
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caso del Metro de Barcelona, fulminantemente milltarizado)(236) 
llegândose a diferenciarse en el propio léxico sindical entre 
las huelgas "legales" y las que no se ajustan a las prescripcio 
nes formales de la normativa cltada. De hecho, en alguna comuni^ 
caciôn de convocatoria de huelga efectuadas al margen del DLRT. 
se pone el acento en la correcciôn del preaviso, no mencionando 
como fundamento jurldico especialmente relevante el reconoci­
miento del derecho de huelga operado en la Constituciôn (237).
Lo que sucede es que, de una parte, la realIdad huelguisti- 
ca, en cuanto al contenido, se apartô ne ce sari amente de lo pres- 
crito en el DLRT (238), y, en cuanto a la forma, la exigencia 
prevista en este de que la declaraciôn de huelga "cualquiera que 
sea su âmbito", requiriera la adopciôn de acuerdo expreso, en 
tal sentiüo, en cada centro de trabajo, no se cumpliô escrupulo- 
samente en muchos casos, especialmente en supuestos de huelgas 
de sector con fuerte dispersiôn empresarial. Naturalmente, este 
requisite del art. 3.1 del DLRT suponia una enorme dificultad 
-aumentada con la prescripciôn de votaclôn sécréta en caso de 
asamblea, art. 3.2 del citado texto- para su estricto cumplimien 
to, aunque a efectos de estrategla sindical interesara su reali- 
zaciôn, mâs aûn teniendo en cuenta la obstaculizaciôn a que se 
han visto sometidos los piquetes informatlvos de huelgas (239).
Se puede asi afirmar que la actuaciôn sindical en materia 
de huelga durante todo el aho 1979 se encuentra escindida entre 
el contenido -que en la mayoria de los casos se pllega a las ex 
gencias constitueionales- y la formaiizaciôn de la prâctica, in-
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cluldo la defensa Jurldlca de la misma, que se apega a la norma 
tiva del DLRT. Esto trae como consecuencia la asunciôn de postu 
ras regresivas por los propios sindicatos que, en la legitima- 
ciôn de sus luchas, ignoran la Constituciôn. Cabe también apre- 
ciar en este fenômeno la persistencia de los refiejos defensis- 
tas desarrollados por los sindicatos de clase bajo el franquis­
me, que forzaban a establecer un doble comportamiento, diverse 
"en la realidad", y "ante el derecho" (240).
Sin embargo, a partir de diciembre de 1979, y sobre la base 
de la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 23 de noviem- 
bre de 1979, los sindicatos al convocar las huelgas de sector 
utilizan sencillamente el trâmite del preaviso de cinco dias, sin 
plegarse a los demâs requisites que senala el art. 3 DLRT. Para 
lelamente, se ha puesto de manifiesto la necesidad de acomodar 
la defensa Juridica de las huelgas a la normativa constitucional, 
sintoma de que se ha'-cobrado conciencia de la importancia de ha­
cer coincidir la prâctica sindical con su traducciôn formai, su 
legitimaciôn en términos de defensa juridica.
A este cambio de prâctica corresponde las primeras impugna- 
ciones ante los Tribunales de las medidas previstas en el artl­
culo 10.2 del DLRT en las huelgas de RENFE y del Metro de Madrid, 
ya mèneionadas, asi como el aiejamiento en muchos conflictos de 
las disposiciones de dicho texto legal. Sin embargo durante 1980 
la prâctica huelguistica de los sindicatos se suele acoplar, a 
grandes rasgos, salve en conflictos-piloto o en sectores de sô- 
1Ida implantaciôn sindical, a las prescripciones del DLRT, aun-
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que con las modificaciones efectuadas por la sentencia del TCT 
referida. La presentaciôn del recurso de inconstitucionalidad 
por el Grupo Parlamentario socialista contra el DLRT, simboli- 
za el final de esta etapa, cuyo rasgo mâs caracteristico ha si^  
do sin duda la disociaciôn aludida, o, en frases prestadas por 
un documento sindical,(241) una situàciôn caracterizada por los 
suficientes elementos de confusiôn para que en la prâctica el mo 
vimiento obrero y los sindicatos se autolimitaran en el ejerci­
cio de su derecho de huelga a lo fundamental de las prescrip­
ciones del DLRT: Convocatoria empresa por empresa, trâmites de 
comunicaciôn, plazos, sentimientos de llegalidad en huelgas con­
tra laudos, etc.
Ademâs del anâlisis de la actitud sindical en la prâctica 
huelguistica, lo mâs interesante puede ser verificar la existen 
cia de reglas que disciplinen el ejercicio concreto del derecho 
de huelga a través de su recepciôn en la negociaciôn colectiva. 
En efecto, es este un instrumente idôneo para fijar una regula­
ciôn especlfica del derecho, las técnicas concretas con las que 
se formaiiza su ejercicio se trata en definitiva de un âmbito 
extremadamente importante en un contexte general de reconocimien 
to de la autonomla colectiva, donde se pueden plasmar experien­
cias interesantes de autodlsciplina negociada, que ademâs po­
drian reunir una doble ventaja: en primer lugar, se excluye la 
regulaciôn heterônoma del derecho de huelga, y se residencia la 
modalizaciôn del mismo en los propios protagonistes, mostrândosé 
asi mâs acorde con un sistema de autonomie colectiva y de liber-
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tad sindical. En segundo lugar, se evitarlan los previsibles 
inconvenientes de la autodlsciplina pura o unilateral, decidi- 
da ûnicamente por los sindicatos de trabajadores, el principal 
de los cuales es que este tipo de regulaciôn ni tiene ni puede 
pretender tener eficacia juridica que trascienda el âmbito de 
los sindicatos (242).
Sin embargo, un convenio colectivo que reuniera los requis^ 
tes previstos en los articules 87 y 88 del ET y que no contravi- 
niera el contenido esencial del derecho de huelga, titularidad 
y funciôn del mismo, podria disciplinarlo de forma efectiva.
Nada Impide que el sindicato o los ôrganos de representaciôn 
unitaria en la empresa regulen su ejercicio en lo concreto, cues-
I
I tiôn que no entra dentro del contenido obiIgacional de los arti-
I culos 82.2 y 66.3 del Estatuto, sino del contenido normativo del
i  convenio segûn el articule 85 del mismo texto legal . Dicho de
i
# otra forma, hay que diferenciar claramente estas reglas de auto-
$ disciplina negociada de la regulaciôn de la paz laboral que tam
I bien admite nuestro derecho (243); mientras que la funciôn del
convenio colectivo no es excluslvamente la pacificaciôn de las 
’ relaciones colectivas, sin embargo a su través pueden establecer
se claûsulas de limitaciôn y encauzamiento de los conflictos co­
lectivos, constituyendo incluso, por su eficacia general, "el 
instrumente mâs adecuado para canalizar la autodlsciplina de la 
huelga" (244).
i  La importancia de la autorregulaciôn de la huelga a través
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del convenio colectivo resqlta el interéa por aproximarse a la 
prâctica de la negociaciôn colectiva durante el afio 1979 de for 
ma tal que del examen de los convenios interprovinciales y de 
âmbito estatal se deduzca la asunciôn o no del vehiculo del con­
venio como instrumente idôneo de autodlsciplina por parte de los 
interlocutores sociales.
El resultado de esta investigaclôn no es, sin embargo, muy 
alentador, por cuanto son muy pocos los convenios que incorpo- 
ran en su contenido preceptos sobre el derecho de huelga, y den­
tro de ellos aûn menos los que efectûan una regulaciôn concreta 
de su ejercicio.
En efecto, hay un primer grupo de convenios que incorporan 
la obligaciôn de paz social, renunciauido al derecho de huelga y 
otros que establecen por el contrario la renuncia alla sanciôn 
por el ejercicio del derecho de huelga durante la negociaciôn.
El nûmero de los primeros es êl de cinco, y dos el de los segun 
dos (245) sobre un total de 239 convenios consultados. Es de re 
saltar, en este sentido, la escasa prâctica en la negociaciôn 
colectiva espaRola de las claûsulas de paz, cuyo fundamento 
quizâ se encuentre en el hecho de que el deber de paz aparecla 
garantizado externamente, por imposiciôn legal.
Sin embargo, y como ha quedado dicho, interesa menos el anâ 
lisis de estas claûsulas de paz que aquellos preceptos que regu­
lan el derecho de huelga y su ejercicio. En este sentido el dato 
de la regulaciôn externa del derecho de huelga aparece también
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como condiclonante de las referencxas al derecho de huelga en la 
negociaciôn colectiva. En efecto, el grupo mâs numeroso de con­
venios se refieren al derecho de huelga remitiéndose a su regu­
laciôn en el DLRT. Esta remisiôn puede ser pura y simple (de for 
ma directa o indirecta) sin ninguna matizacion, con claûsulas 
del tipo "el ejercicio del derecho de huelga se atendrâ a lo es- 
tablecido en el R.D.-L de 4 de marzo de 1977", o bien por el con 
trario introduciendo una cierta flexibi11zaciôn del tema en aten 
ciôn fundamentalmente a la evoluciôn de la "realidad social".
En efecto son nueve los convenios que se remiten al DLRT y
I a la regulaciôn que en él se efectûa de la huelga explicitamente,
(
bien a través de la normativa sobre despidos (246) (remisiôn in- 
directa) bien a través de la enunciaciôn del citado texto legal 
como directaraente aplicable en caso de huelga (247).
Mâs interés ofrecen aquellos convenios en los que la incor- 
poraciôn de la legislaciôn sobre huelga, aûn admitiéndose como 
tal, un conjunto complète de normas sobre el tema, se realiza con 
matices, abierta a cambios segûn la voluntad de las partes en 
atenciôn a la evoluciôn sindical, politica, econômica y social. 
Asi, se establece que "en tanto se régulé définitivamente, am­
bas partes cumplirân la legislaciôn vigente en cuanto sea apli­
cable a la realidad sindical actual", manteniéndose el "statu 
quo" en lo concerniente a derecho de huelga, entre otras materias 
(248); o bien se promete la adaptaciôn a las modificaciones que 
con caracter general se vayan introduciendo (249) o, en fin, la 
actualizaciôn de "los derechos sindicales" segûn el desarrollo
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legislative de los preceptos constitueionales (250). Es sintomâ- 
tico, en efecto, constatar la introducciôn de estas clâusulas co­
mo expresiôn del desfase existente entre una determinada prâcti­
ca huelguistica y la legislaciôn anterior al reconocimiento de 
la libertad sindical. En el fondo existe la inercia de entender 
que el derecho de huelga tiene que venir reguiado desde el exte­
rior, imponiéndose a los sujetos de la autonomla colectiva, pero 
a la vez la conciencia de que ésta regulaciôn estâ obsoleta. El 
desconcierto sindical y patronal se intenta paliar en ocasiones 
con remisiones no ya a futuras regulaciones legales, sino a 
acuerdos interprofesionales : "Los acuerdos que a nivel nacional 
y con carâcter de generalidad sean adoptados entre la CEOE y las 
centrales sindicales, y aëumidos por la Federaciôn Estatal de la 
Industria Eléctrica, serân asimlsmo asumidos automâticamente por 
la empresa" (251), lo que hasta el présente se traduce ûnicamente 
en la incorporaciôn de derechos de representaciôn colectiva, 
(secciones sindicales y delegados sindicales fundamentalmente), 
como demuestra el examen de la negociaciôn colectiva durante 1980.
Sin embargo, los acuerdos que resultan directamente utiliza- 
bles como canalizaciôn y concreciôn del ejercicio de la huelga 
son aquellos que o bien establecen en su articulado una regula­
ciôn detallada de la huelga o bien fijan algûn tipo de medidas en 
relaciôn con alguna fase del ejercicio del derecho o tratan de 
amortiguar sus efec_Jtos. Sin embargo, y como se comprobarâ in-
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mediatamente, :es también escasislmo el numéro de convenios en 
les que se incorpora este tipo de preceptos; pero a la vez es 
sintom_âtico el sector de los mismos en los que se establece una 
regulaciôn concrets de la huelga que no es otro que el de la Ad- 
rtiinistraciôn pûblica y otros entes institueionales.
En efecto, el Convenio para el personal laboral del Ministe- 
rio de Obras Pûblicas y Urbanisme (MOPU) (252) incluye entre la 
enumeraciôn de derechos de los Comités y Delegados de personal, 
el de huelga, regulândolo detalladamente en su articule 50. apar 
tados 3 y 4. El acuerdo de huelga se ha de adoptar per decision 
mayoritaria de los représentantes de los trabajadores en reunion 
a la que asista el 75 por ciento de los mismos, de la que se le- 
vantarâ el acta oportuna. El âmbito de la huelga puede ser el de 
un centre o servicio del Ministerio o bien le qüe el Convenio d£ 
nomina "huelga general del personal laboral del MOPU". En el pri^  
mer case "pueden instar la iniciaciôn de la huelga" la Asamblea 
de trabajadores o el Comité de empresa de dicho centre o servi­
cio; en el segundo, el Comité Estatal. Es de resaltar que no se 
exige el requisito fijado en el DLRT, de la adopciôn de acuerdo 
expreso en cada centre de trabajo. Le que si establece como pre 
ceptivo es un procedimiento de refuerzo de la negociaclôn de las 
cuestiones litigiosas, estructurado en très fases en los conflic 
tes reducidos a un âmbito inferior a la totalidad del personal 
laboral del MOPU; la primera, antes de la declaraciôn de huelga 
por los respectives comités, establece con carâcter potestative 
la comunicaciôn a la Subdirecciôn general de personal laboral, y
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al Comité Estatal de los motivos que lo originan. La segunda, y 
de forma simultânea a la comunicaciôn de la huelga a la Autori- 
dad laboral, preceptûa con caracter obligatorio la misma a la 
Subdirecciôn General de Personal y al Comité estatal,lo que cons 
tituye una traslaciôn del art. 3.3 del DLRT con la novedad de que 
es también concernido el organismo superior de representaciôn de 
los trabajadores, el Comité Estatal. Por ultimo, durante el tiem 
po del preaviso -que,al no concretarlo, se entiende que es del 
art. 4 del DLRT- es preceptivo un acto de conciliaciôn y Arbitra 
je del Convenio. Este trâmite de conciliaciôn ante el mismo orga 
nismo es el establecido para los casos de que el acuerdo de hue^ 
ga afecte al personal laboral del MOPU por entero. En caso de que 
dicha conciliaciôn no resuite positiva,continua "el procedimiento 
de huelga previsto", si bien en cualquier momento de la misma, 
las partes pueden pedir la intervenciôn de dicha Comisiôn de vi^  
gilancia (253).
Por su parte, el Convenio de Aviaciôn Civil (254), que afec 
ta al personal civil no funcionario al servicio de la Subsecreta 
ria de Aviaciôn Civil y del Organismo autônomo de Aeropuertos Na 
cionales, establece en su articule 81 que todo trabajador de es­
tes organismes "es acreedor, cualesquiera sean su categoria, car 
go o funciôn',' al derecho de huelga y el articule 91 situa este 
derecho entre las atribuciones de los Delegados de personal y 
los Comités de Centro y el Comité Central Sindical,en un pârrafo 
que, como en el convenio del MOPU, aparece calcado del articule
3.2 a) del DLRT, anadiendo a continuaciôn que "en todo caso se
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estarâ a lo dlspuesto en la legislaciôn vlgente", lo que puede 
Interpretarse como una remlsiôn en bloque al cltado Decreto-Ley 
regulador de la huelga (255).
Mucho mâs interesante, por contener una regulaciôn compléta 
y détailada del derecho de huelga, es el Convenio del Personal 
Laboral del Centro de Proceso de Datos y Unidades de Informâtica 
dependientes de la Direcciôn Genral de Tributes del Ministerio de 
Hacienda (256) en cuyo articule 43 se establece que "para la me- 
jor defensa de los trabajadores y de sus intereses, los derechos
: slndicales cuya regulaciôn se recoge son los siguientes; derecho
S
i de reunlôn y derecho de huelga", fijando en los articules 49, 50
ï y 51 el desarrollo de este ultime.
I La huelga puede ser propuesta por la mayor!a del Comité de
empresa o de los delegados de los trabajadores, por las seccio- 
nes slndicales de empresa o por el 25 por ciento de los trabaja- 
; dores afectados, propuesta que ha de ser ratificada por mayorla
simple de los trabajadores del âmbito en el que se convoca la 
huelga en asamblea convocada a taies efectos.
i
I Ratificada la propuesta, se impone el requisito de la oomu-
* nicaciôn por escrito a la Empresa y a la autoridad laboral en la
' que ha de constar el numéro de trabajadores afectados, la fecha
del inicio de la huelga, sus reivindicaciones, las gestiones rea 
llzadas y la composiciôn del Comité de huelga’, la capacidad "de 
negociaclôn, comunicaciôn y representaciôn" de los trabajadores 
en huelga corresponde al Comité de empresa o a los delegados de 
; los trabajadores.
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El cese de la huelga se acuerda en asamblea convocada por el 
Comité, los Delegados o la Secciôn sindical y tras votaciôn por 
mayorla simple de los trabajadores afectados y présentés en la 
Asamblea.
Se trata, como se desprende de la descripciôn efectuada, de 
una regulaciôn del derecho de huelga que présenta algunas innova 
ciones respecto de la contenida en el DLRT. Fundamentalmente, hay 
que destacar la incorporaciôn de las secciones slndicales con ca 
pacidad para proponer la huelga; el caracter prépondérants que se 
otorga a la asamblea de trabajadores como declsora el ultima ins- 
tancia del acuerdo de huelga; la debilitaciôn del formalisme del 
procedimiento contenido en el DLRT (257), a través de no requérir 
sino la ratiflcaciôn en mayofla Simple de los asistentes a la a- 
samblea convocada expresamente al efecto. Sin embargo, se respe- 
ta la exigen'cia del preaviso de cinco dlas y el contenido de la 
comunicaciôn de huelga. Por ultimo, el protagonismo durante la 
huelga, al menos "ante la autoridad laboral", corresponde al co­
mité de empresa o delegados de los trabajadores, con lo que el Co 
mité de huelga aparece como un organismo especializado en las re- 
laciones con la empresa y el mantenimiento de la huelga (258).
Hay que seflalar ademâs que es el ûnico convenio que no preceptûa 
un trâmite de conciliaciôn previo a la iniciaciôn de la huelga 
(259). Por ultimo, entre aquellos convenios que contienen una re­
gulaciôn detallada del derecho de huelga, hay que incluir el im­
portante Acuerdo INP-Sindicatos de las Instituciones Sanitarias 
de la Seguridad Social, firmado el 23 de marzo de 1979. No se tra
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ta de un convenio colectivo como los anteriores, sino de un acuer 
do entre las Organizaciones Slndicales y el INP de eflcacia rela­
tive, no obstante lo cual "La Entidad gestora hace constar expre­
samente que la intervenciôn en huelgas o anormalidades con incum- 
plimiento de las reglas que las regulen, producirân la exigencia 
de las responsabilidades laborales que correspôndan". Estas re­
glas versan fundamentalmente sobre los requisitos procedimenta- 
les para poder declarar la huelga y sobre la determinaciôn de las 
garantias y minimes existenciales que aseguren el servicio sanita 
rio.
Pueden declarar la huelga el comité de empresa, por mayoria 
absoluta de sus miembros, las secciones slndicales legalmente cons 
tituidas y un 25 por ciento de la plantilla. En estos dos ûltimOs 
casos, se requiere un referendum que, en los supuestos de conflic 
to general, se decidirâ por votaciôn en la que debe participar el 
50 por ciento del censo y votar afirmativamente la mayoria simple; 
mientras que para los conflictos de sector o de categoria profe- 
sional, se requiere la participaciôn de los dos tercios del cen­
so efectivo y votar afirmativamente la mayoria.
Se exige un preaviso de diez dias de antelaciôn a la fecha 
de la huelga, en los cuales no sôlo existe la obligaciôn de dar 
publicidad a la misma, sino que se debe comunicar personal mente 
a los enfermes cuya consulta estuviese programada, a cuyo fin la 
Direcciôn del centre debe facilitar los medios materiales perti­
nentes.
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La mayor innovaciôn del Acuerdo es, sin embargo, la regula­
ciôn que efectûa de los "minimes asistenciales" y de los "mini­
mes funcionales" en caso de huelga. Se establecen unos criterios 
bâsicos, garantizar "las urgencies intra y extra hospitalarias 
asi como la asistencia de Neonatologia, embarazo, parto y puerpe 
rio" y "los tratamientos y diagnôsticos inaplazables", que habrân 
de concretarse para cada centre en concrete. Existe asi una Comi­
siôn formada por cuatro medicos y cuatro empleados designados por 
la Junta de Gobierno y por ocho designados por el Comité de huel­
ga, que es el ôrgano encargado de determinar el porcentaje de per 
sonal para la atenciôn de minimes y la designaciôn del personal 
en concrete. Esta Comisiôn debe efectuar el seguimiento de la huel^  
ga, y puede variar, si las circunstancias o la duraciôn de la huel^  
ga lo aconsejan, los minimes establecidos y el porcentaje de la 
plantilla que ha de cubrirlos. Sin embargo, los minimes asisten­
ciales en concrete se fijan exclusivamente por un Subcomisiôn de 
este organismes compuesto tan solo por medicos, y funcionarâ con 
arreglo a criterios técnico-asistenciales. Esta Subcomisiôn Médi- 
ca es la ûnica compétente para la aplicaciôn de los minimes asis­
tenciales y la alteraciôn o modificaciôn de los inicialmente fija 
dos.
Se trata desde luego de un acuerdo que reviste un interés es 
pecial, no sôlo por su fuerza innovadora en un sector tan decisi­
ve, sino también por cuanto viene a demostrar la idoneidad de la 
via de la negociaclôn colectiva para canalizar el ejercicio del 
derecho de huelga, cuestiôn mâs llamativa si se atiende a que tan
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sôlo un mes antes se habia dictado el R.D. 156/1979, de 2 de fe- 
brero, que fijaba determinados condlcionamientos a la huelga del 
personal de este sector (260).
Junto a estos convenios que incorporan a su contenido normas 
sobre el derecho de huelga, existen otros que, sin tener el inte­
rés que ofrecen estos ùltimos, instituyen mecanismos de concilia­
ciôn previos a cualquier acciôn colectiva ante la Comisiôn Pari- 
taria del convenio. Es este un trâmite que tiene precedentes en 
la negociaclôn colectiva espanola y que puede ser interesante co­
mo experiencia que tienda a extender en el sistema de contrata- 
ciôn colectiva en nuestro pals. Aunque normalmente la funciôn de 
estos organismes mixtos creados por el Convenio se centra en la 
composiciôn los conflictos colectivos a efectos de interpreta- 
ciôn (261), nada obsta a que se constituyan en una instancia de 
autocomposiciôn con carâcter previo a la iniciaciôn de la huelga, 
mâs acorde con el disefSo institucional consagrado en la Constitu 
ciôn que los procedimientos que fija el DLRT. Asi lo establecen, 
expresamente, algunos convenios (262).
Hay que resenar también, en este anâlisis de la contrataclôn 
colectiva, la existencia de ciertas claûsulas que pretenden paliar 
los efectos de la huelga sobre el mantenimiento de las instalaclo- 
nes de la empresa. Concretamente, se trata de la introducciôn de 
la instituciôn del "retén" para casos de situaciones "anômalas o 
de emergencia" entre las cuales algûn convenio menciona expresa­
mente la situaclôn de huelga; (262) aûn sin esta menciôn expresa.
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es évidente que la instituciôn del retén pactada en convenio pue 
de ser empleada para casos de huelga, y en este sentido existen 
algunos convenios que la recogen, sin ligar sin embargo su fun- 
cionalidad a las situaciones de huelga (264).
Por ultimo, tan sôlo anotar dos casos en los que lo que se 
verifica en el articulado del convenio es la autodefiniciôn de la 
actividad de la empresa como servicio esencial. El primero, es 
una compaflla de transporte aéreo, "Air France", que se define co 
mo "servicio pûblico de carâcter permanente"; el segundo una em­
presa farmaceûtica, "Huelva Farmaceûtica, S.A." (265), que lo ha 
ce como "servicio imprescindible de interés social y pûblico".
Pero mientras que la primera enlaza ésta su caracterizaciôn de
servicio pûblico de carâcter permanente con la relajaciôn de las 
normas imperativas sobre jornada: descansos y horas extraordina- 
rias (266), la segunda funcionaliza esta definiciôn Justamente 
al ejercicio del derecho de huelga (267). Efectûa una remisiôn 
a las "disposiciones y normas légales en vigor", predeterminan- 
do las garantias especiales que deben rodear al ejercicio del de 
recho de huelga.
Del anâlisis de la negociaclôn colectiva a lo largo de 1979, 
cabe extraer algunas conclusiones de interés: parece évidente 
que el instrumente del convenio colectivo no se considéra por el 
momento el medio que las partes sociales consideran idôneo para 
la canalizaciôn y concreciôn del derecho de huelga. En gran parte
la explicaclôn de esta no preferencia se halla en la tradiciôn de
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la regulaciôn heterônona del mismo en el posfranquismo . Esto se 
confirma al comprobar que incluso en los supuestos en los que el 
derecho de huelga se incorpora al contenido normativo del conve­
nio, se trata de una transcripciôn de los preceptos del DLRT, con 
mlnimas innovaciones, salvo en el supuesto del personal del Cen­
tro de Proceso de Datos y Unidades de Informâtica de la Direcciôn 
General de Tributes del Ministerio de Hacienda, y del Acuerdo INP 
-Sindicatos de las Instituciones Sanitarias de la Seguridad Social.
Es sintomâtico sin embargo comprobar que el sector donde se 
ha producido esta incorporaciôn es, como se ha dicho, el de la Ad 
ministraciôn Pûblica y otros entes institucionqles, a tal punto 
que de los siete convenios consultados pertenecientes a este sec­
tor, cuatro introducen expresamente el derecho de huelga en su ar 
ticulado (268); y que las remisiones al DLRT en materia de huelga 
son frecuentes bien en entidades pûblicas como Administraciôn Tu- 
ristica espanola, bien en sectores como el de la electricidad 
(269) o el farmaceûtico (270), que entrarlan en la cal ificaciôn 
de servicio pûblico que fijaba el DLRT.
Existen, por ûltimo, mecanismos e instituciones de una cier 
ta implantaciôn en nuestro sistema de negociaciôn colectiva que 
pueden ser utilizados en un future mâs ampliamente cara a la re­
gulaciôn convencional de la huelga, pese a su raquitica configu 
raciôn actual. Fundamentalmente, y como se ha visto, la imposiciôn 
de un trâmite obligatorio de conciliaciôn, durante el tiempo del 
preaviso, ante la Comisiôn Mixta de interpretaciôn, aplicaciôn y 
vigilancia del Convenio, por una parte, la instituciôn de los re
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tenes para el mantenimiento de los servicios indispensables, por 
otra.
De los datos manejados, puede aventurarse que el desarrollo 
de la autodisciplina negociada en los servicios esenciales puede 
ser una via complementarla de gran interés si se acentûan las ten 
dencias présentes tan solo en un grado minûsculo y los protago- 
nistas de la contrataclôn colectiva son capaces de superar el las 
tre histôrico de la regulaciôn externa a elles mismos del derecho 
de huelga, dotândose de sus propios instrumentes de concreciôn y 
determinaciôn de los limites del ejercicio del mismo. Résulta sin 
embargo curioso observar cômo el tema se disocia del de los dere­
chos slndicales, que encuentran sin embargo su côlocaciôn en el 
convenio colectivo durante la experiencia de la negociaciôn 11e- 
vada a cabo en 1980.
En definitiva, el panorama, a dos afios vista de la promulga 
ciôn de la Constituciôn, no es muy halagüefio en lo que a utiliza- 
ciôn de las potencialidades progresivas que contiene el articule 
28.2 de la misma, se refiere. El ordenamiento posfranquista se s^ 
gue reproduciendo, sin que ni la prâctica sindical ni la negocia­
ciôn colectiva ofrezcan alternativas enraizadas en el cambio que 
al respecto ha supuesto nuestro texto constitucional.
A mediados de 1980, sin embargo, se aprecia un cambio en es­
ta perspective, mediante la elaboraciôn de algunas llneas de ac-
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tuaclôn coherentes con la concepciôn del derecho de huelga del 
articule 28.2. En cualquier caso, son intentes valiosos por sin- 
tomâticos, al presuponer una estrategia sindical ya constitucio­
nal respecto del derecho de huelga, pero la generalidad de la 
prâctica de las relaciones laborales sigue apegada a la ordena-
t
ciôn legal del posfranquismo. En un contexte de crisis econômi- 
ca, inmersos los sindicatos en una estrategia defensiva, rota la 
, unidad de acciôn, y, en fin, consolidada la hegemonla ideolôgica
y politics del gran capital, el derecho de huelga como instrumen
to decisivo de defensa y de transformaciôn social puede verse d£
finitivamente vaciado de contenido, domesticado.
Por ello la regulaciôn legislative en esta coyuntura puede 
permitir que se fijen, con carâcter general, limites intenses que 
caminen en la direcciôn indicada de vaciar de funcionalidad al 
derecho de huelga. Parece mâs aconsejable, por su mayor flexibi- 
J lidad y capacidad de adaptaciôn, una regulaciôn jurisprudencial
de este derecho, junto con serios avances en el tema de la aute­
rre gui aciôn sindical y en el de la regulaciôn negociada.
No obstante, no parece que, analizando la realidad, las po- 
s sibilidades de ampliar los espacios de 1Ibertad mediante el dere
i cho de huelga, estén al alcance de la mano. Habrâ que esperar al
I fallo del Tribunal Constitucional para poder plantearse sobre nue
I vas bases, el margen de permisibilidad que el Estado de la Cons­
tituciôn de 1978 concede al derecho de huelga.
(
Mientras tanto, procédé entrar a analizar los mecanismos que
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articulan de forma valida limites y contenido esencial del dere­
cho. de huelga; es decir, el elenco de las técnicas de regulaciôn 
de éste en los servicios esenciales. A este fin va destinado el 
epigrafe siguiente.
3. - LAS TECNICAS DE REGULACION DEL DERECHO DE HUELGA EN LOS SER­
VICIOS ESENCIALES.
Se trata de abordar aqui el modo concreto, los mecanismos 
especificos que se ofrecen para la regulaciôn del ejercicio del 
derecho, en un intente de analizar la funcionalidad de cada me- 
dida respecto de la propia finalidad perseguida por la huelga. La 
importancia de estas técnicas de regulaciôn es évidente, mâs aûn 
si se pretende reflexionar sobre su adecuaciôn a la gravedad, 
importancia y modalizaciôn de la huelga en los servicios esen­
ciales. Se descubre asi cômo mediante la imposiciôn de unos de­
terminados requisitos y no otros se puede llegar en la prâctica 
a obstaculizar la finalidad del derecho de huelga; cômo se pue­
de desvirtuar el carâcter garantizador que deberian revestir és- 
tas técnicas para convertirse justamente en medios que procuran 
la imposibilidad del ejercicio del derecho o cuando menos, su ino 
cuidad. En este sentido, se continua la linea de investigaciôn 
iniciada en el apartado anterior.
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3.1 EJERCICIO DEL DERECHO Y TITULARIDAD DEL MISMO
Se trata de un tema resuelto ya, hablda cuenta de la dic- 
clôn del articule 28.2 de la Constituciôn, segûn el cual el de­
recho de huelga se concibe como derecho del trabajador indivi­
dual y no como derecho del sindicato. En este tema no cabe sino 
remitirse a lo ya visto en el Capitule 1 de esta tesis, no sin 
dejar constancia de que la ilicitud de las huelgas no-sindicales 
es una de las técnicas mâs comunmente utilizadas en el ârea an- 
glosajona y germana, y no sôlo en lo referente a la huelga en 
servicios esenciales. Bsste recordar, con DAUBLER (271), que la 
huelga es un medio elemental para la conformaciôn de las condi- 
ciones de vida y de trabajo propias y que por ello no puede re- 
lativizarse a través de la mediaciôn obligatoria de una institu­
ciôn determinada, lo que excluye cualquier monopolio sindical so 
bre la huelga (272).
3.2 EL CARACTER PROCEDIMENTAL DE ACUERDO DE HUELGA
Se intenta abordar aqui un tipo de requisito formai que con 
cibe el derecho de huelga como un procedimiento en sentido estric 
to, un conjunto de trâmites de los que va a depender la eficacia 
y la validez de éste. Se estâ partiendo de una concepciôn extrema 
damente formaiizada del derecho y asi como son necesarios determi^
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nados actos formal es para procéder a la formaciôn de la volun- 
tad en determinados ôrganos colectivos, se exige también cum- 
plir ciertos requisitos para que el acuerdo de huelga sea vâ- 
lido. Fundamentalmente, se tratarla de imponer una exigencia 
de "quorum" en la adopciôn de la decisiôn por parte de. los or- 
ganismos convocantes; de asegurar formalmente la correcciôn del 
proceso de formaciôn de la voluntad de dichos ôrganos y, en se 
gundo lugar, la obligaciôn de celebrar un referendum entre los 
trabajadores afectados, para ratificar la propuesta; esto es, la 
imposiciôn de una confirmaciôn de la adhesiôn de los trabajado­
res a la huelga, la manifestaciôn del animus del trabajador en 
concurrir a la huelga.
No es necesario advertir que esta formalizaciôn del ejerci­
cio del derecho de huelga tiene un importante precedente en el 
DLRT de 1977, que recoge a su vez la regulaciôn del D-L de 22 de 
mayo de 1975 y que en definitiva entroncan con la regulaciôn de 
los conflictos colectivos en la Espafia franquista y la teoriza- 
ciôn doctrinal sobre los mismos segûn la cual, todo conflicto ha 
cia nacer una relaciôn juridica, independiente de la individual 
de trabajo y de la colectiva, encaminada a la reanudaciôn de la 
normalidad en una, en otra o en ambas. Esta finalidad, una nueva 
normalidad en la relaciôn juridico-laboral, se trata de obtener 
a través de determinados actos négociables o de intervenciôn 
(273). La concepciôn del conflicto como procedimiento ha pasado 
a la legislaciôn espafiola sobre huelga, que no viene a ser sino 
una manifestaciôn, la mâs grave, del mismo y en ella hay que en-
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contrar la formalizaciôn del ejercicio del derecho de huelga que 
se encuentra en el citado texto legal. La crltica a estas cons- 
trucciones normativas se ha centrado en dos puntos; desvelar el 
propôsito de estos requisitos formates y analizar las repercusio 
nés de la sustituciôn de la voluntad de las partes sociales por 
la voluntad legal.
En efecto, la exigencia de estos trâmites, pretende restar 
efectividad a los movimientos huelguisticos, actûan como meca­
nismos preventivos de la huelga o "câmaras de enfriamiento" para 
que el conflicto no se produzca y como amortiguadores del dano 
econômico al empresario (274), pero ademâs la reglamentaciôn for 
mal de la huelga se entiende mucho mâs efectiva si es dejada a 
la voluntad de las partes sociales, mediante su fijaciôn por via 
contractual o por autodisciplina de las organizaciones sindica- 
les que las incluyen en sus estatutos o las adoptan en la prâct£ 
ca. Sin embargo, al fijar estos requisitos mediante la ley, se 
produce una sustituciôn de aquellas voluntades por la voluntad 
legal, de forma autoritaria, que no deja margen alguno de elas- 
ticidad y que tiene un inequivoco sentido restrictivo (275).
La regulaciôn constitucional espanola impide que se fi je 
legalmente -y de forma arbitraria- la entidad de lo colectivo 
en el ejercicio del derecho de huelga, lo que contradice de al- 
guna manera la titularidad induvidual del mismo.
La exigencia de "quorum" o de otros requisitos que supongan 
una garantis de la formaciôn de la voluntad por parte de los or-
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ganismos convocantes, tiene necesariamente que conectarse con 
el Sistema de relaciones colectivas vigente en un momento de- 
terminado. Normalmente, y desde luego este es el caso espanol 
actual, el papel del sindicato en el periodo de gestaciôn de la 
huelga es fundamental, aûn sin que exista un sistema de monopo­
lio sindical, como es obvio. De ahl que sea preciso examinar 
en primer lugar el supuesto de la declaraciôn de huelga por el 
propio sindicato para luego analizar el tema en otros organis­
mes convocantes.
En lo que respecta al sindicato, parece obvio que no es 
pensable una imposiciôn externa de los requisitos que se han 
de cumplir para que el acuerdo de huelga sea vâlidamente emiti^  
do. La toma de decisiones se desarrolla en el interior del sin 
dicato (276) y a sus Estatutos hay que remitirse para la deter 
minaciôn de la correcciôn de dicho acuerdo. La Constituciôn es 
paRola de 1978 impone, en su articule 7» a los sindicatos la 
obligaciôn de que su estructura interna y su funcionamiento sean 
democrâticos, pero la posible infracciôn de esa obligaciôn no 
puede producir sino efectos internos dentro del propio sinciicato. 
El hecho de que se trate de una huelga en servicios esenciales 
no habilita a los poderes pûblicos a exigir el control externe 
de estas normas de funcionamiento, una vez inscrites en el Re­
gistre Sindical los estatutos del sindicato. Esta es. por otra 
parte la tendencia prâcticamente unânime en todos los palses de 
nuestra ârea cultural, e incluso del ârea anglosajona (277). La 
ûnica excepciôn la constituirla el ordenamiento de la R.F.A.,
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donde la huelga desemcadenada sin observar los procedimientos 
previstos en las normas estatutarlas slndicales es ilicita (278). 
Hay que senalar -y con ello en cierta forma nos adelantamos al 
examen del segundo requisito formai- que en estas normas sindi- 
cales se prevé una consulta previa a los afectados por la huelga 
Sobre su conveniencia, que ha de aprobarse por un 75 por ciento 
(279). Sin embargo, al configurarse el derecho de huelga como de 
recho Individual de ejercicio colectivo, como ocurre en nuestro 
sistema constitucional, la irregularidad estatutaria de una hue^ 
ga no puede sino revestir un caracter secundario (280) y sus re- 
percusiones centrarse ûnicamente en el marco interno sindical, 
como queda,dicho.
Parecidos argumentes se han de esgrimir en el caso de otros 
ôrganos de representaciôn de los trabajadores, senaladamente los 
Comités de empresa. La adopciôn del acuerdo de huelga en estos 
ôrganos habrâ de hacerse colegiadamente, como exige el articule 
68 d) del Estatuto de los Trabajadores respecto a la libertad de 
expresiôn del Comité, pero imponer externamente cualquier tipo 
de procedimiento especial o mayorias cualificadas (como realiza 
el art. 3.2 a) del DLRT es una prâctica incompatible con los prin 
cipios de libertad sindical recogidos por la Constituciôn y por 
la propia OIT (281). Los requisitos formates, las "garantias" de 
la declaraciôn de huelga pueden vâlidamente establecerse en con 
venios (y de hecho ya hay ejemplos en la prâctica espafiola) o a 
través de la autodisciplina sindical mediante su interacclôn con 
las instancias representativas unitarias en la empresa. El proble
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ma en definitiva queda asimilado al que se ha analizado respec­
te del sindicato y la prâctica europea concuerda con estas opi- 
niones, salvo, una vez mâs, en el caso de la R.F.A., por la con 
cepciôn orgânica de la huelga y la imposiciôn legal del deber 
de cooperaciôn con la empresa que impone la Ley de 19-1-72 al 
Comité de empresa (282).
Quedarla por analizar por ûltimo el control -las garantlas- 
que se requerirlein ante el proceso formativo de la voluntad de la 
organizaciôn obrera menos institucionalizada, la asamblea. El te 
ma es mâs complicado, puesto que tradicionalmente el derecho de 
asamblea se configura como una especificaciôn del derecho de reu 
niôn y no por tanto como fôrumula organizativa. Asi lo recogen 
los principales ordenamientos extranjeros (283), salvo quizâ el 
caso portugués precisamente en su Ley de huelga, donde de alguna 
manera se disefia una asamblea -organizaciôn enfrentada a otro ti­
po de organizaciôn clâsica, como el sindicato (284). Desde luego 
el legislador espafiol no permite la posibilidad de formas orga- 
nizativas inestables como las asambleas de trabajadores (285) y 
en el titulo II, Capitule 11 del ET reconoce un derecho de los 
mismos en asamblea. Por ello, el problema en el derecho espafiol 
se sus.tancia mediante la negativa el planteamiento del proble­
ma desde el ângulo que de enfocaba; habrâ de remitirse a la exis 
tencia de requisitos de ratificaciôn de la propuesta de huelga 
o de las condiciones formales précisas para que sea licito a los 
trabajadores ejercitar su derecho de huelga fuera o al margen de 
los organismes convocantes.
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Este es el segundo punto que se va a abordar a continuaciôn. 
El tema del "referendum" como condiciôn de legalidad del acuerdo 
de huelga no parece una técnica adecuada a la configuraciôn del 
derecho como de titularidad individual, ni se estima como tal en 
aquellos ordenamientos que parten de esa misma concepciôn del de_ 
recho de huelga, como el francés o el italiano. Como afirma VAL- 
DES (285) la licitud de la huelga no conecta con una concepciôn 
"numéricamente cuantitativa" atinente a la cifra de participan­
tes. "Una acciôn directa puede ser licitamente decidida por una 
minorla a pesar del pronunciamiento en contra de la mayoria, del 
mismo modo que la decisiôn de concluir el estado de lucha adop- 
tada por la mayoria no condiciona Juridicamente el comportamien 
to de la minorla". El instrumento del referendum es un medio de 
estrategia sindical, que lôgicamente puede ser regulado mediante 
la contrataclôn colectiva, pero que no cabe emplear como condi- 
ôn de validez de la huelga, en un sistema que consagra este de­
recho entre los fondamentales del ciudadano.
La cuestiôn estribaria en contemplar el tema del referendum 
como condiciôn y garantia de la legalidad de la huelga acordada 
directamente por los propios trabajadores, al margen de organ!za 
ciones de representaciôn de los mismos. Esta posibilidad se con- 
tenia en el articule 3 del DLRT, cuando el 25 por ciento de la 
plantilla decidiera someter a votaciôn dicho acuerdo de huelga, 
y se obtuviera un resultado favorable al mismo por mayoria abso­
luta. Garantias exigidas justamente en virtud de ese "despegue" 
de las instancias representativas de los trabajadores que contro
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larân el mayor protagonismo reconocido a "los propios trabajado­
res" (287).
El tema hay que enfocarlo hoy en el derecho espafiol confor 
me a la regulaciôn que hace del derecho, de reunlôn el Estatuto 
de los trabajadores. Y, en efecto, cabrla siempre la convocato- 
riaria de una asamblea por los propios trabajadores siempre que 
la solicitaran en numéro no inferior al treinta y très por cien 
to de la plantilla (art. 77)y en el orden del dia figurarâ ex­
presamente esta cuestiôn. Sin embargo, al ser la huelga un acuer 
do que afecta al conjunto de trabajadores, el art. 80 del Estatu 
to exige como condiciôn de validez del acuerdo de huelga "el ve­
to favorable personal, libre, directe y secreto, incluido el vo 
to por correo, de la mitad mâs uno de los trabajadores de la em 
presa o centre de trabajo". Con ello la legislaciôn espafiola con 
sidera que la ûnica posibilidad de la toma de decisiones en asam 
blea -cuando estas afecten al conjunto de los trabajadores- es 
la modalidad del referendum (288). No es necesario subrayar la 
évidente utilizaciôn de este precepto como medio preventivo y d^ 
suasorio no sôlo en tema de huelga, asi como la clara desconfian 
za del legislador espafiol ante la asamblea como intrumento de 
participaciôn de les trabajadores (289).
Mâs aûn; de esta equiparaciôn que opera el ET espafiol entre 
toma de decisiones en asamblea y referendum se dériva un impulse 
indirecte a los organismos représentât!vos de los trabajadores 
-sindicatos o comités- para eludlr el recurso a la asamblea, don­
de cualquier acuerdo que afecte al conjunto de los trabajadores
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del centro de trabajo de la empresa, habrâ que someterse a un 
procedimiento formalIzado, rlgldamente.
3.3 LA OBLIGACION DE PREAVISAR
Se trata de una técnica empleada, fundamentalmente en las 
huelgas de servicios esenciales y que se concrete en la comuni­
caciôn del acuerdo de huelga al empresario con anterioridad al 
inicio de la misma. La obligaciôn de preavisar supone, claro es 
ta, la erradicaciôn de las huelgas-sorpresa, que en el caso de 
los servicios pûblicos en general, producen un impacto enorme 
sobre la opiniôn pûblica (de consecuencias normalmente negativas 
para los huelguistas), da tiempo a que se produzcan las ûltimas 
tentativas de solucionar el conflicto y -cuestiôn fundamental en 
la estrategia sindical- a dar publicidad a los usuarios del ser­
vicio de la inminente huelga del mismo. Asi también permite a los 
poderes pûblicos planear medidas sustitutlvas o amortiguadoras 
del servicio en huelga, etc.
Se trata en definitiva de una técnica en la que confluyen 
para su utilizaciôn diverses intereses: el de la contraparte di­
rectamente afectada, por cuanto le permite de antemano évaluas 
el dano y pondéras las diferentes respuestas que puede efectuar; 
el de los huelguistas, al poder disponer de un tiempo en el cual, 
sin dejar de trabajar, el conflicto salta a la opiniôn pûblica.
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a la que pretenderân no enajenarse; el de los poderes pûblicos 
que, cuando no directamente empresarios, pueden forzar los mé­
canismes en sus manos para solventar o amortiguar el conflicto; 
el del pûblico en fin, que es advertido de la falta de funciona­
miento de un servicio y puede asi paliar las consecuencias mâs 
directas de esta carencia.
De ahi su empleo mayoritario en gran parte de los palses de 
Europa occidental. En Francia, establecido por la Ley de 31 de 
Julio de 1963, que generalizô lo que establecian las circulares 
liraitativas de la huelga para ciertas categorias de agentes pû­
blicos o asalariados del mismo sector, un preaviso de cinco dias 
de antelaciôn de carâcter obligatorio, emitido por las organiza- 
ciones slndicales mâs representativas en la categoria profesional 
o en la empresa correspondiente (290); en Grecia, por la Ley n. 
330, de 29 de mayo de 1976, sobre las asociaciones profesionales 
y sobre la protecciôn de la libertad sindical, donde se estable­
ce un plazo de 8 dias de preaviso para las huelgas en empresas 
de interés pûblico o de utilidad social (291); en Portugal, en 
el caso de que la huelga se declare en empresas que atienden ne- 
cesidades sociales Imprescriptibles, el preaviso es de cinco dias 
segûn dispone la Ley 65/77 de 26 de agosto. Ley de huelga (292); 
es normalmente incorporado a los estatutos de los sindicatos al£ 
mânes (293); aunque no se prescribe la necesidad de comunicaciôn 
escrita de declaraciôn de huelga, se realiza usualmente por los 
sindicatos de Gran Bretafla (294) y las normas de autorreglamenta 
çiôn de la huelga de la Federaciôn Unitaria CGIL-CISL-UIL establ£
481 -
cen como "principio general" que habrâ de hacerse referenda 
en las normas de autorregulaciôn de cada categoria "el prea­
viso, (teniendo presente que no tiene el mismo valor en los di­
ferentes servicios) a hacer pûblico y conocido por el conjunto 
de los usuarios" (295).
En Espana, el preaviso es una instituciôn tipica de la re­
gulaciôn legislativa de la huelga desde la Ley de 27 de abril 
de 1909. Bajo la Segunda Repûblica, los plazos de previo aviso 
fueron modificados por la Ley de 27 de noviembre de 1931 sobre 
jurados mixtos, segûn una técnica de adecuaciôn de la antelaciôn 
del aviso a la naturaleza de la falta de servicios que producla 
la huelga: ocho dias "cuando el paro pueda producir la falta de 
luz o de agua, o suspender el funcionamiento de los ferrocarri- 
les, o cuando por la huelga o paro hayan de quedar sin asistencia 
los enfermes o asilados de una poblaciôn"; cinco dias "cuando el 
paro tienda a suspender el funcionamiento de los tranvias o cuan 
do a consecuencia del mismo hayan de quedar prlvados los habitan 
tes de una poblaciôn de algûn articule de consumo general o nece 
sario" y cuarenta y ocho horas en los demâs casos (296).
Tras el largo paréntesis del franquismo, pues como es sabldo 
la huelga de servicios pûblicos se considerô excluida del "recur­
so a la huelga" que configuraba el D-L de 22 de mayo de 1975 
(297) el DLRT en marzo de 1977 instituye el preaviso como obliga­
ciôn de los huelguistas en cualquier caso, con«una duraciôn sen- 
siblemente mayor "cuando la huelga afecte a empresas encargadas
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de cualquier clase de servicios pûblicos". En efecto, y prescin- 
dlendo de la imposiciôn por via legal de la obligaciôn de prea- 
visar en cualquier acciôn de lucha con un plazo de 5 dlas, en lo 
que respecta a servicios pûblicos, el preaviso ha de dirigirse al 
empresario o empresarios afectados y a la autoridad laboral con 
al menos 10 dias naturales antes del comienzo de la huelga, y se 
ha de efectuar por escrito, conteniendo los objetivos de la huel­
ga, las gestiones realizadas para resolver las diferencias, fecha 
de su inicio y composiciôn del comité de huelga. Durante este 
tiempo sobre las partes recae la obligaciôn de negociar para lie 
gar a un acuerdo, y el Gobierno no puede acordar las medidas ne- 
cesarias para asegurar el funcionamiento de dichos servicios si 
estima que concurren circunstancias de especial gravedad.
Inserto en el contexte general de los fines pretendidos por 
esta normativa, el preaviso, de tan gran duraciôn independiente- 
mente de la naturaleza de los servicios afectados, viene a refor 
zar la posiciôn preminente de la contraparte social, impone un 
esquema de acciôn perfectamente prefijado y da tiempo a la utili^ 
zaciôn de medidas excepcionales por parte del Gobierno que hagan 
imposible el ejercicio del derecho (298).
Dejando aparté la clara excepcionalidad de la fijaciôn le­
gal de la obligaciôn general de preavisar, sin precedentes lé­
gislatives en otros ordenamientos como el francés o el italiano, 
donde se suele dejar a las partes el acuerdo expreso a este res­
pecto, por la via de la negociaciôn o mediante la autorregula- 
clôn sindical, hay que seflalar que el preaviso en las huelgas de
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servicios esenciales puede constituir una de las garanties que 
prevé el art. 28.2. de la Constituciôn. Obviamente, la concrets 
regulaciôn que del mismo efectûa el DLRT es perfectamente cues- 
tionable ante la dicciôn de la Constituciôn, por cuanto lo lôgi- 
co es comunicar la decisiôn a la contraparte afectada (y no a la 
autoridad laboral) de suspender el contrats de trabajo, al igual 
que sucede en otros casos de suspension del mismo y que como tal 
vienen recogidos por la jurisprudencia: enfermedad, prisiôn o de 
tenciôn, maternidad, etc. Hay que tener en cuenta que en la prâc 
tlca se suele comunicar con antelaciôn al empresario la decisiôn 
de acudir a la huelga como propia medida de presiôn, de lo que 
ademâs éste tiene conocimiento a través de los actos de organisa 
ciones preliminares e indispensables para la ejecuciôn de la huel_ 
ga. Otro tanto cabria decir tanto respecto de la duraciôn del 
preaviso -10 dias- que parece excesiva, como de la exigencia de 
formaiizaciôn escrita y con indicaciôn de los objetivos gestio­
nes, fecha de iniciaciôn y composiciôn del Comité de huelga.
Por el contrario, su utilizaciôn adecuada a la duraciôn y 
circunstancias concretas de la huelga y del servicio afectado, 
pues no tiene la misma entidad ni es idéntico un sector que 
otro, estaria en la linea prescrits por el articule 28.2 de la 
Constituciôn, constituyendo una de las "garantias" del manteni­
miento de los servicios esenciales, bien por la via de la auto­
disciplina sindical, bien por la de la autorregulaciôn négociai 
a través del convenio colectivo. De uno y otro camino hay ya ex- 
periencias en nuestra realidad sindical actual (299).
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3.4 LA OBLIGACION DE PUBLICIDAD DE LA HUELGA
La informaclôn a la opinion pûblica de la inmlnencla de una 
huelga en general, y en el sector de los servlclos esenciales en 
particular suele ser una cuestiôn estrechamente ligada a la actua 
ciôn sindical en concrete, que se hace depender de la estregia 
slndical; del dato de la valoraciôn de las repercusiones que re- 
viste una huelga en servicios esenciales que pueden obtener reac 
clones cludadanas contrarias y favorecer as! una Intervenclôn es 
tatal represlva; del hecho de que el slndlcato Intente estable- 
cer unos lazos de comunlcaclôn entre los trabajadores en huelga 
y el conjunto de la poblaclôn, lo que ademâs se puede traduclr en 
la convenlencla de determlnadas formas de lucha dejando de lado 
otras de mayor tlplcldad en la tradlclôn fabrll, trasladando nu- 
mérlcamente estas a aquellos sectores, etc (300). De esta forma 
se sustancla el tema en Italla, este es uno de los principales pb 
Jetivos de la regulaclôn autônoma del derecho de huelga en los 
servlclos cuya flnalldad es garantlzar la salud y la Integrldad 
de las personas; y es taunblén la prâctlca slndical de las prlncl^ 
pales centrales slndicales en los palses de Europa Occidental. 
Desde luego, no se Incorpora como obllgaclôn Impuesta legalmente 
en las normatlvas sobre huelga en servlclos pûbllcos anallzadas.
Sln embargo, en el DLRT se establecia, en su articule 4, que 
"los représentantes de los trabajadores deberân dar a la huelga, 
antes de su Inlclaclôn, la publlcldad necesarla para que sea cono 
clda por los usuarios del servlclo". Con ello, el leglslador es-
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panol del posfranquismo Intervenla una vez mas en la regulaclôn 
concreta y rlgldamente estableclda de materlas tlpicamente re- 
servadas a la determlnaclôn y decision de las partes sociales y, 
en este caso concrete, estrechamente ligado al planteamlento rei^  
vindicative y de lucha del slndlcato. Ademâs, al hacer gravltar 
la carga de la obllgaclôn sobre los "représentantes de los tra­
bajadores", y al exlglr que esta tenga la suficlente entldad co­
mo para ser conoclda la huelga por los usuarios, esta realmente 
imponlendo un onus que en algunos mementos puede ser extremada- ' 
mente gravoso para aquellos. De la contraposiclôn entre este pre 
cepto y el artlculo 6.6 de la mlsma norma, parece que se quiere 
hacer referenda a una forma especlflca de publlcldad, la de in- 
sertar anunclos en la prensa de mâs tlrada y en otros medlos de 
comunlcaclôn. En este sentldo, habrla sldo mâs equitativo esta- 
blecer esta obllgaclôn sobre la contraparte social, la empresa, 
como prolongaclôn de las funciones que desempena de cumplir un 
servlclo pûbllco (301) y en atenclôn a la posiciôn de supremacla 
econômlca sobre la otra parte social.
La publlcldad de la huelga se debe reconducir al terreno de 
la autonomla de las partes; es una prescripciôn fuera de lugar 
en un texto legal, como deber jurldlco, cuando su posiciôn co­
rrects es la de la estrategla slndical. Por otra parte, si su 
fundament© teôrlco es prévenir a los usuarios del servlclo y co­
mo tal son razones de orden pûbllco las que parecen Impulsar su 
estableclmiento como obllgaclôn, lo que no es sostenlble es que 
esta no se haga depender de la empresa o de la propla autorldad
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laboral -a la que se debe dar noticia de la huelga segûn el 
DLRT- sino de los représentantes de los trabajadores, con las 
évidentes consecuencias gravosas para los mlsmos. Es de desta- 
car, como argumento adlclonal, que en la regulaclôn que efectûa 
el DLRT del clerre patronal, no se Impone al empresarlo nlnguna 
obllgaclôn correlatlva de este tlpo. Por ello, si se pactara la 
obllgaclôn de publlcldad de la huelga en los servlclos esencia­
les, parece obvlo que habrla que reconslderar el tema de que és 
ta recayera sobre los huelguistas.
3.5 EL MANTENIMIENTO DE UN SERVICIO MINIMO 0 DE LOS TRABAJOS 
NECESARI05
Se trata del mecanlsmo que Impone el limite mâs dlrecto al 
ejerclclo del derecho de huelga en los servlclos esenciales. Co­
mo ya se ha dlcho, la garantis del mantenlmlento de los servl­
clos esenciales no puede entenderse como garantla de su funclo- 
namiento normal, sino como la reallzaclôn de "los trabajos In­
dispensables" (302), en cuya determlnaclôn habrâ de tener en cuen 
ta la naturaleza de dlcho servlclo y las clrcunstanclas concretas 
de cada caso (303).
La exlgencla de mantener un servlclo mlnlmo ha sldo impues­
ta por via legal en algunos ordenamlentos extranjeros. Asl, en 
Francia, se Impone "un mlnlmo de actlvldad del servlclo en caso 
de huelga" para algunos sectores: Comunlcaclones, Electrlcldad, 
Radlotelevlslôn (304). Hay que tener en cuenta la Importancla en
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este ordenamiento del principlo de continuidad de los servicios 
pûbllcos como limite del derecho de huelga; principle que, en 
una reclente decision del Consejo Const!tuelonal francos de 25 
de jullo de 1979 tlene "como el derecho de huelga, el carâcter 
de un principle de valor const!tuelonal" (305), aunque no haya 
sldo nunca reconocldo como tal en una norma escrita. La collsiôn 
del derecho de huelga y del principle de continuidad pueden ha­
cer del servlclo mlnlmo una Instltuclôn central en la formaiiza 
clôn de los limites al derecho de huelga en los servicios pùbl^ 
ces en Francia.
Tamblén la leglslaclôn grlega y portuguesa imponen por via 
legal la obllgaclôn de prestar los servicios minimes Indispensa 
bles para la satlsfacclôn de las necesldades sociales imprescln- 
dlbles (285). La Ley de 10 de junlo de 1963 belga, sobre presta- 
clones sociales de Interés pûbllco en tlempos de paz establece 
que los trabajadores, en el caso de una huelga de servicios pû­
bllcos, deben reallzar clertas prestaclones que se conslderan ur 
gentes o esenciales (307). Los slndlcatos itallanos, en su Côdl- 
go de autodlsclpllna (1978), establecen la "determlnaclôn y con- 
creciôn de las prestaclones profeslonales a mantener en funcio- 
namlento" (308) Cbmo una norma fundamental de su actuaciôn en 
los servlclos cuya flnalldad es garantlzar la tutela de la sa­
lud y de la Integrldad de las personas.
El tema fundamental en este punto no es tanto fijar los 
criterlos a los que se ha de sujetar el servlclo mlnlmo como de-
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limitar qulén va a determinar el contenido y nivel del mismo. De 
esta imputaclôn dependerâ en gran parte el respeto del derecho 
de huelga o su virtual supreslôn fâctica. La respuesta mâs acor 
de con la lôgica del derecho de huelga y con un slstema de rela- 
clones laborales apoyado en la autonomla colectlva, es la de en- 
tender que la concreclôn de dlchos servlclos y prestaclones se 
debe resldenclar en los trabajadores huelguistas, en los slndl­
catos convocantes, qulenes a través de reglas de autodlsclpllna 
Incorporadas a sus estatutos, medlante el acuerdo puntual ante 
el conflicto o la autorregulaclôn contractual por la via del con 
venlo colectlvo, declden cuales han de ser çstos y los criterlos 
para la cobertura de los puestos de trabajo necesarlos. Es ade­
mâs la respuesta mâs pragmâtlca por eflcaz, y la que menos hace 
sufrlr la confIguraclôn de la huelga como derecho cludadano. Solo 
en defecto de esta cabrla la Intervenclôn externa que supllera la 
Inexlstencla de reglas acordadas por los trabajadores o su Insu- 
flclencla, Intervenclôn que procederla de los poderes pûbllcos, 
ajustândose a los criterlos teôrlcos generates a los que se ha de 
sujetar la Imposlclôn de un servlclo mlnlmo.
Pensar que pueda ser el empresarlo qulen determine el conte 
nldo y el alcance del servlclo mlnlmo supone que sea este qulen 
determine el alcance y el contenido del derecho, justamente la 
parte dlrectamente afectada en el conflicto y contra la que se 
dirige, como medlda de preslôn, el derecho de huelga. Es lôglco 
pensar que con esa soluclôn se potencia la poslbllIdad de reducir 
al mâxlmo el daRo pretendldo por la huelga, consustanclal a la
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misma (309).
Las respuestas del derecho comparado a este respecto, coln- 
ciden con la opinion mantenida al principlo. En Italia, la deter 
mlnaciôn de las medldas a adoptar se deja a la autodlsclpllna 
slndical y solo en efecto a esta, cabe la precettazlone del pre- 
fecto o deslgnaclon obllgatorla de puestos Indispensables; en Por 
tugal las asociaclpnes slndicales y los trabajadores son los obli^  
gados a la prestaclôn de los servlclos minlmos Indispensables, y 
en defecto de esta, se habilita la Intervenclôn del Goblerno (re 
qulsa o movlllzaclôn); la Ley grlega responsablllza a los slndl­
catos para la facllltaclôn de los trabajadores que cumplan el ser 
vlclo mlnlmo requerldo en empresas de Interés pûbllco o de utlll- 
dad pûblica, y en caso de diferencia de opinlones en cuanto al nû 
mero y callflcaclones del personal hecesarlo, decide, con carâc­
ter irrevocable, un tribunal administrative de arbitraje ; en Bél^  
glca, la determlnaclôn de las prestaclones que se conslderan ur­
gentes o esenciales se deja a la decision de unas Comlslones Pa- 
rltarias mlxtas o de empresarlos y trabajadores,formadas por el 
75 por clento de cada una de las partes que las componen, cablen 
do, en caso de que no actûe esta Comlsiôn, procéder a la determi^ 
naclôn de las necesldades vitales asl como las prestaclones, ser 
vlcios o medldas a adoptar, por Real Decreto.
El tema del servlclo mlnlmo se confunde a veces con la obli^  
gaclôn, en caso de huelga de adoptar las medldas necesarlas para 
el mantenlmlento de la segurldad de las personas y de las cosas, 
esto es, el mantenlmlento de los locales e instalaclones, de los
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blenes y del patrlmonlo empresarial. Esta obllgaclôn que no tlene 
por qué confundlrse en su origen con la de mantener un nivel ml­
nlmo de cobertura del servlclo, se puede superponer a aquella, de 
forma que Incluso la regulaclôn se realIce de forma unltarla o 
que cuando en una huelga se esté haclendo referenda a un servl­
clo mlnlmo, realmente se esta estableclendo la concreclôn de es­
ta obllgaclôn de" mantener la segurldad de las personas y de las 
cosas durante la huelga (310).
Y esta preclslôn puede tener un clerto Interés si se anal1- 
za la leglslaclôn espanola preconstituelonal sobre la huelga. En 
el DLRT se establecia, en su articule 6.7, que el Comité de huel­
ga "habrâ de garantlzar durante la mlsma la prestaclôn de los ser 
vlcios necesarlos para la segurldad de las personas y de las co­
sas, mantenlmlento de los locales, maqulnarla, Instalaclones, ma 
terlas primas y cualquler otra atenclôn que fuese précisa para 
la ulterior reanudaclôn de las tareas de la empresa", correspon- 
dlendo al empresarlo "la deslgnaclôn de los trabajadores que de- 
ban efectuar dlchos servlclos". No se entlende desde luego muy 
bien cual es el alcance de la responsabllldad del Comité de huel^  
ga puesto que se aslgna al empresarlo la facultad de deslgnaclôn 
de los trabajadores en concrete que hayan de desempefSar los "ser 
vlcios necesarlos" durante la huelga con lo que deberia ser tam­
blén responsabllldad suya el resultado (311). Lo que desde luego 
aparece clara es la opclôn leglslatlva que arrebata de la organl- 
zaclôn de los trabajadores cualquler decision que pueda entrar en 
conflicto con el Interés empresarial, reforzando el poder de este
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tamblén a través de esta via.
Lo mâs llamatlvo de esta regulaclôn es la Increible exten 
slôn de los servlclos de mantenlmlento, cuestiôn que quizâ pre 
tenda perpetuarse en posterlores normas. Se mezclan prescrlp- 
clones razonables como la segurldad de las personas y de las co 
sas locales, maqulnarla, Instalaclones y materlas primas junto 
con la claûsula en blanco de "cualquler otra atenclôn que fuera 
précisa para la ulterior reanudaclôn de las tareas de la empre-
\ sa, atenclôn que, hay que destacarlo, habrâ de determinar el
i
' empresarlo.
Se confunde asl la necesldad de mantener la segurldad de 
las personas y de las cosas, natural si de su negligencia se si- 
gue un pellgro para las mlsmas, con la custodla de los Intereses
, econômlcos y de los blenes de producclôn del empresarlo. De esta
}
manera, se Ignora el carâcter y la flnalldad del derecho de huel_ 
ga, que pretende causar un dano a la contraparte afectada y, pa- 
ralelamente, se favorecen excepclonalmente los intereses patrona 
les, ya que la pérdlda de materlas primas en elaboraclôn o alma- 
cenadas o la producclôn de determlnadas dlflcultades o entorpec^ 
mlentos de cara a la reanudaclôn de las normales actlvldades pro 
ductlvas, pueden ser efectos Ineludlbles de cualquler tlpo de 
huelga, y, en todo caso, son dafios legltlmamente infringlbles me 
dlante el ejerclclo del derecho de huelga (312).
Por otra parte, en la doctrlna de los limites del derecho de
I huelga, una cosa es el respeto a los derechos fundamentales de
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los ciudadanos y otra distinta el respeto a los Intereses eco- 
nômicos de los empresarlos. Claro esta que slempre cabe estlpu- 
lar en la negoclaclon colectlva pactos sobre este aspecto, pero 
por principlo si no hay acuerdo, el culdado sobre los blenes de 
producclôn ha de recaer sobre el propletarlo de los mlsmos y no 
sobre los trabajadores a su servlclo (313). El respeto al dere­
cho de propledad del empresarlo no puede suponer la Inhiblclôn 
de los efectos perseguldos por el derecho fundamental de huelga. 
Mas aun si se tlene en cuenta que segûn la gradaclôn que estable 
ce el articule 53 de la Constltuclôn. résulta protegldo de forma 
preferente el derecho de huelga sobre el de propledad por su co- 
locaclôn en la secclôn segunda del Capitule 2 del tltulo I, fren 
te a los derechos reconocldos en los articules 33 y 38 de la mis 
ma.
De esta manera, desde la perspectlva constltuclonal, no es 
licite Imponer por via legal otras prescrlpclones de mantenlmlen 
to salvo las labores necesarlas para prévenir la segurldad de 
las personas y de las cosas que de faltar supongan un pellgro 
clerto para las mlsmas. La ampllaclôn de las mlsmas, en la linea 
del articule 6.7 del DLRT, desvlrtûan el ejerclclo del derecho 
de huelga, haoléndolo Ineficaz.
Obvlamente, estas labores de segurldad pueden Imponerse 
tamblén en los servlclos esenciales, pero el objeto fundamen­
tal de este epigrafe es mâs ampllo, el de preclsar los contor- 
nos que debe revestlr el mlnlmo de actlvldad del servlclo en ca 
so de huelga, cuestiôn, como se ha vlsto, sustancialmente dife-
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rente.
Para la normatlva que ha presidido la transiciôn politica 
a la democracia, el DLRT, la poslbilldad de establecer un servl­
clo mlnlmo en las "empresas encargadas de cualquler clase de ser 
vlcios pûbllcos", se configura como una medlda de Intervenclôn 
gubernamental, süstralda a la voluntad de las partes y en cier- 
ta manera de excepclôn. Es la autorldad gubernatlva y el Gobler­
no qulen puede asegurar este mlnlmo de actlvldad en virtud de la 
claûsula de Intervenclôn del artlculo 10.2 del texto cltado, me­
dlante la Imposlclôn obllgatorla del mismo.
Quiere senalarse con ello que la heteronomla en el tema de 
servlclos mlnlmos era total, lo que suponla la exclusiôn de la 
autonormaclôn por los Interesados de taies extremes, al menos en 
la mente del leglslador.
Naturalmente, tras la promulgaclôn de la Constltuclôn, la 
sltuaclôn debe camblar radlcalmente. Respecto de los trabajos 
necesarlos para la segurldad de las personas y de las cosas, pro 
tecclôn del patrlmonlo empresarial, etc., cabe conslderar vâlldo 
el acuerdo con el Comité de huelga o con los organismes represen 
tatlvos de los trabajadores de las medldas oportunas para ello, 
como preceptûa el artlculo 77 del Estatuto de los Trabajadores 
respecto de las asambleas de trabajadores (314). Por otra parte, 
hay ya acuerdos en este sentldo pactados en convenlos colectivos 
(315), y no cabe desdefiar el hecho de que estos trabajos puedan 
desempenarse en virtud de las reglas de autodlsclpllna slndical.
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Incluso cuando no se llegue a un acuerdo, o en casos de agrava- 
miento del conflicto (316) cabria establecer la intervenclôn de 
los trlbunales arbitrales laborales dentro del IMAC, a tener del 
artlculo 4 del R.D-L 5/1979, de 26 de enero. Obvlamente estos ser 
vlclos necesarlos para la segurldad y mantenlmlento de las insta- 
1aclones deberân estar conformados segûn un doble crlterlo; 11ml- 
taclôn de la entldad numérisa de los puestos de trabajo necesa­
rlos y funelonal1zac1ôn de los mlsmos a la salvaguardla de la es- 
fera jurldlca de terceros ,!pellgro para la segurldad de las per­
sonas^ y del patrlmonlo del empresarlo, contemplado este de for­
ma estâtlca y no en su utillzaclôn dlnâmlca para los fines de la 
empresa (317).
En lo que respecta a la exlgencla de mantener un nlvel mln^ 
mo de cobertura en casos de huelga en los servlclos esenciales, 
se debe recalcar que su determlnaclôn y extenslôn dependerâ de la 
naturaleza del servlclo y de las clrcunstanclas concretas que con 
curran en cada caso. Fundamentalmente y como ha sefSalado MARTIN 
VALVERDE, la sustltulbl1Idad o no entre si de dlchos servlclos; 
la facilldad o dlflcultad de sustltuclôn de los trabajadores en 
huelga y el carâcter reparable o no de la repercuslôn negative so 
bre los derechos ciudadanos de la Interrupclôn huelguistlca (318). 
Quiere esto declr que no tlene por qué ser slempre y en toda hue^ 
ga de servlclos esenciales exlglda la obllgaclôn de mantener un 
mlnlmo de actlvldad del servlclo. En huelgas de corta duraclôn, 
por ejemplo, en las que haya una fâcll alternatlvldad del servlclo, 
no tendria por qué exlstlr un funclonamlento mlnlmo del mismo, bas
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tanto con la deslgnaclôn de los trabajadores précises para el 
mantenlmlento de la segurldad de las personas y de las cosas. 
Séria el caso, por concretar mâs el ejemplo, de una huelga de 
un dia en el Metro de Madrid, donde la red de transporte por su­
perficie, bastante mâs compléta que la del subterrâneo, puede ab 
sorber el servlclo de transporte pûbllco en la capital de Espana, 
tanto mâs si las autorldades municipales refuerzan el mismo.
En un caso como este, exlglr un servlclo mlnlmo no tlene 
sentldo y su Imposlclôn se debe entender como una restrlcclôn 
ilegitlma al ejerclclo del derecho de huelga. Es suficlente pues 
las garantlas del preaviso y la publlcldad de la huelga, hablda 
cuenta de su corta duraclôn y de la fâcll sustltulbilidad del mis 
mo (319). Como criterlo adiclonal, pero desde nuestro punto de 
vista definitive, se debe tener en cuenta que el mantenlmlento 
de los servlclos esenciales "ha de apreciarse con el crlterlo de 
la atenclôn de las necesldades cludadanas elevadas al rango de 
derechos fundamentales o llbertades pûbllcas, y no con el crlte­
rlo de la actlvldad de los centros encargados de atenderlas, el 
cual sôlo adqulere relevancla en el caso de que dlcha actlvldad, 
por la naturaleza del servlclo o por otras clrcunstanclas, sea 
Irremplazable" (320).
Se trata ademâs de criterlos* de los que se hlzo eco la sen- 
tencla de la Audlencla Naclonal de 6 de junlo de 1980, al preci- 
sar la fôrmula constltuclonal de "mantenlmlento de los servicios 
esenciales". En efecto, dlcha sentencla -revocada posterlormente 
por el Tribunal Supremo- afirma que con dlcha expreslôn se estâ
- 496
haclendo referenda a la re duc clôn del servlclo al mlnlmo de su 
actlvldad, y que en la valoraciôn del mismo han de tenerse en 
cuenta las clrcunstanclas concretas de la huelga y la Inclden- 
cla del servlclo en el ejerclclo de los derechos bâslcos de los 
mlembros de la comunldad, lo que supone acordar una especial aten 
clôn al dato de la "sustltulbilidad" de los dlstlntos servlclos 
entre si (321). Aunque referldos a la actuaciôn admlnlstratlva, 
es Indudable la Importancla que deben tener a la hora de esbozar 
una regulaclôn àütôhoma del ejerclclo del derecho de huelga en 
los servicios esenciales en la que se prevea la fljaclôn de un 
minlmo de actlvldad de los mlsmos durante la huelga.
En segundo lugar, la Intervenclôn externa de los poderes pu 
bllcos, ùnlca que se pensaba en el DLRT, para la determlnaclôn 
del servlclo minlmo, debe relegarse, en el cuadro constltuclonal 
a un lugar secundarlo, en tanto y en cuanto no exlstan normas de 
comportamlento slndicales o estas sean maniflestamente InsufIclen 
tes. La prâctlca slndical espaMola ha demostrado una clerta madu- 
rez en este tema, aunque falta una formallzaclôn de la mlsma a 
través de su Incorporaclôn a los estatutos slndicales. Existe 
sln embargo algûn ejemplo, no por alslado menos importante, de 
regulaclôn pactada del derecho de huelga, al que ya se ha hecho 
referenda, en un sector como el de la aslstencla sanitaria: en 
efecto, en el acuerdo de 23 de marzo de 1979 entre el INP y los 
slndlcatos en él actuantes, se régula detalladamente un conjunto 
de "minlmos aslstendales" cuya determlnaclôn en concrete se deja 
a una comlsiôn mixta Junta de Goblerno/Comité de huelga y que de-
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ja a salvo la tutela de la salud y de la integrldad flslca de la 
persona, como se ha vlsto (322). Autodlsclpllna pura y negoclada 
son las claves decislvas en el tema de huelga; la Intervenclôn 
"externa" -ademâs de las multiples modalIdades, que puede reves- 
tir, y no centrada como hasta el presente, en medldas de imposi- 
clôn dlrecta y obllgatorlas de pestaciones- debe revest!r un ca­
râcter supletorlo y "promoclonal" de la mlsma.
3.6 PROCEDIMIENTOS DE CONCILIACION, MEDIACION Y ARBITRAJE
i
I Se trata de unos mecanlsmos que tlenen en comûn ser procedi-
s mlentos paclflcos concebldos como Instrumentes complementarlos,
I
I prevlos y en ocaslones sustltultlvos de la huelga, que pueden te­
ner un origen legal o convenclonal. La forma jurldica que suminis 
tran estos Instrumentes de composiclôn puede ser aprovechada con 
una flnalldad encauzatorla del conflicto, mâs aûn en el sector 
de los servlclos esenciales donde la huelga puede tener un alto 
coste social. A ello se unlrlan factores como la poslbilldad de 
utlllzar estos mecanlsmos como contrapartlda que ofrecer a losI
I empresarlos a camblo de otras concesiones hechas por ellos, el
I oportunismo tâctico por parte del slndlcato en una desfavorable
î
' correlaclôn de fuerzas o de notoria inferlorldad, etc. Como sln-
tetiza VENEZIANX (323) se trata de una técnlca de regulaclôn con 
dlcionada "por el juego y por el peso de una serie de variables
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heterogéneas: marco legislative, clima politico, grado de slndi- 
callzaclôn, slstema y estructura de la negoclaclôn colectlva".
En primer térmlno se van a anallzar los procedimlentos de 
composiclôn autônomos, entendiendo por taies no el convenlo co­
lectlvo en si (prototlpo del modelo compositive autônomo, por lo 
demâs) (324) slno en cuanto en este se Instltuyen mecanlsmos pre 
ventlvos y complementarlos de la huelga; procedimlentos prevls- 
tos en el proplo convenlo para ellmlnar los confllctos que de él 
se deduzcan (325) y que la prâctlca de las relaclones Industria­
les en el derecho comparado demuestra que son slempre preferldos 
a los de emanaclôn estatal, al11 donde aparecen désarroilados 
(326).
Estos procedimlentos en nuestro derecho se artlculan bâslca 
mente a través de la Comlsiôn Parltarla de los convenlos, bien a 
través de su confIguraclôn como Instancla de autocomposlclôn de 
confllctos colectivos, en los casos en que existe una claûsula 
de paz (327), bien como Instancla obllgatorla y prevla a la Inl- 
clacIon de la huelga (328). Este requisite Introduce, a través 
de la negoclaclôn colectlva, el carâcter de huelga en servlclos 
esenciales como "ultima ratio" (329), ante la cual cabe expresar 
las réservas critlcas que se qulera, pero de lo que no cabe duda 
es de su carâcter Idôneo para constitulrse como garantia a emplear, 
medlante la negoclaclôn, en la huelga de servlclos esenciales, en 
tanto y en cuanto sea asumlda por los antagonistes sociales. En 
este sentldo, hay que recordar que la conformaclôn de la Comlsiôn 
Parltarla como poslble Instancla prevla a la Inlclaclôn de la
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huelga estâ permitIda por los artlculos 85 y 91 del Estatuto de 
los Trabajadores y es una prâctlca que comienza a asomar en los 
convenlos colectivos del ano 1979.
En segundo lugar, procédé examlnar los procedimlentos de 
composiclôn heterônoma, en los que se hace Intervenir a un ter- 
cero en el conflicto, que aparece revestido de la cualldad de neu 
tralldad y que normalmente colncldlrâ con el Estado, no actuando 
como persona pûblica revestlda de imperlo (330). Se trata de una 
apreclaclôn compartlda en toda Europa occidental el que "el fun­
clonamlento del slstema autônomo de paclflcaclôn, su amplltud y 
su elastlcldad, estân condlclonados por la exlstencia de una con 
currente estructura estatal destlnada a la mlsma funclôn" (331). 
Esta 1nterrelaclôn parece évidente si se atlende a la actual Im- 
pllcaclôn activa de los Poderes pûbllcos en la paclflcaclôn de 
las tenslones sociales y que, como se ha preclsado, va desde el 
ejerclclo de una funclôn promoclonal de la negoclaclôn colectlva 
(332) y de una actlvldad de prevenclôn del conflicto (a través 
del sumlnlstro de Informéelones a las partes, estudios sobre la 
estructuraclôn de la negoclaclôn colectlva, etc. (333) hasta la 
creaclôn de un sôlldo aparato pûbllco de composiclôn de conf1le 
tos (334) y, en ûltlmo térmlno, la actuaciôn de técnlcas repre- 
slvas de muy diverse Indole (335).
En estos procedimlentos de heterocomposiclôn se suele dls- 
tlnguir entre las figuras de la concl1laciôn, la mediaclôn y el 
arbltraje, a las que son reducibles la prâctlca totalIdad de los 
modelos de soluclôn de confllctos. Las dos primeras, en la esque
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matizaciôn conceptual al uso, tienen en comûn el que el tercero 
actuante no estâ facultado para dictar una soluclôn o un laudo, 
sea o no vlnculante este (336). La conclllaclôn, en deflnlclôn 
de ALONSO GARCIA, es el slstema de sustanclaciôn de los conf11c 
tos de trabajo "por virtud del cual las partes del mismo, ante 
un tercero que ni propone ni decide, contrastan sus respectlvas 
pretenslones, tratando de llegar a un acuerdo" (337) mlentras que 
la mediaclôn estâ destlnada "a la soluclôn de confllctos ante un 
ôrgano deslgnado por las partes o Instltuldo oflclalmente, 11a- 
mado a formular una propuesta o una recomendaclôn que carece de 
valor declsôrlo" (338). El arbltraje, en fin, Impllca un laudo 
obllgatorlo para las partes; la intervenclôn del tercero se In­
serts en el conflicto, dlctando los contenldos del acuerdo (339).
Se distingue dentro de esta ûltlma figura entre el arbltraje vo- 
luntario, que se caracterlza por la autodetermlnaclôn de los su- 
jetos de conflarse al pronunclamlento vlnculante de un tercero 
(340) y el arbltraje obllgatorlo, donde por el contrario las par 
tes se ven constrenldas a someter el conflicto a los poderes dl- 
rlmentes de aquél (341).
De—jando de lado este ûltlmo, tal vez convenga traer a cola 
clôn los criterlos que sobre el particular mantlene la O.I.T., 
tanto a través de la Recomendaclôn especlflca sobre la concllla­
clôn y el arbltraje voluntaries, la n» 92 (1951), como a través 
de las declslones del Comité de Llbertad Slndical. Las llneas 
générales de dlcha Recomendaclôn pueden tener clerta Importancla 
cara a la poslble prâctlca de estos procedimlentos en nuestro pais.
501
y se pueden sintetizar como slgue (342) :
a) En modo alguno sus dispos!ciones pueden interpretarse de 
tal forma que se menoscabe el derecho de huelga. En la misma lî- 
nea el CLS de la OIT ha declarado en repetidas ocasiones que si 
bien no se puede conslderar como medlda atentatoria a la llbertad 
slndical la obllgaclôn de recurrlr a procedimlentos de concllla­
clôn y arbltraje en los confllctos colectivos con caracter pre- 
vlo a la declaraclôn de huelga, por esta via sôlo son aceptables 
"momentâneamente" y tal llmltaclôn debe i r acompanada de procedi^ 
mlentos de conclllaclôn y arbltraje "adecuados, Imparclales y râ 
pidos en los que los Interesados puedan partieipar en todas las 
etapas".
b) Se recomienda el estableclmiento de organismes de conci- 
1i aclôn sobre la base de la composiclôn parltarla y del carâcter 
gratuite, expedltlvo y râpido del procedimlento, que deberia po- 
derse Iniclar de oflclo y cuyo documente deberia piasmarse en un 
documento de valor équivalente a un contrato.
c) Durante el proceso de conclllaclôn o de arbltraje, debe­
ria "estlmularse" a las partes para que se abstuvieran de recu­
rrlr a la huelga o al "lock-out".
d) En el arbltraje, que debe ser voluntario, lo ûnico que ca 
be es "estimular" a las partes para que acepten el laudo. Por el 
contrario, no es conforme al esplrltu de la Recomendaclôn la im- 
posiclôn heterônoma de arbitrages obllgatorios y/o vlnculantes.
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Doctrlna de la OIT que puede ser apllcada al tema de la 
huelga en los servlclos esenciales, entendiendo que esta funclôn 
de mediaclôn, conclllaclôn y arbltraje voluntario, complementada 
por los mecanlsmos de autocomposlclôn, puede constltulr una efl­
caz garantla de control en el ejerclclo del derecho de huelga en 
este sector.
Por otra parte, en la tradlclôn leglslatlva espafiola sobre 
la huelga en los servicios pûbllcos, es prédominante el recurso 
a la Implantaciôn de estos procedimlentos. En efecto, tras la 
Ley de Conclllaclôn y arbltraje de 1908, de escasa aplicaclôn, 
los Decretos de 10 de agosto de 1916 y 23 de marzo de 1917, por 
lo que se reflere a las empresas y companlas conceslonarlas de 
servlclos pûbllcos establecian ya un slstema de conclllaclôn pre 
via especial y de arbltraje potestatlvo, que luego fué extendldo 
por Decretos de 25 de agosto de 1923 a todas las Industries rela 
clonadas con dlchos servlclos y a las socledades Industriales que 
ocupasen mâs de 200 operarlos, cualqulera que fuera la indole de 
su actlvldad (343). Bajo là II Repûbllca, se establecen unos sis 
temas de conclllaclôn obllgatorla y arbltraje voluntario, en la 
Ley de Jurados Mlxtos: En 24 horas, reclbldo el oflclo de huelga
(344) se convoca una reuniôn ante el Jurado Mlxto para discutlr 
todas las cuestiones y conclulr en su caso un pacto colectlvo de 
condlclones de trabajo. De no haber acuerdo, se propone un arbl­
traje. Pero asl como es obllgatorlo pasar por el trâmite de con­
clllaclôn ante el Jurado Mlxto, es potestatlvo avenirse a una tran 
sacclôn en dlcho acto o aceptar el ârbltro o ârbitros propuestos
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(345). No deja de ser llamatlvo el hecho de que antes de genera- 
llzarse bajo la II Repûbllca, es en las huelgas de servicios pû­
bllcos donde se Implantan estos procedimlentos de conclllaclôn y 
de arbltraje.
Con la experlencla traumatica de la Guerra Civil y la ins- 
tauraclôn del Estado del 18 de jullo, el tema queda truncado. Cuan 
do es admltlda la exlstencia del conflicto colectlvo, el slstema 
de soluclôn se caracterlza por la escasa Importancla que se con­
cede a la vo1un tarie dad en la composiclôn de los confllctos. El 
dato de la soluclôn externa obllgatorla por la Autorldad Laboral 
es definitive en la conformaclôn del slstema (346). Incluso un 
texto del posfranquismo como el DLRT contiens una reglamentaclôn 
de los confllctos colectivos que se define como excluyente respe£ 
to del derecho de huelga: utlllzado el procedimlento de conflicto 
colectlvo, los trabajadores no pueden ejercer el derecho de huel­
ga. Se trata de mecanlsmos primados por el leglslador, al otor- 
garles un carâcter atractlvo en la soluclôn del conflicto, puesto 
que slempre se puede deslstlr de la huelga y someterse a la com­
posiclôn pacifica de los confllctos. En cualquler caso, ademâs, 
queda prohlbldo plantear un conflicto colectlvo para modlfIcar 
lo; pactado en convenlo colectlvo o lo establecldo en un laudo 
(347). Los procedimlentos de composiclôn voluntaries -concllla­
clôn y arbltraje- se configuras como grades subsidiaries de los 
mecanlsmos définitives de soluclôn: el proceso ante Magistratura 
de Trabajo que da lugar a las sentenclas "cuaslnormatlvas" (348) 
y el laudo de obiIgado cumplImlento, el arbltraje obllgatorlo al
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que antes se ha aludido.
Sln embargo, no parece que este marco de referenda tarde mu- 
chb en modlficarse. Los procedimlentos de conclllaclôn, mediaclôn 
y arbltraje voluntario, deben désarroi1arse de forma autônoma y 
desdeluego sln "menoscabo del derecho de huelga", como recomienda 
la OIT. Ello exlglrla un aparato estatal potente especialIzado en 
la composiclôn de confllctos cuyos rudlmentos parecen estar cons- 
tltuldos por el IMAC, creado por R.D-L 5/1979, de 26 de enero, 
que instltuelonalIza los citados procedimlentos ho jurlsdlcclo- 
nales de soluclôn de confllctos e Impone un slstema de concllla­
clôn obllgatorla prevla a la tramltaciôn de cualquler procedl- 
mlento laboral ante la Magistratura de Trabajo (349). Estâ por 
ver la Implantaciôn de este organisme en las prâctlcas slndlca- 
les. En principle parece comprobarse que las dos centrales mayo- 
ritarlas prefleren otras vlas, otras 1nst1tue1ones, antes que el 
sometlmlento al IMAC, fundamentalmente la Inspecclôn de Trabajo 
y los Comités Parltarlos creados en los convenlos (350).
Por ûltlmo, en lo que a procedimlentos heterônomos y volun- 
tarios de soluclôn de confllctos se reflere, hay que declr que 
el Estatuto del Trabajador deja subsistente el procedimlento de 
confllctos colectivos de trabajo establecldo en el DLRT (351) con 
la salvedad Importante de haberse producIdo la derogaclôn formai 
de los laudos de obiIgado cumpllmlento en sustltuclôn del acuer­
do dlrecto de las partes en convenlo (352). En cualquler caso, 
el tltulo II del DLRT contlnuarâ vlgente en tanto no se considé­
ré como antIconstltuelonales algunas de sus prescrlpclones, sos-
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pécha que puede recaer fundamentalmente respecto de sus dlsposi- 
ciones de excluslvidad del procedimlento frente al ejerclclo de 
derecho de huelga, y de la prohlblclôn de ejercer este procedi­
mlento para modlficar lo pactado en convenlo o en laudo.
En general, cabe apreclar en este tlempo de adaptaclôn a un 
nuevo slstema de relaclones laborales, un aparato compositive es 
tatal éscasamente Incidente en la realIdad social, con serlos 
problemas de transformaslôn de su extrema componente autorlta- 
rla e incapaz de dotarse de una Infraestructura eflcaz en orden 
a la dlreclôn y encauzamlento del conflicto por medlos que no 
sean de carâcter tlpicamente represlvo. Tendencla que se refuer- 
za en el caso de los servlclos esenciales, en donde los mecanls 
mos de intervenclôn del tercero se han revelado completamente 
InefIcaces por Inexistantes, qulzâ debido a la IdentlfIcaciôn que 
se opera entre el Estado-empresario, Estado-poder pûbllco y Esta 
do-ente neutral en nuestra época (353).
Por el contrario, los procedimlentos prioritariamente emplea 
dos, y en cuya subslstencla durante el perlodo Inmedlatamente pos 
terlor a la promulgaclôn de la Constltuclôn han colncldldo Gobier 
no y organlzaclones empresarlales (asl como en la prâctlca algu- 
na organlzaclôn slndical, como la UGT), han sldo los arbltrajes 
obllgatorios, los laudos de obiIgado cumpllmlento. No tlene sen­
tldo afirmar una vez mâs que el arbltraje obllgatorlo es un 1ns- 
trumento represlvo de la autonomla colectlva y de la llbertad sln 
dlcal, tanto mâs cuanto que en nuestro pals no va llgado a la 
exlstencia de coaliclones gubernativas progreslstas, como es el
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caso de otros ordenamlentos (354). A partir de la firma del AMI, 
el 5 de enero de 1980, la CEOE se desmarca, al menos formaimente, 
de esta prâctlca colncldencla con el Goblerno respecto a la eml- 
slôn del laudo para poner fin al conflicto. Sln embargo, en los 
servlclos esenciales y en general en l'a empresa pûblica, se si- 
gue aferrado a la técnlca del arbltraje obllgatorlo, comblnada 
con la utillzaclôn de otras medldas de Intervenclôn para la su­
preslôn de la huelga. Un caso prototlplco lo constltuye el con­
flicto de RENEE en la frustrada negoclaclôn del III convenlo co­
lectlvo (355). La dureza y la InflexlbllIdad en la negoclaclôn 
por parte de las Empresas pûbllcas se prolongs y halla sus ralces 
en un intervenclonlsmo estatal en el mismo sentldo que no duda 
en recurrlr a técnlcas de excepclôn de dudosa constltuclonalIdad. 
El tema tlene ademâs una profundldad mayor de la que aqui apare­
ce, por cuanto, confIgurado el laudo de obllgado cumpllmlento 
como medlo normal para la soluclôn de confllctos, su utillzaclôn 
Indlscrlmlnada por las Admlnlstraclones de los territories autô­
nomos puede hacer quebrar toda una estrategla centrallzadora y 
"rac1onal1zadora" de las estructuras de la negoclaclôn, tal y co 
mo aparece esbozada en el AMI y en el proplo Estatuto de los Tra 
bajadores. Ya hay ejemplos de ello, con el laudo de 14 de diciem 
bre de 1979 de la Consejerla de trabajo del CGV sobre IBERDUERO, 
S.A., en el que rompe el crlterlo de unIdad de empresa y unldad 
de contrataclôn (356).
El arbltraje obllgatorlo no parece, desde esta perspectlva, 
un mecanlsmo aproplado para su utillzaclôn en la huelga en los
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servicios esenciales. No obstante, hay que dejar constancia de 
la doctrlna del CLS de la OIT segûn la cual la llmltaclôn de la 
huelga en los servlclos conslderados estrlctamente esenciales 
"debe Ir acompanada por procedimlentos de conclllaclôn y arbl­
traje adecuados, Imparclales y râpldos en los que los interesa­
dos puedan particlpar en todas las etapas". El arbltraje, "cuyos 
laudos deben ser obllgatorios para ambas partes", debe de esta- 
blecerse segûn un slstema paritarlo, al punto que "tenlendo en 
cuenta que, segûn la leglslaclôn, es el poder ejecutlvo qulen ha 
de resolver en definitive los confllctos en las empresas del Es­
tado, el Comité considéra que probablemente no se reûnen en este 
caso plenamente las condlclones senaladas anterlormente", doctri_ 
na que ha de servir para Interpreter nuestra leglslaclôn, a te­
nor del art. 10.2 de la Constltuclôn (357).
3.7 TECNICAS DE INTERVENCION EXCEPCIONALES
En principlo, se contempla en este epigrafe aquellos instru 
mentos de los que se dota el Estado para cuando, en defecto de 
las garantlas y contrôles establecidos, el ejerclclo del derecho 
de huelga en los servicios esenciales pone en pellgro blenes pro 
tegidos constituelonalmente con carâcter prevalente. Se caracte- 
rlzan por su Incidencla sobre los efectos de la huelga, bien a- 
mortiguândolos, bien,elIminândolos de ralz.
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El marco normative espaRol, decididamente hostil al fenô- 
meno huelgulstico, hlzo un uso "normal" de estas técnlcas de ex­
cepclôn preclsamente en los servlclos pûbllcos en los momentos 
crltlcos de la transiciôn hacla el posfranquismo, bastante mâs 
apropladas que otro tlpo de medldas de carâcter mâs Ideolôgico 
que efectlvo, como la sanclôn penal. Esta prâctlca aparece reco- 
gida en el artlculo 10.2 de la norma-eje de la transiciôn en las 
relaclones laborales, el DLRT de marzo de 1977, de la que desde 
luego se ha hecho un enorme uso.
Sln embargo, lo que se pretende en este epigrafe no es tan­
to descrlblr la utillzaclôn que se ha hecho de estas dlstlntas 
técnlcas de Intervenclôn dlrecta como anallzar en particular ca­
da una de ellas en relaclôn con la confIguraclôn constltuclonal 
del derecho de huelga y verlflcar su subslstencla, las condlclo­
nes légales en las que cabe su empleo, sus limites. A ello se van 
a dedlcar las pâglnas slgulentes, segûn una graduaclôn de estos 
mecanlsmos en clerta forma arbltrarla, atendlendo no a su reper 
cuslôn en el ejerclclo del derecho de huelga slno a la calidad 
de la Instltuclôn Impllcada en la Intervenclôn dlrecta en el 
conflicto, y dentro de ésta, dlferenclando entre la mayor o me­
ner gravedad de aquella. Se estudlan asl las técnlcas de la mi­
ll tari zac lôn de los huelguistas; la sustltuclôn de éstos por 
efectlvos mllltares; la Imposlclôn de "garantlas de funclona­
mlento del servlclo" es declr, de un servlclo mlnlmo; el arbl­
traje obllgatorlo que pone fin al conflicto, por ûltlmo.
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3.7.1 La mllltarlzaclôn de los traba.jadores en huelga
Se trata de una técnica empleada con cierta profusion por 
los poderes pûbllcos, cuyo fundamento Jurldico se encuentra en 
la Ley 50/1969, bâsica de movillzaclôn, haciendo de la variante 
"movilizaclôn para la mil1tarizacion" en ella prevista, un ins­
trumente especializado en la supresiôn de las huelgas (358). A 
ello habria que anadir otras técnicas anâlogas como la aplica- 
ciôn del régimen disciplinario y procedimiento sancionador de la 
RT del personal civil no funcionario a trabajadores regulados por 
normas diferentes (359) o la asunciôn por el EJército, en supues- 
tos determinados, de los servicios de seguridad, ôrden, policia 
y contra incendios en determinadas empresas (360).
Promulgada la Constituciôn, estas técnicas de sofocaciôn de 
las huelgas parecian destinadas al olvido (y en efecto, la utili^ 
zaciôn prédominante de otros instrumentas asi lo demostraba), pe 
ro una vez mâs la respuesta del poder pulverlzô las predicciones 
de lo razonable. En efecto, el R.D. 391/1979, de 3 de marzo, mo- 
viliza, en su modalidad de militarizacion a los trabajadores de 
la empresa "Union Eléctrica de Canarias, Sociedad Anônima" 
(UNELCO) y el R. D. 399/1979, de 3 de marzo, responde de la misma 
manera a la solicitud de huelga efectuada y convocada segûn el 
DLRT, de los trabajadores de la empresa "P.O. Metropolitans de 
Barcelona, S.A." (361). También se han dado, con posterioridad, 
amenazas de militarizaciôn en el conflicto de la flota de CAMPSA, 
en agosto de 1979 (362).
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Hay que subrayar que el régimen Jurldico implantado por la 
militarizaciôn supone una exclusiôn constitutiva de la relacion 
laboral, conformando un estatuto Jurldico caracterizado por una 
prestaciôn personal obligatoria, de trabajo forzoso no libre, so 
metida al Côdigo de Justicla Mllitar (363). Su repercuslôn res­
pecte del derecho de huelga, parece claro: su supresiôn. La ina- 
slstencia al trabajo inferior a très dlas constituye una falta 
prevista en el CJM, y la superior a este période de tiempo, dé­
lite de deserclôn. La incitaciôn a la huelga puede constituir de 
lito de sediciôn (364). Desde esta perspectiva, los citados De­
ere tos de militarizaciôn de huelguistas, vigente la Constituciôn, 
la contradicen claramente por varias razones: ante todo y funda- 
mentalmente porque la movilizaclôn supone la supresiôn absoluta 
del derecho de huelga, cuestiôn que en el cuadro constitucional, 
solo se admite en los casos en los que se declare el estado de 
excepclôn o de sitio, a tenor del articulo 55.1. En efecto, la 
movilizaclôn de trabajadores en huelga una vez declarado el es­
tado de excepclôn puede pensarse permitido en principle por el 
texto constitucional, lo que a su vez viene a enlazar con la fun 
cionalidad que se asigna a este institute en la propia LBMN, que 
esta pensado para preservar al Estado de los ataques externes y 
para coordinar todos los recursos en case de guerra o en "situa 
clones de carâcter excepcional" que se traduzcan en un ataque a 
la soberania del Estado. La gravedad de estas situaciones exige 
una declaraciôn previa de la misma, y ello se traduce jurldica- 
mente en la delcaraciôn del Estado de excepclôn a tenor de lo 
preceptuado en el art. 116 de la Constituciôn. Se trata ademâs
%
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de una interpretaciôn ya sostenlble en la legalidad anterior, 
segûn el articulo 1® y la Disposiciôn Final 1* de la LBMN en 
relaciôn con la LOP, de forma que pareda establecerse una Je- 
rarquia de medios, de adecuaciôn entre la situaciôn y la medida 
aplicable, por lo que la movilizaclôn solo podrla haberse apli- 
cado cuando alterado el orden pûblico, "resultasen insuflcien- 
tes las facultades ordinarias para restaurarlo" (365).
Pero ademâs, los decretos de militarizaciôn invocan, para 
procéder a la misma, "la grave situaciôn de perturbaciôn del or­
den pûblico en el pârrafo b) del articulo segundo" de la LOP, es 
decir, los actos que "alteren o intenten alterar el normal fun- 
cionamiento de los servicios pûbllcos". Comoquiera que el ar­
ticulo 28.2 de la Constituciôn consagra el derecho de huelga en 
los termines ya expuestos, imponiendo limites en los servicios 
esenciales -lo que por supuesto no exige sino el mantenimiento 
como mâximo de un nivel minimo de cobertura-, cabe concluir que 
este precepto ha sido derogado tâcitamente, a través de la via 
de la Disposiciôn Derogatoria 3* de la propia Constituciôn (366).
En todo caso, como prescribe el art. 53.1, sin que entre en 
vigor la suspension del derecho de huelga, "solo por la ley; que 
en todo caso deberâ respetar su contenido esencial", podrâ regu- 
larse el mismo, requisito que desde luego no cumplen los mencio- 
nados Decretos de movilizaclôn para la militarizaciôn. Por otra 
parte, la militarizaciôn supone una medida de imposiciôn del tra 
bajo forzoso que va contra lo preceptuado en los convenios n- 29 
(1930) y 105 (1957) de la OIT sobre la aboliciôn del trabajo for
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zoso, ratlficados por Espana, conforme a los cuales se ha de in- 
terpretar las normas relatlvas a los derechos fundamentales de 
la Constituciôn (367).
Los preceptos que la LBMN establece, sellaian la competencia 
para decretar la movilizaclôn, prepararla y ejecutarla, pero no 
existe ninguna disposiciôn sobre delimitaciôn de los derechos que 
establece, control de la medida, en definltiva ningûn tipo de ga­
rantie formai fuera de la valoraclôn de requisas, prestaciones de 
bienes y servicios, alojamientos y en general, toda clase de per- 
Julclos, que se efectûa en la forma prevista en la Ley de Expro- 
placiôn Forzosa. Y ello se debe sin duda a que las circunstancias 
para las que se ha creado la movilizaclôn exigen una respuesta im 
perlosa, sin que el posible detrimento de situaciones Jurldicas 
anteriores a la concreciôn de los derechos y deberes a priori se 
haya de tener necesariamente en cuenta ante la gravedad de los a- 
conteclmientos; pero esta Justificaclôn carece de fundamento cuan 
do de la militarizaciôn se pretende hacer un instituto preferen- 
te dedicado a la supresiôn de un derecho fundamental como el de 
huelga. La inexistencia de control en las fases de emisiôn, dura 
ciôn y ejecuclôn de la medida es de una gran gravedad, que puede 
dar lugar evidentemente a la Indefensiôn de los huelguistas (368).
Cabrla afirmar, en resumen, que la militarizaciôn de los 
huelguistas es una medida que solo admite nuestro sistema cons­
titucional en los casos de declaraciôn previa del estado de ex- 
cepciôn o de sitio, ûnicas situaciones enlas que cabe la suspen­
sion del derecho de huelga, Ello no quita para que se vuelva a
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reiterar que el precepto del articulo 55.1 sea "el punto mas 
vulnerable" de la regulaciôn de la huelga en la Constituciôn, 
como se ha afirmado en su moment© (369). Téngase en cuenta ade­
mâs la significaciôn profunda de esta técnica, la de la inter- 
venciôn directa del EJército en là sofocaciôn y supresiôn de las 
huelgas, con lo que en su utilizaciôn se estâ utilizando una ins 
tituciôn bâsica en el ordenamiento espahol para impedir los fi­
nes que se asignan a los Poderes pûbllcos en el articulo 9.2 de 
la Constituciôn, también principlo bâsico del Estado (370). Mo 
merece la pena subrayar lo extraordinarlamente grave de esta 
apreclaciôn.
3.7.2 La sustituciôn de los huelguistas
La variante mâs utilizada de esta técnica ha sido la utili­
zaciôn de efectivos militares para la prestaciôn del servicio in 
terrumpido por la huelga, sustituyendo asl a los trabajadores en 
huelga. La medida viene reconocida en el Decreto 1.125/1976, de 
8 de abril, sobre colaboraciôn de las autoridades mili tares y gu 
bernativas en casos de normalidad y de excepclôn. No es necesa- 
rio sin embargo que sean efectivos militares quienes sustituyan 
el servicio afectado por la huelga; de hecho los casos mâs fre- 
cuentes en nuestro pais han sido aquellos en los que las Fuerzas 
de Orden Pûblico se han hecho cargo del mismo (371). Piénsese que 
de otro lado, parece congruente con el conjunto reguiador del de­
recho de huelga la prohibiciôn del esquirolaje, recogida incluso
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en el art. 6.5 del DLRT. Pero este articulo permite la sustitu­
ciôn de los huelguistas por trabajadores no vinculados a la em­
presa en caso de incumplimiento de la obligaciôn de prestaciôn 
de los servicios necesarios para la seguridad de las personas y 
las cosas, del art. 6.7 del mismo texto legal.
Clertamente que cuando se utilizan efectivos militares o po- 
liciales para la prestaciôn del servicio interrumpido por la huel_ 
ga, no se esta incurrlendo en la figura técnica del esquirolaje 
(372) por cuanto la intervenciôn corre a cargo de cuerpos proto- 
tlpicamente "neutrales", ajenos al conflicto, y se suele reves- 
tir de un carâcter puramente prâctico, exigido por el interés ge 
neral y el posible perjuicio a los usuarios del mismo. De ahl a 
la contrataciôn de trabajadores por el empresario para efectuar 
los trabajos deJados de hacer por haberse declarada una huelga, 
media un abismo, aunque los efectos -amortiguaciôn de las reper- 
cusiones de la huelga- sean idénticos (373).
No obstante, el dato fundamental que hay que retener es el 
que se trata de una técnica que no constituye una restricciôn dl^  
recta del derecho de huelga -como, por ejemplo, la imposiciôn de 
un servicio minimo- sino de un paliativo de sus efectos. Por ello, 
si se reûnen clertos requisites, la doctrina cientlfica suele en 
tender que son mécanismes mâs aceptables que aquellos otros en 
los que se actûa una limitaclôn directa del derecho de huelga.
Las exigencias que deberlan reunirse com© sintetizan DE LA VILLA 
y PALOMEQUE consistirlan en mantener la gratuidad del servicio
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asi sustituido, que sü duraciôn quedara llmltada a lo indlspensa 
ble, que se procediera a una estricta valoraclôn de las situacio 
nés de urgencia y, sobre todo, capacidad técnica plena para la 
prestaciôn (374). Al margen de los contrôles y limites comunes a 
cualquier intervenciôn externa en la huelga en servicios esencia 
les, interesa destacar el criterio de la gratuidad y el de la su 
ficiencia técnica en la sustituciôn. El primero parece condiciôn 
indispensable para que la intervenciôn del EJército o de la Fuer 
za pûblica no se pueda confundlr con el esquirolaje y para que 
la huelga consiga cuando menos uno de sus objetivos fondamenta­
les, el causar un dano a la contraparte social. El segundo pue­
de cobrar especial relevancia en aquellos servicios cuya puesta 
en funcionamiento requiere un elevado grado de capacitaciôn téc­
nica que quizâ no pueda alcanzar el personal que sustltuye al que 
se encuentra en huelga. Y es una caracteristica que hay que tener 
en cuenta de manera fundamental en aquellos servicios en los que 
la falta de capacidad técnica plena pueda poner en peligro la vi^  
da o la integridad flsica de los ciudadanos. En estos casos, una 
intervenciôn sustitutlva del personal en huelga invertiria el es 
quema lôgico de las garanties a observar en caso de huelga y an­
te el interés prioritario de tutelar la vida y la salud de las 
personas tendrla que ceder el de amortiguar las repercusiones 
de la carencia del servicio. No se trata de un problème de labo 
ratorio; el caso francés de los controladores de vuelo lo puede 
atestiguar trâgicamente (375).
Si se reûnen estos requisites, parece posible afirmar que
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la sustituciôn de huelguistas por efectivos policiales o milita­
res que asumen directamente los trabajos correspondientes a un 
servicio en huelga es una técnica que tiene cabida, dentro de 
esos limites, en el marco constitucional. En este sentido, podrla 
Incluirse en una futurs legislaciôn sobre huelga.
3.7.3 La imposiciôn de "garanties para el funcionamiento del ser­
vicio en caso de huelga": Designaciôn gubernativa de un ser­
vicio minimo.
Se trata de una técnica empleada coetânea y posteriormente 
a la entrada en vigor de la Constituciôn, de forma tal que se pue 
de afirmar que es la que viene a sustituir prioritariamente las 
hasta entonces caracterlsticas intervenciones externes en materia 
de huelga en los servicios esenciales, a salvo de algunos casos 
de militarizaciôn, como se ha visto. En efecto desde diciembre de 
1978 hasta la actualidad, los decretos de garanties de funciona­
miento de los servicios esenciales en caso de huelga han supues­
to la tlpica respuesta del Gobierno a las huelgas en dichos ser­
vicios: el B.O.E., Radio Nacional y TVE, los transportes aéreos 
regulares, los servicios hospitalarios pûbllcos, los transportes 
maritimes de CAMPSA, el Instituto Nacional de Meteorologla, los 
transportes por ferrocarril, urbanos o estatales, han sido los 
sectores a los que ha apiicado los citados decretos (376).
El contenido comûn a estas medidas se puede descomponer asl:
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en primer lugar, se procédé a la definiciôn del servicio pûbli­
co afectado por la huelga como esencial, y se Justifica esta de­
finiciôn en base a los intereses pûbllcos que prevalecen sobre el 
personificado en el ejerclcio del derecho de huelga, de lo que 
se dériva la necesaria imposiciôn de limitaciones a este.
Asl, se argumenta sobre la necesaria (y prevalente) garantis 
de la seguridad Jurldica de los ciudadanos como principlo esen­
cial del Estado de Derecho, en el conflicto del B.O.E.; o la del 
derecho a la salud y a la vida, en el de los centres hospitalarios 
de la Seguridad Social, y demâs entidades pûblicas; se atiende a 
la importancia excepcional del transporte maritime y del suminis 
tro de productos energéticos en el caso de CAMPSA; a los de la 
Defensa Nacional y a la asistencia a la navegaciôn civil en los 
meteorôlogos. Sin embargo, en otros supuestos ûnicamente se hace 
menciôn del grave perjuicio a los usuarios como justificaciôn de 
la esencialidad del servicio en casos como el de RTVE, Transpor­
tes Aéreos de Iberia, S.A., RENEE o el Metro de Madrid.
En segundo lugar, los Decretos establecen la obligaciôn de 
mantener un minimo de cobertura del servicio ya cal ificado como 
esencial, dejando su determinaciôn en lo concrete a los organis­
mes de direcciôn de la Empresa o Instituciôn encargada de la près 
taciôn del servicio, quienes lo han de realizar con arreglo a 
"criterios estrictos". En algûn caso, en el propio Decreto se es 
tablecen directivas mâs explicitas, como la de fijar un mâximo 
de la plantilla del organisme afectado por la medida (377), pero
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lo general es la indlcaciôn de mantener los "servicios esencia­
les" del servicio, que ha de concretar la empresa, cuando no el 
normal funcionamiento del mismo (378).
En tercer lugar, los citados decretos establecen el alcance 
de las sanciones por incumplir la obligaciôn del servicio minimo 
impuesto, y que se reduce al âmbito estrlctamente disciplinario: 
"los paros y alteraciones en el trabajo" por parte del personal 
que se haya determinado para la prestaciôn de estos minimos, "se 
rân considerados ilegales a los efectos del articulo 33 j) del 
Decreto-Ley 17/1977 de 4 de marzo, pudiendo ser, por lo tanto, 
causa determinants de despido". En el caso de los funcionarios 
pûbllcos, las sanciones previstas son las que establece el Régla 
mento de Régimen Disciplinario de los Funcionarios de la Admini^ 
traciôn Civil del Estado, aprobado por Decreto 2.088/1969, de 16 
de agosto (379). Es de destacar que no se prevén otro tipo de 
sanciones, como las derivadas de.la LOP o incluso la sanciôn pe­
nal del art. 222 del O.P.
Por ûltimo, y en una claûsula general, se establece la in- 
dependencia de estas limitaciones al derecho de huelga con el de 
sarrollo y soluciôn del conflicto, que seguirâ su curso autônoma 
mente (380).
Su preferente empleo como medida de intervenciôn excepcio­
nal tras la promulgaciôn de la Constituciôn, y la existencia de 
algunos fallos jurisprudenciales sobre el particular exigen una 
reflexion detallada de la viabilldad de esta medida y de las con
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diclones en las que puede aplicarse. Por seguir el mismo orden de 
exposiciôn que el empleado en los propios decretos, cabrla apre- 
ciar lo siguiente :
En primer lugar, respecte de la definiciôn de los servicios 
afectados por la huelga como esenciales para la comunidad, habria 
que estarse a los criterios ya examinados sobre la calificaciôn 
de esencialidad de un servicio, es decir, a la satisfacciôn de los 
derechos fondamentales de los ciudadanos, como se ha precisado por 
la propia jurisprudencla. En este sentido, las invocaciones gené- 
ricas a graves perjuicios a los usuarios o a la importancia de un 
servicio pûblico en general no pueden ser sufIcientes. El proble­
ms fundamental, sin embargo, estribarâ no en esta calificaciôn 
de esencialidad, toda vez que en nuestro ordenamiento se ha opta- 
do por una acepciôn amplia del concepto de servicios esenciales, 
sino en las condiciones en que va a quedar garantizado el servi­
cio, de forma que respete el contenido esencial del derecho de 
huelga a tenor del articulo 53.1 de la Constituciôn, lo que evi­
dentemente hace mâs importante el anâlisis de la segunda cuestiôn.
En efecto, la. determinaciôn de un minimo de servicio es una 
cuestiôn que la jurisprudencla ha abordado solapândolo con el 
problema de la convalidaciôn de aquellos preceptos del DLRT que 
no choquen frontalmente con el contenido constitucional del de­
recho de huelga. En este sentido, tanto sobre el tema de la com­
petencia para la determinaciôn en concreto del servicio minimo 
como sobre los criterios generates sobre el particular, planea 
la dicciôn del articulo 10.2 del citado texto legal.
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En lo que respecta a la primera de las cuestiones plantea- 
das, solo la sentencia de la Audiencia Nàcionâl de 6 de junio de 
1980 planteô la necesidad de detener esta delegaciôn en cascada 
que lleva a que sea el organisme directive de cada centre de tra 
bajo quien délimité el alcance de la huelga. En efecto, para la 
citada sentencia, solo el Gobierno, o "a lo sumo" el Ministre del 
rame, puede acordar las medidas que aseguren el mantenimiento de 
los servicios esenciales en caso de huelga de los mismos y ello 
sobre la base del propio conjunto de disposiciones del DLRT que 
centran en el Gobierno toda facultad reguladora del derecho de 
huelga, asi como de la réserva legal que establece el articulo 
53 de la Consitituciôn, que lleva a impedir que cualquier ôrgano 
que no sea el Gobierno pueda armonizar el derecho de huelga y los 
derechos y libertades bâsicas de los ciudadanos. Sin embargo, la 
sentencia citada introducia la necesidad de un "complemento téc- 
nico" a cargo del ôrgano de gestion de la empresa encargada del 
servicio reputado esencial; de esta manera la ûnica via recono­
cida para solucionar la complejldad real de la circulaciôn de 
transporte -este era el caso examinado- es la ofrecida por los 
intereses de la empresa, sin que se aluda a la posibilidad de acuer 
dos negociados o a las normas de autorregulaciôn sindical sobre 
el ejerclcio del derecho de huelga, patrimonio de los trabajado­
res (381).
Las sentencias del Tribunal Supremo de 11 de Julio y de 24 
de septiembre de 1980 entendieron, por el contrario, que salvo 
que exlstiera un precepto expreso que lo prohibiera, la competen
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cia de un ôrgano o agente podrla siempre delegarse, y que, por 
otra parte, las normas de concreciôn del servicio minimo eran 
simple manifestaciôn del principlo de jerarquia administrativa, 
de carâcter interno, para determinar el modo de procéder de los 
subordinados Jerârquicos (382). 6e esta forma, mediante la acep­
ciôn pura y simple de los principios de delegaciôn de competen- 
cias administrativas y la introducciôn extemporânea de los cri­
terios de jerarquia y obediencia, el Tribunal Supremo opta por 
la ampliaciôn progreslva de las autoridades compétentes para a- 
doptar las medidas necesarias que garanticen el funcionamiento 
del servicio en caso de huelga, niega el carâcter de normas "ex- 
ternas" a las disposiciones de aquéllas, a las que los agentes- 
huelguistas deben obedecer. Y todo ello de conformidad, claro es 
tâ, con las prescripciones constituelonales que, siguiendo en el 
mismo piano formai en, el que se situa el razonamiento de nuestro 
mâs alto tribunal, fijan como es sabido, la réserva de ley orgâ- 
nica al respecto, aunque sin excesiva fortuna por lo demâs.
Sin embargo, este ûltimo dato permite afirmar que el razona 
miento de la revocada decision de la Audiencia Nacional era des­
de luego mucho mâs respetuoso con el reconocimiento constitucio­
nal del derecho de huelga, no obstante ignorar la necesidad de 
atender "como complemento técnlco indispensable" de forma prio­
ri taria a las prescripciones que sobre el ejerclcio de este de­
recho realicen los propios titulares del mismo. No se puede ad- 
mitir el vaciado del derecho de huelga, su inefectividad, por la 
via ya sehalada de la delegaciôn en cascada de competencia para
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determinar el servicio minimo en concreto. La cuestiôn es mâs gra 
ve si se atiende a los criterios que sobre la fijaciôn del mismo 
ha manejado la jurisprudencla del Tribunal Supremo, frente a los 
ponderados razonamientos de la Audiencia Nacional.
Para ésta ultima, hay que valorar tanto la situaciôn concre 
ta de la huelga anunciada en cuanto a extension, duraciôn, etc. 
como la incidencla del servicio en el ejerclcio de los derechos 
bâslcos de los miembros de la comunidad, procediendo a una grada 
ciôn de los mismos puesto que de hecho pueden tener una repercu- 
siôn diferente. En este sentido, es elemento importante la susti^ 
tuibilldad de diferentes servicios que satisfacen idénticas nece 
sldades colectivas. De la combinaciôn de estos criterios, que es 
sin duda el dato de mayor alcance de la sentencia de la Audiencia 
Nacional, se deduce una concepciôn del ejerclcio del derecho de 
huelga, sin duda coherente con lo prevlsto en el articulo 28.2; 
de ellos se extraerân las oportunas valoraciones sobre la suf1- 
ciencia de las garantias ordenadas por la Constituciôn en el ca­
so de una huelga en los servicios esenciales.
Por el contrario, el Tribunal Supremo, aûn afirmando que las 
limitaciones al derecho de huelga han de hacerse en un sentido 
restrictivo, de forma que el servicio ha de cefiirse en su mante­
nimiento a lo esencial, ûnicamente pondéra el dato de la cifra 
global de agentes afectados por la imposiciôn de un servicio mi­
nimo frente al total de la plantilla, sin ni siquiera hacer refe 
rencia diferenciada al personal de movimiento y conducciôn res­
pecto de la plantilla de talleres y oficinas en el caso examina-
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do de RENFE, con Idenpendencla de las circunstancias de duraciôn 
de la huelga y su extensiôn -es indiferente una duraciôn de très 
dlas o de cuatro horas, se afirtna textualmente- y desde luego sin 
que exista alusiôn alguna al dato decisivo de la sustituibilidad 
de los servicios entre si.
Frente a esta tâclta renuncla a introducir cualquier elemen­
to de control de la actividad de la Administraciôn en un sentido 
claramente legitimador de la restricciôn de los efectos y de la 
virtualidad del derecho de huelga, que ûnicamente conoce el limite 
de la compléta negaciôn de éste -como habria sucedido, en los ca 
SOS de RTVE y de Iberia, S.A., en donde servicio minimo se harla 
coincidir con funcionamiento normal del servicio- es preciso re- 
cobrar los elementos interpretativos que suministrô la revocada 
sentencia de la Audiencia Nacional, realmente ajustados a la ratio 
y a la propia lôgica del articulo 28.2 de la Constituciôn. La in­
terpretaciôn del Tribunal Supremo, por el contrario, camina en la 
direcciôn de la inexorable degradaciôn del derecho fundamental de 
huelga.
Aûn se debe precisar un tercer punto decisive al respecto 
para que esta técnica excepcional puede aplicarse de forma correc 
ta en la llnea de la regulaciôn constitucional del derecho de 
huelga. Se trata, Justamente de recalcar este carâcter de excep- 
ci ôn de la medida, mâs aûn cuando constituye una limitaciôn del 
derecho mayor que otras técnicas ya examinadas. Las "circunstan 
cias de especial gravedad" que mencionaba el articulo 10.2 del 
DLRT deben ser justifIcadas, y siempre como medida subsidiaria
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o en defeeto de la autorregulaciôn -pura o negociada- de las or- 
ganizaciones sindicales.
Ë1 hecho de que la utilizaciôn de los Decretos de imposiciôn 
de un servicio minimo en los primeros pasos de la vigencia de la 
Constituciôn haya sido a mi juicio contraria a la misma no obsta 
para que si se cumplen los requlsltos mâs arriba senalados y se 
mantienen los criterios interpretativos aludldos puede constituir 
una técnica que en defecto de las normas de autodisclpllna sindi­
cal sea empleada en nuestro derecho de conflictos.
3.7.4 Arbitraje obllgatorlo que pone fin a la huelga
Por poner fin a este catâlogo de medidas de intervenciôn de 
la Administraciôn excepcionales, habria que reparar en los ex- 
cepcionales poderes que otorga el articulo 10.1 del DLRT al Go­
bierno a propuesta del Minlstro de Trabajo, que convierten una 
huelga legal en ilegal tras atender a la duraciôn de la misma o 
a sus consecuenclas, "las posiciones de las partes" y "el pe rj ui^  
cio grave de la economia nacional". Las consecuenclas de esta me 
dida son, como es sabido, el cese de la huelga, su calificaciôn 
como ilegal y la posibilidad de despedlr a quienes hayan partiel., 
pado activamente en ésta a partir de la emisiôn del laudo.
Desde el punto de vista mantenido en esta tesis, no puede 
sostenerse la constitucionalidad de un arbitraje obligatorio que 
ponga fin a la huelga en los servicios esenciales y ello por mûl_
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tiples razones.
En primer lugar, es desde luego excesiva la discrecional idad 
con la que se configura esta potestad del Gobierno, por mâs que 
pueda controlarse a posteriori por los tribunales. Todos los ele 
mentos que aparecen mencionados en el articulo 10.1 del DLRT ado 
lecen de una extrema imprecision y vaguedad, especialmente el que 
se refiere a los perjuicios de la economia nacional, clausula en 
bianco que rellena el propio Gobierno que ademâs en no pocas oca 
siones es parte directamente afectada en este tipo de huelgas 
(383). Hay que afirmar, por el contrario, que a tenor de los ar­
ticules 7, 28 y 37 de la Constituciôn, la estructuraciôn econô- 
mica de nuestro Estado se articula en torno al principlo social 
de la autonomia colectiva y éste ha de primar sobre cualquier ge 
nérica invocaciôn de la economia nacional, valor que socialmente 
aparece nucleado en torno a este principlo de autonomia.
Por otra parte, la heteronomia gubernamental se configura de 
forma absoluta. Es el gobierno quien Juzga la gravedad del caso, 
los perjuicios posibles y quien arbitra obiigatoriamente, ponien 
do fin al conflicto. No existe ni una sola menciôn a la previa 
labor conciliadora y de mediaeiôn de los poderes pûblicos ante 
las posiciones encontradas de las partes, con lo que ni siquiera 
se prevén las prescripciones que en supuestos diferentee, y slem 
pre en suplencia de falta de una voluntad concorde, establece el 
ET en el caso de extensiôn de convenios, por ejemplo.
Ello lleva a dar al arbitraje obligatorio una clara impron- 
ta antislndical, que agrava el dato comprobado de que los con-
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flictos sociales mâs agudos rechazan someterse al arbitraje, y 
el de que éste debe contar con la aceptaciôn previa de las par­
tes Interesadas. En este sentido, el CLS de la OIT habla de la 
necesidad de un sistema parltario de arbitraje, porque "lo esen­
cial no es que los ôrganos encargados de estas funciones no solo 
sean estrlctamente iraparciales Sino que también lo parezcan, tan 
to a empleadores como a los trabajadores interesados, para obte- 
ner y conservar la confiamza de ambas partes, de lo cual depende 
realmente el eficaz funcionamiento del arbitraje, aûn cuando sea 
obligatorio" (384). Es esta la razôn por la que el CLS se ha pro ■ 
nunciado en contra de un sistema como el analizado: "En el caso 
de una ley que facultaba al Gobierno para decidir en ûltima ins 
tancia si un asunto puede ser sometido o no a arbitraje, el co- 
mité opiné que las garantlas destinadas a compensar la prohibi- 
ciôn de la huelga no eran suficientes. Bernejante soluciôn puede 
crear un clima de tensiôn poco propicio para el desarrollo de r£ 
laciones de trabajo àrmoniosas" (385). La misma apreclaciôn crl- 
tica respecto de impedir el ejerclcio del derecho de huelga se 
puede encontrar en las observaciones del CLS sobre la normativa 
contenida en el DLRT (386). En ûltima instancia, hay que desta­
car la preferenda de la OIT por los sistemas de conciliaciôn y 
arbitraje voluntarios, en la llnea de la Recomendaciôn n» 92,
(1951) sobre el tema, que elude como medio de soluciôn de conflic, 
tos el arbitraje obligatorio, como ya se ha recogido mâs atrâs.
En definitive, se trata de una medida que no sôlo se ins­
cribe en una llnea degradatorla de la virtualidad y del alcance
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del derecho de huelga reconocido constitucionalmente, sino que 
su propia eficacia es muy dudosa, como quizâ lo pruebe el que no 
haya sido adoptada desde la promulgaciôn del DLRT (387). Por ello 
mismo no debe preverse como una técnica a utilizar en el conjunto 
de reglas que disciplinen en el futuro el derecho de huelga del 
articulo 28.2 de la Constituciôn.
N O T A S
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1. Cfr. Eduardo DIAZ OTERO, (Teals doctoral inédita), que alude a este fenôme- 
no como "xnstituclonalizaclon del fascismo". En la cultura iuslaboralista la 
identificaciôn de la regulaciôn legialativa heterônoma con la negaciôn de 
los contenidos bâslcos del derecho de huelga aparece nitidamente en R. SCO- 
GNAMIGLIO, Disciplina e autodisclpllna del diritto di sciopero nei servizi 
pubblicl essenziali, "Rivista di diritto internazionale e comparato del 
lavoro", XVII, n» 1-2 (1977), Pag. 32 ; U. ROHAGNOLI, Due intervent1 sullo 
sciopero nei servizi pubbllci, "Democrazla e Diritto", 1978, n» 2, pag. 261, 
recogiendo la caracteristica opinion del sindicalismo italiano al respecto. 
Cfr., en este sentido, las conclus!ones de CONVEGNO DI STUDI DI DIRITTO 
SINDACALE (Bologna, 10-11.7.72) en el volutnen Potere sindacale e ordinamen- 
to giurtdlco. De Donato, Bari, 1973, page 263-266.
2. Cfr. ATTI DEL CONVEGNO DI STUDI DI DIRITTO SINDACALE (Bologna, 10 y 11.7. 
72) Potere sindacale... cit., pag. 265, revelando asl esta intervenciôn su 
carâcter clasista.
3. Vid. Antonio MARTIN VALVERDE, Regulaciôn de la huelga... cit., pags 94-95, 
en donde afirma que "siendo la regulaciôn de la hulega uno de los indicado- 
res normatives de la democracia, su valoraclôn habrâ de ser tenida en cuen­
ta, junto con la del sistema electoral, o la de la organizaciôn de la cul­
tura y la comunicaciôn social, primero para verificar si existe o no demo­
cracia en un determinado pals y segundo para determinar el grado o profundi- 
dad de la misma".
4. No se debe confundlr esta posture, expuesta a grandes rasgos, con la idea 
vigente en los ordenamientos anglosajones, de que la huelga es un fenômeno 
social que no se deja regular Juridlcamente ni por ello canalizar, como por 
otra parte se deduce del contexte de los argumentes empleados. Cfr. W. DAU- 
BLER, La huelga en la Constituciôn... cit., pags 83-84. Sobre el abstencio- 
nismo de la legislaciôn en materia de huelga segûn el modelo inglés, V.F. 
ALBISSINNI, Sul regime gluridico dello sciopero in Gran Bretagne. Strumentl 
pubbliclstici e privatistici di Intervento e di controllo, "Riv. Giur. Lav.", 
oct-nov, 1975 (1* parte), pags 623-664.
5. Cfr. NiCOS POULANTZAS, Poder politico y clases sociales en el Estado capi­
tal ista, Ed. Slglo XXI, Madrid, 1973, pags 332-333.
6. Ibidem, pag. 334.
7. Por F. VALDES DAL-RE, Ideologlas pluralistes... cit.
8. F. VALDES, Ideologlas pluralistas... cit., sintetiza asl las conclusiones 
de este planteamiento que denomina "radical" : La Ley, toda ley del Estado 
burgués, no es mâs que un hâbil movimiento estratégico procédante de aque- 
11as fracciones para perpetuar su dominaciôn ; afirmaciôn vâlida, incluso 
para aquellas intervenciones que amp11an la esfera de los derechos de los
- 530
trabajadores o mejoran la condiciôn obrera, todas las cuales son interpreta- 
das mecénicamente a la luz de la teorla de los "riesgos calculados" asumi- 
dos por las fuerzas dominantes para conservar el poder".
9. Cfr. supra, capitule 1, epigrafe 2.2. de esta tesis. Es clésico el juicio 
de U. BOMAGNOLI, Ordlnamento costituzlonale.■. cit., pag. 19, sobre el caso 
italiano, quien define el modelo constitucional como "abierto" que permlta 
llegar a la transformaciôn social siguiendo un camino distinto al de la re- 
voluciôn violenta. La Constituciôn, en la mente de los constituyentes, de—
berla abrir la via a la soluciôn del problema de la llegada de una nueva 
clase dirigente a la cabeza de la vida nacional. Y esta via esté trazada 
entre otros en el articulo 40 de la Constituciôn italiana, a través del mo­
delo de sociedad que préfigura el articulo 3.2. de la misma.
10. Cfr. F. DURAN LOPEZ, Huelga y conflicto obrero, en el volumen colectivo 
Acciôn sindical y sindicalismo, E. Ayuao, Madrid, 1976, pags 44-45.
11. Finalidad que se desprende de forma Clara de la dicciôn de Constituciones 
como la Italiana, la portuguesa y la espaRola.
12. Cuestiones ya examinadas infra, capitula 2. Piénsese ademés que para la 
jurisprudencla del Consejo de Estado francés, la huelga era un "principlo 
fundamental de nuestro tiempo", frente a la Corte de Casaciôn que si lo de- 
finiô como derecho reconocido por el Preômbulo de la Constituciôn de 1946. 
Cfr. H. SINAY, La Grève... cit., pag. 102.
13. Se trata de la jurisprudencla DEHAENE (arrêt del 7 de julio de 1950). En
general, sobre el tema, vid. H. SINAY, La Grève, cit. pags 401 y es. ; R. LA-
TOURNERIE, Le droit français... cit., pag. 626 ; G. BELORGEY, Le droit de
grève dans les services publics... cit., pags 32 y ss y anexoe 5 y 6 ; D. RU-
ZIE, Les agents des personnes publiques... cit., pags 221-223 ; J. TOUSCOZ,
Le droit de grève... cit. ; M. PIQUEMAL, Le fonctionnaire... cit., pags 392- 
393 ; E. AYOUB, La fonction publique, Masson et cie. Ed. , Paris, 1975 ; P. 
DURAND, Lo sciopero e la serrata nei diritto francese, en el vol. colectivo 
Lo sciopero e la serrata, Torno V de II diritto del lavoro nella comunité, 
CECA, Luxemburgo, 1961, pags 203-205 ; G.H. CAMERLYNCK /G. LYON-CAEN, Dere­
cho del trabajo... cit., pag. 503 ; J.M. BOLLE, Le droit de grève... cit., 
pag. 63 ; D. LOSCHAK, La dégradation... cit., pag. 57 ; Y. SAINT-JOURS, Les 
relations du travail... cit., pags 134-136. De este mismo autor. La pénétra­
tion du droit du travail dans la fonction publique, en el vol, colectivo 
Tendances du droit du travail français contemporain. (Etudes offertes é G.H. 
CAMERLYNCK), Dalloz, Paris 1978, pag. 236. En castellano, ademâs de la tra- 
ducciôn de J. RAMIREZ MARTINEZ de CAMERLYNCK y LYON CAEN de la obra citada, 
puede verse, de este mismo autor, Régimen jurldico de la huelga en Francia, 
"Estudios Laborales" n* 1, 1975, pag. 64 ; J.R. PARADA VAZQUEZ, Sindicatos
y asociaclones de funcionarios pûblicos... cit., pag. 153 ; y, del mismo
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Sindicalismo y huelga en los servicios pûbllcos, cit., pags 178-179 ; J.L. 
VILLAR PALASI, La libertad de huelga de los funcionarios declarada por el 
Conse.jo de Estado, "R.A.P." n» 2 (1950) pags 271 y ss. ; A. EMBID IRUJO,
La problemâtica actual de la huelga de funcionarios. Cit. , pags 478-580.
14. Se prohibe asi la huelga a ciertas categorlas de agentes pûblicos que 
por su funeiôn participan en la acciôn gubernamental o cuya presencia fuera 
indispensable para la continuidad de los servicios pûblicos como la RATP, 
la SNCF, PTT, etc. Paralelamente se excluian sectores enteros del funciona- 
riado : C.R.S., agentes exteriores de la Administraciôn Penitenciaria, etc.
15. Cfr. J. TOUSCOZ, Le droit de grève, cit. ; J.M. BOLLE, Le droit de grève., 
cit., pag. 63.
16. Cfr. D. LOSCHAK, La dégradation... cit., pag. 57.
17. Por otra parte, piénsese el contexte social en el que se desarrollo esta 
regulaciôn administrativa del derecho de huelga, caracterizado por la "gue­
rra fria" de una parte y la pérdida del imperio colonial francés, de otra, 
con todas las secuelas que estos hechos tienen. Sobre el tema, puede verse
G. LEFRANC, Le mouvement syndical. Ed. Payot, Paris, 1969, pags 53-64 ; A. 
BARJONET, La C.G.T. : Histoire-Structure-Doctrine, Ed. du Seuil, Paris,
1968, pags 49-53 ; J.D. REYNAUD, Les syndicats en France, Tomo 1, Ed. du 
Seuil, Paris, 1975, pags 101-102 ; J. BRON, Histoire du Mouvement ouvrier 
français, tomo 2, Les éditions ouvrières, Paris, 1970, pags 283-296 ; M. 
BRANCIARD / M. GONIN,Le mouvement ouvrier, 1815-1976, CFDT-réflexion, Paris, 
1977, pags 149-152 ; F. CLAUDIN, La crisis del movimiento comunista. De la 
Komintern al Kominform, tomo 1, Ruedo Ibérico, Paris, 1970, pags 301-305 y 
433-435 ; A. BERGONIOUX, Force Ouvrière, Ed. du Seuil, Paris, 1975, pags 
72-80. Sobre la postura sindical — especialmente la CGT - interpretativa 
del reconocimiento del derecho de huelga en la Constituciôn, vid. P. DURAND, 
Lo sciopero e la serrata—  cit., pags 203-204.
18. Cfr. D. LOSCHAK, La dégradation... cit., pag. 58.
19. A esta intervenciôn de carâcter restrictivo ya senalada, hay que afiadir 
el frecuente recurso a la requisaciôn, a la movilizaclôn de reservistas, la 
penalizaciôn mayor de los atentados a la libertad de trabajo, etc. Cfr. J. 
BRON, Histoire... cit., pags 290-291, 293-294 ; M. BRANCIARD /M. GONIN, ^  
mouvement... cit., pags 151-152 ; J. TOUSCOZ, Le droit de grève... cit.
20. Cfr. por todos, H. SINAY, La grève, cit., pag. 403.
21. El legislador francés aborda el tema de una manera global, sobre la base 
de un criterio uniformador, el servicio pûblico. Se unifican asi, cara al
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tratamlento legal, todas las personas que participan en un servicio publico, 
independientemente de su origen publico o privado. No obstante, la utiliza­
ciôn de la nociôn de servicio pûblico supone la introducciôn de un criterio 
muy complejo a la hora de determinar la participaciôn en la gestiôn de un 
servicio pûblico. En alguna medida el articulo 1» de la Ley intenta solven- 
tar estas dificultades al establecer la presunciôn de participaciôn en un 
servicio pûblico para todas las Empresas nacionalizadas cuyo personal esté 
sometido a un Estatuto, disposiciôn que suscitô numerosas criticas. Cfr.
H. SINAY, La grève... cit., pags 379-380 ; J. TOUSCOZ, Le droit de grève.■■ 
cit. ; A. BAYLOS, La militarizaciôn... cit., pags 76-77.
22. Cfr. J.M. BOLLE, Le droit de grève... cit., pags 65-66 ; D. LOSCHAK, La 
dégradation... cit., pag 57.
23. Sea pues un servicio integrado en la Administraciôn o un organisme autô- 
nomo tutelado por el ministerio ; sea juridlcamente personal pûblica o pri- 
vada, pues todo servicio pûblico organizado, cualqulera que sea su forma 
jurldica o su tipo de gestiôn, depende de un miniatro que es politics y ad- 
ministrativamente responsable, segûn la formulaciôn jurisrpudencial. Cfr. 
Jbel-Yves PLOUVIN, La réslstible ascension du service minimum... cit., pag. 
245.
24. Cuestiôn que se deduce, para la jurisprudencla, del hecho de que el po­
der reglamentario de todo jefe de serveio, basado en el principlo de conti­
nuidad del servicio pûblico, impiica el poder de regular las condiciones de 
trabajo. Vid. J-Y. PLOUVIN, La réslstible ascension... cit., pag. 246 y 
J.M. BOLLE, Le droit de grève... cit., pag 66 ; D. TURPIN, Le droit de grè­
ve face à un nouveau "principe de valeur constitutionnelle", "Droit social" 
n® 11 (1980), pag. 449, denomina a este hecho, de forma gréfica, "cascada 
de delegaciones".
25. Sin perjuicio de remitirse a lo que se dirâ infra, en el apartado 2.2.3., 
vid. J.M. BOLLE, Le droit de grève... cit., pag 67 ; D. LOSCHAK, La dégrada­
tion. . . cit., pag. 59 : M. PIQUEMAL, Le fonctionnaire... cit., pag 393 ;
J-Y. PLOUVIN, La réslstible ascension... cit., pag. 247, que coinciden en 
subrayar la peligrosidad de las limitaciones introducidas mediante la exten­
siôn del contenido del servicio minimo. Se trata de una tendencla que va pro- 
gresivaraente aumentando a cada nueva Intervenciôn legislative. Cfr. C. LEYMA- 
RIE, Le droit de grève... cit., pags 15-17.
26. Vid. J.M. BOLLE, Le droit de grève... cit., pag.67 ; J-Y PLOUVIN, La ré- 
aistible ascension... cit., pone el siguiente ejemplo sobre la base de la de- 
cisiôn del CE de 20 de abril de 1977, referido al Aeropuerto de Paris. En él, 
son compétentes para regular el ejerclcio del derecho de huelga - y en con­
creto para définir el contenido de un servicio minimo - ademâs del Gobierno 
o, en el marco de las prerrogativas gubernamentales, el Ministre de la Avia- 
ciôn Civil, el Consejo de Administraciôn o su Présidente, en caso de que ha­
ya habido delegaciôn de poderes ; el Prefecto, en virtud de sus poderes de
- 533 -
policia sobre aerodromes ; el Director General, que asegura, en tanto que 
agente del poder central, la direcciôn de los servicios de seguridad ; el 
Comandante del Aeropuerto, en fin. Concurrencia y multiplicidad de autori­
dades nefasta, pudiendo intervenir cada una de ellas sobre el tema, de lo 
que da prueba el propio "arrêt" del consejo de Estado al tener sérias di- 
ficultades en descubrir entre esta lista a la autoridad compétente, (vid. 
ibid, pags 247 y 251, el texto de la decisiôn).
27. F. VALDES DAL-RE, en Limites al derecho de huelga : apuntes criticos,
"CDT" (1977) nûm. 3, pag. 46, subraya los très pilares en los que se asien- 
tan las acciones colectivas : un sacrificio econômico para los trabajadores 
que se intenta disminulr ; una voluntad de dafSo al empleador que se procura 
agravar y una utilidad futura que se debe poder conseguir al final del con­
flicto. Vid., a este respecto, H. SINAY, La grève... cit., pag. 142 : "La 
nocivité est de l'essence même de la grève".
28. D. TURPIN, Le droit de grève... cit., pags. 445-447, subraya los peli- 
gros que reviste esta promociôn al rango constitucional de la protection de 
las personas y de los bienes para el conjunto de las libertades pûblicas,y 
no sôlo para el derecho de huelga. La decisiôn del Consejo Constitucional 
aludida en el texto es de fecha de 22 de julio de 1980, y la incorpora D. 
TURPIN, ibidem, pags. 452-453, integramente.
29. Cfr. M. DESPAX, Conventions Collectives, vol VII del Traité du Droit du 
travail, bajo la direcciôn de G.H. CAMERLYNCK, Ed. Dalloz, Paris, 1966, 
pags 68 y 273-274 y J. RAMIREZ, Régimen jurldico... cit., pags 62-63, con 
interesantes ejemplos de clâusulas de paz establecidas en acuerdos de em­
presa.
30. Recuérdense las magnlficas palabras de G. LYON-CAEN, Anomie, autonomie et 
hétéronomie... cit., pags 176-177 : "Dios separô la luz de las tinieblas y 
llamô a la luz Dia y a las tinieblas Noche. Las relaciones colectivas de tra­
bajo se han désarroilado en antitesis con el derecho positivo del Estado, se 
han separado de él y en el vacuum de las luchas sociales, han segregado, len- 
ta y progresivamente, otro derecho diferente". Vid. también M. BOURJOL, A. 
JEAMMAUD, M. JEANTIN, Le droit bourgeois en dépassement, en el volumen co­
lectivo Pour une critique du droit. Coll. "Critique du Droit", nûm. 1 Pres­
ses Universitaires de Grenoble / F. Masperô, 1978, pags 65-67.
31. C. DURAND Y P. DUBOIS, La Grève, Fondation Nationale Sciences Politiques / 
Armand Colin, Paris, 1975, pag. 173, subrayan la prâctica sindical de no cum- 
plir con la exigencia del preaviso, la reapariciôn de huelgas rotatorias en el 
sector pûblico y la mayor flexibilidad de la jurisprudencla al respecto.M. PI­
QUEMAL, Le fonctionnaire... cit., pags 399-400, se pregunta si la ley de 1963 
no es una ley de aplicaciôn coyuntural cuya eficacia estâ en funciôn inversa
a la potencia de un movimiento huelguistico, para concluir la inaplicabilidad 
de la misma, en la realidad.
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32. Cfr. J. JOURNIER, N. QUESTIAUX, Traité du Social : Situations, luttes 
politiques, Institutions, Ed. Dalloz, Paris, 1976, pags 247-240. Fundamen- 
talmente, correlaclôn de fuerzas en un memento concrete, valoraclôn de la 
Impopularldad de la huelga ante la oplnlôn pûbllca en general y los usua- 
rlos en particular, etc. Como es natural, de esta valoraclôn téctlca y es- 
tratéglca depende la forma concrets que se da a la huelga. Es justamente 
en este contexte en que hay que valorar la normatlva francesa reguladora 
del derecho de huelga, en la negaclôn virtual de la slgnlflcaclôn del sln- 
dlcato en los palses de capitalisme maduro, con le que el grado de inclden- 
cia en la prâctlca de esta legalldad serô mucho mayor, en mementos "defen­
sives" del movlmlento obrero, de desunlôn entre las centrales slndlcales, 
etc.
33. D. LOSCHAK, La dégradation... cit., pag. 62. Y no solo en lo que res­
pecta a su ejerclclo en el sector publico. Cfr. H. SINAY, La neutralisation 
du droit de grève... cit., pag.250 y G. LYON-CAEN, Le grand silence des 
travailleurs, "Droit Social" n» 2 (1981), pags 141-146.
34. Espaclo reservado al ejerclclo de poderes de contestaclôn. "Il nucleo 
rosso" como lo recoge U. ROMAGNOLI, Ordlnamento Costltuzlonale... cit., 
pag. 23. que agrupa fundamentalmente la garantie de libertad slndlcal y el 
reconoclmlento del derecho de huelga, de una parte, el articule 49 y su 
atrlbuclôn a los partldoa politicos de la tarea de concurrlr a la determl- 
naclôn de la politisa naclonal, de otra. En este sentldo se aflrma el "ses- 
go finaliste" de la Constltuclôn Itallana que Incluye un programs de refor­
mas instltuclonales y estructurales por reallzar. Cfr. P. INGRAO, La nuova 
via Indlcata dalla Costltuzlone, escrlto de introducciôn al texto Costltu- 
zlone délia Repubbllca Itallana. Statuts del dlrlttl del Lavoratorl, Ed. 
delle Autonomie, roma, 1978, pags 7-8.
35. Vld. U. ROMAGNOLI, Ordlnamento Costltuzlonale... cit., pag. 19 ; P. CA- 
LAMANDREI, Slgnlflcato costltuzlonale... cit., pag. 348. Cfr. la valoraclôn 
que de la misma efectûa P. TOGLIATTI, El Partldo Comunlsta Italiano, Ed. 
Avance, Barcelona, 1976, pags 121-123. Aûn hoy, el Progetto dl tesl per 11 
XV Congresso nazlonale del PCI, Ed. Rlunltl, Roma, 1978, aflrma que el PCI 
lucha por una progunda renovaclôn del pais, "segûn la llnea trazada por la 
Constltuclôn Republicans, a fin de consegulr la trànsformaciôn de Italia en 
una socledad socialiste fundada sobre la democracla politics" (pag. 9).
36. Vld. M. RICCIARDI, Note sull'autoregolamentazlone dello sclopero, en el 
vol. colectlvo Lo sclopero : dalla costltuzlone ail'autodiscipline, cit. 
pags 106-107. El articule 59 del Estatuto de la CGIL unltarla contenia una 
regulaclôn extremadamente rlgurosa y partlcularlzada respecte de las moda- 
lldades de recurso a la acclôn directe, fljando un estricto control centra— 
llzado de las luchas, de acuerdo con la vlslôn del slndlcato como représen­
tante de los Intereses "unlveraales" de todos los trabajadores del pais, ac- 
tuando como un slndlcato "de clase" y no meramente corporative. Véase una 
critics radical en general a todo el proceso politico constltuyente italiano
m.
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en F. CLAUDIN, La criais del movlmlento comunleta..■ cit., pags 334-337.
37. Vld. W. ABENDROTH, Hlstorla Social del Movlmlento obrero europeo, Ed. 
Lala, Barcelona, 1975, pags 174-175, muy slntétlcamente.
38. Como lo deflnen U. ROMAGNOLI y T. TREU, I Slndaeatl In Italla... cit., 
pag. 44. Vld. también, L. PENNACCHI, Economla, polltlca e slndacato (1955), 
"Quad. Rass. Slnd." n» 70 (1978), pags 8-12.
39. D.L. HOROWITZ, Storla del movlmento slndacale in Italla, Il Mullno, Bolo­
gna, 1970, pags 338-369 ; CGIL, "Modus vivendi" e sclsslone slndacale, reco- 
gldo en "Quad. Rass. Slnd." n® 70 (1978), pags 55-61. Cfr. G. BAGLIONI, Il 
slndacato dell'autonomla. De Donato, Barl, 1977, pags 13-17 ; P. CRAVERI, 
Slndacato e istltuzlonl nel dlpoguerra. Il Mullno, Bologna, 1977, pags 233- 
242 ; B. MAUERHOFER-MOURIZE, Los slndlcatos itallanos, "Revlsta de trabajo", 
n® 43 (1973), pags 373-376 ; J. SALVADOR / F. ALMENDROS, Panorama del slndl­
cal Ismo europeo. Ed. Fontanelle, Barcelona, 1972, vol. 1, pags 125-132. Vld 
el julclo de P. TOGLIATTI, La via Itallana al soclallsmo. Ed. Roca, Mexico, 
1972, pags 105-106 sobre este période : "Lo acontecido en nuestra pals po- 
dria ser tornado como ejemplo - dlgno de flgurar en un manual de clencla po­
lltlca - del modo cômo se apilean, o mejor, cômo no se aplican los princi­
ples de la democracla. Salldos del goblerno los représentantes de los par- 
tldos populares avanzados, todos los suceslvos gobernantes, desde el prlme- 
ro hasta el ultimo, son susceptibles de ser juzgados por un Alto Tribunal 
acusados de haber gobernado como si la Constltuclôn no existlera”.
40. Es el panorama antes referldo y del que dan fe las palabras de TOGLIATTI 
cltadas en la nota anterior. Desde una perspective genérlca del tema, cfr. G. 
TARELLO, Teorle e Ideologic nel dlritto slndacale. Ed. dl Comunltâ, Milano, 
1972, pags 19-20, sobre las motlvaclones polltlcas del "pacto de unldad 
slndlcal" y la escislôn de la CGIL, asl como el papel que para su justlflca- 
clôn jugaron las Ideologlas jurldlcas y de los Juristes, medlante el empleo 
multlvoco de la noclôn de la "libertad slndlcal".
41. En general, sobre el tema, cfr. L. MAHIUCCI, Lo sclopero nella storla 
del progettl dl regolamentazlone legislative (1944-1972), en el vol. colec­
tlvo Lo Sclopero. Dalla costltuzlone ail'autodiscipline, cit., pags 45 y 
' SB. especlalmente. Hay que advertir que esta regulaclôn se enlazaba con la 
disciplina ex art. 39 de la Constltuclôn, como un "apéndlce obllgado" de la 
compleje Ley Slndlcal (Ibld. pag. 47).
42. Sobre este ultimo, en el que confluyen, parclalmente modlflcados, los 
dos anterlores, vld. L. MARIÜCCI, Lo sclopero nella storla... cit. pags 49-
53. Vld. también , P. CRAVERI, slndacato e Istltuzlonl... cit. pags 358-360. 
Vld., coetâneo a aquel momenta, la crltlca de V.FOA, Sul dlritto dl selope- 
ro, recoglda en "Quad. Rass. Slnd." n® 70 (1978)
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43. Es la etapa llamada en la doctrina Itallana de la "leglslazlone mancata". 
Cfr. G. TARELLO, Teorle e Idéologie... cit., pags 14-27 ; P. CRAVERI, Slnda­
cato e Istltuzlonl... cit., pags 321 y ss ; L. MARIÜCCI, Lo sclopero nella 
storla... cit., pag. 47 ; g. LAMPIS, Stato, Democrazla, slndacato (1947- 
197?), Ed. Slndacale Itallana, Col. "Proposte", n® 58, 1977, pags 21-22 ;
U. ROMAGNOLI / T. TREU, I slndaeatl in Italla... cit., pag.44.
44. Sln duda no fue Irrelevante en la opclôn teôrlca escoglda por la CISL,
la consideraclôn de que la actuaclôn législative del articule 39 de la Cons­
tltuclôn, basado sobre la proporclonalldad de las representaciones sindlca- 
les unltarlas, habrla favorecldo la hegemonia de la CGIL. Cfr. G. LAMPIS, 
Stato, democrazla... cit., pag.21. En el piano doctrinal, vld. la exposl- 
clôn de G. TARELLO, Teorle e Ideologic... cit., pags 83-88
45. Proyecto del Goblerno PELLA de dlclembre 1953 contestado de forma unita- 
rla por las très confèderaclones Itallanas. Vld. U. ROMAGNOLI / T. TREU, 2 
Slndaeatl In Italla... cit., pags 52-53.
46. Cfr. U. ROMAGNOLI / T. TREU, I Slndaeatl In Italla... cit., pag. 53 ;
L. MARIÜCCI, Lo Sclopero nella storla... cit., pags 60-61. El texto que fl- 
jô el nuevo estatuto de empleados civiles del Estado (11.1.56) no dlspuso 
nada en materla de huelga, llmitândose a reenvlar a una Intervenclôn sucesl- 
va ; B. MAVERHOFER-MOURIZE, Los slndlcatos Itallanos... cit., pags 402 y 
407-408, con datos sobre la Implantaclôn de la CISL en la funclôn pûbllca ; 
y G. GALLI, I cattollcl e 11 slndacato en "Quad. Rass.slnd.", n® 33-34 
(1972), pags 53-54.
47. Cfr. U. ROMAGNOLI / T. TREU, I slndaeatl In Italla... cit., pags 48-49. 
Vld. también P. CRAVERI, Slndacato e Istltuzlonl... cit. pags 363-366, con 
Indicaclôn sobre el proyecto de ley sobre Defensa civil contra amenazas "de 
cualquier clase", que prevela la creaclôn de una nueva "millcla territorial" 
que actuariel en casos de emergencla, especlalmente en las huelgas polltlcas, 
proyecto que la oposlclôn deflnlô como "ley de excepclôn" y que no llegô 
tampoco a ver la luz.
48. Cfr. U. ROMAGNOLI / T. TREU, I slndaeatl In Italla... cit., pag. 50, con 
detallada enumeraciôn de estas acetones atentarlas de las libertades civiles 
reconocidas en la Constltuclôn.
49. U. ROMAGNOLI / T. TREU, I slndaeatl In Italla... cit., pags 50-51.' U. RO­
MAGNOLI, en T.TREU, M. NAPOLI, M. OFFEDU, H. PERSIANI, G. GIUGNI, U. ROMA­
GNOLI, Rapportl Economlcl, tomo I, Zanlchelll ed. - Il foro Romano, Bologna - 
Roma, 1979, pag. 294, expllca de forma convlncente esta operaclôn : "El abs- 
tencionlsmo legislative no es Interprétable necesarlamente como una prueba 
de debllidad de las mayorlas parlamentarlas. Detrés puede haber un sutll 
câlculo de convenlencla : una magistrature demestlcable puede perfectamente 
recuperar para el slstema la segurldad de sus valores medlante el uso pru­
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dente y discrète de la dlscreclonalldad decisional". Se trata de la Intro- 
ducclôn de limites "Internos" al derecho de huelga, definiclôn apriorlstica 
del tlpo de huelga llclta, etc., que han sldo abundantemente comentados doc- 
trlnalmente. vld. por todos, G. TARELLO, Teorle e Idéologie... cit., pags 
56-72, y, entre nosotros, "Importando" esta elaboraciôn, F. DURAN, Derecho 
de huelga... cit., capitules II y III, fundamentalmente y F. VALDES, Limi­
tes al derecho de huelga... cit., pags 21-39.
50. U. ROMAGNOLI / T. TREU, I slndaeatl In Italla... cit., pag. 52 recuer- 
dan que la ûnlca caracterlstlca liberal de esta jurlsprudencla fue la de 
haber reconocldo la legltlmldad de la huelga-salvaje, no slndlcal, aunque 
se Incllnan a considérer este reconoclmlento como un Incentive al esponta- 
nelsrao que acentuase los procesos de dlsgregaciôn de las centrales slndlca­
les y, muy especlalmente, de la CGIL.
51. Cfr. G. LAMPIS, Stato, democrazla... cit., pags 22-24 ; U. ROMAGNOLI /T. 
TREU, I Slndaeatl in Italla... cit., pags 55-80, en general.
52. Vld. L. MARIÜCCI, Lo sclopero nella storla... cit., pags 63-65. Las ob- 
servaclones y propuestas del CNEL sobre los articules 39 y 49 de la constl­
tuclôn, pueden verse Intègres en G. SUPPIEJ, Fontl per lo studio del dlritto 
slndacale, Cedam, Padova 1970 (2* éd.), pags 235-293, y especlalmente, 274- 
293. Justamente el CNEL es une de los organismos fruto de esta nueva sltua- 
clôn Instltucional aludlda en el texto. Sobre su vlrtualidad, puede confron- 
tarse el Julclo que efectûan U. ROMAGNOLI /T. TREU, I Slndaeatl In Italla... 
cit. pag. 67 : "A 20 aflos de dlstancla se puede declr que el CNEL no tiene 
ni un pasado de que glorlarse ni un futuro en el que confiar".Vld. en con­
tra, naturalmente, G. ZANGARI, Il Conslgllo 1977, I, pags 423-462, especial- 
mente, 426. Nazlonale dell'Economla e del Lavoro e la sua rlforma, "Rlv. Dlr. 
Lav." (1977)
53. Vld. M. RICCIARDI, Note sull'auto regolamentazlone... cit. pags 110-111.
54. Sentencia profusamente comentada, en general, al reconocer la titularl- 
dad del derecho de huelga de los expedientes pûbllcos y trabajadores de ser- 
vlcios pûbllcos. Vld. el texto de la mlsma en G. SUPPIEJ, Fontl per lo stu­
dio. .. cit., pags 171-178. En general, cfr. G. GIUGNI, Dlritto slndacale, 
cit., pags 212-214 ; F. CARINCI, Il conflltto collettlvo nella giurlspruden- 
za costltuzlonale, Gluffré, Mllano, 1971, pags 50-68 ; y U. ROMAGNOLI, Rap­
portl economlcl... cit., pags 296-297. Entre nosotros, recogieron esta im­
portante sentencia de la Corte Constituclonal T. SALA FRANCO, La libertad 
slndlcal y los empleados pûbllcos. Un estudlo de derecho Italiano, Ito 
Garcia Ovledo, Sevllla, 1972, pags 93-97 ; J. VIDA SORIA, Régimen Jurldlco 
de la huelga en Italla, "Estudios Laborales", n» 1 (1975), pags 119-121.
55. Movlmlento que no se puede entender bien sln explicarse las insuficien- 
clas y errores de la estrategia slndlcal en los anos anterlores, de un lado, 
y la descomposlclôn del Estado-aparato, la compenetraclôn entre poder pûbli-
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CO y poder econômlco prlvado, de otro. Una slntétlca exposiclôn, en U. ROMA­
GNOLI /T. TREU, I Slndaeatl in Italla... cit., pags 81-90. El otoRo Italia­
no del 69 ha tenldo una abundante llteratura que lo contenta, y Justamente ' 
en EspaRa las formas organlzatlvas - movlmlentos de delegados, etc. - y la 
capacldad de recuperaclôn del movlmlento por las organlzaclones Instltuclo­
nales (slndlcatos y partldoa) han ejercldo una clerta fasclnaclôn, tanto 
entre luslaboralIstas como entre slndlcallstas. Una vision cercana del 
otoHo de 1969 se puede consulter en "Quad, Rass. Slnd." n® 24 (1969, dlclem­
bre), monogrâflco sobre I delegati dl reparto ; vld. también O. DEL TUHCO,
Una tlpologla delle forme dl lotta oeel In Italla. "Quad. Rass. Slnd." n®
25, 1970, pags 35 y SB : B. ARMATO, P. BONI, L. LAMA, F. SIMONCINI, Unltâ 
slndacale e slndacato nuovo, "Quad. Rass. Slnd." n® 31-32, 1971, pags 67-75 ; 
A. ACCORNERO, A. CARDULLI, 1970. La stipula dell'autunno : delegati e rlfor- 
me, "Quad. Rass.slnd." n® 51, 1974, pags 25-38 ; U. ROMAGNOLI, Per una sto­
rla del movlmento slndacale in Italla. "Probleml del soclallsmo",n® 49 
(1970), pags 909-914 ; Vld. también la Interesante perspective que ofrece 
G. GIUGNI,L'"autunno caldo" slndacale en su II slndacato fra contrattl e 
riforme (1969-1973), De Donato éd., Barl, 1973, pags 9-34. Para una suges- 
tiva crltlca doctrinal, cfr. G. TARELLO, Teorle e Idéologie...cit., funda­
mentalmente el Apéndlce a la obra, pags 145-188.
Entre los estudlosos del Derecho del trabajo, en EspaRa, aparece esa 
fasclnaclôn a que se ha hecho referenda en F. DURAN LOPEZ, La acclôn slndl­
cal en la empresa : su protecclôn legal. Pub. R. Col. de EspaRa, Bolonla, 
1976, con especial referenda a este movlmlento en las pags 52-66 ; L.E. DE 
LA VILLA /C. PALOMEQUE, Introducciôn a la Economla del trabajo, vol. 1, Ed. 
Debate, Madrid, 1978, pags 101-105 ; y en el vol. II, Madrid, 1977, pags 
465-466, entre otros. A nivel slndlcal, es generalmente admltlda la atrac- 
clôn que para el slndlcallsmo de CC.OO. tlene la experlencla Itallana dta- 
da. Vld. N. SARTORIUS, Una experlencla : Los consejos de delegados en Ita­
lla, en el llbro El resurgir del movlmlento obrero. Ed. Lala, Barcelona,
1975, pags 148-186 y Dialëctlca de la Unldad en el movlmlento slndlcal,
"Zona Ablerta" n® 7 (1976), pags 16-32.Cfr. también J.L. LOPEZ BULLA, A. PI - 
REDO, E. SABORIDO, S. SANCHEZ MONTERO, N. SARTORIUS y M. AZCARATE, Los pro­
blèmes del slndlcallsmo en EspaRa (mesa redonda) "Nuestra Bandera" n® 94, 
1978, pags 33-41 fundamentalmente.
56. Vld. M. RICCIARDI, Il processo dl forroazlone polltlca dello Statuto del 
Lavoratorl, en el vol. colectlvo Slndacato e magistrature nel confllttl dl 
Lavoro, (al culdado de T. TREU) vol. X, 11 Mullno, Bologna, 1975 , pags 
123-125. el Estatuto de los derechos de los trabajadores sobre el que cier- 
tamente hay una Intense blbllografla, arbitra fundamentalmente el reforza- 
mlento y la extenslôn de los elementos de garantis del slstema jurldlco, 
extenslôn cualltativa que produce évidentes efectos reformadores en el pia­
no Instltucional en la Italla contemporénea, al punto de hacer pensar a mu- 
chos Juristes y politicos en la exlstencla de una fase de translclôn del mo­
dèle burgués-de regulaclôn Jurldlca de las relaclones laborales a otro post- 
burgués, més o menos prôxlmo al soclallsmo. Estrechamente ligado a esto se 
encuentran las teorlzaclones sobre el "uso alternative" del derecho e Inclu- 
60 formulaclones polltlcas como las que domlnan en los afios 70 entre las 
fuerzas de Izquierda (socialistes y comunlstas) de los palses latinos de Eu­
rope, fundamentalmente. Algunos de estos efectos reformadores y de la ex­
tenslôn de los elementos garantlzadores ("11 garantlsmo") se retomarân més 
adelante en el texto. cfr. R. CANOSA,Dlritto e Rlvoluzlone, Mazzota éd..
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Mllano, 1977, pags 153-146 y en general, pags 59-85. Es sln embargo Intere­
sante constater cômo hoy en dla los Julclos sobre el Estatuto se van tornan- 
do critlcos - y no preclsamente sôlo desde los sectores més conservadores - 
conforme el derecho " de la emergencla " sacude en forma de crisis total - 
econômlca, social, cultural y polltlca - a Europe occidental. Asl, es slnto- 
mâtlco el camblo de enfoque sobre la "rlgldez" del modelo impuesto por el 
Estatuto, en el llbro dlrlgldo por G. GIUGNI Lo Statuto del Lavoratorl... 
clt ; el camblo operado en el luslaborlsmo Italiano subrayado crltlcamente 
por H. CANOSA, Dlritto e rlvoluzlone... cit., pag. 61. Entre nosotros, ha 
dado notlcla de este camblo de apreclaclôn C. PALOMEQUE, Un estatuto de los 
trabajadores, "Argymentos", n« 28, 1979, pag. 29.
57. Entendlendo por tal en materla laboral aquélla que prima aspectos repre- 
slvos del confllcto social , y aquellos otros elementos que aseguren la paz
■ social, en detrlmento de cualquier Incentlvaclôn de los sujetos sociales 
portadores del "camblo" de socledad.
58. "Funclôn promocional" del derecho teorlzada por N. BOBBIO, Sulla funzlo- 
ne promozlonale del dlritto, Rlv. Trimm. Dlr. e Proc. Clv., 1969, pags 1316 
y ss. . F. VALDES, Ideologies pluralistes... cit., pags 106-107, recoge de 
manera muy Intellgente esta teorlzaclôn y la apllca a las relaciones de tra­
bajo en el estudio cltado.
59. Asl, en materla de huelga en servlclos esenclales, cfr. la sentencia n® 31 
de 17 de marzo de 1969 de la Corte Constituclonal. Sobre la crltlca doctri­
nal de la misma, vld. G. COTRAU, Alcune conslderazlonl sullo sclopero, "Rlv. 
Dlr. Lav.2 (1970) 1-2, pags 384 y ss ; G. ZANGARI, Sullo scloporeo del pub- 
blicl dlpendentl, "Rlv. Dlr. Lav." 1969, n» 2, pag. 38 ; F. CARINCI, Il 
conflltto collettlvo... cit., pags 89-102 ; T. TREU, L'attlvità polltlca
del slndacato,"Polltlca del Dlritto", VI (1975), n® 2, pags 117-203. En la 
doctrina espaRola, cfr. J. VIDA, "Régimen jurldlco..." cit., pag. 120 ; T. 
SALA, La libertad slndlcal... cit., pags 94-97.
60. Proceso evolutlvo coïncidente ademés con la asunclôn por una parte de la 
Magistrature Itallana de "planteamlentos legltlmadores de las praxis émanei- 
patorlas" por emplear la expreslôn de P. BARCELLONA Y G. COTURRI, El Estado 
y los juristes cit., pags 254 y ss.
61. Asl, cfr. sentenclas de la Corte Constituclonal n®® 1 y 290 de 14 de ene- 
ro y 27 de dlclembre de 1974. Un comentarlo de las mlsmas, U. ROMAGNOLI, 
Sclopero politico e "scienza délia polltlca", "Quale Giustlzla" n® 31-32 
(1975), pags 117-120 ; N. SANDULLI, Lo sclopero economlco e lo sclopero po­
litico nella glurlsprudenza costltuzlonale, "Rlv. Dlr. Lav.", 1974, n® 4, 
pags 447-461 ; G. GIUGNI, Dlritto slndacale... cit. pags 194 y 216-219 ; el 
Inclsivo texto de T. TREU, L'attlvità polltlca... cit., pags 177-203 y S.P. 
PANUNZIO, Lo sclopero politico fra Costltuzlone e Corte costltuzionale, en 
Aspettl e tendenze del Dlritto Costltuzlonale, Scrlttl In onore de C. MORTA- 
TI, Ed. gluffré - Univ. dl Roma, 1977, vol.3, pags 925-945. Cfr. también J. 
RAMIREZ MARTINEZ, La huelga polltlca... pags 52-53 ; A. BAYLOS, La militari-
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zaclôn... cit., pags 64-66.
62. U. ROMAGNOLI /T. TREU, I slndaeatl in Italla... cit., pag. 93, subrayan 
el hecho de que al Iniclo de los 70, se podlan apreclar las condlclones pré­
cisas para la exlstencla de un pacto no escrlto de moderaclôn del confllcto 
a camblo de reformas de estructura, de una polltlca econômlca sensible a las 
Instancias populares. En el mlsmo sentldo, crltlcamente vld. U. ROMAGNOLI,
Gll ultlml tre annl dl attlvltà contrattuale nella strategla slndacale dl un 
decennlo, "Quad. Rass. Slnd." n®s 72-73 (1978) pags 39-41. Vld. también G. 
GIUGNI, I slndaeatl ; dala polltlca delle Riforme all'autunno rlvendlcatlvo, 
en II Slndacato fra contrattl e riforme... cit., pags 119-136.
63. Cfr. U. ROMAGNOLI /T. TREU, I slndaeatl in Italla... cit., pags 98-99.
64. La presencla del slndlcato como sujeto politico ha sldo objeto en Italla 
de una relterada y abundante producclôn blbliogréfica. El "pansindlcalismo" 
o la "supplenza" slndlcal en frase de G. GIUGNI, Il slndacato fra contrattl 
e riforme... cit., pag 35-36, debe conectarse con la bûsqueda de la unldad 
slndlcal, persegulda desde 1969 por los slndlcatos itallanos, y se traducl- 
rla en un Instrumente para la consecuclôn de un bloque hlstôrlco apto para 
constltulr una auténtica alternative de poder, en la elaboraciôn ya clâslca 
de U. ROMAGNOLI / T. TREU, Il Slndacato fra slstema dl fabbrlca e slstema 
politico, col. Interventl, Il Mullno, Bologna, 1973, pag. 23. Naturalmente, 
y como seRala L. MARIÜCCI, Autonomla slndacale, controllo operarlo e nuova 
fase délia leglslazlone lavorlstlca, en el vol. colectlvo Lo Statuto del la­
voratorl : Un bllancio politico. De Donato ed. Barl, 1977, pag. 235, hay que 
tener en cuenta que papel politico y autonomla del slndlcato son dos caras 
de una mlsma moneda, o que, como aflrma G. GARCIA DECEDAS, Apuntes para un 
anâllsls... cit., pag. 54, hablar de lo uno Impone aborder el segundo tema 
puesto que la Independencla respecte de los partldos politicos se debe re- 
ferlr a las actlvldades y programs de acclôn de las organlzaclones de tra­
bajadores y no a la flnalldad, necesarlamente de carâcter soclo-polltlco, 
que se les Imprima. Lo contrario, exlglr la Independencla también en cuanto 
a los fines, "puede llegar a parcelar la lucha de la clase obrera, al prl- 
varla de la Impresclndlble vlslôn de totalldad, reproduciéndose el modelo 
burgués de dlvlslôn de la acclôn en dos Instancies dlferencladas, la de pro­
ducclôn (acclôn slndlcal) y la del poder (acclôn polltlca), omltlendo su ca- 
rôcter concurrente. (Cfr. delmlsmo autor, Reflexlones en torno a la unldad
(Pluralidad y Autonomla slndlcales). "Argumentos", n» 11, 1978, pag. 15). En 
efecto, como aflrma V. FOA, La frontiers polltlca del slndacato, "Probleml 
del Soclallsmo" n® 39 (1969), pags 223-224, se trata de una tendencla tra- 
deunionlsta y burocrâtica, en todo coherente con la apuesta capitalists por 
una disciplina slndlcal organlzada sobre el consenso, es declr, por un cor- 
poratlvlsmo democrâtlco y cuya otra cara séria fatalmente el pansindicalis- 
mo, o la tendencla a buscar en el slndlcato toda la problemâtlca de la so­
cledad y la negaclôn sumarla de las fuerzas polltlcas existantes. En efec­
to, no hay que olvldar el hecho de que "las conquistas slndlcales pueden 
ser slempre reabsorbldas a travée de los mécanismes sociales y politicos 
del slstema, si no se cambia el nlvel de la superestructura polltlca, la co­
rrelaclôn de fuerza que las conquistas slndlcales modifican, aunque sea
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provlsionalmente, a nivel de estructura social". Sobre el tema, en general, 
vid. A. PIZZORNO, Sull'azione politics del slndaeatl, "Probleml del soclalls­
mo" n® 49 (1970) pags 867-895. Justamente la afirmaclôn del carâcter soclo- 
polltlco del slndlcato, la negaclôn del monopolio de la medlaclôn politics 
concedldo a los partldos supone un salto cualltatlvo ImportantIsimo en la 
conclencla slndlcal que arrumba el modelo lenlnlsta y el soclaldemôcrata al 
uso (con las matlzaclones que se quleran respecto de la descontexturaliza- 
ciôn de la tesls de la cOrrea de transmlslôn en el prlmero y las sucesivas 
transformaclones de las aflrmaclones vertldas en el Congreso de Stugart de 
1907 en e 1 segundo). Y ello porque como aflrma V. NAVARRO, Dlctadura del pro- 
letarlado o democracla i. Es éste el dllema ?, "Mlentras tan to", n® 1 (1979), 
pag. 68, "para el orden burgués es de vital Importancla que exista una sepa- 
raclôn Clara entre la lucha de clases econômlca, llmitada a las luchas sin- 
dicales que afectan al preclo de trabajo, y las luchas polltlcas llevadas a 
cabo por los partldos politicos bajo la esfera de la democracla representa- 
tiva". El tema es ya, por otra parte, antlguo. A. GRAMSCI, en un articulo 
Slndlcatos y consejos, aparecldo en "L'Ordlne Nuovo" el 11.19.1919, lo se- 
fialaba claramente : "Los slndlcatos... son el tlpo de organizaclôn proleta- 
ria especlflco del periodo hlstôrlco domlnado por el capital... Este tlpo 
de organizaclôn es parte Intégrante de la socledad capitalists y cumple una 
funclôn Inherente al régimen de propiedad prlvada. En este periodo en el que 
los Indlvlduos valen en tanto que son propletarlos de mercancias y comerclan 
con sus propledades, también los obreros han tènldo que adaptarse a las le- 
yes férreas de la necesldad general, convlrtléndose en comerciantes de su 
ûnlca propiedad, la fuerza de trabajo y la Intellgencla profesional" (Reco- 
gldo en A. GARMSCI /A. BORDIGA, Debate sobre los consejos de fâbrica, tradu- 
cido por F. FERNANDEZ-BUEY, Ed. Anagrama, Barcelona, 1975, pags 73-78, espec. 
pag, 74). Y es preclsamente este components del nuevo slndlcallsmo italiano 
de los afios setenta uno de los mâs denostados en determinada cultura jurldi- 
ca. Asl, y por todos, Cfr. S. FOIS, Slndaeatl e slstema politico, Gluffré,
Ed. Mllano, 1978, pags 7-67, desde una perspectlva neo-llberal muy intell­
gente. También sln embargo se ha crltlcado desde otros presupuestos una ges- 
tlôn exceslvamente "panslndlcallsta", intentando elaborar conjuntamente con 
los partldos politicos un nuevo modelo de désarroilo, exigiendo neutralIdad 
respecte del cuadro politico como condiciôn esencial para una acclôn unlta­
rla e Inclslva del slndlcato sobre la polltlca econômlca naclonal,como E. 
REYNERI, Movlmento slndacale, crlsi economics e sociale, compromesso stori- 
co, "Il Mullno" n® 252 (1977), pags 501-502, o se han efectuado plantea- 
mlentos mâs matlzados que partlendo del necesarlo papel politico del slndica- 
to, entlenden que éste debe hallarse junto a los partldos, no un paso ade­
lante de ellos, como U. ROMAGNOLI / T. TREU, I slndaeatl In Italla... cit. 
pag. 100. De alguna manera Incluse la cultura iuslaborallsta tradiclonalmen- 
te allada con el sindicato tlende a asumir un papel de gula, ya no técnico, 
sino politico hacla nuevos modèles de relaclones Industriales ; en frases 
de R. CANOSA, Dlritto e rlvoluzlone, cit., pag. 61, todo un sector del ius- 
laborallsmo progreslsta "mira" el momento politico mâs que el slndlcal y 
élabora nuevos modèles apoyândose mâs sobre una extrapolaciôn de hipôtesis 
polltlcas - naclonales e Internaclonales - que sobre perspectives slndlcales 
coherentemente formuladas ya. El tema reviste importancla porque medlante la 
via de la crltlca a la "suplencla" slndlcal de otras instancias, se reprodu­
ce en el fondo la conflnaclôn del slndlcato a las âreas econômlcas o, al me­
nos, su admislôn en las dlrectamente "polltlcas" en un piano no de igualdad, 
sino como "Interlocutores seml-clandestlnos" - por declrlo en frases de U.
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ROMAGNOLI /T. TREU, I slncacatl in Italla, cit., pag. 103 - o subsidiario al 
de los partldos. Por otra parte, y en el piano del anSlisia de los hechos, 
una valoraclôn ponderada de la Importancla del slndlcato como sujeto politi­
co demuestra, como ha hecho reclentemente T. TREU, Slndacato e slstema poli­
tico, "Democrazla e dlritto" n® 1 (1979), pag.41, que es dudoso "avalar la 
oplnlôn corrlente sobre un exceso de suplencla slndlcal "puesto que qulzâ no 
sea ni slquiera exacto hablar de una "competlciôn concurrenclal de los sin- 
dlcatos con los partldos",cuestlôn que se ha aglgantado exprofeso. "Mâs con- 
cretamente se ha tratado de una Integraclôn consentlda y controlada de la 
oposlclôn social expresada por el slndlcato por los partldos en el piano po­
litico". Por otra parte el reconoclmlento del proplo papel politico del sln- 
dlcato "ha sldo slempre parclal y en modo alguno definitive. De hecho con el 
paso del tlempo, especlalmente a partir de 1975 se ha acentuado la tendencla, 
sea por el poder pûblico, sea por los raayores partldos, a redlmenslonar el 
papel politico y la autonomla del movlmlento slndlcal". Obvlamente el "redl- 
menslonamlento" del papel politico del sindicato debe partir de esta consta- 
taclôn a la hora de establecer una estrategia de camblo social que establez- 
ca un nuevo reparto de poderes en la socledad capitaliste avanzada.
65. Vld. U. ROMAGNOLI /T. TREU, I slndaeatl in Italla... cit., pag. 89. Cfr. 
también F. DURAN, La acciôn slndlcal en la empresa... cit., pags 192-196, 
con compléta exposiclôn del régimen instaurado en el art. 28 del estatuto de 
los trabajadores.
66. El derecho de huelga viens protegldo antes y sln ser objeto de regulaclôn 
legal. Cfr, U. ROMAGNOLI/T. TREU, I slndaeatl In Italla... pag. 89 ; G. 
LAMPIS, Stato, democracla slndacato... cit., pag. 25.
67. Vld. ATTI DEL CONVEGNO Dl STUDI Dl DIRITTO SINDACALE, Potere slndacale... 
cit., pag. 263.
68. En las concluslones del CONVEGNO Dl STUDI Dl DIRITTO SINDACALE, Potere 
slndacale... cit., pag. 268, se llga con "un ûnlco hilo" la autonomla slndl­
cal en las varias formas a través de las cuales ésta se express, "organlza- 
tlva,contractual, de lucha".
69. Esto es, transcendlendo la mera unldad de acclôn que, aunque no alcanza 
el éxitode la Unlflcaclôn, hace Imposlble en la prâctlca cualquier forma de 
competencia slndlcal. Cfr. G. TARELLO, Teorle e Idéologie... cit., pag. 154. 
Sobre esta modalldad de unlôn, vld. DE LA VILLA /PALOMEQUE, Introducciôn a 
la Economla... cit., vol 1, pags 663-664 y B. MAUERHOFER-MOURIZE, Los sindl- 
catos Itallanos... cit., pags 440-448, con expllcaclôn detallada del proceso.
70. U. ROMAGNOLI, Due Interventl sullo sclopero... cit., pag. 259.
71. "La huelga no es hacer glmansia ni una fiesta y por eso se buscan slempre 
aquellas formas que exijan al trabajador el menor sacrificlo poslble. La
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huelga es tan to mâs eficaz cuanto mâs dafio hace... Si bien se deben rechazar 
"acciones contrarias al crecimlento de la conciencia de clase y de los méto- 
dos de lucha". He aqul alguna de estas reglas de racionalidad de la huelga. 
Cfr. CONVEGNO Dl STUDI Dl DIRITTO SINDACALE, Potere slndacale... cit., pag. 
266.
72. Fundamentalmente en servlclos de emergencla, hospltales y estableclmien- 
tos sanltarios, "viglll urbanl", y, especlalmente notable por la "globalIdad" 
de su propuesta, en los ferrocarrlles. En efecto, el 21-12-65, las grandes 
confederaclones represlvas del poder pûbllco respecto a las grandes huelgas 
de los ferrovlarlos en noviembre de aquel mlsmo aRo. En el documente unlta- 
rlo resaltaban dos grandes preocupaclones : La salvaguardla de los bienes y 
de las personas y la solldarldad de los usuarlos. vld. el texto Integro del 
mlsmo y las raedldas prevlstas en M. RICCIARDI, Note sull'autoregolamentazlo- 
ne... cit., pags 112-114. Plênsese que ya en 1964, U. ROMAGNOLI, Fair-play 
slndacale e legge slndacale per l'esserclzlo dello sclopero nel pubbllcl 
servlzl. "Il Mullno", 1964, pag. 432, aflrmaba que "los slndlcatos reflejan 
bastante espontâneamente en la praxis slndlcal la instancia, sacada dlrecta­
mente de la conclencla general, de respetar las exigencies del interés pu­
blico", si bien hay que contextuallzar esta afirmaclôn en el momento en el 
que es efectuada y en relaclôn con toda una tendencla doctrinal personlflea­
ds eh G. GIUGNI y su teorlzaclôn sobre el"ordenamiento Intersindlcal". Natu­
ralmente cualquier extrapolaciôn con la concepciôn de la autodisclplina sln­
dlcal que se estâ manejando en los anos 70 séria cuando menos enormemente 
reductlva. Cfr. una exposiclôn de aquellas tesls en G. TARELLO, Teorle e 
Ideologic... cit., pags 86-88 y 96, fundamentalmente.
73. Cfr. H. RICCIARDI, Note sull'autoregolamentazlone... cit., pag. 115.
74. Lo que lleva a utllizar nuevas formas de lucha. Cfr. C. MARCHESE, Bl­
lancio ed esperlenze décennal1 delle forme dl lotta nel pubbllcl servlzl, 
"Quad. Rass. Slnd." n® 38 (1972) pags 72-76. Asl los tranvlarlos hoy no 
usan sôlo el arma de la huelga clâslca sino que hacen su trayecto sln co- 
brar el blllete a los usuarlos y dlstrlbuyen panfletos expllcando el por 
que de estas formas de lucha y pidlendo apoyo a la Inlclatlva del sindicato. 
Los ferrovlarlos reducen el daRo a los usuarlos haclendo huelga el domingo, 
dla en el que viajan menos personas, dejan partir de forma pendular trenes 
de trabajadores y estudlantes y bloquean los trenes de lujo ; o bien traba-
jan sôlo los maqulnlstas y hace huelga el resto del personal (revlsores,
vendedores de bllletes), golpeando de esta forma los Intereses de la contra- 
parte y no los de los usuarlos" (Ibld. pag. 76.).
75. Bajo la denomlnaclôn genérlca de la delimitaclôn de "huelgas justas" y
"huelgas equlvocadas" (scloperl sbagllatl). Cfr., con relaclôn cronolôgica,
M. RICCIARDI, Note sull'autoregolamentazlone... cit., pags 116-121, asl como 
con la Indicaclôn de las vlclsitudes que sufre esta delimitaclôn estratégica. 
en la funclôn pûbllca, donde los esfuerzos por dar una dlmenslôn polltlca 
general a las luchas tropezô frecuentemente con el corporativismo funclona- 
rlal - alentado desde el goblerno, por otra parte - y diô lugar a fuertes
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tenstones en los organismos unltarlos ante las preslones de base a que se 
velan sometldas la CISL y la UIL, de Implantaclôn mayorltarla en estos sec­
tores. Sobre el tema, In extenso, vld. G.B.CHXESA, Pubbllco Implego, slnda­
cato e rlforma, Ed.Slndacale Itallana, roma, 1977, pags 21-39.
76. Vld. M. RICCIARDI, Note sull’autoregolamentazlone... cit., pag 121. Sobre 
el tema, consultese también F. Dl CERBO,L'autoregolamentazlone dello sclope­
ro, Gluffré ed. Mllano, 1980, pags 45-56, con précisa Indicaclôn de los cô- 
dlgos de comportamlento slndlcales en dlstlntos sectores. En las pags 99 y
88. se Incluyen como anexos importantes documentos de disciplina autônoma 
del derecho de huelga. Reûnen también algunos documentos de Interés G. ARRI- 
GO, A. PANDOLFO, Autoregolamentazlone dello sclopero. Ed. Lavoro, Roma,
1978, pags. 43-50.
77. Cfr. la peticlôn de una regulaclôn especlflca de la huelga en los servl­
clos de pûbllca necesldad efectuada por el Présidente LEONE con ocasiôn del 
"Mensaje" televlsado del 14.10.75, especlalmente sensiblllzado ante la huel­
ga de brazos caldos de los maglstrados Itallanos. B1 texto Integro del dls- 
curso de LEONE se puede consulter en "Rlv. Dlr. Lav." (1975) n»® 3-4, pags 
558-561.
78. Cfr. el editorial sln flrma de DEMOCRAZIA E DIRITTO, Scloperl da regolare ? 
"Democrazla e Dlritto", 1975, n® 3, pags 514-520 con una Interesante crltlca 
de fondo a la propuesta.
79. Vid. DEMOCRAZIA E DIRITTO, Scloperl da regolare 7 cit., pags 514-515.
L. LAMA, en el 5® Congreso de la CGIL, en Julio de 1973, aflrmaba que "el 
movlmlento slndlcal debe ser capaz de hacer huelgas justas y no efectuar 
huelgas equlvocadas no porque lo prohiba la ley o un côdlgo de autorregula- 
clôn, sino porque es capaz de valorar caso por caso la convenlencla, la 
oportunidad polltlca, lo que slrva y lo que dafla su causa", vld. M. RICCIAR­
DI, Note sull'autoregolamentazlone... cit., pgas 121-122.
80. La expresiôn, en el editorial sln flrma de POLITICA DEL DIRITTO, L’artlco- 
lo 40 délia costltuzlone e lo sclopero nel servlzl essenzlall, "Polltlca del 
dlritto", VI, n® 4 (1975) pag. 416, aun afirmando la invlabilldad de esta 
propuesta por la cerrada oposlclôn slndlcal.
81. La expreslôn es de L. LAMA, Secretarlo Confederal de la CGIL, en una Cla­
ra aluslôn al slndlcallsmo autônomo : "Cuando servlclos Indispensables vlc- 
nen a faltar por la acclôn de grupûsculos de trabajadores, la socledad debe 
defenderse", en "L'Unltâ", 24.8.1975. Es declr, que el Estado debe ejercltar 
sus deberes Instltuclonales allé donde la necesldad lo exlglera sln que por 
esta via se Introduzcan llmltaclones que vayan més allé de esta estricta fl­
nalldad, como recordaba F. DURAN, El derecho de huelga... cit., pag. 62.
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82. No tanto en las Intervenclones de éste en ejerclclo de sus deberes instl­
tuclonales como en aquéllos efectuados bajo este titulo, especlalmente me­
dlante el requerlmiento del prefecto (precettazlone)y la sustituciôn de 
huelguistas por mllitares, que se emplearon de forma abundante con ocasiôn 
de numerosas huelgas, con Independencla de qulen las convoque. No en vano 
en el editorial de POLITICA DEL DIRITTO L'articulo 40 délia Costltuzlone... 
cit., pag. 416, se solicltaba que el Goblerno preclsara que uso pretendia ha­
cer de los poderes de Intervenclôn que le competen, pidlendo su uso respon­
sable de acuerdo "con un côdlgo preclso elaborado tras un debate con las 
fuerzas polltlcas y slndlcales". De hecho, y ya reclentemente, las autori- 
dades admlnlstratlvas suelen "requérir" prevla consulta con no fuerzas slndl­
cales y polltlcas. Cfr. G. PERA, Lo Sclopero nel pubbllcl servlzl, "Rlv. Dlr. 
Lav." 1978, n® 3, pag. 236. La cuestlôn sln embargo slgue vlgente por cuanto 
esta praxis no estâ formallzada y sufre constantes valvenes en funclôn de la 
correlaclôn de fuerzas vlgente en cadamomento. U. ROMAGNOLI, en Rapportl eco- 
nomicl... cit., pag. 319, crltlca la permislvldad de la Federaciôn Unltarla 
respecto de este Instrumento. Clertamente, aflrma, no se trata de un ataque 
frontal al derecho de huelga pero justamente por ello es mâs Insldloso, 
"porque verifies un tlpo de ataque que pretende abrlr brechas aqui y alli, 
en sectores marginales (para la organizaclôn slndlcal), poco a poco, para 
llegar a sectores mâs Importantes de manera subreptlcla y poner asl a la ge- 
neralldad de los trabajadores ante el hecho consumado sln dejârselo presa- 
glar".
83. Ampllaclôn de las perspectives Jurlsprudenciales que se manlfiesta funda­
mentalmente en las sentenclas n® 1 y 290 de 1974 de la Corte Constituclonal, 
ya aludldas en la nota 60, que pese a exclulr la punlbllldad Indlscrimlnada 
de la huelga polltlca, excluye al mlsmo tlempo que "el proceso de transfor- 
maclôn social pueda ser hegemonlzado por la clase obrera" (Cfr. U. ROMAGNO­
LI /T. TREU, I Slndaeatl In Italla... cit., pags 103-104) medlante una ope­
raclôn interpretative que redescubre la raixtiflcaciôn liberal del estado y
del Interés pûbllco como entldad que se Impone y trasclende a las partes.
(Cfr. T. TREU, L'attlvità polltlca... cit., pags 188-189). Posteriormente, 
la jurlsprudencla de los altos trlbunales Itallanos ha seguldo esta funclôn 
compensatorla de los "excesos" confllctivos Introducldos por el sindicato en 
las estructuras productivas aûn haclendo aflrmaclones que eran impensables 
algunos aRos atrâs, como, concretamente, la recomendaciôn de la autorregula- 
ciôn del derecho de huelga. Asl la sentencia de la "Corte del Conti” de 20 
de jullo de 1976 aflrma el valor del autogoblerno del derecho de huelga, de
la autonomla slndlcal justamente en un caso en el que éste no existe, lo
que se comenta como valoraclôn por parte del tribunal de su necesldad no 
como fenômeno ocasional o episôdico, sino como exigencia permanente y garan­
tis insustltulble del "buen goblerno" de la acclôn de huelga. Cfr. R. FERRUC- 
CI, Responsabilité contablle e autogoverno slndacale del dlritto dl sclopero, 
"Rlv. Glur. Lav." 1977, n® 4, pag. 433. La Corte Constliiucional por su parte, 
en sentenclas de 3 de agosto de 1976, n® 222 y 12 de enero de 1977, n® 4, 
hace una llamada a la autorregulaciôn al afirmar que no faltan normas vâli- 
das para suministrar a los sujetos Interesados prlmero,y al intérprete des- 
pués, crlterlos de comportamlento adecaudos, tanto en cuanto a la esenciall- 
dad del serviclo como -y éste es el aspecto que aqul mâs interesa - en cuan­
to a qué medldas han de adoptarse y las formas que éstas revistan. Cfr. U. 
ROMAGNOLI, Due Interventl sullo sclopero... cit., pag. 260 y, del mlsmo au-
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tor, Rapportl economlcl... cit., pags 316-317.
84. Efectlvamente, lo clerto es que la Incltaclôn Jurlsprudenclal a - y el 
reconoclmlento de - la autorregulaciôn en materla de huelga se produce justa­
mente ante casos en los que ésta no se ha efectuado. De ahl que el mécanisme 
lôglco Interpretative de los trlbunales que mlentras llega la autodiscipline, 
hay que atenerse al requerlmiento (precettazlone) del prefecto que, en ausen- 
cla normatlva, define qué huelgas ponen en pellgro los Intereses de la colec- 
tlvldad garantizados en la constltuclôn. De ahl que un comentarista como U. 
ROMAGNOLI, Due Interventl sullo sclopero... cit., page 260-261, pueda afir­
mar que la Corte Constituclonal, al "tomar el atajo" del requerlmiento, hace 
saltar del todo la réserva legal del art. 40 de la Constltuclôn ; que en de­
finitive la libertad de huelga en los servlclos esenclales esté retenlda por 
la autorIdad judicial y la administrative ; "El slndlcallsta querria retener- 
la, sôlo que no puede, eso es todo". La soluciôn por via jurlsprudenclal, 
como se ve, se acerca a las formas de control experlmentadas en el caso 
francés, sino que sln las habilitaclones genérlcas que en aquel se efectua- 
ban. Aqul se trata mucho mâs matizadamente de casos concretos y aislados.
85. Dato éste generalmente Incontestado en el anâllsls Jurldlco-sindlcal de
la evoluclôn de las poslciones doctrinales y de llnea slndlcal sobre el tema
de la autorregulaciôn del derecho de huelga. Vld. por todos G. PERA, Lo
sclopero nel pubbllcl servlzl... cit., pags 230-234 ; naturalmente este mls­
mo hecho ha favorecldo el fortaleclmlento del slndlcallsmo autônomo de una 
parte, y, mâs especlflcamente, la antltesls "arco gubernamental" versus 
"area de la autonomla". Pueden consultarse las inclslvas conslderaclones al 
respecto de F. FERNANDEZ BUEY, Italla y nosotros, "Mlentras tanto" n® 1 
(1979), pags 93-105, especlalmente en lo que se refiere a sus reflexlones 
sobre los très proyectos "neollberales" de superaclôn de la crisis y dentro 
de ellos, la utopla neollberal eurocomunlsta.
86. En efecto, desde posturas tradlclonalmente criticas respecto a la hetero- 
nomla estatal en materla de huelga se deflende ahora la regulaclôn legisla­
tive que "podrla constltulr, en vez de un obstâculo, un punto de apoyo para 
la acclôn Impulsadora de los slndlcatos mayorltarlos", de forma anâloga a 
cômo êstoB han obtenldo un Innegable beneflclo de la normatlva de apoyo del 
Estatuto de los trabajadores, a la vez que se predlca la necesldad de una 
"Intervenclôn de rupture" que salvaguardara el derecho de huelga en los ser­
vlclos esenclales de cualquier "tentaclôn Involuclonlsta de la jurispruden- 
cla y de la autorldad pûbllca" (Vld. R. SCOGNAMIGLIO. Disciplina e autodls- 
cipllna... cit., pags 35-36. En la mlsma llnea, U. ROMAGNOLI, Due Interven­
tl sullo sclopero... cit., pags 261, aflrma que "en la medlda en que no se 
acentûe el poder sancionador del aparato pûbllco - que debe quedar resi­
dual - y no se ponga térmlno al proceso (en curso pero fatlgoso) de libre y 
consciente autodetermlnaclôn de las reglas del confllcto colectlvo, la Inter­
venclôn del poder estatal - antes que traduciree en una brusca pérdlda de 
prestlglo del slndlcato - no produclrâ mâs que efectos selectivos sobre el 
desarrollo slndlcal". El debate no ha versado tanto sobre la necesldad de 
una Intervenclôn heterônoma cuanto sobre las formas que ésta puede reves- 
tir. Asl, la propuesta de una ley que "reciblera" un côdlgo de autodiscl-
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plina de emanaciôn slndlcal ha sldo severamente crltlcada desde diverses 
puntos de vista. Por un lado, aquéllos que ven en esta medlda el pellgro 
de sucesivas generallzaclones - doctrinales y jurlsprudenciales - de las 
llmltaclones del ejerclclo del derecho de huelga en los particulares secto­
res "protegldos", como G. GHEZZI, Due Interverti sullo sclopero nel servlzl 
pubbllcl, "Democrazla e dlritto", 1978, n® 2, pags 262-269, especlalmente 
pag. 266, qulen ademés hace notar otros puntos negatives sobre los que Incl- 
dlrS la restante doctrina, como la sospecha de que este instrumento séria 
Incapaz de poner fuera de juego las luchas corporatlvas, sectorlallslmas y 
los slndlcatos autônomos de los servlclos pûbllcos, y también el hecho de 
afrontar los pellgrosos costes sociales derlvados de la sombra de un "sln­
dlcallsmo de régimen" que podrla produclr fenômenos de rechazo y exaspera- 
clones de los confllotos. Por otra parte, otros autores Inclcen en estos 
mlsmos datos para negar la correcclôn de una opclôn legislatlva "recepticla" 
de un côdlgo de autodiscipline slndlcal, o Incluso, su antlconstltucionall- 
dad.AsI, S. FOIS, La disciplina dello sclopero nel pubbllcl servlzl, en Sln- 
dacatl e slstema politico... cit., pags 147-161, aflrma que las hipôtesis de 
autodiscipline mlxta encuentran en el slstema constituclonal ita­
liano "objeclones graves y dlflcllmente superables" por lo que concluye que 
sôlo cabe admltlr la hipôtesis de la disciplina legislative heterônoma ; G. 
ZANGARI, Disciplina legislative ed autodiscipline slndacale del limlti dl 
eserclzlo del dlritto dl sclopero (con particolare rlferlmento al servlzl 
pubbllcl essenzlall), "Rlv. Dlr. Lav." 1977, Parte I, pags 295-356 y Dlritto 
dl sclopero ed autodisclplina, "Lavoro e previdenza oggl", 1978, n® 10, 
pags 1753, 1755, entlende igualmente que una recepciôn por ley de un côdlgo 
de autodisclplina sindlcal séria doblemente inconstitucional por atrlbuir 
Bubrepticiamente eficacla general "erga omnes" a reglas provlnlentes del 
ordenamiento sindical sln seguir el procedimiento prevlsto en el art. 39, 
cuarto pérrafo de la Constltuclôn y por la Imposlbllidad para los slndlcatos 
de actuar como ôrganos de composiclôn de confllctos, con poderes de suprema- 
cla y vinculantes respecto de la generalidad de los sujetos al margen de su 
aflllaclôn. De ahl que también se adhlera enfâtlcamente a la idea de una re­
gulaclôn heterônoma de la huelga en los servlclos esenclales. En esta mlsma 
llnea, vld. A. CATTEDRA, Postllla sul dlritto dl sclopero, "Lavoro e previ­
denza oggl", 1979, n® 1, pags 23-29. Otros en fin, como G. PERA, Lo sciope- 
ro nel pubbllcl servlzl... cit., pags 250-254, se pronunclan de forma més 
matizada, exigiendo que en la elaboraciôn de las normas de autodiscipline 
deben participer todas las centrales slndlcales mâs representatives, In- 
culda la CISNAL, e Indicando que la ley, mâs que una recepciôn formai de 
una regulaclôn slndlcal, deberla ser adoptada de acuerdo con un contenido 
acordado con las organlzaclones slndlcales, manteniendo slempre el respeto 
a la libre autodetermlnaclôn de las categories. F. Dl CERBO, L'autoregola- 
mentazione... cit., pags 67-70, toma partldo sln embargo por una forma de 
autodiscipline mlxta, ésto es, por una ley de principles "prevlo pacto con 
los slndlcatos". Cfr. Ibidem, pags 73-75.
87. Se trata de una Indicaclôn de las bases générales que uniforman los fu­
tures côdigos de autodiscipline de cada categorla. Su importancla es grande, 
y como tal ha sido recogldo en los anexos de esta tesls. Entre nosotros, lo 
incorpora J.A. SAGARDOY, Las relaclones laborales en la Constltuclôn... 
cit., pags 125-130 ; y L.E. DE LA VILLA, Materlales... cit., pags 189-192.
La Federaciôn Unltarla CGIL-CISL-UIL, al elaborar el documente, inclden es-
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pecialmente en la maduraciôn del tema "en las conclencias de los trabajado­
res", ligândolo con las perspectivas unltarlas de la clase obrera en su con- 
Junto y entre ésta y los usuarlos de los servlclos a au vez. Es esta una 
idea repetida, que parece tener en cuenta aflrmaclones como las de U. ROMA­
GNOLI, Due Interventl sullo sclopero... cit., pag. 259, en el sentldo de que 
la autorregulaciôn es una apuesta por la madurez polltlca de los trabajado­
res que a ella se adhieren, o de G. GHEZZI, Due Interventl sullo sclopero... 
cit., pag. 262, qulen se refiere a la misma como la conqulsta de la madurez 
polltlca y del consenso. No en vano cuando en febrero de 1979 se 
clausura la asamblea de .la Federaciôn de Transportes de la CGIL, un dirlgen- 
te de la mlsma, MEZZANOTTE, aflrma que en el problema de la autorregulaciôn
se Juega el sindicato gran parte de su credlbllldad y de su prestlglo, re-
marcando L. LAMA la vlslôn unltarla del slndlcallsmo y de las luchas, en la 
perspectlva de elaboraciôn de un côdlgo de autodiscipline sobre las indlca- 
ciones del documente unltario para todo el sector de transportes. (Vid. 
"L'Unltâ", 22 de febrero de 1979). Este mlsma estrategia unltarla se refle- 
ja también a nlvel organizatlvo Interno dentro de la CGIL puesto que en sus 
Estatutos, aprobadoa en su IX Congreso (Rlmlnl, junlo de 1977) se aflrma - 
art. 14 - que "las declslones relatives a cualquier forma de acclôn slndl­
cal y especlalmente a la huelga son de la competencia de cada organizaclôn 
confederal interesada" para a continuaclôn establecer que "Las acciones que 
interesan mâs categories o afectan a servlclos pûbllcos esenclales o revls- 
ten particular relevancla, deberân ser autorlzadas, en el piano provincial, 
por las Câmaras confédérales del trabajo ; en el piano regional, por las 
CGIL régionales y en el piano naclonal, por los ôrganos directives de la 
CGIL". Sobre el proceso de dlscusiôn del documente de 1978, vid. G. ARRIGO,
A. PANDOLFO, Autoregolamentazlone... cit., pags 12-42
88. No se puede consultar el texto en castellano. Vld. integro en "I dlrlttl
del Lavoratorl" n. 38 (1979), pags 8-9.
89. En la prâctlca Itallana, son conocldas las llamadas "comandate", de im- 
plantaciôn desde luego anterior a la nueva fase en las relaclones laborales 
itallanas a ralz del "otoRo callente" y que se plasma Jurldicamente en el 
Estatuto de los trabajadores. VidZ G. PERA, Serrata e dlritto dl sclopero.
Ed. gluffré, Mllano, 1969, pag. 93, donde cita como ejemplo el acuerdo de
27 de enero de 1968 para las empresas metalmecânlcas, con Importante partl- 
clpaciôn estatal, en el que se Instltuye un preavlso de 24 horas con comunl- 
caclôn de la duraclôn de la huelga, se asegura la contlnuldad de los Altos 
hornos y se determlnan los puestos de trabajo respecto de los cuales debe 
asegurarse la contlnuldad, con el compromise por parte de la empresa de no 
utllizar la producclôn asl obtenldo con ocasiôn del confllcto. Sobre el tema, 
in extenso, vld. F. Dl CERBO, L*autoregolamentazlone... cit., pags 33-44.
90. Vid. supra, cap. 2.
91. Qulzâ por las mûltlples "pecullaridades" que jalonan este modelo democrâ­
tlco de relaclones laborales : Sallda vlctorlosa de una dlctadura de 50 anos, 
escasa Industrlallzaclôn, central sindical unltarla - CGTP - Intersindlcal - 
de un alto nlvel de aflllaclôn y de gran combatlvidad, gran intervenclonlsmo
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en las relaciones industriales, etc. No obstante, y siete anos después de 
Abril, es escaso el Interés en EspaRa sobre el régimen laboral portugués, de- 
Jando a salvo algunas referencias a la Constltuclôn portuguesa, slempre en 
relaclôn con el modelo espaRol y la excepclôn de revistas como "Cuadernos de 
Derecho de Trabajo", que en 1976 dedlcô algunas de sus péglnas a un anâllsls 
slntétlco del régimen slndlcal portugués a las que ya haremos referenda mâs 
adelante. NI slquiera en un nlvel de dlvulgaclôn el tema de las relaciones 
laborales en Portugal ha tenldo éxlto- Onicamente algunos slndlcatos, como 
CC.OO. ha tratado en este piano el slndlcallsmo portugués a través de las pu- 
bllcaclones de la Escuela Slndlcal "Pedro PatlRo". Tampoco la difuslôn de mo­
nnaies de Derecho del Trabajo de aquel pals es una constante en nuestras uni- 
versldades.
92. Precepto que se complements con la escueta afirmaclôn contenlda en el 
art. 60 ; "Prohlbese el clerre patronal".
93. Naturalmente durante la dlctadura salazarlsta estaba prohlblda y penada.
El cltado Decreto-Ley, recogla la Idea de la adecuaciôn social, prohibla las 
huelgas polltlcas y de solldarldad, Integraba la huelga en un procedimiento 
de tramltaclôn del confllcto con plazos dilatados, permltla el "lock-out" de­
fensive, etc. Sln embargo este texto legal, que Incorporaba "todo el receta- 
rlo occidental para moderar los efectos de las hulegas", nunca se cumpllô. 
Vid. B. DA GAMA LOBO, El actual régimen slndlcal portugués, "C.D.T." (1975- 
76) n«s 1-2, pag. 206.
94. Hay que tener en cuenta, en este sentldo, que el sindicallsmo corporative 
creado por el salazarisme mantenla como eje de su actlvldad el slndlcato de 
categorla, y que el movlmlento slndlcal anterior a 1926, organizado en torno 
a la CGTP era de orlentaclôn decldldamente anarcosindlcalista, que mantenla, 
como es bien sabldo, este esquema de organizaclôn. Por otra parte, la Inter- 
slndical Portuguesa se créa, en la clandestlnldad, en 1970, a partir de la 
actuaclôn concreta en los slndlcatos corporatlvos, y la Ley Sindical (Décré­
tés leyes 215-A y 215-B/75, de 30 de abrll), utiliza las asoclaclones slndl­
cales existentes bajo el corporativismo, que sôlo modlficaron sus estatutos 
en la medlda necesarla para adaptarlos a' la nueva ley. No obstante este mls­
mo texto legal da facllldades para transformaclôn de los slndlcatos de ofi- 
cio en slndlcatos de industrla o de rama, y la propla Intersindlcal empren- 
diô una campaRa por la vertlcallzaclôn de sus slndlcatos. Sln embargo, se 
estâ muy lejos en Portugal de haber logrado un slndlcallsmo de Industrie ge­
neral Izado , e incluso los intentos esclsionlstas reclentes de la UGT mantle- 
nen este esquema incluso potenclando sus rasgos corporatlvos. Cfr. J.L. JU­
DAS, El movlmlento sindical portugués, en el volumen El slndlcallsmo en Eu- 
ropa, Public, U.S. de Madrid de CC.OO., Madrid, 1978, pags 91-96 y B. DA 
GAMA LOBO, El actual régimen slndlcal... cit., pags 201-203.
95. Tanto mâs cuanto que no Icnurrlrla en el contenido excluldo de la negocia- 
ciôn colectlvaa tenor del art. 4® del Decreto-Ley 164-A/76, de 28 de febre­
ro. Cfr. A. NETO, Contrato de trabalho. Notas prâtlcas, 6® éd.. Lib. Petro- 
ny, Lisboa, 1978, pags 516-517. Sobre éste, y, en general, sobre la regulari- 
zaclôn de la negociaciôn colectlva en otros decretos-Ieyes, existen sérias
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dudas en la doctrina portuguesa sobre eu constitucionalidad. Cfr. C. A. AMO­
RIM, Reflexdes sobre a natureza jurldlca da convençfio colectlva de trabalho 
e o seu enquadramento na ordem jurldlca portuguesa, "Revlsta técnlca do Tra­
balho", n® 3 (1980), pags 33-36.
96. Intervenclonlsmo caracterlzado por la afirmaclôn constituclonal deflnl- 
toria de la naclôn portuguesa como republics democrética que qulere cons- 
truir el soclallsmo apoyândose en el ejerclclo del poder democrâtlco de los 
trabajadores. En este sentldo se trata desde luego de un intervenclonlsmo 
"promocional" aunque qulzâ no fuera avalado como tal por los teôrlcos del 
"promocionalIsmo" Jurldlco en todas sus manlfestaclones.
97. Arts. 2 y 3 de la Ley. La huelga puede ser declarada por las asoclaclones 
slndlcales y también por asambleas de trabajadores. SI la mayorla de éstos 
no estuvlese representada por asoclaclones slndlcales, slempre que la asam­
blea sea convocada por un 2056 de los mlsmos o 200 trabajadores y obtengan
la mayorla absoluta de votantes. Hay obllgaclôn de mantener un Comité de 
huelga.
98. De 48 horas en general o 5 dias en los casos de empresas que satlsfagan 
necesldades sociales esenclales (art. 5*).
99. Que Incluye : A) Correos y telecomunlcaciones. B) Servlclos médlcos, 
hospitalarios y farmaceûtlcos ("raedicamentosos").C) Funerarlos. D) Servlclos 
de energia y minas. E) Abasteclmiento de aguas. F) Bomberos. G) Transportes, 
cargas y descargas de animales y géneros allmentlclos deterlorables.
100. Art. 8® de la Ley. Vld. A. NETO, Contrato de trabalho... cit., pags 487- 
491. Esta ultima obllgaclôn es general a todo tlpo de huelgas pese a su colo- 
caclôn slstemâtlca en la Ley. Por otra parte el art. 12 de la Ley establece 
que se garanties el derecho de huelga en la funclôn pûbllca - mlentras que el 
art. 13 excluye a las fuerzas mllitares o mllltarlzadas -, si bien la moda- 
lizaclôn concreta de su ejerclclo se remlte a su respective estatuto o dls- 
poslclôn especial.
101. La relaclôn jurldlca que define la movlllzaciôn es Idéntlca en todos los 
palses. Entre nosotros, lo ha deflnldo asl L.E. DE LA VILLA, Apuntes sobre
el concepto de trabajador en el derecho espaRol, "CCDT", 1972, n® 4, pag. 52.
102. Decreto-Ley n® 637/74, de 29 de noviembre. Puede consultarse en A. NETO,* 
Contrato de trabalho... cit., pags 492-495.
103. 0 como sln embargo ha sucedldo con otras técnlcas anâlogas. Asl, el "Droit 
de réquisition" francés, técnlca jurldlca fundamentalmente empleada como me­
dlda anti-huelga o el recurso a la mllltarlzaclôn espaRola, utlllzado en el 
mlsmo sentldo, fundamentalmente en los prlmeros meses del posfranquismo. Cfr.
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Cfr. A. BAYLOS, La mllltarlzaclôn... cit., pag. 87 y 174-179.
104. Reviste capital Importancla, en este sentldo, el Decreto-Ley n® 719/74 
de 17 de dlclembre sobre requlsa de "gestores y técnicos", que se justifica 
sobre la base de la coyuntura polltlca,social y econômlca, con el fin de 
que sean llamados a ocupar puestos en la Admlnlstraciôn pûbllca diverses 
indlvlduos que estuvleran en la actualIdad desempenando funciones en las em­
presas del sector prlvado, Intentando garantizar los Intereses de los re- 
qulsados - "ya que el personal requlsado reclblrâ en la mayorla de los casos 
remuneraciones muy Inferlores a las que percibla en las empresas del sector 
prlvado" - medlante una réserva absoluta de su anterior puesto de trabajo,la 
posibllldad de equlparaclôn de salarias medlante el pago por las empresas en 
las que estuvlera prestando sus servlclos hasta ser requlsado, de la dife- 
rencla salarial con carâcter voluntario y la aslstencla "accidentai", prevla 
autorlzaclôn del ministre requlsante, a la empresa en la que anteriormente 
desempeSara sus funciones. Este Decreto-Ley es completado por otro n® 729/ 
74, de 29 de diclembre, a efectos fundamentalmente de Seguridad Social, en 
tema de derechos adqulridos. Por acabar esta enumeraciôn de disposiciones, 
habrla que mencionar el Decreto-Ley n® 485/76 de 21 de junio, sobre requi- 
sas en empresas naclonalizadas, Intervenidas o con partlcipaclôn mayorita- 
rla estatal, que extlende las garanties anterlores a los técnicos requisa- 
doB en este tipo de empresas, el propio Decreto-Ley n® 637/74 de 29 de no­
viembre, en cuyo articulo 9.2 se establece que el goblerno puede acordar la 
sustituciôn del personal de naclonalldad extranjera que trabajen en empresas 
requlsadas por Indlvlduos de naclonalldad portuguesa, mlentras se mantenga 
la situaclôn de requlsa de las mlsmas. Vld. A. NETO, Contrato de trabalho... 
cit., pags 439-443.
105. Art. 9.1. del Decreto-Ley 637/74 de 20 de noviembre.
106. Art. 4 del Decreto-Ley 637/74 de 20 de noviembre.
107. Art. 5 del Decreto-Ley 637/74 de 20 de noviembre.
108. Y por otra parte, mâs coherentes con la amplla declaraclôn constituclo­
nal del derecho de huelga. Las perspectivas polltlcas sln embargo, tras la 
Victoria del bloque derechlsta de la ADP hace prever sln embargo una involu- 
ciôn en el tema, mâs aun si se llga esta victoria con el proyecto de refor­
ma constituclonal que pretende esta coallclcôn y que afecta también al al- 
cance y extenslôn del derecho de huelga.
109. Vid. C. PALOMEQUE LOPEZ, Confllctos y luchas colectivas, en el vol. La 
translclôn polltlca y los trabajadores, (Anuario de las Relaciones Laborales 
en Espana, 1977), Ed. de la Torre, Madrid, 1978, pag. 106. Una descripciôn 
slntétlca y convlncente, en Confllctos y convenios colectlvos, del mlsmo
autor, en el volumen colectlvo Relaciones de trabajo. Comentarlos al Real 
Decreto Ley 17/1977, cit., pags 139-142.
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XlO. Cfr. A. BAYLOS, La mllltarlzaclôn en los servlclos pûbllcos... cit., 
pag. 111. De hecho en el DLRT no hay mâs que conceslones semântlcas a las 
reivlndicaclones de los trabajadores sobre la huelga, puesto que en la confl- 
guraclôn normatlva cede claramente al Interés empresarlal. Vld. A. MARTIN 
VALVERDE, Regulaclôn de la huelga... cit., pag 101. Por eso, la afirmaclôn 
de J. MONTALVO CORREA, La huelga en el Real Decreto-Ley 17/1977 de Relaclones 
de Trabajo, en el volumen Relaciones de trabajo... cit., pags 95-66, sobre 
la "cara rlsueRa" del texto legal, "el trapo rojo o sefiuelo" para dar sa- 
tisfacclôn a los trabajadores o contentarles en contraposiciôn a las medldas 
sumamente negativas para la establlldad en el empleo, hay que matlzarla se- 
riamente por cuanto desde nuestro punto de vista el efecto transacclonal 
sôlo funclona en un sentldo horizontal, entre las fracclones de clase en el 
poder y no en el sentldo vertical que parece querer establecer el cltado 
profesor.
111. Por su transcendencla, merece la pena destacar el articulo colectlvo de 
diez profesores de derecho del trabajo. Un paso atrâs en el camlno a la de­
mocracla, publlcado en el diarlo "El Pals", 12 de abrll de 1977, fundamental­
mente con el objetlvo de rebâtir las tesls oflclales de homologaclôn de 
nuestra normatlva con las vlgentes en cualquier democracla parlamentarla eu- 
ropea. En la mlsma dlrecclôn, I. ALBIOL, L. CAMPS, J. JUANIZ, J. LOPEZ, J. 
RAMIREZ y T. SALA, Nueva regulaclôn de las relaciones de trabajo, Valencia, 
1977, pags 12 y 24, aflrman que el reconoclmlento del derecho de huelga en 
el DLRT era un mere "Flatus vocls" con una flnalldad polltlca demagôglca, 
con absoluta falta de garanties para su ejerclclo. Un julclo sln embargo, ra- 
dlcalmente contrario en M. ALONSO GARCIA, La aproxlmaclôn a un modelo demo­
crâtlco. .■ cit. pags 41-77.
112. Cfr. C. PALOMEQUE, Confllctos y luchas colectivas... cit., pag. 106.
En efecto la realIdad se encargarla de dar la razôn a taies argumentaclones 
y justamente a través del efecto dramâtlco de la llegalldad de las huelgas.
El proplo PALOMEQUE, pag. 121, concluye que la huelga 11égal es la pauta 
generallzada o dlcho de otra forma, que el marco legal que Impone el DLRT 
es decldldamente inservlble para canallzar los comportamlentos huelgulstl- 
cos que desarrolle la clase trabajadora espaRola a la altura de 1977. Asl, 
el 70% de las huelgas producldas de mayo a dlclembre de 1977 son ilegales 
y, atendlendo al nûmero de trabajadores en huelga, el 93.2% de los mlsmos 
optaron por el ejerclclo del derecho de huelga al margen del marco legal.
113. Cfr. A. MARTIN VALVERDE, Regulaclôn de la huelga... cit., pag. 101. Re- 
cuérdese ademâs que el DLRT no efectûa una destiplflcaclôn penal compléta de 
la huelga, a tenor de la modiflcaclôn del art. 222 del O.P. estableclda en 
su Disposiciôn Adiclonal 4*.
114. Cfr. A. MARTIN VALVERDE, Huelga laboral y huelga polltlca...- cit., pags 
76-80, en donde teorlza las caracterlsticas dogmâticas de este modelo norma- 
tlvo. Vld. también F. VALDES, Limites al derecho de huelga... cit., pags 16-
17.
115. Cfr. F. VALDES, Limites al derecho de huelga..■ cit., pags 42-43 ; S.
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GONZALEZ ORTEGA, La negociaciôn colectlva.■. cit., pag. 203 ; C. PALOMEQUE, 
Confllctos y luchas colectivas... cit., pag. 107.
116. Como se desprende nltidamente de la regulaclôn contenlda en los articu- 
los 17 a 26 del cltado texto legal. Vid. C. PALOMEQUE, Confllctos y luchas 
colectivas... cit., pag. 107.
117. Es évidente que no se puede ejercer el derecho de huelga sln el pleno 
reconoclmlento de la libertad sindical.Cfr. L.E. DE LA VILLA/A. DESDENTADO, 
La Amnistia laboral. Una crltlca polltlca y jurldlca. Ed. de la Torre, Ma­
drid, 1978, pag. 65. Este es otro de los fondamentales puntos critlcos que 
se apreclaron en la regulaclôn de la huelga por el cltado texto legal. Cfr. 
C. RODRIGUEZ NAVARRO, Huelga, en el vol. Relaclones de trabajo... cit., 
pags 175-176.
118. Un exhaustive estudlo de la "reforma slndlcal" en M.E. CASAS BAAMONDE, 
Reflexlones sobre la reforma sindical, "CDT" n® 3 (1977), pags 199-266, 
especlalmente 237-240-
119. S. GONZALEZ ORTEGA, La negociaciôn colectlva en el slstema espaRol. 
cit., pags 199-200.
120. No sln dlsfunclonalldades Importantes, especlalmente a ralz de la flrma 
del AMI UGT-CEOE, y la homologaclôn de los acuerdos entre ambas organlzaclo­
nes, dotândoles de eficacla general. Sobre el tema, vld. J. LOPEZ LOPEZ, 
Conslderaclones en torno a las ultimas homologaclones de convenios, "RFDUC" 
n® 58 (1980), pags 195— 198, y R. ESCUDERO RODRIGUEZ, Sobre la eficacla ge­
neral o llmitada de los convenios colectlvos, "REDT" n® 1 (1980), pags 141- 
148.
121. Asl la sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 23 de noviembre de 
1979,que aflrma que no puede obstacullzar el carâcter legal de una huelga de 
sector o de âmblto territorial ampllo convocada por las centrales slndlcales 
mâs representatives el hecho de que el acuerdo no haya sido adoptado uno por 
uno por todos los centres de trabajo afectados slempre que se cumpla la 
obllgaclôn de preavlsar en los plazos prevlstos por el art. 3.3. del DLRT.
Vld. un comentarlo de la misma, A. BAYLOS, Ante una Interesante sentencia en 
materla de despldos por huelga 1legal, "RPS" n® 124 (1979), pags 255-261.
122. Vld. Sentenclas del Tribunal Supremo de 6 y 20 de marzo (art. 879 y 1077) 
y 4 de abrll (ar. 1356) y 13 de octubre (ar. 3572) todas ellas de 1978 y sen- 
tenclas del Tribunal Central de Trabajo de 28 de abrll (ar. 2515), 4 de ma­
yo (ar. 4995 y 4999), 14 de noviembre (ar. 6122) y 18 de dlclembre (ar. 7223), 
todas ellas de 1978. Una compléta slntesls de esta jurlsprudencla en M. ALONSO 
OLEA, Jurlsprudencla reclente sobre huelga... cit. pags 95-100. Crltlcamente,
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contra esta postera a la que califlcan de falaz, puesto que no se puede 
ejercer el derecho de huelga sln el pleno reconoclmlento y garantie de la 
libertad sindical y sin un esquema minimamente autêntlco de negociaciôn co- 
lectiva, lo que desde luego no tiene lugar bajo el DLRT ; Vid. L.E. DE LA 
VILLA y A. DESDENTADO, La amnistia laboral... cit., pags 64-66.
123. J.A. SAGARDOY, El marco laboral y las artoranzas del intervenclonlsmo,
"El Pais", 11 de febrero de 1979.
124. Sln perjulclo de que el tema se aborde mâs detenldamente al final de
este capitule, parece Interesante llustrar aqui con algunos ejemplos esta 
actltud del Goblerno. Asi, con ocasiôn de la Jornada de acclôn contra el 
Proyecto de Ley del Estatuto del trabajador, convocada por CC.OO. el 29 de 
noviembre de 1979, el Gobernador Civil de Madrid, Sr. Roson, hlzo publies 
una nota en la que califlcaba el proyectado paro de "llegal", afirmando ade­
mâs que en los servlclos pûbllcos "constltula dellto" (II) . A su vez, el 
cltado sindicato hlzo pûbllca una nota en la que resaltaba la contradicciôn 
de estas declaraciones con el derecho de huelga reconocldo en la Constltu­
clôn y anunclaba que emprenderia las oportunas acciones contra el Goblerno 
Civil. Esta repetida caracterlstlca de la bellgerancla antlhuelga de la au­
torldad gubernatlva ha sldo resaltada por M. PERA, Ante la nueva leglslaclôn 
laboral, "El Pais", 20 de mayo de 1979.
125. Cfr. S. VARELA /M. SATRUSTEGUI, Constltuclôn nueva y leyes vlejas, "Re­
vlsta del Departamento de Derecho Politlco-UNED" n® 4 (1979) pag. 73.
126. Vld. G. BARREIRO GONZALEZ, La disponlbllldad del derecho de huelga y su 
garantie en la Constltuclôn, "RPS" (1979), pag. 81. Por su parte, L.E. DE 
LA VILLA/C. PALOMEQUE, Introduce16n a la économie del trabajo... cit.,
vol.1, pag. 436, entlenden que el art. 28.2 Incurre en exceslva amblgüedad, 
"al no concretar si el derecho es ejercitable aun sin ley de desarrollo" 
aunque a continuaclôn aflrman esta posibllldad, Incluso en el caso de que 
no se promulgue esta ley.
127. Naturalmente hay que distlngulr estas postures de aquéllas que mantie- 
nen la necesldad de una ley de huelgas adaptada a los mandates constituelo- 
nales, argumentaclones que se examlnarân mâs adelante y a las que motlvan 
dlferentes finalidades completamente dlferentes de las que ahora se estân 
contemplando.
128. Cfr. F. SUAREZ GONZALEZ, El derecho del trabajo en la Constltuclôn, cit., 
pag. 204 ; A. MONTOYA MELGAR, Ejerclclo y garantias de los derechos fundamen- 
tales, cit., pag. 327 ; A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., 
pag. 234 J S. VARELA /M. SATRUSTEGUI, Constltuclôn nueva y leyes vlejas, cit. 
pag. 59.
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129. En efecto, el carâcter meramente programâtico de las Leyes Fondamentales 
fue aflrmado por la jurlsprudencla del Tribunal Supremo desde antlguo y el 
conjunto de sus normas se conceblan "bien como mandates dirlgidos al legls- 
lador, bien como prlnclplos orlentadores de la actlvldad de este y de las 
potestades administratives y jurlsdlcclonales". Cfr. M. ALONSO OLEA, Dere­
cho del trabajo, Fac, de Derecho-Complutense, Madrid, 1973 (2* edlclôn re- 
vlsada) pag. 332, con la lôglca concluslôn de que la vlolaclôn de las Le­
yes fundamentales sôlo era Impugnable a través del recurso de contrafuero. 
Ello no obsta para que un sector doctrinal (BAYON) entendlera por el contra­
rio que exlstian en el fuero del Trabajo preceptos de derecho necesarlo y
de Inmedlata vigencia, ni para que GARCIA DE ENTERRIA encontrara esta tesls 
jurlsprudenclal "Inaceptable" en su formulaciôn general aunque entre los 
casos fallados fuera dlflcll concretar verdaderas e inequlvocas contradlc- 
clones constltucionales. Cfr. E. GARCIA DE ENTERRIA / T.R. FERNANDEZ, Cur­
so... cit., tomo I, (1975), pag. 85.
130. Vid. S. VARELA / M. SATRUSTEGUI, Constltuclôn nueva y leyes vlejas... 
cit., pags 65-66, qulenes afladen : "Podrla argumentarse, sln embargo, que 
dlchas normas sôlo estân dlrigldas al leglslador futuro, pero no al precons- 
tituclonal. La interpretaclôn no parece muy sôlida, porque, como ha senalado 
BOBBIO, "las ndrmas programâtlcas tlenen eficacla obligatorla no ya por lo 
que mandan sino por lo que prohlben" pues, aunque "estân formuladas como Im­
peratives posltivos dlrigldos al leglslador, esto es, como normas que le Im- 
ponen el desarrollo de una determinada labor legislatlva, (...) dada la ine- 
xistencla de un procedimiento que pueda obligar al leglslador ordinarlo a 
desarrollar la tarea requerlda, su fuerza obllgatorla se reduce ûnlcamente
a la prohlblclôn de emanar normas disconformes con la constltuclôn". Pare­
ce por tanto dlflcll argumenter que los mandates prohibitives de esta clase 
puedan ser vâlldamente ignorados por las leyes anterlores, pero no por las 
posteriores". De ahl que concluyan que habrla que atrlbuir al Juez "la fa- 
cultad de apreclar, de manera compléta y slstemâtlca, la compatibilidad de 
la leglslaclôn anterior a la Constltuclôn con ésta, sln que la distinclôn 
entre normas preceptlvas y programâtlcas sea a estos efectos un motivo dis- 
crlminatorio".
131. En este sentldo, vld. A. MONTOYA, Ejerclclo y garantias de los derechos 
fundamentales... cit., pag. 328. El proplo G. BARREIRO, La disponlbllldad 
del derecho de huelga... cit. se plantes la cuestlôn de la derogaciôn por 
motives formales para desecharla a continuaclôn sobre la base de que "en 
supuestos de exlstencla anterior de una norma cuyo procedimiento de elabo- 
raclôn y aprobaclôn dlscrepa o dlflere de lo leglslado a posteriori por 
una norma de rango superior (en este caso constituclonal), aquélla no debe
ni puede quedar automâtlcamente derogàda en base a una mera objecclôn de for­
ma, a no ser que asl se dlsponga expresamente, lo que no ocurre". (pag. 81). 
Cfr. también E. RAYON SUAREZ, Alcance de la consagraclôn constituclonal... 
cit., pags 531-535.
132. Fundamentalmente las correcclones introducldas por la sentencia del TOT 
de 23 de noviembre de 1979. Vld. supra, nota 121.
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133. Vid. A. MONTOYA, Ejerclclo y garantis de los derechos fundamentales... 
cit., pags 327-328.
134. Vld. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga en la Constltuclôn... cit. 
pags 252-253.
135. Modelo contractual regresivo, la huelga conslderada como algo Indeseable, 
norma de translclôn polltlca el uno ; modelo dlnâmlco - pollvalente en la 
teorlzaclôn de MARTIN VALVERDE, Huelga laboral y huelga polltlca... cit., 
pags 80-83, que F. SUAREZ,-El derecho del trabajo... cit., pags 201-208 en- 
tiende triunfante en la redacclôn deflnltlva del art. 28.2 - Instrumento 
para la consecuclôn de la Igualdad sustancial en los térmlnos del articulo
9.2., norma que pretende Instaurer un marco astable de convlvencià, la 
otra. En el mlsmo sentldo, vld. J. APARICIO, A. BAYLOS, J.E. SERRANO, Alcan­
ce del derecho de huelga en la Constltuclôn: El Caso RTVE, "Informaciones",
6.1.79.
136. "Esta es sln duda una de las mâs Importantes caracterlsticas del Estado 
de derecho". vld. J. APARICIO TOVAR, Relaclôn de trabajo y libertad de pen- 
samlento... cit., pag. 273.
137. S. VARELA /M. SATRUSTEGUI, Constltuclôn nueva y Leyes vlejas... cit., 
pag.60.
138. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga en la Constltuclôn... cit., 
pag. 252.
139. Los Mlnisterlos del Interior y de Justlcla han recurrldo al instrumento 
de las Clrculares dlrigldas a las instancias admlnlstratlvas de ellos depen- 
dlentes para Instrulrlas sobre la apllcaclôn, en térmlnos adecuados a la nor­
matlva constituclonal, de la leglslaclôn sobre derechos y libertades. Asl, 
en materla de ejerclclo de los derechos de reunlôn y asociaclôn respecto de 
la celebraclôn de matrimonies civiles. Por su parte los trlbunales han dlc- 
tado sentenclas basadas en la apllcaclôn dlrecta de la constltuclôn con pre- 
ferencla a disposiciones angeriores de Inferior rango. S. VARELA /M. SATRUS­
TEGUI, Constltuclôn nueva y leyes vlejas, cit., pag. 60, cltan la sentencia 
de 29 de mayo de 1979 de la Sala de lo Contencloso de la Audlencla Naclonal, 
declarando el derecho del Gran Oriente EspaRol a ser Inscrite en el Registre 
de Asoclaclones.
140. Es Interesante la sentencia de 4 de jullo de 1979 de la Sala de lo Con- 
tencioso de la Audlencla Naclonal que déclara la nulldad de la Imposlclôn de 
multas por el Goblerno Civil de Madrid a los Intégrantes de un piquete de 
huelga que en caravana de unos 10 coches particulares clrculaban dlrlgléndo- 
se medlante un megéfono a los trabajadores, Informando de la huelga del 
metal, supuesto "que carece de tlplca prohlblclôn legal y aun mâs, que se
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halla expresamente autorizado - ademâs hoy dla, como simple emanacion de los 
principles recogidos en los artlculos 28.2 y 20.1 d) de la vlgente Constltu­
clôn espaRola - por el Real Decreto de Relaciones de trabajo de 4 de marzo 
de 1977, el que después de consagrar en su articulo prlmero ese derecho a 
la huelga, aRade en el 6.6 el de los trabajadores a efectuar publlcidad de 
la mlsma en forma paclflca".
141. En este piano, puesto que sln embargo su prâctlca si se ajusta al modelo 
que ha instaurado la Constltuclôn. Tanto es asl, que cuando una sentencia 
como la del TCT de 23 de noviembre de 1979 reconoce la derogaciôn de los dos 
prlmeros pârrafos del art. 3® del DLRT en el caso de huelgas de sector o de 
âmblto territorial extenso, no en funclôn de la dlcciôn constituclonal, sino 
de la Ley de 1 de abrll de 1977 y de los Pactes Internaclonales suscritos 
por EspaRa, la reacciôn de la EJecutiva de la UGT, en un coraunicado enviado a 
la prensa el 27.12.79, es la de declarer la extraordlnarla trascendencla de 
la mlsma para la vida slndlcal y la acclôn relvlndlcatlva, llegando a afir­
mar que dlcha declslôn impllcaba "el reconoclmlento pleno del derecho de 
huelga en llnea con los principles constltucionales" y N. MOHTEJO, en la 
secclôn "Prlsma Laboral" del diarlo "Mundo Obrero" del 27.12.79, aunque mâs 
matizadamente, también proyecta esta sentencia sobre la normatlva constituclo­
nal en materla de huelga, aunque seRalando que la jurlsprudencla deberla re­
conocer como légales las huelgas de solldarldad y las que tengan fines poli­
ticos, aunque éstas sean "mâs problemâtlcas”. Cfr. A. BAYLOS, Ante una inte­
resante sentencia... cit., pag. 257.
142. Y sln embargo el balance de un aRo de vigencia de la Constltuclôn es desa- 
lentador, como se ha puesto de relieve al comienzo de este eplgrafe. Apllca-
t' clôn "al pie de la letra" de la normatlva anticonstltuclonal del DLRT, incum- 
pllmlento de la réserva legal del art. 53 a través de los Deeretos de requi­
se de personal en servlclos esenclales, incluso milltarlzaciones de huel­
guistas i declaraclôn de ilegalidad de las huelgas por la autorldad guberna­
tlva, etc. Cfr. A. MONTOYA, Ejerclclo y garantias de los derechos fundamen­
tales. .■ cit., pag. 328 : J. APARICIO, *A. BAYLOS, J.E. SERRANO, Alcance del 
derecho de huelga... cit.
143. Sobre el desarrollo de la Intervenclôn gubernamental, vld. A. BAYLOS 
GRAU, La Intervenclôn del Goblerno en las huelgas de Renfe y del Metro de 
Madrid (febrero y marzo, 1980), "RFDUC" N® 58 (1980), pags 199-204. Un co­
mentarlo a la sentencia de la Audlencla Naclonal en Sobre el derecho de 
huelga... clt, pags 255-264 ; respecto de la jurlsprudencla del TS, E. RA­
YON SUAREZ, Alcance de la consagraclôn constituclonal... cit., pags 531 y 
535.
144. Junto con la Inlclatlva de CC.OO. de iniclar gestlones con los grupos 
parlamentarlos para conseguir la Interposlclôn del recurso, y la toma de pos­
ture de un grupo de profesores de derecho, a través del articulo Huelga y 
Constltuclôn, "El Pals", 14 de octubre de 1980:
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145. Lo que machaconamente se ha seftalado como su més grande aclerto. Cfr. 
J. APARICIO / A. BAYLOS / J.E. SERRANO, Alcance del derecho de huelga..■ 
clt.
146. Asl, F. DURAN, Derecho de huelga y legallzaclén... cit., pag. 158, aflr­
maba en 1975 : "La mejor soluciôn técnlca es el reconoclmlento puro y simple 
a nlvel constituclonal, del derecho de huelga como derecho 111mltado someti- 
do por tanto tan sôlo, Impllcltamente, al respeto de aquellos otros derechos 
que en la jerarqula constituclonal de valores sean absolutamente prevalentes 
y dejando a la autonomla y a la autorregulaciôn slndlcales - a la responsa- 
bllldad slndlcal, en deflnltlva, la determlnaclôn prudente de las modallda- 
des de ejerclclo del derecho en los casos en que la adopclôn de medldas de se­
guridad, preservaciôn de las Instalaclones... sea necesarla". Y en 1976, en 
Huelga y confllcto obrero... cit., pags 41-42, aRadla este mlsmo autor : "Lo 
que cabe sefialar es que la via menos fecunda es la Imposlclôn autoritarla de 
medldas de protecclôn... sino la utlllzaclôn prudente de los mecanlsmos de 
lucha, la responsabllidad por parte del slndlcato... La experlencla senala 
que en aquellos palses donde se ha Intentado la protecclôn de estos bienes 
(plantas, Instalaclones)... por una via autoritarla, ésta ha sldo mucho més 
Ineflcaz y dlflcultosa en su recorrldo que la via que confia, en deflnltlva, 
en la responsabllidad de las centrales slndlcales. Es el fenômeno que se lla­
ma de autorregulaciôn, de las condlclones en que se va a desarrollar el ejer- 
clcio del derecho de hulega..." Y aRade, més adelante (pags 44-45) "La auto- 
rregulaclôn es una cuestlôn de forma, pero yo creo que también el fondo va 
Impllcado ; abrlr la via a una Intervenclôn externa slgnlfica que por esta 
via pueden entrar muchas condlclones del ejerclclo de la huelga que no estân 
lôglcamente requerldas por estricto mantenlmiento y por la estricta salva- 
guardia de los bienes materlales de la empresa". C. PALOMEQUE, por su parte, 
Convenios y confllctos colectlvos... cit., pags 148-149, aflrmaba en 1977 
que el esquema proplo de un slstema democrâtlco de relaclones laborales se 
deberla articular en torno al reconoclmlento, preferentemente constituclo­
nal, del derecho de huelga, "relegando el casulsmo de modos y comportamien- 
tos huelgulstlcos a la autodisclplina y autocontrol de los slndlcatos y, en 
todo caso, al control judicial en caso de collslôn de derechos (amén de 
eventuales regulaclonea sobre supuestos excepclonales)". En ese mlsmo aRo, 
1977, ALBIOL, CAMPS, JUANIZ,LOPEZ RAMIREZ Y SALA, Nueva regulaclôn... cit., 
pag. 24, aflrmaban : "Résulta pues necesarlo, una vez mâs, repetlr que no es 
poslble una regulaclôn del derecho de huelga mâs allé de su mero reconoci- 
mlento constituclonal. Son asl los trlbunales los que deben fljar su alcance 
y limites en atenclôn a otros intereses merecedores de mayor protecclôn por 
parte de la propla Constltuclôn". F. DURAN, La nueva regulaclôn de la huel­
ga y del clerre patronal, "RPS" n® 115 (1977), Insiste, pags 47-82, en la 
mlsma tesls que mantiene desde 1975 ; y en el articule cltado Un paso atrâs 
en el camlno de la democracla, RODRIGUEZ PifiERO, DE LA VILLA, VIDA SORIA, 
CABRERA BAZAN, MARTIN VALVERDE, MONTALVO, SALA, RODRIGUEZ SANUDO, RAMIREZ y 
OJEDA ponderaban la tônlca de los ordenaraientos europeos "conslstente en el 
reconoclmlento constituclonal del derecho de huelga (sln la contrapartlda 
de un derecho de clerre patronal), la Inexlstencla de una regulaclôn deta­
llada del mlsmo y la conslgulente remlslôn a los trlbunales para la Indica­
clôn de sus limites". A. MONTOYA, Slndlcatos y relaclones colectivas de tra­
bajo : El derecho de la translclôn, en Slndlcatos y relaclones colectivas 
de trabajo, cit. pags 106-107, afirma que el derecho debe abandonar el en-
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corsetamiento del confllcto colectlvo para, una vez reconocido el derecho de 
huelga constitucionalmente, fijar un marco de legalidad de la misma "que po- 
drâ ser obra del legislador, de la jurisprudencia o de le negociaciôn colec- 
tlva", sobre la base de unos sindicatos responsables. Ya en 1978, discutido 
el proyecto constitucional, F. DURAN, El derecho de huelga en el nuevo orden 
constltuclonal... cit., pags 61-62, afirma sin embargo que "la ûnica incl- 
dencia legal limitative que résulta posible es la dirigida a garantizar el 
mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad, bay que confiar 
en la autorregulaciôn de los sindicatos y de los trabajadores (en orden al 
mantenimiento de las instalaciones productives, medidas de seguridad, etc.) 
mientras que en el caso de los servicios esenciales, la intervenciôn légis­
lative se requiers, si bien debe conter con los sindicatos de clase a la 
hora de establecer las garantlas précisas para su mantenimiento.", con lo 
que comienza a varier la posture en el sentido que se indice en el texto. 
También en 1978, F. SUAREZ, El derecho del trabajo en la Constituciôn... 
cit., pags 104-105, dice textualmente : "No parece que resuite dificil argu­
menter, en base a estos textes (art. 53.2) lo innecesario de la Ley regula- 
dora de la huelga que se reconoce en el art. 28 pârrafo 2». Aunque el ar­
ticule 53, en su pérrafp 1, admits la posibilidad de que se régulé el ejer- 
cicio, como por lo demés hace el propio art. 28, en ningûn caso esta esta- 
blecido como un imperative» y siendo la Constituciôn de inmediata aplicaciôn 
en este punto, es licite suponer que se repite el fenômeno italiano, don- 
de ningûn Proyecto en la materia ha pasado nunca de ser precisamente un 
Proyecto", si bien mâs adelante pone en duda la compatibilidad de semejante 
concepciôn "con las exigencias de la paz social, de la seguridad jurldica y 
del estimulo al crecimiento de los recursos del pais". DE LA VILLA y PALOME-
I QUE, por ultimo, en 1978, Introduccién a la Economie del trabajo... cit.,
î vol. 1, pags. 436, adelantan también la posibilidad de que la ley de huelga
no sea nunca promulgada.
I 147. Vid. M. RODRIGUEZ PISeRO, A. MARTIN VALVERDE, F. DURAN LOPEZ, La regula-
ci6n del derecho de huelga y su problemâtica, VI Encuentro de la Fundaciôn 
Ebert, Sevilla , mayo 1979, pag. 2 del original mecanografiado. Realmente , 
el ûnico autor que en la etapa anterior habia mantenido esta postura era 
F. VALDES , Limites al derecho de huelga... cit., pag. 40, para quien el 
problems fundamental del derecho de huelga "no era de reglamentaciôn,sino 
de protecclôn".
148. Aparté de los très profesores citados, fue la postura mantenida por 
L.E. DE LA VILLA en una charla coloquio en la sede de CC.OO., en junio de 
1979 sobre la nueva legislacién laboral, postura que recoge claramente en 
Algunas reflexiones... cit., pags 95-118. Ultlmamente, A. OJEDA AVILES, De­
recho sindical... cit., page 348-349. opta por una soluciôn a la italiana : 
"Séria deseable un tiempo de reflexiôn antes de promulgar la ley orgénica 
sobre huelgas (y conflictos), durante la cual deberian llegar los antago­
nistes sociales a un acuerdo de principle, en comûn o por separado, elevado 
posteriormente a ley orgénica por las fuerzas parlamentarias representatlvas."
149. RODRIGUEZ PIRERO, A. MARTIN VALVERDE, F. DURAN, La regulacién del derecho 
de huelga... cit., pag 1, en una clara autojustificaciôn del giro dado a
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sus planteamientos. AsI, proslguen, "el jurists no puede ser prisionero de 
sus propias construcclones conceptuales, slno que tlene - sobre todo cuando 
actûa desde una perspective de politics de derecho - que permanecer atento 
a la realidad social y a las cambiantes condiclones politisas, économisas y 
sociales sobre las que inclde su operar."
150. Asi MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga en la Constituciôn... cit., 
pag. 251, entiende en la regulaciân del ejercicio del derecho de huelga en 
los servicios esenciales habrâ de estarse en primera Instancia a las normas 
de autodiscipline de la huelga fijadas en los estatutos sindicales y/o en 
los convenios colectivos ; pudiéndose acudir a la regulaciôn legal supleto- 
rla sôlo cuando estas normas falten, sean insuficientes o no se cumplan.
J.A. SAGARDOY, Las relaciones laborales en la Constituciôn... cit., pag. 118, 
se pronuncia por una ley "minima" en materia de huelga, completada poik todo 
un catfilogo de medidas de autodiscipline sindical. C. PALOMEQUE, Regulaciôn 
y autorregulaciôn del derecho de huelga, "Gaceta Sindical" n® 2 (1980), 
pag. 17, se pronuncia por la "autorregulaciôn sindical en el contexto y 
con el apoyo de una disciplina legislative congruente" ; A. OJEDA, en Dere­
cho sindical... cit., pag 349, por una ley de recepciôn de los acuerdos sin­
dicales de autorregulaciôn, como se ha visto, en la linea de las propuestas 
doctrinales italianas.
151. Asi, G. BARREIRO, La disponibilidad del derecho de huelga... cit., pag. 
83, entiende que cumple el deseo constitucional una ley que régulé formai o 
procedimentalmente el momento y circunstancias en y por las que serâ facti- 
ble el recurso a la huelga, lo que lleva a contemplarla como "ultima ratio". 
Opiniôn lôgica si se tiene en cuenta que este autor defiende la constitucio- 
nalidad del DLRT, como se ha visto en el epigrafe anterior.
152. M. RODRIGUEZ PlfÎERO, A. MARTIN VALVERDE, F. DURAN LOPEZ, La regulaciôn 
del derecho de huelga... cit., pag.2 : "Aparté de que hoy por hoy en nuestro 
pals, la configuraciôn judicial del derecho de huelga, dejando un amplio 
margen para la misma, séria probablemente perjudicial para la vigencia y 
efectividad de diçho derecho".
153. W. DAUBLER, Derecho EspaRol de Conflictos Colectivos, en las Jornadas... 
Sevilla 1979, original mecanografiado, pags 4 y ss., inicia su ponencia con 
estas sugestivas preguntas : " i Debe dejarse a los tribunales laborales y 
al Tribunal Constitucional la determinaciôn del carScter fundamental y el 
ômbito del derecho de huelga 7 4 Es preferible que se compromets el legisla­
dor y dicte una decisiôn autoritaria ? 4 Séria pensable y deseable que em- 
pleadores y sindicatos fijaran la regulaciôn del conflicts laboral autonô- 
mamente, es decir, sin intervenciôn estatal ? "
154. Vid. W. DAUBLER, Derecho espaRol de conflictos... cit., pags 5-8.
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155. Como afirma DAUBLER, no puede calificarse la decision judicial de los 
conflictos como démocraties, sino que debe buscarse un paralelo con la House 
of Lords o con el Senado roraano : Un pequeno grupo cualificado por su expe- 
riencia y sabidurfa decide sobre reglas que deben valer para toda la socie- 
dad. Cfr. Derecho espafiol de conflictos... cit., pag. 7. 0, como afirma U. 
ROMAGNOLI, Due interventi sullo sciopero... cit., pag. 262, favorecer el go- 
bierno de los Jueces es una "cuestiôn roés intolerable cuanto que es irres­
ponsable politicamente".
156. De hecho, seMala W. DAUBLER, Derecho espanol de conflictos... cit., 
pag. 7, que los sindicatos alemanes han tenido dificultades para abarcar 
la jurisprudencia del Tribunal Federal de trabajo como una unidad y para 
ver en ella una posicion partidista comparable a las actuaciones legislati­
ves.
157. Vid. S. VARELA /M. SATRUSTEGUI, Constituciôn nueva y leyes viejas..., 
cit., pags 73-74.
158. Y que en ocasiones reaccionaba contra alguna llnea jurisprudencial abier- 
ta en este campo. baste recorder el art. 4.2 del Decreto-Ley de 22 de mayo
de 1975, decididamente encaminado a abortar la jurisprudencia gradualista en 
materia de despidos por huelga y la vigencia de un principio de igualdad de 
trato. Vid. M.ALONSO OLEA, Los conflictos colectivos de trabajo, en "Estu- 
dios Laborales" n® 2 (1975) pags 31-32 y ALMANSA PASTOR, Efectos de la huel­
ga sobre las relaciones individuales de trabajo y de Seguridad Social, "R.T." 
niims. 49-59 (1975), pags 25-29 ; G. BAYON CHACON/E. PEREZ BOTIJA, Manual 
de derecho del trabajo, Ed. Marcial Pons. 10® ediciôn, Madrid, 1976-77, 
vol.2®, pags 777-778 ; F. DURAN LOPEZ, Derecho de huelga y legalizacion del 
conflicto... cit., pags 155-156 ; J.A. SAGARDOY BENGOECHEA, La realidad la­
boral espafiola, Ed. Fund. Univ. San Pablo (CEU), Madrid, 1976, pags 160-162 ; 
T. GOMEZ-HORAN SANTAFE, La aplicaciôn del Decreto-Ley de 22 de mayo de 1975 
por las Magistratures de trabajo, "CDT" n® 1-2 (1975-76) pags 293-300 ; A. 
BAYLOS GRAU, La participaclôn en una huelga improcedente, causa justa de des- 
pido, "BPS" n® 111 (1976) pags 101-105. Sobre la construcciôn jurispruden­
cial de la igualdad de trato y la repercusiôn en ella de la acciôn legisla­
tive, vid. por todos M. RODRIGUEZ PIReRO, El principio de igualdad. . . cit., 
pags 400-403.
159. U. ROMAGNOLI, Due interventi sullo sciopero... cit., pag. 262.
160. Para quien, en Limites al derecho de huelga... cit., pags 40-41, el pro­
blems fundamental del derecho de huelga era el comûn al conjunto de 1ibertades, 
individuales o colectivas, el de su protecciôn, "lo que reclama la desapari- 
ciôn de todos los resortes normatives e institucionales que por una parte 
oscurecen la identidad y legitimidad del sindicato como sujeto politico y 
como interprète cualificado y portador de los intereses de la clase traba- 
Jadora y, por otra, obstaculizan el ejercicio pleno de la actividad sindical".
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161. Cfr. F. VALDES, Ideologlas pluralistes... cit., pags 105 y ss., sobre 
la funciôn que deben cumplir los poderes pûblicos redistributive del poder 
de los antagonistes sociales. Se trata de un planteamiento constante en 
las teorizaclones de este autor. Asi, cfr. La negociaciôn colectiva en la 
Constituciôn, cit., pag. 479.
162. En El Derecho de huelga en la Constituciôn... cit., pag. 244.
163. Defendiendo que quepa hacer valer los derechos fondamentales de los tra­
bajadores, reconocidos en la Constituciôn, como limite externe de los pode­
res empresariales. Asi, A. MARTIN VALVERDE, Ideologies Juridlcas y contrats 
de trabajo,... cit., pags 98-100 ; F. VALDES, Ideologies pluralistes... cit. 
apg. 121 ; M. RODRIGUEZ PIReRO, El principio de igualdad... cit., pags 405- 
507 ; J. CASTINEIRA FERNANDEZ, La tutela de la profesionalidad del trabaja- 
dor, cit., pags 139-141 ; S. GONZALEZ ORTEGA, La seguridad e higiene en la 
Constituciôn, cit., pags 219-221 ; J. APARICIO TOVAR,Relaclôn de trabajo y 
libertad de pensamiento... cit., pag. 272 ; A. BAYLOS GRAU, En torno al Es- 
tatuto de los trabajadores... cit., pag. 310.
164. Vid. infra, epigrafe 2.1 de este mismo capitule.
165. Que se analizan supra, epigrafe 2.2.2. de este capitule.
166. J.A. SAGARDOY, El marco laboral y las afioranzas del intervencionismo. 
cit.
167. Se trata de un interés muy antlguo, por lo demés. como afirraaba el viejo 
MARX, "no es menos évidente que aqul, como en todas partes, la fracclôn diri- 
gente de la socledad tiene sumo interés en imponer el selle de la ley al es- 
tado de cosaa existante y en fijar en térmlnos légales sus fronteras... Esta 
régla y este orden son por si mismos un factor indispensable de cada modo de 
producclôn que debe adoptar el aspecto de una socledad sôllda, independiente 
del azar..." vid. El Capital, Ed. Cartago,Buenos Aires, 1974, Tomo 3, Cap. 
XLVII, pag. 777.
168. Cfr. supra, epigrafe 1.3. de este capitule.
169. Cfr. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga en la Constituciôn... cit. 
pag. 244.
170. Sin embargo, A. MARTIN VALVERDE matiza en forma decisiva esta afirmaclôn 
en El derecho de huelga en la Constituciôn... cit., pag.251, al mantener que
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habrâ de estarse en primera instancia a las normas de autodiscipline de la 
huelga, aplicando la regulaciôn legal supletoria sôlo cuando estas normas 
falten o sean insuflcienes o no se cumplan.
171. Cfr. M. RICCIARDI, Note sull'autoregolamentazione... cit., pag. 122.
172. Cuestiôn reconocida por todos los sindicatos. Cfr. las reflexiones de 
N. SARTORIUS, El debate sobre el Estatuto de los trabajadores y el Acuerdo- 
Marco : Un balance ppsltivo, "Nuestra Bandera" n® 102 (1980), pags 43-45.
173. El proyecto de Ley de huelga deberia haber sido remitido a las Cortes 
en agosto de 1979.
174. Confrontar "El Pais", 16 de mayo de 1979.
175. La regulaciôn del ejercicio del derecho de huelga prevista en el mencio- 
nado Proyecto de Ley non nato podria sintetizarse asi : La huelga se define 
como la abstenciôn colectiva y concertada del trabajo, lo que supone, tex­
tualmente, "la no presencia de los trabajadores en los centros de trabajo". 
Se trata de un derecho de titularidad individual, con lo que se declaran nu- 
las las estipulaciones contenidas en los contratos individuales de trabajo 
que supongan renuncia o limitaciôn del derecho de huelga, pero que se con­
figura en el mâs tipico modelo contractual del mismo : Es ilegal la huelga 
durante la vigencia de un convenio colectivo o laudo con la finalidad de al- 
terar o modlficar su contenido y la eficacla de la clâusula rebus sic stan­
tibus se proyecta al momento en el que se inicien las negociaciones del 
nuevo convenio. En efecto, "la modificaciôn de las condiciones de trabajo 
acordadas en convenio colectivo anterior legitimarâ, en su caso, el ejerci­
cio del derecho a la huelga a partir del momento en que se hayan iniciado 
las negociaciones del nuevo convenio". Por otra parte, y congruente con lo 
anterior, el acuerdo que ponga fin a la huelga tiene la misma eficacia que 
lo acordado en convenio colectivo. En la misma linea, se declaran ilegales 
las huelgas rotatorias, las huelgas de celo y las huelgas-tapôn. Sobre 
esto, el articule 12 prevela como huelgas ilegales "las que traten de sub- 
vertir el orden constitucional" - prescripciôn natural, por otra parte - 
pero aRadIa la misma tacha de ilegalidad a las que trataran de "irapedir u 
obstaculizar el libre ejercicio de los ôrganos en que se express la sobera- 
nia popular", expresiôn genérica y vaga que puede tener concreciones exor­
bitantes ; y a las que "se promuevan contra los actos reglamentarios emana- 
dos de autoridad compétente", cuestiôn ya no peligrosa sino insostenible 
cuando, al menos teôricamente, se reconoce en este mismo Proyecto la huelga 
para los funcionarios pûblicos. Por otra parte, y para redondear el modelo 
normativo escogido, se prohiben las huelgas de solidaridad o de apoyo", 
salvo que afecten al interés profesional de quienes las promuevan o sosten- 
gan : en clara vulneraciôn del articulo 28.2 de la Constituciôn. Es la Ma- 
gistratura quien adecûa al caso concreto estas previsiones legislatives,
de manera que la Ilegalidad de una huelga sôlo podrâ ser establecida por 
las Magistratures de trabajo.
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En cuanto a los requlsltos formales, la declaraclôn de huelga corresponde 
"en las que afectan a un sector o rama de actividad, a los sindicatos ; en 
las que afectan a un grupo profesional concreto, a las asociaciones sindica­
les representatives del mismo ; y en las que afectan a una empresa, en su 
totalidad o en parte, a los comités de empresa o a los delegados de perso­
nal", Sin embargo, "cualquiera que sea el âmbito de la huelga, su declara­
clôn exige para su efectividad la adopciôn de acuerdo expreso sobre su 
adhesiôn o no a la misma por el personal afectado de cada centre de traba­
jo". La huelga de sector serâ acordada mayoritariamente por los delegados 
del mismo". La adopciôn del acuerdo de huelga se hace medlante votaciôn se­
crets fuera de horas de trabajo, - aunque la empresa debe habiliter un lo­
cal para ello - y debe obtener la mayorla simple de la plantilla, y no de 
los asistentes sôlo. Se créa en esta misma reuniôn un Comité de huelga que 
sustituye a los organismes representatives de los trabajadores (Comité y 
Delegados) en el desarrollo y soluciôn del conflicto, sobre cuyos miembros 
puede colncidlr o no la cualidad de représentante de los trabajadores. Es 
obligatorio ademâs preavisar la huelga tanto al empresario como a la auto­
ridad laboral con una antelaclôn minima de 6 dfas hâbiles. (Recuérdese que 
en el art. 3 del DLRT se estableclan 5 dlas naturales).
176. Como se desprende de lo anterlormente expuesto, el Proyecto de Ley pre- 
visto no pasaba de ser una transcripciôn del DLRT de 1977 a la que se incor­
pora el dato de que funcionan los sindicatos, y en algunos casos, aun mâs 
restrict!vo que su antecedents. Naturalmente que una ley asi séria impug- 
nada por anticonstitucional; incluso contraria modificaciones de la juris­
prudencia introducidas al adaptar el DLRT a la situaciôn de llbertad sindi­
cal en vigor en EspaHa desde abril de 1977 y, en definitive, séria inacep- 
table para los sindicatos y la clase obrera en general. M. PERa , Ante la 
nueva legialaciôn laboral, cit. expresaba asi este temor, respecte a la per- 
turbaciôn que crearla en el marco de las relaciones laborales : "Una legls- 
laciôn restrictive sobre huelgas no va a evitarlas, evidentemente, pero si 
va a "polltizarlas", pues a partir de entonces, aparté de sus relvindica- 
ciones inherentes, toda huelga perseguirâ superar la leglslaclôn existan­
te y de esta gulsa los trabajadores no sôlo se pondrân en huelga contra
los empresarios sino también contra el Gobierno. Lo que, indudablemente, 
es mucho mâs peligroso".
177. Como en el caso de huelgas prolongadas por dos o mâs meses sin que se 
llegue a un acuerdo.
178. Interesante aplicaciôn de la teorizaciôn del abuso de derecho, reconoci­
do entre los princlpios civilistas (art. 7.1. del C.C.) que se transplanta 
al derecho colectivo del trabajo con la medlaciôn importantlsima de la ins­
tancia parlamentaria. Por un lado, la declaraclôn de ilegalidad previa de 
cualquler huelga "polltica" - las que subvlertan el orden constitucional, 
obstaculicen el ejercicio de los ôrganos en los que se expresa la soberanla 
popular o las que se promuevan contra actos reglamentarios con apariencia de 
legalidad - por otra la politizaclon posterior de las huelgas que hayan es­
capade a esta barrera,pero siempre en el mismo sentido impedltivo del ejer­
cicio del derecho.
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179. Cfr. la Recoraendaciôn sobre Conciliaciôn y el arbitraje voluntaries n® 92 
(1951) asi como las multiples decislones del Comité de Libertad Sindical.
Cfr. epigrafe 1.3.6. de este mismo capitule.
180. Y publicado en "ABC" del 2 de abril de 1980, quien la califica como 
"ley realmente progresista respecte a algunos oficiosos proyectos anterio- 
res". Por clerto que se trata de un texto que se aparta de lo declarado por 
el propio gobierno en Julio de 1979, en contestaciôn a la pregunta sobre el 
Proyecto de ley de regulaciôn de la huelga presentada por el Diputado Sr. 
CAMACHO ABAD (B.O.C. de 12 de Julio de 1979) segûn la cual los contenidos 
bâsicos del proyecto de ley se ceBlrla al estableclmlento de las garantlas 
précisas para asegurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la 
comunidad, en consonancia con lo precdptuado en el art. 28.2 de la Consti­
tuciôn. Por el contrario, el borrador se extiende sobre el régimes general 
de la huelga, es una ley de conjunto que sôlo en su capitule tercero versa 
especificamente sobre la huelga en los servicios esenciales de la comuni­
dad.
181. Fundamentalmente, algunas de las sugeridas por L.E. DE LA VILLA, Algu­
nas reflexiones... cit., tanto respecte de las garantlas supletorias en 
caso de huelgas en los servicios esenciales, como en algûn otro aspecto, 
como el de los efectos de la huelga sobre el derecho a las prestaciones 
de XLT, etc.
182. Cfr. el comunicado del Circule de Empresarios, "El Pals", 9 de agosto 
de 1980, en el que se insiste en la necesidad de que el gobierno élaboré con 
urgencia una ley que normalise el derecho de huelga, que évité la "lamenta­
ble situaciôn de indefiniciôn e inseguridad juridlcas" en la que se hallan 
los empresarios, "ambiante en el que no se les puede pedlr confianza y sere- 
nidad". Es importante seRalar que estas peticiones vienen directamente origi- 
nadas por el diferente fallo del TS y de la A.N. sobre el asunto de la huel­
ga de RENFE, de forma que "los empresarios no pueden ser obllgados a conver­
tiras en expertos juriatas que se muevan con soltura en el terreno de la in- 
terpretaclôn de un heterogéneo bloque normativo, del que empieza por dudarse 
lo que esté derogado y lo que esté vlgente, mâxime cuando comprueban que el 
gobierno mismo se mueve con diflcultad entre la leglslaclôn".
183. Sin perjuiclo de analizar més detenidamente este tipo de medidas en el 
apartado 2.3. de este capitule, hay que resaltar que ni el Decreto de garan­
ties de prestaciôn de los servicios hospitalarios en la Seguridad Social 
(R.D. 156/1979 de 2 de febrero), ni el Decreto que pretendia garantizar la 
prestaciôn de los transportes maritimes de CAMPSA (R.D. 2230/1979, de 21 de 
septiembre) tuvieron en cuenta las normas de autocontrol y disciplina por 
parte de los sindicatos actuantes en el sector. En el caso de la Seguridad 
Social, estas prâcticas de autorregulaciôn quedaron recogidas en un acuerdo 
colectivo el 23 de marzo de 1979,lo que viene a poner de manifiesto la ine- 
ficacia prâctica del decreto citado. Cfr. en el mismo sentido, A. MONTOYA, 
Ejercicio y garantlas de los derechos fondamentales, cit., pag. 328.
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184. Medidas "de dudosa cabida en el marco constitucional", para A. MONTOYA 
MELGAR, Ejercicio y garanties de los derechos fondamentales... cit., pag. 
328. vid. R.D. 391/1979, de 3 de marzo de militarizaciôn de UNELCO y R.D. 
399/1979 de 3 de marzo de mllltarizaciôn del Metro de Barcelona. Cfr. mâs 
adelante, apartado 2.3. de este capitulo,donde se analiza con mâs détails 
el tema.
185. Vid. "El Pals" 3 de enero de 1980.
186. El Secretario de Estado para el Desarrollo. Constitucional, el Sr.Ortega 
DIaz Ambrona, las causas de esta refundlciôn habla que buscarlas en la rela- 
ciôn existante entre la Admlnlstraciôn Pûblica y la funciôn pûblica, sin 
que fuera oportuno abordar este ultimo tema sin que se hubleran sedimenta- 
do previamente algunos aspectos de la Admlnlstraciôn. Cfr. "El Pais", 3.1.80.
187. Cfr. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga en la Constituciôn...cit., 
pag. 233.
188. Cfr. E. VELOSO, La funciôn pûblica, en trance de deslegalizaciôn, "El 
Pais", 8 de enero de 1980. CC.OO. de la Admlnlstraciôn hizo pûblico un in­
forme sobre dicho Proyecto de ley en la revista "Tribuna de la Administra- 
ciôn pûblica" n® 1, marzo 1980, en el que se aflrmaba que el art. 56 era 
inaceptable porque "a la vez que reconoce el derecho, impide en la prâctica 
el ejercltarlo ; establece Indebidamente sanclonea en caso de no cumplir 
los requlsltos que permltan el funcionamiento de los servicios esenciales 
de la comunidad, mientras que ni siquiera fija los criterlos para determi­
ner cuândo un servicio es esencial ; condiciona el ejercicio de este dere­
cho a la voluntad de cada mlnisterlo". De ahi que postulen que "los derechos 
de sindicaclôn y huelga deben ser contemplados en las respectives leyes or- 
gânlcas que con carâcter general se elaboren y se aprueben para el conjunto 
de los cludadanos".
189. B.O.C. n® 108-1, 17.1.1980.
190. B.O.C. n® 73-1, 21.9.1979.
191. Art. 1®, 1 y 2, del Proyecto de Ley.
192. Art. 7®. l.n) del Proyecto de Ley.
193. Art.8® del Proyecto de Ley.
194. Art. 16® del Proyecto de Ley.
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195. Expresiôn recogida en el articulo 116 de la Constituciôn que recoge la 
terminologia de la L.O.P. de 28 de Julio de 1933, pero que en su contenido 
se acoplaa la instituciôn que‘incorporaba el Proyecto de Ley de modifica­
ciôn de la Ley de Orden Pûblico, tramitado sin éxito durante 1978. Cfr. 
Exposiclôn de motlvos del Proyecto de Ley de seguridad Ciudadana.
196. Art. 10 d) del Proyecto de Ley.
197. Art. 27.2 del Proyecto de Ley.
198. Art. 24.b) del Proyecto de Ley.
199. Arts 28 y 43 del Proyecto de Ley.
200. Art. 38 del Proyecto de Ley.
201. Art. 48 del Proyecto de Ley.
202. Art. 53 del Proyecto de Ley.
203. La denomlnaciôn de los citados proyectos de ley es la siguiente : Ley de 
seguriad ciudadana y competencies gubernativas (que corresponde a los capl- 
tulos I y II del Proyecto de Ley de seguridad ciudadana); Ley Orgénica de 
los Estados de Alarma, excepciôn y Sltlo (que corresponde al capitulo III 
del citado proyecto) y, por ûltimo, el antiguo capitulo V constituirS el 
Proyecto de Ley Orgânica de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.
204. Vid. p. ej., El programs de la confederaciôn Sindical de Comlsiones 
Obreras aprobado en su I Congreso, en su capitulo I, apartado b).
205. Vid. A. MORENO, Las centrales ante la ofensiva antlsindical del Gobier­
no, "Combate" n® 146, abril 1979 : "La esquilmaciôn del patrimonio sindical, 
las militarizaciones de huelguistas (Metro-Barcelona y Unelco) y las clâusu- 
las de "descuelgue" en los convenios homologados, son medidas absolutamente 
intolérables para los trabajadores... En cuanto a la regulaciôn de la huel­
ga, la patronal y el Gobierno intentarân limitar al mâximo el ejercicio de 
este derecho constitucional".
206. A. MORENO, Las centrales ante la ofensiva... cit.
207. Vid. El derecho de huelga, editorial de "Mundo Obrero" de 18 de mayo de
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1979, donde se afirma : "Su regulaciôn vendria a représenter el encorsetar 
ese derecho y, por supuesto, séria ir por detrâs de lo que en la prâctica 
se realiza en la realidad diaria".
208. El "ordenamiento jurisprudencial" al que se refiere el citado editorial 
El derecho de huelga, cit.
209. J.L. LOPEZ BULLA, Sobre l'acciô sindical als servais publics... cit., 
pags 3-9.
210. "En aquests tipus d'acclons, el no es treballa oportunament, le dreta 
econômica i la instltucional atiarâ l'ânima conservadora contra el sindica- 
lisme de classe. Si l'acciô sindical, en aquests terrenys no aprofundeix en 
el seu desenvolupament, 1'Administraciô intentarà un déterminât nivell d'in­
tervene ionisme, un déterminât nivell d'intromlsiô... Es començaria, per 
exemple, Introduint restrlcclons al dret de vaga en els servais i de mica en 
mica anlrla arribant a la producciô. Aquesta situaclô eus collocaria cada 
cop més a la defensiva". J.L. LOPEZ BULLA, Sobre l'acciô sindical... cit., 
pag. 4.
211. Cfr. "El Pals", 24 de marzo de 1979.
212. El texto Integro del acuerdo entre el INP y diverses sindicatos se puede 
consulter en "Tribuna médica" n® 798, 13 de abril de 1979. Sobre su conteni­
do, cfr. mâs adelante.
213. Cfr. doc. elaborado en la Escuela sindical "Pedro PatiRo", en "Unidad" 
n® 19. (1979).
214. Vid. "El Pais" de 1 y 4 de septiembre de 1979 ; "Mundo Obrero" de 4 de 
septiembre de 1979. El tema se complicaba al entender la compaRia que la 
permanencia a bordo de los buques de huelguistas, fuera de la tripulaciôn 
de mantenimiento, era una ocupaciôn ilegal, dândose la circunstancla ademâs 
de que los barcos son ademâs de centro de trabajo, la vivienda de los mari­
nes •
215. Vid. Estatutos de la confederaciôn sindical de CC.OO. aprobados en el 
Primer Congreso, Ed. Secretaria de Inf. y Publ. de la O.S. de CC.OO., Ma­
drid, 1978.
216. Esta es la preocupaciôn fundamental de la perspective de acciôn sindical 
en los servicios esenciales que se repite constantemente en las posiclones 
del sindicalismo espahol. No se atiene tanto a una exigencia legal - lo que 
normalmente se deja a la concreciôn de los organismos preparadores de la
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huelga - como a los elementof estratéglcos de ligazôn con el reste de la so- 
ciedad, con los demâs trabajadores. Esta idea aparece repetida hasta la sa- 
ciedad, en J.L. LOPEZ BULLA, Algunas observacions sobre l'acciô sindical, 
cit. sobre la base de lo negative del corporativismo : "La Iluita en aquests 
collectius no pot estar en contradicciô amb els intéressés generals de la 
seva classe ; la Iluita sindical no pot ser, lôgicament, a travès de conti- 
guts i formes corporativistes, estamentals. I de cap manera el seu desenvolu­
pament no pot portar cap a accions insolidàries i incivils".
217. El acuerdo CGIL-CISL-UIL de 27 de septiembre de 1978, sobre propuesta de 
normas de autorregulaciôn de las categorias. Vid. J.A. SAGARDOY, Las relacio­
nes laborales... cit., pags 125-130 ; L.E. DE LA VILLA, Materiales para el 
estudio... cit., pags 189-192. Y el anexo a esta tesis.
218. Sin embargo el papel de las üniones Provinciales es decisive en la prâc­
tica de las relaciones sindicales. Se les asigna la funciôn de creaciôn y for- 
talecimiento de los sindicatos en su âmbito, actuando coordinadamente con las 
Federaciones respectives, lo que acrecienta su importancia en casos de sindi­
catos débiles o con poca implantaciôn. Por otra parte, su cometido especifi- 
co - servicios asistenciales y reivlndicaclones socio-pollticas - hacen de 
esta estructura una pieza importante en el sindicalismo que encarna CC.OO.
En el tema que nos ocupa, el control aludido se realiza en la prâctica, me­
dlante la acciôn de subvenir a sindicatos débiles, y a través de la divulga- 
ciôn y dlscusiôn de las reglas de autodlsciplina por las Escuelas sindicales, 
tarea que tienen encomendada.
219. Y en consecuencia, la de elaborar una acciôn sindical que se base en los 
proyectos de transformaciôn global de cada sector. Como tal perspective se 
ha defendldo por J.L. LOPEZ BULLA, Sobre l'acciô sindical... cit., pags 7-8, 
la necesidad de que la llnea de las federaciones esté libre de "impuresses 
gremials" a través, entre otras cosas, de la formaciôn de dirigeâtes sindica­
les "universales".
220. Confrontar el document© CGIL-CISL-UIL, de 2 de enero de 1980„
221. Cfr. Ponencia de Crisis y Acciôn Sindical, en Union Sindical de Madrid- 
Reglôn de CC.OO. II Congreso, (septiembre I960), pags 59-60 y A, BAYLOS GRAU, 
Una propuesta sindical de autorregulaciôn de la huelga, "RFDUC" n® 59 (1980), 
pags 169-175, en donde se recoge el texto integro de esta propuesta.
222. Fed. de CC.OO. de la Admlnlstraciôn, Propuesta de Estatuto de la Funciôn 
Pûblica, Madrid, 1978, pag. 9.
223. Cfr. cap. 2 de esta tesis, epigrafe 2.4.1.
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224. De hecho, la huelga de la Admlnlstraciôn, en enero de 1980 se dirige me­
dlante una Coordlnadora en la que estân representadas las centrales de clase 
(CC.OO., UGT y ONT), Asociaciones Profeslonales (Cuerpos Générales del MOPU 
y Transportes) y delegados de Mlnlsterios y Organismes Autônomos. Cfr. "El 
Pals" 1 de febrero de 1980.
225. Vid.CC.OO. de la Admlnlstraciôn, Propuesta de Estatuto... cit., pag. 3. 
En el mismo sentido, antes de aprobarse la Constituciôn se hablan pronuncla- 
do prâctlcamente, la totalidad de las centrales sindicales opérantes en la 
Admlnlstraciôn Pûblica. Entre allas cabe destacar el planteamiento que se 
hace del tema en el Slndlcat de Treballedors de l'Administraciô Pûblica de 
Catalunya (STAC), sindicato "autônomo" donde muchos de sus militantes prac- 
tlcan la doble aflllaclôn sindical, al STAC de un lado y a UGT y a CC.OO. 
por otro. Vid. A. CALDERO, El Sindicalismo de los funcionarios pûblicos. Ed. 
Avance, Barcelona, 1977, pags 83-84,
226. Cuestiôn que aparece como la finalidad del Acuerdo Bâslco Interconfede- 
ral entre UGT y CEOE de 10 de Julio de 1979, partlendo del anâllsls de la 
situaciôn polltica y socloeconômica del pals y de la constataclôn de la "de- 
bllidad Inherente a las dlversas Instltuclones del EStado". Este marco glo­
bal que flje el dlseRo de las relaciones labor_ales en EspaRa, tlende a con- 
flgurarse Imponléndose a las poslbles regulaclonea sectorlales o infrasec- 
torlales. En este sentido, se propugna la reducclôn de las unldades de con- 
trataclôn y arbitraje voluntaries a nlvel Intersectorial : establecer un 
slstema de negociaciôn permanente que se traduzca en el desarrollo temâtlco 
de los principales puntos dlscutidos a través de suceslvos convenios Inter- 
confederales, etc. Vid. L.E. DE LA VILLA, Materiales... cit., pags 205-210. 
Esta caracterlstlca ha sldo subrayada criticamente por otros sindicatos.
Asi, en febrero de 1979, N. SARTORIUS, Huelgas y elecclones, "Nuestra Ban­
dera" n® 98 (1979) pag. 13, aflrmaba : "Desde ml punto de vlsta, los ugetls- 
tas siempre han apostado a algûn tlpo de pacto social, o con el gobierno y 
los empresarios o sôlo con éstos ûltlmos,pero su obseslôn es que hublera un 
marco global en el que moverse. La Impreslôn que han dado durante este pe­
riods es un gran temor a fajarse con la patronal, empresa con empresa y sec­
tor por sector, qulzé porque eran conscientes de que su carencla de cuadros 
forjados en la lucha sindical y la falta de una real horoogeneldad en sus 
bases les Iba a conduclr a serlos descalabros.. .  Por su parte, en octubre 
del mismo aRo, el Comité Naclonal de ELA-STV crltlcaba el acuerdo UGT-CEOE 
porque slgnlflcaba "... la Implantaclôn de una estructura sindical a la me- 
dlda de la CEOE, que Intenta éllminar la negociaciôn real en todos los ém- 
bltos que no sean estatales y especlalmente a nlvel de empresa". Cfr. L.E.
DE LA VILLA, Materiales... cit., pags 201-212.
227. El Acuerdo bâslco Interconfederal UGT-CEOE de jullo de 1979 establece que 
los convenios colectivos son el cauce fundamental de regulaciôn de las rela­
ciones de trabajo, cuyo contenido debe determlnarse en total llbertad de las 
partes. "En consecuencia los convenios colectivos podrân regular materias de 
Indole econômica, laboral, sindical y asistenclal" se concluye en el punto 5 
del mismo. Por otra parte, se asume el compromise "de potenclar ôrganos pro- 
plos de corounlcaclôn, concillaclôn, medlaciôn y arbltrajes voluntaries entre 
las partes a nlvel intersectorial a fin de facllltar la resoluciôn de toda
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clase de tensiones y conflictos" en el punto 6, deduciéndose de este compro­
mise de negociaciôn permanente, como aplicaciôn prâctica, una "polltica de 
no violencla" que se traduce sin duda en la mutua aceptaciôn de ilicitud de 
piquetes violentes y de la ocupaciôn de fâbrlcas. En esta misma linea y ade­
mâs de urglr del Gobierno los correspondlentes proyectos de ley que desarro- 
11e el articulo 28.1 de la constituciôn y el Consejo Econômlco-soclal - "pa­
ra que las dlstlntas fuerzas sociales dispongan de un terreno comûn en el que 
pueda producirse el dlâlogo y la negociaciôn que pudlera afectar a los gran­
des temas econômlco-soclales” - se concluye que habrâ de desarrollarse en el 
futuro en convenios Interconfederales suceslvos "el esplrltu de negociaciôn 
que ha presldldo estas conversaclones" sobre puntos abordados y en general 
sobre todo el complejo de las relaciones laborales. Cfr. L.E. DE LA VILLA, 
Materiales para el Estudio... cit., pags 205-210.
228. Concluldos el 27 de dlclembre de 1978 y que recoge L.E. DE LA VILLA, Ma- 
terlales para el estudio. . . cit., pags 204-205. Recuérdese que la central 
soclallsta se negô a que este acuerdo descendlera del nlvel confederal hacla 
las federaciones y unlones, acoplândolos a las exigencies de cada sector o 
terrltorlo. Vid. N. SARTORIUS, Huelgas y elecclones... cit., pag. 13, quien 
expllca esta actuaclôn sobre la base de una menor Implantaclôn de UGT, de un 
lado, de conslderaclones electorallstas, de otro : "En la tâctlca soclallsta, 
es lôglco que por lo menos hasta el prlmero de marzo UGT tenla que aparecer 
ante los trabajadores pegada a CC.OO., de forma que el votante PSOE-CC.OO. 
no modlflcase su voto y lo dlrlglese hacla otros partldos, presumlblemente 
el PCE."
229. AsI, de los mâs importantes, la UGT flrmô el acuerdo con el INP sobre el 
ejercicio del derecho de huelga en el sector de la sanldad, en marzo de 1979.
230. Sobre la naturaleza del AMI, cfr. M. ALONSO GARCIA, La naturaleza del
‘ Acuerdo Marco Interconfederal, en "Comentarlos al Acuerdo Marco Interconfede­
ral sobre negociaciôn colectiva", lES, Madrid, 1980, pags 35-39 ; M. ALONSO 
OLEA, El Estatuto de los trabajadores... cit., pags 259-260 ; A. OJEDA AVI­
LES, Derecho sindical... cit., page 431-432 ; L.E. DE LA VILLA. Aspectos iu- 
rldlcos sobre el salario y su estructura,en "Comentarlos al AMI..." cit., 
pags 70-74.
231. Cfr. A. OJEDA AVILES, Derecho sindical... cit., page 355-356.
232. Cfr. J. RIVERO LAMAS, La contrataclôn colectiva en el Acuerdo Marco Inter­
confederal de 5 de enero de 1980, en "Comentarlos al AMI..." cit., pags 158-
160. Parece claro, por otra parte, que se trata de una clâusula especlalmen­
te dirigida a los plquetes de extensiôn e informaclôn de la huelga y a las 
huelgas con ocupaciôn de la empresa.
233. Cfr. A. OJEDA AVILES, Derecho sindical... cit., pag. 356.
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234. Cfr. Arts. 40,41 y 42 de los Estatutos de UGT (1977 y 1978) recogidos en 
L.E. DE LA VILLA, Materiales para el estudio... cit., pags 148-149.
235. Existen sin embargo decislones Judlclales que apllcan directamente la 
Constituciôn en temas tan Interesantes como protecciôn de los derechos de la 
Intlmldad personal, que funcionan como limites externes al poder empresarlal. 
Asi, Sentencla Magistrature n® 1 de Vizcaya (Mag. Ilmo Sr. M.N. ZORRILLA) de 
19 de dlclembre de 1979.
236. Por R.D. 339/1979 de 3 de marzo (B.O.E. de 7 de marzo). Cfr. el comuni­
cado del Sindicato de Transportes y Comunlcaclones de CC.OO. de 7 de marzo 
de 1979 donde se resalta el hecho de que la huelga habla sldo convocada con 
arreglo a las dlsposlclones del DLRT. Con més detenimlento, Infra, epigrafe
3.7.1., de este mismo capitulo.
237. Asi, el preavlso de la huelga estatal de Artes Grâflcas convocada por 
CC.OO., U.C.T., S.U. y C.S.U.T. para los dlas 22 a 25 de mayo de 1979 con­
tiens una larga justlflcaclôn de la competencla de las centrales sindicales, 
basada fundamentalmente en una Interpretaclôn del DLRT Integradora con el 
reconoclmlento de la llbertad sindical por la Ley de 1 de abril de 1977. El 
punto F) de su razonamlento se dedica al articulo 28 de la Constituciôn,
"todavîa por desarrollar medlante una ley posterior" y se coloca 
como un argumente subsldlarlo respecte del principal, la conexlôn necesarla 
de la llbertad sindical con el derecho de huelga, ; al mismo nlvel que "los 
antecedentes hlstôrlcos anterlores a la guerra civil espahola I Como se pue­
de apreclar, este preavlso incorpora los argumentes que se han pretendldo
refutar en el epigrafe 2.1. Por el contrario, la comunlcaciôn de convocato- 
rla de huelga para el sector de la construcciôn de Madrid, del 20 al 23 de 
febrero de 1979, reallzada por el sindicato CC.OO., como ûnico fundamento 
jurldlco alega "el amparo de lo dlspuesto en la Constituciôn EspaRola". La 
respuesta del Delegado de Trabajo a este sindicato fue la de advertlr, a 
los efectos que procedieran, "que dicho comunicado no reûne los requisites 
previatos en el articulo 3 del Real Decreto Ley de 4 de marzo de 1977."
238. Huelgas de solidaridad, contra laudo, de brazos caldos, rotatorias, por 
motlvos econômlco-soclales o de clara motlvaclôn polltica, todas ellas 111- 
tas segûn el DLRT, han sucedldo en el panorama de la confllctlvldad espaRo- 
la a lo largo de 1979.
239. Los plquetes de Informaclôn y de extensiôn de la huelga han sido, a lo
largo de! postfranqulsmo, un fenômeno enormemente dramatlzado, cuyo ûnico 
tratamlento legal era el de eu Incrlmlnaclôn penal, a tenor del articulo 496 
del Côdlgo Penal, reformado en 1976 Incrlmlnaclôn especlalmente agravada por 
el Decreto-Ley de "Seguridad ciudadana", en 1979. Cfr. sobre el tema, L.E.
DE LA VILLA/C. PALOMEQUE, Introducclôn a la Economia... cit., vol. 2,
pags 313-315 ; y L. ARROYO ZAPATERO, El Decreto-Ley de "Seguridad ciudadana" 
cit.. Es Interesante la consulta del trabajo de EQUIPOS DE BASE, Los pique­
tés, Instrumento de lucha obrera, cit., pags 51-69, para la comprensiôn mâs 
fâcll de la realidad espaRola de los plquetes de extensiôn y de Informaclôn
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de la huelga. Por otra parte, la dramatlzaclon de los plquetes de huelga con­
tinua présente en la etapa actual, siendo objeto de una fuerte obstacullza- 
cl6n fundamentalmente a cargo de la autoridad gubernativa, excedléndose, co­
mo ha declarado la citada sentencla de la Audlencla territorial de Madrid, 
de 4 de Julio de 1979, en su celo represor. Ultlmamente, las clâusulas de no 
violencla en los convenios UGT-CEOE responded también a la Idea de conslde- 
rar lllcltas acciones violentas o coactlvas de los plquetes de huelga. El 
tema generalmente se entremezcla con el de libertad de trabajo, enfrenténdo- 
se al derecho de huelga, y la soluciôn doctrinal al respecte es la de enten­
der que aquélla cede frente a éste, como se tuvo ocaslôn de ver en el capi­
tula 1 de esta tesis.
240. Cfr. un ejemplo de esta esclslôn y del consigulente efecto deformador 
de la misma, en L.E. DE LA VILLA / A. DESDENTADO, La Amnistia laboral... 
cit., pags 86-88.
241. Cfr. Ponencia de Crisis y Acciôn sindical. Union Sindical de Madrld-Re- 
glôn de CC.OO. II Congreso, cit., pags 59-60.
242. Principal reproche que ha reallzado gran parte de la doctrina Italians a 
la elaboraclôn de los côdlgos de autodiscipline sindicales. Cfr. S. FOIS, 
Slndacatl e slstema politico... cit., pags 153-155.
243. Art. 82.2. del Estatuto de los trabajadores. También se recogla en el 
art. 8.1. del DLRT. Lo que sucede es que en este ultimo supuesto, se trataba 
de un "plus" sobre el carâcter obligatorio del deber de paz impuesto por el 
art. 11 c) del DLRT "al margen y con Independencla de la voluntad négociai
de los antagonistes sociales". Cfr. F. VALDES, Limites al derecho de huelga.. 
cit., pags 42-43. En general, cfr. capitulo 1 de la tesis.
244. M. RODRIGUEZ PiHeRO, La negociaciôn colectiva, en el vol. Acciôn sindi­
cal y sindicalismo, cit., pag. 107.
245. Los convenios que establecen la renuncia absoluta o matlzada al derecho 
de huelga son los slgulentes : 1) Convenio Colectivo (C.C.) Interprovincial 
"Ibérica de Autoplstas, Conceslonaria del Estado, S.A.". (Iberplstas, S.A.), 
homologado el 9.7.79, B.O.E. de 13 de agosto, cuyo articulo 29 establece :
"La representaclôn social en la Comlslôn Dellberadora manlflesta que, en cum- 
pllmlento del esplrltu del Decreto 49/1978 de 26 de dlclembre, hablda cuenta 
de los incrementos salariales pactados, se compromets al mantenimiento de la 
paz social y a la maxima reducclôn del absentlsmo durante la vigencia del 
presents convenio. Asimlsmo la representaclôn social durante la vigencia del 
presents convenio renuncia a ejercltar el derecho de huelga". 2) C.C.Inter­
provincial "Fraga de Espectâculos, S.A.", homologado por RDGT de 21.3.79, 
B.O.E. de 6 de abril, que en su articulo 35 establece que "durante la vigen­
cia del presents convenio, los trabajadores renunclan a la huelga repentlna
o Indiscrlmlnada y consecuentemente la Empresa renuncia también al clerre de
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sus puestos de trabajo, como respuesta, sometiéndose las partes expresamente 
al procedimiento establecido para la resoluciôn de los conflictos colectivos 
de trabajo, no sin haber agotado todas las posibilldades de arreglo, en nego­
ciaciones mantenldas entre los trabajadores y la Empresa. En caso de huelga 
generalizada a toda la Industrie naclonal, convocada por las Centrales Sindi­
cales, se procédera a la convocatorla urgente de la comlslôn mlxta, al obje­
to de estudlar si puede exlstir pellgro Inmlnente para las personas que no 
quieran secundar el confllcto general,resolvlendo, en caso afirmatlvo, lo que 
procéda". Claûsula reproduclda textualmente en el C.C. Interprovincial entre 
las empresas "Fraga de Espectâculos, S.A.", "Isaac Fraga Penecho", "Eugenlo 
Gonzâlez de Haz", "Enrlque Botas Blanco" y el personal de las mlsmas, RDGT 
26.3.80, B.O.E. del 10 de marzo. 3) C.C. Interprovincial "Hertz de EspaRa, 
S.A.", RDGT 23.3.79, B.O.E. de 7 de abril, que afirma en su articulo 29 : 
"Durante la vigencia del présenté convenio, los trabajadores renunclan a su 
derecho de huelga y, consecuentemente, la dlrecclôn al clerre patronal como 
respuesta, sometiéndose las partes expresamente al procedimiento establecido 
para la resoluciôn de conflictos colectivos de trabajo, para la soluciôn de 
cualquler dlscrepancla que pudlera surgir. En caso de huelga generalizada en 
todo el pals, convocada por las centrales sindicales, serâ précisa la convo­
catorla urgente de una reuniôn del comité de empresa con la dlrecclôn, con 
objeto de estudlar la Inmlnencla de la existencla de un pellgro grave para 
la integrldad flslca de las personas o cosas y resolvlendo procedentemente". 
4) C.C. Interprovincial "La Central Quesera, S.A.", RODT 21.5.79, B.O.E. del 
29 de junio cuyo articulo 24 establece que "los trabajadores afectados por 
el presents convenio se comprometen, en compensaclôn a las ventajas econô- 
mlcas del mismo, al respeto de la paz social y a cumplir su cometido con la 
obllgada disciplina y ôptlma dlllgencla en sus funclones, aplicaciôn y leal- 
tad a la empresa" ; 5) C.C. Interprovincial "Slstemas e Instalaciones de
Telecomunlcaclôn, S.A." (SINTEL), RDGT 27.4.79, B.O.E. 14 de mayo, que afir­
ma en su clâusula 36 : "Una vez aceptados por el personal de SINTEL los 
acuerdos formados por las partes, éstos se comprometen, salvo caso de que se 
produzca un aconteclmlento generallzado que cubra la totalidad del entorno 
de SINTEL, al desarrollo normal de la actividad laboral".
En cuanto a las clâusulas que recogen la renuncia a la sanclôn por huelga 
y demâs acciones de lucha durante las negociaciones del convenio, V. C.C. In­
terprovincial "Socledad Espafiola de Comunlcaclones e Informâtlca, S.A. (SE- 
COINSA)", RDGT 26.7.79, B.O.E. del 13 de septiembre, cuyo articulo 35 esta­
blece el compromise de la empresa de "no tomar nlnguna acciôn, ni dlrecta ni 
Indlrectamente, con cualquler trabajador, como consecuencia de acciones rea- 
lizadas en el curso de las negociaciones" y C.C. Naclonal de la Industrie 
textll de flbras de recuperaclôn y ramo de agua de la misma, RDGT 7.8.79, 
B.O.C. del 15 de septiembre, donde se contiens una clâusula semejante en la 
Dlaposlcôn final 2* : "Las partes componentes de la comlslôn dellberadora 
de este convenio conslderan que no deberân ser objeto de sanclôn o despi do 
las sltuaclones de paro o huelgas habldas en ocaslôn de la negociaciôn del 
mismo".
246. Asi, C.C. Interprovincial para el personal de tlerra de CAMPSA, RDGT
19.6.79, B.O.E. del 13 de jullo que en su articule 73, apartado q) establece 
como faltas muy graves "cualquiera otra de las contenidas en el articulo 33 
del R. D-L 17/1977 de 4 de marzo" ; C.C. Naclonal para las Empresas de Segu-
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rldad, 1979, RDGT 31.7.79 ; B.O.E. del 19 de septiembre, en cuyo articulo 41 
define el despido procédante como el reallzado "de acuerdo con las normas de 
la Ley de Contrats de trabajo y por causa de comlslôn de falta de las enume- 
radas en el articulo 33 del RDL 17/1977, de 4 de marzo" ; C.C. Interprovin­
cial "Corberô, S.A.", RDGT 18.7.79, B.O.E. del 8 de septiembre, con remlslôn 
anSloga al réglmen dlsclpllnario del DLRT en su articule 52.
247. Asi, C.C. Interprovincial "Empresa Naclonal de Electrlcldad, S.A." (ENDE­
SA) (Grupo Eléctrlco), RDGT 8.10.78, B.O.E. del 6 de dlclembre y C.C. Inter- 
provlnclal ENDESA, (Grupo Mlnero), RDGT 5.10.78, B.O.E. del 7 de dlclembre. 
en BUS articules 56 y 71 respectIvameante ; C.C. Interprovincial "Industrial 
Electrônlca Alvarez, S.A. (lEASA), RDGT 23.5.79, B.O.E. de 29 de junio, que 
en su art. 9 establece como "derecho supletorlo" en lonoprevisto en el con­
venio el R. D-L de 4 de marzo de 1977 ; C.C. Internaclonal "Bayer Hlspânlca 
Industrial, S.A.", RDGT 22,5.79, B.O.E. del 29 de junio, cuyo articulo 26 
establece una remlslôn "a la normative vlgente en cada momento" ; C.C. In­
terprovincial "Admlnlstraciôn Turlstlca EspaRola (ATE)",RDQT 23.3.79 ,
B.O.E. del 11 de abril, que establece en su articulo 54 entre los derechos 
del Comité Central, Comités de centros de trabajo y Delegados de personal 
"el derecho a la huelja", aflrmando que "el Comité Central tendra facultad 
para la convocatorla de huelga de todos los centros de la red, ajustândose 
al RD-L 17/1977, de 4 de marzo sobre relaciones de trabajo" y asi como "el 
Comité de empresa o delegados de personal" llmltados al centro de trabajo,
"de conformldad con la anterior dlsposlclôn legal" ; el C.C. Interprovincial 
"Compagnie Nationale Air France", RDGT 19.7.79 , B.O.E. 1 de septiembre, en 
el mismo sentido en su articulo 41, aunque sôlo lo establece en el caso de 
"ausenclas sin sueldo" en caso de huelga, sin utlllzar una fôrmula tan gené­
rica como los casos anterlores.
248. El articulo 32 del C.C. Interprovincial "Eléctricas Reunldas de Zarago­
za, S.A.", RDGT 20.6.79, B.O.E. de 21 de jullo, dice textualmente : "En tan­
to se régulé deflnltlvamente, ambas partes cumpllrén la legalldâd vlgente 
en tanto sea apllcable a la realidad sindical actual. En consecuencia, se 
mantlene el statu quo en lo concernlente a comités de empresa,delegados de 
personal, secclones-sindlcales, asambleas de trabajadores, derecho de huel­
ga, garantlas sindicales y representaclôn de los trabajadores en el Consejo 
de Admlnlstraciôn". El C.C. Interprovincial "Empresa Naclonal Eléctrlca de 
Côrdoba (ENECO), RDGT 8.6.79 j B.O.E. 16 de jullo, establece en su disposi- 
, clôn transltorla 3* que "estando pendiente de acuerdo o de regulaciôn defini­
tive todo cuanto se refiere a Comités de Empresa de centros de trabajo, dele- 
. gados de personal, secciones sindicales, centrales sindicales, asambleas de 
trabajadores, derecho de huelga, garantlas sindicales y representaclôn de 
los trabajadores en el Consejo de Admlnlstraciôn"..."ambas partes cumpllrén 
la legalidad vlgente en todo cuanto sea apllcable a la realidad sindical ac­
tual". en Idéntlco sentido, el C.C. Interprovincial "Sevlllana de Electrl­
cldad, S.A.", RDGT 22.5.79, b.O.E. de 2g de junio , en su Dlsposlclôn adl- 
cional 3*.
249. Asi, C.C. Interprovincial "Refractarlos Cerâmlcos y Electrofundidos, 
S.A.", RDGT 16.10.79, B.O.E. del 30 de octubre. en su Dlsposlclôn final 1®.
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250. C.C. "Gas Madrid, S.A.", RDGT 19.1.79, B.O.E. del 3 de enero de 1980.
261. Asi, en el C.C. "Eléctricas Reunldas de Zaragoza, S.A." y en el de "Sevl­
llana de Electrlcldad, S.A."
252. Homologado por RDGT de 3.8.79, B.O.E. del 12 de septiembre. ■
253. El texto Integro del articulo 50 ea el slgulente : "Los comités y dele­
gados de personal tendrân los derechos u obligaclones slgulentes : (...)
3.- Estân facultados para acordar la declaraclôn de huelga los trabajadores, 
a través de sus représentantes, por decisiôn mayorltaria de los mismos. De 
la reuniôn, a la que habrân de aslstlr al menos el 75 por 100 de los repré­
sentantes se levantarâ acta que deberân flrmar los asistentes. 4.- podrân 
Instar Inlclaclôn de huelga los comités y los Delegados de los trabajadores. 
En el caso de que el Comité Estatal solicite confllcto colectivo o huelga 
general del personal laboral del MOPU, en el tiempo que transcurre entre la 
sollcltud y la fecha del Inlclo, serâ preceptive un acte de concillaclôn en 
el seno de la Comlslôn Mlxta de Vlgllancla, Interpretaclôn, Concillaclôn y 
Arbitraje. El resultado de dicho acto serâ vlnculante para las partes y, ca­
so de no haber concillaclôn, continua el procedimiento de confllcto colecti­
vo o hulega iniciado. En el caso de que la Asamblea de trabajadores o el Co­
mité de Empresa de un centro o servicio, o un comité del Mlnisterlo de Obras 
Pûbllcas y Urbanlsmo en su âmbito de representaclôn, décida convocar una 
huelga o confllcto colectivo, el Comité correspondlente deberâ segulr el sl­
gulente procedimiento: a) Prevla la tramltaciôn de confllcto colectivo o de 
huelga, se podria comunicar a la Subdirecclôn General de Personal Laboral y 
Comité Estatal los motlvos que la orlglnan. La comunlcaciôn podrâ ser hecha 
Indlstintamente por los servicios y/o comités de los dlstlntos âmbltos co­
rrespondlentes. b) Slmultâneamente a la sollcltud de la autoridad laboral 
compétente de la huelga o confllcto colectivo, se comunicarâ preceptlvamente 
dlcha sollcltud a la Subdirecclôn General de Personal Laboral y al Comité 
Estatal por el slstema mâs râpido posible. c) Durante el tiempo del preaviso 
de huelga o de conflicto colectivo serâ preceptlvo un acto de concillaclôn, 
con la participaclôn de los lltlgantes, conjunta o separadamente, en presen­
cia de los représentantes que de forma parltarla sean deslgnados por la Coml­
slôn de Vlgllancla Interpretaclôn, Concillaclôn y Arbitraje. d) La concllla- 
ciôn podrâ ser aceptada por las partes. En caso contrario, se procederâ al 
Inlclo del confllcto, salvo que las partes afectadas decidan someterse al ar­
bitraje de la comlslôn, en cuyo caso éste es vlnculante. e) Una vez Iniciado 
el confllcto, las partes en cualquler momento podrân pedir la Intervenciôn 
de la Comlslôn de vlgllancla, Interpretaclôn, Concillaclôn y Arbitraje".
254. Homologado por RDGT 2.8.79, B.O.E. del 12 de septiembre.
255. El articulo 81 de! Convenio de Avlaciôn Civil afirma : "Ademâs de los de­
rechos que la leglslaclôn laboral reconoce y los que esta ordenanza confiera, 
todo trabajador de la S.A.C. o el D.A.A.N. es acreedor, cualesqulera sean
su catégorie, cargo o funciôn, a los slgulentes : (...) e) Huelga." Y el ar-
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ticulo 91 establece : "Los delegados de personal y los Comités de Centro y 
Central Sindical tendrân los derechos y obligaclones slgulentes : a) Garan­
tlas comunes (...) 5®) Estân facultados para acordar la declaraclôn de huel­
ga los trabajadores, a través de sus représentantes. El acuerdo serâ adopta- 
do en reuniôn conjunta de dlchos représentantes, por decisiôn mayorltaria de 
los mismos. De la reuniôn, a la que habrân de asistlr al menos el 75 por 
clento de los représentantes,se levantarâ acta que deberân flrmar los asisten­
tes. En todo caso se estarâ a lo dlspuesto en la leglslaclôn vlgente. "A él 
se ha adherldo el Personal Laboral del Institute Naclonal de Meteorologla.
RDGT 26.10.79, B.O.E. 19 de novlembre.
256. Homologado por RDGT de 13.12.79, B.O.E. del 29 de dlclembre.
257. El DLRT configura el derecho de huelga como un procedimiento en sentido 
estrlcto, como un conjunto de trâmltes predetermlnados que condlclonan la 
validez del acto final. Se cumple asi un doble objetlvo, el de fijar unos 
mécanismes preventives de la huelga tendlendo a provocar su parallzaclôn y
su retraso y el de ellminar là dlscrecionalldad en la apreciaclôn del momento 
en que la huelga puede desencadenarse, permltlendo al empresario adoptar las 
medidas destlnadas a amortiguar los perjulclos econômlcos potenclalmente lo­
calisables en la organlzaclôn productive. Vid. F. VALDES, Limites al derecho 
de huelga.■■ cit., pag. 47.
258. Con lo que se aparta de lo dlspuesto en el art. 5® del DLRT que configura 
al Comité de huelga con personiflcaciôn jurldica propla como "protagonlsta au- 
téntlco del confllcto ablerto". Cfr. M. ALONSO GARCIA, La huelga y el clerre.. 
cit., pag.120.
259. El texto Integro de l'a regulaciôn de la huelga es el siguiente : "Art. 49: 
La cesaciôn en el trabajo por parte de los trabajadores podrâ ejercerse con 
las slgulentes caracterlstlcas : a) Podrâ ser propuesta por : 1.- El Comité 
de Empresa por mayorla o mayorla de los delegados de los trabajadores. 2.- Las 
secciones sindicales de empresa. 3.- El 25 por clento de los trabajadores 
afectados. La propuesta deberâ ser ratificada por mayorla simple de los tra­
bajadores afectados por la huelga en asamblea convocada a taies efectos. La 
propuesta y su ratlficaciôn deberân ser comunlcadas a la Empresa por escrito, 
indlcando : 1.- Trabajadores afectados por la propuesta de huelga. 2.- Fecha 
en que se Iniclarâ la huelga. 3.- Reivlndicaclones de la huelga. 4.- Gestio- 
nes reallzadas. 5.- Coraposlclôn del comité de huelga. En caso de ratlflca- 
clôn, la comunlcaciôn se remltlrâ Igualmente a la autoridad laboral del âmbi­
to correspondlente, siendo el preavlso exlgldo de 5 dlas naturales.
Art. 50 : Negociaciones : La capacldad de negociaciôn, comunlcaciôn y repre­
sentaclôn de los trabajadores ante la autoridad laboral durante la huelga 
corresponderâ al Comité de Empresa o a los Delegados de los trabajadores.
Art. 51 : Cese de la huelga : El cese de la huelga deberâ ser acordado en 
Asamblea convocada expresamente por el Comité de empresa, por los Delegados 
de los trabajadores o secciones sindicales de empresa y tras votaciôn, por 
mayorla simple de los trabajadores afectados y présentés en la Asamblea".
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260. Asi, A. MONTOYA MELGAR, Ejercicio y garantlas... cit., pag 328. Cfr. el 
texto Integro del Acuerdo INP-Sindlcatos en "Tribuna Médica" n. 798, 13.4.79.
261. Los procedlmlentos paclflcos de concillaclôn ante la Comlslôn mlxta 
creada por el convenio tienen precedentes Importantes en el ordenamiento es- 
paRol anteconstltuclonal. Aunque llmltadas las facultades de dlchos ôrganos 
"en su confrontaciôn con los ôrganos admlnlstratlvos y judlclales del Esta­
do" por la jurisprudencia, como no podla ser menos en el cuadro Instltuclo- 
nal franqulsta, no es menos clerto la Implantaclôn de estas funclones entre 
las que se encomendaban a estos organismos, bien con carâcter facultative, 
bien con carâcter preceptive. Vid. sobre el tema, L.E. DE LA VILLA, Procedl- 
mlentoB paclflcos para la composlclôn de controverslas coelctlvas, en el 
vol. colectivo Quince lecclones sobre conflictos colectivos de trabajo, Se- 
mlnario de Derecho del trabajo, Facultad de Derecho-Complutense, Madrid,
1968, pag. 98; F. VALDES, La aplicaciôn de los convenios : Vlgllancla, In­
terpretaclôn, conflictos, en el vol. colectivo Quince lecclones sobre con­
venios colectivos. Facultad de Derecho complutense, Madrid, 1976, pag. 300 ; 
M. ALONSO GARCIA, La soluciôn de los conflictos colectivos de trabajo. Ins­
titute de Estudlos econômlcos, Madrid, 1979, pags 89-90. Estos dos ûltlmos 
autores mantlenen que la naturaleza del acto que zanja la controversial es el 
punto de la negociaciôn de las partes, que la comlslôn parltarla no actûa 
como "un tercero neutral investldo de facultades declsorlas". Esta tradl- 
clôn de la negociaciôn colectiva espaRola se encuentra recogida, como se
ha visto, en el Acuerdo Marco Interconfederal (AMI) sobre negociaciôn colec­
tiva flrmado entre UGT y CEOE, en cuyo apartado X se acuerda constltulr un 
Comité Parltarlo Interconfederal de Medlaciôn, Arbitraje y Concillaclôn, pre- 
vléndose que "en el supuesto de conflictos de carâcter colectivo, y dentro 
del contexto de lo pactado en el présente Acuerdo Marco Interconfederal, a 
Instancia de una de las partes podrâ solicitarse la inmediata reuniôn del 
Comité Parltarlo Interconfederal a los efectos de Interposer eu medlaciôn, 
Interpretar lo acordado y ofrecer su arbitraje". Parece pues obvlo que estos 
organismos nacldos de la negociaciôn colectiva son extremadamente Idôneos 
para constltulr una Instancia prevla a la Inlclaclôn de la huelga.
262. Ademâs del Convenio para el personal laboral del MOPU ya aludido, el
C.C. Interprovincial para las Industries Cârnlcaa. RDGT 26.4.79, B.O.E. de 8 
de mayo, establece en su articulo 11 que las partes se comprometen a no ha­
cer uso de nlnguna acciôn de fuerza sin prevlo soraetlmlento de la cuestiôn a 
la Comlslôn Parltarla, que debe ejercer "sus buenos oficlos".De no llegarse 
a una soluciôn de la cuestiôn confllctlva, contlnuarlan eu curso las accio­
nes previstas. El Convenio Estatal de Mataderos de Aves y Conejos RDGT 6.3. 
1979, B.O.E. del 23 de marzo flja en su articulo 36 una clâusula semejante 
y el C.C. Naclonal de Granjas Avlcolas, RDGT 5.12.79, B.O.E. del 12 de di- 
ciembre en su articulo 34 Incorpora el mismo texto que el del Convenio de 
Ind. Cârnlcas.
263. Es el C.C. Interprovincial "Lamlnaclones de Lesaca, S.A.", RDGT 6.8.79, 
B.O.E. del 18 de septiembre, en cuyo art. 18 se establecen los retenes para 
garantizar en caso de huelga "la prestaciôn de los servicios necesarlos para 
la seguridad de las personas y de las cosas, mantenimiento de los locales.
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maquinaria, instalaciones, materias primas y cualquler otra atenciôn que fue­
ra précisa para la ulterior reanudaclôn de las tareas de la empresa", deslg- 
nândose en un anexo al texto del Convenio las personas que han de ocupar los 
puestos de trabajo de las Instalaciones y servicios afectados con carâcter 
permanente. La deslgnaclôn es facultad de la empresa, por lo demâs.
264. Asi, C.C. "CompaRla Industrial y de Abasteclmlentos, S.A. (CINDA5A)",
RDGT 17.5.79, b.O.E. de 23 de junio, en su anexo I ; el C.C. plurlempresa- 
rlal Interprovincial de las Empresas del sector eléctrlco "Fecsa","Enher", 
"Hecsa", "F.H. Segre", "Terbesa" e "Hlfrensa", RDGT 20.6.79, B.O.E. del 7 
de septiembre, en su art. 18 ; el C.C. "Mantenlmlentos y Montajes Industrla-
. les, S.A.", RDGT 30.7.79, B.O.E. del 14 de septiembre ; la regulaciôn de 
"cuadros orgânlcos" que contiens el C.C. "Maritime Gulf, S.A." y su personal 
de flota, RDGT 14.9.79, b.O.E. 29 de septiembre ; articules 16 y 49 del C.C. 
Gaa Madrid ya citado.
265. C.C. Interprovincial "Huelva Farmacéutlca, S.A." (HUFASA), RDGT 11.10.79, 
B.O.E. del 26 de octubre.
266. Asi, el articulo 26, sobre la Imposlbllidad de procéder a un relevo y la 
obllgaclôn del trabajador de continuer como horas extraordlnarias hasta el 
mâximo autorizado por la ley ; el articulo 35 a efectos de librar los domln- 
gos, etc. Por lo demâs,y como se ha visto el convenio de "Air France" se 
remite, en lo que respecta a la huelga, al DLRT.
267. El art. 45 dice expresamente : "El derecho de huelga serâ ejercido en ca­
da momento conforme a las dlsposlclones y normas légales en vigor y tenlendo 
en cuenta que la empresa estâ encargada de un servicio Impresclndlble de in­
terés social y pûblico".
268. Introducen el derecho de huelga, como se ha visto, el C.C. del MOPU, el 
de Avlaciôn Civil, el del Institute Naclonal de Metereologla (adherldo a és­
te ûltimo) y el del Centro de Proceso de Datos y Unldades Provinciales de 
Informâtlca de la DGT del Mlnisterlo de Hacienda. No lo introducen los Conve­
nios del Personal Laboral del Mlnisterlo de Agriculture, ni el del I.N.A.S., 
ni el del Institute Geolôgico y Mlnero de EspaHa.
269. Recorder los convenios de ENDESA, Eléctricas Reunldas de Zaragoza, ENECO, 
Sevillana de electrlcldad e lEASA.
270. Bayer Hlspânlca Industrial y HUFASA.
271. W. DAUBLER, La huelga en la Constituciôn espaRola, cit. pag. 86.
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272. Cfr. in extenso, sobre el tema, cap. 1® de la tesis, epigrafe 2.3.1. 
EJemplos de monopolio sindical existen también en los pàises del ârea latina, 
como es el caso de la Ley n® 330, de 29 de mayo de 1976 de Gracia sobre aso­
ciaciones y federaciones profeslonales y sobre la protecciôn de la libertad 
sindical (art. 32.1.). Particularmente Interesante, por referirse en exclu- 
siva a la funciôn pûblica, es la Ley flnesa n® 664 de 6 de novlembre de 1970 
sobre convenios colectivos de la funciôn pûblica, en cuyo articulo 8® se 
establece que "queda prohlbldo a todo funclonarlo participer en una huelga 
salvo como consecuencia de una decisiôn de la asoclaclôn de funcionarios que 
haya declarado la huelga".
273. G. BAYON CHACON, La vida de la relaclôn Jurldica del confllcto de traba­
jo, en Quince Lecclones sobre conflictos... cit., pags 26-28.
274. Cfr. F. DURAN LOPEZ, Derecho de huelga... cit., pag 152 ; J. RIVERO LA­
MAS, La regulaciôn jurldica de la huelga en Espafla, "Boletin del Ilustre Co- 
leglo de Abogados de Zaragoza" n® 59 (1975), pag. 46 ; F. VALDES, Limites
al derecho de huelga... cit., pags 47.
275. F. VALDES, Limites al derecho de huelga... cit., pags 47-48 ; F. DURAN, 
Derecho de huelga . . . cit., pags. 152.
276. Lo que ALONSO GARCIA denomina pertodo de gestaclôn de la huelga, que "se 
desenvuelve exclusivamente en el Interior del sindicato o de la coallciôn 
obrera, slgnlflcândose por las dlscuslohes existantes entre los dlstlntos 
miembros de la asoclaclôn profesional o entre estos y los ôrganos de dlrec­
clôn de la misma". La huelga y el clerre... cit., pags 47-48.
277. Con la ûnlca y fallida excepciôn de la Ley de relaciones Industriales de 
1971 que obllgaba a determiner en los estatutos de cada sindicato los repré­
sentantes u organismos legltlmados para declarar e Inlclar una huelga. V.F. 
ALMENDROS MORCILLO/F. PEREZ AHOROS/E. ROJO TORRECILLA, La huelga en el mun- 
do occidental. Relno Unldo, en el llbro La huelga y el clerre... cit., pag.
187.
278. F. VALDES, Limites al derecho de huelga... cit., pag. 48 ; K. ADOMEIT,
Clerre patronal frente a los trabajadores en huelga en el derecho alemân,
"C.D.t." n® 0, (1974), pag. 87.
279. Unlcamente la Federaclôn de Qulmlcas (IG Chemie) y la de Artes Grâflcas
(IG Druck und Papier) pueden convocar a la huelga sin consultar a sus afllla- 
dos previamente. sobre el tema, recoglendo los preceptos sindicales sobre 
disputas laborales, vid. ALMENDROS / PEREZ / ROJO, La huelga en el mundo occi­
dental, Alemanla, en La huelga y el clerre... cit., pags 206-208. A. MARTIN 
VALVERDE, Réglmen jurldlco de la huelga... cit., pags 23-24, afirma que la
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opinion mayorltaria considéra que una huelga declarada "con infracclôn de 
las normas estatutarlas sobre el referendum o sobre otros aspectos de la 
tramltaciôn interna del acuerdo de la misma (ôrgano compétente. Informe en 
clertos casos a organismos confédérales)" es una huelga lllclta, aunque 
existan opinlones doctrinales contrarias. En este sentido, K. ADOMEIT,
Clerre patronal... cit., pag. 87 (en nota) y F. VALDES, Limites al derecho 
de huelga... cit., pags 48-49.
280. A. MARTIN VALVERDE, Réglmen Jurldlco de la huelga... cit., pag. 24.
281. La doctrina de la OIT sobre este tema, es Clara. La decisiôn del CLS
n® 307,afirma que "las condiclones requerldas por la leglslaclôn para que la 
huelga se considéré un acto llclto deben de ser razonables y, en todo caso, 
no de tal naturaleza que constltuyan una limitaciôn Importante a las posibi­
lldades de acciôn de las organlzaclones sindicales". La decision n® 310 del 
CLS, ante un caso semejante a lo que prescribe el DLRT, establece : "En lo 
que se refiere a la mayorla exlglda por una leglslaclôn para la declaraclôn 
de una huelga legal (dos terclos de los votos de la totalidad de los miem­
bros de una organlzaclôn o secelôn) condlclôn que, en caso de no ser cum- 
pllda, puede acarrear una sanclôn por las autorldades admlnlstratlvas... el 
comité recordô las concluslones de la Comlslôn de Expertos en Aplicaciôn de 
Convenios y Recomendaclones, en el sentido de que la dlsposlclôn legal alu- 
dlda constltuye una Intervenciôn de las autorldades pûbllcas en la activi­
dad de los sindicatos, Intervenciôn que tlende a llmltar los derechos de es­
tas organlzaclones contra lo dlspuesto en el articulo 3® del convenio 87". 
Por otra parte, las condiclones Impuestas para la declaraclôn de la huelga 
en el DLRT, "podrlan plantear problemas de conformldad con los principles de 
la llbertad sindical." (Informe n® 168, caso n® 874). Recogldo en L.E. DE LA 
VILLA, Materiales para el estudio... cit., pags 155-158.
282. ALMENDROS / PEREZ / ROJO, La huelga en el mundo occidental... cit., pag.
206.
283. Asi, en Italla, el articulo 20 del Estatuto de los trabajadores ; art.
L. 412-9 del Côdlgo de trabajo francés, etc. Vid. para el caso Italiano, G. 
VENETTO, Assembles (art. 20), en Lo statute del lavoratorl. Commentarlo, 
cit., pag. 333.
284. La Ley n® 65/77 de 26 de agosto. Ley de huelga, establece en su articulo 
2® una especle de monopollo sindical atenuado en la competencla para declarar 
las huelgas, puesto que si la mayorla de los trabajadores no estuviesen re- 
presentados por las asociaciones sindicales, puede declarar la huelga la 
asamblea de los trabajadores, si bien debe ser expresamente convocada a tal 
efecto por un 20% de la plantilla o por 200 trabajadores. En este precepto 
se puede dlscernlr, a mi julclo, la amblvalencia de la asamblea como forma 
organizatlva en contraposiclôn al sindicato y como derecho de reuniôn de los 
trabajadores. Es en este ûltimo aspecto donde la Ley portuguesa hace mâs
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hincaple al exlglr que para la validez de la declaraclôn de huelga se requiè­
re que participe en la misma la mayorla de la plantilla y que en la votaciôn 
exista mayorla absoluta. Lo que sucede es que Igual se pueden Interpretar 
estos requlsltos como garantlas del proceso de formaciôn de los acuerdos en 
una reuniôn que como garantlas de representatlvldad de una organlzaclôn, 
como puede suceder con la declaraclôn de sindicatos mâs representatives.
285. 0, cuando menos, las diflculta extraordlnarlamente. Son sin embargo fôr- 
mulas organlzatlvas de una cierta tradiclôn el el movlmlento obrero espaRol, 
e Incluso algûn sindicato, como CC.OO., reconoce el "asamblelsmo" como une
de sus principles de actuaclôn. Ciertamente que, como seflala A. OJEDA AVILES, 
Derecho sindical... cit., pag. 89, en estos supuestos el sindicato no se dl- 
suelve en la asamblea, slno que mantlene su propla organlzaclôn superpuesta : 
La asamblea funclona as! como respaldo de la actuaclôn sindical, y, en cier­
ta medlda, controlando ésta. En el texto, sin embargo, se estâ aludlendo a 
la. asamblea como sujeto colectivo, "alternative radical al sindicato" que 
ejerclta la democracla directs, donde todos los trabajadores dellberan y de­
cides sobre los asuntos que les conclernen. Sobre el tema, existe una varla- 
da producclôn blbllogrâflca, fundamentalmente durante los prlmeros aftos de 
la translclôn politics espafiola,generalmente a través del anâllsls de deter- 
mlnadas formas de lucha. Asi, vid. L. ALEJOS ESCARPE, Las luchas de septiem­
bre de. 1976 en Vizcaya, "El Cârabo" n® 4 (1977), pags 15-33 ; CUADERNOS DEL 
RUEDO IBERICO, Las primeras huelgas del posfranqulsmo, "Cuadernos del Ruedo 
Ibérico" n®s 51-53, (1976), pags 127-208, y Conversaclones con cenetlstas, 
"Cuadernos de Ruedo Ibérico", n®s 58-60 (1977), pags 93-122 ; EQUIPOS DE 
BASE, La asamblea obrera, "Teorla y Prâctica" n® 3 (1977), pags 51-59 ; D. 
GIMENEZ PLAZA, Roca ; organlzaclôn obrera y desInformaclôn, Ed. de la Torre, 
Madrid, 1977 ; V. HUICI URMENETA, Langabetuen muglmendua naparroan (el movl­
mlento de los trabajadores en paro en Navarra), "El Cârabo", n® 2 (1976), 
pags 83-88 ; OICE, La unidad obrera y la cuestiôn sindical,"Izqulerda Comu- 
nlsta" n® 17 (1976) ; B. LARA, Formas de organlzaclôn obrera de los trabaja­
dores de Michelin en Aranda de Duero, "Negaciones" n® 3 (1977) pags 7-25. 
Sobre el asamblelsmo y CC.OO., J. ARIZA, Comlsiones Obreras, Avance-Maflana 
Ed., Madrid, 1976, especlalmente pags 29-39 y docuraentaciôn que Incorpora :
L. RAMIREZ, Sindicalismo e integraclôn, "Cuadernos de Ruedo Ibérico" n® 25 
(1970), pags 20-37 ; N. SARTORIUS, El sindicalismo de nuevo tlpo. Ed. Laia, 
Barcelona, 1977, especlalmente pags 98-127.
286. F. VALDES, Limites al derecho de huelga... cit., pag. 48 : "Mâs aun, si 
se decide recurrlr a tal medlda, los resultados ni vlnculan juridlcamente a 
las organlzaclones sindicales a proclamer el estado de huelga ni a los traba­
jadores a adherlrse a él".
287. Cuestiôn que sin embargo hay que relacionar con la existencla o no de 
los instrumentoB que puedan hacer efectlva dlcha participaclôn : Derecho de 
reuniôn, de Informaclôn, acciôn sindical en la empresa, etc.,lo que realmen­
te no era el caso en marzo de 1977, aûn Ilegales los sindicatos. Cfr. F. VAL- 
DES, Limites al derecho de huelga... cit., pag. 50.
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288. Asamblea y referendum aparecen claramente dlferenclados en el estatuto 
Italiano, arts. 20 y 21. Mientras la asamblea puede ser convocada con deter- 
minados limites, durante el horario de trabajo, el referéndum sôlo puede con- 
vocarse fuera de éste ; la asamblea puede convocarse conjuntamente por las 
representaciones sindicales de empresa o bien aisladamente por cada una de 
ellas ; el referéndum sin embargo neceslta el concurso de todas las repre­
sentaciones sindicales ; mientras el objeto de la asamblea puede ser mate­
rias de Interés sindical y de trabajo, el referéndum sôlo puede tener como 
objeto materias de estrlcto Interés sindical. Cfr. G. VENETO, Referéndum 
(art. 21), en el vol. colectivo Lo statute del lavoratorl, Commentarlo, cit., 
pag. 371.
289. Sin embargo para el legislador Italiano, la asamblea debe tener un lugar 
premlnente respecte del referéndum ; aquélla se configura como "el momento 
en el cual los Impulses a la participaclôn provenientes de los trabajadores 
se unifican medlante el debate y la confrontaciôn entre las dlversas llneas 
sindicales" ; éste, dada la rlglda altematlva de opciones que Impone a los 
participantes, - y aunque se le considéré como una forma de tal participa­
clôn - vlene rodeado de "mayores desconflanzas y de més pénétrantes garan­
ties". Cfr. G. VENETO, Referendum..., cit., pag. 371.
290. H. SINAY, La Grève... cit., pags 376 y ss. ; J. TOUSCOZ, Le droit de grè­
ve. . . cit. ; G. BELORGEY, Le droit de grève... cit., pags 132-135, R. LATOUR- 
NËRIE, Le droit français... cit., pags 664 y ss. Son las organlzaclones sin­
dicales las que raonopollzan esta Instituciôn por mlnisterlo de la ley, en 
contraposiclôn a la titularidad individual de este derecho.
291. Articulo 36 de la Ley.
292. Articulo 3. Vid. A. NETO, Contrato de trabalho... cit., pags 487 y ss.
293. ALMENDROS / FEREZ / ROJO, La huelga en el mundo occidental... cit., pags 
206-207.
294. ALMENDROS / FEREZ / ROJO, La huelga en el mundo occidental... cit., pags 
184-188.
295. Propuesta de normas de autorreglamentaciôn de las Categorias de 27.9.78 ; 
en L.E. DE LA VILLA, Materiales para el estudio... cit., pags 189-192. Ténga- 
se en cuenta que previamente a la proclamaclôn de las acciones de lucha, se 
debe resolver el control "horizontal" por la secretaria de la estructura te­
rritorial compétente segûn el documente de 2.1.80 (en anexo).
296. C. BERNALDO DE QUIROS, Derecho social. Institute Reus, Madrid, 1932, 
pags 122-126 ; A. GALLART FOLCH, Derecho espaRol del trabajo. Ed. Labor, Bar-
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celona, 1936, pags 230-239 ; H. ALONSO GARCIA, Huelga en "Nueva Enciclopedla 
Jurldica", Ed. Seix, Tomo XI, Barcelona, 1962, 169-171 ; A. EHBID IRUJO, La 
problemâtica actual ■.. cit. pags 590-596 ; el texte de las Leyes, en L.E. D,E 
LA VILLA, Materiales para el estudio... cit., pags 35-36 y pag. 50.
297. Sobre la base del conflicto colectivo precedents a tenor del articule 2® 
del Decreto-Ley, el recurso a la huelga procedia cuando concurriesen las cir- 
cunstancias que prescribia el articule 3» del mismo, cuyo apartado c) concre- 
taba en "que la empresa e entidad afectada no estuviera encargada de la pres- 
taciôn de cualquier généré de servicie publico e de reconocida e inaplazable 
necesidad, o relacienado con les intereses de la defense nacional". V. M. 
ALONSO OLEA, Los conflictos colectivos... cit., pags 24-33 ; M. ALONSO GAR­
CIA, La huelga y el cierre... cit., pags 111-117 ; F. DURAN, Derecho de huel­
ga. . . cit., pags 143-156 ; A. BAYLOS, La militarizacidn... cit., pags 96-108.
298. Cfr.F. VALDES, Limites al derecho de huelga... cit., pag. 51.
299. Asi, la resolucion aprobada en el II Congreso de CC.OO. de Madrid-Regiôn 
establece la necesidad de preavisar en las huelgas de servicios esenciales 
per la via négociai, cfr. el Convenio de personal laboral del MOPU, el del 
Centro de Proceso de Datos de la Direccidn General de tributes, el Acuerdo 
INP-Sindicates de les Centres de la Seguridad Social,etc.
300. Cfr. J.L. LOPEZ BULLA, Sobre l'accié sindical... cit., pags 3-9.
301. De hecho es frecuente que sea la Empresa quien inserts anuncios en la 
prensa y en otros medios de comunicacién. Asi RENFE, con ocasiôn de las huel­
gas de febrero y marzo de 1980, con mayor despliegue de titulares y mâs 11a- 
mativos. Es también frecuente les comunicados de huelguistas corao "publici- 
dad" en les diaries : Funcionarios (1.2.80) ; trabajadores del S. Munie, de 
Transportes y reparte de carne del Ayto de Madrid (6.4.80), etc.
302. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 233. Cfr. W. DAU- 
BLER, La huelga en la Constitucidn... cit., pag. 87, que lo define como "el 
cumplimiento de determinadas funciones imperatives".
303. Lo que determinaré que dicho nivel minime se encuentre prôximo al funcio- 
namiento normal o que las exigencies del mantenimiento del servicio s61o em- 
piecen a percibirse en interrupciones huelguisticas de cierta duraciôn. Hay 
que tener en cuenta de forma especial la sustituibilidad entre si de dichos 
servicios : "Aunque un centro de trabajo se dedique a la prestaciôn de ser­
vicios esenciales puede no verse afectado por dichas exigencies cuando exis- 
ten alternatives féciles para la satisfacciân de las necesidades atendidas 
por dichos servicios". A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga.■. cit., 
pag. 246.
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304. Para Correos y Telégrafos (P.T.T.), por orden de servicio de 26.11.73 
que deben asegurar un servicio de telecomunicaciôn durante la huelga, pero 
no as! la distribuciôn postal ; por decreto de 16.3.1966 se establecen pres- 
taciones minitnas para suministro de electricidad a establecimientos sanita- 
rios, etc. para la E.D.F., y para la OHTF desde la Ley de 27 de junio de 
1964, reconocido expresatnente en la Ley de 3 de Julio de 1972 en donde se 
exigia, en caso de huelga, la continuidad de los "elementos esenciales", pré­
cepte reforzado por la ley de 7 de agosto de 1974, que ligaba este servicio 
minimo con las misiones que tiene encomendadas la ORTF y no con las exigen- 
cias de orden pûblico, de forma que en caso de huelga, el servicio minino 
debe comprender una emisidn de informaciôn, una de distracciôn y una de emi- 
sidn cultural, cada dia de huelga. V. J.M. BOLLE, Le droit de grève... cit., 
pags 66-67 ; posterlormente, la ley n» 79-634 de 26 de Julio de 1979 refuer- 
za aun mâs la continuidad de les servicios de programaciôn. V. C. LEY-MARIE,
Le droit de grève à la Radiodiffusion-télévision française... cit., pag. 17. 
Por contra, no se establece ninguna para la radio ni para los organismes pro- 
ductores de programas para la televisiôn.
305. Vld. cap. 2» de esta tesis y C. LEYMARIE, Le droit de grève... cit., 
pags.10-12.
306. Que es conformada de forma mucho mâs amplia en el caso griego, en donde 
se debe asegurar "el buen funcionamiento" del servicio y hacer frente a ne­
cesidades extraordinarias o vitales de la poblacién.
307. P. HORION,Nouveau Précis de Droit Social Belge, Liège, 1969-70, pags 128- 
129 ; H. S. ALONSO LIGERO, Régimen Jurldico de la huelga en Bélgica, "Estu- 
dios Laborales" n® 1 (1975), pags 47-48 ; A. BAYLOS, La militarizaclôn..., 
cit., page 67-70.
308. Vid. DE LA VILLA, Materiales para el estudio... cit., pag. 191.
309. En la prâctica, mediante la técnica de las delegaciones administratives 
de competencia, es la situacién francesa, en los sectores donde se establece 
la obligacién del servicio minimo. Tipicamente, la ORTF, vid. supra, en este 
capitula.
310. La regulaciôn conjunta de ambos supuestos aparece en la legislaciôn bel- 
ga sobre comisiones paritarias mixtas,quienes precisan "las medidas, presta- 
ciones o servicios destinados a hacer frente a las necesidades esenciales y 
los trabajos urgentes para la conservacién de los materiales" ; la ley por- 
tuguesa, aun distinguiendo la obligaciôn de prestaciôn de "servicios miniraos 
indispensables para subvenir a la satisfacciôn de las necesidades sociales 
imprescriptibles" de los "servicios necesarios para la seguridad y manteni­
miento del equipamiento e instalaciones", las régula de igual forma y la fai­
ts de cualquiera de ambas habilita para la intervenciôn del gobierno.
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En este sentido es sintomâtlco consulter las ponencias del Encuentro so­
bre relaclones colectlvas en el transporte ferrovlarlo, celebrado en el Ins­
titute de Estudios Sociales, Madrid, 23 de octubre de 1979, con intervencio- 
nes de altos cargos de las direcciones de Personal de las diferentes compa- 
Hlas de ferrocarriles europeas, para comprobar como ambas obligaciones re- 
ciben un tratamiento conjunto o bien como bajo una denominacién de servicio 
minimo se seconde realmente la obllgacidn de mantener la seguridad de las 
instalaciones y de las personas. En efecto, en la SNCF una Orden de 17 de 
octubre de 1961 establece un minimo de servicio en caso de huelga que tiene 
por objeto mantener la seguridad de las instalaciones y de aquellos servi­
cios estrictamente indispensables. Es la direccidn de la empresa quien éla­
bora un Plan de Seguridad, mediante el cual se procédé normalmente a la de- 
signaciôn de las personas estrictamente imprescindibles para los objetivos 
seftalados (tipicamente, guardebarreras y vigilantes de seguridad), asi como 
garantizar la circulacidn de los trenes de mercancias para evitar el desa- 
bastecimiento de las ciudades en casos de huelgas de duraciôn superior a un 
dia o de alimentes perecederos. (Ponencia de Mr. BLANCHE, Director de per­
sonal de la S.N.C.F.). En el caso de los ferrocarriles britânicos, se insti- 
tuye un slstema de conciliaciôn previo a la huelga, la necesidad de un prea- 
viso de larga duraciôn y, declarada la huelga, el deber de mantenimiento de 
los servicios esenciales se deja a la determinaciôn de los sindicatos, quie- 
nes designarân a los trabajadores para los puestos concretos que mantienen 
la seguridad de las instalaciones : tûneles, guardebarreras, agujas,vigilan- 
cia de estaciones, etc. (Ponencia de Mr. WICKS, Departamento de personal de 
la british Railways), en la SNOB,funeionan las comisiones paritarias ya exa- 
minadas que aseguran en caso de huelga el concurso de los trabajadores cuya 
presencia interesa a la seguridad del servicio. Realmente desde 1974, los 
sindicatos ferroviarios se comprometen, a cambio de las majoras obtenidas, 
al mantenimiento de la paz social, sometiéndose al procedimiento de soluciôn 
pacifies de controversies. (Ponencia de Mr. DE MAEYNCK, ferrocarriles bel­
ges). Encuanto a los ferrocarriles alemanes, en caso de huelga existe la 
obligaciôn de ocupar los puestos de trabajo "de emergencia" designados por 
la direcciôn, previa consulta con el sindicato. El incumplimiento de esta 
obligaciôn lleva aparejada la responsabilidad con indemnizaciones por daüos 
del sindicato.
Por su parte, y por poner fin a esta enumeraciôn de regulaciôn de la 
huelga en las corapaîlias de ferrocarriles europeas, en los ferrocarriles ita- 
lianos existen, ya desde 1965, unas réglas de disciplina del derecho de huel­
ga que establecen la salvaguardia de las instalaciones, prestaciones de los 
servicios de urgencia y formas de lucha que intentas producir una aminora- 
ciôn del daflo al usuario. Vid. el texto del documente en M. RICCIARDI, Note 
Bull'autoregolamentazione... cit., pags 112-114 y F. DI CERBO, L'autoregola- 
mentazione... cit., pags 102-111.
311. Tanto mâs cuanto que contra los trabajadores que se negasen injustifica- 
damente al desempeno de estas funciones cabe el despldo procédante. Cfr. 
arts. 16.2 y 33 k) del DLRT. L.E. DE LA VILLA, El despldo en el Real Decreto- 
Ley 17/1977, en el vol. colectivo Relaciones de trabajo... cit., pags 60-61.
312. Cfr. F. DURAN LOPEZ, La nueva regulaciôn... cit., pag. 66. En efecto, el
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concepto de daflo esta Impllclto en el de huelga y constltuye la esencia mis- 
ma de éste. El proplo CLS de la OIT, al precisar la compatlbilidad de la 
protecclôn de las instalaciones y de las medidas de seguridad de las perso­
nas con el derecho a césar la producciôn (69® Informe, Caso n® 307, pârra- 
fos 97-99), réitéra esta idea del daflo que busca la huelga : el cese de la 
producciôn y, en consecuencia, la imposibilidad de que la empresa obtenga 
bénéficies econômicos mediante la comerclalizaciôn de la misma.
313. Cfr. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 247.
314. Art. 77. uno, pârrafo segundo in fine, segûn el cual el comité de empre­
sa o los delegados de personal mancomunadamente acordarân con el empresario 
"las medidas oportunas para evitar perjuicios en la actividad normal de la 
empresa".
315. Vid. apartado 2.2.4. de este mismo capitule.
316. En la que se tenderâ a ampliar estes puestos por el empresario, a res-
tringirlos por los trabajadores.
317. Cfr. G. VENETO, Assembles... cit., pags 360-362 y 367.
318. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 253.
319. De hecho, en la huelga del Metro de Madrid de 20 de marzo de 1980, antes 
de que el Gobierno decidiera "garantizar el funcionamiento" del mismo por 
R.D. 495/1980, de 14 de marzo (B.O.E. del 19), la Direcciôn y el Comité de 
Empresa habian acordado el "seRalamiento de los servicios necesarios" para
la seguridad de las personae y de las cosas, mantenimiento de locales, insta­
laciones y otras atenciones précisas para la reanudaciôn del servicio, segûn 
lo prescrite en el art. 6.7. DLRT, como se aprecia en la comunicaciôn de Di­
recciôn de 18 de marzo de 1980. Estos puestos de trabajo fueron cublertos, 
mientras que se incumpliô la normative de garantis de un "servicio minimo" 
que establecia la normalidad en el funcionamiento del servicio de las 6 a 
las 10 horas y de las 17 a las 21. Cfr. A. BAYLOS, La intervenciôn del Go­
bierno. .. cit., pags 216-221.
320. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit;, pag. 247.
321. Cfr. A. BAYLOS, Sobre el derecho de huelga... cit., pags 262-263.
322. Cfr. epigrafe 2.2.4. de este capitule.
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323. B. VENEZIANI, Conflicto de trabajo en Europa : Desarrollo y procedimien­
to de composlclôn. (Suecla, Francia, Alemanla, Gran Bretafia), V Encuentro de 
la Fundaciôn F. Ebert, Sevilla, mayo 1979, (original mecanografiado), pag. 
23.
324. "La negociaciôn colectiva... es una instituciôn o sistema destinado a la 
soluciôn de conflictos colectivos o a la actuaciôn de pretensiones de esta 
clase" afirma M. ALONSO GARCIA, La soluciôn de los conflictos... cit., pag.
85 ; "el convenio colectivo puede ser y es en muchas ocasiones una fôrmula 
négociai a través de la cual se solventa un conflicto cuando éste ocurre 
entre partes que no lo tengan establecido", M. ALONSO OLEA,Derecho del tra- 
bajo, cit., pag. 510 ! y B. VENEZIANI, Conflicto de trabajo... cit., pag. 9 
entiende, recordando a KAHN-FREUND, que es el prototipo del modelo composi­
tive, "esencialmente... aparece como el medio a través del cual se alcanza 
el punto de equilibria entre poderes colectivoscontrapuestos". Efectivamen- 
te, la funciôn del convenio colectivo como instrumente! de paz social aparece 
consustancialmente a la figura del convenio y es incluso la motivaciôn ulti­
ma de importantes fenômenos como el de la "expansiôn" de la eficacia del con­
venio, como puso de relieve M. RODRIGUEZ PiflERO, Eficacia general del conve­
nio colectivo. Institute Garcia Oviedo, Sevilla, 1960, pags 34-35. J.A. SA- 
GARDOY, La contrataciôn colectiva en la agriculture, en el vol. colectivo
La problemâtica laboral de la agriculture, C.E.U., Madrid, 1974, pags 234- 
235, insiste en este aspecto como caracterlstica fundamental del convenio co­
lectivo en el piano politico ("el convenio colectivo, en especial en los 
paises en los que funcionan las clâusulas de paz sindical, es un instrumente 
altamente adecuado para que el conflicto social no se agudice") y en el pia­
no sociolôgico ("supone el devenir de una tregua entre dos partes en conflic­
to permanente... viene a resolver la confrontaciôn de dos grupos sociales, 
portadores de intereses especificos". Un espléndido anâlisis histôrico, en 
G. BAYON CHACON, La evolueiôn histôrica de la contrataciôn colectiva en Es- 
paHa, en Quince leeciones... cit., pags 48-61 especialmente. Es obvio que no 
cabe aqui efectuar un examen minimamente serio del tema, basta con la remi- 
siôn al anâlisis de las clâusulas de paz y la titularidad individual del de­
recho de huelga efectuado en el cap. I de esta tesis.
325. Fundaraentalmente, en el caso espaflol, a través de las Comisiones Parita­
rias de los convenios, reconocidas en la L.C.C. de 1973, en su articule 11, 
con competencia en las cuestiones que se deriven de la aplicaciôn del conve­
nio, "lo que evidentemente es una atribuciôn de competencia en cuanto a con­
flictos primaries o no formalizadoa... Lo que las comisiones paritarias ha- 
cen en realidad es prolonger la negociaciôn que ha desembocado en el conve­
nio a las incidencias de la âpllcacion de éste, lo que se corresponde con al- 
guna concepciôn acerca de la contrataciôn colectiva conforme a la cual debe 
hacerse de ésta uso permanente en las relaciones laborales y no intermiten- 
teroente y tan sôloenel momento de fijaciôn normativa en que el convenio con­
siste", afirma lûcidamente M. ALONSO OLEA, Derecho del trabajo... cit.,
pag. 511. Vid. del mismo autor, Orlgen,desenvolvimiento y significado actual 
del convenio colectivo, "Quince Leeciones..." cit., pag. 29. Sobre las for­
mulas de autocomposiciôn de conflictos en el seno de estas Comisiones Parita­
rias, vid., L.E. DE LA VILLA, Procedimientos paclflcos... cit., pags 91 y 98
-589 —
F. VALDES, La aplicaciôn de los convenios... cit., pags 89-90 ; G. BAYON 
CHACON / E. FEREZ BOTIJA, Manual...' cit., vol II, pag. 632 ; El tema estâ ac- 
tualmente recogido en los articules 85 y 91 del Estatuto de los Trabajadores.
326. B. VENEZIANI, Conflicto de trabajo... cit., pag. 14. En elle influyen 
dos importantes motives : De un lado, como afirma W. DAUBLER, Derecho Espa- 
fiol... cit., pags 14-15, mediante esta forma de fijaciôn Jurldica, los inme- 
diatamente afectados se comprometen en el proceso de decisiôn y "el indivi- 
duo llega a la sityaciôn de poder modificar de manera évidente, en conjun- 
ciôn con otros, las propias condiciones de vida y de trabajo ; se experimen­
ts no como un objeto administrado, sino como un sujeto efectivamente confi- 
gurador." Pero ademâs porque al Estado le interesa que los trabajadores sean 
los primeras en asumir como propio el valor de la paz social. De ahi que en 
esta composiclôn autônoma del conflicto intervenga decfsivamente el Estado 
de una forma importante, a través de una funciôn promocional, Incentivadora 
de los pactos colectivos. Esta puede adopter varias formas, desde el refuer- 
zo de la negociaciôn colectiva en un piano centralizado,como en el caso fran- 
cés o por el contrario colocando la fuerza compulsive de su actuaciôn en el 
nivel de la empresa, como sucede en Suecia, pero en cualquier caso, esta 
funciôn promocional se révéla como eficaz en orden a la pacificaciôn de la 
conflictividad. Cfr. 0.1.T., 66* Reunion (1980), Fomento de la negociaciôn 
colectiva, O.I.T., Ginebra, 1979.
327. Pfactica inexistante en los servicios pûblicos. vid. supra, apartado 
2.2.4.
328. De lo que hay varies ejemplos en la prâctica de la negociaciôn colectiva 
durante 1979. Cfr. notas 242 y 243.
329. Criticamente, F.DURAN, Derecho de huelga... cit., pags 55-56 ; A. MARTIN 
VALVERDE, Huelga ilicita y despldo... cit., pags 61-63, donde describe las 
caracteristicas de esta configuraciôn y sus repercusiones.
330. L. CAMPS RUIZ/JUAN RAMIREZ MARTINEZ/T. SALA FRANCO, Fundamentos de de­
recho sindical... cit., pag. 267.
331. B. VENEZIANI, Conflicto de trabajo... cit., pag. 14.
332. Favoreciendo, por ejemplo, la creaciôn de procedimientos permanentes de 
negociaciôn colectiva, cuyo fin indirecte es la posibilidad de prévenir un 
conflicto en el momento de su surgimiento. En este sentido, habria que adu- 
cir como ejemplo la Ley francesa de 13 de Julio de 1971, que autorisa al mi­
nistre para crear comisiones mixtas nacionales o régionales para la conclu­
sion de convenios colectivos susceptibles de extensiôn, mientras una especl- 
fica comisiôn paritaria nacional proporciona al ejecutivo las opiniones so-
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bre la extensiôn de los convenios y las dificultades derivadas de la negocia­
ciôn. El poder de extensiôn radica en el ministro, en fin, lo que constltuye 
un medio que se ha de tener en cuenta para obliger a las partes récalcitran­
tes a negociar. V. B. VENEZIANI, Conflicto de trabajo... cit., pags 15-16.
Es también sintomâtica la direcciôn acordada a la negociaciôn en el sector 
pûblico por el Gobierno Chaban-Delmas en 1969, los contrats de progrès, que 
implica frecuentes "actos de concertaciôn" entre los firmantes en el seno de 
una comisiôn paritaria que multiplicaba los contactos, segûn una concepciôn 
que aproximarla el modelo francés asi diseRado (y que se pensaba de ejemplo 
para el sector privado) a lo que los autores anglosajones llaman el conti­
nuous bargaining. Cfr. I. DELAMOTTE, Los nuevos objetivos, en el volumen Los 
conflictos socialès en Europa (Actas del Coloquio de Brujas), Ed. de la Re- 
vista de trabajo, Madrid, 1974, pags 253-256 ; J.D. REYNAUD, Les syndicats... 
cit., vol 1. pags 219-223 ; G. CAIRE, Les syndicats ouvriers, P.U.F., Paris, 
1971, pags 548-549 ; M. BRANCIARD/M. GONIN, Le mouvement... cit., pag. 209- 
210. En general sobre el tema, C.I.T. 66* reuniôn (1980), Fomento de la nego- 
ciaciôn... cit.
333. Tipicamente, es ésta una de las importantes funciones de la Inspecciôn 
de trabajo francesa. "Proporcionar informaciones a las partes configura una 
estrategia que se alimenta de la elemental téctica de mejorar el clima de , 
las relaciones y al mismo tiempo de reducir las posibilidades de la contro- 
versia" afirma B. VENEZIANI, Conflicto de trabajo... cit., pag. 15. En Espa- 
fla, dentro de la "redifiniciôn funcional" de la Inspecciôn de trabajo se ha 
estimado como imprescindible el "reforzamiento de la dimensiôn técnica de su 
actuaciôn : asesoramiento, informaciôn, mediaciôn, etc." Vid. C. PALOMEQUE,
El nuevo espacio funcional de la Inspecciôn de trabajo. reflexlones criticas. 
"CDT" n* 4 (1978), pags 319-321. Este es también el sentido de las Comisiones 
de Encuesta creadds por los gobiernos ingleses y franceses.Sôlo con mencionar 
la Comisiôn DONOVAN inglesa o el informe ADAM francés parece superflue refle- 
xionar més sobre la importancia orientadora (y conformadora de la realidad) 
que tienen estos mécanismes.
334. Por su credibilidad y eficacia, se suele poner de ejemplo el caso inglés, 
estructurado institucionalmente sobre dos servicios : "Advisory, Conciliation 
and Arbitration Service (ACAS) y el Central Arbitration Committee (CAC). So­
bre el tema, vid. F. ALMENDROS MORCILLO/F. PEREZ AMOROS/E. ROJO TORRECILLA, 
Sistemas de soluciôn de los conflictos colectivos de trabajo, en el vol. La 
soluciôn de los conflictos colectivos... cit., pags 138-141. Es de todas for­
mas el caso de précticamente todas las democracies occidentales europeas. 
Algunas de sus peculiaridades en concrete se irân recogiendo a lo largo de 
las péginas siguientes.
335. Es decir, actividades directas de sofocamiento de las huelgas y que nor­
malmente se definen como técnlcas de excepciôn ; Desde el establecimiento de 
un arbitraje obligatorio, hasta la movilizaciôn de los trabajadores. De ellas 
se va a tratar més adelante, en sus peculiaridades espaRolas.
336. En algunos ordenamientos, como el inglés o el alemân, la distinciôn entre
- 591
conciliaciôn y mediaciôn no tiene sentido, cobrândolo en aquéllos en los que 
por ley se dibujan claramente las fronteras entre una y otra instituciôn, 
como es el caso francés o sueco. Vid. B. VENEZIANI, Conflicto de trabajo... 
cit., pag. 19. De ahi que CAMPS / RAMIREZ / SALA, Fundamentos■.. cit., pag.
267, no distingan sino entre mediaciôn y arbitraje.
337. M. ALONSO GARCIA, La soluciôn de los conflictos... cit., pags 25-26.
338. M. ALONSO GARCIA, La soluciôn de los conflictos... cit., pags 39-40. Sin 
embargo, como sefiala M. ALONSO OLEA, Derecho del trabajo... cit., pag 514, 
"una distinciôn relativamente Clara en teoria, pero de relieve prâctico es- 
caso, sépara al tercero conciliador, que meramente exhorta a las partes a 
que ajusten sus diferencias de comûn acuerdo, del mediador, a quien se atri- 
buye la facultad adicional de proposer soluciones de arreglo que somete a 
las partes". Vid. en el mismo sentido,'G. BAYON CHACON, Manual... cit., vol. 
2®, pags 677-678.
339. Cfr. G. BAYON CHACON, Manual... cit., vol. 2, pag. 678 ; B. VENEZIANI, 
Conflicto de trabajo... cit., pag. 20. CAMPS / RAMIREZ /SALA, Fundamentos... 
cit., pag. 268, afirman que el arbitraje "puede ser vinculante, si las par­
tes estân obligadas a acatar y cumplir el laudo, o no vinculante (categorla 
conceptual esta ultima de no unânime aceptaciôn) si las partes no estân obli­
gadas a ello, en cuyo caso la virtualidad del laudo queda liraitada bâsica- 
mente a las posibles sanciones morales de la opiniôn publica para quien lo 
rechace". Sin duda en esta diferenciaciôn se quiere acoger la prâctica britâ- 
nica del arbitraje (vid. ALMENDROS / PEREZ / ROJO, Sistemas de soluciôn.■■ cit. 
pags 140-141 ), pero tradicionalmente en la doctrina espafiola el arbitraje se 
caractérisa por la Intervenciôn dirimente del tercero.
340. B. VENEZIANI, Conflicto de trabajo... cit., pag. 21. A su vez se pueden 
efectuar ciertas subdivislones de la figura en atenciôn a la personalidad del 
ârbitro : arbitraje voluntario puro, pûblico o proceso voluntario o rogado
en la clasificaciôn de M. ALONSO OLEA, Derecho del trabajo... cit., pag. 513.
341. H- ALONSO OLEA, Derecho del trabajo... cit., pag. 513, CAMPS / RAMIREZ /
SALA, Fundamentos... cit.’, pag. 268.
342. Cfr. CAMPS / RAMIREZ / SALA, Fundamentos... cit., pags 271-273.
343. A. GALLART, Derecho espafiol... cit., pag. 231.
344. Segûn los plazos de preaviso ya vistos supra, apartado 3.4.
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345. Mâs en detalle, vld. el procedimiento en C. BERNALDO DE QUIROS, Derecho 
social) cit., pags 230-239 ; A. GALLART, Derecho espaHol... cit., pags 233- 
236. En general, sobre la labor legislative de la 2* Repûblica en el tema de 
control y prevenciôn de conflictos, vid. F. PEREZ ESPINOSA, Las infracciones 
laborales y la Inspecciôn de trabajo, Montecorvo, Madrid, 1977, pags 72-91 ;
M. ALONSO OLEA, Sobre la historia de los procesos de trabajo, RT n® 15 (1966) 
pags 9-35.
346. Segûn la sistematizaciôn de L.E. DE LA VILLA /C. PALOMEQUE, Introduceiôn 
a la economia... cit., vol. 2, pags 273-285, a partir de 1938, ano de la pro- 
mulgaciôn del Fuero del trabajo, la regulaciôn de los conflictos colectivos 
en EspaRa ha pasado por varias etapas. Una primera fase, de 1938 a 1958, de 
negaciôn de la existencia del conflicto y, paralelamente, de tipificaciôn del 
delito de conflicto colectivo. Una segunda etapa, que comprenderia de 1958 a 
1967, Inaugura una cierta permlsiôn de un tipo limitado de conflicto colecti­
vo, con despenalizaciôn de algunas -àe sus manifestaciones. El texto normati­
ve en torno al cual se vertebra este cambio de postura legislative es el De­
creto 2354/1962, de 20 de septiembre, en el que se admite, de forma velada 
puede degenerar en huelga, siendo sin embargo el objetivo fundamental de la 
norma - al que se subordinarâ todo el aparato normative - el de evitar que 
aquélla pudiera surgir, dando soluciôn al conflicto que la hubiera causado, 
como afirma F. VALDES, Notas para una reelaboraciôn critica, cit., pags 224-225. 
Una tercera fase se caracterizaria por una reforma de la constitucionalidad 
franquista que posibilltarla el reconocimiento legal ordinario de nuevos ti- 
pos de conflicto y que se extenderia de 1967 a 1975. Una cuarta y ûltima fa­
se, de 1975 hasta la constituciôn de 1978, proslgue la via reguladora de 
ciertas manifestaciones del conflicto colectivo y despenaliza alguna de sus 
expresiones, la norma-eje de esta etapa es el DLRT de 4 de marzo de 1977.
347. Caracteristicas sintetlzadas por G. BAYON CHACON, Manual... cit., vol 2. 
pags 684-685.
348. Caracterizadas porque la sentencla que resuelve el conflicto no alcanza 
sôlo a las partes del proceso, las representaciones de trabajadores y de em- 
presarios, sino a todos los representados por âstos. vid. M. ALONSO OLEA, De­
recho del trabajo... cit., pags 600-601.
349. Art. 5® del RDL 5/1979 de 26 de enero. vid. el RD 2756/1979, de 23 de no- 
viembre (B.O.E. del 5 de diciembre), en el que desarrolla el procedimiento
de conciliaciôn obllgatoria en conflicto individual. Sobre el tema, vid. R- 
MARTINEZ EMPERADOR, Los ôrganos Jurisdiccionales y la Constituciôn, "RPS" 
n® 121 (1979), pags 294-296. Un estudio monogrâfico sobre el mismo, en G. BA- 
RREIRO GONZALEZ, Los procedimientos de soluciôn de conflictos : mediaciôn, 
conciliaciôn y arbitraje. Anâlisis del RDL 5/1979 de 26 de enerO)en Leccio- 
nes... cit., pags 373-414.
350. Cfr. M. GONZALEZ ZAMORA, La negaciôn colectiva, el Estatuto y el IMAC, 
"Gaceta sindical" n® 1, abril 1980, pag. 14 ; "Tanto el mediador como el âr-
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bitro pueden pertenecer o no al IMAC. Creemos que en estos mementos, dada la 
poca confianza que nos merece el IMAC, no es conveniente recurrir a él, sino 
que hemos de buscar un mediador oun ârbitro ya conocido y que nos ofrezca ga­
ranties de imparcialldad por haber acudido a él con anterioridad". La UGT, 
por su parte, Iras enumerar la Inspecciôn de trabajo, el IMAC y los comités 
paritarios creados en convenio, se inclina tanto para la mediaciôn como para 
el arbitraje por la sumisiôn de los conflictos al Comité Paritario Intercon- 
federal creado por el AMI.Vid. UGT, Negociaciôn colectiva ; La negociaciôn 
de los convenios a partir del Estatuto y del Acuerdo Marco, secretarial con­
federal de Acciôn reivindlcativa, Madrid, enero 1980, pags 26-27. Sobre las 
solicitaciones a la Inspecciôn de trabajo como técnicos formalmente neutra- 
les, cfr. C. PALOMEQUE, El nuevo espacio funcional... cit., pags 321-322.
351. Disposiciôn final tercera, quince del ET, como es sabido.
352. En este sentido, cfr. las instrucclones de los sindicatos al respecte : 
UGT, Negociaciôn colectiva... cit., pag. 26 ; M. GONZALEZ ZAMORA, La nego­
ciaciôn colectiva... cit., pags 14-15.
353. Es sintômatico a este respecte el proceso negociador en los conflictos 
de la RENFE y del METRO de Madrid, durante el afio 80. Cfr, A. BAYLOS, La in­
tervenciôn del Gobierno... cit., pags 200-203.
354. Como la Repûblica de Weimar o el Frente Popular francés, donde el arbi­
traje obligatorio operô en aquellas circunstancias como un verdadero instru­
mente de tutela y de promoclôn del dialogo entre las partes antagonistes. 
Cfr. B, VENEZIANI, Conflicto de trabajo... cit., pag. 21.
355. Donde se combinant elementos de represiôn directa (el Decreto 266/1980, 
de 8 de febrero, de mantenimiento del servicio de transporte ferroviario 
esencial) y elementos de soluciôn autoritaria del conflicto en virtud del 
laudo de 13 de marzo de 1980. Vid. un anâlisis del conflicto en "Carril", 
enero-febrero-marzo 1980.
356. Sobre la base de que el conflicto industrial supone un punto de conexiôn 
entre las nociones de autonomia politics y autonomia sindical, sin que ello 
obste a un "hlpotética y deseable" extensiôn de los efectos de su resoluciôn 
a los centros de trabajo no residenciados en Euzkadi.
357. 305 informe, caso n^  172, pârrafos 178-80 ; 56® informe, caso 192, 
pérrafos 447-448 ;-715 informe, caso n® 173, pârrafos 70-72. Vid. G. DIEGUEZ, 
El derecho de huelga... cit., pags 43-44,aunque habla ûnicamente de prohibl- 
ciôn de las huelgas en los servicios esenciales y no de restricciones del de­
recho de huelga.
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358. Cfr. A. BAYLOS, La militarizaclôn... cit., pags 121 y ss ; V. FISAS, El 
poder militar en Espafla, Ed. Laia, Barcelona, 1979, pags 134-140 ; DE LA VI­
LLA /PALOMEQUE, Introducciôn a la economia... cit., vol.2, pags 331-332. A. 
OJEDA AVILES, Derecho sindical... cit., pags 323-324. Cfr. los Decretos 29/ 
1976 de 6 de enero, de movilizaciôn para la militarizaclôn de Correos ; 47/ 
1976, de 6 de enero, de RENFE, 261-1976, de 14 de febrero del cuerpo de Poli- 
cia Municipal y del Servicio Municipal de Extinciôn de Incendies y Salvamen- 
to de Barcelona ; 3075/1977, de 1 de diciembre, del Cuerpo de Policia Munici­
pal de Madrid ; 2370/1978, de 29 de septiembre de "Empresa Nacional de Elec­
tricidad, Sociedad Anônima" (ENDESA).
359. Decreto 67/1976, de 23 de enero para trabajadores de "Construcciones Ae- 
ronéuticas, S.A." (CASA), vid. A. BAYLOS, La militarizaclôn.■. cit., pags 
125-128 ; L.E. DE LA VILLA / C. PALOMEQUE, Introducciôn a la economia... cit. 
pags. 332.
360. Decreto 2420/1966 , de 10 de septiembre, respecte a la Marina y la E.N.
La Bazén, vid. A. BAYLOS, La militarizaclôn...cit., pags 128-129 ; V. FISAS,
El poder militar... cit., pags 139-140 ; L.E. DE LA VILLA / C. PALOMEQUE, In­
troducciôn a la Economia... cit., pag. 332. ,
361. Que dlô lugar a un durisimo comunicado de la secciôn sindical de CC.OO. 
de Metro-Suburbano de Madrid, fechado el 7 de marzo de 1979. En su punto 4® 
se leia : "Mo deben de bastar al Sr. Suârez los decretos de congelaciôn sa­
larial, ni el de "Seguridad Ciudadana" que equipara a los piquetes informa- 
tivos dé huelga con los terroristes que nosotros condenamos en su momento.
Por ello adopta medidas como la militarizaclôn, io cual puede ser el anti­
cipe de lo que UCD puede intenter con el desarrollo de las leyes constitu- 
cionales, entre las que se encuentra el derecho a la huelga en los servicios 
pûblicos : prohibir el derecho de huelga en la prâctica. Pues bien, queremos 
desde ya mismo decir al Sr.Suârez que por ahi no pasarân los trabajadores ni 
sus représentantes en las Cortes y sus sindicatos. Y séria muy peligroso 
para la democracia que el Gobierno de UCD intente ponernos ante la alternati­
ve de renunciar a nuestros deréchos inaliénables o sentarnos en un banqulllo 
y meternos en las cârceles como maleantes. La historia ya tiene tristes 
ejemplos de las consecuencias que de ello se derivan".
362. Duramente contestadas asimismo. Vid. J. ZAMORA TORRES, El conflicto de 
la flota de CAHPSA, "El Pais", 28.8.1979 : "Si la militarizaclôn, medida 
siempre temeraria en politlca, rompe la acciôn de CAMPSA, toda la marina mer- 
cante, absolutamente toda, se lanzaria a la huelga".
363. Cfr. A. BAYLOS, La militarizaclôn... cit., pags 137-140 ; DE LA VILLA /PA­
LOMEQUE, Introducciôn a la Economia... cit., vol. 1, pag. 512.
364. Vid. A. BAYLOS, La militarizaclôn... cit., pag. 144-145.
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365. Lo que habllitaba, segûn el art. 23 LOP, para declarar el Estado de ex- 
cepciûn. Obviamente, esta Interpretacion de la norma no fue la empleada. Vid. 
A. BAYLOS, La militarizaciûn.■. cit., pags 120-125.
366. De hecho, el Proyecto de Ley de Seguridad ciudadana (B.O.E. de 21.9.79
n® 73-1) que viene a sustituir a la Ley de Orden Publico de Alonso Vega, pre- 
vé la movilizaciôn del personal de las empresas una vez declarado el Estado 
de Alarma (y no de Excepciôn), cuando concurran situaciones como "la parali- 
zaciôn de servicios pûblicos esenciales", (art. 20) con lo que de alguna ma­
nera se estâ reconociendo el giro copernicano en materia de orden pûblico y 
derecho de huelga. Naturalmente, de la "paralizaciôn" a la "alteraciôn del 
normal funcionamiento", media un abismo, corao también de "servicios pûblicos" 
a "servicios pûblicos esenciales". Y eso haciendo constar que el citado Pro­
yecto de Ley no se distingue precisamente por su deseo de ampliar las liber- 
tades ciudadanas reconocidas constitucionalmente.
367. vid. A. BAYLOS, La militarizaciûn... cit., pags 88-94. Vid. C.I.T. 65* 
Reuniôn (1979), Aboliciôn del trabajo forzoso. Informe de la Comisiôn de Ex­
pertes), OIT, Ginebra, 1979.
368. Cfr. A. BAYLOS, La militarizaclôn... cit., pags 140-142. Mo cabe ni un 
control de legalidad ni de oportunidad de la medida, ni de la duraciôn de la 
misma en atenciôn a la situaciôn de provisionalidad de la situaciôn excep- 
cional que la originô. Asi, en RENFE durô mâs de 3 meses ; 20 dias para la 
Policia Municipal de Madrid, etc. Por ultimo, no existe una indicaciôn de 
cuâles sean los derechos anteriormente vigentes integrables en el estatuto ju- 
ridico del militarizado, lo que origina una évidente falta de seguridad Juri- 
dica.
369. A. MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pag. 249. Cfr. cap. 1. 
de esta tesis.
370. El derecho de huelga, al configurarse como instrumente de gran eficacia 
en la lucha contra los privilegios y desigualdades sociales, se conecta con 
lo preceptuado en el art. 9.2. de la constituciôn. Cfr. A. MARTIN VALVERDE, 
Regulaciôn de la huelga... cit., pag 207 y El derecho de huelga.. . cit. , 
pags 243-244. Sobre el significado de la militarizaclôn, cfr. A. BAYLOS, La 
militarizaclôn... cit., pags 174-179.
371. Se produjo la sustituciôn de huelguistas por efectivos militares en la 
huelga de la EMT madrilefla en noviembre de 1976 ; en la de bomberos en abril 
de 1977 ; también en enero de aquel aPlo, fuerzas del ejército se hicieron car­
go del funcionamiento del Metro de Madrid. Las FOP han sido por su parte el 
cuerpo mâs empleado en esas tareas sustitutivas. Asi, en diverses huelgas de 
transportes en 1977 (Autobuses en Bilbao , Sevilla, etc) ; en la huelga de 
basuras de Madrid, en 1978 ; la huelga de gasolineras de agosto de 1979.
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En este ultimo caso, el Ministerio del Interior élaboré un plan de urgencia 
segûn el cual 12.500 Policies Nacionales y miembros de la guardia civil ga- 
rantizarian la seguridad y el perfects funcionamiento de las gasolineras 
(El Pais, 10.8.79) algunas de las cuales serlan"intervenidas por el Estado".
372. En contra, V. FISAS El poder militar... cit., pag. 140.
373. Cfr. R. PELLETIER, S. RAVET : Le mouvement des soldats... cit., pags 19- 
21, interpretan esta prâctica, relativamente frecuente en la Francia degau—  
liana, como la utilizaciôn conac—iente del ejército como arma rompe-huelgas: 
Se busca no s61o romper la combatividad de los huelguistas sino también di- 
rigir a la opiniôn püblica contra ellos. "Se trata asi de crear, algunas 
ocasiones propicias, una costumbre de intervenciôn del ejército en los con­
flictos sociales, de concretar - de una manera tranquillzadora para el pûbli­
co - la idea sistematlzada por el gaullismo aegûn la cual la vocaciôn de "de­
fense nacional" del ejército debe entenderse en un sentido lo suficientemen- 
te amplio como para Justificar toda intervenciôn militar contra un aconteci- 
miento cualquiera que perturbe "la vida nacional". (...) En este sentido, la 
intervenciôn "pacifica" del ejército contra las huelgas, aunque no muy fre­
cuente, forma parte del dispositivo de la "militarizaclôn" de la sociedad. 
tiene un valor ejemplar : prolonge y compléta todo el arsenal militar que,
en periodo de revueltas generalizadas, permite al ejército sustituir a 
algunas administraciones o servicios pûblicos que fallan".
374. L.E. DE LA VILLA /C. PALOMEQUE, Introducciôn a la economia... cit., vol. 
2, pag. 332. A MARTIN VALVERDE, El derecho de huelga... cit., pags 248-249, 
menciona el criterio de la supletoriedad de tal medida respecte de las previ- 
siones realizadas por las partes : "Los poderes pûblicos no podrân asumir 
los servicios esenciales mediante la sustituciôn de los trabajadores de los 
mismos si éstos estân dispuestos a desempeftar los trabajos indispensables de 
mantenimiento. Del mismo modo habrân de ser preferidas las medidas indirectes 
de los poderes pûblicos encaminadas a la sustituciôn de servicios, a las me­
didas de asunciôn directa de los trabajos correspondientea a un servicio en 
huelga".
375. Me refiero a la puesta en marcha del Plan Clément Marot, de sustituciôn 
de controladores civiles por personal militar, en febrero-marzo de 1973, 
saldado con un accidente en Nantes, con 68 muertos. Cfr. R. PELLETIER /S. RA­
VET, Le mouvement... cit., pag. 21-22. Ello sin perjuicio, naturalmente de 
los mécanismes de resarcimiento previstos legalmente, la indemnizaciôn de la 
LEF por el funcionamiento normal o anormal del servicio que desde luego la 
Administraciôn no podria en este caso repetlr contra los huelguistas.
376. Cfr. R.D. 2831/1978, de 1 de diciembre, sobre garanties de publicaciôn 
del "Boletin Oficlal del Estado", (B.O.E. del 8 de diciembre) ; RD 2956/1978, 
de 15 de diciembre, garantizando el funcionamiento del servicio pûblico de 
Radiodifusiôn y televisiôn prestado por el organisme autônomo Radiotelevisiôn
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Espaftola (B.O.E. de 18 de diciembre) ; RD 1998/1978 de 15 de diciembre, so­
bre garanties de prestaciôn del servicio pûblico de transporte aéreo regular 
(B.O.E. de 22 de diciembre) ;RD 156/1979, de 2 de febrero, sobre garantias 
de prestaciôn de los servicios pûblicos hospitalarios en las Entidades pû- 
blicas (B.O.E. del 3 de febrero) ; RD 2230/1979, de 21 de septiembre, sobre 
garanties de prestaciôn de los transportes maritimes de CAMPSA (B.O.E. del 
24 de septiembre) ; RD 2717/1979 de 23 de noviembre, sobre servicios de im- 
prescindible funcionamiento del Institut© Nacional.de Meteorologla (B.O.E. de 
1 de diciembre) ; RD 266/1980, de 8 de febrero, garantizando el funciona­
miento del servicio pûblico ferroviario encomendado a la Red Nacional de los 
Ferrocarriles Espanoles (B.O.E. del 14 de febrero) ; RD 495/1980 de 14 de 
marzo, por el que se garantiza el funcionamiento del servicio pûblico del 
Ferrocarril Metropolitan© de Madrid (B.O.E. del 19 de marzo).
377. Cfr.Art. 29 del RD 2831/1978 de 1 de diciembre sobre garantias de publi­
caciôn del Boletin Oficial del Estado : "El Consejo Rector de la Entidad fi- 
jaré el personal que considéré estrictamente indispensable en cada una de 
las secciones directamente relacionadas con la ediciôn del periôdico ofi­
cial,con aplicaciôn del mâs restrictive criterio en su determinaciôn y sin 
que exceda del quince por ciento del total de las plantillas del organisme".
378. Asi, el RD 2956/1978, de 15 de diciembre condiciona en su articule 1® 
cualquier situaciôn de huelga "a que se mantenga la emisiôn y las horas habi- 
tuales de programaciôn de Radio Nacional de Espafla y Televisiôn Espafiola" y 
el RD 2998/1978, de 15 de diciembre, al "mantenimiento del servicio pûblico 
de transporte aéreo regular" que presta la Compafiia "Iberia, Lineas Aéreas
de Espana, S.A.", el R.D. 146/1979, de 2 de febrero, "a que se mantengan la 
realizaciôn y prestaciôn de los servicios pûblicos que dichos centros pres- 
tan" y el R.d. 2230/1979, de 21 de septiembre, a "la necesaria continuidad 
y regularidad de los transportes maritimes de suminsitros y distribuciôn de 
derivados del petrôleo".
Sin embargo, el RD 2717/1979, de 23 de noviembre condiciona el derecho de 
huelga "a que se continûen prestando los servicios esenciales de la comuni- 
dad" ; el RD 266/1980, de 8 de febrero, a que se mantenga "el servicio de 
transporte ferroviario esencial", exactamente igual que lo preceptuado en el 
art. 19 del RD 495/1980, de 14 de marzo, para el Ferrocarril Metropolitan© 
de Madrid.
379. Cfr. articule 3^  del RD 2717/1979, de 23 de noviembre, sobre servicios 
de imprescindible funcionamiento del Institute Nacional de Meteorologla. Es­
ta norma tiene una cierta Importancia, por cuanto excluye tacitamente la 
aplicaciôn de la sanciôn penal, vigente el art. 222 del CP segûn la redac- 
ciôn dada en el DLRT, que podria perfectamente ser utilizada: "Serân consi- 
derados reos de sedlciôn: Primero. Los funcionarios, encargados de la presta­
ciôn de todo género de servicios pûblicos o de reconocida e inaplazable nece­
sidad que suspendiendo su actividad, ocasionen trastornos a los mismos, o de 
cualquier forma, alteren su regularidad."
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380. "Los articules anterlores no supondrân llmitaclôn alguna de los derechos 
que la normativa reguladora de la huelga reoonozca al personal en dicha si­
tuaciôn, ni tampoco respecte de la tramitaciôn y efectos de las peticiones 
que la motiven". (Art. 4® de los respectives Decretos).
381. Cfr. A. BAYLOS GRAU, Sobre el derecho de huelga... cit., pags 259-261.
382. "...simples manifestaciones de la jerarquia administrative, prescrip- 
ciones que se dan a los funcionarios o agentes de RENFE, colocados bajo la 
autoridad de su director general, concernientes a la aplicaciôn e interpre- 
taciôn del Real Decreto de 6 de febrero de 1980, no contienen reglas de Dere­
cho, sino que se limitan a indicar a los agentes de RENFE cômo deben entender 
y aplicar aquel Real Decreto, teniendo pues un efecto de orden interior,sin 
encubrir auténticas normas reglamentarias y no traspasar las fronteras ni 
restringir las limitaciones establecldas en el texto constitucional para el 
ejercicio del derecho a la huelga.", afirma por su parte la sentencia del TS 
de 24 de septiembre de 1980, que revoca la de la Audiencia Nacional de 6 de 
Junio del mismo aflo. Puede consultarse el texto de las sentencias citadas en 
L.E. DE LA VILLA, Materiales para el estudio del sindicato. Addenda, 1980, 
I.E.S. Madrid, 1981, pags 99-119.
383. Afectada en cuanto que es en la empresa publics en donde se pilota la po­
litics salarial del gobierno y en cuanto que la autonomia de ésta para la 
negociaciôn suele ser en la prâctica muy restringida. De hecho, en los con­
flictos de 1980 de RENFE o de Metro de Madrid, la inflexibilidad en la nego­
ciaciôn vino marcada por las directrices de la vicepresidencia econômica del 
Gobierno del Sr. ABRIL MARTORELL, quien conjugô esta actltud con la interven­
ciôn decidida para suprimir las medidas de presiôn al alcance de los trabaja­
dores. Cfr. A. BAYLOS GRAU, La intervenciôn del Gobierno... cit., pag. 200.
384. Decisiôn n® 326 del CLS, 54® Informe, Caso 179, pârrafo 61.
385. Decisiôn n® 324 del CLS, 149® Informe, Caso n® 792, pârrafo 136.
386. Cfr. 167® Informe, Caso n® 874, pârrafo 479, aunque de forma mucho mâs 
matizada en lo que respecta a huelgas en los servicios esenciales. Estâ reco­
gido en L.E. DE LA VILLA, Materiales para el estudio... cit., pags 155-158.
387. A. OJEDA AVILES, Derecho sindical... cit. pag. 323. aunque anota que 
"los précédantes hlstôrlcos no habian halagUeflamente de la eficacia de estas 
medidas", lo que para él constltuye la causa de su inaplicaciôn, parece in- 
clinarse sin embargo por su subsistencia, reconducidas al mantenimiento de 
los servicios imprescindibles de la comunidad.
ADDENDA
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LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL DE 8 DE ABRIL DE 1981.
El prescrite trabajo de investigaciôn se cierra a comienzos 
de 1981. Sin embargo en abril de este afio, se tiene noticia, por 
la prensa, de la Sentencia del tribunal constitucional de 8 de 
abril de 1981, que falla el recurso de inconstitucionalidad pro- 
movido por 52 parlamentarios socialistas contra diverses précep­
tes del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo, de la que es Po- 
nente el Magistrado don Luis Dlez Picazo. La extrema importancia 
de esta sentencia del Tribunal Constitucional para la configura- 
ciôn normativa del derecho de huelga hace imprescindible anadir 
un comentario a la misma en el que fundamentalmente se recojan 
determinadas conclusiones en relaciôn con la propia labor inves- 
tigadora realizada.
Y ello tanto mâs cuanto que dicha sentencia légitima en cier­
ta forma las conclusiones a que esta investigaciôn habia llegado.
A nivel general, por cuanto al reconocer explîcitamente que no 
existe un sôlo modelo predeterminado del derecho de huelga y que 
son varias las opciones que caben dentro de la Constituciôn, por 
lo que la labor de la interpretaciôn no consiste en imponer una 
de entre ellas de manera autoritaria, la reflex iôn mantenida a lo 
largo de las paginas précédantes tiene plena virtualidad y vigen- 
cia no sôlo a efectos interprétatives de los procesos actuales, 
sino en la propia recreaciôn del sistema normativo recogido en la 
Constituciôn sobre el derecho de huelga en la que se empenarân 
las fuerzas sociales interesadas.En segundo lugar, y en un piano
■sX
%
- 601 -
concrete, porque la depuracion del ordenamiento Jurldico efectuada 
por el Tribunal Constitucional declarando inconstitucionales de- 
terminados preceptos del DLRT, coincide con las proposiciones sos- 
tenidas a lo largo de este trabajo.
Por lo demas, la sentencia del Tribunal Constitucional de 8 
de abril de 1981 es, como se déclara al principio de la misma, 
una sentencia fundamentalmente interprétâtiva, que establece la 
constitucionalidad de un texto legal si se entiende de una deter- 
minada manera, es decir, que fija el sentido y el significado del 
mismo adaptândolo "a la realidad social del tiempo en el que ha 
de ser aplicado", mediante constantes remisiones a los supuestos 
concretos en los que los tribunales en general y el propio Tri­
bunal Constitucional a través del recurso de amparo, irân determi- 
nando la concreta posibilidad de soluciôn Jurldica en presencia. 
Esta caracterlstica llega a distorsionar la sistemâtica utilizada 
en la sentencia, de forma que en ocasiones se interpréta un pre- 
cepto y ello se recoge en el f allo, pero en otras la interpreta­
ciôn se verifica en el cuerpo de la decisiôn del tribunal, pero 
no trasciende a aquél, con lo que la Judicializaciôn de la regula­
ciôn constitucional del derecho de huelga es aun mâs man if iesta, 
y a la vez supone la previsiôn por el Tribunal Constitucional de 
i r perfilando y revisando su propia doctrina (1).
El Tribunal Constitucional situa, como elemento central de 
su argumentaciôn el anâlisis del contenido esencial del derecho 
de huelga, para çuya de 1imitaciôn sigue dos caminos. El primero de 
ellos, parte de la preexistencia conceptual del tipd abstracto
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del derecho al momento legislative, de forma que se pueda hablar 
de la recognoscibi1idad de ese tipo abstracto en la regulaciôn 
concreta. Constituyen asi el contenido esencial de un derecho sub- 
Jetivo aquellas facultades o posibilidades de actuaciôn necesarias 
para que el derecho sea recognoscible como pertinente al tipo 
descrito y sin las cuales deJa de pertenecer a ese tipo y tiene 
que pasar a quedar comprendido en otro desnaturalizandose por de­
cir lo as! (2). Junto a ello, y de forma complementaria, por esen­
cial idad del contenido del derecho se debe entender aquella parte 
del contenido del mismo que es absolutamente necesaria para que 
los intereses JurIdicamente protegibles, que dan vida al derecho, 
resulten real , concreta y efectivamente protegidos. De esta for­
ma, la cuestiôn estriba en determinar la medida en que la norma­
tiva contenida en el DLRT permite "que las situaciones de derecho 
que alii se regulan puedan ser reconocidas como un derecho de 
huelga en el sentido que actualmente se atribuye con caracter ge­
neral a esta expresiôn, dec id iendo al mismo tiempo si con las 
normas en cuestiôn se garantiza suficientemente la debida protec- 
ciôn de los Intereses que a través del otorgamiento de un derecho 
de huelga se trata de satisfacer.", es decir si no se respeta el 
contenido esencial del derecho. En este sentido, el Tribunal, en 
su f allo, hace las siguientes declaraciones sobre el DLRT ;
En primer lugar, que el ejercicio del derecho de huelga, que 
pertenece a los trabajadores, puede ser ejercitado por ellos per- 
sonalmente, por sus représentantes y por las organ izac iones sindi- 
cales con implantaciôn en el âmbito laboral al que la huelga se
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extienda. Se amplia y generaliza asi la doctrina jurisprudencial 
del TOT de sus sentencias de 23 de noviembre de 1979 (ar. 6590) y 
8 de enero de 1980 (ar. 9) en lo relevante a convocatorias sindi- 
cales de huelga de sector, como por otra parte exigia el reconoci­
miento de la libertad sindical. Pero ademâs, son inconstituciona­
les las exigencias del articule 3 del DLRT respecte de la necesi­
dad de que el acuerdo de huelga se adopte en cada centro de traba­
jo, de imposicion de determinados porcentajes de asistencia a las 
reuniones,de los représentantes de los trabajadores y, en fin, de 
la prescripciôn de que la iniciativa para la declarac iôn de huel­
ga por los propios trabajadores haya de estar apoyada por un vein­
tic inco por ciento de los mismos (referendum). La fijaciôn heterô- 
noma de la entidad de lo colectivo, circunstancia que califica 
el légitime ejercicio del derecho de huelga, no es admit ida compa­
tible con el respeto al contenido esencial de éste, por otra par­
te en linea con la doctrina mantenida por el CLS de la OIT.
En segundo lugar, y sin abandonar el terrene del examen de 
los requisites formates, el Tribunal limita la prescripciôn del 
articulo 5.1. del DLRT a las huelgas cuyo âmbito no exceda de un 
sôlo centro de trabajo,siendo inconstitucional en caso contrario, 
coherentemente con las afirmaciones anteriores. Sin embargo, la 
existencia del comité de huelga, çomo organisme tîpico de direc­
ciôn del conflicto se mantiene.
En tercer lugar, se déclara inconstitucional la designaciôn 
por el empresario de los trabajadores que deben efectuar las la- 
bores necesarias para la seguridad de las personas y de las co-
604
sas, del articulo 6.7. del DLRT. Estos habrân de ser designados 
por el Comité de huelga, y se establece que en la propia adopciôn 
de las medidas de seguridad no existe una potestad exclusive del 
empresario, sino que en ellas ha de participar este organisme, 
sin duda a través de la via del pacto informai o bien estipulado 
en convenio.
Por otra parte, es inconstitucional la potestad gubernativa 
de imponer la reanudaciôn del trabajo, sin que las circunstancias 
que menciona el articulo 10.1 del DLRT puedan considerarse parâ- 
metros utiles al respecto, al contrario, existe un indudable mai—  
gen de arbitrariedad en ellas. Es sin embargo constitucional la 
facultad de instituir un arbitraje obligatorio que ponga fin al 
conflicto de larga duraciôn, siempre que en él se respete el re­
quisite de imparcialidad de los ârbitros, lo que parece aconsejar 
un sistema de consultas a las partes previo a la designaciôn de 
los mismos.
En punto a las huelgas de solidaridad, pese a la redacciôn 
del f al lo, quedan perfectamente legal izadas al suprimir la expre-.^  
siôn "directamente" del apartado b) del articule 11 y precisar 
que el adjetivo profesional ha de entenderse referido a los in­
tereses que afectan a los trabajadores en cuanto taies, no en 
cuanto miembros de una categoria laboral espec if ica.
Por ùltilmo, el f allo déclara inconstitucionales los laudos 
de obligado cumplimiento de los articulos 25 b) y 26 del DLRT. 
conclusiôn de excepcional importancia que obligarâ a cambiar la
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la dinâmica de la soluciôn del conflicto en la negociaciôn de 
numerosos convenios colectivos,ademâs de aconsejar la construc- 
ciôn de un aparato de mediaciôn y composiclôn heterônoma de con­
flictos institucionalizado y eficaz.
Todas estas conclusiones del Tribunal Constitucional, tan su- 
cintamente enumeradas, confirman las proposiciones mantenidas en 
este trabajo de investigaciôn, con la precisiôn adicional de que 
la coincidencia no alcanza sôlo a los temas a que se ha hecho re­
ferenda. En efecto aun manteniendo la vigencia del DLRT en lo no 
derogado, la sentencia de 8 de abril de 1981 es, como se ha dicho, 
un texto eminentemente interpretative, y en los razonamientos que 
le sirven para de 1imitar su doctrina sobre el derecho de huelga y, 
correlativamente, sobre el DLRT,existen varias apreciaciones com­
part idas por la presents investigaciôn. Asi, y en la misma linea 
evidentemente descriptiva que se ha seguido, cabe resaltar las 
siguientes :
Respecto de la significaciôn del reconocimiento consti­
tucional del derecho de huelga,en la sentencia se establece de 
forma meridiana la vinculaciôn del derecho de huelga con la clâu- 
sula del Estado social y democrâtico de Derecho del articulo 1.1, 
apto para la promociôn de las condiciones para que la libertad y 
la igualdad de los individuos y grupos sociales sean reales y 
efectivas, del articulo 9.2 de la Constituciôn, perspectiva que 
debe iluminar cualquier interpretaciôn del mismo que pretenda te­
ner una virtualidad reductive del indudable alcance de esta af i r-
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tnacion.
También en el tema de las exigencias formales y procedimenta- 
les, al estimar constitucional la necesidad de un preaviso, y 
fundamentalmente en las huelgas en servicios esenciales, se afirma 
que esta no priva al ejercicio del derecho de su contenido esen­
cial, siempre que se t rate de plazos razonables y no excesivos, con 
la importante prescripciôn de que cabe que se exima la obligaciôn de 
cumplir el preaviso en los casos en que lo imponga "una notoria 
fuerza mayor"o"un estado de necesidad", que corresponde alegar y 
probar a los que efectûan la huelga-sorpresa.
Résulta partIcularmente interesante el enfoque que lasenten­
cia efectûa del tema de las huelgas con ocupaciôn, desvinculândo- 
lo de hecho del derecho de propiedad del empresario, de un lado, 
y de los ataques a la libertad de trabajo de los no huelguistas, 
de otro. En efecto, la ocupaciôn se torna ilicita en los casos en 
que exista notorio peligro de violaciôn de otros derechos o de 
produce iôn de desôrdenes, de forma tal que el articulo 7 del DLRT 
"debe ser objeto de una interpretaciôn restrictiva" : Por ocupa­
ciôn hay que entender un ilegal ingreso en los locales o una ile- 
gal negative de desalojo f rente a una légitima orden de abandono, 
pero no en cambio la simple permanencia en los puestos de traba­
jo. La interdicciôn de permanencia en los locales puede decretar- 
se como medida de policia, de forma que "fuera de los casos en 
que es una decisiôn aconsejada por la preservaciôn del orden, la 
interdise iôn de la ocupaciôn de locales no encuentr a una clara
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j ust if icac iôn".
De mayor trascendencia reviste, a mi juicio, el plantea- 
miento del problema del cierre patronal y del derecho de huelga, 
articulado a través de las relaciones entre los articulos 28 y 
37 de la Constituciôn. El Tribunal Constitucional entiende que 
el constituyente "quiso separar el derecho de huelga del resto 
de las posibles medidas de conflicto", separaciôn que respecto 
de los trabajadores consiste en que el articulo 37 les faculta 
para otras medidas de conflicto distintas de la huelga, de ma­
nera que ésta no es la un ica medida de conflicto y en que el ar­
ticulo 28 no^^liga necesariamente la huelga con el conflicto co­
lectivo. El derecho de huelga es asi un derecho de carâcter autô­
nomo. De ello, y de la colocaciôn sistemâtica de ambos preceptos, 
se deduce que el ordenamiento j ur id ico espanol no se funda en el 
principio de la igualdad de las armas, que las diferencias entre 
huelga y cierre patronal son inmensas y "rompen toda posibilidad 
de paralelo". El cierre lesiona gravemente la libertad y los de­
rechos del personal no huelguista, y viene a supone r una mayor do- 
sis de poder que se otorga a una persona que ténia ya poder des­
de antes, ello sin olvidar que en ocasiones es una retorsiôn, que 
se utiliza como sanciôn a una huelga terminada, siendo asi que un 
derecho constitueional’no puede ser nunca objeto de. sanciôn. Por 
ello, el Tribunal afirma que "en todos aquellos casos en que el 
"lock-out" o cierre patronal vac ia de contenido el derecho consti­
tucional de hacer huelga o se alza como barrera que lo impida, el 
"lock-out" no puede considerarse como licito, porque un simple de-
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recho cîvico implde un derecho fundamental". Unicamente se admite 
el cierre como poder de policia para asegurar la integridad 
de personas y bienes, siempre que exista una dec id ida voluntad de 
apertura del establecimiento una vez desaparecido el riesgo, y es 
contrario a la Constituciôn todo tipo de cierre que vacie de con­
tenido o impida el derecho de huelga. En este sentido hay que in- 
terpretar el articulo 13 del DLRT.
Sin embargo, en la Sentencia de 8 de abril de 1981 se contie­
nen también pronunciamientos no asumidos en las paginas précédan­
tes. Sucede asi con las modalidades de huelga que la sentencia de­
fine como "abusivas", por mâs que lo haga presuntivamente y que 
como tal presunciôn pueda ser destruida manejando, entre otros, 
los propios criterios que en el texto se enumeran. Piénsese ademâs 
que, al socaire de las "puntualizaciones" sobre la consideraciôn 
de abuso de derecho de huelga, se introducen unos "principios" in- 
formadores de tipica eficacia reductiva del derecho, como el de 
la proporcionalidad y sacrificios mutuos, y el deber de lealtad y 
honradez de los huelguistas.
Por su parte, la configuraciôn que de la huelga politica efec- 
tûa la sentencia tampoco es compart ida, como se desprende de las 
paginas dedicadas al anâlisis de los objetivos perseguidos por el 
derecho de huelga. Pese a senalar la ligazôn existente entre éste 
y los fines definidos en el articulo 9.2. de la Constituciôn, y 
aunque no duda en asignar a los sindicatos de trabajadores el ca­
râcter de "organismes bâsicos del sistema politico", se afirma 
que "no nos encontramos ante el fenômeno de huelga protegido por
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e1 articule 28 de la Const 1tue ion cuando se producer perturbacio- 
nes en la produce ion de bienes y de servicios o en el normal fun- 
cionamiento de éstos ûltimos que se introducen con el fin de pre- 
sionar sobre la Administraciôn Pûblica o sobre los ôrganos del Es- 
tado para conseguir que se adopter medidas gubernativas o que se 
introduzca una rueva rormativa mâs favorable para los irtereses 
de una categorla". Se da sir embargo una reducciôn de la huelga 
polltica a las categorias subjetivas de los huelguistas, iderti- 
ficando esta con la de trabajadores independientes, autopatronos 
o prof es ionales, con lo que cabrla pregurtarse si el régimen de 
libertad de huelga que fija para este tipo de luchas es ûnicamen- 
te predicable respecte de estes sectores de personas o si por el 
Contrario es aplicable a la generalidad de los trabajadores. La 
importarda de la soluciôn concreta al supuesto especifico, 11e- 
gando hasta el amparo constitucional, permitirâ la depuraciôn por 
el mismo tribunal de esta confusa doctrina. Por ultimo hay que 
mencionar que en todo caso, la huelga que ataque a la seguridad 
del Estado, esto es, el funeionamiento del orden constitue ional, 
el libre desarrollo de los ôrganos del Estado y el ejercicio pacî- 
fico de los derechos y libertades ciudadanas, es castigada penal- 
mente y este delito, de los llamados de tendencia, es perfectamen- 
te constitueional para el Tribunal.
En ultimo término, esté la consideracion del deber de paz co- 
mo clausula general perfectamente compatible con el contenido 
esencial del derecho de huelga. En efecto, no se trata solo de la 
vinculaciôn entre huelga y convenio colectivo, aunque "nada impi-
r'-'
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de la huelga durante el période de vigencia del convenio colecti­
vo cuando la flnalldad de la huelga no sea estrictamente la de 
alterar el convenio, como puede ser reclarrar una interpretaciôn 
del mismo o exigir relvindicaciones que no impliquen modifica- 
clôn del convenio" como tampoco las huelgas que reclamen la alte- 
raciôn del convenio en aquellos casos en que haya sido incumplido 
por la parte empresarial o en los supuestos de aplicaciôn de la ' 
clausula rebus sic stantibus, sino de la validez de la prescrip- 
ciôn del articule 8.1. del DLRT sobre la base de la temporalidad 
y transitoriedad de la renuncia al ejercicio del derecho. Se tra- 
ta sin embargo de una decision que, como las anterlores, por lo 
demâs, habrâ de ser matizada cuidadosamente ante el anâlisis Ju- 
risprudencial de los supuestos concretes, ampliando esas excepcto­
nes al deber de paz. Hay que tener en cuenta, ademâs, que por mu- 
cho que se equiparen como instituciones bâsicas del sistema de re­
lac iones industriales conf1ictividad y negociacion, la "centra- 
1idad" de esta ultima quiere decir - y se ha de traducir - sobre- 
todo consenso, y no exaltaciôn del instrumente contractual como 
tal. La prâctica puede as i aportar algunos desment idos a una im­
poste iôn extremadamente rigida de la tregua sindical.
Conscientemente se han dej ado para el final aquellas declara- 
ctones de la sentencia de 8 de abril de 1981 que abordan lo que 
constituye el objetivo prieritario de esta tests, la huelga en 
los servicios esenclales, con la finalidad de recoger con algûn 
détails los argumentes empleados, en contraste con las proposi- 
ciones mantenidas en este trabajo de investigaciôn.
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En primer lugar, con respecte al tema de los fucionarios pû- 
blicos como t i tu lares del derechCF de huelga, la sentencia comen- 
tada se limita a subrayar que no hay en el DLRT norma expresa de 
exclusion o de prohibiciôn, coherentemente con la fune ion de di- 
cha norma legal de regular el derecho de huelga en el âmbito de 
las relac iones laborales. Asî, el problema se margina, como tam- 
bién al tratar la presunta inconstitucionalidad del artieulo 222 
del CP, al introducir el elemento tendencial también para lo 
prescrito en su primer pârrafo, eludiendo de nuevo e 1 p1 anteamiento 
del tema. De esta forma, las reflex iones efectuadas a lo largo 
de la tesis, tienen plena vigencia, y la sentencia comentada en 
nada les afecta negativamente. Piénsese ademâs que el Tribunal, 
cuando délimita el concepto de huelga, y pone el acento en las per­
sonas contratadas laboralmente es siempre en contraposiciôn a tra­
bajadores autônomos, profesionales o pequenos empresarios, cohe­
rentemente con el prisma a t raves del cual enfoca la cuestiôn, 
que es el anâlisis exclusive del DLRT aplicable unicamente al âm­
bito de las relaciones laborales. Este mismo argumente es el em- 
pleado respecte del personal civil dependiente de es tabléeimien- 
tos militares, en donde ya se explicita un poco mâs : La exclu- 
siôn de la aplicaciôn de una normativa concreta para un colectivo 
de trabajadores, en modo alguno, t ras la promulgaciôn del articu­
le 28.2 de la Constituciôn, tiene un sent ido prohibitive. También 
respecte de este personal, las conclusidnes del trabajo tienen, a 
mi Juicio, plena validez.
Dejando de lado estes aspectos subJ et i vos, la sentencia abor-
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da el problema de là huelga en los servicios esenciales con cier- 
to detenimiento, a través de una sornera Justificaciôn de este li­
mite del derecho de huelga, intentando conceptualizarlo y preci- 
sando las garantias de funeionamiento previstas por el articule 
28.2. Por ultime, suministra algunas reglas sobre la fijaciôn de 
dichas garant ias. Cada, uno de estes temas procédé examinarlos por 
separado.
La Justificaciôn del limite previsto por el articule 28.2 es 
la t rad ic ional al respecte : "En la medida en que la destinataria 
y acreedora de taies servie ios es la comunidad entera y los servi­
cios son al mismo tiempo esenciales para ella, la huelga no puede 
imponer el sacrificio de los intereses de los destinatarios de los 
servicios esenciales. El derecho de la comunidad a estas presta- 
ciones vitales es prioritario respecte del derecho a la huelga.
El limite de este ultimo derecho tiene plena Just if icac iôn y por 
el hecho de establecerse tal limite no se viola el contenido 
esencial del derecho”. Como se puede comprobar, el Tribunal no 
trasciende en su justificaciôn de la fôrmula constitucional, la 
evidencia del propio limite establecido en el articule 28.2. Aun­
que plantea claramente el conflicto entre el derecho de huelga y 
el derecho de los ciudadanos a unas prestaciones vitales, no de- 
sarrolla cuâl sea el centre de imputaciôn bâsico de las mismas. 
Ciertamente que para ello habrla de articularse un nexo de union 
entre esta Justificaciôn y el esclarecimiento del concepto de 
servicios esenciales.
No obstante, este no se da. El objetivo del Tribunal Const i-
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tucional es la confrontaciôn del DLRT con la normativa constitu- 
c ional, y en este caso, analizar la prescripciôn del art leulo 10.2 
de aquél. En consecuencia, mâs que analizar el concepto de servi- 
cio esencial, lo que hace es depurar la fôrmula del DLRT para 
adaptarlo a la constitucionalidad debida. De esta manera,la sen­
tencia entiende, con Justeza, que el concepto de servicios de 
reconocida e inaplazable necesidad debe englobarse en el de ser­
vicios esenciales, como en efecto se deduce del anâlisis de la di- 
versificaciôn del concepto de serv ic io pûblico en atenciôn a la 
necesidad satisfecha en el ordenamiento espanol ; junto a ello, 
establece la constitucionalidad de las facultades reconocidas en 
el artlculo 10.2 del DLRT siempre que se entienda que los servi­
cios a mantener son los esenciales. Con ello quiere dec i rse que 
la V i r tuaiidad de la fôrmula empleada por el texto normali vo cita- 
da, al distinguir entre servicios pûblicos y de reconocida e ina­
plazable necesidad, se reconvierte necesarlamente en el concepto 
constitucional de serv ic io esencial, tal y como se habîa def end 1- 
do en la investigaciôn efectuada.
El tribunal, sin embargo, no define "de forma detallada" que 
haya de entenderse por servicios esenciales. Partiendo de la afir- 
maciôn de que "la interpretaciôn de esta fôrmula tendrîa que ser ne- 
cesariamente inconcreta", entiende mâs adecuado que el tribunal 
vaya haciendo los correspondientes pronunciamientos "respecto de 
cada uno de los supuestos especiales que se pueden plantear en el 
future a través.de los correspondientes recursos de amparo". Esta 
remisiôn a la determinaciôn posterior, caso por caso, hace que
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los criterios de delimitaciôn del concepto de servicios esencia­
les utilizados sigan teniendo plena vigencia. Sin embargo, y co­
mo se ha dicho, lo verdaderamente decislvo no es solo la determi­
naciôn de una actividad como esencial, con la correlative limita- 
ciôn del derecho de huelga, sino la puntualizacion de las garan- 
t1as que se han de adopter para el mantenimiento de los servicios 
esenc iales.
A1 respecto el Tribunal se pronunc ia en el sent ido de que 
estas garanties no pueden nunca vaciar de contenido el derecho de 
huelga ni rebasar la idea del contenido esencial del mismo. Por 
ello déclara no inconstitucional el pârrafo 2? del artlculo 10 
del DLRT en-euanto el ejercicio de la potestad de la autoridad 
gubernativa de dictar las medidas necesarias para determinar el 
mantenimiento de los servicios esenciales, esté sometido a la ju- 
risdicciôn de los tribunales de Justicia y al recurso de amparo 
ante el propio Tribunal Constitucional. Puera de estas prescrip- 
ciones, no se mèneiona ningûn criterio de fondo que articule vâ- 
lidamente el tipo de garantie empleada y el respeto al contenido 
esencial del derecho. En ese sent ido, las ideas avanzadas sobre 
la necesidad de atender a la sustituibilidad entre si de los dis- 
tintos servicios, as 1 como a la incidencia del servicio afectado 
por la huelga en el ejercicio de los derechos fundamentales de 
los ciudadanos y de la propia incidencia de la huelga sobre este, 
son criterios plenamente concordes, a mi entender, con la doctri­
na establecida por el Tribunal Const i tue ional que habrân de ser 
manejados a través de la via del control que el propio tribunal
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establece, mediants el recurso de amparo.
Por ultimo, la sentencia se explaya sobre la fijaciôn de di­
chas garantlas, o mejor, sobre los sujetos legit imados para arti­
cular, ante un supuesto concreto, dichas garant ias. También en 
este aspecto, el f allo realiza algunas consideraciones de impor- 
tancia. En efecto, la sentencia reconoce la posibilidad, basada 
en el principio de autotute la, de que las garant ias para el man­
tenimiento de los servicios esenciales sean determinadas median­
ts la autorregulaciôn o autodisciplina sindical : "No es discuti- 
ble que en muchos casos la solvencia moral de los huelguistas 
conduzca a una oferta séria de garant las suficientes y eficaces, 
sobre todo en un sindicalismo llegado a la madurez". El reconoci- 
miento de la autorregulaciôn sindical como idôneo, en muchos ca­
sos, para la regulac iôn del ejercicio de huelga en los servicios 
esenciales es, sin duda, un pronunciamiento de extrema importan- 
cia, mâs aun si se tiene en cuenta que en la Jurisprudencia ante­
rior esta posibilidad era ignorada, incluso para la por otros mo­
tives muy sugestiva sentencia de la Audiencia Nacional de 6 de ju- 
n io de 1980, revocada por el TS. En este sent ido, el Tribunal 
Constitucional es mâs realista y conecta mejor con el panorama 
sindical espanol, anâlogamente a lo que prevé para la determina­
ciôn de los trabajos necesar ios para la seguridad de las personas 
y de las cosas.
Sin embargo, este reconocimiento no viene establecido con ca- 
râcter general, también en atenciôn a la prâctica real de las re­
lac iones colectivas en nuestro pais. Se trata de una posibilidad.
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que sin embargo no puede elevarse a la categorla de ûnica régla 
para la fijaciôn de las medidas de aseguramiento de los servicios 
esenciales. Al contrario, el Tribunal establece claramente su 
preferencia por la Autoridad gubernativa como sujeto ôptimo para 
la determinaciôn de estas garant las de funcionamiento del servi­
cio, en gran medida por la consideraciôn de la misma como "terce- 
ro imparcial". Se trata por otra parte de una conclusiôn obligaâa 
en los casos a los que la propia sentencia hace alusiôn, de una 
oferta insuficiente por parte de la autorregulaciôn sindical o 
sencillamente de inexistencia de estas garantlas. En este sent ido, 
y toda vez que cualquier actuaciôn gubernativa en este dominio es 
révisable por los tribunales y, en ultima instancia, mediante el 
recurso de amparo, se puede seguir manteniendo el carâcter resi­
dual o secundario que ha de revestir esta intervenciôn gubernati­
va, fundamentaimente mediante la comprobaciôn en algunos casos de 
la consideraciôn de la misma como "parte implicada" y no como 
"tercero imparcial", de forma que también la Administraciôn haya 
de ser considerada como "Juez y parte", y, evidentemente en cual­
quier caso sometida en su actuaciôn a las 11mltac iones ya senala- 
das respecto de los requisitos que han de comprender las medidas 
dictadas para el mantenimiento de los servicios esenciales de la 
comunidad en los supuestos de huelga en los mismos.
Por poner fin a estas breves consideraciones a una sentencia 
tan importante como compleja, parece claro que, como se senalô al 
principio, la ope iôn reguladora concreta del derecho de huelga de 
acuerdo con la Const ituc iôn pasa, después de esta decisiôn del
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Tribunal Constitucional, por la regulac ion basicamente judicial 
del mismo, respaldada por las prescripciones del DLRT interpreta- 
das en lo que no sea contrario a la Constitucion, y por las nor­
mes de autorregulaciôn, en sus vertientes négociai y pura, que 
élaboré la prâctica sindical fundamentalmente en los servicios 
esenciales. Ello significa que el ordenamiento constitucional so­
bre la huelga ha de ser extraordinarlamente flexible y en prévisi­
ble évolue iôn, tal y como résulta de la propia in tenc iôn del Tri­
bunal Constitucional, que pretende depurar y recrear su doctrina 
al respecto, sin darla elaborada de una sola vez.
La mis iôn por tanto de los Juristas - en la que se inscribe 
este trabajo - no es tanto suministrar ind icac iones alternativas 
al modelo implantado, tipicamente "de lege ferenda", lo que podrâ 
serutil sôlo en contados supuestos, cuanto la de forzar la inter­
pretac iôn constitucional indicada por la sentencia comentada, en 
una évolue iôn que progress y afirme la ampliaciôn cada vez mayor 
del alcance y efectividad del derecho de huelga tal y como permi- 
te el artlculo 28.2. de nuestra Constitueiôn. En este sent ido hay 
que valorar la indudable transeendencia de la Sentencia de 8 de 
abril de 1981, en esta misma direcciôn incide sobre la labor in­
vest igadora aquî realizada.
N O T A S
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1. Posibilidad ésta de revisiôn de la propia doctrina claramente afirmada en 
la LOTC. Cfr. F. RUBIO LLORENTE y M. ARAGON REYES, La jurisdicciôn consti­
tucional en la Constituciôn espaflola de 1978, en "La Const ituc iôn espanola 
de 1978..." cit., pags 816 y 836.
2. Con ello, el Tribunal Constitucional se atiene a una concepciôn no sôlo 
normativa, sino ontolôgica del derecho. En este sentido, el propio Tribunal 
Constitucional de la R.F.A. Incorporô a la interpretaciôn de la Constituciôn 
el método fenomenolôglco, que buscaba la delimitaciôn de la esencia de las 
categorias Jurldlcas, G. LEIBHOLZ, Conceptos fondamentales de la polltica y 
teorla de la Constituciôn, I.E.P. Madrid, 1964, pag. 41, lo describe asl : 
"La esencia de un fenômeno emplrlco, que tiene sus ralces en el ser real,
se hace évidente por medio de una vision Intuitiva dirigida hacia un conte­
nido material. Gracias a ella el fenômeno pierde los atributos que debe a 
las contlngenclas histôricas y se demuestra su necesidad esencial. El obje- 
to concreto del conoclmiento, despojado asl de todo elemento empirico, re­
presents una totalidad particular, que constituye la base de todos los fe- 
nômenos individuales pertenecientes por su esencia a la misma totalidad 
esencial". '
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CONCLUSIONES
Es diflcil, al poner punto final a la labor de investigacion 
realizada, intentar una enumeraciôn de conclusiones que sinteti- 
cen los resultados obtenidos, en gran parte porque las paginas an- 
^erlores que contienen el desarrollo de la investigaciôn llevada 
a cabo son ya en si mismas un conj unto de conclus iones. En efecto, 
a lo largo de la reflexiôn Jurldica sobre el derecho de huelga 
tal y como lo reconoce la Constituciôn y el ordenamiento espanol 
se han ido sedimentando las correspondientes soluciones a los 
problemas interpretativos y de aplicaciôn planteados. Por otra 
parte, la misma rigidez insita al procedimiento metodolôgico de 
enumerar, taxativamente, una serle de consideraciones conclusivas, 
pugnan con la necesaria flexibilidad que debe revestir cualquier 
op in iôn jurldica, mayor aun si cabe en el tema del derecho colec­
tivo del trabajo, tan estrechamente ligado a las fluetuaciones es- 
trâtegicas de la actuaciôn de los protagonistas sociales. No obs­
tante, quixâ pueda resultar util condensar en unas pocas paginas 
las proposiciones mantenidas y argumentadas en los très capitules 
precedentes, en el entendimiento de que han de ponderarse en los 
mismos termines en que se forniulan, es decir, con expresa remisiôn 
al desarrollo de los temas examinados a lo largo de esta obra de 
investigaciôn, y a sabiendas de que lôgicamente, adolecerân de un 
cierto esquemat ismo natural al tratarse de conclusiones de conclu­
siones, de "proposiciones mantenidas con razonamientos", segûn la 
def in ic iôn de la Real Academia Espanola, a la que ha pretend ido 
atenerse la investigaciôn emprend ida.
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En efecto, desde el nuevo y obligado punto de referenda que 
constituye para el Derecho del trabajo la Constituciôn espanola de 
1978, se constata la existencia de un marco pluraliste que reconoce 
a las partes sociales las facultades.de autotutela y autorreglamen- 
taciôn, que se configuran técnicamente como tîpicos derechos sub- 
Jetivos, Junto a la inmutabi1idad de las relaciones de producciôn 
respecto del cuadro socio-polîtico anterior. Cualquier examen, aun­
que sea superficial, de la constituciôn formai, esa "simulaciôn 
polltica" de la constituciôn material, habrâ de reparar en los va- 
lores normatives establecidos y en los procedimientos de soluciôn 
de conflictos entre éstos. De ahî la extrema importancia de la 
graduaciôn de derechos establecida por el artlculo 53 de la cons­
tituciôn, que permite solucionar los conflictos entre los mismos 
dando prioridad a aquellos intereses protegidos constitucionalmen- 
te de forma prevalente. En este sentido, hay que destacar la ma­
xima protecciôn otorgada a los derechos de libre sindicaciôn y de 
huelga. Sin embargo, y puesto que en el piano de las relaciones 
de producciôn nada ha cambiado, hay que afirmar el valor innega- 
ble de las modificaciones que introduce la Constituciôn, princi- 
palmente en un "nivel politico", pero cabe pensar en la funciona- 
lizaciôn de las mismas a la consecuciôn de la normalidad social, 
part iendo de la continuidad de la constituciôn material. Esta ten- 
siôn évidente ha de resolverse en la prâctica mediante la articu­
lée ion de una estrategia que no legitime el control social pre­
tend ido a través del ordenamiento Jurldico, utilizando también 
aquellos instrumentes de reforma que suministra la Constituciôn.
Uno de ellos, y de los mâs importantes, es el derecho de huelga.
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Reconoc ido en el artlculo 28.2 de la misma, se encuentra como 
cualquier derecho, delimitado por su integraciôn sistemâtica en 
el cuerpo normative. Del examen del mismo caban efectuar algunas 
consideraciones como las siguientes :
1«) Part iendo del reconocimiento de la autonomla colectiva, y de 
las multiples formas concretas que ésta puede adoptar, se consta­
ta que no existe una correlac iôn directs entre los medios de auto­
tutela como tal utilizados en la prâctica sindical y la cal if ica- 
ciôn que de los mismos efectûa el ordenamiento jurldico. En efec­
to, leg is lac iôn y doctrina, sobre la base de la, técnica jurldica 
de las definiciones han elaborado una serie de conceptos aprio- 
rlsticos de la huelga de tlpica impronta restrictiva. A este res­
pecto, puede que se pretenda una ’interpretaciôn sistemâtica de 
los artIculos 28.2 y 37.2 de la Constituciôn con arreglo a la 
cual mientras en el primero de los mismos se estarla conceptuando 
la huelga circunscrita a las circunstancias de totalidad y abando­
ns del trabajo, en las "medidas de conflicto colectivo" del segun- 
do de los preceptos citados se inc lu i r1an las formas de lucha co­
lectiva diferentes al concepto de huelga : huelgas rotatorias, in- 
termitentes, de celo, de brazos caîdos, etc. con la conclusiôn lô- 
gica de que estas modalidades de huelga, - medidas de conflicto 
en rigor - pod rIan ser limitadas por el legislador, admit iendo 
quizâ paraielamente s ituac iones de conflicto por parte del empre­
sar io que podrlan llegar hasta el cierre de respuesta ante estas 
formas "anormales" de huelga.
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La posiciôn mantenida es, sin embargo, contraria a la expues- 
ta. El interprète no debe partir de un a priori restrictive que 
no encuentra cobertura legal en la dicciôn de la Constituciôn ; 
no se comprends por que el reconocimiento del derecho de huelga 
no conoce mâs limites légales que los dest inados a la garantis 
del mantenimiento de los servicios esenciales en los casos de ce- 
se absolute y total del trabajo, y sin embargo pueden habi1itarse 
otros cuando esta abstenciôn es parc ial o ni siquiera existe. No 
hay pues una "natural" conceptuaciôn del derecho de huelga. En el 
articulo 37.2, aparté de la posibilidad de iniciar procedimientos 
pacificos de soluciôn de conflictos colectivos, se estâ aludiendo 
a medidas de lucha diferentes de la huelga, que tiene su regula- 
ciôn espec if ica en el articulo 28.2 del texto constitucional, ti­
picamente a los piquâtes de informaciôn y a las ocupaciones de fâ- 
brica, ademâs de todo un catâlogo de medidas de presiôn diversas 
que la prâctica ensena, sin que quepa vaciar de contenido el reco­
nocimiento constitucional del derecho de huelga operado en el 
28.2 a través del camino incorrecto del 37.2, ambos articules del 
texto constitucional.
2*) Reconocer constitucionalmente la huelga como derecho, su "as- 
censiôn al reino de los derechos protegidos constitucionalmente" 
supone ciertamente un salto cualitativo suficientemente senalado, 
una importante inflexiôn en la tradicional postura estatal ante 
la huelga, y es la expresiôn mâs importante de una fase evolutiva 
del derecho del trabajo que articula la protecc iôn al trabajador 
como una instancia de transf ormaciôn de las pos ic iones prof es iona-
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les y sociales del mismo en el contexte que le circunda. Mediante 
este reconocimiento se constata que la huelga trasciende la este­
ra privada del contrato de trabajo, impi ica a la sociedad entera 
y a su sistema de organ izac iôn polîtica, pre tend iendo la implan- 
taciôn de mecanismos que aseguren la realidad de fôrmulas igua- 
litarias. Y es que, fundamentalmente, la huelga distorsions la 
normalidad social al romper la disciplina en el trabajo y paraii- 
zar la actividad productiva,piedra angular de las instituciones 
juridicas en general y del derecho del trabajo en particular.
Esa subversiôn intrInseca al reconocimiento de la huelga co­
mo derecho ciudadano ex plica las tentât ivas de as imilac ion, de 
funeionalizaciôn de este instrumente a su reintegraciôn a la nor­
mal idad . De ahi que procéda analiz<ar con detenimiento los térmi- 
nos concretos en que se produce aquél reconocimiento constitucio­
nal, mediante el examen del contenido del derecho y sus limites 
segûn résulta del texto normative dé 1978. Ciertamente que el li­
mite fundamental - y decisive - lo const i tu i râ la prescripciôn de 
garant ias el mantenimiento de los servicios esenciales, pero pre- 
viamente parece indispensable considerar los temas de t i tular idad 
del derecho y objetivos perseguidos, junto con otros limites re­
su 1 tan tes de la oposiciôn entre derechos reconoc idos también a 
nivel constitucional.
38) Derecho de titulafidad individual, y de ejercicio colectivo, 
la concepciôn de nuestra Constituciôn se aparta de aquéllas que 
responden a planteamientos organicistas del derecho de huelga. Al 
no otorgarse a los sindicatos el monopolio del derecho de huelga.
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las huelgas no slndicales son perf ectamente licitas. Ciertamente 
que la huelga forma parte de la actividad de la organ izac ion sin­
dical, pero no es exclusiva de ésta.
Ello trae importantes consecuencias en la prâctica. La prime­
ra es la que se refiere a las clâusulas de paz en los convenios 
colectivos. Al ser el derecho de huelga de titularidad individual, 
no cabe la disponibilldad sindical del mismo. Las clâusulas de 
paz, clâusulas obiigacionales del articulo 82.2 del ET,que exigen 
pacto expreso, tienen como efecto vedar a las organizaciones sin- 
dicales que las estipulen dictar una orden de convocatoria de 
huelga o apoyarla econômicamente, pero no pueden impedir a los 
trabajadores ejercitar su derecho de huelga vigente el convenio. 
Naturalmente que si el sindicato firmante incumple estas obliga- 
ciones, incurrirâ en responsabilidad ante la contraparte afectada, 
bien la expresada en el propio convenio o la general civil suple- 
toria, e incluso caben acciones internas del sindicato respecto 
de sus afillados que no cumplan la clâusula de paz estipulada. 
Desde luego que romper el pacto de paz expresamente convenido, 
sin el apoyo sindical, parece un tanto utôpico, pero conviens 
precisar que es una actuaciôn llcita.
En segundo lugar, habrla que concluir que la autorregulaciôn 
sindical sobre la huelga, no afecta a los trabajadores por las 
mismas razones. El tema es sin embargo diferente en el caso de 
los convenios colectivos que reûnan los requisitos de los arti­
cules 87 y 88 del ET y no contravengan el contenido esencial del 
derecho de huelga a tenor del articulo 28.2 de la Constituciôn :
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titularidad y funclôn del mismo. Determinadas condiciones de ejer­
cicio del derecho podrîan pues ser impuestas mediante su pacto en 
convenio, con eficacia general, al formar parte del contenido nor­
mative del mismo. Es esta una conclusion que pese a su posible ac­
tif ic iosidad , por las indudables repercusiones que tendrîa en la 
prâctica, y en especial en los servicios esenciales para la comu­
nidad, sigue siendo mantenida.
Por ultimo, otra conclusion prâctica de là afirmaciôn de la 
que se ha part ido sobre la huelga como actividad que se configura 
autônomamente respecto del sindicato, es la referente a la ex i- 
gencia de responsabilidad civil a los sindicatos por danos en el 
desarrollo de las huelgas ilégales. Mientras que en una concep­
ciôn organ ic ista del derecho de huelga, la entrega al sindicato 
del monopolio de su ejercicio se verîa complementada necesarlamen­
te con la ex igencia de responsabilidad por su actuaciôn, de la 
configuraciôn que del derecho de huelga efectûa el art. 28.2 de la 
constituciôn, cabe deducir lo contrario : El Sindicato no puede 
ejercer un derecho del que no es titular ; la huelga no es una ac- 
t iV idad sindical protegida en cuanto tal, y la titularidad es in- 
transferible, como se ha defend ido antes. De ahî que el sindicato 
no pueda responder por lo que no constituye directamente actividad 
sindical. Por el contrario, la responsabilidad por danos en hue 1- 
,gas i 1 î c i tas se debe exigir a quienes son los t i tu lares çlel dere­
cho, los trabajadores, a quienes sin duda, cabe rescindir su con­
trato de trabajo por incumplimiento grave y culpable de las obii- 
gaciones inherentes al mismo. Cuestiôn diferente es, sin embargo.
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la exigencia de responsabilidad al sindicato que pactara en conve­
nio y luego incumpliera clâusulas obligacionales de tregua. En es­
te caso, el sindicato podrîa ser castigado con el resarcimiento 
de danos al haber incumplido lo estipulado.
48) Directamente ligado con la titularidad individual se halla 
el problema de determinar la amplitud del término "trabajadores" 
a los que se les reconoce el derecho de huelga. Se trata, senci­
llamente, de interpreter si este término ha de entenderse en un 
sentido material, es decir, si engloba a todos los que prestan 
servicios por cuenta ajena a cambio de una retribuciôn con inde- 
pendencla del vinculo jurldico que les ligue al empleador. En es­
te caso, dentro del término "trabajadores" estarlan inc lu idos 
también los f une ionar ios pûblicos.
Esta ope iôn interpretativa es la que se defiende, sobre la 
base de la alegaciôn conjunta de los articules 7 y 28.1 de la 
Constituciôn en relac iôn con el pârrafo 2 de este ultimo, asî 
como atendiendo a la funcionalidad de la libertad sindical y a 
las declaraciones de derechos de la OSE y del Convenio ns 152 
(1978) de la OIT. No obstante, el tema se desarrolla mâs adelante, 
al examinar los criterios delimitadores de los servicios esencia­
les .
58) El derecho de huelga se reconoce a los trabajadores para la 
defensa de sus intereses. La falta de adjetivaciôn de éstos, en un 
contexte normative como el de la Constituciôn en el que existe un 
ponderado reparto de funciones, permite afirmar que se opera un
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amplio reconocimiento de la f une iôn del derecho de huelga en la 
lînea de la Constituciôn portuguesa de 1976, de donde no sôlo se 
sigue la perfects licitud de las huelgas de solidaridad sino 
también se légitima un amplio espacio para las 1lamadas huelgas 
pollticas. En efecto, los intereses de los trabajadores en cuanto 
taies no pueden entenderse en un est r icto sentido econômico-corpo- 
rativo, sino en el contexte global de su s i tuac iôn en el proceso 
productive ; no cabe una interpretaciôn limitativa mediante la in­
troduce iôn de un calificativo de estos intereses que por otra par­
te fue eliminado a lo largo de la discusiôn par lamentar ia sobre 
el artlculo.
Los intereses de los trabajadores deben considerarse, pues, 
de la forma mâs amplia posible, si bien con el limite que impone 
la propia Constituciôn globalmente considerada y el principio de 
autoconservaclôn del sistema social y politico vigente. Existirâ 
todo un catâlogo de supuestos en los que no se podrâ afirmar que 
la huelga esté amparada por la pretecciôn del art. 28.2 ; que no 
se estarâ ejercitando un verdadero y propio derecho de huelga ; 
en estos casos, la respuesta jurldica puede variar desde la consi­
deraciôn de esta actuaciôn como un incumplImiento contractual gra­
ve que justifica el despido, hasta la impos ic iôn de una sanciôn 
penal si la trascendencia del comportamiento huelgu1st ico y su 
finalidad anticonstitucional asl lo permitiera.
6*) Siguiendo la delimitaciôn de los contornos del derecho de 
huelga en nuestra Constituciôn, parece importante reparar en la 
diferencia existante entre éste y el derecho a ad-optar medidas de
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conflicto colectivo, del art. 37.2. El interés estriba, de manera 
fundamental, en examinar si entre estas se encuentra reconoc ido 
el cierre patronal, puesto que esta medida incide directamente 
sobre la huelga,impidiendo su ejercicio.
Parece sin embargo posible afirmar que en nuestro sistema 
constitucional no se establece el principio de "paridad de armas", 
entre otros argumentos, por el muy évidente de que ello supondrîa 
la negaciôn de la func iôn asignada por el ordenamiento a la huel­
ga al elevarla al rango de derecho fundamental. Ahora bien, ello 
no quiere decir que dentro de la expresiôn "medidas de conflicto 
colectivo" no esté incluido el cierre patronal, tal y como confir­
ma la regulaciôn indiciaria que del mismo da el ET. El alcance 
del mismo y su funeionalidad no puede ser equiparado ni en su pro- 
tecclôn, ni en su configuraciôn, al derecho de huelga. Es ésta 
una conclusiôn obiigada por la superior protecciôn otorgada al ar­
ticule 28.2 en relaciôn con la que goza el art. 37.2, asî como a 
la inexistencia de mène iôn nominat iva expresa en este precepto 
del cierre patronal. Con ello se quiere decir que en caso de con­
flicto entre el derecho de huelga y el de adoptar medidas de con­
flicto como el cierre patronal, habrâ de prevalecer siempre aquél.
Medida subordinada al ejercicio del derecho de huelga, no ca­
be ni el cierre de agresiôn u ofensivo ni los cierres de respues­
ta o que pretendan impedir el legitimo ejercicio del derecho de 
huelga, ni los que se realizan con anterioridad a la huelga, al 
no caber precisiones sobre el incumplimiento contractual future 
de los trabajadores. Unicamente, pues, cabe su empleo como respues-
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ta a un comportamiento ilîcito de los trabajadores, en el marco 
de un proceso de negoc iac iôn colectiva y dejando a salvo el man­
tenimiento de los servicios esenciales de la comunidad,
78) El anâlisis de la expresiôn "medidas de conflicto" no termi­
na en el importante tema del cierre patronal. Por parte de los tra­
bajadores, una de las medidas de conflicto, sin duda la mâs impor­
tante, es la huelga. Ahora bien, la huelga en nuestro ordenamiento 
se configura autônoma y pr i v ileg iadamente tanto respecto de las me­
didas empleadas por los trabajadores como por los empresar ios, y 
reviste una transcendencia especial, como se deduce de su coloca- 
ciôn sistemâtica, contenido y significado ; su regulaciôn concreta 
es la que prescribe el articulo 28.2.
Pero, para los trabajadores, las medidas de conflicto no se
agotan en la huelga ni en los procedimientos pacificos de soluciôn 
de conflictos. Hay una cant idad de formas de lucha no reconduci- 
bles a la huelga sobre las que recaerân "1imitaciones" diferentes 
de la de garantizar el funcionamlento de los servicios esenciales, 
especialmente la ocupaciôn de fâbricas y los piquetes de ex tens iôn 
y dlfusiôn de la huelga.
En cuanto a las medidas de conflicto susceptibles de empleo 
por los empresarios, y dejando de lado el tema del cierre patronal, 
ya analizado, es évidente que tampoco se limitan a la iniciaciôn 
de procedimientos pacificos de soluciôn de conflictos. El catâlo­
go del que disponen éstos es ampllsimo, sin que el hecho de que 
muchas de estas medidas se consideren como prerrogativas "natura-
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les" obstaculice su definlciôn de tlpicas actuaclones de conflic­
to .
Asî, por reparar en algunas de las mismas, la interrupciôn 
del pago de salaries durante la huelga, aunque definido como un 
efecto de la huelga, es una évidente medida disuasoria f rente a 
la huelga, como lo avala la prâctica négociai de pactar determi- 
nados efectos remuneratorios aun suspense el contrato por el 
ejercicio del derecho de huelga. No séria sin embargo lîcito el 
establecimiento de reducciones globales de las primas de asidui- 
dad o productividad en caso de ausencias al trabajo por huelga, 
por cuanto constituirian prâcticas discriminatorias prohibidas 
por el articulo 14 de la Constituciôn y el art. 17 del ET, pres­
cripciôn que confirma el art. 52 d) del mismo texto legal ; como"' 
tampoco la contrataciôn por el empresar io de otros trabajadores 
para sustituir a los huelguistas.
8*) Entre los limites impuestos al derecho de huelga, tradicio- 
nalmente se mène iona a "la libertad de trabajo" como uno de los 
mâs importantes. Derecho de huelga y derecho al trabajo parecen 
as i destlnados a enf rentarse y condicionarse reciprocamente. Sin 
embargo, la expresiôn "derecho al trabajo" en nuestra Constitu­
ciôn se debe entender como el derecho a la adquisicôn o corrserva- 
ciôn de un puesto de trabajo, en estrecha relaciôn con otros pre­
ceptos del mismo texto fundamental que comprometen a los poderes 
pûblicos en la realizac iôn de una politics de pleno empleo, de la 
misma manera que aparece garant izado en el articulo 1 de la OSE. 
El derecho al trabajo se traduce en la adquisiciôn o conservaciôn
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de un empleo y no en la realizaciôn de la prestaciôn de servicios 
ya contratados, como también se deduce del art. 4.1.a) del ET., 
con lo que, al precisar el artlculo 45.1.1) del ET que el ejerci­
cio del derecho de huelga produce la suspension del contrato de 
trabajo, y no la extinciôn del mismo, no existe ningûn tipo de 
contraposiciôn entre ambos derechos.
No obstante, se ha insistido en la doctrina sobre una segun- 
da acepciôn del derecho al trabajo como "libertad actual e inme- 
diata en el trabajo f rente a quienes - Estado, sindicatos, empre­
sarios o cualesquiera otros sujetos - pretendan vulnerarla". Asî, 
entre otros efectos, operarîa en contra de las clâusulas de segu­
ridad sindical y en favor de la libertad individual del trabaja­
dor no s ind icado f rente a la declarac iôn sindical de huelga. Lo 
que sucede es que cenlrarse en el derecho al trabajo para obtener 
este tipo de conclusiones, parece irrelevante, por cuanto se 11e- 
ga a las mismas a través de preceptos especIficos, dotados de ma­
yor rango jerârquico dentro del esquema constitue ional, concreta- 
mente, de las ex igenc ias del respeto a la libertad sindical negati­
ve del artlculo 28.1.
Desde esta perspectiva, lo que se 1 lama "libertad de trabajo" 
se viene a traducir mâs correctamente, en una colisiôn entre el 
derecho de huelga y el de libre sindicaciôn en su vertiente nega- 
tiva, es decir en qué medida la decisiôn sindical de i r a la 
huelga obiiga a los no afiliados al mismo a seguirla, lo que es 
un enfoque mâs correcte en donde realmente se contraponen dos de- 
re.chos reconoc idos al mismo nivel en nuestra Constituciôn. No obs-
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tante, se debe recorder que el Interés que el ordenamiento prote­
ge mediante el reconocimiento del derecho de huelga es un interés 
colectivo y positive, que podria prevalecer trente a un derecho 
de abstenciôn basado en la libertad sindical negative,per otra 
parte silenciado en los textos bâsicos de la OIT sobre el parti­
cular. Habrla que procéder pues a una delicada definiciôn de la 
libertad del individuo no afiliado respecte de la organizaciôn y 
la propla autonomie contractual del sindlcato, analogizando con 
la eflcacia de los convenios colectivos. Y as 1 se podria afirmar 
que en aquellas huelgas convocadas para la negociaciôn colectiva 
por aquellos agentes sindicales que reûnan los requisites de re­
présentât ivid ad fijados en los articules 87 y 88 del ET, no se po­
dria admitir la libertad sindical individual respecte de la abs­
tenciôn de sumarse a la misma.
Esta manera de enfocar el problema es, pues, mâs corrects, a 
mi Juicio, que la tradicional invocaciôn de la libertad de traba- 
Jo con respecte a la huelga. Ambos derechos se mueven en un piano 
diverse, se predica solo en confrontacion con el derecho de huel­
ga, admitiéndose sin embargo el cierre patronal respecte de todos 
los trabajadores : en este caso no hay libertad actual e inmedia- 
ta en el trabajo para éstos ; analizando en concreto el comporta- 
miento supuestamente protegido por el derecho al trabajo, se des- 
cubre que le que le define no es trabajar, sine hacer huelga, tra- 
bajar o no es accidentai ; lo que se enfrenta, en la practice, es 
el derecho de huelga y el derecho a no realizarla. Y es este ulti­
mo quien sale primado, bajo la advocaciôn de la libertad de tra-
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bajo. De ahi que se mantenga la improcedencia de la argumentaciôn 
referida, y que la soluciôn de determinados problemas baya que 
buscarla fuera de este tipo de razonamientp.
Asi, el tema de los piquetes de huelga debe dejar de contem- 
plarse desde el prisma del atentado a la libertad de trabajo de 
los trabajadores individuates y hacerse desde el analisis de los 
medios coactivos que se emplean para conseguir sus objetivos, para 
verificar si se esta realizando una conducts contraria a la liber­
tad de acciôn de los individuos. Por que, en efecto, la libertad
de acciôn de los indivi duos se halla protegida por los artîculos
15,17 y 18 de la Constituciôn, con lo que se produce un conflicts 
entre derechos protegidos al mismo nivel sin que el interés tute- 
lado en el derecho de huelga ampare violaciones, por medio de vio- 
lencias y coacciones, de derechos de la persohalidad como la in- 
tegridad fîsica, el honor, la libertad, en un sentido amplio. En 
cualquier caso, procédera delimiter Juridicamente el concepto de 
coacciôn, con arreglo a criterios ponderados y no extensivos, pa­
ra lo que puede suministrar algunas indicaciones interesantes la 
Jurisprudencia mâs reciente sobre malos tratos.
Por otra parte, el tema de las huelgas con ocupaciôn debe 
desprenderse también de las argumentaciones que la entienden ili- 
cita sobre la base del respeto a la libertad de trabajo, sin per- 
Juicio de ser un problema mucho mâs compteJo en el que entran en 
Juego el derecho de propiedad del empresario y el de reunion de 
los propios trabajadores.
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Por ultimo, y también en conexiôn con la libertad de traba-  ^
Jo, parece claro que no puede alegarse esta para contratar rtuevos 
trabajadores que realicen las tareas suspendidas por la huelga.
No obstante, lo que es una conclusion obvia para el esquirolaje 
externo, rio lo es tanto para el interno, es decir, la sustituciôn 
de huelguistas por personal de la plantilla de la empresa. Ello 
solo se admite en primer lugar cuando no se presten los servicios 
necesarios para la següridad de las personas y las cosas, pero su 
fundamento no es la garantie de un supuesto derecho al trabajo, 
sino el funcionamiento,como limites al derecho de huelga, del de­
recho a la integridad fisica y a la salud, de un lado, y a la pro- 
pia conservaciôn de la riqueza del pals, de otro. La segunda ex- 
cepciôn a esa prohibicion del esquirolaje entra en Juego a la ho- 
ra de asegurar los servicios esenciales de la comunidad,y tampoco 
en este caso, como es obvio, se esta hipotetizando el derecho al 
trabajo de éstos. Fuera de estos casos, la régla general que pro­
hibe la sustituciôn de trabajadores huelguistas tiene plena vigen- 
cia.
9») Tampoco puede utilizarse el articule 38 de la Constituciôn, 
la defensa de la productividad, para descal if icar determinadas 
formas de huelga o para introducir limites al ejercicio de 1 dere­
cho de huelga por via Jurisprudencial. La formula "defensa de la 
productividad" va ligada a la confIguracion de un modelo econômi- 
co y social neoliberal, sin que pueda utilizarse fuera de esos pa­
ramètres, el reconocimiento de la actividad de fomento de la admi- 
nistraciôn pûblica respecto de la iniciativa privada. Por otra
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parte, tampoco puede emplearse en esta misma direcciôn los arti­
cules 5 a) y e) y 64.1.10 del ET por cuanto si son un reflejo de 
la obligaciôn general de trabajar, de prestar su actividad regu- 
larmente, es un argumente que no tiene cabida en una situaciôn de 
conf1icto, en donde el huelguista se coloca expresamente al mar- 
gen del contrato de trabajo, rechazando el trabajo, globalmente 
considerado, y ello - especialmente la disminuciôn de rendimiento 
tanto si se cal if ican algunas formas de lucha dentro del concepto 
de huelga del articule 28.2 o como medidas de conf1icto del arti­
cule 37.2, aun con las limitaciones que esto ultimo comportarîa.
109) El derecho de huelga, a tenor del articule 55 de la Consti­
tuciôn, puede ser anulado de raîz en situaciones de crisis pro­
funda del Estado o de graves crisis politicas. El ordenamiento 
constitucional niega asi la funeionalidad que ha asignado al de­
recho de huelga cuando este puede alterar, quizâ de manera irre­
versible, el compromise que cristaliza la normalidad social san- 
cionada por la propia Constituciôn. Cons ide rando antitét icos con 
la paz social las libertades y los derechos de la persona, al me- 
nos en los momentos de crisis, el constituyente muestra un éviden­
te recelo hacia la prévisible utilizaciôn de la huelga en esa si­
tuaciôn. Sin que en la Constituciôn se establezca ningùn limite a 
esta potestad suspensiva del derecho de huelga, como sin embargo 
mèneiona la CSE en su articule 30, es evidentemente este uno de 
los puntos mâs vulnérables de la regulac ion de la huelga en nues- 
tro ordenamiento.
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119) Puede ser prévisible la introducciôn, por via Jurispruden­
cial,de determinados "principios informadores" dél derecho de 
huelga que reduzcan su contenido e intenten desvirtuar las carac- 
teristicas del mismo, reduciéndolo a un derecho inestable, en re- 
troceso, o bien condenândolo a una doble existencia, en la reali- 
dad y en el derecho. Hay toda una experiencia en el derecho com- 
parado sobre este tema, y en la elaboraciôn doctrinal espaRola 
se han suministrado importantes elementos de crîtica a este tipo 
de interpretaciones restrictives del alcance y del contenido del 
derecho de huelga. No obstante, el objetivo de este trabajo de in- 
vestigaciôn es définir las coordenadas générales en las que se 
mueve el reconocimiento del derecho de huelga en la Constituciôn 
de 1978. Son muchos e importantes los limites que se deducen de 
una interpretaciôn sistemâtica de los preceptos constituciônaies, 
como se ha visto en las considérasiones anteriores, pero el fun­
damental, por hallarse expresamente previsto, es el de garantizar 
el mantenimiento de los servicios esenciales de la comun idad. El 
désarroilo del anâlisis de este es el objetivo de las considera- 
ciones siguientes.
129) El mantenimiento de los servicios esenciales de la comuni- 
dad es el limite expreso que fija al derecho de huelga el artîcu- 
llo 28.2 de la Constituciôn. Como tal no ha sido discutido ni en 
el piano politico ni en el de la doctrina cientlfica. Parece sin 
embargo interesante, antes que esbozar una interpretaciôn siste­
mâtica de la formula utilizada por el citado precepto, intenter 
una explicaciôn de esta aceptaciôn unanime, es decir, comprender
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la cierta especificidad de la huelga en los servicios esenciales, 
mâs aun cuando en la produce ion cientlfica espanola se ha margi- 
nado, singularizado y apartado por régla general este "tipo" de 
huelgas. Esta explicaciôn viene dada a mi entender por la espe­
cial configuraciôn del antagoniste de los huelguistas, el Estado, 
représentante de la voluntad soberana del pueblo y el mayor de 
los empleadores a la vez, junto con la continuada influencia, en 
la elaboraciôn jurldica,de la visiôn liberal de la sociedad y del 
Estado. Ello exige, pues, reconstruit las formalizaciones respec­
tives del Estado-poder pûblico y del Estado-patrôn, interrogarse 
sobre el cambio operado en los procesos de reproducciôn social, 
averiguar cuâl es la funciôn del Estado actual en la reproduce iôn 
del capital. Sin embargo este anâlisis sôlo se puede realizar a 
través de las argumentaciones juridicas que lo reflejan, es decir, 
a través de su crîtica, y ûnicamente en lo que al tema objeto de 
esta investigaciôn respecta. Y asî, se ha de estudiar en primer 
lugar, aquellas argumentaciones que marcan la especificidad de la 
huelga en los servicios esenciales en los sujetos que ejercitan 
la huelga, distinguiendo entre los trabajadores al servicio del 
Estado y los demâs, para negar a aquéllos la leg i t imidad de su 
comportamiento huelguîstico. En segundo lugar, los razonamientos 
examinados serân aquellos que se centran en las repercusiones di- 
rectas de la huelga sobre el cump1imiento de los fines superio- 
res que el Estado tiene encomendados : bien haciendo imposible la 
sat isf acc iôn de las necesidades de la comun idad a través de los 
servicios publiées, bien poniendo en contraposiciôn el interés 
privado de los huelguistas con el interés superior, general del
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Estado. En ultimo término, se analizarân aquellas proposiciones 
que ihclden en la salvaguarda del pûblico en general, de los ciu- 
dadânos como terceros afectados y no concernidos por la huelga.
13») El criterio diferenciador en atenciôn a los sujetos, que se 
traduce fundamentalmente en la afirmaciôn de incompatibilidad en­
tre huelgayfunciôn pûblica, ha de enfocarse desde el examen de 
los argumentos Jurîdicos que la consagran,para, posteriormente, 
dar cuenta de las modificaciones habidas en los mismos, al compas 
de un cambio real en el sustrato material de aquellas. En efecto, 
la quiebra de un modelo cultural unitario en los funcionarios 
pûblicos y la homogeneizaciôn paulatina de las condiciones socia­
les entre éstos y los trabajadores del sector privado, son cii—  
cunstancias que actûan tendencialmente en la direcciôn de identi- 
ficar ambos colectivos de trabajadores, a lo que se une los proce­
sos derivados de las necesidades organizativas de las diferentes 
administrasiones pûblicas, para las que la rigidez de la relaciôn 
de empleo pûblico résulta disfuneional. Esta es la base de las 
teorizaciones sobre la "privatizaciôn" de la relaciôn de empleo, 
que en el ordenamiento italiano pasa por la introducciôn de la 
negociaciôn colectiva en la Administraciôn y la aplicaciôn del Es- 
tatuto de los trabajadores a la funciôn pûblica. Con ello, y fun- 
damentalmente por las propias exigencias de la dinâmica de la or­
ganizaciôn administrativa del Estado, la destrucciôn tajante en­
tre relaciôn de empleo pûblico y privado pierde el sustrato mate­
rial que la fundamentaba, con las importantes consecuencias si­
guientes : En primer lugar, la consideraciôn como criterio preva-
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lente de las actividades que pretende cumplir la organizaciôn ad­
ministrât i va como tîpico criterio dif erenciador de la misma, en 
detrimento del que se fijaba en el tipo de relaciôn que liga al 
trabajador con aquélla ; en segundo término, el reconocimiento de 
intereses contrapuestos entre el personal y la organizaciôn admi­
nistrativa,y los medios para su formaiizaciôn, como parece veri- 
ficarlo un anâlisis de la sindlcaciôn y de la negociaciôn colec­
tiva en la funciôn pûblica. Si a ello se une la consideraciôn de 
los derechos de sindlcaciôn y huelga como derechos pûblicos sub­
jet i v o s , parece posible concluir que existen unos claros procesos 
de privatizaciôn en el âmbito pûblico y de publificaciôn de tlpi- 
cos mécanismes privafios.
Todo ello hace que el centre de gravedad en el que reposa la 
reflexiôn sobre la huelga en el sector pûblico no va a ser ya el 
tipo de relaciôn jurîdica que liga al sujeto con la Administraciôn 
pûblica, sino que se va a desplazar hacia el anâlisis de las fun- 
ciones encomendadas a la Administraciôn y la incidencia en ellas 
de la huelga, o al del interés que en ellas busca realizar la or­
ganizaciôn administrativa en contraste con el pretendido por los 
huelguistas. Sin embargo, con carâcter residual, el criterio dife- 
renciador en funciôn de los sujetos sigue siendo relevante para 
determinadas categories de funcionarios, ligados a unas conc retas 
f une iones de Estado, de las que se predica una "neutralidad" ab­
solute. Ello exige su examen por separado.
149) Este tipo de servidores del Estado suelen englobarse en la
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problemâtica de los llamados "cuerpos separados" de la sociedad, 
reductos separados del contexte politico,social y civil, que en 
razôn de las fune iones realizadas, deben mantener una escrupulosa 
neutralidad y estar organlzados con arreglo a los mâs rlgidos cri­
terios de Jerarqula y disciplina. Clâsicamente se incluyen en este 
concepto al EJército, a la Policla y a la Magistratura.
El primero de elles, el EJército, es el protêtipo del concep­
to de "cuerpo separado". Asegura la defensa exterior del Estado y, 
en ultima instancia, el orden pûblico interno, funciones de tal 
relevancia que se teoriza la absoluta imparcialidad del mismo y 
su total sometimiento al ordenamiento democrâtico del Estado, si 
bien esto se realiza por vîas que excluyen o hacen incompatible 
la presencia de mécanismes democrâticos en su interior. El apoli- 
ticismo Junto a la consideraciôn del EJército como "ordenamiento 
especial", inciden de forma convergente como lîneas de fuerza que 
acentûan los rasgos de la "separaciôn" de la sociedad, en multi- 
tud de aspectos, desde la ex istencia de especif icos aparatos de 
Justicia, hasta la debilitaciôn de los mecanismos de control poli­
tico de las Euerzas Armadas, pasando por un sistema de ensenanza 
y formaciôn militar exclusive, que perpetûa los "valores especifi- 
cos" de las mismas. Sin embargo la importancla objetiva que re- 
viste el EJército en la sociedad actual, su real penetraciôn en 
la misma y la necesidad de aumentar su modernizaciôn y eficiencia,
ha hecho que en los ûltimos afios se pueda constater una tendencia
1 1  I  /  /  (  /  /  M  ,
a la "democratizaciôn" del mismo, a acortar esa separaciôn, tam­
bién en lo que aqui mâs interesa, la garant ia de los derechos
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ciudadanos en las Fuerzas Armadas, y especialmente en los dere­
chos de sindicaciôn y huelga. Ciertamente que mientras que este 
es generalmente proscrite, por incompatible con la neutralidad in- 
trlnseca al EJército, el derecho de sindicaciôn, por el contrario, 
es utilizado como canal de informaciôn e instrumente de mejoras 
y de eficacia. Incluse en la Europa latina, se han instaurado me­
canismos de representaciôn y de participaciôn en el EJército den­
tro de esa tendencia reformista a la que se ha aludido.
En cuanto a la Policîa,el ûnico dato Jurîdicamente relevante 
a los efectos de subjetivizar su carâcter diferenciador, es el de 
la militarizac iôn de determinados cuerpos y fuerzas de següridad. 
Al margen de subrayar esa presencia militar permanente en la so­
ciedad civil, realmente la problemâtica del ejército se réitéra 
para aquellos por cuanto el derecho de sindicaciôn sôlo cede ante 
las caracterlsticas de "lo militar". Ciertamente sin embargo que 
en alguna medida la espec ialidad de las f une iones encomendadas a 
la policîa va a verse refieJada en las trabas impuestas a la li­
bre formaciôn de organizaciones sindicales en ella, primando al 
sindicalismo "autônomo" es decir, desvinculando de las centrales 
del mundo de la produce iôn, como demuestra al anâlisis de algûn 
ordenamiento, como el italiano, pero no es esta una constante ge­
neral, mâs aun si se acentûan las tendencias a la desmi1itariza­
ciôn de los cuerpos policiales y su conversiôn en un servicio ci­
vil, que se verifican en el piano internacional .
Por ultimo, en lo que respecta a los Jueces y Magistrados,
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la pecullariedad e importancla de las funciones encomendadas a 
los aparatos de justicia, hace que. sin poder ser asimilados a las 
anteriores categorlas, no lo sean tampoco en la general de los 
funcionarios del Estado. Ello no es ôbice para que en los textos 
internacionales sobre sindlcaciôn, la legislature no aparezca co­
mo categorîa eèpecîfica a la que quepa restringir dicho derecho, 
como sin embargo si sucede con las Fuerzas Armadas y la Policla.
El asociacionsimo sindical de los Magistrados y de los Jueces, 
cristaliza en Europa a mediados de los anos 60, dotado no sôlo de 
un contenido tipicamente reformista, de superaciôn de la crisis 
en los aparatos de Justicia, sino también aportando una reflex iôn 
global sobre el derecho de gran interés. No obstante, pese a re- 
conocerse la auto-organizaciôn sindical, el ordenamiento J urId ico 
niega la posibilidad de utilizer el medio de autotutela por exce- 
lencia, la huelga, y ello no sobre consideraciones subJ et ivas, 
sino por la incidencia que ésta tiene en las funciones const i tu- 
cionalmente encomendadas a la instituciôn Judicial.
15*) La ya senalada subsistencia del criterio subjetivo como di- 
ferenciador de la huelga en los servicios esenciales tiene su re- 
flejo en la configuraciôn constitucional espanola.
No sucede asi con los funcionarios pûblicos, toda vez que 
aunque la expresiôn del articulo 28.1 de las "peculiaridades" de 
la libertad sindical para éstos haya de entenderse como posible 
limitaciôn de los medios de acciôn sindicales, es évidente que los 
funcionarios no sôlo gozan del derecho de negociaciôn colectiva.
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sino también,y como se ha visto, del derecho de huelga. Respecto 
del primero, se constata que no puede seguir los cauces marcados 
para las relaciones laborales comunes tal y como demuestran las 
experiencias prâcticas al respecto ; respecto del segundo, los 
limites al ejercicio del mismo vienen dados por la exigencia de 
garantizar el mantenimiento de los servicios esenciales de la co­
mun idad del art. 28.2 de la Constituciôn.
Los miembros de las Fuerzas Armadas, sobre cuyo derecho de 
sindicaciôn no prejuzga el articulo 28.1 de la Constituciôn, son 
excluidos del mismo por las Reales Ordenanzas de 1978, sin que en 
un futuro no se pueda mod if icar esta exceptuaciôn. Coherentemente, 
en dicho texto normative se preceptûa la exclusion de la negociaciôn 
colectiva y del derecho de huelga. El problema s,in embargo estri- 
baria en analizar el sentido de la "sumisiôn a la disciplina mi­
litar", para la que se habilita la misma facultad exceptuadora 
del derecho de libre sindicaciôn. Se puede concluir que cuando la 
Constituciôn habla de Fuerzas e Institutes Armados, esta aludien- 
do a la Guard ia Civil y a là Policia Nac ional, cuerpos de estruc- 
tura y organizaciôn militar, pero ante los demâs supuestos, hay 
que emplear criterios interprétâtivos restrictivos, como exige 
cualquier precepto limitative de derechos. Y en este sentido, la 
sumisiôn a la disciplina militar hay que hacerla coincidir con el 
somet imiento al régimen penal y disciplinario del Côdigo de Justi­
cia Militar con carâcter permanente, no bastando ni la rigurosa 
Jerarquizaciôn ni la formaciôn paramilitar del cuerpo en cuestiôn.
De los cuerpos de Següridad del Estado, exceptuados aquellos
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somet idos al Côdigo de Justicia Militar - Guard ia Civil y Policîa 
Nac ional - los restantes se estructuran sobre los esquemas del ré­
gimen f une ionar ial. Sin embargo, las funciones de los Cuerpos Ad- 
ministrativo y Aux iliar de Següridad, en nada se dif erencian de 
los restantes cuerpos de funcionarios civiles del Estado, con lo 
que su tratamiento ha de ser idéntico à aquéllos; El anâlisis de 
la Policla, como categorîa especîfica, se reduce a los miembros 
del Cuerpo Superior. Estos gozan del ejercicio del derecho de li­
bre sindicaciôn, sin que quepa una interpretaciôn restrictiva res­
pecto de la libertad de sindicaciôn colectiva, en especial la pro- 
hibiciôn de adherirse a las confederaciones sindicales obreras.
Las limitaciones versarân sin embargo en materia de negociaciôn 
colectiva y de huelga. Exceptuados en el convenio 151 de la OIT 
del primero, la actividad de policîa es un servicio esencial de 
los que mène iona el art. 28.2 de la Constituciôn : la ley o la 
Jurisprudencia habrân de decidir si el nivel de mantenimiento re- 
querido constitueionalmente es idéntico al previsto para su fun­
cionamiento en condiciones normales, que no quepa la mâs mînima 
interrupciôn del servicio.
Los Jueces, Magistrados y Fiscales en activo, son excluidos 
del derecho de sindicaciôn por el artîculo 127.1 de la Const i tur 
ciôn. Al limiter el âmbito asociativo a las asociaciones profe- 
sionales del artîculo 52 de la Constituciôn, se estâ limitando 
los intereses actuables a los simples intereses corporatives, 
sîntoma de la importancla as ignada en la Constituciôn a la intei—  
venciôn Judicial, equiparândola, en estas soluciones, a la de
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los tipicos aparatos represivos En el mismo sentido, estan ex­
cluidos del derecho de huelga, por otra parte ejercido también 
en un servicio esencial.
Por ultimo, no parece que existan otras categories subjeti- 
vas privadas del derecho de sindicaciôn y del de huelga. Ni el 
personal al servicio de la Administraciôn Militar, ni los funcio­
narios de las Corporaciones Locales que usen armas, ni los Con- 
troladores de vuelo, por mencionar tres tipicos supuestos que en 
algûn momento histôrico han pod ido ver ignorados aquellos dere­
chos.
16*) El transite de la reflexion sobre la huelga en el sector pû­
blico de los criterios subjetivos al anâlisis de las funciones 
desempenadas por el Estado hace que se tenga que considerar en 
primer lugar la noc iôn del servicio pûblico en opos ic iôn a la de 
huelga. En efecto, ante un Estado de servicios pûblicos, cuyo cum- 
plimiento debe asegurarse, regularse y controlarse por la Adminis-, 
trac iôn en todo momento, de tal importancia para la colect i v idad 
que no pueden interrumpirse ni un sôlo instante,la huelga, por 
atentar contra la continuidad de los mismos, no tiene cabida en 
ellos.
La crisis de la nociôn de servicio pûblico, como definidora 
del Estado, la desapariciôn de este como el sujeto social clâsico, 
de una parte, el reconocimiento constitucional del derecho de 
huelga y su significaciôn, por otra, van a transtornar los térmi- 
nos de esta relaciôn, y explican el trânsito de la nociôn de ser-
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vlcio pûblico a servicio esencial. Esta évolue ion se puede ras- 
trear muy bien en el ordenamiento francés, en la doctrina del 
Consejo de Estado y en la elaboraciôn normative posterior, al 
conc11iar continuidad del servicio y derecho de huelga. En efec­
to, a través del establecimiento de limitaciones al derecho de 
huelga mediante la determinaciôn de los servicios indispensables 
y de las personas indispensables dentro de ellos, se relativiza 
la continuidad del servicio como caracterIstica rlgida y absolu­
ta, cuestiôn que se acentûa al acuRar la nociôn de servicio mîni- 
mo. Pero por otra parte, las exigencias de la continuidad, aun­
que flexibilizadas , se extienden a aquellos trabajadores some- 
tidos al derecho comûn del trabajo, al ponderar, ûnicamente, por 
encima de las diferencias de régimen jurîdico, la naturaleza de 
la actividad ejercida, con la correlative restricciôn del ejer­
cicio del derecho de huelga. Importa retener, sin embargo, que 
se establece como criterio diferenciador a partir de ahora, el 
de la sat isf acc iôn de necesidades permanentes con carâcter regu­
lar y continue, en oposiclôn al derecho de huelga. Las conclusio- 
nes concretas de esta opos ic iôn habrâ de suministrarlas el orde­
namiento también concreto espaRol, a través del anâlogo de la vi- 
gencia y extension de esta teorizaciôn entre nosotros.
17») En el ordenamiento espaRol la nociôn de servicio pûblico no 
ha juzgado un papel tan decisive como en Francia. El principio de 
continuidad, en concreto, tiene vigencia en un primer momento en 
los temas de quiebra y suspension de pagos del servicio y del em­
bargo de los bienes afectos, y sôlo mâs tarde, en el tema de las
ms
huelgas en servicios pûblicos. De hecho, su alcance se limitarâ 
a la necesidad de observar determinados requisites formates que 
condicionan el ejercicio del derecho, pero no exigen su desapa- 
r ic iôn : aviso previo y sistemas de conciliaciôn previa, mecanis­
mos que por otra parte se extienden posteriormente a todo tipo de 
huelgas, no sôlo las de servicios pûblicos, ya bajo la II Repû- 
blica. Sin embargo donde sî ejerce una influencia clâsica el prin­
cipio de continuidad es a la hora de negar el sindicalismo y el 
derecho de huelga de los funcionarios pûblicos. Bajo el franquis­
me, se puede seguir viendo este diferente alcance del principio, 
por mâs que se considerase delito cualquier tipo de huelga. En 
efecto, tanto la Ley de Següridad Ciudadana como el Côdigo Penal 
de 1944 diferencian entre funcionarios pûblicos "encargados de 
cualquier género de servicios pûblicos" y part iculares - no fun­
cionarios - que presten "servicios de reconocida e inaplazable 
necesidad", con lo que se compruega la mayor v inculaciôn del 
principio de continuidad a aquéllos, reservândose sin embargo en 
el campo de la relaciôn de empleo privado a los servie ios de re­
conocida e inaplazable necesidad. Sin embargo, la reforma del 
Côdigo Penal de 1965 modif ica el tema de forma sustancial al uni- 
ficar plenamente ambas categorîas, cuestiôn que se réitéra, cohe­
rentemente, en el D-L de 22 de mayo de 1975. Este proceso equipa- 
rador se rompe con la regulac iôn que efectûa el DLRT, que permite 
las huelgas en los servicios pûblicos, si bien reforzando las ga­
ranties formates previstas y las potestades de la autoridad admi­
nistrativa, mientras que para los funcionarios pûblicos, la con­
tinu idad del servicio impide la conciliaciôn con el derecho de
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huelga, y ésta es para aquellos, delito de sediciôn.
18*) Una segunda constante en nuestro ordenamiento, que va a ser 
importante en la valoraciôn y explicaciôn de la fôrmula constitu­
cional del art. 28.2, es la diversificaciôn del servicio pûblico 
en relaciôn con la importancia de la necesidad pûblica sat isf e- 
cha. Asi, y ya desde la Ley de huelgas de 1909, se identificaban 
y graduaban, con arreglo a un sistema de lista, determinados ser­
vicios a los que correspondis, segûn ese orden de graduaciôn, ma­
yor es garanties formates, especialmente un plazo mayor de aviso 
previo, y ejemplos de diversificaciôn se encuentran también entre 
los servie ios pûblicos especi.almente susceptibles de ser movili- 
zados. Lo que en la legislaciôn monârquica y republicans se iden- 
tificaba nominativamente, va a transformarse, bajo el franquisme, 
en una fôrmula genérica que emplea el legislador penal : "servi­
cios de reconocida e inaplazable necesidad". La determinaciôn de 
cuâles sean éstos se ha hecho en la doctrina, bajo fôrmulas que 
comprenden en ese concepto "aquéllo que es preciso para la subsis­
tencia de bienes o intereses fundamentales del individuo en su 
vida de relaciôn social". Es obvia la importancia de este concep­
to para la delimitac iôn de los servicios esenciales de la comuni- 
dad de 1 artîculo 28.2. de nuestra Constituciôn.
19*) El término servicios esenciales de la comun idad del artîcu­
lo 28.2 de la Constituciôn se refiere a aquéllos que satisfacen 
necesidades de la poblaciôn conectadas con los derechos fondamen­
tales de los diudadanos. Se trata de un concepto que cumple una
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funciôn un ificadora, que atiende a la materialidad de la activi­
dad realizada y no a la cal if icac iôn jurldica de la misma como pû- 
blica o privada, y que incluye tanto aquellas actividades conec­
tadas con la salud y la següridad personal de los ciudadanos y la 
següridad jurldica en general como aquellas otras que sat isf agan 
necesidades de la poblaciôn conectadas con los derechos fondamen­
tales de los ciudadanos aunque estas actividades no tengan el ca­
râcter de inaplazables o ininterrumplibles. Es decir, que la esen- 
c ialidad del servicio se concreta en el dato de la sat isf acc iôn 
de los derechos fondamentales reconocidos a los ciudadanos por la 
Constituciôn con idéntico rango que el derecho de huelga. No cabe 
por tanto ident if icar servie ios esenciales con servicios pûblicos, 
por cuanto de un lado reducen aquella nociôn, al existir activi­
dades esenciales que no son ut i1izables como servicio pûblico, y 
por otro la amplîan, al existir servicios pûblicos que carecen de 
la caracterîstica de esencialidad tal y como se ha definido. Esta 
nociôn, viene a suponer la delimitaciôn de un âmbito de activida­
des que trasc iende y unifica la cal if icaciôn jurldica de las mis­
mas, en las que el derecho de huelga va a ser privado de sus per- 
files mâs inc i sivos, âmbito que coincide con los aparatos ideolô- 
gicos y as 1stenciales fondamentales de cristalizaciôn de dominio. 
Ciertamente que, una vez delimitado este, habrâ que establecer 
los criterios concrètes de ejercicio del derecho de huelga, aten- 
diendo a la incidencia del servicio considerado esencial en el 
ejercicio de los derechos fondamentales, asi como a la incidencia 
de la propia huelga sobre aquél, pero ésta es una cuestiôn poste-
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rior, que dependera tanto de estos planteamientos générales, como 
de las propias caracterlsticas de la huelga y que repercutlrâ en 
las garanties que se prevên para asegurar el mantenimiento de di- 
chos servicios.
20*) Inc ide también sobre el. tema la teorizaciôn sobre el inte­
rés generalo pûblico f rente al particular o privado de los huel­
guistas, como se ha senalado. El interés general no sôlo descali- 
ficarla éstos, sino que Justifica de una parte las intervenciones 
del estado sobre el conflicto entre sujetos de la sociedad civil, 
de otra, la actitud de éste f rente a las huelgas de sus servidores. 
Sin embargo, la définie iôn y la determinaciôn del interés pûblico 
no puede mantenerse inmutable en esa nociôn- valida para todos los 
tlempos que fune iona como clausula general de legitimaciôn de la 
actuaciôn de los poderes pûblicos, ante las profundas transforma- 
ciones materiales que ha experimentado el Estado y la Sociedad.
De esta manera, se ha teorizado el abandono de la nociôn 
homogénea del interés pûblico, sustituyéndola por la heterogenei- 
dad de los intereses pûblicos, es decir "aquéllos cuya tutela en 
el marco de un determinado ordenamiento jurîdico se estime opor- 
tuna para el progress material y moral de la sociedad con la que 
ese mismo ordenamiento jurîdico se corresponde".Identifieados 
asî por la Ley, aplicados por la Administraciôn, valorados por 
los tribunales, cabe también una valoraciôn directa del problema 
concreto por los propios sujetos de derecho.
Junto a ello, hay que arïadir la elaboraciôn doctrinal que
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legitima y da expresiôn a los intereses no individuates ; los in­
tereses difusos y colectivos, dotados de fuerza cohesora superior 
a la mera suma de intereses individuates, y no sôlo funeionaliza- 
dos al ejercicio judicial de los giismos, sino a la propia part ic i- 
paciôn en las decisiones administrativas, a través de la represen­
taciôn de los mismos.
Al poner en relaciôn ambas cuestiones; se descubre que los 
intereses publiées no son sino determinados intereses sociales 
que se actûan pûblicamente,no existiendo una diferenciaciôn objeti­
va entre interés pûblico e interés social. Con loque se formali- 
za jurîdicamente el reconocimiento y la tutela por el Estado, de 
los intereses de grupo que existen en el seno de la sociedad : el 
Estado reconoce que sus intereses son particulares, no generates ; 
que los intereses de todos son los de unos determinados grupos. 
Cierto que este reconocimiento no se ajusta a criterios "neutra- 
les", sino que han de definirse por las institueiones pûblicas y 
expresarse en normas juridicas, es decir, que se précisa una me­
diae iôn por el poder politico, bien a través de 1 mecanismo ju­
risdictional, bien a través de la participaciôn, especialmente la 
colectiva por representaciôn de intereses. A travésde esa vîa, 
depurando y mediando los intereses sociales para su conversiôn en 
generates,se consigue que las organizaciones sociales se convier- 
tan en aparato pûblico, identificando su interés con el del Esta­
do .
21*) El esquema teôrico antèrior tiene perfecta cabida en el tex-
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to constitucional : No se puede ya afirmar que el interés general 
se contrapone a la huelga como si se tratara de valores diferen- 
tes. No es asi porque en el articulo 28.2 se estâ expresando un 
interés publico : El Estado entiende que el interés colectivo de 
los titulares del derecho de huelga es de tal relevancia que ha 
de asignarle la calificaciôn del publico, sobre la base
de haber tornado conciencia de la incapacidad de llevar adelante 
la tarea de transformac iôn social a la que le obiiga el artîcu­
lo 9.2. Ahora bien Junto a éste hay otros intereses pûblicos que 
se mater ializan también en derechos fondamentales, que pueden 
enfrentarse en su actuaciôn con el derecho de huelga. Por ello 
la fôrmula de conciliaciôn de los mismos que explicita el artî­
culo 28.2 ,las garanties précisas para el mantenimiento de los 
servicios esenciales.
Asî, desde esta perspectiva, las relaciones de conf1icto en­
tre dichos intereses pûblicos se solventarân mediante los crite­
rios normativos que suministra la Constituciôn, y en concreto, 
las indicaciones que resultan del artîculo 53 de la misma, que 
contlene la graduaciôn por el constituyente de dichos intereses.
De esta manera, el intereés general en respetar y salvaguardar 
los derechos fundamentales de los artîculos 14 a 29 de la Consti­
tuciôn fune iona como lîmite de todos y cada uno de ellos.
22* ) Otro argumento utilizado para j ust if icar restricciones al 
derecho de huelga en los servicios esenciales es el del perj u ic io 
que sufren los usuarios de los mismos, entes ajehos a un conf1icto
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en el que no son parte interesada. Se ent iende que una valoraciôn 
conjunta de los intereses del grupo profesionaly los del pûblico 
o los de los usuarios,impi ica la subordinaciôn de aquéllos a és­
tos, subordinaciôn que por cierto la efectuarâ el Estado, es de­
cir la contraparte directamente afectada por la huelga. Utiliza­
do por la OIT, por la doctrina cientlfica en general, incluso se 
emplea para explicar la fôrmula elegida por la Constitue iôn en su 
art. 28.2.
Sin embargo, convendria precisar jurîdicamente los termines 
de dicha contraposiciôn de intereses entre los trabajadores y los 
usuarios. Lo que se opone mediante este razonamiento es el dere­
cho de huelga de los trabajadores a un supuesto derecho a la pres- 
taciôn de servicios por parte del pûblico en general. Sin embargo 
esto no es corrects, porque el particular carece de un derecho a 
la creaciôn y al mantenimiento de los servicios. No son mayores 
sus posibilidades ante el uso y disfrute de los servicios pûblicos, 
y en cuanto a la participaciôn en la direcciôn, forma de funciona­
miento y posible mejora del servicio es prâcticamente inexisten- 
te, a lo que se une la dificultad de encontrar una estructura or- 
ganizativa adecuada para reflejar el interés de los usuarios. Por 
ûltimo el sistema de garant las reposa sobre esquemas individuates 
y se efectûa a posteriori de la actuaciôn administrativa. No exis­
te pues contraposiciôn en términos jurîdicos, el huelguista si 
tiene un verdadero derecho de huelga, derecho de participaciôn que 
justamente puede coincidir plenamente en la misma direcciôn que el 
del usuario del servicio. Asî parece desprenderse del anâlisis del 
art. 51 de nuestra Constituciôn, que si bien in stitucionaliza los
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intereses difusos de consumidores y usuarios, desde luego no créa 
un derecho parangonable al reconocido en el art. 28.2 de la misma. 
La manera por la cual el perjuicio al pûblico se recoge como li­
mite al derecho de huelga es la ya conocida de garantizar el man­
tenimiento de los servicios esenciales de la comunidad. Sôlo por 
la via por la que funeionan como limites al derecho de huelga los 
derechos de la colectividad y los de la persona, cabe recibir el 
argumento criticado, no obstante poder seRalar su importancia en 
otros plenos, concretamente en el de la estrategia concreta del 
conflicto.
23») Examinados ya toda una serie de criterios teôricos, que ex­
plican que la fôrmula empleada en nuestra Constituciôn constituye 
la limitaciôn mâs importante al derecho de huelga, asi como su 
delimitac iôn y alcance, hay que analizar los mecanismos que art i- 
culan de forma vâlida limites y contenido esencial del derecho 
de huelga : Las técnicas de regulaciôn del mismo, en suma. Sin em­
bargo, un problema previo es la d ilue idac iôn del sujeto que esta­
blece las garanties de mantenimiento de los servicios esenciales 
mientras no se promulgue la ley prometida en el artîculo 28.2 de 
la constituciôn. Se trata de centrarse en el terreno de 1 "desarro- 
1lo" del derecho de huelga, es decir, en el campo de la regula­
ciôn concreta del mismo.
Del reconocimiento constitucional del derecho de huelga se 
deduce normalmente la remisiôn a la legislaciôn ord inar ia para 
la fijaciôn de los limites al mismo. Esta fase, caracterizada
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por la intervenciôn externa del Estado coincide, y la experiencia 
del derecho comparado lo demuestra, con la vanificaciôn del mismo ;
mediante el recorte y la elaboraciôn de restricciones a su ejerci­
cio, el derecho ciudadano anterior se transforma insensiblemente, 
en un deber de sûbdito : el deber de trabajar, donde la huelga es
la excepciôn lo menos inc is i va po'sible. Ciertamente que en la
Constituciôn espanola, sobre la réserva legal del tirtîculo 53, hay 
una prescripciôn importante, la del respeto al contenido esencial 
del derecho, y que por otra parte la misma interpretaciôn sistemâ­
tica de los demâs preceptos constitucionales suministra importan­
tes precisiones sobre el mismo, pero no obstante,los distintos 
ejemplos histôricos francés,italiano y portugués, justo por ser 
tan dif erentes, imponen la necesidad de plantearse en primer tér­
mino este problema respecto del caso espanol. Por ello, aun cuando 
pueda resultar un anâlisis excesivamente coyuntural, se requiere 
pulsar el estado de la cuestiôn en Espana, part iendo de las ope io­
nes reguladoras que mantienen las diverses fuerzas sociales en 
presencia.
24») La regulaciôn preconstitucional del derecho de huelga, con- 
tenida en el DLRT,de Clara impronta restrictive, si bien no logrô 
su objetivo prioritario, canalizar a su través los comportamien- 
tos huelguîsticos, sî ha cubierto otro tipo de metas nada desde- 
nables, como la de const itu i r un lîmite insalvable para la apli­
caciôn de la amnistîa laboral, servir de coartada para act itudes 
antihuelga del empresariado y del propio gobierno, y acomodar a 
sus preceptos la defensa jurîdica de la prâct ica hueIguîstica.
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Sin embargo, la virtualidad mayor del mismo es sin duda su conti­
nuidad una vez promulgada la Constituciôn de 1978, su incorpora- 
ciôn a ese "derecho usual laboral" que habrîa de prefigurar el 
marco normative constitucional en materia de huelga, trente a los 
argumentos que sostenlan que deberîa considerarse derogado. Desde 
luego que una de las razones que han hecho posible su continuidad 
ha sido la ausencia del Tribunal Constitucional, si bien estaba 
por estrenar la via de la derogaciôn y sustituciôn de los precep­
tos incompatibles con la Constituciôn ante los tribunales ordina- 
rios. No obstante, hay que recordar que la Ley 62/1978 no otorga- 
ba protecciôn mediante procedimiento preferente y sumario, al de­
recho de huelga y que hubo que esperar al R.D. 342/1979 para ver 
amparada en él la libertad sindical. Por otra parte, en la citada 
ley se silène iaba la posibilidad de recurso pref erente y sumario 
ante la Jurisdicciôn laboral, como habrla sido necesario para la 
impugnaciôn de los actos de los particulares que impiicaran una 
V iolac iôn del derecho fundamental previsto en el articulo 28.2 
de la Constituciôn. El sistema de protecciôn no quedô pues com- 
pletado hasta la promulgaciôn de la LOTC , en octobre de 1979. Pe­
ro es que tampoco los sindicatos plantearon la inconstitucionali- 
dad del DLRT y , en el piano de la defensa Jurldica de sus acc io­
nes, lo siguieron considerando derecho vigente. Ni el empresario 
ni el Gobierno, por su parte, estimaron que dicha norma vulnera- 
ba la constituciôn y el Parlamento, en la elaboraciôn del ET, de- 
clarô vigente la regulaciôn que en él se contenîa sobre huelga y 
conflictos colectivos.
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Habrla que esperar a mediados de 1980, para que, justamente 
en e1 terrene de les servicios esenciales, se comience a exigir a 
Id s poderes publiées una funclon normativa integradora del ordena- 
miento sebre la base de la preminente pesicion de la Constitue ion. 
Ante una Jurisprudeneia contradictoria, legitimadora al fin lisa 
y llanamente de la vieja regulaeion, la interposieion de un recur- 
so de ineenstitucienalidad per el Grupo Secialista marea el fin 
de esta fase de eontinuidad de la normativa preconstitucional so­
bre huelga. La senteneia del Tribunal Constitueional ha de ser 
deudora de esta prâetiea poseonstitucional en materia de huelga, 
de ese "dereeho usual" euyo eje era el DLRT.
25*) Sobre este planteamiento de fondo, planean las diverses 
propuestas sobre la regulaeion eoncreta del dereeho de huelga. For 
su importaneia, procédé analizar en primer lugar las opciones pro- 
eedentes de la doctrina eientifica laboralista que, de una toma 
de postura a favor del reconocimiento constitueional acompanado 
de la autodiseiplina y responsabilidad de los sindicatos, y , en 
ultima instancia del control Judicial, se decanta mayor i tar lamen­
te en favor de una ley de desarrollo del dereeho de huelga en el 
entendimiento de que esta ha de ser una ley de garantia 
y proteeeiôn del mismo, sobre la base de una ser ie de argumentes 
de indudable peso y trascendencia, que sin embargo no se compar- 
ten aqui.
For su parte, el gobierno, a traves de una serie de antepro- 
yeetos de ley, demuestra su pretension de ofreeer una regulaeion
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compléta del dereeho de huelga, .10 limltada a los servicios esen­
ciales, en la que se aprecia el carâcter fuertemente restrictivo 
que impone al ejercicio del dereeho y el sentido de inequîvoca 
inocuidad que se quiere imprimir al mismo. Este aparece también 
en el Proyecto de Ley de la Administraciôn Central del Estado y 
de la Funcion Pûblica, respecte de los funcionarios pûblicos, en 
el del Côdigo Penal y, a través de las situaciones de excepeiona- 
lidad, en el antiguo Proyecto de Ley de Seguridad Ciudadana, res­
pecte del desarrollo de los articules 55 y 116 de la Const ituc ion.
En cuanto a los sindicatos, las opciones reguladoras concre- 
tas varian para las dos grandes centrales de mayor implantaciôn. 
Para CC.OO., a partir del reconocimiento constitueional del dere- 
cho de huelga,habria que conseguir un acuerdo intersindical sobre 
el ejercicio del mismo en los servicios esenciales - con la ex- 
cepciôn de la f une ion pûblica, que requeriria ley orgânica -, sln 
perjuicio del control judicial en el caso de colisiôn de derechos 
constitucionalmente protegidos, a la vez que se pedîa la deroga- 
c ion del DLRT, s in que sin embargo se articulara ninguna medida 
de impugnaciôn del mismo hasta 1980, y justamente a través de 
huelgas en estos servicios. A lo largo de estos dos aRos, han ido 
surgiendo un conjunto de reglas materiales de cornportamiento en 
las huelgas en este sector, junto con correcciones al control in­
terne de las dec is iones de dicho sindicato, que de la "verticali- 
dàd" absolute del mismo, ha pasado a articular contrôles de tipo 
"horizontal".
Para UGT, sin embargo, el objetivo prioritario es el de conse-
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guir un marco global de relac iones colectivas estable y précise, 
en el que encuentra pleno encaje una ley "de promociôn" del dere- 
cho de huelga, sin perjuicio de completarla con normas de autore- 
gulac ion s indical, o, mejor aûn, negociadas con la patronal. En 
este gentido, el AMI, en donde se contienen importantes medidas 
enmarcadoras de 1 conf1icto,situândolo en unos mârgenes aceptables 
por ambas partes séria el prototipo prâctico de la complementarie- 
dad a la ley minima de proteeeiôn del dereeho de huelga por la 
que opta dicha central.
Por ultimo, la prâetiea négociai durante el primer ano de vi-, 
gencia de la constituciôn tiene la suficiente autonomie como para 
analizarla por separado, con la pretension de comprobar si a su 
través se detectan algunas indicaciones que puedan tener vigencia 
en la futura regulaeion del dereeho de huelga. Sin embargo, el anâ- 
lisis de la negociaciôn colectiva durante 1979 demuestra que el 
convenio no se considéra el medio idôneo para la canalizacion y 
modalizaciôn del ejercicio del dereeho de huelga, quizâ merced al 
condicionamiento que supone la heterorregulaciôn en esta materia. 
Sin embargo, esta conclusion general quiebra en el sector de la 
Administraciôn Pûblica y otros entes institucionales, en donde el 
convenio si régula el ejercicio del dereeho de huelga, aunque con 
minimas innovaciones respecte de 1 DLRT,salvo en e1 supuesto del 
Acuerdo INP-Sindicatos para la Seguridad Social, de extrema impor- 
tancia,y del Convenio del Centro de Proceso de Oatos de la Direc- 
clôn General de tributes. Puera de este, el ûnico dato a re tener 
estriba en la prévisible ampliaciôn de un trâmite obligatorio de
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conciliaciôn ante la Comisiôn de Interpretaciôn del convenio antes 
de comenzar la huelga, tal y como aparece en numerosos convenios.
Atendiendo a todo elle, parece conveniente una regulaeion 
flexible del dereeho de huelga, con capacidad de adaptaciôn a unas 
prâcticas todavla no consolidadas, que fundamentalmente venga da­
da a través de la praxis judicial,junto con serios avances en el 
tema de la autorregulaciôn sindical y en el de la regulaeion ne- 
gociada.
26*) Los mecanismos que articulan validamente limites y conteni- 
do esencial del dereeho, es decir, las têcnicas concretas de re- 
gulaciôn del mismo, revisten una importaneia extrema, puesto que 
son el vehiculo a través del cual encuentra actuaciôn prâetiea el 
alcance y el contenido del dereeho de huelga. Se enumeran a con- 
tinuacion algunos de los mâs frecuentemente utilizados, reducién- 
dolos a los limites de correcciôn en atenciôn al respeto al conte­
nido esencial del dereeho.
27*) La concepciôn del dereeho de huelga como un procecimiento 
en sentido estricto de cuya observancia va a depender la eficacia 
y validez del mismo, responds a planteamientos formalistes que 
pueden van if icar el derecho de huelga. La exigencia de quorum y 
de determinadas mayorias cualificadas que fijan arbitrariamente 
la entidad de lo colectivo en el ejercicio del dereeho, no pare­
ce compatible con la regulaeion const ituc ional del dereeho de huel­
ga, como tampoco la imposicién de un referendum por centro de tra-
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bajo como cond ic ion de validez de la huelga.
28*) El preaviso es, sin embargo, una institue ion que tiene una 
cierta tradiciôn en Espana y que, utilizado adecuadamente a la 
duraciôn y a las circunstanclas concretas de la huelga y del ser­
vie io afectado - puesto que no tiene la misma ent idad un sector 
que otro - estarîa en la llnea de las "garantias" que prescribe 
el artîculo 28.2 de la Constituciôn para el mantenimiento de los 
servicios esenciales.
29*) La obligaciôn de publicidad de la huelga es una prescripciôn 
fuera de lugar en un texto legal,como deber juridico, que se debe 
reconducir al terreno de la autonomîa de las partes, que en cual- 
quier caso, no debe hacerse gravitar tan sôlo sobre los représen­
tantes de los trabajadores si su fundamento teôrico es prévenir a 
los usuarios del servicio y como tal son razones de orden pûblico 
las que impulsan a su establecimiento como obligaciôn, ocuando mè­
nes deber îa fac i 1 i tarse todo tipo de medios materiales a aquellos 
para hacerla efectiva.
30*) El mantenimiento de un servicio mînimo debe dejarse en pri­
mer lugar, a la modalizaciôn concreta de la autorregulaciôn sindi­
cal o a la autorregulaciôn contractual por la via del pacto colec­
tivo y sôlo cuando esta no esistiera, o fuera insuficiente, cabria 
una intervenciôn de los poderes pûblicos ajustândose a los môdulos 
generates a que se ha de sujetar la impos ic iôn de un servicio mi-
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Este tema se confunde a veces con la obligaciôn de mantener 
la seguridad de las personas y de las cosas, que desde luego no 
puede establecerse ni conc re tarse por el prop io empresario. Por 
otra parte esta obligaciôn ha de verse limitada a las labores 
necesarias que, de f altar, supondrian un peligro cierto para la 
seguridad de las personas y de las cosas, sin que sea lîcita su 
ampliaciôn desmesurada.
En cuanto a la exigencia de mantener un nivel mînimo de cober- 
tura en casos de huelga en los servicios esenciales, su determina- 
ciônyextensiôn dependerâ de la naturaleza del servicio y de las 
circunstancias concretas que concurran en cada caso. Fundamental- 
mente, de la sustituibi1idad o no de los servicios, de la facili- 
dad o dificultad de sust ituc iôn de los trabajdores en huelga y 
del carâcter reparable o no de la repercusiôn negativa sobre los 
derechos ciudadanos de la interrupciôn del servicio causada por la 
huelga.
31*) Los procedimientos de conciliaciôn, mediaciôn y arbitraje 
tienen su lugar como instrumentos complementarlos y previos a 
la huelga, y, en lo que se refiere a los mecanismos de autocompo- 
siciôn, es évidente su idoneidad en el sentido const itue ional del 
artîculo 28.2 , tal y como aparecen plasmados en algunos conve­
nios colectivos.
En cuanto a los procedimientos de composiciôn externes, son 
también utiles en tanto y en cuanto no menoscaben el derecho de 
huelga y se estimule la composiciôn paritaria de los ôrganos me-
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diadores o arbitrales, siempre sobre la base de su voluntariedad, 
como por otra parte mantiene la OIT. Parece Clara, en este aspec- 
to, la inconstitucionalidad del procedimiento de conf1icto colec­
tivo del DLRT dejada subsistentes por el ET, que habrâ de modifi- 
carse, adaptândose a los criterios antes mèneionados, fundamental- 
mente en lo que se refiere al laudo de obligado cumplimiento que 
se prevé en él. '
32*) En cuanto a las medidas de intervenciôn de los poderes pûbli­
cos que deben tener un carâcter supletorio, en general, hay que 
enumerar cada una de e1las por cuanto no todas pueden entenderse 
compatib— les con la configuraciôn del dereeho de huelga en nues- 
tra Constituciôn.
As 1, la mi 1itarizaciôn de los huelguistas, por suponer una 
exclusiôn const itu t iva de la relaciôn laboral, que conforma una 
prestaciôn personal obligatoria.de trabajo forzoso no libre,some- 
tida al Côdigo de Just ic ia Militar, sôlo puede art icularse como 
técnica que se emplee una vez declarado el estado de excepciôn o 
de s it io y suspend ido el derecho de huelga.
Sin embargo, la sustituciôn de los huelguistas por efectivos 
policiales o militares, si se mantiene la gratuidad del servicio, 
su duraciôn se limita a la indispensable y si reûne capac idad téc­
nica plena para su prestaciôn, puede constituir una técnica que 
quepa en el piano constitueional.
La imposiciôn gubernativa de un servicio mînimo, si tiene ca-
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râcter supletorio a la modalizaciôn del ejercicio del derecho de 
huelga por los propios interesados, y se ejerce sobre servicios 
esenciales con arreglo a los criterios de determinaciôn del mini- 
mo de actividad ya aludidos, sin que se produzca el fenômeno de 
delegaciones sucesivas que hace que sea el ôrgano afectado por la 
huelga qulen délimité la extension del dano que le va a producir 
esta, y siempre baJo el control Jurisdicclonal, es también una 
técnica de intervenciôn gubernativa coherente con lo preceptuado 
en el artîculo 28.2 de la Constituciôn.
La orden de poner fin a la huelga y el arbitraje obligatorio 
son poderes excepcionales de discrecionalidad exorbitante y de 
excesiva intervenciôn gubernamental, que no responds a las direc­
trices elaboradas por la OIT sobre el particular y que como tal 
no debe entenderse compatible con la regulaciôn constitueional 
del derecho de huelga.
33*) Gran parte de estas conclusiones han sido avaladas por la 
Sentencia del Tribunal Constitucional de 8 de abril de 1981 sobre 
el derecho de huelga. Sentencia fundamentalmente interprétâtiva, 
viene a suponer la Judicializaciôn de la regulaciôn sobre la huel­
ga en nuestro pais hasta que se promulgue la ley prometida en el 
articule 28.2 de la Constituciôn. En lo que respecta al objeto 
prioritario de este trabajo, la huelga en los servicios esencia­
les, le remisiôn a la delimi tac iôn posterior, caso por caso, a 
través de la jurisprudencia de amparo del concepto y garanties en 
los mismos, permite mantener la validez de las afirmaciones ver t i-
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das con anterioridad. Por otra parte, el reconocimiento de la au­
torregulaciôn sindical en las huelgas en los servicios esenciales 
junto a la constitucionalidad de la determinaciôn por la autori- 
dad gubernativa de las garanties de mantenimiento de los servicios 
en caso de huelga, con el doble limite de fondo de que esta no 
puede varier de contenido el derecho de huelga ni rebasar la idea 
del contenido esencial del derecho, son otras tentas afirmaciones 
de indudable interés, en la llnea de las conclusiones mantenidas 
en este trabajo. Parece pues clara la configuraciôn de una regula­
ciôn flexible y en evoluciôn constante del derecho de huelga en 
nuestro pals, a través de la interpretaciôn jurisprudencial del 
DLRT en lo que no contradice la Constituciôn, abriéndose la via 
complementaria de la autorregulaciôn sindical en sus vert lentes 
' pura y negociada, segûn las vaya elaborando la prâetiea sindical 
fundamentalmente en los servicios esenciales. E1lo permite cier- 
tas posibi1idades de actuaciôn en u^n sentido ampliatorio del al­
cance y efectividad del derecho de huelga del articule 28.2 de la 
Constituciôn espanola.
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